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Prólogo 


Dado que en el conjunto de esta colección son dos los volúmenes 
dedicados al estudio del mundo romano en el período 264-27 a. de 
J.C., nos ha parecido que era lo más lógico consagrar el primero de 
ellos a los autores de la conquista, es decir, a los romanos e italianos, 
y el segundo a quienes la sufrieron: cartagineses, africanos, españoles, 
celtas, griegos y orientales. Así pues, este primer volumen es una 
exposición de las Estructuras de la Italia romana. No encontrará, pues, 
el lector el relato sistemático de los acontecimientos de todo orden 
—económicos, políticos, culturales—- que se sucedieron en el ámbito 
romano, y para los cuales remitimos a los excelentes manuales que 
citamos en la sección de bibliografía. Por otra parte, tampoco ha 
sido nuestro propósito presentar tan sólo una serie de «cuadros» yuxta- 
puestos de forma artificial, sobre diversos aspectos, arbitrariamente 
seleccionados, de la vida en la península itálica durante este período. 
Si hemos elegido el término «estructura» ha sido en el intento de mos- 
trar que se ha pretendido realizar una interpretación unitaria de la 
lenta unificación política y cultural de Italia en el mismo momento en 
que por medio de las armas, la diplomacia y también la emigración, 
se apoderaba de la casi totalidad del mundo conocido. Los objetivos 
-—ambiciosos sin duda—- que me he fijado al escribir el libro han sido 
los de evaluar este mundo italiano desde el punto de vista demográ- 
fico, económico y social; comprender la labor de los hombres sobre 
el suelo y el paisaje, así como en el reparto de la tierra y en la cons: 
trucción de los pueblos y ciudades; analizar cómo se organizaba su 
vida social y cómo obtenían las diversas colectividades (ante todo la 
colectividad dominante, el Estado romano) los recursos necesarios en 
hombres y en dinero para llevar adelante sus empresas exteriores; 
finalmente, averiguar cómo se gobernaban, es decir, comprender a un 
tiempo las reglas normativas y la práctica cotidiana de su vida polí- 
tica. El deseo de no descartar ninguna hipótesis, de tomar en cuenta, 
a priori, todos los posibles elementos de explicación me ha impuesto 
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la línea a seguir, de la tierra a los hombres, de la economía a la 
política, en una especie de amplio inventario. Pero, al mismo tiempo, 
debían aparecer, si no certidumbres, sí convergencias, líneas explica- 
tivas y direcciones de investigación, para intentar mostrar la ciencia 
mientras se hacía. Por ello, entre las diversas estructuras he conce- 
dido, conscientemente, cierto privilegio a aquella que considero fun- 
damental, la de la ciudad antigua, de la que Roma no es sino una 
variante, aunque desde luego excepcional por sus dimensiones y su 
crecimiento continuo. Así, los capítulos centrales de este libro están 
dedicados a las relaciones sociales (que no pueden aislarse del marco 
de la ciudad), a las relaciones financieras y, sobre todo quizás, a las 
relaciones militares,* por cuanto las exigencias de fondos que impli- 
caban, posibilitadas por la producción de bienes materiales, consti- 
tuían el aspecto esencial de la vida política en un sentido amplio y 
determinaban en buena medida sus formas. Ignoro si he realizado 
con éxito lo que me proponía. Dada la extensión de este trabajo, ha 
sido inevitable descuidar algunos otros aspectos importantes del mun- 
do antiguo. He pensado, sin embargo, que esta elección era legítima. 
Los aspectos que aquí se tratan son aquellos en los que en los últimos 
treinta años se han realizado los progresos más notables de la ciencia 
histórica. Cuando menos, he intentado exponerlos, 


1 «Por tal razón la guerra constituye la gran tarea social y el gran trabajo común 
exigidos ya sea para domeñar las condiciones objetivas de la existencia viva, ya sea 
para proteger o perpetuar los fundamentos de ésta, etc.» (K, Marx, «Formas preca- 
pitalistas de la producción», en Grundrisse des Kritik der politischen Oekonomie, 
trad, fr. J. MaLaquars y M. RubgL, Ed. Pléiade, Il, p. 316). 
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CAPÍTULO PRIMERO 


Las dimensiones: 
geografía y demografía 


Entre los años 264 y 28 a. de J.C. la Italia romana desempeñó 
un papel fundamental en la historia del mundo mediterráneo, Resistió 
primero el asalto de la más importante fuerza naval del siglo 111, 
Cartago, desbordó después ampliamente sus límites naturales, tanto 
en Oriente como en Occidente, comenzando así un proceso de con- 
quista o de dominación diplomática que, en menos de dos siglos, la 
convirtió en dueña y centro de un mundo cerrado que coincidía 
—aproximadamente— con el ecúmene. En el año 167 la suerte estaba 
ya echada, Los autores contemporáneos, como Polibio, no se equivo- 
caban: Roma dominaría el mundo y triunfaría en donde habían fra- 
casado sus predecesores, desde los asirios a Alejandro Magno. Una 
fuerza de expansión de tal magnitud plantea, en sí misma, numerosos 
problemas. Desde los primeros momentos, los contemporáneos bus- 
caron muchas veces causas religiosas o morales (por ejemplo, para 
Polibio era la excelencia de su constitución lo que explicaba el éxito 
de Roma), pero también se aventuraban otras hipótesis. La primera de 
ellas consistía simplemente en comparar la «potencia en hombres» 
(esencialmente en términos militares) de los principales protagonistas 
de esta historia. Tal hacían Polibio (IL, 2) y posteriormente Fabio 
Pictor cuando dan la relación de los contingentes movilizables de 
Roma y de sus aliados en el 225, poco después de la segunda guerra 
púnica. Al indicar la cifra total de 780 000 hombres (quizás exagera- 
da) señala su extrañeza y admiración ante el hecho de que Aníbal 
osara lanzarse contra una potencia semejante con sólo 20000 hom- 
bres. 


Quisiéramos imitar aquí a Polibio y efectuar someramente este 
cálculo demográfico global del mundo mediterráneo en los siglos 11 
y U y evaluar la parte que en él correspondía a la Italia romana. En 
efecto, si la demografía no lo explica todo, y a pesar de ella incluso 
en el dominio militar queda margen para la audacia (en definitiva, 
Aníbal estuvo bien cerca de derrotar a Roma), debemos tenerla pre- 
sente en nuestro punto de partida. 

La demografía, es decir, un conjunto de hombres en un territorio 
determinado, relación esencial para civilizaciones fundamentalmente 
agrícolas, cuando no rurales, como veremos más adelante. Ánte todo, 
pues, un territorio: por tanto, la geografía. Naturalmente, cuando se 
habla de la Antigúedad, el concepto de territorio no está ni mucho 
menos tan claro —tanto desde el punto de vista físico como humano— 
como en los Estados territoriales, continuos y unitarios, del mundo 
moderno. La referencia a la «Italia romana» en el siglo 111 constituye 
una aproximación reciente. Esto no quiere decir otra cosa sino que, 
desde la desaparición de Pirro, no existía en la península al sur de 
una línea que iría de Pisae a Ariminum ningún pueblo, y tampoco 
ninguna ciudad, que se declarara enemigo de Roma, o simplemente 
que no hubiera establecido con ella lazos jurídicos de naturaleza diver- 
sa pero en cualquier caso constrictivos. Ello no quiere decir, en forma 
alguna, que los romanos hubieran extendido su ámbito territorial al 
conjunto de la península y, menos aún, que lo hubieran desbordado 
para poblar las zonas que llamaremos «alógenas». Significa única- 
mente que todos los pueblos asentados en este espacio geográfico eran, 
con condiciones distintas, «aliados» del Estado romano y, muy espe- 
cialmente, que en caso de guerra debían suministrarle (según reglas 
invariables) contingentes y subsidios. Nos encontramos, pues, frente 
a una alianza muy amplia antes que frente a un «imperio» que agru- 
para a grupos humanos de origen, raza, lengua, cultura y efectivos 
demográficos muy diferentes. Más adelante analizaremos la estructura 
detallada de esta «alianza» desde el punto de vista de la organización 
del espacio político. Bástenos por el momento señalar que el proceso 
de «romanización» de Italia, es decir, su unificación política en un 
status igualitario y su asimilación cultural a la lengua y costumbres 
romanas habría de ser muy lento y no quedaría definitivamente com- 
pletado (con una importante gama de matices) hasta el siglo 1 de nues- 
tra era. 

La Italia peninsular al sur del paralelo 44, que corresponde, apro- 
ximadamente, a la Italia romana del período que estudiamos, com- 
prende una superficie de 130 000 km”. Es ésta una extensión infinita- 
mente superior que el territorio de cualquier ciudad o estado federal 
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del mundo griego o semítico: ni Cartago ni las ligas aquea o etolia, 
ni Esparta ni Atenas, habían dominado nunca un territorio continuo 
de tales proporciones. En el interior de este vasto conjunto, el Estado 
romano propiamente dicho era mucho más reducido. Limitado en sus 
orígenes al territorio de la ciudad de Roma y luego a una parte del 
Lacio, se anexionó a continuación la Campania, una parte de la Etru- 
ria meridional, y luego la Sabina, pero nunca legó a formar un con- 
junto continuo. Su expansión se realizó siempre en forma de enjam- 
brazón, con la instalación de colonias (latinas o romanas) en el in- 
terior de los territorios «aliados», colonias que constituían otros tan- 
tos enclaves a menudo lejanos. J. Beloch [294] ha realizado un 
cálculo de su superficie: 


Hacia finales de la monarquía 983 km* 
A comienzos de la guerra latina (340) 3098 km? 
A comienzos de la segunda guerra 

samnita (328) 6.039 km? 
Tras la batalla de Sentino (296) 7688 km? 
Después de la unificación de Ita- 

lia (264) 27000 km? 
Después de la segunda guerra púnica 37000 km? 
De la conquista de la Cisalpina a 

la guerra social (190-90) 55 000 km? 


Sólo después de la guerra social el territorio romano coincidió 
con la Italia «geográfica» a la que nos hemos referido anteriormente, 
para alcanzar (con la Cispadana) 160 000 km”, Cuando en tiempos 
de César se concedió la ciudadanía romana a toda la Galia traspa- 
dana, $e sumaron a esta extensión 107 000 km, bien que puede esti- 
marse que la Italia de la época augústea, de las once regiones, alcan- 
zaba aproximadamente 237000 km?, 

Resulta evidente que para el período que estudiamos cualquier 
consideración sobre la población de Italia deberá tener en cuenta esta 
distinción entre lo que era propiamente «romano» (es decir, integrado 
en el ager romanus) y lo que podemos calificar con el término más 
amplio de «italiano». Y ello, ante todo, porque cada uno de los con- 
juntos regionales o étnicos evolucionó según un ritmo diferente. Cier- 
tos acontecimientos afectaron a unas zonas más que a otras: tal es el 
caso de las destrucciones originadas por la segunda guerra púnica o 
las confiscaciones de tierras con las que se quiso castigar las rebe- 
liones, en la misma época o, más plausiblemente, en tiempo de Sila. 
Pero existe además otra razón: la población propiamente romana de 
Italia aumentó más considerablemente que la no romana porque Roma 
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no cesó prácticamente nunca —salvo quizás en algunos decenios del 
siglo 11 a. de J. C.— de otorgar con bastante liberalidad a individuos 
y a colectividades enteras el derecho de ciudadanía. Ese crecimiento 
demográfico era ciertamente irregular y variaba en función de la co- 
yuntura diplomática, militar y política. Casi siempre, era proporcio- 
nal a la anexión de nuevos territorios pero, en algunos casos, podía 
ser totalmente independiente de este último factor. Por otra parte, 
hay que señalar que, a la inversa, el movimiento de «colonización» 
(cf. más adelante, p. 194) implicaba a veces una pérdida de efecti- 
vos humanos para el conjunto de ciudadanos romanos. Así, cuando 
se fundaban colonias «latinas», los ciudadanos podían integrarse en 
ellas si aceptaban perder su derecho de ciudadanía de pleno ejercicio. 

En ningún caso debemos pues perder de vista, al tratar de calcular 
la población total de la Italia romana, estas diferencias de status cívi- 
co, así como tampoco la existencia —tanto entre los «aliados» como 
en el territorio romano— de una masa de no ciudadanos: los extran- 
jeros y los esclavos (de entre estos deben excluirse los libertos, que 
eran ciudadanos). 


1. Las fuentes 


A estas ambigúedades hay que añadir las que proceden de la documentación 
a nuestro alcance. En un primer análisis podría pensarse que esta documenta- 
ción es de un valor extraordinario. En efecto, la tradición analística romana ha 
conservado los datos de 37 censos para el período que va del año 508 al 28 a, 
de J.C. Se trata, a primera vista, del número total de los ciudadanos tal como 
lo establecían los censores cada cinco años (o los cónsules, antes de la creación 
de la censura en el 443). Para el período de cuatro siglos transcurrido entre las 
dos fechas anteriormente citadas deberíamos, pues, poseer 96 censos, pero sólo 
conservamos 37, Las pérdidas no son catastróficas. Estos datos los reproducimos 
en el cuadro de las páginas 12-13 (según P. Brunt). Por desgracia, su inter- 
pretación resulta extraordinariamente delicada y ha dado lugar, desde Momm- 
sen y J, Beloch [294] —de los cuales el primero los ha tratado desde un punto 
de vista deliberadamente estadístico— hasta P, Brunt [298], a frecuentes dis- 
cusiones, 

Las causas de incertidumbre son, ciertamente, numerosas. En primer lugar, 
la transmisión de las cifras, susceptibles de importantes deformaciones o erro- 
res en los manuscritos. Beloch fue el primero en criticarlas, no sólo ateniéndose 
a un criterio paleográfico, sino también en nombre de la verosimilitud estadís- 
tica, Aunque su método de interpretación haya sido cuestionado por Mommsen 
y Ciccotti, sigue siendo indispensable y los resultados a los que llega han sido 
admitidos por numerosos especialistas, particularmente por P. Brunt. Las tres 
cantidades que ha corregido, con toda justificación, son las que corresponden a 
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los años 265-264 (292 234 en lugar de los 382233 que sugiere el abreviador de 
Tito Livio), 209 (237 108, en lugar de 137000) y 194 (243 000 en vez de 143 704), 
Estas cantidades parecen totalmente seguras, Resulta llamativa la homogeneidad 
en los datos de los diversos censos, excepto en dos o tres períodos en que se 
registran notables incrementos: entre 323 y 294, entre el 131 y 125 y, cierta- 
mente, entre el 70-69 y el 28 a. de J.C. La variación en este último caso hace 
pensar que en este periodo las cifras no son ya homogéneas y representan con- 
juntos diferentes, 


2. Interpretación de las cifras del censo 


Es necesario conocer el significado de estas cifras. Más adelante 
(p. 111) consideraremos los objetivos y los detalles de la organiza- 
ción censitaria, pero podemos afirmar ahora, sin temor a equivocar- 
nos, que la finalidad esencial del censo era evaluar los recursos mili- 
tares totales y determinar una escala de riquezas a efectos fiscales y 
electorales. Evidentemente, no todos los ciudadanos interesaban de 
igual modo al Estado en los aspectos apuntados: por ejemplo, el 
servicio militar sólo obligaba a los varones comprendidos entre los 
diecisiete y los sesenta años. Tampoco los impuestos y la cuestión 
del voto afectaban a todos los ciudadanos por igual: las categorías 
censitarias inferiores de los proletariz y de los capite censi estaban 
exentas del tributo, muchas veces también del servicio militar, y 
carecían del derecho de voto. A mayor abundamiento, hasta aproxi- 
madamente comienzos del siglo 11 existía una categoría de ciudadanos 
romanos (alógenos de la Etruria meridional o del Lacio, Caerites en 
primer término) que poseía todos los derechos, excepto el de voto. 
Así pues, es legítimo preguntarse si estas diversas categorías excluidas 
de algunos aspectos de la vida cívica (comenzando por las mujeres y 
los niños) figuraban en la cifra total que ofrecían los censores cada 
cinco años, Indiquemos, además, que si estos no podían modificar la 
pirámide de las edades, sí que podían hacer variar las cifras del censo, 
en especial las de la quinta clase, que separaba a los prolettrii de los 
assidut, y alterar el número de estos últimos. 


El estudio atento de estos problemas, que llevó a cabo Beloch y que recien- 
temente ha ocupado a P. Brunt, nos lleva a pensar que bajo la fórmula capita 
civium tot que figura en el encabezamiento de los censos hasta la época de 
Augusto, sólo estaban comprendidos los varones adultos y, quizás en dos o tres 
ocasiones, cuando se especificó, las viudas y huérfanos (esto por razones fiscales; 
solamente los varones adultos pagaban el tributum, pero cuando poseían patri- 
monios, también las viudas y huérfanos estaban obligados a satisfacer ciertos 
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cánones especiales), Por contra, parece seguro que la lista del censo, así for- 
mada, comprendía: a) a los seniores de más de sesenta años (en ocasiones mo- 
vilizables y en todo caso contribuyentes); 5) a los «semiciudadanos»; c) a los 
proletarii y capite censi. No obstante, hay que tener en cuenta que era mucho 
menos apremiante la necesidad de que estos últimos figuraran en el censo, y 
de ello derivaba un margen de error, variable según las circunstancias, pero a 
veces considerable. P. Brunt admite, por lo demás, teniendo en cuenta las téc- 
nicas de la época, un margen de error global del orden del 10% por defecto, 
Sin duda, pues, las «cifras del censo» no representan más que una parte de la 


población ciudadana total. 

Esto por lo que se refiere a los censos anteriores a la época de Augusto, Es 
claro, en efecto, que si después de la concesión de la ciudadanía a todos los 
italianos luego de la guerra social (89-70 a. de J,C.) el número de ciudadanos 
varones adultos pasó de 394000 a 910000 (aumento que puede considerarse 
perfectamente lógico), la cifra de 4063000 que suministra una fuente epigrá- 
fica confiable del año 28 a, de J.C., es totalmente incompatible con la anterior, * 
pueses imposible que la población ciudadana se cuadriplicara en ese lapso. 
Como ha afirmado Beloch, hay que pensar que Octavio introdujo necesaria- 
mente nuevas normas para la elaboración del censo del año 28 y los subsiguien- 
tes, y que en tales condiciones las cifras del año 28 se refieren a la población 
* cívica total, incluidos las mujeres y los niños, 


Para los períodos en los que no contamos sino con la cifra de los 
varones adultos, el problema que se plantea es el de intentar una esti- 
mación de la población cívica total y, si es posible, de la población 
en términos absolutos, incluyendo a los extranjeros residente y a los 
esclavos. En el caso de estos últimos, si bien, por definición, no de- 
sempeñaban papel alguno en la vida ciudadana, intervenían a escala 
masiva tanto en la producción como en el consumo, Los historiadores 
modernos han discutido largamente sobre la posible relación entre 
la cifra de varones adultos y la de la población cívica total. A. Afze- 
lius [291] ha calculado que en el año 225 a. de J. C., aquéllos cons- 
tituían el 31% de la población cívica total (cf. más adelante). 
P, Brunt [298] habla de un porcentaje del 28 % para ese mismo año, 
mientras que lo eleva al 35'% para otros años. Es claro que sólo se 
trata de hipótesis, datos aproximativos y que, de todas formas, en 
algunos momentos concretos (por ejemplo, en los años posteriores a 
una guerra cruenta) la proporción debía de variar considerablemen- 
te, ya que las bajas correspondían fundamentalmente al grupo de los 
varones ciudadanos. No obstante, aceptemos estas cifras y veamos 
cuáles serían las cifras de la población cívica total, al menos en algu- 


nos años significativos: 























Varones Población 





Años adultos cívica Territorio Densidad 

225 300 000 923 000 25 615 36 

124 433 000 1 250 000 55 000 22,8 
70 981 000 3 000 000 160 000 18,5 



































Digamos una vez más que estas cantidades sólo son aproximativas 
y, sobre todo, que para su interpretación hay que tener en cuenta que 
no se trata de un crecimiento natural de la población, sino de cambios 
políticos que afectan a su composición. 


Relaciones entre los romanos y los italianos. Con respecto a este punto dis- 
ponemos de dos informaciones seguras: E 

a) una relación que proporciona Polibio (Il, 24) pero que se remonta a 
Fabio Pictor, de los efectivos romanos y aliados en armas en el momento de la 
guerra contra los galos del año 225, a la que se añade el número total de las 
reservas movilizables entre los diversos pueblos de Italia; 

b) el incremento del número de los capita civium en los dos censos poste- 
riores a la guerra social (86 y 70-69), 


He aquí los datos que presenta Polibio, más o menos confirmados 


por Diodoro (XXV, 13), Plinio (III, 138) y Tito Livio (Per., 20) : 


1. Tropas en armas: 








Romanos Aliados 
Infantes Caballeros Infantes Caballeros 
49 200 3 100 
Total 52 300 158 000 


II. Hombres capaces de llevar armas: 
Romanos Aliados 
250 000 23 000 250 000 35 000 


Polibio, en su estimación de los recursos humanos totales de la alianza ro- 
mana, suma las dos cifras que presenta de forma detallada por lo que respecta 
a los aliados, Pero hace ya tiempo que se ha señalado que debió contar al 
menos dos veces a los soldados romanos y a los contingentes aliados movilizados 
efectivamente en el 225. El número total de hombres que da Polibio se eleva 
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así a unos 700000 infantes y 68000 caballeros, cifras que se ha considerado 
necesario reducir hasta quedar en 580000 o 590000 infantes y 54000 o 
66 000 caballeros. : 

Más importante parece el cuadro de la distribución geográfica de la pobla- 
ción libre italiana, que P. Brunt ha elaborado a partir de las cifras de Polibio, 
con las densidades correspondientes: 


























Varones 
adultos Población Censo 
Pueblos (corregido) cívica Territorio Densidad 1936 
Romanos 300 000 923 000 25 615 36 
Latinos 134 000 431000 10 630 40,6 
<«<Samnitas» 123 200 390 000 10 333 37,8 49 
Apulios 89 600 284 000 17 085 16,6 26,6 
Pueblos de los 
Abruzzos 54 400 172 000 7 410 23,2 30,3 
Etruscos 86 400 274 000 19 085 14,4 20 
Umbrios 35 200 111 000 7235 15,3 24 
Lucanos 52 800 167 000 10 400 16,1 25 
Total 875 600 2752000 107 810 25,5 




















Vemos, pues, que los aliados doblaban aproximadamente en nú- 
mero a los romanos. La ausencia de los italianos del extremo meri- 
dional, brucios y griegos, es notable, Según Brunt, estos últimos 
debían suponer unas 67 000 y 210000 personas, respectivamente. El 
conjunto de la población libre de Italia —con exclusión de la Galia 
cisalpina— debía ser, pues, a finales del siglo 111, de unos tres mi- 
llones de personas. Esta cifra hay que compararla con la que P. Brunt 
ofrece para la población de Italia en el 69, después de muy largas 
consideraciones, cuando se llevó a cabo el censo que integraba a los 
italianos en la ciudadanía romana: 981 000 censados, y unos 175 000 
(17,89) que habrían quedado al margen del censo, o sea, en total 
1155000 varones adultos, frente a 940 600 en el año 225. El incre- 
mento porcentual sería del 22,8'9% en el lapso de un siglo y medio. 
Así, habría que corregir la cifra que hemos aportado anteriormente 
con respecto a la población libre total en el 70 e incrementar en el 
22,8 Yo la cifra de 2752000 que hemos apuntado para el 225 (en 
total, pues, 3379000). En un período tan largo, el aumento demo- 
gráfico resulta muy débil, pero como veremos más adelante, estas 
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cifras globales, plausibles si no ciertas, ocultan apenas una evolución 
en dientes de sierra, 

Todo ello para la población libre o ciudadana, tanto de Roma 
como de sus aliados. Pero hemos de referirnos también a los extran- 
jeros residentes y a los esclavos. Contamos con muy escasos procedi- 
mientos para calcular su número que, según demuestran todos los 
indicios, era muy variable en función, sobre todo, del número de 
los cautivos de guerra, En fecha muy temprana, Dionisio de Halicar- 
naso considera que el número de mujeres, niños, esclavos, extranjeros 
residentes y «artesanos» era tres veces superior al de los varones adul- 
tos (IX, 25, 2). Esta afirmación resulta muy discutible y, por otra 
parte, las dos últimas categorías no existían en cuanto tales en Roma. 
Si aceptamos que el número de mujeres y niños era el doble del de 
los varones adultos, habría que admitir que los esclavos serían, numé- 
ricamente, una tercera parte de la población libre total. 


Son varios los intentos que se han realizado para calcular el número de es- 
clavos a partir del impuesto estimado sobre las manumisiones (vicesima libertatis), 
del que conocemos el producto acumulado para el año 209, o a partir del im- 
puesto de 100 sextercios por esclavo que decretaron los triunviros en el año 42 a, 
de J.C, Pero, dado que no conocemos ni el precio medio de los esclavos en el 
primer caso, ni el montante total del impuesto en el segundo, estos cálculos 
siguen siendo hipotéticos. Tan sólo disponemos de una cifra segura: los esclavos 
que se rebelaron siguiendo a Espartaco en el 73 a, de J. C. fueron 150000, 


Con estas premisas, Brunt estima que en época de Augusto, sobre 
una población de 7 500000 habitantes comprendida la Cisalpina, los 
esclavos serían tres millones ([298], p. 124), lo que supone una pro- 
porción muy elevada, que se justifica, por otra parte, por lo que sabe- 
mos con respecto a la utilización de la mano de obra servil en el 
último siglo de la República. En el año 225, la población total en 
el mismo territorio no habría sido más que de 5000 000 de habitan- 
tes, lo cual indica un incremento del 50%, debido sobre todo al au- 
mento de la población servil, procedente, en gran parte, no de un 
substrato italiano sino de la inmigración forzosa. 

Para poder evaluar estas cifras sería necesario compararlas con 
las de otros núcleos dentro o fuera del ámbito mediterráneo. Beloch 
[294.] llevó a cabo numerosos cálculos y razonamientos sobre el mun- 
do griego clásico, Cartago y la Galia, análogos a los que estaba reali- 
zando en el caso de Roma. Estos trabajos no han recibido una crítica 
en su conjunto, crítica que sí planteó Brunt sobre los datos de la Italia 
romana, Presentamos, pues, a título indicativo, algunas de las conclu- 
siones de Beloch, señalando, sin embargo, que los trabajos de Brunt 
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tienden a confirmar sus conclusiones en el caso de Italia, contra los 
cálculos mucho más elevados de Frank o de Nissen (16 o 14 millones 
de habitantes). 


Según Beloch, en el año 432 el Ática habría contado con unos 120000 habi- 
tantes, es decir, 50 habitantes por km?. El Peloponeso habría contado en el 
siglo y con una población libre de unos 540000 o 600000 habitantes, a los que 
habría que añadir 300000 o 350000 ilotas y esclavos. En total, por tanto, 
900 000 habitantes, con una densidad de 36 a 40 habitantes por km”, En cuanto 
a Cartago, las fuentes antiguas (Estrabón, XVII, 833) dan la cifra de 700 000 ha- 
bitantes para la ciudad en el año 149, cifra exagerada, según Beloch, que indica, 
para el mismo año, 200000 o 300000 habitantes, Pero toda el África carta- 
ginesa (bien que ésta sea una expresión muy vaga) podría haber tenido unos 
tres o cuatro millones de habitantes en el año 200 a. de J, C,, es decir, un con- 
junto comparable —en cuanto a la masa si no por la organización— al de la 
Italia romana. En el año 171, Macedonia habría contado con una población 
cívica de 300000 personas, con una población total de cerca de medio millón, 
Egipto tenía, según Diodoro, tres millones de habitantes (Diodoro, 1, 31) y 
según Flavio Josefo (BJ, 11, 16, 4) siete millones y medio, cifra que Beloch 
reduce a cinco millones, Finalmente, en cuanto a la Galia, Beloch llega a un 
total de 5700000 —tras un análisis minucioso— para las tres Galias y la Nar- 
bonense, en la época de César, con una densidad media de 9,1 por km?, Las 
cantidades que sugiere Beloch, completamente diferentes a las de C, Jullian 
(Histotre de la Gaule, 11, p. 8), que habla de 20 o 30 millones, son correctas 
según J, Harmand, Alésia, p. 265, y Les Celtes, pp. 61-65, Resulta de gran in- 
terés constatar que las cifras de Beloch-Brunt son congruentes y adelantan para 
el conjunto de los paises mediterráneos una densidad media de unos 20-25 ha- 
bitantes por km? e incluso más, cifra que se opone a la escasa densidad —9 o 
10 habitantes por km*— del mundo celta, aún en gran parte sin cultivar, poco 
o nada urbanizado y muy escasamente poblado, La superioridad de las civili- 
zaciones mediterráneas va acompañada de una superioridad demográfica. 


3. Reparto y movimientos de la población 


Las aproximaciones, bastante verosímiles, que acabo de apuntar, 
constituyen un resultado bastante notable. No obstante, quedan aún 
numerosos interrogantes a los que responder, interrogantes que hacen 
referencia a la evolución en el tiempo de esta población, a la tasa de 
reproducción o de crecimiento, y también a los movimientos que la 
afectaron: inmigración y emigración. Estos dos últimos factores revis- 
ten una importancia de primer orden, por cuanto en el período que 
estudiamos se desarrolla un doble proceso de conquista: la del ecú- 
mene por Roma en el plano militar y la de Roma por el mundo griego 
en la vertiente cultural. Finalmente, para comprender adecuadamente 
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los aspectos económicos sería necesario conocer al menos el reparto 
y la distribución de la población urbana y rural, a falta de otras pre- 
cisiones sobre las «estructuras» territoriales. 


No todo es utópico en este terreno, Algunos datos se nos revelan con bastante 
claridad. 


a) Movimiento global de la población, Ya hemos puesto de manifiesto cómo 
la población total aumentó de una forma muy lenta, Prescindiendo ahora de los 
movimientos concretos de población para un período concreto, está claro que 
nos hallamos —globalmente— en una fase de mantenimiento, e incluso de 
ligera expansión, de la población. A pesar de las frecuentes guerras (intenta- 
remos aclarar más adelante la influencia exacta de los avatares militares sobre 
la demografía), pese a las eventuales crisis de la agricultura o de aprovisiona- 
miento atestiguadas periódicamente en el caso de los centros urbanos, pese a 
que sabemos que hubo epidemias, no se produjo un retroceso o hundimiento 
general de la demografía, como sucedería posteriormente en el mundo antiguo, 
a partir del siglo 111 d, de J,C. Por contraste, el mundo griego, o al menos la 
Grecia central, que sufriría después de la segunda guerra púnica el primer 
asalto del imperialismo romano, se presenta, con toda seguridad, con una pér- 
dida de aceleración en los aspectos demográficos, fenómeno cuya amplitud pue- 
de estar sujeta a discusión pero del que los contemporáneos eran perfecta- 
mente conscientes (Polibio, XXXVI, 17) y que atribuían al descenso de la 
natalidad. 

El hecho más fácilmente constatable es la importancia de las pérdidas con 
ocasión de la segunda guerra púnica. Según los cálculos de Afrzelius, Toyn- 
bee [309], Thiel y P. Brunt, las pérdidas totales del ejército romano ascen- 
dieron a los 120000 hombres entre el 218 y el 203 a, de J.C, En el año 203 
sólo 214000 ciudadanos varones adultos fueron registrados, mientras que en 
el 218 lo habían sido unos 265 000, Si estimamos la mortalidad por causas natu- 
rales durante este período en unos 70000 hombres, las muertes provocadas di- 
rectamente por la guerra habrían sido 50000 —es decir, aproximadamente el 
6% de la población cívica total—, equivalente exacto a la pérdida de vidas 
humanas en Francia a consecuencia de la guerra de 1914-1918, por lo cual sus 
consecuencias no pueden, de ningún modo, ser subestimadas, 

Otro hecho aparente es el descenso sensible del número de varones adultos 
entre el 164 y el 124 a. de J.C., periodo en que se inicia la crisis agraria y 
cuando Roma conoce serias dificultades en el reclutamiento. De cualquier forma, 
hay que aceptar estas cifras con cautela, pues el descenso pudo tener causas 
económicas y censitarias; quizá no se trató de un descenso absoluto, sino de 
una disminución relativa entre las clases acomodadas, que figuraban en el censo 
(véase más adelante, p. 52). 

Las actitudes demográficas resultan mucho más difíciles de evaluar, Ni la 
tasa de nupcialidad, ni la fecundidad, ni la mortalidad natural son conocidas. 
Lo único que sabemos con seguridad es que en la época de Augusto era ya 
grave el problema de la «oligantropía», de la falta Je hombres ——no sólo entre 
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las clases superiores— y que en diferentes ocasiones fue necesario recurrir a 
medidas de estímulo o coacción para tratar de resolverlo. 

No conocemos mucho mejor el reparto de la población por regiones y tam- 
poco la distribución entre las ciudades y las áreas rurales. Cuando estudiemos 
la agricultura tendremos ocasión de referirnos al problema de la despoblación 
rural de Italia, del que se quejan autores como Tito Livio, Cicerón, Plinio, etc. 
Sólo un estudio regional nos permitirá aceptar o rechazar los testimonios de 
este tipo. Pero hay ciertas coincidencias que resultan en verdad sorprendentes, 
Beloch, por ejemplo, afirma la existencia de 434 centros urbanos en la Italia 
de Augusto, lo que, si admitimos una cifra media de 7000 habitantes —que pa- 
rece razonable—, da una población urbana de 3038000 habitantes sobre una 
población total de siete millones y medio, es decir, un porcentaje del 40%, 
Ciertamente, hay que tener en cuenta que en las aglomeraciones urbanas pe- 
queñas y medianas, una parte importante de los residentes debían de poseer 
tierras y obtener ingresos de ellas, cuando no cultivarlas. De cualquier forma, 
aunque no llegue a sorprendernos, dado que-ése es un rasgo común en toda 
la Antigúedad, civilización de la ciudad, esa proporción, aunque aproximativa, 
resulta extraordinariamente elevada, 

Más aún, algunas de estas ciudades eran aglomeraciones gigantescas ya des- 
de el siglo 1v. Lo demuestra, en primer lugar, la extensión de los recintos urba- 
nos conocidos: en la época de Servio Tulio, Roma tenía una extensión de 
426 hectáreas, pero a finales de la República, el hábitat y los monumentos pú- 
blicos desbordaban ampliamente el recinto, por lo que podemos considerar que 
su extensión se habría duplicado, Tarento tenía una extensión de 570 hectáreas, 
Capua de 181, Posidonia de 126 y Nápoles de 106, Si establecemos una compa- 
ración con las 64 hectáreas de Pompeya, cuya población se conoce bastante bien 
—de escasa densidad, por lo demás, dada la ausencia de insulae—, y que debía 
contar con unos 25000 o 30000 habitantes, vemos que las cifras son muy im- 
portantes, (Recordemos, también, que Siracusa abarcaba, en un recinto defen- 
sivo, ciertamente, 1814 hectáreas, y Alejandría, 920.) Desde fines de la Repú- 
blica, Roma era una aglomeración urbana de proporciones gigantescas. Conta- 
mos al respecto con una prueba muy clara, cual es el número de beneficiarios 
de las distribuciones gratuitas de trigo en el siglo 1 a, de J.C, En principio 
—y al menos hasta el año 46— cualquier ciudadano varón adulto podía reci- 


Cuabro 1 




















Las cifras del «census» romano 


(508 a, de J.C,. 14 d, de JC.) 





508 130 000 Dionisio, V, 20 
503 120 000 Jerónimo, Ol., 69, 1 
498 157 700 Dionisio, V, 75 
493 110 000 Dionisio, VI, 96 
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474 103 000 Dionisio, 1X, 36. 


465 104 714 Tito Livio, UI, 3 («sin contar las viudas y 
huérfanos») 
459 117 319 Tito Livio, 1, 24; Eutropio, 1, 16 
393-392 152573 Plinio, BN, XXX, 10, 16 
340-339 165 000 Eusebio, Ol., 110, 1 
323 150 000 Orosio, V, 22, 2; Eutropio, V, 9 (los mss, 
de Tito Livio, IX, 19, indican 250 000) 
294-293 262 321 Tito Livio, X, 47 
289-288 (7) 272.000 Tito Livio, Per., 11 
280-279 287 222 Tito Livio, Per., 13 
276-275 271224 Tito Livio, Per., 13 
265-264 292 234 Eutropio, 1, 18 (Tito Livio, Per., 16, 
382 233) 
252-251 297 797 Tito Livio, Per,, 18 
247-246 241 712 Tito Livio, Per,, 19 
241-240 260 000 Jerónimo, O!., 134, 1 
234-233 270 713 Tito Livio, Per., 20 
209-208 137 108 Proa. 
(o 237 108) Tito Livio, XXVIL, 36 (y Per.) 
204-203 214.000 Tito Livio, XXIX, 37 (y Per.) 
194-193 143 704 
lo 243 704) Tito Livio, XXXV, 9 
189-188 258 318 Tito Livio, XXX VIII, 36 
179-178 258 794, Tito Livio, Per., 41 - 
174.173 269 015 Tito Livio, XLHL, 10 (267 231, Per., 42) 
169-168 312 805 Tito Livio, Per., 45 
164-163 337 022 Tito Livio, Per., 46 (Plut., Aem., 38) 
159-158 328 316 Tito Livio, Per., 47 
154-153 324 000 Tito Livio, Per,, 48 
147-146 322 000 Eusebio (Armen.), Ol,, 158, 3 
142.141 322 442 Tito Livio, Per,, 54 
136-135 317 933 Tito Livio, Per,, 56 
131-130 318 823 Tito Livio, Per., 59 
125-124 394.736 
(294 336?) Tito Livio, Per., 60 
115-114 394 336 Tito Livio, Per., 73 
86-85 463 000 
(o 963 0007) Jerónimo, O!., 173, 4 
70-69 910 000 Flegón de Tralles, fr, 12, 7; Tito Livio, Per., 
98 
28 4,063 000 Res Gestae, 8, 2 
8 4 233 000 1bid., 8, 3 
14d. deJ.C. 4937000 1bid,, 8, 4 





























(Según P. A. Brunr, Ztalían Manpower..., pp. 13-14), 
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birlas. Según diversos cálculos que se han realizado y que más adelante co- 
mentaremos, puede estimarse en unos 180000 el número de beneficiarios hacia 
el año 70, 270000 en el 62, y 320000 después de la lex Clodia del 58, ley que 
tuvo como efecto que se multiplicaran las manumisiones, en gran detrimento 
del Tesoro público, César estableció la cifra de beneficiarios en el numerus 
clausus de 150000, y Augusto la fijó en 200000, A partir de estas reformas, el 
derecho a obtener trigo de forma gratuita se convirtió en un privilegio que no 
estaba al alcance de todos los ciudadanos. Hasta entonces no había existido 
ninguna limitación y parece probable —si bien no es totalmente seguro— qué 
muchos ciudadanos que residían en lugares próximos a Roma se trasladaran 
cada mes a la capital para disfrutar de su derecho, De todas formas, estas ci- 
fras, y sobre todo las del año 58, nos dan una idea de la población total: si 
bien es cierto que se refieren sólo a los varones adultos, podemos pensar que 
la población total de Roma y sus alrededores se aproximaría al millón de habi- 
tantes, lo que daría sólo para Roma, en época de Augusto, unos 800000 ha- 
bitantes (cifra que establece Beloch, p. 376). 


b) Emigración, Recientemente, Brunt (pp. 159-223) ha puesto en duda los 
testimonios e hipótesis de Beloch. No parece posible aceptar la cifra tradicional 
de los 80.000 «italianos» establecidos en Asia en el año 88 y exterminados por 
Mitrídates. La única base segura de cálculo que poseemos consiste en las mo- 
vilizaciones de ciudadanos en las provincias en el período de las guerras civiles, 
entre los años 49 y 27 a. de J.C. Basándose en ellas, Brunt cifra en 150 000 el 
número de ciudadanos varones adultos establecidos en las provincias en el año 
49, en 125000 en el 69, pero en 375000 en el año 28. A partir de esos datos, 
podemos llegar a una población total de 375000 en el 69, 450000 en el 49 y 
1125000 en el año 28. Aceptemos estas cifras, Pero si se trata de ciudadanos 
establecidos en ultramar, sería erróneo pensar que fueran todos de origen ita- 
liano, Muchos podían ser extranjeros naturalizados o libertos de procedencia 
diversa. Con todo, es cierto —sin que sea posible cuantificarla— que a partir 
del siglo 11 se produjo una auténtica emigración italiana a las provincias occi- 
dentales (las diversas provincias de España, África a finales del siglo 11, así 
como la Narbonense), de carácter predominantemente rural, mientras que los 
<romanos» de Oriente eran, con mayor frecuencia, negociantes o banqueros con 
sus libertos. Más adelante analizaremos la «colonización» oficial, con el lento 
desplazamiento de los italianos del centro hacia el sur y del sur hacia la 


Cisalpina, 


En resumen, Italia aparece en su conjunto como un «continente 
profundo» y ya densamente poblado, comparable a los otros tres o 
cuatro grandes núcleos del mundo mediterráneo antiguo: los Balca- 
nes, Egipto, África y el mundo celta. Su población, muy urbanizada 
según el modelo griego, mostró desde el siglo 11, pese a la fragilidad 
de la economía y el impacto de las guerras defensivas u ofensivas, una 
gran estabilidad e incluso la tendencia a un ligero incremento —en 
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los tres siglos que estudiamos en este libro-——- capaz de nutrir una 
emigración no desdeñable, además del mantenimiento de numerosos 
ejércitos en el mundo entero. En contrapartida, hay que señalar la 
existencia de una inmigración bastante fuerte, sobre todo de carácter 
servil, pero que —con pérdidas desde luego muy elevadas— llevó, 
después de dos o tres generaciones, a una renovación de la población 
libre. Condiciones demográficas favorables, en definitiva, como lo pone 
de manifiesto el contraste ——que comprendieron perfectamente los 
contemporáneos— con el mundo griego, en regresión, o el mundo 
celta, equivalente en cifras absolutas, pero con una densidad muy in- 
ferior. Sin embargo, el secreto de la fuerza expansionista de Roma 
no reside, como veremos, en las cifras absolutas de población, sino en 
el hecho, excepcional en el mundo antiguo, de que al final de una larga 
evolución, la población italiana libre coincidía con el volumen total 
de la población cívica, En un mundo en que sólo el ciudadano era 
hombre, fue el número extraordinariamente elevado de sus ciudada- 
nos lo que hizo de Roma, con mucho, la primera potencia de su 
tiempo. 
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CarítuLO 1 


La economía 


Mentalidad y conocimientos. 
La agricultura 


La producción, el intercambio y el consumo de bienes materiales 
desempeñaban en el mundo mediterráneo de finales del período hele- 
místico un papel muy considerable, claramente atestiguado por diver- 
sos indicios. Enumerémoslos sucintamente, sin perjuicio de que recor- 
demos ciertas evidencias. En primer lugar, subsistencia relativamente 
asegurada de contingentes humanos importantes (cf. p. 11), concen- 
trados sobre todo en una estrecha zona en la que no obstante —cree- 
mos— la vocación agrícola no encontraba condiciones demasiado fa- 
vorables: los valles o las reducidas llanuras costeras mediterráneas, 
sometidas por lo general a un régimen higrométrico insuficiente [286], 
no parecen muy adecuados para una producción agrícola intensiva, 
Pese a ello, producían lo suficiente para el consumo y, en términos 
globales, el período que estudiamos no conoció una regresión demo- 
gráfica ni tampoco grandes hambres o crisis graves de subsistencias. 
En segundo lugar, la fuerte urbanización de un mundo que se aglutina 
en torno al Mediterráneo, «como las ranas en torno a una charca», lo 
que en el plano económico significa que la mayor parte de los habi- 
tantes de las ciudades, cualquiera que fuera su status, no eran pro- 
ductores de bienes alimenticios y debían obtener su subsistencia de 
los excedentes —no importa en qué forma fueran extraídos— de las 
zonas agrícolas circundantes. Y no nos referimos solamente a los exce- 
dentes alimenticios, sino a una ganancia neta en «capital», La urbani- 
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zación implica, sobre todo en este período, considerables inversiones 
en construcciones privadas y públicas, así como una multiplicación de 
los «servicios» ofrecidos por las ciudades o los Estados (administra- 
ción, seguridad, mantenimiento de las vías de comunicación, etc.) que 
constituye, también, en términos de análisis económico, una detracción 
importante sobre el sector «primario» y dominante, el sector agrícola, 
que era, pues, lo suficientemente elástico como para soportarla sin 
demasiadas dificultades. En fin, este mundo que parece haber resuelto 
una serie de problemas esenciales, en particular el del equilibrio entre 
la producción alimenticia y la demografía, había desarrollado también 
una intensa vida de relaciones, es decir —entre otros aspectos—, ins- 
trumentos de intercambio, incluyendo los transportes terrestres y ma- 
rítimos, la moneda y las técnicas financieras y comerciales. El con- 
junto de estos ciclos de producción, intercambio y consumo constituye 
un terreno de actividad que, evidentemente, no es autónomo y que 
interfiere constantemente con otros aspectos: organización cívica y 
estatal, relaciones sociales, acontecimientos militares o diplomáticos, 
etcétera. Para mayor facilidad de la exposición y porque no podemos 
hacerlo de otra forma, intentaremos explorar y describir estos pro- 
cesos por separado, pero es importante señalar desde el principio que 
se trata de un procedimiento convencional, Señalemos, sin embargo, 
que en el período que estudiamos la economía tiende a adquirir tanto 
en la conciencia colectiva como en el plano de la conceptualización, 
una cierta autonomía. En Grecia, desde mediados del siglo Iv con los 
Poroi de Jenofonte y treinta años más tarde con la Economía de 
Seudo-Aristóteles aparece una literatura económica aún balbuciente 
que mezcla las reflexiones empíricas o «de sentido común» con los 
ingresos fiscales, las constataciones con lo utópico, la observación 
exacta con los más burdos errores, pero que, al menos, tiene el interés 
de mostrar la forma en que los autores y el público abordaban los 
temas «económicos». Sin embargo, no conocemos la existencia de nin- 
gún tratado de estas características en Roma; nada sabemos, por otra 
parte, de los tratados prácticos que existieron probablemente para 
uso de los mercaderes, cambistas o quienes manejaban dinero, en Gre- 
cia y quizás en Roma. Resulta notable y significativo que los tratados 
más completos de economía que nos ha legado la Antigúedad romana 
—precisamente en el período que estudiamos, entre comienzos del 
siglo 11 y la época de Augusto— fueran tratados de agronomía o de 
economía rural que, por definición, tan sólo hacen referencia a la 
producción agrícola en sentido amplio (incluyendo la ganadería) y 
que constituyen nuestra fuente de estudio más importante, aunque 
haya que aproximarse a ella con toda precaución. No contamos con 
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ningún tratado sobre la moneda (salvo algunos pasajes, breves y mar- 
ginales, de Aristóteles) y tampoco disponemos de ninguna obra sobre 
la industria y el comercio. Existían en cambio —aunque la única refe- 
rencia al respecto sea una anotación de pasada de Cicerón, De Leg, 
41—, tratados o, al menos, sucintas exposiciones sobre las finanzas 
públicas y ello nos parece muy significativo: los sectores «industria- 
les», e incluso los comerciales, eran de escasa consideración frente 
al predominio abrumador (al menos en Roma) del sector agrícola de 
base y con respecto al coste del funcionamiento de una ciudad-Estado 
cuyas responsabilidades militares y políticas se extenderían, en el 
lapso de dos siglos, a los límites del mundo conocido. Para los anti- 
guos, la «economía» era, por tanto, más allá del significado etimoló- 
gico de la palabra que nos recuerda oportunamente el papel de la 
«familia» (en sentido amplio) como unidad de producción y de con- 
sumo, el arte de obtener beneficio del suelo de la manera más ade- 
cuada (lo que, por otra parte, comprende desde las técnicas de cultivo 
hasta el cálculo de la rentabilidad de las inversiones) y en este sentido 
apenas es algo más que el punto de vista individual del propietario 
de un dominio. Sería también, a lo sumo, el estudio del presupuesto 
del Estado. 


Cabe preguntarse sobre la extensión y el alcance real de los conocimientos 
en otros campos, por ejemplo, el carácter y utilización de la moneda, la relación 
entre la cantidad de metal monetario y los precios, etc. Sin duda, sería vano 
tratar de buscar en la Antigúedad teóricos de la economía. Como es sabido, 
apenas existieron antes de Copérnico, Malestroict, Jean Bodin o la escuela espa- 
ñola. No obstante, hay que señalar la existencia de una serie de observaciones 
empíricas bastante coherentes, una sensibilidad evidente ante las cotizaciones, en 
especial las de los cereales, la conciencia intuitiva de algunas «leyes» econó- 
micas, como la llamada «ley» de Bodin sobre el alza secular de los precios 
determinada por el incremento del metal precioso en circulación, cuya idea pudo 
inspirársela Plinio y quizá se hallaba ya en Varrón, Pero resulta poco verosí- 
mil que tales consideraciones pudieran haber inspirado la actuación de las auto- 
ridades monetarias de un Estado antiguo, preocupadas esencialmente por los 
problemas de liquidez a corto plazo ([324], [325]). Un área de la actividad 
económica pudo, no obstante, originar cierta conciencia de las cadenas causales: 
aquella en que se enmarcaban las operaciones de las sociedades de publicanos 
(sector fiscal y parafiscal, no económico en su origen), que abarcaban tanto el 
crédito (fides) concedido a los provinciales como las operaciones financieras 
o «bancarias» en Roma y en las provincias, La pérdida de una provincia —tal 
temor existía en el año 66 con respecto a Asia— arruinaba a los socios de las 
sociedades arrendatarias, pero afectaba también, cada vez más, a las operaciones 
financieras que normalmente tenían lugar en Roma: «Sabemos que entonces [en 
el 88], cuando numerosos ciudadanos habían sufrido pérdidas considerables en 
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Asia, la suspensión de pagos arruinó el crédito en Roma [...]. El crédito y 
todos los negocios de dinero que se llevan a cabo en Roma, en el Foro, están 
estrechamente relacionados con los asuntos de Asia» (Cic., Pro lege Manilia, 
18-19), Pero como veremos más adelante, pese a lo que pudiera parecer, estas 
operaciones financieras no movilizaban sumas considerables y se trataba única- 
mente de préstamos de dinero a corto plazo, destinados no a cubrir inversiones 
de carácter económico sino, lo más frecuentemente, a financiar el tren de vida 
fastuoso de la clase política. Podemos encontrar otros comentarios de tipo eco- 
nómico en una literatura muy diferente, los escritos filosóficos sobre la moral o 
sobre el Estado, cuyo arquetipo se remonta a Platón, que fue desarrollada por 
Aristóteles y de la que Cicerón fue el primero en hacerse eco en Roma. Pero 
en estos casos nos encontramos, tal como ha puesto de relieve K. Polanyi ([321], 
pp. 64-96), con una reflexión global sobre la vida en sociedad en la que la 
economía —en los dos sentidos de la expresión, la realidad económica y el 
pensamiento consciente de la economía— no tiene aún una posición verdadera- 
mente autónoma. Las demás fuentes son de carácter muy diverso: los relatos 
históricos (Polibio, Tito Livio, etc.) dan de vez en cuando informaciones de 
valor inestimable sobre las tierras o sobre la producción, sobre el equipamiento 
de los ejércitos, los caminos o las obras públicas, El problema, muy notable 
—por razones concernientes a las estructuras cívicas—, del aprovisionamiento 
de trigo estará relativamente bien analizado (había cotizaciones oficiales a las 
que la primera analística concedía gran importancia, según Aulo Gelio, 1H, 28, 6, 
y que nos interesaría mucho poseer). A. finales del período que estudiamos, con 
el testimonio vivo que supone el corpus ciceroniano —Discursos y correspon- 
dencia— accedemos a un tipo de documentación diferente: testimonios —a me- 
nudo muy breves— sobre las actividades financieras y, eventualmente, comer- 
ciales de la capa más elevada de la clase dirigente, senadores, caballeros, al- 
gunos «banqueros» y negotiatores. En la misma época se habían elaborado, en 
el campo del derecho civil, normas o prácticas que afectaban ante todo a la 
vida económica (el derecho de propiedad, las obligaciones, aspectos referentes 
a los arrendamientos, las societates, etc.). De todas formas, conocemos muy mal 
el derecho civil de la época republicana, que hay que reconstruir con grandes 
dificultades a partir de los fragmentos que se han conservado, Se pueden en- 
contrar también informaciones útiles (con tal de que sean descifradas) en una 
literatura de tendencia moral y filosófica como el De Officiis de Cicerón, que 
hay que situar en su contexto helenístico. Pero de todo ello obtenemos más 
información sobre los hombres y las mentalidades que sobre los hechos, 

La epigrafía ha realizado también una importante contribución: mercaderes, 
artesanos, traficantes aparecen en Italia o en el mundo griego, en inscripciones 
individuales o colectivas, y estas últimas nos permiten conocer sus asociaciones 
(collegia) y sus devociones. Es, en efecto, una documentación esencial para el 
estudio de la implantación geográfica, de la emigración romana, para el cono- 
cimiento prosopográfico de un medio, pero que también en este caso aporta muy 
poco al estudio de la producción o de los hechos económicos, En cambio, la ar- 
queología podría llenar en parte esta laguna, Pero el estudio preciso y deta- 
llado de las ánforas y de la cerámica, la excavación de los centros artesanales 
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o industriales, su localización geográfica y cronológica apenas han comenzado 
a llevarse a cabo, A través de estos métodos sería posible esbozar una historia 
económica del período que nos ocupa, que nos permitiera conocer los centros 
de producción, áreas de difusión y corrientes comerciales, consideradas, por su- 
puesto, en sus procesos de cambio, en sus diversas duraciones y, en la medida 
de lo posible, en sus distintos ritmos. En definitiva, se trataría de apuntar una 
serie de «ciclos» y ver cómo se estructuran. Interrogantes todos estos familia- 
res a la historia económica moderna y que, no obstante, no resultaban comple- 
tamente ajenos a la mentalidad antigua, Encuentran cierto eco, si bien en un 
tipo de literatura diferente, entre los «eógrafos» (Estrabón, pero antes que él, 
Posidonio) o los «naturalistas» como Plinio el Viejo. 

En el terreno de la historiografía hay que señalar que la historia económica 
de la Antigiedad apenas va más allá de los debates teóricos y, a veces, pura- 
mente ideológicos con respecto a su «naturaleza» o a los «conceptos» que le 
son propios, polémica inútil muchas veces [323]. Una historia económica no 
cuantitativa es legítima cuando no puede hacerse de otra forma. Es de lamentar, 
sin embargo, que los esfuerzos de los historiadores no se hayan centrado de 
forma prioritaria en los sectores relativamente bien documentados, en los que 
es posible intentar hacer evaluaciones y dar cifras concretas: las finanzas pú- 
blicas y la historia de los precios. 


LA AGRICULTURA ITALIANA DESDE EL SIGLO III 
ÁL SIGLO 1 A. DE /.C. 


l. Las fuentes 


Comenzar por la agricultura supone, a un tiempo, y los propios 
autores antiguos nos invitan a ello, seguir el orden cronológico y re- 
conocer, sin que lamentablemente podamos cuantificarla, el papel 
absolutamente predominante de la economía rural en la civilización 
antigua. Alimentación y vestido dependían primordialmente de la 
producción agrícola y rural y sólo subsidiariamente de los transpor- 
tes o de las transformaciones del artesanado. Su participación en el 
consumo era de tal importancia —sin llegar a ser el factor único— 
que para los autores antiguos el concepto de subsistencia iba unido 
siempre al de la agricultura, y se planteaba periódicamente, en un 
plano casi cosmológico, la cuestión del mantenimiento o el agota- 
miento de la fecundidad de la tierra (Columela, Praef., 1; Lucrecio, 
De Rer. Nat., 11, 1150; R. Martin [344], p. 291; Columela, 11, 1, 1). 
No obstante, su pensamiento no se limitó en este aspecto a lo filosó- 
fico, y supieron distinguir lo que en el agotamiento o el progreso 
aparente de la producción o de la rentabilidad del suelo dependía de 
las técnicas utilizadas, de los sistemas de producción y de explotación, 
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de las decisiones libres de los agricultores y, eventualmente, de los 
movimientos de la población e incluso de las consecuencias de la con- 
quista con la aparición de una economía «mundial». En efecto, cons- 
tatar que la producción agrícola de Italia no era suficiente, a finales 
de la República, para abastecer a Roma (y a las grandes ciudades) no 
significaba nada en tanto no se determinaran las causas de este hecho. 

Especiales dificultades plantea la historia de la agricultura italiana 
del período objeto de nuestro estudio, ante todo por razones de docu- 
mentación, Situación común para toda la Antigiiedad clásica, si excep- 
tuamos el Egipto tolemaico y romano que, gracias a los papiros, nos 
ha permitido el acceso a una serie de archivos públicos y privados, 
muchos de los cuales nos ilustran sobre la historia agrícola (relación 
de productos sembrados, documentos fiscales, etc.). Ante todo es ne- 
cesario llevar a cabo el inventario de las fuentes: algunas se conocen 
desde siempre, otras se han investigado sólo desde hace poco tiempo. 

Citemos en primer lugar a los agrónomos. Pese a que se han pro- 
ducido algunas pérdidas, es la que mejor se conserva de toda la pro- 
ducción literaria de carácter técnico de la Antigiedad. El De Agricul- 
tura de Catón (hacia el año 150 a. de J. C.) es el más antiguo: no se 
trata en realidad de un tratado sistemático —como lo serán posterior- 
mente los de los Sasernas (perdidos) o de Varrón (que se conserva) —, 
sino de un conjunto, bastante dispar, de consejos prácticos referentes, 
en parte, a la gestión y explotación de los terrenos de viñedos y oli- 
vares, pero donde aparecen también modelos de contratos diversos, 
recetas de cocina o medicamentos. «Posee los defectos y las virtudes 
de un manual práctico» (K. D. White [3457). En todo caso, es cierto 
que la obra de Catón no conserva ninguna huella de la influencia de 
los tratados de agronomía científica, que eran griegos y, sobre todo, 
púnicos, El Senado (Columela, 1, 1) no hizo traducir al latín el más 
célebre tratado cartaginés, el de Magón, sino hacia el año 146, mien- 
tras que la traducción griega no se efectuó hasta el 88 aproximada- 
mente (Varrón, RR, 1, 1, 10; cf. J, Heurgon [378]). 

Es poco lo que se sabe sobre el o los tratados de los dos Sasernas 
[382], padre e hijo, salvo que se ocupaban de los tiempos de trabajo, 
de la productividad, de la mano de obra y del clima. Se ha perdido 
también el tratado de Tremelio Escrofa, contemporáneo de César y de 
Varrón, que quizás insistía sobre todo en la racionalidad de la agri- 
cultura (R. Martin [344], pp. 245-247), En cambio, se han conservado 
íntegramente las Res rusticas de Varrón, publicadas el año 37 a. de 
J. C. pero que, sin duda, escribió en diferentes fases en los decenios 
precedentes (libro 1: agricultura; 11: ganadería; IT: pastio villatica, 
ganadería del ganado menor, cuya importancia económica nueva en 
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este período analizaremos más adelante). Pero hay que tener en cuenta 
también para la época que estudiamos la obra de un agrónomo pos- 
terior, L. Junio Moderato Columela (4 a. de J.C. - 65 d. de J.C.), 
que ha dejado la exposición más sistemática y más completa, en doce 
libros y, asimismo, los libros de la Historia Natural de Plinio el Viejo, 
dedicados a las plantas y a los animales, en especial los libros XIV, 
XV y XVIII. La evaluación de esta literatura de carácter técnico en 
términos históricos y económicos constituye una empresa difícil, para 
la cual son determinantes los trabajos recientes de P. Salomon [389], 
J. Kolendo [382], R. Martin y K. White [401]. En la literatura técnica 
hay que incluir también a los agrimensores (geómetras y juristas que 
tratan de la condición jurídica del suelo y se encargan de elaborar 
los catastros), pero a ellos recurriremos más adelante cuando haga- 
mos referencia a la cuestión agraria. 

Hay otras fuentes (los historiadores, Cicerón, etc.) que pueden 
aportar también informaciones útiles: por ejemplo, el informe de los 
Verrines sobre la agricultura en Sicilia hacia los años 75-70, el Pro 
Caecina sobre las grandes propiedades en Etruria, los fragmentos del 
Pro Tullio sobre los dominios de los silanos en Lucania. También la 
tradición literaria en su conjunto aporta informaciones sobre las pro- 
piedades que poseían los senadores y los caballeros, 

Por el contrario, sólo muy recientemente ha comenzado a utilizarse 
la arqueología como fuente para el estudio de la historia agraria. En 
primer lugar, es necesario inventariar y analizar mejor los instrumen- 
tos que se han conservado o de los que se conservan representaciones : 
las excavaciones de la Campania, las colecciones del Museo de Nápo- 
les procedentes de Pompeya son indispensables a este respecto. Por 
otra parte, se ha comenzado —en la Campania hace medio siglo, en 
la Etruria meridional, en el Piceno y en la Italia del Sur hace veinte 
años— a localizar, cartografiar y excavar los establecimientos rurales 
para poder estudiar su distribución, cronología y la extensión aproxi- 
mada de los terrenos que de ellos dependían. (Excepcional, pero de 
gran valor, es la excavación de un viñedo fósil en Pompeya, cf. W. 
Jashemski [380], [381].) El resultado de estos estudios recientes ha 
hecho progresar notablemente nuestro conocimiento de las técnicas 
agrícolas y, a veces, de los tipos de cultivo y de explotación; su inter- 
pretación resulta más difícil con respecto a la determinación de la cro- 
nología o la dimensión de las explotaciones. 
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2. Los factores geográficos y físicos 


Es indudable que en el período que estudiamos, Italia —que co- 
mienza apenas a estar unificada en el plano político bajo la hegemo- 
nía de Roma-—— no puede ser considerada como un todo por lo que 
a la agricultura se refiere, El horizonte geográfico de Catón, por otra 
parte, no se extiende más allá del Lacio y de la Campania, mientras 
que el de Varrón, un siglo más tarde, engloba al conjunto de la penín- 
sula, comprendida la Galia Cisalpina que, geográficamente, queda 
fuera del ámbito mediterráneo. 

La península presenta grandes disparidades regionales en lo refe- 
rente al relieve, clima y suelos. No obstante, de forma general, las 
condiciones climáticas (sequedad relativa, pluviometría de tipo medi- 
terráneo) determinan a priorí un tipo de agricultura de vocación 
cerealística y arbustiva (viñedo, olivar) en el que el regadío es nece- 
sario para el cultivo de las gramíneas y leguminosas. Pero esencial 
es también la oposición entre las tierras altas (cadena montañosa 
interior, mesetas y laderas de las colinas, etc.), únicos lugares donde 
se mantiene la cobertura vegetal suficiente para el pastoreo, y las lla- 
nuras costeras, cultivables en todas las estaciones pero que pueden 
servir también para pastos de invierno. Una cobertura forestal cierta- 
mente más densa que en nuestros días, incluso en las regiones más 
meridionales como el Brucio (la Sila), aporta un complemento nece- 
sario tanto para el pastoreo de cierto tipo de ganado (los cerdos espe- 
cialmente) como para el aprovisionamiento de madera (Toynbee, II, 
pp. 595-598). Pero cuando se desciende a un terreno más concreto, en 
cada una de estas regiones se presentan numerosos contrastes, tam- 
bién, desde el punto de vista de la vocación agrícola, entre las zonas 
montañosas y los valles o las cuencas fértiles intensamente cultivadas 
(Val di Chiana en la Etruria, depresión de Foligno-Espoleto en la 
Umbría, Val di Diano en Lucania). Un rasgo común a toda Italia es, 
asimismo, la importancia de los problemas de drenaje en las llanuras 
costeras (y también, en cierta medida, en la llanura del Po, región 
que se romaniza y se puebla precisamente en el curso del siglo 11). 
Los griegos y los etruscos introdujeron en época muy temprana (si- 
glos VnI-vI) en las regiones donde se habían asentado respectivamen- 
te, técnicas muy complejas de drenaje, sin el cual, la insalubridad 
hacía que esas tierras fueran inadecuadas para cualquier tipo de explo- 
tación. Constituye un problema que la historia debe resolver, el llegar 
a saber si la despoblación y decadencia de algunas zonas en el perío- 
do que nos ocupa (el Lacio desde el siglo 1v, la llanura costera etrus- 
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ca desde el siglo 11, las marismas del Pontino, etc.) guardan relación 
también con el abandono de los sistemas de drenaje (ef. [301], [302]). 
Esta variedad de paisajes en cada región explica, desde luego, que 
pese a los cambios considerables que registra la historia en este perío- 
do por lo que se refiere a los grandes equilibrios, Italia siguiera 
siendo esa tierra «cultivada como un jardín» en palabras de Varrón, 
que incluso aunque había dejado algunos cultivos para sus provincias 
exteriores y recurría frecuentemente a las importaciones (que se pa- 
gaban por medio de la fiscalidad) seguía siendo una tierra rica. Sólo 
desde un punto de vista muy general puede hablarse de «abandono» 
de algunos cultivos y de «sustitución» de otros, pues, de hecho, a nivel 
local seguía predominando el policultivo. Desde luego, la economía 
era fundamentalmente de subsistencia. No obstante, la evolución que 
se realiza en el siglo 1 a. de J.C. permite caracterizar grandes con- 
juntos relativamente especializados: la muy rica región de Campania 
(Dionisio, L, 37), agrícola y arbustiva (viñedos y olivares), la lla- 
nura del Po (agricultura, rebaños de corderos y cerdos), las tierras 
altas del Samnio y del país de los sabelios (ganadería y trashuman- 
cia), las llanuras y colinas de la Etruria y la Sabinia (agricultura y 
viñedo), las zonas ganaderas de Lucania y el Brucio. En las postri- 
merías del período estudiado, las zonas en las que se practicaba una 
nueva especulación, la pastio villatica, estaban determinadas, de he- 
cho, por la geografía urbana, pues se trataba de producciones de lujo 
destinadas al mercado urbano: el Lacio meridional, la Campania, las 
afueras de las ciudades, etc. 


3. Las técnicas 


Durante este período no se produjeron cambios considerables en 
las técnicas, sino más bien lentos perfeccionamientos conseguidos de 
forma empírica, cambios en los productos cultivados (con la intro- 
ducción de especies nuevas procedentes, por lo general, de Oriente) 

modificaciones en los sistemas de cultivo. Por supuesto, era una 
agricultura esencialmente manual, que utilizaba la fuerza humana y 
animal, en tanto que las demás fuentes de energía (principalmente el 
molino de agua) no aparecieron sino mucho más tarde, primero en 
Oriente y posteriormente en la Galia. Las herramientas eran las mis- 
mas que se habían perfeccionado en la Edad de Hierro, y las que se 
utilizaban manualmente (la azada, la hoz y la guadaña) desempeña- 
ban aún un papel considerable en todas las explotaciones, incluso en 
las de extensión relativamente importante. El arado romano no era 
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aún más que un arado sin ruedas y sin vertedera, que no se desarrolló 
probablemente hasta el Bajo Imperio y fuera del ámbito mediterrá- 
neo. Mucho se ha especulado sobre la aparición de un «maquinismo» 
agrícola a raíz de la famosa cosechadora a la que hace referencia 
Plinio el Viejo y que aparece representada en algunos relieves de la 
época imperial. También a este respecto, su difusión se limitó a la 
Galia belga, durante el Imperio, en relación quizá con una relativa 
falta de mano de obra en estas regiones y, más aún, con el relieve, 
En general, los agrónomos de este período no se preocupaban mucho 
por los problemas estrictamente técnicos y cuando tenían que hacer 
frente a una eventual falta de mano de obra se limitaban a variar las 
especies cultivadas o el calendario de las diversas operaciones agrí- 
colas. 

De cualquier forma, no hay que subestimar el grado de perfección 
técnica de esta agricultura: con los instrumentos tradicionales, pero 
muy bien diferenciados y utilizados, los problemas esenciales de la 
roturación, de la preparación del suelo, del laboreo, el drenaje, 
la cosecha y el entrojamiento y conservación de los productos se po- 
dían resolver de forma muy satisfactoria, habida cuenta de la inexis- 
tencia de «racionalismo» económico y de una contabilidad de tipo 
moderno. De una forma empírica, pero con un cierto grado de refle- 
xión teórica, los problemas esenciales del agotamiento y del abono 
del suelo habían sido ya observados y resueltos en parte por medio 
de una serie de prácticas que dan al paisaje rural italiano sus princi- 
pales características, algunas de las cuales, introducidas precisamente 
en esta época, habrían de perdurar hasta el siglo xIx. Son bien cono- 
cidas, por ejemplo, las asociaciones de cultivos: Se practicaba la 
alternancia de cereales y leguminosas (Varrón, I, 23, 3) para corregir 
a veces el desperdicio que representa el barbecho, aunque en la Anti- 
giiedad no llegó a practicarse la rotación trienal. Se ponía en prác- 
tica sobre todo, lo que es propio de Italia, la asociación frecuente de 
cultivos arbustivos (olivares) y de cereales: cultivo del trigo entre 
las hileras de olivares, con el pastoreo de los rebaños de ganado ovino 
entre los árboles después de las cosechas, 

Pero fue en la selección e introducción de nuevas especies donde 
se produjeron los cambios más importantes durante el período que 
estudiamos. Hay que señalar muy en especial los frutales (por ejem- 
plo, la cereza, introducida por Lúculo en el año 73, Plinio, XV, 102), 
como anuncio de la introducción de numerosos cultivos, que están 
atestiguados en el siglo 1 d. de J. C. (J. André [354], pp. 75 ss.). 

También las técnicas de mejora del suelo estaban relativamente 
adelantadas. Varrón recomendaba que se utilizaran abonos naturales 
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(el mejor era el estiércol de las aves, mientras que se desconocía casi 
totalmente el de los bovinos), así como el cultivo de las gramíneas 
con la finalidad de conservar el suelo, El empleo de la marga, técnica 
de origen galo, era conocido por Plinio. Sin embargo, es notable que 
las diversas técnicas de abono o mejora del suelo apenas sean men- 
cionadas por Catón, siendo que las informaciones son muy numerosas 
en Varrón, Columela y Plinio. Podemos pensar que estas prácticas se 
extendieron y perfeccionaron sobre todo a lo largo del siglo 1 a. de 


J. C. (White [401], pp. 132 ss.). 


4. Los sistemas de cultivo 


Se ha dicho algunas veces que durante este período se produjo 
un intenso proceso de desaparición de una agricultura «original» ba- 
sada en el policultivo de base cerealista, sustituida por nuevos tipos 
de explotaciones especializadas, unas centradas en los viñedos y otras 
en los olivares, algunas en la pastio villatica y otras, finalmente, en la 
ganadería extensiva. Ya Tenney Frank (White [401], p. 398) puso 
en claro que se trataba de una simple especulación puesto que el cul- 
tivo de los cereales nunca desapareció de Italia, ni siquiera en el 
siglo 1 a, de J.C, Es importante rectificar numerosos errores en la 
interpretación de los textos, por ejemplo —error muy extendido du- 
rante mucho tiempo—, el de ver en el De Agricultura de Catón tan 
sólo dos tipos de dominios, el viñedo de 100 yugadas y el olivar de 
240. De hecho, en el texto se citan al menos seis tipos de explota- 
ciones distintos y P. Brunt ha señalado que, para el viñedo, el grano 
necesario para la alimentación del ganado de labor debía ser culti- 
vado en un lugar al margen de las 100 yugadas del dominio. Asimis- 
mo, estas unidades relativamente especializadas suponían la existencia 
de un policultivo activo. De igual forma, Catón conocía ya el «domi- 
nio suburbano» (fundus suburbanus, caps. 7 y 8) que aportaba pro- 
ductos perecederos cuya salida quedaba asegurada por la proximidad 
del mercado urbano (en suma, se trata de una primera forma de la 
pastio villatica, más especializada en los productos de lujo, estudiada 
por Varrón en el libro 111). A fin de cuentas, la explotación tipo que, 
según los agrónomos romanos desde Catón a Columela, aseguraba los 
mejores resultados y que consideraban el tipo ideal, era la explota- 
ción mixta, donde se producía, ante todo, cuanto era necesario para el 
autoconsumo y que intentaba armonizar la producción cerealística, las 
leguminosas, los cultivos arbustivos y la ganadería. Como es lógico 
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esperar de una civilización de este tipo, el verdadero monocultivo o 
especialización era extraordinariamente raro y limitado. 


Abordaremos a continuación el problema de los equilibrios económicos, en 
especial el de la producción de trigo con respecto al consumo. El déficit, cu- 
bierto por las detracciones fiscales directas o indirectas y por el comercio libre, 
no parece haber afectado más que a un consumo urbano limitado, el de los 
habitantes de Roma, es decir, la décima parte de la población italiana, algo 
imás, quizá, si extendemos estos mecanismos a algunos otros centros urbanos 
importantes, En efecto, la población rural, mayoritaria, vivía de los cereales 
que se producían localmente. En realidad, es posible incluso que la producción 
de cereales se incrementara en Italia entre los siglos 11 y 1 (White, p. 398), de- 
bido, sobre todo, a los cambios introducidos en las costumbres alimenticias, de 
los que volveremos a ocuparnos más adelante (André [354] y Bickerman [358]). 


Podríamos intentar, igualmente, clasificar los tipos de explotación 
existentes en Italia durante el período que estudiamos ateniéndonos 
a otros criterios que no sean las prácticas de cultivo: según la exten- 
sión de las propiedades y las explotaciones (cf, más adelante), según 
el sistema de explotación: explotación directa por el propietario, su- 
pervisión directa por intermedio de un vilicus y mano de obra servil, 
aparecería con «colonos aparceros» y, finalmente, arrendamiento puro 
y simple (locatio). Pero todo esto nos lleva a los planteamientos eco- 
nómicos y sociales, que nos parecen esenciales. 


5. Las transformaciones de la agricultura italiana 
en los siglos 1 y 1 a. de J.C. 


Un lugar común de la tradición, que encontramos aún en Colu- 
mela y Plinio, hace referencia a una agricultura primitiva en el Lacio, 
caracterizada por la exigua dimensión de las propiedades: las <7 yu- 
gadas» con las que se contentaban los antiguos romanos. Cifra tan 
alejada de la de las explotaciones-tipo posteriores que, con mucha 
frecuencia, se ha interpretado como correspondiente al predio (2,5 ha) 
susceptible de apropiación individual por un pater familias, mientras 
que el resto de la propiedad, en particular los pastos, sería comunal. 
Otra afirmación que se repite es la autosuficiencia de la producción 
agrícola en aquellos primeros tiempos (Varrón, IL, 1, 3; Columela, 
L, 1-3), mientras que en la época de Varrón y Columela había que 
recurrir a las importaciones. Error evidente, por cuanto la tradición 
analística conserva el recuerdo exacto de la escasez y las hambres de 
los siglos v y 1v y del frecuente recurso de los romanos a importacio- 
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nes públicas o privadas (Tito Livio, IL, 9; 34; IV, 12, 6, etc., cf. Ten. 
Frank [305], L, 24; 97; 158; 191; Momigliano [385], 331). Desde 
el fin de la segunda guerra púnica (T. L., 26, 5-6) poseemos testimo- 
nios seguros de los envíos de las provincias y de las importaciones, 
pero siempre a efectos del aprovisionamiento de los ejércitos o de la 
plebe urbana. Se multiplicaron a lo largo del siglo 11 y, así, en el 
año 132 la lex Rupilia creó el diezmo de Sicilia, y en el 123 se llegó 
a la votación de una ley frumentaria que aseguraba a expensas del 
Estado la distribución regular, todos los meses, de 40 L de trigo a 
precio reducido primero (no sería completamente gratuito hasta el 58 
a. de J.C.) a todos los ciudadanos existentes en Roma —alrededor 
de unos cien mil hasta el año 58 más o menos, 320000 inmediata- 
mente antes de las reformas de César del año 46—. Naturalmente, 
este trigo procedía de las imposiciones fiscales y de compras forzosas 
en las provincias, aunque existía también, para abastecer al mercado 
urbano, un comercio libre, del que da testimonio, por ejemplo, Tito 
Livio, XXX, 38, 3, en torno al año 200, y sobre todo para los años 
58-56 a. de J.C. con ocasión de la gran crisis annonaria (Cicerón, 
De Domo, 11, Fam., V, 17; y tal vez Fam., XI, 75 y 79, Aviano 
Flaco). Pero según las investigaciones efectuadas recientemente, este 
recurso masivo a las importaciones públicas o privadas se debía más 
al aumento del consumo que a un descenso de la producción, pese a lo 
que dice Plinio, XVIIL 66 y 79, válido tan sólo para el siglo 1 d. de 
J.C. La transformación más importante es la que se refiere a las 
costumbres alimenticias: después de haber consumido durante mucho 
tiempo cereales, trigo y similares), amasados y en tortas (Plauto, 
Most., 828; Poen., 54), los romanos comenzaron a consumir pan. Cos- 
tumbre de ricos, como apunta J. André, que, sin duda, se instauró pri- 
mero en la ciudad para extenderse poco a poco a las áreas rurales, 
Plinio señala que los primeros hornos de pan no aparecieron en 
Roma hasta el año 171 (XVIII, 107-108), afirmación que quizás haya 
que poner en duda (Plauto, Asinaria, 200) pero que, al menos, su- 
pone una aproximación cronológica (Cic., en Pis., 67). Ciertamente 
el consumo doméstico de pan fue anterior, El proceso de panificación 
exige para un mismo consumo un sensible incremento de la cantidad 
de cereales, lo que, para E. Bickerman, sería la causa del déficit ali- 
mentario de la población urbana y, acaso también, de la «crisis» de 
la agricultura italiana [3587]. 

Frecuentemente se hace referencia a otras transformaciones, tales 
como el avance de los cultivos arbustivos, especialmente el viñedo y 
el olivar. Testimonio esencial a este respecto es el del agrónomo Tre- 
melio Escrofa, citado por Varrón, 1, 7, 2-4, que atribuía el progreso 
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de estos cultivos a una serie de cambios climáticos cuando, en reali- 
dad, es debido a la extensión hacia el norte, hasta la Galia Cisalpina, 
de estas especies que los griegos habían introducido en Italia en época 
temprana (R. Dion, citado por Kolendo [343], p. 42). También para 
este extremo hay que estudiar con gran atención textos y testimonios 
de todo tipo. Es cierto que Catón, hacia el año 150, cita en su manual 
varios dominios, entre los cuales un «viñedo» de 100 yugadas y un 
olivar de 240, ambos situados en la región de Venafro. Ante todo hay 
que decir que da mayor importancia al olivar que al viñedo (White 
[401], 392); por otra parte, cita como ejemplo otros dominios de 
superficie diferente. Como ya hemos visto, estos dominios debían pro- 
ducir también cereales, legumbres y plantas forrajeras para el consu- 
mo de la mano de obra y del ganado, lo que suponía el mantenimiento 
del policultivo. En fin, el testimonio de Plinio es muy claro: en el 
siglo 11 y todavía en el siglo 1 a. de J. C, Italia, y Roma en particular, 
importaba aún grandes cantidades de vino griego, el único de calidad 
hasta el año 121 aproximadamente (André [354], p. 167), momento 
en que comenzaron a aparecer en el mercado los vinos italianos, por 
ejemplo el falerno (desconocido para Plauto y Catón). Parece, ade- 
más, que el consumo de vino era relativamente poco importante en 
Italia en esa época. Desde luego, las mujeres, y quizá también los 
jóvenes, lo tenían prohibido; las raciones que Catón concedía a sus 
esclavos (mayores para los esclavos encadenados y proporcionales a 
la intensidad del trabajo que desarrollaban) eran razonables, y varia- 
ban entre un cuarto y un litro diarios (¿acaso ligeramente aguado?). 
Estas raciones, aun calculadas con largueza, no representaban más 
que una pequeña parte de la producción del dominio, lo cual nos 
lleva a preguntarnos si el resto era comercializado. J. Hatzfeld ha 
estudiado someramente las ánforas de aceite y de vino encontradas en 
Delos y en Grecia y ha constatado la existencia de una corriente 
de exportación hacia estas zonas a finales del siglo 11 y comienzos 
del 1. Asimismo, sabemos que Italia exportaba vino a la Galia inde- 
pendiente y a la Narbonense hacia el 72 a. de J. C. (Cic., Pro Fon- 
teio, 19-20). Las villae de la Campania que han sido excavadas en 
torno a Pompeya son, en su mayor parte, explotaciones vitícolas, 


El problema de las vicisitudes del viñedo italiano (¿habría que decir de los 
viñedos?) es de difícil solución por las dificultades de interpretación de algunos 
textos célebres. Catón (I, 6) parece conceder el primer lugar, en su clasifica- 
ción de los dominios, a <un viñedo de 100 yugadas», Pero en el año 63, Cicerón 
sugiere en un discurso polémico que los viñedos daban pocos frutos y que un 
buen administrador debía desprenderse de ellos (De Lege agr., Il, 48), ll mis- 
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mo Catón, por lo demás, según Cicerón, otorgaba el primer lugar, en cuanto al 
rendimiento, a los pastizales (De Off., II, 89), Finalmente, Cicerón (De Rep., 
III, 16) afirma que en el 129 (o en el 125) Roma prohibió a las «naciones tras- 
alpinas plantar nuevos viñas y olivares a fin de elevar el precio de nuestros 
viñedos y olivares», Tenney Frank, Aymard, Badian y, muy recientemente, 
G. Clemente, han interpretado en sentidos diferentes estos datos. Para Aymard, 
en el año 63 la viticultura estaba en «crisis», pero esta crisis sólo afectaba a 
los grandes propietarios absentistas, De hecho, fue en el siglo 1 cuando los vi- 
ticultores italianos «ilustrados», si hemos de creer a Varrón y Columela (RR, 1, 
7, 9; Col,, IH, 3, 1), produjeron nuevos caldos, En tiempo de Plinio, como ya 
sucedía en tiempo de Columela, el viñedo se consideraba desde el punto de 
vista económico susceptible de producir los mejores o los peores resultados: 
algunos caldos de gran calidad o algunos viñedos podían permitir obtener au- 
ténticas fortunas (Plinio, NH, XIV, 48-52), pero, por otra parte, los cuidados 
constantes, la necesidad de actuar racionalmente, la importancia de la mano 
de obra provocaban la necesidad de grandes inversiones y eran factores que se 
adaptaban bastante mal, quizás, al «gran dominio» esclavista, Columela (III, 3, 
1) menciona las reticencias de varios agrónomos con respecto a la rentabilidad 
de los viñedos, y es muy significativo y de gran interés que sólo con respecto 
al viñedo nos haya dejado (únicamente él entre los agrónomos latinos) un es- 
bozo de cálculo, en forma de contabilidad, de las inversiones necesarias, incluida 
la compra de un esclavo viticultor para 7 yugadas, etc, (III, 3, 8), así como las 
amortizaciones y los beneficios, Columela llega a la conclusión de que si se 
practica la viticultura con sabiduría y prudencia (asegurando, por ejemplo, el 
rendimiento futuro) el beneficio económico es muy interesante. Beneficio que, 
según él, podía cifrarse en 621 sestercios por yugada, cuyo precio es estimado, 
antes del cultivo, en 1000 sestercios. En las peores condiciones posibles, eso su- 
pone un rendimiento superior al 6%, que es el índice de interés medio de 
cualquier inversión (White, p. 243). Según White, estos cálculos aparecen ya 
en los agrónomos de los últimos momentos de la República. En definitiva, si la 
viticultura parece haberse extendido de forma relativa desde el siglo 1 a. de J. C. 
hasta el siglo 1 d. de J.C., al igual que el olivar, no hay que pensar que susti- 
tuyera de manera drástica y completa a los otros cultivos en vastas extensiones. 
La arqueología —en todos los lugares en que ha abordado, mediante la foto- 
grametría o las excavaciones directas, el estudio del poblamiento rural y del 
paisaje— apunta que en el curso de los siglos 11 y 1 a, de J,C, la mayor parte 
de las explotaciones se centraban aún en el policultivo y eran de extensión 
bastante reducida (Frederiksen, pp. 342 ss., según Bradford y las publicaciones 
inglesas sobre la Etruria meridional). Para el cultivo del olivar, cf. P. Bal. 
dacci [3571], p. 9. 

Mucho más decidida fue, en cambio, la expansión en algunas zonas de la 
ganadería en gran escala en detrimento de la agricultura, expansión relacio- 
nada, naturalmente, con una serie de cambios en la estructura de la propiedad. 
Si nos referimos a los textos de los agrónomos, la ganadería está omnipresente 
en el De Agricultura de Catón, pero se practica en el dominio mismo o en sus 
proximidades, En contraste, un siglo más tarde Varrón dedica todo el libro 1I 
de su obra al estudio por separado de las diversas formas de ganadería, aunque 


30 


insistiendo mucho en la cría en gran escala (lo que puede denominarse ranch- 
ing) del cordero, mulas y caballos, basándose fundamentalmente en la tras: 
humancia. Por una vez, los cambios introducidos desde hacía un siglo apare- 
cen claramente afirmados: «II, Pref., 4: Los fundadores de esta ciudad, que no 
eran más que pastores, deseaban que sus descendientes fueran cultivadores y, 
con desprecio de las leyes, la codicia de sus descendientes ha convertido los 
campos en praderas», palabras que encuentran eco en la célebre inscripción de 
Polla de la época de los Gracos, en la que un magistrado se jacta «de haber 
expulsado a los pastores del ager publicus en beneficio de los agricultores» 
(cf. más adelante, p. 57). Por su parte, las fuentes históricas y jurídicas con- 
ceden demasiada importancia, desde mediados del siglo 11, al problema de la 
ganadería en gran escala en el ager publicus (que se pretendía limitar a 100 ca- 
bezas de ganado mayor y 500 cabezas de ganado menor) como para que poda- 
mos poner en duda el desarrollo y la nueva importancia económica de esta 
actividad. Ya Catón celebraba en el siglo 11 —según Cicerón— la ganadería 
(pascua) por encima de todo (De Off.,, TI, 89; Col,, VI, Praef., 4-5; Plinio, 
XVIII, 5, 29) y los abusos de los «ganaderos» aparecen ya denunciados en 
el 196 (T. L., XXXIII, 42) y 193 (XXXV, 10). La historiografía insiste en la 
despoblación que acompañaba al desarrollo de la ganadería, en el hecho de 
que la mano de obra dedicada al pastoreo era casi completamente servil y, por 
consiguiente, procedente de los pueblos bárbaros, y en los enfrentamientos y 
conflictos que provocaba entre agricultores y pastores la práctica de una tras- 
humancia a veces de gran alcance, 

Ciertamente, hay que señalar una serie de rasgos arcaicos persistentes: una 
parte importante de la ganadería, la de los ovinos y bovinos principalmente, 
seguía practicándose en dominios relativamente reducidos, en la explotación 
polivalente e, incluso, especializada. Señalemos, respecto al ganado bovino, que 
sólo era utilizado como fuerza de trabajo y a veces se consumía la carne, pero 
no la leche y los productos derivados. Debemos indicar también que la gana- 
dería de los équidos (caballos, asnos y mulos) desempeñaba un papel econó- 
mico mucho más importante que en nuestros días porque estos animales se 
utilizaban para el ejército y los transportes. Digamos, finalmente, que la cría 
de los ovinos tenía como finalidad fundamental la obtención de lana, producto 
esencial para la industria textil y que, en consecuencia, existía siempre in- 
cluso en la pequeña explotación polivalente para abastecer el taller doméstico. 
Planteadas estas reservas podemos elaborar —siguiendo a Varrón, Estrabón y 
los testimonios históricos— un cuadro geográfico nuevo y sorprendente de la 
ganadería italiana en la época que estudiamos: los rebaños de ovejas de 
Varrón hivernaban en la Apulia y se trasladaban a los pastos de verano en las 
montañas próximas a Reate en la Sabina (II, 1, 16); según Estrabón, la Apulia 
y la lanura dauniana eran el centro de producción de la lana (VI, 3, 9); en 
Reate, Varrón poseía también acaballaderos muy importantes, La cría de cor- 
deros no se extendió hasta más tarde (en tiempo de Columela) a la Galia Ci- 
salpina. Por otra parte hay que decir que fuera de Italia la ganadería en gran 
escala estuvo en manos de los propietarios romanos: en Sicilia se desarrolló a 
finales del siglo 11, y las revueltas de esclavos dan fe de la existencia de aque- 


31 


llos en Epiro; en el libro 1, Varrón cita la presencia de ganaderos romanos en. 
esa región, entre ellos Ático. Dado que esta ganadería nómada se desarrollaba 
fundamentalmente en tierras del ager publicus, sometidas en principio a un 
impuesto de paso (ager scripturarius), pero que podían ser otorgadas en conce- 
sión (possessio, occupatio) a grandes adjudicatarios, mediante pago o gracias a 
la complicidad con personajes influyentes en la Administración del Estado, en 
torno a ellos se planteó en Italia la «cuestión agraria» que estudiaremos más 
adelante (Trappenard). Varrón atestigua las implicaciones fiscales de este pro- 
ceso (RR, II, 1, 16) que conllevó, asimismo, la aparición de una red de cami- 
nos de trashumancia, las calles, que en el Bajo Imperio y en la Edad Media 
habrían de conocer un importante desarrollo (tratturi: CIL, TX, 2438; Grenier, 
MAH, 1905, 292-328; Toynbee, 11, 570). Un solo ejemplo bastará, el de Claudio 
Isidoro, contemporáneo de las guerras civiles y de Augusto que, a su muerte, 
poseía 4111 esclavos, 7200 hueyes y 257000 corderos (Plinio, XXXIII, 134), 


6. Las estructuras: Extensión de las propiedades 
y de las explotaciones. Modos de explotación 


Las transformaciones a cuya naturaleza y límites acabamos de 
hacer referencia no fueron tan sólo de índole geográfica y económica. 
Afectaron también, es indudable, a las estructuras, así como a la mano 
de obra y, por ende, al poblamiento rural. Estructuras y poblamiento, 
en efecto. La tradición antigua habla unánimemente de la disminu- 
ción del número de pequeños y medianos propietarios durante el si- 
glo 11, así como de una relativa despoblación del campo en beneficio 
de las ciudades, especialmente de Roma. Más adelante analizaremos el 
aspecto demográfico y estrictamente agrario de este tema. No ha de 
estarnos permitida la duda hipercrítica: si el fenómeno no hubiera 
ocurrido, nunca se hubiera planteado una «cuestión agraria» ni hu- 
bieran existido las leyes sempronias. Ya veremos cómo, ciertamente, 
éstas sólo intentaban impedir la extensión de la gran propiedad sobre 
el ager publicus, pues, de todas formas, en Roma no existía ningún 
procedimiento para intervenir en la propiedad privada, Por lo demás, 
es importante distinguir entre dimensiones de las propiedades y di- 
mensión de las explotaciones, ya que las implicaciones sociales y eco- 
nómicas son, en uno y otro caso, muy diferentes, 

Hablemos, en primer lugar, de la extensión de las propiedades. 
De ningún modo hay que aceptar al pie de la letra y aplicar al perío- 
do que consideramos la observación de Plinio de que «los latifundia 
perdieron a Italia» (XVIII, 35) pues es superficial y ha de aplicarse 


a un momento posterior. 
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En realidad, se menciona la existencia, en este período, de propiedades de 
muy diversa extensión. En particular, las distribuciones viritanas o coloniales 
dan fe de la existencia de lotes de 10 o 30 yugadas a partir de los Gracos, 
aunque con una dimensión mucho mayor en el caso de las colonias establecidas 
a principios del siglo 11 en la Galia Cisalpina (de 50 a 140 yugadas en Aquilea 
en el año 181, T, L,, XXXIX, 55). Por otra parte, habría que saber si los lotes 
de tierra de menor extensión eran suficientes —teniendo en cuenta la existen- 
cia del barbecho— para alimentar a una familia y si ésta tenía o no acceso 
a los pastos comunales, Lo cierto es que las pequeñas propiedades —como re- 
sultado de nuevas asignaciones (y ese era el objetivo de las leyes agrarias) o de 
la estructura anterior de la propiedad— no habían desaparecido por completo 
en todas las regiones de Italia. Cicerón afirma en el año 63 que la Campania 
era cultivada a plebe optima et modestissima (De Leg. agr., Il, 84), aunque, 
posiblemente, se trataba de colonos, Testimonio más rotundo es el de Varrón 
que afirma que en su tiempo eran frecuentes los propietarios libres —pobres— 
que cultivaban ellos mismos la tierra con sus familias (RR, 1, 17, 2). Cabría 
plantearse, como lo han hecho muy recientemente y con respuestas distintas 
P. Brunt, K. White y K, Hopkins (White [401], p. 336), la cuestión del equi- 
librio alimentario y económico de estas explotaciones de extensión demasiado 
reducida, condenadas al subempleo y al estancamiento técnico, De cualquier 
forma, no podemos poner en duda la realidad de un fenómeno del que dan 
fe todas las fuentes que hemos consultado (Sal,, fug., 41; Plut., TG, 8; Apiano, 
RC, 1, 7), el de la expulsión o el éxodo hacia las ciudades, en un proceso inin- 
terrumpido, de una gran parte de estos pequeños propietarios, a 

En claro contraste con la extensión —ya mencionada— de las pequeñas 
propiedades de época anterior y con los lotes asignados periódicamente a los 
colonos o a los veteranos para intentar reconstruir esta clase, desde comienzos 
del siglo 11 está claramente atestiguada la existencia de dominios de extensión 
grande o media, Ya hemos visto que los seis dominios (y no tres) que menciona 
Catón en su «manual» tienen, al menos, 100 yugadas en el caso de un viñedo 
y 240 en el caso del olivar, aunque se trata de una estimación, Un siglo des- 
pués, los dominios a los que hace referencia Varrón, atribuidos a sus inter- 
locutores, tienen aproximadamente la misma extensión, Recordemos sus carac- 
terísticas: se trata de dominios en los que se intenta asegurar el autoconsumo 
de los productos necesarios para la explotación y para el personal que la tra- 
baja, y la producción de un importante excedente, comercializable, de uno o 
varios productos (vino, aceite, productos que puedan venderse en el mercado 
urbano), y de los cuales se intenta obtener la máxima rentabilidad, Una vez 
más hay que distinguir entre propiedad y explotación. Los agrónomos hacen 
referencia, naturalmente, a unidades de cultivo, pero nada impedía a un mismo 
propietario (como podemos ver durante el Imperio con el ejemplo ilustrativo de 
Plinio el Joven) poseer en varias regiones de Italia, y a veces en varias pro- 
vincias, diversos dominios o, por supuesto, diversas villae. He aquí un caso 
entre muchos otros: Q. Roscio Amerino, procedente de una familia del orden 
ecuestre, poseía, hacia el año 81, 13 «dominios» en el valle del Tíber, de los 
que se ocupaba personalmente, cuyo valor total ascendía a seis millones de ses- 
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tercios, lo que representa aproximadamente 6000 yugadas (Cic., Rosc, Amer,, 6; 
20). Como ejemplo digamos también que los bienes raíces de Cicerón alcanza- 
ban un valor aproximado de 13 millones de sestercios, Por cuanto el capital 
en' bienes raíces constituía siempre (cf, más adelante, p. 40) la parte funda- 
mental de las fortunas de ese período y la inversión de base, no hay que ol- 
vidar que toda la organización censitaria de la sociedad (la pertenencia al 
orden ecuestre y senatorial implicaba la posesión de 400 000 sestercios al menos) 
descansaba en fortunas del orden de las 400 yugadas como mínimo. He reunido 
una relación de todos los equites cuyas propiedades territoriales se citan en los 
textos (OE, 1, 285-315), pero en realidad casi la totalidad de ese grupo social 
las poseía, por un valor medio muy superior, desde luego, al censo mínimo de 
400 000 sestercios, Recientemente, I. Shatzman ha realizado un estudio similar 
sobre los senadores que, en su casi totalidad, eran también propietarios de 
bienes raíces, No obstante, con respecto a este grupo social las fuentes dan fe 
de una diferencia muy interesante entre el grupo más numeroso de senadores 
de rango y posición media (o de origen ecuestre como Cicerón) cuyas propie- 
dades alcanzaban un valor comprendido entre un millón y 20 o 30 millones de 
sestercios, y un cierto número de propiedades a las que se puede calificar con 
justicia de latifundia, En el siglo 11 comienzan a sonar ya algunas familias o 
ciertos nombres; P, Craso Muciano, con unas 100000 yugadas, el Lucilio a que 
se refiere Cicerón (De Or., 11, 286), etc. No obstante, en el siglo 1 los ejemplos 
son mucho más numerosos: el triunviro Craso poseía, solamente en tierras, 
200 millones de sestercios (Plinio, 33, 134); el padre de Pompeyo era dueño 
de tierras en el Piceno que le permitieron reclutar tropas entre sus colonos 
(Val, Max., V, 2, 9; Bel, Afr., 22, 2) y su hijo llegaría a tener una fortuna 
valorada en no menos de 200 millones de sestercios; la de Lúculo se calculaba 
en 100 millones, al igual que la de Tario Rufo (Plinio, XVITI, 37). Uno solo de 
los dominios de Escauro en Túsculo valía 30 millones. Representante destacado 
de entre estos latifundistas (a quienes Cicerón llamaba piscinarii) era el fabu- 
losamente rico L, Domicio Ahenobarbo, quien en el año 49 pudo prometer a 
varios miles de sus soldados que les entregaría a cada uno, en sus propias 
tierras de Italia y España, 15 o 40 yugadas y que, además, había armado su 
flota con sus esclavos, libertos y colonos (César, BC, 1, 17; 34 y 56-57), No im- 
porta que estos textos puedan ser discutidos, lo cierto es que estamos hablando 
de dominios de varios centenares de miles de yugadas, (Cf, también el caso de 
Q. Valgo o Valgio, que era dueño de todo el país de los hirpinos.) Caracterís- 
tica común a todas estas fortunas es que procedían, con toda verosimilitud, de 
confiscaciones o usurpaciones de las guerras civiles y de las proscripciones, que 
pertenecían a una clase política (senadores y caballeros, a veces también liber- 
tos como el siniestro Cornelio Crisógono) que se había enriquecido no por 
efecto de operaciones económicas llevadas a cabo normalmente, sino gracias a 
sus posiciones preeminentes en el aparato del Estado, Resulta más difícil deter- 
minar en términos económicos cuál podía ser la vocación agrícola de tales pro- 
piedades. En primer lugar, no parece razonable pensar que fueran explotadas 
por un solo colono, y sabemos con seguridad que podían estar dispersas dentro 
del ámbito del mundo mediterráneo. No se buscaba necesariamente la conti- 
gúidad de los dominios, sino más bien lo contrario (Plinio, AN, XVIII, 35, en 
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el caso de Pompeyo). Sin duda, muchos de estos dominios debían resultar idó- 
neos para la práctica de la ganadería «nómada» en gran escala a la que hemos 
hecho referencia en otro apartado. Una gran parte de los dominios podía estar 
constituida por las villae suburbanae dedicadas a la pastio villaticae de carácter 
especulativo, especializadas en una ganadería «de lujo» y que, en una super: 
ficie relativamente reducida, alcanzarían beneficios realmente astronómicos. Pero, 
otras veces, estas grandes fortunas podían consistir en un número elevado de 
dominios «medios», del tipo de los que mencionan Catón o Varrón, dedicados 
al cultivo de la vid y del olivo. 

Conclusiones parecidas se han obtenido con respecto a Sicilia entre los años 
132 y 70 a. de J.C. La aparición, en algunos sectores, de dominios de enorme 
extensión dedicados a la ganadería, acompañada de los fenómenos habituales de 
despoblación y existencia de verdaderos ejércitos de esclavos, queda atestiguada 
por las dos importantes revueltas de pastores en los años 136 y 106, Por otra 
parte, los Verrínes nos permiten conocer ciertos aspectos de la agricultura ce- 
realística, En las zonas más fértiles, como Leontinoi, los propietarios —poco 
numerosos (de 82 a 30 en el 73 y el 70 para Leontinoi)— poseían por término 
medio de 2200 a 800 yugadas aproximadamente, no pudiéndose hablar, pues, de 
latifundium (Duncan-Joneés [3707). 

Pero estas cifras que hemos apuntado sólo son valores medios y no dan 
sino una idea imprecisa del reparto real de las propiedades por superficie. No 
contamos, para el período que estamos estudiando, con ningún documento equi- 
valente a la tabla de Veleia o a la de los ligures bebios, a la inscripción de 
Lamasba o los papiros de Hermópolis que aportan información, para diversos 
momentos del Alto y del Bajo Imperio, sobre la estructura de la propiedad en 
algunas zonas, Por ejemplo, en el caso de los ligures bebios, el 3,20% de los 
propietarios eran dueños del 21% de la tierra, y el más rico de todos poseía 
él solo el 11,2 %. Los porcentajes son parecidos en los restantes lugares, Todo 
lo que podemos decir es que, muy probablemente, en los últimos momentos de 
la República la desigualdad, en cuanto a la distribución de la propiedad, era 
igual, si no mayor (las frecuentes distribuciones de tierras que se efectuaron 
en época de César, de los triunviratos y durante el reinado de Augusto sin duda 
restablecieron un tanto el equilibrio en favor de la pequeña propiedad). 


7. Los modos de explotación: 
El problema de la mano de obra agricola 


Este problema, tan espinoso, es económico y social a un tiempo. 
La tradición analítica y la historiografía moderna oponen, con de- 
masiada facilidad, la pequeña propiedad primitiva de campesinos 
libres al dominio cultivado casi exclusivamente con mano de obra 
esclava que habría sucedido ampliamente a aquella en el tiempo. En 
realidad, la gama de situaciones a que estaba sometida la mano de 
obra era mucho más amplia y la persistencia de algunas de ellas 
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mucho más marcada de lo que se afirma. Señalemos, por otra parte, 
que el muy pequeño propietario independiente era el único que sólo 
utilizaba mano de obra familiar (sus hijos: Varrón, RR, 1, 17, 2), en 
tanto que los demás propietarios, aún modestos, utilizaron esclavos 
desde los primeros momentos. Desde finales del siglo 111 está atesti- 
guada la presencia masiva de esclavos en las explotaciones agrícolas 
(T.L., XXVIIL 11, 9, cuando se intenta impulsar a los ciudadanos 
a que vuelvan a poner en buen estado sus propiedades, tanto en el 
Lacio como en la llanura del Po, en Plasencia como en Cremona: 
inopia servitiorum). Medio siglo después es evidente que los dos prin- 
cipales dominios que cita Catón a título de ejemplo funcionan esen- 
cialmente con mano de obra servil: el olivar de 140 yugadas (4gr., 
10) exige en total el trabajo de 13 personas, contando al vilicus y su 
mujer, ambos esclavos también, mientras que para el viñedo de 100 
yugadas (Agr., 11) son necesarias 16 personas. Pero Catón menciona 
también otras categorías de trabajadores. Por una parte, habla de los 
«esclavos encadenados», que son utilizados en los trabajos más duros 
y menos especializados que los que hemos mencionado anteriormente 
(Agr., 56) y que tienen derecho a raciones de comida más abundan- 
tes; por otra parte, los hombres libres, unos aparceros o arrendatarios 
y otros obreros a destajo (mercennarit) y polítores, que pueden ser 
empleados individual o colectivamente; en este último caso el pro- 
pietario trata con un «contratista» de mano de obra (Catón, Agr., 
144-147), Esta clase de mano de obra libre y seminómada, que se 
utiliza para los trabajos estacionales como la cosecha, la vendimia 
o la labranza, aparece citada aún en época de Cicerón (De Off, 1, 150; 
Att., XIV, 3, 1) e incluso mucho más tarde, ya en la época imperial 
(Suet., Vesp., 2), siendo los juristas los que fijan su estatuto. Es im- 
portante señalar que Catón confía en la utilización de este tipo de 
mano de obra incluso para los dominios especializados y que acon- 
seja que el dominio esté situado allí donde ésta pueda encontrarse 
fácilmente (LI, 3; 4, 4). 

Todavía Varrón y Columela hablan de una mano de obra de estas 
características, aunque es cierto que lo hacen con menor frecuencia 
(White, p. 349). Se ha llegado a la conclusión (Heitland) de que 
en el siglo 1 a. de J. C. se generalizó la utilización de la mano de obra 
esclava. Es cierto que Varrón y Columela discuten —lo que no en- 
contrábamos en Catón— las ventajas inherentes a ambas categorías 
de mano de obra, libre y esclava (Varrón, E, 17; Columela, L, 7), 
pero en el caso de Columela la mano de obra libre la forman funda- 
mentalmente arrendatarios (coloni). Varrón, por su parte, hace refe- 
rencia a otra categoría, los obaerari¿i, hombres libres (endeudados, sin 
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duda) que en épocas anteriores existían en Italia pero que en el perío- 
do en el que vive este autor sólo se encuentran prácticamente en 
Asia, Egipto e Iliria (alusión al nexum, desaparecido en principio del 
derecho romano en el 326 pero que existiría aún en el año 63 si cree- 
mos a Salustio [Cat., 33] y a Columela, 1, 3 [occupatus nexu]); sería 
importante realizar un estudio sobre la usura rural en Italia y sus 
consecuencias. De cualquier forma podemos afirmar con seguridad 
que en tiempos de Varrón algunos tipos de explotaciones rurales —en 
particular las que estaban dedicadas a la ganadería— utilizaban casi 
exclusivamente mano de obra servil. A este respecto, el Estado se 
vería obligado a intervenir para intentar imponer la obligatoriedad 
de que se contratase a cierto porcentaje de hombres libres, y ello por 
razones de seguridad (Suetonio, César, 42). En el siglo 1 a. de J. C. 
se produjo un notable aflujo de mano de obra servil, procedente de 
las conquistas y de la trata, esta última en manos de los piratas sobre 
todo, aunque creemos que se ha exagerado la importancia del mer- 
cado de Delos. Resulta significativo que Varrón y, más aún, Columela 
insistan una y otra vez en las cualidades que había que exigir a esta 
mano de obra, en la forma en que había que tratarla, en el mínimo 
de formación técnica que requería (Columela, 1, 8) y en la forma de 
motivarla para el trabajo (peculium, promesas de libertad). En el 
año 49, Domicio Ahenobarbo enroló en su flota a los pastores que 
trabajaban para él y les prometió a cambio la libertad (César, Bel. 
Civ., 1, 57). Señalados estos rasgos generales debemos indicar la impo- 
sibilidad de dar cifras concretas, para el período estudiado, de la 
población servil con respecto a la población libre. Y ello tanto más 
cuanto que, como veremos, en las postrimerías del período republi- 
cano no todos los esclavos dependían directamente del propietario, 
sino que podían cultivar un predio exactamente igual que un colonus 
libre, con contrato de aparcería o de arrendamiento (Alfeno Varo, Dig., 
15, 3, 16). 

En efecto, sería un grave error creer que a finales del período que 
estamos considerando, y con la «desaparición» de la pequeña y me- 
diana propiedad (sic) el único sistema que subsistió en Italia fue la 
«explotación esclavista directa». Lo cierto es que, como en la mayor 
parte de las sociedades agrarias, en Italia existían en aquel momento 
diversas formas de explotación a cargo de agricultores independientes 
no propietarios, a los que llamaremos aparceros y arrendatarios. Am- 
bas categorías quedan inscritas en lo que en latín se llama coloni: los 
primeros reciben el nombre de partiariz (aparcería: pagaban el alqui- 
ler al propietario en especie) y los segundos eran arrendatarios contra 
el pago de un arriendo fijo en dinero (en virtud del contrato de loca- 
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tio-conductio y, en consecuencia, se les denominaba conductores). En 
el siglo 11 se menciona repetidas veces la primera categoría en el 
manual de Catón (4gr., 137, para un viñedo; el propietario sólo debía 
aportar el forraje y el heno, mientras que todo lo demás era compar- 
tido). En el siglo 1 Varrón menciona un contrato de arriendo (II, 3, 
7) y podemos concluir que era necesario recurrir a contratos de este 
tipo, dada la existencia de inmensas propiedades cuya explotación 
directa era totalmente imposible, Opianico tenía un «arrendatario» 
libre (colonus) que era amante de su esposa (Pro Cluentio, 175); las 
propiedades de Cecina en la Etruria estaban arrendadas (Pro Caecina, 
94: colonus quí fundum habuit conductum) y los arrendatarios ren- 
dían cuentas al propietario (7bid.). Domicio Ahenobarbo movilizó en 
el año 49 a sus coloni, quienes, a diferencia de los pastores, eran sin 
duda hombres libres (César, BC, I, 54). Por otra parte, P. A, Brunt 
ha demostrado recientemente ([365], 629) que, en tiempos de Augus- 
to, los dominios de Cecilio Isidoro estaban arrendados, en su mayor 
parte, a aparceros o arrendatarios. Sin duda, esta práctica se extendió 
desde fines de la República y, así, encontramos en Columela amplias 
consideraciones sobre las ventajas de la explotación directa por me- 
dio de esclavos y del sistema de aparcería-arrendamiento, respectiva- 
mente (Columela, I, 7-8). Un siglo después Plinio volverá a insistir en 
este tema. Ya Saserna recomendaba que no se eligiera como arrenda- 
tario sino a un rusticus, un campesino, no un habitante de una ciudad 
(Columela, 1, 7, 3) y Columela afirma que en un clima adecuado y 
una comarca próspera una propiedad arrendada rendiría siempre me- 
nos que si se explotaba directamente. Ésto nos lleva a pensar, con 
P. Brunt, que a finales de la República subsistía en muchas zonas de 
Italia una clase bastante numerosa de campesinos libres y ciudadanos 
que, de una u otra forma, eran los colonos de los propietarios roma- 
nos, incluidos, la mayor parte de las veces, los beneficiarios de asig- 
naciones coloniales o viritanas ([364,]; [298], 297, 344). 

Hay que indicar, no obstante, un dato nuevo y de gran interés: la 
aparición a finales de la República —como atestiguan los juristas— 
de una nueva categoría de coloni, esclavos a los que el propietario 
arrendaba, por contrato, un fundo como podía hacerlo con un hombre 
libre (Alfeno Varo, Dig., 15, 3, 16; 40, 7, 14; Labeo, Dig., 33, 7, 12, 
3). Para Labeo, el esclavo que ocupaba así la tierra no formaba parte 
del instrumentum, era un verdadero arrendatario (M. Jacota, en Etu- 
des Macqueron, 1970, 375). 

¿Es posible evaluar en términos económicos (y no sociales) las relaciones 
entre la propiedad (o sea, el capital) y la mano de obra en este periodo? Dicho 
de otra forma, ¿de qué naturaleza era la renta agraria en una sociedad y una 
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economia de esas características? Resaltemos un hecho de fundamental impor- 
tancia que se hará patente de nuevo cuando abordemos el estudio de la socie- 
dad: ya sea la tierra privada o pública, de derecho itálico o provincial, eso sólo 
importa a efectos fiscales. La tierra se poseía o se arrendaba como cualquier 
otro bien y los hombres que la cultivaban no tenían ningún lazo que les ligara 
a ella, Si era de condición libre, el arrendatario podía abandonarla, al igual 
que el propietario podía enajenarla (a este respecto existía una excepción que 
afectaba a ciertos beneficiarios de las leyes agrarias, pero la prohibición se 
eludía), En el caso de la mano de obra servil no era la tierra la que creaba 
los lazos tan fuertes que ligaban a aquella con el dominus. La tierra no in- 
fluía en absoluto en el aspecto jurídico, no creaba en sí misma ningún derecho, 

Conceptos tales como «feudalismo» o «señorío», que para el medievalista 
poseen un valor jurídico preciso, resultan anacrónicos y falsean la realidad 
cuando se aplican al periodo que estudiamos. Las relaciones entre el propietario 
y la mano de obra rural están reguladas por el conjunto del derecho civil, 
Y en el caso de los esclavos dependen del cálculo —implícito en Catón y ex- 
plícito en Columela— de factores tales como el precio de compra y del man- 
tenimiento de los esclavos, el valor de su trabajo (según estén bien o mal 
vigilados y se hallen en buena o mala salud). Así se explica el famoso consejo 
de Catón de que hay que vender los esclavos y los animales viejos, o el de 
Columela de que no hay que dudar en comprar un viticultor diestro y de ele- 
vado precio para atender un viñedo de 7 yugadas de extensión (III, 3, 7). Lo 
único importante es conseguir la máxima rentabilidad y para ello se preconi- 
zan medidas tales como una relativa suavidad en el trato, de carácter paterna- 
lista, que recomienda Columela (1, 8, 20), En cuanto a la locatio-conductio, las 
líneas generales del contrato estaban reguladas por el derecho civil, y aquella, 
controlada por el magistrado, pero los términos económicos se negociaban «li- 
bremente» entre el propietario y el arrendatario o aparcero, Cuando Catón 
propone unos modelos de contratos (que se han de imponer al arrendatario, lo 
cual demuestra que el propietario se hallaba en situación dominante) es evidente 
que existirían otro tipo de contratos distintos, de acuerdo con las circunstancias 
y que, a su parecer, eran desventajosos. Estos contratos se establecían por un 
tiempo limitado (por un plazo de cinco años, tal vez, como lo demuestra la 
lex Coloniae Genetivae), pero podían renovarse de forma tácita o expresa e 
incluso, en ocasiones, el hijo del arrendatario sucedía al padre. Según Colu- 
mela, L. Volusio hace alusión a una situación de este tipo cuando habla de los 
coloni indigenae, tanquam in paterna possessione nati (1, 7, 3), Además, esa 
relación contractual prolongada conllevaría, probablemente, la aparición de la- 
zos de clientela, pero estos lazos no eran inherentes al estatuto de la tierra ni 
al contrato de arrendamiento. En definitiva, pues, no puede hablarse de un 
modelo único de «renta aglaria», ni de «derechos» de tipo señorial o feudal o 
de una situación intermedia entre la libertad y la esclavitud, excepto quizás en 
las zonas etruscas o de influencia etrusca, en las que aún en el siglo 1 subsistían 
huellas de una organización diferente: Heurgon [3771, 76-94), 


¿Cuál era, pues, la situación de la agricultura romana e italiana 
de este período? Deberíamos intentar, tal vez, hacer un esfuerzo por 
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olvidar a los agrónomos que, por definición, dan la impresión de que 
la preocupación constante del propietario era la consecución de ren- 
dimiento y del máximo beneficio. En realidad, falta casi siempre el 
concepto mismo de beneficio. Lo único que importa es el capital y, en 
este sentido, la tierra será siempre la inversión más segura, la inver- 
sión-refugio por excelencia. El precio de la tierra será el precio de 
referencia en los períodos de crisis o de depreciación monetaria de los 
que, según parece, es el índice más indicativo (cf. mis comentarios, 

¿1324], 1226-1227). Pero la tierra aporta algo más que la mera se- 
guridad: es una inversión de prestigio, portadora de dignitas, Sin 
duda ello es así, al menos en parte, porque toda la organización cen- 
sitaria de la sociedad se basa en la posesión de un capital, un capital 
en tierras. Senadores, caballeros y los simples decuriones municipales 
deben poseer praedia. Las restantes actividades lucrativas entrañan un 
desprestigio, únicamente la propiedad territorial es «noble» (Cic., 
Sen., 51; De Off., 1, 151) y, por tanto, debe servir para coronar una 
carrera y una fortuna conseguida en otras actividades, Este esquema 
teórico se realiza plenamente, por ejemplo, en el caso del banquero 
M. Fulcinio, que se retiró y compró una propiedad en Tarquinia (Pro 
Caecina, 11). Pero propiedad no quiere decir explotación racional : 
en la época de Cicerón se despreciaba incluso el trabajo manual del 
campesino (De Fin,, 1, 3; cf. Sal., Cat., 33, 1). Una gran mayoría, si 
no la casi totalidad, de los senadores y caballeros terratenientes del 
siglo 1 a. de J.C. debían ser, de hecho, absentistas, y vemos cómo 
Cicerón, por ejemplo, tiene que excusar a su cliente Roscio de Ameria 
porque se ocupaba personalmente de sus dominios, hecho que lo ha- 
cía casi sospechoso (Pro Sex. Rosc., 39; 48; 132). Eso explica, cier- 
tamente, la despreocupación relativamente frecuente por la gestión 
de los dominios, que se dejaba en manos del vilicus, 


40 


CarítuLo III 


La cuestión agraria 


Hablaremos de «cuestión» más que de crisis pues, en efecto, una 
crisis no dura varios siglos. La historia de la República aparece mar- 
cada de forma recurrente por la cuestión agraria, que se plantea con 
la figura más o menos legendaria de Espurio Casio, en el 486 y que 
con los Gracos no hace sino culminar. La tendencia actual de la his- 
toriografía es la de minimizar, en el desencadenamiento de la «revo- 
lución romana», en el año 133, la importancia del problema agrario 
que no habría sido más que el motivo inicial, el pretexto. La muerte 
violenta de Tiberio se habría debido, así, a las rupturas revolucio- 
narias con la tradición, a las pretensiones políticas que aquel habría 
ido planteando sucesivamente (Badian [418]). Sin embargo, lo cierto 
es que todo comenzó con la cuestión agraria (res agraríae). Es más 
lógico, por tanto, creer los testimonios de Polibio —hacia el 150 a, 
de J.C.—, de Cicerón y de Tito Livio (quienes, desde luego, dan una 
visión anacrónica de la historia de los primeros tiempos de Roma), 
que afirman que no hay nada que tenga tanta importancia en el des- 
tino de los Estados (Polibio, IL, 21, 7, con respecto a la ley agraria 
Flaminia del año 232; Cicerón, De Off., IL, 78: «Los que quieren 
ser populares y, por esta razón, plantean los problemas agrarios [...] 
arruinan los fundamentos del Estado»; Tito Livio, Il, 41, 3 [para el 
486 a, de J. C.]: «Así fue promulgada la primera ley agraria: nunca, 
desde esta época hasta nuestros días, se ha vuelto a plantear la cues- 
tión sin que haya producido graves desórdenes»). Así pues, la cuestión 
agraria» existía antes de los Gracos, dado que ellos propusieron una 
serie de leyes para resolverla. Uno de los problemas más espinosos 
será saber si este remedio (la ley agraria) había tenido precedentes y 
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cuáles, Pero la «crisis» que impulsó al primero de los Gracos y a sus 
consejeros a actuar es un fenómeno reciente, posterior y sin duda con- 
secutivo a la guerra contra Aníbal. 

¿Cómo definir esta erisis agraria? El primer error que hay que 
evitar —muy extendido entre los historiadores modernos— es el de 
pensar que se trata de una crisis de la agricultura (véase el capítulo 
anterior). Ningún texto antiguo señala, por ejemplo, dificultades en 
la producción y aún menos en la comercialización de los productos 
agrícolas en la génesis de la crisis del siglo 11. Varrón indica al co- 
mienzo del libro 11 dedicado a la ganadería —hacia el año 36 a. de 
J. C.— que en aquellos momentos la agricultura italiana no producía 
los cereales suficientes para el aprovisionamiento de Roma, que debía 
importarlos de África y Sicilia, pero no dice que la competencia hu- 
biera arruinado a los agricultores italianos. Catón asegura —hacia 
el 150— que los beneficios de la agricultura eran «honorables, segu- 
ros, en absoluto odiosos» (Agr. Praef., 4). El bajo precio de algunos 
productos en determinados países (por ejemplo, el trigo en Cisalpina, 
Polibio, II, 14, 7; 15, 1; Estrabón, V, 1, 12) nunca se consideró como 
una desventaja para los agricultores italianos, Hay que esperar al año 
129 para oír hablar, en un texto por lo demás curioso y controverti- 
do, de una «prohibición a las poblaciones transalpinas de que plan- 
taran vides y olivos, para aumentar nuestros propios viñedos y oliva- 
res» (Cic., De Rep, TIL, 16). 

Una medida de este tipo, si la información de Cicerón es verídica, 
sólo puede comprenderse con respecto a Masalia, y no para Roma e 
Italia (Tenney Frank; E, Badian, Rom. Imper., 19-20). La lectura de 
Catón y de su manual de agricultura, escrito a mediados del siglo 11, 
no nos produce la impresión de que estamos ante una profesión en 
crisis: los beneficios son sustanciales y, a poco que sea bien adminis- 
trada, la explotación rural debe enriquecer a su propietario. 

Por contraste, la crisis agraria tiene aspectos económicos: la nue- 
va agricultura italiana sustentaba a un número menor de campesinos 
libres y de propietarios (la mano de obra de la que habla Catón era 
fundamentalmente servil, aunque prevé la posibilidad de recurrir al 
empleo de trabajadores libres estacionales), sobre todo en las zonas 
en las que la ganadería extensiva había sustituido a la agricultura. 
Así pues, no fue tanto la población rural en su conjunto la que dis- 
minuyó, sino el número de propietarios y cultivadores libres (arren- 
datarios y aparceros). Por otra parte, y en un proceso simétrico, las 
ciudades (Roma en especial) sufrieron a principios del siglo 11 la 
inmigración de una importante población rural, desposeída de sus 
propiedades u obligada a abandonar el campo por diversas razones, 
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como las guerras o sus consecuencias, o la venta, más o menos volun- 
taria, de sus parcelas. Pero estos hombres conservaban aún el recuerdo 
de su pasado agrícola: tenían hambre de tierra. La crisis agraria sur- 
gió, pues, de la conjunción de un doble fenómeno: por una parte, la 
existencia de campesinos sin tierra que la reclamaban y, por otra, de 
la existencia de tierras sin campesinos, La cuestión suscitada no era la 
de la rentabilidad de una profesión sino fundamentalmente la del 
acceso a la propiedad del suelo. 

Planteado así el problema, les necesaria, sin embargo, una acota- 
ción fundamental para poder comprenderlo: no se trataba del acceso 
a cualquier tipo de suelo, Posiblemente, este movimiento que hemos 
indicado se produjo de manera uniforme tanto en las tierras de pro- 
piedad privada como pública de Italia; quizás hubo en todas partes 
una tendencia a la concentración de la propiedad privada, pero posee- 
mos muy escasa información al respecto porque un fenómeno de estas 
características escapaba por completo a la competencia y a las preo- 
cupaciones del Estado. En cuanto a la tierra susceptible de apropiación 
privada, que podía enajenarse y legarse libremente bajo la protección 
del «derecho quiritario», nadie tenía competencia para inmiscuirse 
en la forma en que era explotada. El derecho de propiedad no conocía 
límite alguno y sólo sería cuestionado con ocasión de las guerras civi- 
les (véase más adelante) y por razones económicas y financieras, que 
no sociales, cuando una facción victoriosa decretaría «proscripciones» 
y vendería o distribuiría las tierras de los vencidos. 

La crisis agraria sólo afectó a una categoría de tierras, las que 
componían el «dominio público del pueblo romano» (ager publicus). 
De hecho, si surgió un problema agrario, si se promulgaron leyes 
agrarias fue porque el Estado disponía de tierras que podía pensar 
en distribuir a los campesinos que carecían de ellas. Y si el problema 
agrario tuvo siempre —y en particular con los Gracos—— una dimen- 
sión política y degeneró en guerra civil, ello se debió a que la mayor 
parte de esas tierras, lejos de ser tierras incultas, se hallaban en pose- 
sión de beneficiarios que, con razón o sin ella, consideraban que tenían 
derechos imprescriptibles sobre ellas, Probablemente, si en el año 133 
el Estado hubiera contado todavía con tierras suficientes para su dis- 
tribución, la ley Sempronia no habría suscitado una oposición tan 
violenta. Encontramos, por tanto, en el origen de la crisis agraria, una 
ambigiiedad o un conflicto de carácter jurídico referente al uso y pro- 
piedad del ager publicus (y solamente de este). Pero, dadas la natura- 
leza y extensión del ager publicus en la Italia romana, este conflicto 
jurídico cuestionó no sólo los equilibrios socioeconómicos en el seno 
de la ciudad sino también en las relaciones de Roma con los aliados 
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italianos: prácticamente, pues, la mitad de la población libre de la 
península. De este hecho deriva la necesidad de distinguir tres niveles 
distintos a la hora de hacer un análisis del problema: el aspecto jurí- 
dico, la dimensión geográfica y económica y, finalmente, los aspectos 
demográfico y cívico. 


1. El dominio público: aspectos jurídicos 


El dominio público, por definición, estaba constituido por las 
tierras, etc., que pertenecían colectivamente al pueblo romano y hay 
que distinguir entre el ager romanus, territorio sobre el que se exten- 
día la soberanía de Roma pero que era susceptible de convertirse en 
propiedad privada, y el ager publicus. Este era patrimonio del pueblo 
y se suponía que el pueblo debía vivir de los ingresos procedentes de 
ese dominio, Los magistrados y el Senado eran los que controlaban el 
mantenimiento y la administración del dominio, mientras que los cen- 
sores mantenían las cuentas al día (Cic., De leg. agr., 1, 4-6). Por 
orden de la autoridad competente, los cuestores podían enajenar una 
parte del ager publicus, y los censores eran quienes regulaban su 
explotación. No obstante, la venta de tierras del dominio público, 
siempre posible (tenemos varios ejemplos: en el 205 se vendió una 
parte del ager campanus, "T. L., XXVIII, 46, 4; en 149 otra parte, 
T.L,, XXXII, 7, 3), estaba mal vista, pues se consideraba que los 
magistrados debían conservarlo y no permitir que disminuyera (Cic., 
De leg, agr., I, 3). La parte del ager publicus que se vendía se con- 
vertía, por supuesto, en propiedad privada optimo iure: en los escri- 
tos técnicos de los agrimensores se la denominaba ager quaestorius 
(Gromatici Veteres, l, 152, 22: los límites de las centuriaciones eran 
de 50 yugadas). 

La venta no era el único procedimiento por el cual se enajenaban 
las tierras del dominio público. Podía hacerse una entrega gratuita 
(asignaciones y división), como forma de reembolsar un crédito con-* 
cedido al Estado (los trientabula, tierras de propiedad pública del 
Lacio entregadas en el año 200 en concepto de garantía a los suscrip- 
tores del préstamo del año 210, sobre las cuales el Estado conservaba, 
sin embargo, el derecho de propiedad reconocido por un canon de 
un as por yugada, Tito Livio, XXXI, 13, 9) o incluso contra la pres- 
tación de un servicio (los viasi vicant que vivían a lo largo de los 
caminos y vías públicas que recibían tierras a cambio de manteni- 
miento de aquellos, Catón, Agr., 2, 2). La enajenación gratuita era 
con mucho la más importante (ager datus adsignatus) y sus benefi- 
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ciarios podían ser colonos en el marco de una colectividad establecida 
específicamente o bien ciudadanos individuales (viritim adsignati). 
Durante toda la historia de Roma, el recurso a las tierras del Estado 
para instalar en ellas colonias o colonos individuales, primero en 
Italia y posteriormente en ultramar a partir de finales del siglo 11, 
desempeñó un papel esencial. Más adelante abordaremos la historia 
y el alcance de esta doble colonización cuyo objetivo prioritario era 
de carácter estratégico: así se romanizó Italia, se urbanizaron países 
semibárbaros como el Samnio o bárbaros como la Galia Cisalpina. No 
obstante, la colonización no siempre movilizaba efectivos humanos 
considerables y, voluntariamente o no, el simple recurso a la coloni- 
zación pareció no ser suficiente para resolver el problema agrario en 
los decenios que preceden al año 133. En la mayor parte de los casos, 
los colonos y asignados disponían de sus lotes en plena propiedad, 
declarable al censo y exenta de cualquier canon (Cic.. Fil,, IL, 101; 
Higinio, p. 116, Lachmann). La ley Sempronia del año 133 preveía, 
sin embargo, la inalienabilidad de los lotes e imponía sobre ellos un 
vectigal, y la ley agraria de César establecía la imposibilidad de ena- 
jenar las tierras adjudicadas durante un lapso de veinte años. Hay 
que decir que ambas medidas no fueron aplicadas durante muchos 
años, Por otra parte, el Estado no renunciaba a la explotación de las 
tierras de las que seguía siendo pleno propietario. Podía hacerlo, en 
primer lugar, ateniéndose a la normativa de derecho común, como si 
de un particular se tratara. Refirámonos ante todo a las tierras no 
habitadas y sin cultivar: bosques, pantanos, tierras de pastos, cuya 
explotación podía ser muy rentable. Los censores adjudicaban en su- 
basta los ingresos: así el bosque de la Sila, dedicado a pastos, resina 
y madera, fue arrendado a los publicanos en el año 138, Por su exten- 
sión, sobre todo en la Italia del Sur, y por los problemas relacionados 
con la mano de obra servil, las tierras de pastos constituían una sec- 
ción importante. El Estado autorizaba a los particulares a apacentar 
en ellas sus rebaños (pascua) contra un canon proporcional al número 
de cabezas de ganado (scriíptura). Probablemente, existía una exen- 
ción (de diez cabezas, lex agraria, línea 15) para los pequeños gana- 
deros, una especie de derecho de pasto libre que existía, sin duda, en 
beneficio de los campesinos de los confines no catastrados de las colo- 
nias (ager compascuus). 

La situación es más complicada cuando consideramos las tierras 
del ager publicus que estaban cultivadas. La confiscación en beneficio 
del Estado (cf. más adelante) no siempre iba acompañada de la 
expropiación de los antiguos cultivadores. Simplemente, a estos se les 
obligaba a pagar un impuesto al Estado considerado como un autén- 
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tico arriendo (vectigal). Así fue lo que ocurrió en la Campania con 
posterioridad al año 212 (Cic., De lege agraría, II, 80). Probable- 
mente, el vectigal se calculaba no sobre la cosecha sino sobre la su- 
perficie cultivada (Cic., De leg. agr., Il, 81: nec fructibus varium). 
Los censores se ocupaban de arrendar la percepción de estos impues- 
tos (agrum locare, T. L., XXVI, 3, 1; XXVIL 11, 8). 

Pero refirámonos ahora a la parte más importante: las tierras del 
dominio público que, por una u otra razón, nadie ocupaba, ya porque 
siempre hubieran estado abandonadas o porque a raíz de una guerra 
sus ocupantes hubieran marchado de ellas. A las tierras incultas que 
nunca habían sido incluidas en el catastro se las denominaba ager 
arcifinalis. Desde un momento que no podemos asegurar con certeza, 
el Estado romano permitía que se instalaran en estas tierras —a imi- 
tación, sin duda, de las concesiones enfitéuticas practicadas en tierras 
de los griegos—, aunque sin un auténtico derecho de propiedad, quie- 
nes quisieran o pudieran hacerlo. Esta es la práctica que se conoce 
como la occupatio, término que habría que traducir como «conce- 
sión». En un texto de Ápiano, inspirado en los escritos técnicos de 
los agrimensores, se explica el principio de la occupatio: 


«En cuanto a la parte que, al acabar las guerras, quedaba desocu- 
pada, y era la más importante, al no tener tiempo [para medirla] 
para asignarla por lotes, proclamaban que podría explotarla cual- 
quiera que deseara hacerlo, contra el pago de un canon, la décima 
parte de la cosecha o el quinto de los frutos. Fijaron también un 
canon sobre los pastos para el ganado mayor y el ganado menor» 
(Apiano, BC, 1, 27; ef. también BC, 1, 75-76). 


He aquí la fórmula jurídica de la occupatio, que parecen darnos 
los agrimensores: ut quisque virtute colendí quid occupavis (138 L, 
8). Pero añaden que se autorizaba también la ocupación de tierras 
que, de hecho, no estaban cultivadas, quantum in spe colendi habuerat 
(138 L, 14). Una de las características era que no se hallaban regis: 
tradas en el catastro y no existía, por tanto, ningún documento (aes, 
forma) que sirviera de testimonio a favor de sus ocupantes. De ello 
deriva una primera causa de usurpaciones y conflictos: eran muchos 
los que se negaban a aceptar cualquier tipo de limitación y pretendían 
convertir en privadas tierras que, en realidad, eran de dominio públi- 
co. El Estado ejercía periódicamente un control, más o menos eficaz, 
sobre estas usurpaciones (en el año 173, por ejemplo, en Campania, 
Tito Livio, XLIT, 1, 6; en el 172, este territorio recuperado, fue saca- 
do a subasta por los censores). En el año 165 se encargó al pretor 
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urbano P. Cornelio Léntulo que recuperara, mediante compra —lo 
que constituyó una gran concesión a los usurpadores—, cierta exten- 
sión de tierras usurpadas. Rescató así 50000 yugadas (Granio Lici- 
niano, 9 Fl.). Una segunda causa de conflictos derivaba de las usur- 
paciones, no en detrimento del Estado, sino de particulares, problema 
al que Apiano y Plutarco hacen alusión, al igual que Salustio, 


Yug., 41: 


«En esa época, a los padres y los hijos de lo ssoldados, si eran 
vecinos de un poderoso, se les expulsaba de sus tierras», 


Plutarco, Tib. Grac., 8: «Más adelante, los vecinos ricos empe- 
zaron a hacer que bajo nombres supuestos se les traspasaran los arrien- 
dos, y aun después lo ejecutaron abiertamente por sí mismos, con lo 
que, desposeídos los pobres...» 

Apiano, BC, L, 7: «Los ciudadanos ricos acapararon la mayor par- 
te de estas tierras incultas y a la larga se consideraron como propie- 
tarios inamovibles de ellas, Adquirieron por medio de la persuasión 
o invadieron por la violencia las pequeñas propiedades de los pobres 
ciudadanos que eran sus vecinos». 

A los ocupantes de esta clase de tierras de dominio público se les 
daba el nombre de possessores, al igual que a los antiguos propie- 
tarios que, por su parte, no abandonaban las suyas. El término, que 
se opone al de dominus (propietario en virtud del derecho quiritario), 
designa una forma de propiedad en precario, un usufructo revocable, 
Los juristas se han planteado si la possessio, en sentido estricto, sólo 
designaba el derecho de uso de las tierras catastradas del ager cen- 
sorits, pero las definiciones que dan los agrimensores son muy ge- 


forales: 


«Se llama posesiones de las tierras públicas o privadas a las que 
no se han adquirido por mancipación, sino mediante posesión y por 
derecho de uso» (Isidoro, 369 L). 


Igualmente, se discute si los terrenos objeto de la occupatio esta- 
ban o no gravados por un vectigal, reconocimiento del derecho de 
propiedad eminente del Estado. Apiano así lo afirma, pero algunos 
autores piensan que este vectigal únicamente gravaba al ager censo- 
rius y que la occupatio se realizaría sin ninguna contrapartida. No 
parece plausible aceptar la idea de un abandono voluntario de las 
tierras por parte del Estado, por lo que nos parece más acertada la 
teoría de que la occupatio implicaba el pago de un vectigal, aunque 
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fuera mínimo, pero que al no existir un control estricto, algunas de 
estas tierras habrían dejado de pagarlo. Plutarco hace referencia a los 
ricos «que ofrecían cánones más elevados» y Apiano nos informa de 
que Tiberio Graco había previsto en su ley que se concediera gratui- 
tamente a sus antiguos ocupantes la parte no recuperada de sus pose- 
siones y que establecía un vectigal para las asignaciones que él reali- 
zara. Por nuestra parte, consideramos que el Estado nunca habría 
podido reivindicar la plena propiedad de estas tierras si las hubiera 
abandonado sin exigir un canon. Pero lo cierto es que ese canon había 
dejado de pagarse. Concluyamos, pues, de estas espinosas controver- 
sias jurídicas que el régimen del ager publicus era ambiguo y que de 
no haber sido por esa ambigiiedad nunca se hubiera planteado la 
cuestión agraria. Esta surgió el día en que el Estado pretendió recu- 
perar unas tierras cuyo control había abandonado hacía mucho tiem- 
po y que sus ocupantes, aunque no podían presentar un título de 
propiedad o de concesión válido, consideraban, al igual que una parte 
de la opinión pública, como privadas. 


2. La dimensión geográfica 


Sería interesante poder situar sobre el mapa con la mayor exac- 
titud, e incluso cuantificar, las tierras afectadas por estos fenómenos: 
ante todo las que formaban el dominio público, pero también las que 
a lo largo del siglo 11 fueron distribuidas entre los colonos o se asig- 
naron individualmente, las que se dejaron a los possessores y, muy 
especialmente, aquellas en las que se había desarrollado la occupatio. 

Hemos de lamentar que la documentación que poseemos al res- 
pecto sea muy incompleta. Habitualmente, los romanos confiscaban 
una parte variable del territorio de los pueblos vencidos: una tercera 
parte (T. L., X, 1, 3 en Frosinone; Dionisio, 1H, 35, 5), la mitad (T. L., 
XXXVI, 39, 3, en el caso de los boyos, o incluso las dos terceras 
partes (en Priverno, T. L., VIII, 1, 3). Por ello, a partir del siglo 1v 
la extensión del ager publicus debía ser mayor de lo que se supone 
con carácter general, Pero, además, durante la segunda guerra púnica 
se efectuaron confiscaciones masivas de tierras para castigar a los 
pueblos y ciudades que se habían colocado del lado de Aníbal. La 
lista nos la proporciona Tito Livio, XXII, 61, 11-12: los atelanos, ca- 
latinos, hirpinos, una parte de los apulios, todos los brucios, los 
samnitas, salvo los pentros, los surrentinos, casi toda la Magna Gre- 
cia, los tarentinos, metapontianos, crotoniatas y todos los galos cisal- 
pinos. En consecuencia, se confiscó todo el territorio de Capua (T. L., 
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XXVI, 16, 8; XXXIV, 2-4), una gran parte del Brucio (Apiano, An,, 
7, 6, 1; Dionisio, XX, 15), de la Lucania (Apiano, 4n., 7, 49), del 
Samnio y de la Apulia (T.L., XXXI, 4; XXXI, 49, 4). Todo el terri- 
torio de los taurasinos, en la frontera del Samnio y de la Campania, 
era de propiedad pública en el año 80 (T.L., XL, 38, 41). Muy im- 
portantes fueron también las confiscaciones en tierras de los bárbaros, 
en la Galia Cisalpina: el ager gallicus, perteneciente a los senones, en 
la región de Arimino, fue confiscado y distribuido por Flaminio desde 
el año 232, Es cierto que en algunos casos los romanos devolvieron 
inmediatamente las tierras a estos pueblos para evitar una despobla- 
ción total (así, por ejemplo, a los tarentinos y siracusanos en el 207, 
después de decretar una amnistía en los juegos olímpicos, T.L,, 
XXVII, 35), lo que no impide el hecho de que Roma recompensara 
a los pueblos amigos con una parte de estos mismos territorios (T. L,, 
XXV, 30; XXVI, 21; Toynbee, 1, 117). Eso por lo que se refiere a 


las grandes regiones. 


Los autores modernos han recurrido a otros sistemas para delimitar con ma- 
yor exactitud el ager publicus. Beloch y, sobre todo, Ettore Pais, a quienes han 
seguido Scalais, Tenney Frank y recientemente D, Brendan Nagle, han inten- 
tado elaborar una relación de las distribuciones de tierras y de las asignaciones 
coloniales antes y después de los Gracos. La primera fuente a la que es posible 
recurrir son los textos históricos. La tradición presenta, por desgracia, lagunas, 
sobre todo para el período comprendido entre el 173 (155, fundación de Auxi- 
mum) y el 123. ¿Hay que pensar que se interrumpió el proceso de colonización? 
Tibiletti ha expresado fuertes dudas al respecto, pero si continuó al ritmo de 
antes, ¿por qué se planteó la «crisis agraria» y el vasto programa de los 
Gracos? La relación que ha elaborado Toynbee, 1, pp. 654-657, resulta im- 
presionante, pero confirma la ralentización del proceso colonial durante los 
treinta años que preceden a la aparición de los Gracos. Resulta difícil apuntar 
cifras concretas: según la información que poseemos (que no es completa), entre 
los años 200 y 133 se habrían instalado 50000 colonos —romanos o latinos— 
en una superficie aproximada de 250000 hectáreas, a los que hay que añadir 
los 47000 ligures deportados y asentados en el ager taurasinus en el año 180. 
En 1923, Ettore Pais propuso que además de las informaciones de los textos 
literarios se utilizaran las procedentes de los escritos técnicos de los agrimen- 
sores, especialmente el Liber coloniarum, que menciona explícitamente nume- 
rosas fundaciones de los Gracos y que permite suponer que se realizaron 
muchas otras; tales fundaciones bosquejan, por sí mismas, un mapa del ager 
publicus, bien que limitado. Quedan así atestiguadas asignaciones o centuria- 
ciones de los Gracos en Lucania (siete localidades), en Italia central, entre los 
caudinos y los hirpinos (nueve localidades), en Apulia (siete localidades), entre 
ellas el «territorio próximo al monte Gárgano»), en Campania (dos localida- 
des, en contra de lo que afirma Cicerón), en Piceno (siete localidades) e in- 
cluso en Etruria (Arretium, Ferentinum y Tarquinia), Italia meridional y Pi- 
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ceno son los lugares predominantes, mientras que, curiosamente, la Etruria 
aparece prácticamente vacía. Á estos testimonios que ha recuperado Pais, pero 
que han de utilizarse con cuidado, se añaden —si bien son demasiado raros, 
aunque irrefutables— los cipos gracos (mojones que dan fe de la actividad de 
la comisión agraria entre el 133 y el 120 a. de J.C,, cf. más adelante). Cono- 
cemos tan sólo 12: dos en Campania (en las inmediaciones del Mons Tifatina), 
tres entre los hirpinos, seis en Lucania, en el valle del Tanagro y uno en el 
Piceno. Por otra parte, la arqueología aérea y las excavaciones han dejado al 
descubierto huellas de una centuriación graca en Apulia, en la llanura dauniana 
y en la Etruria meridional, A menudo, los cipos confirman las posesiones de 
los veteres possessores, pero su número es demasiado escaso como para que po- 
damos afirmar con certeza si indican los lugares en donde las recuperaciones 
fueron más importantes, Al menos confirman las observaciones de los textos 
históricos y del Liber coloniarum. Mucho es aún lo que queda por hacer para 
elaborar un mapa completo del ager publicus, en función del relieve y de la 
carta de utilización de los suelos. Ante todo hay que hacer numerosas mono- 
grafías regionales, pluridisciplinarias a ser posible, y recurrir a todos los testi- 
monios, especialmente a la toponimia y la arqueología, según el modelo de los 
estudios emprendidos por la escuela inglesa para la Etruria meridional, 


Con la geografía del ager publicus está relacionada la cuestión 
de la ocupación del suelo, del o de los sistemas de explotación y, en 
definitiva, del poblamiento, es decir, de la demografía. Si los parti- 
darios de la ley agraria se inquietaron ante las usurpaciones de los 
possessores más allá de sus concesiones originales en el ager publicus 
no fue por razones humanitarias, sino porque eran conscientes de las 
consecuencias de este hecho sobre los equilibrios internos de una ciu- 
dad organizada según el modelo censitario. Al igual que la mayor 
parte de los autores antiguos, consideraban que los ciudadanos auto- 
suficientes —por lo tanto, propietarios— eran el capital más preciado 
de la ciudad. Según la tradición que nos ha transmitido Apiano, toda 
la política agraria de Roma hasta la crisis del siglo 11 habría tenido 
como objetivo «el crecimiento demográfico de la raza italiana» (BC, 
I, 28, cf. también 1, 22). Nos parece ésta una afirmación exagerada 
en la medida en que los ciudadanos romanos también eran benefi- 
ciarios de las deducciones de las colonias y de las asignaciones agra- 
rias, aunque desde luego, hay que tenerla en cuenta. Por lo que se 
refiere a los ciudadanos, la evicción de una masa de pequeños propie- 
tarios en beneficio de «sus vecinos ricos» viene señalada tanto por 
Apiano (BC, 1, 29-32) como por Plutarco (7'G, 8) desde un punto de 
vista esencialmente demográfico y militar. 

«La población de hombres libres disminuía por efecto de la mi- 
seria, de las contribuciones y del servicio militar» (Apiano, BC, I, 30). 
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«Desposeídos los pobres, ni se prestaban de buena voluntad a ser- 
vir en los ejércitos ni cuidaban de la crianza de los hijos» (Plut., 
TG, 8). 

«Los pobres decían que de su anterior bienestar habían caído en 
la más extrema miseria, que su pobreza les impedía criar hijos, pues 
no tenían con qué alimentarlos» (Apiano, BC, I, 40). 

Esta preocupación demográfica viene resumida por Apiano en la 
célebre frase según la cual «Tiberio se había propuesto como objetivo 
incrementar, no el bienestar, sino la población [de Italia]» (L, 43). 
Pero hagamos alguna precisión. Probablemente es cierto que se pro- 
dujo una disminución de la población infantil entre los (nuevos) po- 
bres, pero no tenemos la posibilidad de comprobar este extremo, aun- 
que P. Brunt haya publicado recientemente un estudio sólido al res- 
pecto ([298], p. 76 y pp. 142-143); por lo demás, este autor llega a 
la conclusión de que no disminuyó la fecundidad general. Por contra, 
parece que, al menos en Apiano, existe una confusión entre la dismi- 
nución del número de hombres y la del número de ciudadanos lo bas: 
tante ricos como para ser movilizables (los assiduz). Las palabras que 
utiliza Apiano, poliandria y euandria, contrastan con el término po- 
liantro pia de Estrabón (IV, 1, 2). Aún más, en otros pasajes, Apiano, 
como también Plutarco, ponen el énfasis en el aspecto censitario del 
problema. He aquí las palabras de Apiano, resumiendo un discurso 
de Tiberio Graco: 


«A. unos les preguntó si los que servían en los ejércitos de la Re- 
pública no eran más útiles que aquellos a los que se les excluía, y a 
otros si el que estaba interesado personalmente en el bien público no 
se interesaba más por éste que el que no participaba en él en abso- 
luto» (BC, L, 44). 


Ahora bien, ésta es precisamente la justificación clásica del sistema 
censitario tradicional tal como la encontramos expuesta, por ejem- 
plo, en Dionisio de Halicarnaso. Tiberio Graco, pues, no se inquietaba 
ante el descenso de la población sino del número de assidui. Según 
Plutarco y Apiano, Tiberio Graco se refiere a los campesinos sin tierra 
como a soldados veteranos. ¿Cómo había sido posible movilizarlos 
antes si no eran assidui? Sin duda, a lo largo del siglo 11 se amplió 
notablemente el límite inferior del censo de la quinta clase (E. Gab- 


ba [308]). 


Hemos visto anteriormente que las cifras que se conservan del censo indi- 
can aparentemente un descenso regular y sensible entre el 164 (337000 capita 
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civium) y el 130 (318000). Mucho ha discutido la crítica moderna sobre estas 
cifras, por lo demás, aleatorias, desde que Mommsen y Beloch las publicaron. 
Algunos historiadores llegaron a una conclusión extrema, considerándolas erró- 
neas y corrigiéndolas. Nos parece más acertado tratar de interpretarlas, Para 
P, Brunt, en principio, todos los ciudadanos movilizables, incluidos los prole- 
tarii, debían figurar en las listas del censo. El descenso de las cifras no indi- 
caría, pues, la disminución del número de propietarios, a menos que, como él 
sugiere, a partir del año 167 se hubiera recurrido al procedimiento de omitir 
a los ciudadanos pobres, Hay algunos aspectos que están aún por resolver: por 
ejemplo, si los beneficiarios de las asignaciones coloniales o viritanas que reci- 
bían lotes del ager publicus estaban obligados a declararlas al censo, Las fuen- 
tes nos dan noticia al menos de 50000 asignados (lo que con sus familias su- 
pone un número superior a las 150 000 personas) entre los años 200 y 157. Los 
lotes eran de dimensión muy variable, desde las cinco o seis yugadas (Poten- 
tia, Pisauro, Módena, Parma, en 184 y 183) hasta las 140 para un eques en 
Aquilea en el año 181. No parece verosímil que estos beneficiarios no figuraran 
en el censo, aunque es cierto que a muchos de los asentamientos coloniales se. 
les daba el estatuto de colonias latinas, aunque los colonos fueran ciudadanos, 
por lo cual sus miembros no figuraban en las listas del censo de Roma. En 
cuanto a la occupatio, no tenemos la certeza de que tuviera que ser declarada 
al censo, Hay que evitar, no obstante, la duda hipercrítica. Podemos afirmar 
que se produjo una disminución —aunque no se pueda cifrar exactamente— del 
número de ciudadanos propietarios de tierras, o al menos poseedores del censo 
suficiente para ser movilizados, Éste era el problema que trataban de solucionar 
los reformadores del año 133, por sus graves repercusiones militares. Con dema- 
siada frecuencia se ha afirmado que este fenómeno se había visto acompañado 
del abandono del campo y del éxodo rural hacia la ciudad. Un análisis más 
ajustado de los testimonios de Apiano y Plutarco (D. Brendan Nagle) ha lle- 
vado recientemente a concluir que los principales partidarios de la ley agraria 
eran aún campesinos, no ciudadanos (Apiano, BC, 1, 31, menciona la existen- 
cia de campesinos sin empleo, afirmación que hay que comparar con Plut., 
TG, 8; cf. también, I, 41, que da testimonio de los debates sobre la ley agra- 
ria «en las colonias, en los municipios, por parte de todos los que estaban afec- 
tados por el problema de la tierra»), Por otra parte, las investigaciones arqueo- 
lógicas, mediante la interpretación de fotografías o sobre el terreno, practicadas 
en la Etruria meridional o en el Tavoliere di Gargano, no parecen conducir a. 
la conclusión de que se produjo una disminución de la población rural en el 
siglo 11. Bien al contrario, incluso se pusieron en cultivo nuevas tierras, aunque 
en beneficio, ciertamente, de una minoría de propietarios romanos o no romanos. 
Una vez más vemos cómo el problema agrario, incluso en su vertiente demo- 
gráfica, es un problema jurídico y social de acceso a la propiedad o al disfrute 
de las tierras del dominio público. 
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3. Los precedentes de la política de los Gracos 


En un primer momento, Tiberio Graco presentó su rogatio agraria 
como una simple «renovación» de una ley precedente, «la ley que 
regulaba que nadie podía poseer más de 500 yugadas del ager publi- 
cus ni apacentar en él más de 100 cabezas de ganado mayor y 500 de 
ganado menor» (Apiano, BC, IL, 33; 37). Mucho han discutido los 
historiadores sobre cuál sería esta ley, En efecto, la tradición men- 
ciona un gran número de rogationes o leyes agrarias entre la primera 
cronológicamente, la rogatio Cassia, del año 486, y la ley Sempronia 
del 133 (proposiciones en 486, 485, 482, 481 476, 441, 424, 421, 420, 
417, 415, 412, 410, 401, 387, 385 y finalmente la rogatio Laelia del 
145). Leyes aprobadas en el 456 (Lex Icilia de publicando Aventino) 
y 367 (lex Licinia de modo agrorum) y 232 (lex Flaminia de agro 
Piceno et Gallico). El relato de los proyectos de ley durante el siglo v 
que hacen Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso resulta sospechoso, tal 
como se ha subrayado desde hace tiempo, pues está influido, de forma 
anacrónica, por los acontecimientos de la época de los Gracos. Ello no 
quiere decir que en aquel período no se plantearan conflictos agra- 
rios, quizás incluso a propósito del ager publicus. Pero alguna referen- 
cia tal como el enfrentamiento entre los ciudadanos y los latinos por 
disfrutar del beneficio de la ley o la relación con los problemas fru- 
mentarios, en Tito Livio, 1, 41, es claramente anacrónica. Lo mismo 
podemos decir con respecto al comentario en 1V, 51, 5: «El pueblo 
estaba furioso por la indignidad con que la nobleza no sólo retenía 
las tierras públicas que ocupaba injustamente por la fuerza sino que 
se negaba a distribuir entre la plebe las tierras incultas conquistadas 
recientemente al enemigo». 

La ley más antigua sobre temas agrarios de la que la tradición se 
siente casi segura es la ley Licinia del año 366, cuyo enunciado en 
Tito Livio (VÍ, 35, 5) y 'en las otras fuentes (Varrón, RR, 1, 2, 9; 
Columela, 1, 3, 15; Plinio, AN, XVIIL, 17) es coherente. Al parecer, 
habría prohibido a los ciudadanos «poseer» más de 500 yugadas del 
dominio público. Varios autores han resaltado, no obstante, desde 
que lo hiciera Niese por primera vez [482], que estas cifras no con- 
cuerdan con la extensión probable del ager publicus en el año 366. 
En algunos estudios recientes (G. Tibiletti, M. Sordi) se ha querido 
interpretar de forma distinta el contenido de esta ley. Se trataría de 
una ley de influencia etrusca que habría regulado la ocupación del 
suelo, las técnicas jurídicas del catastro y que habría posibilitado 
el acceso de la plebe al dominio público. Posteriormente, esta ley 
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habría entroncado con la tradición de los Gracos (cf., en efecto, el 
curioso pasaje de Tito Livio, IV, 48, 2). De todas formas, es posible 
que, desde principios del siglo 111 una ley regulara el derecho de 
possessio, pues Tito Livio (X, 13, 7) afirma que en el año 298 se decre- 
taron sentencias condenatorias contra diversos particulares que «po- 
seían más de lo que la ley permitía». No obstante, se ha puesto en 
duda que Tiberio Graco pretendiera resucitar una ley tan antigua, por 
lo cual se ha tratado de encontrar otra más reciente, Carcopino supo- 
ne, siguiendo a otros autores, que existe una confusión entre el Licinio . 
del siglo 1v y C. Licinio Craso, tribuno en el año 145. No es seguro 
este dato, a pesar de lo que dice Varrón, RR, I, 2, 9. Tibilietti, des- 
ués de haber encontrado en un discurso de Catón sobre los rodios, 
del año 167 (Aulo Gelio, VII, 3, 37), una alusión a una ley que san- 
cionaba la posesión de más de 500 yugadas y el apacentamiento de un 
número demasiado elevado de cabezas de ganado en tierras del ager 
publicus, admite la existencia de una ley agraria que habría sido pro- 
mulgada en los años posteriores a la segunda guerra púnica, más Cer- 
cana que la de Tiberio Graco, en la que habría podido inspirarse. 
Sea cual fuera la fecha en que se promulgara, podemos afirmar, 
con certeza, que existía una ley de esas características, que fijaba un 
límite a la possessio y recuperaba las tierras afectadas en excedente 
de ese límite para distribuirlas a precio muy bajo (es decir, ¿en for- 
ma de venta cuestoriana?) a los pobres (Apiano, BC, l, 34). Pero, 
por falta de una voluntad sincera, su aplicación resultó difícil, cuan- 
do no imposible, sobre todo porque los grandes possessores realizaban 
transferencias ficticias de tierras en beneficio de sus padres o de sus 
hijos (Apiano, ibid., lo que recuerda el motivo de la condena de Lici- 
nio en virtud de su propia ley, T. L., VII, 16). De la ley abortada de 
C. Laello, cónsul en el año 140 y amigo de Escipión Emiliano, sólo 
sabemos el breve comentario de Plutarco al respecto (7G, 8, 3-4) : ante 
la oposición de los «poderosos», retiró su proposición de ley. 


4. La ley Sempronia y su destino (133-111 a. de J. C.) 


No hay razones para dudar de lo que dice Plutarco : Tiberio Graco 
y sus consejeros habrían elaborado primero un proyecto moderado, 
pero ante la oposición de sus adversarios y la intercessio del tribuno 
Octavio, la modificaron en un sentido más radical. Naturalmente, las 
modificaciones afectaban a las ventajas o facilidades que antes se ha- 
bían concedido a los grandes ocupantes de tierras del ager publicus, 
de quienes se pretendía recuperar una parte de ellas, pero también, 
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según una hipótesis reciente, afectaban a la participación de los alia- ' 
dos italianos en las nuevas asignaciones, participación a la que Tiberio 
Graco habría renunciado en su proyecto definitivo a fin de encontrar 
mayor apoyo entre la plebe ciudadana. Podemos reconstruir de esta 
forma la normativa de la ley Sempronia : 


a) Limitación del derecho de possessio: 500 yugadas por individuo, más 
250 yugadas por niño (Apiano, BC, I, 37) con un máximo, probablemente, de 
1000 yugadas (T, L., Per., 58, testimonio rechazado por E, Badian). Plutarco 
afirma que en el primer proyecto se había previsto una indemnización para las 
tierras recuperadas (9, 2) que, en todo caso, había desaparecido en la segunda 
redacción (Apiano, BC, 1, 46). En contrapartida, se concedía a los ocupantes la 
plena propiedad «sin un canon» de esas 500 o 1000 yugadas, que pasaban a ser, 
pues, ager privatus, 

b) Distribuciones viritanas (asignaciones) a los «ciudadanos pobres», según 
Plutarco, Estos lotes serían inalienables (Apiano, BC, 1, 38 y 1, 121), lo cual 
constituía un elemento nuevo. Cabe preguntarse si los beneficiarios de estas asig- 
naciones gozarían de la plena propiedad o tan sólo del usufructo (possessio) y 
si, en consecuencia, debían pagar un vectigal, que sirviera para reconocer la 
propiedad del Estado, No conocemos la extensión de los lotes que, sin duda, 
era variable: la ley epigráfica del año 111 parece indicar que no podían exceder 
de 30 yugadas (1. 14, si se trata realmente de lotes, y no de una nueva 
occupatio). 

c) Elección de un triunvirato agrario que se encargase de la recuperación, 
la transferencia y la asignación de las tierras. Sería elegido por el conjunto de 
las tribus, Una cláusula de la ley o una disposición adicional (T. L., Per., 58) 
daba al triunvirato competencia judicial para los contenciosos agrarios, Ante 
todo debía decidir, por tanto, qué tierras eran de dominio público y cuáles de 
propiedad privada, establecer los límites, examinar los títulos de las propiedades 
y de las concesiones. Esta competencia, que queda verificada por la titulación 
epigráfica de los triunviros a(gris) i(udicandis) a(designandis), fue suprimida 
en el año 129, J. Carcopino ofreció en 1928 una hipótesis muy brillante sobre 
el modo de elección y el funcionamiento del triunvirato agrario: sus tres 
miembros, elegidos de una vez por todas, «alternarían» todos los años en fun- 
ción de las exigencias de su carrera, en la presidencia efectiva de la comisión. 
Esta hipótesis explicaría la expresión utilizada por Apiano que, de otra forma, 
resulta incomprensible, No ha sido aceptada con unanimidad y recientemente 
ha sido objeto de discusiones. Ciertamente, la ley se extendía en múltiples de- 
talles sobre la clasificación de las tierras, las técnicas de centuriación, el perso- 
nal que debía estar a las órdenes de los triunviros, como se ve por los ejemplos 
de las leyes agrarias posteriores que han llegado hasta nosotros. 


La aplicación de la ley Sempronia (133-125). El primer triunvira- 
to estuvo formado por Tiberio Graco, su hermano Cayo y st suegro 
Apio Claudio, cónsul en el año 143. P. Licinio Craso Dives Muciano, 
pretor, sin duda, en el año 134, y suegro de Cayo, sustituyó a Tiberio 
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Graco después de la muerte de éste, acaecida en el verano del año 133, 
y fue cónsul en el 131, Murió en el año 130, durante su proconsulado 
en Asia, en el mismo año que Apio Claudio. Fueron sustituidos por 
M. Fulvio Flaco y C. Papiro Carbo, el primero de los cuales fue cón- 
sul en el 125 y el segundo en el 120. En el año 121, Cayo Graco y 
Fulvio Flaco perecieron víctimas del Senatus Consultum Ultimum y 
fueron sustituidos posiblemente por C. Sulpicio Galba y L. Calpurnio 
Bestia, si interpretamos como C. Cichocius y J. Carcopino una inscrip- 
ción de Cartago. Once cipos gracos (de un total de 12) atestiguan, 
como ya hemos visto, la actividad de la comisión en el centro y sur de 
Italia y en el Piceno. En Apulia, estos mojones dan fe tan sólo de la 
delimitación exacta del ager privatus y publicus y, por lo demás, de- 
muestran en todas partes que se llevó a cabo un trabajo de centuria- 
ción y, por tanto, de designaciones. La mayor parte de los cipos, que 
llevan los nombres de C. Sempronio, Ap. Claudio y P. Licinio, datan 
forzosamente, pues, del período comprendido entre los años 133 (a 
finales) y 130, 

Mucho se ha discutido a propósito de los resultados reales de la 
actividad de la comisión agraria. A lo largo de unas páginas extraor- 
dinariamente precisas y vivas, Ápiano da cuenta en diversas ocasiones 
de las dificultades jurídicas y sociales que encontró la aplicación de la 
ley agraria: «De todo ello resultaba un movimiento universal, un caos 
de transformaciones y de transferencias respectivas de propiedad» 
(BC, L 77). Apiano sitúa en el año 129, inmediatamente antes de la 
muerte de Escipión Emiliano, el punto culminante de la agitación, 
debido en parte a la prisa con que los triunviros resolvían los litigios. 
Por contra, la supresión de la competencia judicial de los triunviros 
(traspasada a los cónsules por sugerencia de Escipión Emiliano) tuvo 
que frenar las operaciones de limitación de la occupatio y las asigna- 
ciones, que, no obstante, continuaron oficialmente. La impresión que 
obtenemos es que se puso en marcha una pesada maquinaria adminis- 
trativa (las actuaciones con respecto a las tierras no podían comenzar * 
in situ, obviamente, pues para ello era preciso un personal numeroso 
y competente de finitores) que, no obstante, alcanzó su punto culmi- 
nante hacia el 130 y 129, Esta observación permite resolver uno de los 
puntos más discutidos: ¿es posible relacionar la actividad de la comi- 
sión con las cifras del censo de ese periodo? La dificultad surge del 
hecho de que el censo del año 131 (319 000) no supone ningún aumen- 
to con respecto al del año 135 (318 000), mientras que el del 125 (en 
un momento en que la actividad de la comisión parecía haber cesado) 
indica un incremento de 75000 ciudadanos, hasta situarse en 395 000, 
Los historiadores rechazan, en general, que este incremento fuera re- 
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sultado de la política agraria, esencialmente porque se produjo tardía- 
mente, entre los años 131 y 125; pero si se tiene en cuenta los retrasos 
de la puesta en marcha de la comisión y de la aplicación de la ley, el 
desajuste es menos sorprendente y puede admitirse que al menos una 
parte de estos 75 000 ciudadanos que no estaban registrados anterior- 
mente en el censo eran antiguos propietarios convertidos en assidul. 
Incluso aunque ese incremento sólo se debiera en parte a la ley agra- 
ria, contrasta fuertemente con el número de 50 000 asignaciones, que 
fueron las que se realizaron probablemente en el período 200-133. La 
ley agraria funcionó, pero no podremos nunca calcular en cifras con- 
cretas sus efectos. Operó, es cierto, sobre todo en las tierras del ager 
publicus situadas en territorios «aliados», así que parece que la mayor 
parte de los possessores desalojados fueron italianos antes que ro- 
manos. 

Un documento importante, pero cuya interpretación resulta difícil, 
es el elogíium en forma de miliario encontrado en Folla, en el Valle 
Diano (en el sur de Campania), que hace referencia a la apertura de 
un camino entre Regio y Capua. El autor —sin duda un cónsul— 
menciona también su actuación en Sicilia durante su pretura: «He 
buscado a los esclavos fugitivos de los itálicos y he encontrado 917. 
Y he sido el primero en actuar de manera que los ganaderos se retiren 
del ager publicus en beneficio de los agricultores. Asimismo, he fun- 
dado este Forum». De estas últimas palabras se dedujo que este per- 
sonaje era P. Popilo Laenas, fundador del Forum Popilli = Polla, 
pretor hacia el 135, cónsul en el 132: un adversario de los Gracos 
que se jactaría, pues, de haber aplicado la política por ellos preconi- 
zada, a menos que se tratara de los agricultores asentados a lo largo 
del camino. Pero otros han atribuido el texto al pretor T, Amnio, autor 
de un segundo miliario encontrado recientemente, y que sería el cón- 
sul del año 128 (Wiseman), o también a T. Annio Lusco, cónsul en el 
año 153 (Bracco). Finalmente, hay quienes afirman, aunque parece 
mucho menos verosímil, que el texto podría corresponder a Apio 
Claudio Pulquerio, suegro de Tiberio Graco y miembro de la comisión 
agraria (Verbrugghe [504]). 

En el año 123, Cayo Graco, convertido ya en tribuno, hizo votar, 
entre otras muchas leyes, una ley agraria, que aún se citaba en la 
ley epigráfica del año 111. Los documentos la mencionan de pasada 
y Tito Livio afirma que recogía formalmente la ley de su hermano. 
Apiano sólo la menciona en cuanto que era la ley que decretaba la 
fundación de nuevas colonias y Veleyo cita que se cifraba en 500 yu- 
gadas el límite máximo de posesión de tierras del ager publicus (IL, 
6, 3). Por otra parte, es seguro que esta ley restituía a los triunviros el 
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poder judicial (ILERP, 473). ¿Admitía quizá que los italianos pudie- 
ran beneficiarse de las distribuciones de tierras? Finalmente, Plutarco 
afirma que esta ley distribuía la tierra entre los pobres, fijando sobre 
cada lote un vectigal, lo que está confirmado por la ley epigráfica. Pero 
la política agraria de Cayo Graco tuvo otro aspecto también: la fun- 
dación de colonias. Dos están atestiguadas con toda seguridad en Ita- 
lia, la de Scolacium-Minervia en el Brucio (¿era el lugar llamado 
Castra Hannibalis?) y la de Tarentum-Neptunia (Veleyo, I, 15, 4) en 
el territorio de Tarento (la mención de la colonia de Capua constituye 
un error de la tradición). Según Plutarco, los colonos debían ser ele- 
-gidos «entre los ciudadanos más honorables» y su número debía ser 
poco importante, pero Cayo Graco presentó, por medio de uno de sus 
partidarios, C. Rubrio, una ley que proponía por primera vez el envío 
de una colonia de ciudadanos a ultramar, a un lugar cuya elección 
constituía cierta provocación: Cartago, cuyo suelo había sido declara- 
do sacer por Escipión pocos años antes. El establecimiento de esta 
colonia en los años 122 y 121, a pesar de la enérgica oposición del 
Senado, desencadenó su caída. Estas tres colonias habrían de ser puer- 
tos de mar y su objetivo era tanto de carácter comercial como agrí- 
cola. 

Pais, interpretando el Liber coloniarum, atribuía a Cayo Graco la funda- 
ción de Abelino, Calatia y Suesa Áurunca. Pero se sabe que la política colo- 
nial de Cayo Graco, incluida en la ley agraria o expresada en otras leyes, fue 
combatida, a iniciativa del Senado, por los excesos demagógicos de M, Livio 
Druso (Apiano, BC, 1, 101; Plut., CG, 9; Cic., De Fin., IV, 66; Suet., Tib., 3), 
que propuso también la fundación de 12 colonias, cada una de ellas con tres 
mil colonos que acogerían también a los ciudadanos pobres, El proyecto acaso 
incluía también a Sicilia, caso de ser el mismo que en el año 91 presentó su 
hijo M. Druso (Apiano, BC, 1, 156). Beloch y Tenney Frank atribuyen al pro- 
yecto de Livio Druso las centuriaciones mencionadas por el LC en Alifae, 


Telesia y Grumentum. 


El problema de la aplicación de la ley Sempronia y de su posterior 
supresión es tremendamente espinoso. Desde el año 121, el tribuno 
M. Minucio Rufo propuso una o varias leyes que anulaban por abro- 
gatio las leyes sempronias, en especial la fundación de una colonia 
en Cartago (aunque a los colonos ya asentados no se les obligó a re- 
gresar, Apiano, BC, L, 105; Plut., CG, 13, 1; Frentino, I, 53 L; Orosio, 
V, 12, 5). Sin embargo, lo cierto es que la ley agraria no fue dero- 
gada, sino tan sólo modificada, en fases sucesivas, que Apiano des- 
cribe brevemente : 

«Así terminó la sedición del segundo de los Gracos, Poco tiempo después 
fue aprobada una ley que permitía a los adjudicatarios vender su propio lote, 
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sobre cuya inalienabilidad se discutía y que había sido decidida por el primero 
de los Gracos. Inmediatamente, los ricos comenzaron a adquirir los lotes de los 
pobres o, con diversos pretextos, les privaron de ellos por la violencia, La situa- 
ción de los pobres se agravó aún más, hasta que Spurius Thorius [los manus- 
critos: Borius], tribuno de la plebe, propuso una ley, según la cual, no se 
distribuirían más tierras del ager publicus, sino que quedarían en propiedad de 
quienes las poseían, y en contrapartida deberían pagar un canon, cuyo pro- 
ducto se distribuiría entre el pueblo, Esto constituía un cierto consuelo a quie- 
nes se habían empobrecido a causa de las distribuciones, pero no era útil en 
absoluto para el crecimiento de la población, Así fue anulada definitivamente 
la ley de los Gracos que hubiera resultado excelente y muy útil si hubiera po- 
dido aplicarse, Poco tiempo después otro tribuno abolió también el canon, de 
manera que el pueblo lo perdió todo. En consecuencia, los ciudadanos se 
vieron, más que antes, privados de soldados, de los ingresos del ager publicus, 
de las distribuciones y de leyes, Todo ello ocurrió durante los quince años que 
siguieron a la legislación de [Cayo] Graco [pero ya antes] los triunviros habían 
sido reducidos a la inacción en la cuestión de los contenciosos...» (Apiano, 
BC, 1, 121-124), 


Resulta difícil tanto restablecer el texto como interpretarlo, sobre 
todo en sus últimas líneas, Parece, no obstante, que el marco crono- 
lógico es bastante preciso, si partimos de la legislación de Cayo Graco 
en el año 123. Apiano llega, pues, hasta el año 109, año de la revancha 
del «partido popular», de la condena de cuatro cónsules ante la quaes- 
tio Mamilia. Pero Apiano no dice formalmente que la última de las 
leyes fuera promulgada ese año. El problema se complica porque con- 
tamos con un documento epigráfico muy notable, perc por desgracia 
mutilado, una ley agraria fechada con toda certeza en el año 111. Pues 
bien, parece (aunque este extremo se ha discutido) que esta ley supri- 
mía el vectigal en las líneas 19 y 20, por lo que algunos historiadores 
la identifican con la tercera de las leyes de las que habla Apiano 
(Gabba y Mattingly). Por otra parte, Cicerón (Brutus, 136; De Ora- 
tore, TI, 284) hace una referencia poco clara a una lexw Thoria que 
modificó un tanto el vectigal. Los historiadores han llevado a cabo 
numerosas combinaciones con estos tres testimonios, ninguna de las 
cuales parece satisfactoria en el estado actual de la investigación. Pero, 
en definitiva, los problemas de identificación y cronología son secun- 
darios y creemos que hay que aceptar el testimonio de Apiano. Lo que 
quedaba del ager publicus fue, en su mayor parte (la que había sido 
objeto de occupatio), declarado de propiedad privada, primero con la 
obligación de pagar un vectigal, en la ley del año 111, para después 
ser suprimido aquel canon. Sólo las tierras que no estaban ocupadas 
siguieron siendo de dominio público, pero al establecer en ellas el de- 
recho de libre pasto para los rebaños pequeños, la ley impedía su 
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eventual recuperación. Á partir de ese momento sólo se producirían 
intentos esporádicos de recuperación de tierras sobre el dominio pú- 
blico italiano, como el que protagonizó L. Marcio Filipo en el año 104 
(Cic., Brut., 173, 186). Las leyes agrarias posteriores serían de un 
talante muy distinto que las del período de los Gracos. 


5. La cuestión agraria desde Apuleyo Saturnino (103-100) 
hasta la época del segundo triunvirato 


Según las fuentes, las propuestas de reforma de los Gracos se re- 
ferían al conjunto de los ciudadanos, los llamados «pobres». No todos 
estos pobres habían sido excluidos forzosamente del servicio militar, 
ya que en el año 133 Tiberio Graco habla de ellos como de antiguos 
combatientes. En cambio, esa exclusión sí habría de afectar a sus hijos 
y era para asegurarse de que contaría con soldados en el futuro por 
lo que la República efectuaba distribuciones de tierras. Nuevos inten- 
tos de este género se pondrían en práctica esporádicamente, en el 
año 91 por Livio Druso y en el 63 por Servilio Rufo. Produjeron 
cierto ambiente de inquietud pero no prosperaron. Por otra parte, las 
leyes agrarias que se promulgaron —fundamentalmente la ley Apu- 
leya, la ley Cornelia del 81 y la de César en el 59— tuvieron como 
rasgo común proponer únicamente asignaciones —coloniales o virita- 
nas— en favor de antiguos soldados veteranos, con frecuencia desig- 
nados específicamente como los de un ¿mperator, si hemos de creer lo 
que dicen los textos antiguos (Veleyo, I, 15, 5). Por lo demás, política 
colonial y política agraria se confunden de nuevo y en cuanto a aque- 
lla, la norma pasa a ser el establecimiento de colonias (latinas o ro- 
manas) fuera de Italia: en Cisalpina, en la Galia, en África o en 
Macedonia. 


a) Primer intento: Fue el de C. Apuleyo Saturnino, tribuno por dos veces, 
en el 103 y en el 100. Del año 103 data una ley (¿agraria?) que preveía la 
distribución de lotes de 100 yugadas en África para los veteranos de Mario 
(De Vir, ill, 73). El asentamiento de colonos queda atestiguado por el nombre 
de Mariana que se darían más tarde varias ciudades de África (Uchi Maius, 
Thibari, Thuburnica) y por la onomástica, Del año 100 es una ley colonial (De 
Vir. ill, 73, 5) que estipulaba la fundación de colonias en Sicilia, Acaya y 
Macedonia, financiadas con el Tesoro de los volscos de Toulouse, que había 
robado Cepión y, a cuya condena, habia ido a engrosar el Tesoro de Roma. 
A. Mario se le concedía el derecho de inscribir en cada una de estas colonias 
a 300 (?) aliados como ciudadanos (Pro Balboa, 48), Recientemente, algunos 
historiadores han afirmado que el inicio de la colonización romana en la Galia 
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Trasalpina estaría relacionada también con esta ley Apuleya, El elogium del 
padre de César demuestra que fue decenviro, sin duda, en virtud de esta ley y 
que fundó una colonia en Cercelina), quizás en Córcega (Unscr. ltaliae, XVI, 3, D. 

hb) El segundo proyecto, mucho más ambicioso y mucho más próximo al 
de los Gracos, fue el de Livio Druso, hijo del que fuera tribuno en el año 123 
y tribuno él mismo en el 91, Su rogatio agraria preveía que se realizaran nue- 
vamente recuperaciones de tierras del ager publicus en detrimento de los pos- 
sessores, aliados y ciudadanos, pero especialmente aliados según parece. Se 
realizarían también distribuciones de tierra a la «plebe» romana por medio del 
establecimiento de colonias en Italia y en Sicilia. Se decretaba la formación de 
una comisión decenviral (de la que formó parte Druso), y en el mismo año, sin 
duda, se aprobó la ley Saufeia para completar la ley anterior, Esta ley deter- 
minaba la formación de una comisión quinqueviral, de la que también era miem- 
bro Druso, Una gran inquietud comenzó a dejarse sentir entre los italianos, 
sobre todo en Etruria y Umbria, pues la promesa de concesión del derecho de 
ciudadanía que les hacía Druso no les aseguraba en sus possessiones, y no podía 
contentar, entre ellos, más que a los pobres, beneficiarios futuros de la ley que, 
indudablemente, favorecería ante todo a los romanos, J, Heurgon ha relacionado 
con esta inquietud manifestada en tierras etruscas el curioso texto de la «pro- 
fecia de la ninfa Vegoia» (Gromatici Veteres, 1, 350 L), Apliano (BC, I, 162-163) 
atribuye formalmente a los «etruscos y umbrios», convocados a Roma por los 
cónsules para oponerse no a la ley agraria ya votada sino a la ley del derecho 
de ciudadanía, la responsabilidad del asesinato de Druso, que, en cambio, con- 
taba con el apoyo de los marsos. 

c) Los cambios radicales efectuados después de la victoria de Sila fueron 
de una amplitud muy distinta. Tito Livio (texto corregido) y Apiano se refieren 
al asentamiento de los veteranos de 23 legiones (Per., 89; Apiano, BC, 1, 470), 
en principio 120 000 veteranos, aunque en realidad fueron muchos menos (Brunt, 
p. 305, habla de 90000). De todas formas, fue una cifra muy considerable. La 
superficie necesaria se consiguió mediante la confiscación de tierras (públicas y 
privadas) infligida colectivamente a un gran número de ciudades italianas (alia- 
das que obtuvieron el derecho de ciudadanía después del 89) que habían to- 
mado partido por Mario durante la guerra civil. Se puede establecer sin dema- 
siadas dificultades la relación de las colonias instaladas por Sila gracias al 
Liber coloniarum y con ayuda de la epigrafía, Debieron de ser una veintena, 
probablemente una por legión, Sabemos con certeza que en Volaterrae se prac- 
ticaron distribuciones viritanas y que probablemente también las hubo en otros 
lugares. En muchas localidades, los colonos formaron una colectividad «nueva», 
que pronto entró en conflicto con los «antiguos» habitantes, Forzosamente hubo 
transferencia de propiedad, pese a que muchos de los veteranos de Sila que 
recibían un lote cultivado por otros, sólo eran propietarios absentistas que no 
cultivaban las tierras, es decir, rentistas del suelo. La ley Cornelia, que volvía 
a recoger el principio de la inalienabilidad de los lotes distribuidos, pretendía 
de esta forma fijar al suelo a los nuevos propietarios (De lege agr., MH, 78), pero 
lo cierto es que esa cláusula no fue respetada. Ignoramos la extensión de los 
lotes, pero en Campania, en Pompeya, no hay ningún dato en el paisaje ni en 
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los descubrimientos arqueológicos que indique que se produjo una variación 
en la dimensión de las explotaciones en torno al año 80 a. de J.C. La prohi- 
bición de enajenar las parcelas y el hecho de que las possessiones de la época 
de Sila siguieran siendo, en derecho, de propiedad pública en el año 63, de- 
muestra que las distribuciones de tierras seguían en principio las normas esta- 
blecidas por los Gracos. Poseemos información —si bien es cierto que unila- 
teral— del destino final de estos lotes distribuidos por Sila, gracias a lo que 
nos dice Cicerón en las Catilinarias (II, 20) sobre la participación de muchos 
antiguos partidarios de Sila en la conjuración de Catilina. Cicerón enumera las 
razones de su decepción (Sal., Cat, 16, 4; 28, 4), Etruria, que no se había 
visto afectada en época de los Gracos, vio cómo Sila instalaba en ella numerosas 
colonias (Árretium, Faesulae, Clusium, Florentia) y realizaba asignaciones de 
tierras (Volaterrae y Spoletium). También Campania se vio afectada; allí fue 
donde se retiró Sila, 

Muy diferente es el problema de las expropiaciones de los proscritos: varios 
miles de adversarios políticos que gozaban de una buena posición, o simple- 
mente aquellas personas cuyos bienes eran codiciados por los partidarios de Sila 
fueron muertos y sus bienes confiscados. Estas tierras no sirvieron para hacer 
posteriormente distribuciones, sino que se vendieron en beneficio del Tesoro. 
No obstante, la mayoría de las veces se pagó un precio muy inferior a su valor, 
forma expeditiva de recompensar a familiares o partidarios importantes, Por los 
casos que se conocen, se trató sin duda de la venta de inmensos dominios, ope- 
ración que no hizo sino acelerar el proceso de concentración de propiedades. 
Más adelante tendremos ocasión de comprobar que algunas de las mayores 
fortunas de aquel período se formaron con ocasión de las proscripciones. 

Es cierto, por tanto, que el asentamiento de los colonos de Sila, todos vete- 
ranos, tuvo un carácter de movimiento masivo que no había tenido hasta enton- 
ces, y afectó a importantes cantidades de tierras y hombres. Pero como no se 
hizo sobre tierras recuperadas en detrimento de algunos possessores, sino confis- 
cadas a un número elevado de propietarios o cultivadores, se vio acompañado 
sin duda de expropiaciones casi equivalentes, aunque desde luego el beneficio 
que produjeron desde el punto de vista social no fue muy importante, Muchas 
de las víctimas de Sila se unirían a quienes debían estarle reconocidos en un 
común desamparo en el momento de la conjuración de Catilina (Salustio, Ca£., 
28 y 37). Se ha querido ver en la ruina de los colonos de Sila la prueba de 
la «profesionalización» y de la proletarización del ejército: estos veteranos 
habrían sido ciudadanos, incapaces de beneficiarse de una «vuelta a la tierra», 
Pero de entre las 23 legiones instaladas por Sila, sólo una minoría de soldados 
había combatido durante largo tiempo en Asía, en tanto que el resto procedía 
de un reclutamiento rural reciente, Cuando Cicerón atribuye el fracaso de los 
colonos de Sila a su gusto por el lujo o a sus construcciones lujosas (Cat., IL, 20) 
no puede estar refiriéndose a la masa de quienes habían recibido asignaciones 
de lotes. Los lotes distribuidos a los soldados no debían exceder, en general, la 
dimensión normal: 10 o 12 yugadas, Las desfavorables condiciones económicas, 
los incesantes conflictos sociales y políticos y la usura pueden explicar perfec- 
tamente su fracaso, que, en cambio, benefició a los grandes possessores, que 
volvieron a comprar sus lotes (Brunt, p. 311). 
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d) El último episodio de «estilo graco» que tuvo lugar durante 
la República es la ley agraria de César del año 59 (lex Julia agraria o 
Campana). Aprobada con el apoyo de Pompeyo y votada directa- 
mente por los comicios contra la voluntad del Senado, reasumía, con- 
ciliándolos y completándolos, dos proyectos abortados, las rogationes 
Servilia y Flavia de los años 64-63 y 60, respectivamente. Conocemos 
bastante bien el primero de ellos, al que Cicerón combatió desde enero 
del año 63 (tres Dircursos sobre la ley agraria) y, por referencias, el 
segundo. 


1) La rogatio Servilia preveía la fundación de colonias por toda Italia, en 
particular en el dominio público de Campania, con el asentamiento, por ejem- 
plo, de 5000 colonos en Capua en lotes de 10 a 12 yugadas. Como las tierras 
del dominio público eran insuficientes, se pensaba en la compra de tierras me- 
diante un fondo constituido por: a) la venta voluntaria del dominio adquirido 
desde el año 88 a, de J.C.; b) las adquisiciones del dominio público en las 
provincias, especialmente en Oriente, también desde el año 88; c) el oro, la 
plata y el botín de las campañas recientes (con excepción en el caso de Porm- 
peyo) así como el producto de las nuevas conquistas desde el año 63, Con estas 
sumas, los decenviros agrarios procederían a realizar compras de tierras, públi- 
cas o privadas, por mutuo acuerdo con sus ocupantes, Las possessiones de la 
época de Sila (es decir, el resultado de las ventas de las proscripciones o de 
la occupatio) estarían garantizadas optimo iure. Los beneficiarios debían ser los 
plebeyos pobres, sobre todo los de la ciudad (Cic,, Atz., 1, 19, 4; De lege agr., II, 
70). Cicerón consiguió que el proyecto fuera rechazado, no tanto por el conte- 
nido como por el trasfondo político que lo animaba (ataques contra Pompeyo, 
cuestión de Egipto), 

2) La proposición de L. Flavio en el año 60 preveía, más concretamente, 
la instalación de los veteranos de Pompeyo. Por contra, contemplaba la distri- 
bución a <todos los ciudadanos» del territorio de Arretium y de Volaterrae, 
que había quedado en posesión de los antiguos propietarios a pesar de la con- 
fiscación de Sila, y de tierras que se adquirirían por mutuo acuerdo, gracias al 
montante de cinco años del vectigal de las provincias orientales (Dion, XXXVII, 
50; Cic., Att, 1, 19, 4). Cicerón hizo primero que el Senado introdujera nume- 
rosas enmiendas en este proyecto de ley, que posteriormente fue retirado, 

3) No obstante, César incorporó la parte esencial de aquel proyecto a su 
ley del año 59, Resulta bastante difícil aclarar la historia exacta de esta ley, 
pues hubo en principio un proyecto relativamente moderado discutido en el 
Senado (que, sin duda, no afectaba a la Campania) y luego otro proyecto más 
radical, que fue aprobado gracias al apoyo de Pompeyo y recurriendo al terror, 
Los vigintiviros debían realizar compras de tierras en toda ltalia, por mutuo 
acuerdo, al precio fijado por las declaraciones efectuadas con ocasión del último 
census (Dión, XXXVIHL, 1, 4) utilizando para ello el botín y lo recaudado en 
las nuevas provincias, El proyecto definitivo incluía el ager publicus de Cam- 
pania, Los beneficiarios de las distribuciones debían ser los ciudadanos pobres 
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con tres hijos (Suet., Caes., 20). Los textos mencionan el número de 20000 be- 
neficiarios, pero Cicerón afirmaba que en la Campania solamente podían insta- 
larse 5000 nuevos colonos. No parece probable que se fijara un número má- 
ximo, pues hubiera sido necesario recurrir al sorteo, lo cual quedaba formal- 
mente prohibido por la ley. La comisión vigintiviral (sin duda distribuida en 
comisiones quinquevirales) funcionó durante largo tiempo. César había deci- 
dido que estuviera formada por técnicos como Tremelio Escrofa. La ley debía 
beneficiar a un tiempo a los veteranos de Pompeyo y a la plebe ciudadana 
pobre; la cifra de las asignaciones debió de ser bastante considerable, alcan- 
zando quizás el número de 50000 (Brunt, 319), Los lotes, sin duda de 10 yu- 
gadas en Campania, serían inalienables por un plazo de veinte años, Esta 
medida se derogó en el año 44 (Apiano, BC, 1H, 2, 5). 


Con la ley Julia es la última vez que oímos hablar de una ley 
agraria que contemplara asignaciones o distribuciones de tierras para 
civiles pobres. Á partir de entonces, únicamente los veteranos, los de 
César primero y luego los de las guerras civiles, serían instalados en 


Italia y en las provincias. 


A este período corresponde, sin embargo, muy probablemente, una ley de 
la que los Gromatici Veteres nos han transmitido algunos capítulos, así como el 
“título: la lex Mamilia Roscia Peducaea Alliena Fabia (263 L). Estos capítulos 
hacen referencia tan sólo a los mojones y a los caminos, pero es seguro que la 
ley preveía la instalación de colonias y la fundación de establecimientos (fora, 
conciliabula). Algunos historiadores han pensado que se trataba de una ley 
del 109, pero es muy poco verosímil, Parece más adecuado datarla en la época 
de César, pues los nombres de sus autores —a excepción del primero— corres- 
ponden a ese momento (L. Roscio Fabato, pretor en el año 49, A. Alieno, id., 
Sex. Peducaeus, gobernador de Cerdeña en el 48). Por lo cual se piensa gene- 
ralmente en un colegio de tribunos en el 55 a, de J.C, o, con menos seguridad, 
en un colegio de tribunos en el 49, o de tribunos en el 45 (Hinrich, en Historia, 


1969, pp. 521-544), 


Es seguro que durante la guerra civil y en el período que precedió 
a su muerte, César había proseguido la tarea de instalar a los vetera- 
nos y quizá también a otros ciudadanos, Suetonio menciona la cifra 
de 40 000 (Cés., 42), con inclusión de las colonias ultramarinas. En el 
año 4/7 fueron disueltas algunas legiones que se habían amotinado y 
se les distribuyeron tierras. César afirmaba haber conseguido estas 
tierras recurriendo a sus propios fondos, sin expulsar a ningún ocu- 
pante (Apiano, BC, IL, 94) y haber instalado a sus veteranos en“forma 
dispersa para evitar los conflictos que habían suscitado las asignacio- 
nes de Sila. Pero también había conseguido tierras confiscando las de 
algunos de sus adversarios (los que habían muerto) y recuperando 
algunas tierras del dominio público que hasta entonces no se habían 
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reclamado (en Volaterrae, Cic., Fam., XII, 4, 7) o pertenecientes a 
municipios (Arpino en la Cisalpina, Fam., XML, 11, 1; Atella, XUL, 
7). Poseemos testimonios de la presencia de los veteranos de César en 
el Lacio, Campania, el Piceno y Etruria, pero las distribuciones no 
habían terminado, ni con mucho, en el año 44, de forma que los vete- 
ranos aún reunidos en Roma a la espera de partir, se sintieron muy 
inquietos, Es por ello por lo que el hermano de Marco Antonio, Lu- 
cio, propuso una nueva lex agraría que creaba un septenvirato. Esta 
ley fue aprobada en junio del año 44 y anulada por el Senado el 4 
de enero del 43, 

No obstante, la constitución del segundo triunvirato en el año 43 
volvió a poner en marcha las asignaciones y establecimiento de colo- 
nias en amplia escala. Se intentaba, ante todo, atraerse a los ejércitos 
por medio de recompensas y promesas considerables. A partir del año 
43 los triunviros decidieron confiscar tierras en 18 de las más flore- 
cientes ciudades de Italia (Apiano, BC, IV, 3), entre las cuales se con- 
taban Capua, Regio, Venusia, Benevento, Nuceria, Arimino y Vibo. 
Por otra parte, las proscripciones decididas en común afectaron a los 
ciudadanos más ricos: 300 senadores y 2000 equites, cuyas propie- 
dades, en su casi totalidad (sólo se dejó a los herederos una tercera 
parte, que hubieron de comprarla) fueron vendidas en beneficio del 
Tesoro (Ap., BC, TV, 5; Plut., Ant., 20; Cic., 46; Brut., 27: 200 se- 
nadores; T. L., Per., 120: 130; Dion, XLVII, 17). Estas ventas sirvie- 
ron para enriquecer directamente a los privilegiados del nuevo régi- 
men y no para asentar a veteranos, al menos en principio. Las amena- 
zas de confiscaciones de tierras de ciudades enteras produjeron en el 
año 41 un levantamiento en armas de toda Italia a la llamada del 
cónsul L. Antonio («la guerra de Perusia»: Apiano, V, 48, 52). Po- 
seemos testimonios de la instalación de veteranos en las ciudades de 
Ancona, Benevento, Capua, Cremona, Pisaurum y Venusia. 

Posteriormente, Regio y Vibo fueron dispensadas, pero probable- 
mente las dieciséis ciudades restantes fueron suficientes para el asen- 
tamiento de un número de veteranos que no debía superar los 50 000. 
Un caso bien conocido de las víctimas de las confiscaciones es el de 
Virgilio, en Mantua, cuyas propiedades, que debían de ser considera- 
bles, fueron divididas quizás entre 60 soldados (Probo, p. 5 K). Por 
otra parte, el Liber coloniarum nos indica la existencia de asignacio- 
nes triunvirales en ciudades que no tuvieron ninguna colonia. Estas 
medidas resultaban tanto más insoportables por cuanto a veces se 
corregían por medio de favores arbitrarios, como lo demuestra una 
vez más el caso de Virgilio. Al parecer, la dimensión de los lotes era 
algo mayor que en las asignaciones precedentes: en Volaterrae eran 
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de 25, 50, 35 y 60 yugadas según el LC (214 L). Es cierto, no obs: 
tante, que si aceptamos, con Brunt, que el número de beneficiarios fue 
de 50 000, ello representa una superficie doble o triple que en el caso 
de las asignaciones de los Gracos. Las transferencias de propiedad 
fueron, pues, importantes. No hay duda de que la instalación masiva 
de estos antiguos soldados, todos ellos de los ejércitos de César, cons- 
tituyó para Octavio una base muy sólida para su régimen cuando 
quedó como único heredero de César. En el año 36, después de haber 
eliminado a Sexto Pompeyo, Octavio licenció y asentó a otros veinte 
mil veteranos más en Campania y tal vez también en la Galia (Dion, 
XLIX, 14; Vell., IL, 81) y en Sicilia. Más tarde aún, después de la 
batalla de Actium y luego en varias ocasiones en el curso de su reina- 
do, Augusto licenció y asentó a numerosos veteranos. Si estuviéramos 
seguros de que todos estos hombres eran proletarios en el momento 
de su asentamiento y si sus asignaciones se hubieran efectuado tan 
sólo sobre latifundia o en detrimento del ager publicus, podríamos 
pensar que ese fenómeno había sido de consecuencias sociales consi- 
derables. En efecto, entre los años 41 y 25 a, de J. C., según estima- 
ciones de Brunt, el número de beneficiarios habría sido de 120 000, 
con una población total de varones adultos de un millón aproxima- 
damente. Se trata, desde luego, de un número extraordinariamente ele- 
vado. Pero hemos visto que esta transferencia de propiedad se efectuó 
a menudo en detrimento de propietarios o possssores medianos o 
pequeños y que el balance en el aspecto social no es, en consecuencia, 
totalmente positivo. Por otra parte, las víctimas eran, frecuentemente, 
adversarios políticos de quienes ocupaban el poder, La finalidad de 
estas acciones —y eso está claro desde la época de Sila— no era 
de ningún modo la de resolver un problema social (reconstruir la cla- 
se social de los pequeños propietarios agrarios) o económico (renovar 
la agricultura italiana), sino simplemente recompensar a los soldados . 
y conseguir clientelas. 
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CarítTuLO IV 


Artesanado, industria y comercio 


Son numerosos los testimonios que poseemos de la transformación 
de materias primas y de la producción de bienes de todo tipo, de no- 
table desarrollo en la Italia del período que estudiamos. En efecto, 
tanto la vida rural avanzada como la vida urbana de estilo griego y el 
mantenimiento de los ejércitos y de las flotas de considerables efec- 
tivos suscitaban la necesidad de productos manufacturados (en el sen- 
tido etimológico de la palabra) de los que las fuentes nos dan en 
ocasiones una estimación cuantificada, bien tipológica (por ejemplo, 
el inventario típico de los instrumentos y equipamientos que Catón 
considera necesarios para un olivar de 240 yugadas, un viñedo de 100 
y para cinco lagares, De Agr., 10-12) o detallada (por ejemplo, los 
aprovisionamientos para el ejército de África en el 205 a. de J. C. 
obtenidos en diversas regiones de Italia, Tito Livio, XXVIII, 45, 13- 
21). Por otra parte, los geógrafos antiguos, desde Posidonio a Plinio, 
mencionan frecuentemente las producciones específicas de cada región 
y su área de difusión o, cuando se refieren a un producto concreto, 
indican sus lugares de procedencia. Así pues, no resulta excesiva- 
mente difícil hacer, por nuestra parte, un amplio análisis de los diver- 
sos recursos del mundo mediterráneo antiguo e incluso, para un perío- 
do cronológico concreto, trazar un mapa aproximativo de los produc- 
tos y de los lugares de producción y quizás, incluso, de su tratamiento 
y transformación. Ese mapa podría trazarse fácilmente, por ejemplo, 
a partir de obras de síntesis, como la de R. J. Forbes sobre La techno- 
logie de 'Antiquité [533], la más completa, manejable y más reciente, 
si no la más exacta, Pero hay que plantearse si tal mapa sería muy 
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significativo, pues una parte de la producción, acaso la más impor- 
tante, aparecía extraordinariamente dispersa por todas partes, excepto 
en las zonas, muy raras, que carecían por completo de materias pri- 
mas; así ocurría, desde luego, con todos los productos fabricados a 
partir de la madera, la piedra, el cuero y la lana. Sólo tardíamente 
se presentan diferenciaciones geográficas marcadas respecto a estos 
productos, cuando las necesidades aumentan de forma masiva y se 
crea verdaderamente una sociedad mercantil; en definitiva, cuando la 
demanda justifica la especialización. En un principio, sólo en el caso 
de los metales preciosos existían corrientes comerciales de largo alcan- 
ce, que aparecerán más tarde para los productos de uso corriente. Si 
exceptuamos el comercio de los productos alimenticios (cereales, vino 
y aceite), que la existencia de grandes centros urbanos de consumo 
—en general puertos con zonas interiores de producción insuficiente— 
estimuló desde la época griega clásica, fue de hecho la metalurgia, 
dependiente en gran parte de la geología, la que determinó desde la 
más temprana Antigiiedad los primeros intercambios de largo alcance. 
Fue quizá también la metalurgia la actividad que entre los siglos 111 
y Ii a. de J. C. provocó, directamente o por sus efectos monetarios, las 
transformaciones más importantes. 


1. Productos y producciones 
A) El textil, la madera y el cuero 


No es este sector el más destacado: difícilmente aparece en la 
«gran historia» porque, en general, posee escasas implicaciones diplo- 
máticas o militares. En gran parte, escapa también a las investigacio- 
nes arqueológicas por la naturaleza misma de sus materiales. Sin em- 
bargo, constituía sin duda una parte muy importante de la actividad 
artesanal o industrial de la Antigiedad, en directa relación con la 
agricultura y la ganadería. Pero un porcentaje considerable de la pro- 
ducción se distribuía de forma extraordinariamente dispersa, sobre 
todo en la producción doméstica; de hecho, la hilatura y el tejido eran 
aún en el siglo 1 a. de J. C. la tarea de las mujeres en la explotación 
rural. En esta época, todavía algunas casas nobiliarias, en la misma 
Roma, poseían un taller dirigido por las matronas (Suetonio, Aug, 
73; Columela, XII, Praef., 9, 6; Varrón, RR, IL, 2, 21; Ciec., At£., XI, 
2, 4) pero era en esos casos un arcaísmo afectado como sucedió con 
Cornelia, mujer de M. Emilio Lépido, interrex en 52 (Asconio, 
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p. 43 C). Estos talleres domésticos podían ser muy importantes cuan- 
do estaban al servicio de familias muy extensas, pues debían abastecer 
de vestido a una servidumbre muy numerosa : los clientes de los Sta- 
tilii Tauri, en época de Augusto, contaban, para unas cincuenta per- 
sonas, con doce tejedores, dos tintoreros y dos bataneros (Forbes [533], 
IV, 23) ; lo mismo ocurría con la familia de Livia, mujer de Augusto. 
Pero junto a esta producción de tipo doméstico existía también en 
algunas zonas una producción en una escala más amplia, más especia- 
lizada y que se dedicaba a la exportación. En Italia fue en la Magna 
Grecia donde comenzó: la lana de los corderos de Apulia explica 
la existencia de una industria textil en Tarento y Canosa, muy prós- 
pera hasta el siglo 111. En el siglo 1 a. de J. C. la llanura padana co- 
menzó a sustituir al sur como centro de producción lanera a un precio 
mucho más reducido que los productos de lujo orientales o tarentinos 
(Plinio, IX, 137; Estrabón, V, 1, 7; V, 1, 12). En Sicilia, la industria 
lanera era próspera e importante mucho antes de la llegada de los 
romanos (Estrabón, VI, 2, 7). En el año 90 equipó completamente a 
los ejércitos romanos (2 Verr., 2, 5) y en el 73 a. de J.C. Verres 
encargó también varios millares de tapices de púrpura a varias casas 
sicilianas, seguramente productores especializados (2 Verr., 4, 59); y 
era él quien proporcionaba la púrpura. Junto a esta producción de 
tipo doméstico, a gran escala, comenzó a aparecer en el siglo 1 a. de 
J.C. la producción artesanal: se conoce una sociedad de bataneros 
en Espoleto (1LERP, 240), mercaderes de lana (¿0 artesanos?) en 
Roma, en Prenesta, en Capua, así como fabricantes de productos de 
lino también en Capua. Parece que en el año 205 había otro centro 
de producción y de trabajo del lino en Tarquinia (T. L., XXVIII, 45). 
Incluso también en Roma debía tratarse el lino importado de Egipto 
(Cic., Pro Rab., 40) ; hacia el 150, Catón aconsejaba que se comprara 
en Roma las túnicas y togas (De Agr., 135). 


B) Las minas y la metalurgia 


Aunque la mayor parte de los metales, y en especial el hierro y el 
cobre, aparecen en todos los países o las regiones de la cuenca medi- 
terránea, sobre todo para la utilización que exigía una producción 
artesanal, fue en este terreno donde las diferencias geográficas origi- 
naron en fecha más temprana corrientes comerciales importantes, y 
en el que la ausencia o existencia de algunos metales (especialmente 
los metales preciosos) tuvieron mayor incidencia en la vida económica 
y política en los Estados. La carrera hacia las minas de cobre de 
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España, de estaño de la Bética y luego de la Galia y de Bretaña expli- 
ca, en amplia medida, las rivalidades entre griegos, cartagineses y 
etruscos en la época arcaica. La segunda guerra púnica fue, en gran 
parte, una guerra por la posesión de las minas de plomo y de plata 
de España que en un principio dominaron o controlaron los bárcidas, 
pero que luego pasaron al poder de los romanos. Por otra parte, las 
minas de hierro y de plata de los Balcanes fueron en buena medida 
la causa de la tercera guerra de Macedonia, como las minas de oro de 
las zonas alpinas y pirenaicas explican, también en parte, la conquista 
y explotación de la Cisalpina y, después, del noroeste de España. El 
hierro y los metales preciosos interesaban primordialmente a los Es- 
tados para atender sus necesidades militares y monetarias, y estas ra- 
zones se mencionan abiertamente en las descripciones de la política 
exterior de Roma (por ejemplo 1 Macc., 8, 3). Fue, desde luego, por 
motivos del mismo orden, aunque opuestos, por lo que el Senado deci- 
dió cerrar las minas de oro y plata de Macedonia en el 167 (Tito Livio, 
XLV, 18, 3 y 29, 11). Plinio afirma incluso que un senado consulto 
(fechado sin duda a principios del siglo 11) prohibía la explotación 
de las minas (¿de plata y de oro?) en Italia para ahorrar este último 
mineral (III, 24, 5; XXXIII, 78). ¿Pretendía esta medida velar por 
el futuro o favorecer las minas de España (Tenney Frank [305], 1, 
p. 180) ? 


En el período que estudiamos debió de comenzar el declive de los viejos 
centros mineros y metalúrgicos de Oriente, Asia Menor y los Balcanes. Las 
minas de hierro, cobre, oro y plata de Macedonia y de Tracia eran todavía 
importantes y prósperas en el año 167 cuando los romanos decidieron cerrar las 
segundas y permitir que los macedonios arrendaran las primeras, La produc- 
ción de oro y plata comenzó de nuevo desde el año 158 (Casiodoro, 130, M) 
pero seguramente declinó rápidamente y las minas quedarían agotadas en el 
siglo 1 de nuestra era (Davies [522], p. 336; Larsen, en ESAR, 487-489) aun- 
que acaso pudo subsistir una explotación disminuida, Estrabón (YX, 399) y 
Plutarco (Mor,, 434, A) atestiguan el agotamiento de las minas de plata de 
Laurion y de Eubea, pero lo cierto es que estaban aún abiertas en el 133, Por 
otra parte, de las famosas minas de hierro de Italia en Etruria sólo subsistían 
en el siglo 1 las de la isla de Elba y de Populonia, en realidad siempre prós- 
peras; según Posidonio (Diodoro, V, 13) el metal no se trabajaba ya in situ, 
en el lugar de extracción, sino en Puzzoles. Así pues, el agotamiento de los 
centros mineros de los Balcanes y de Grecia se presenta como un fenómeno 
económico de gran importancia que explica, en parte, el desplazamiento hacia 
el oeste de los centros de gravedad económicos y políticos del Mediterráneo. 

El núcleo central de este nuevo Eldorado era la península ibérica. Historia- 
dores, geógrafos y naturalistas, desde Polibio a Plinio, lo afirman unánime- 
mente, como a posteriori lo confirmará la epigrafía (los únicos reglamentos mi: 
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neros que nos ha legado la Antigiiedad se conocen por inscripciones de España 
de la época imperial), como lo prueban las prospecciones arqueológicas que 
en la mayor parte de los distritos mineros han sacado a la luz desde el siglo x1x 
los vestigios de la explotación de la época púnica y romana, Al decir de Es- 
trabón (III, 2, 8), ninguna tierra era más rica en metales de todas clases. Se 
encontraban allí el cobre y el estaño, lo que permitía la metalurgia del bronce 
(Plinio, XXXIV, 158; Estrabón, III, 2, 8). Pero eran el oro y la plata los me- 
tales más importantes, Las minas de cobre se ubicaban fundamentalmente en 
el este y el sur (el aes maríanum cerca de Córdoba) pero desde el siglo 1 la 
supremacía pasó a Vipasca (Aljustrel), en Portugal. El plomo se encontraba 
cerca de Cartagena y posteriormente en la Bética. La plata, unida al plomo, 
se encontraba también cerca de Cartagena, El oro, conocido ya en las mismas 
zonas desde la época de Polibio y Diodoro (V, 36, 4) sería explotado sobre todo 
—desde el momento de la conquista por Augusto de la zona nororiental de Es- 
paña-—— por los cántabros, en Asturias (Plinio, XXXIII, 78). El original proce- 
dimiento de explotación que describe Plinio, al que se daba el nombre de ar- 
rugía o ruina montium (minas a ceilo abierto, con lavado por agua corriente 
aportada desde muy lejos) ha dejado muy importantes huellas sobre el terreno 
(C. Domergue [525], 151-193), Quizás encontramos los mismos procedimientos 
en la región alpina, otro gran centro de producción de oro a finales de la Re- 
pública y comienzos del Imperio (Plinio, XXXUI, 78; Estrabón, IV, 6, 7-12; 


v, 1,8). 


Fue sin duda la industria extractiva, la minería, el único sector de 
la economía antigua que dio lugar a una explotación de tipo prein- 
dustrial, en gran escala, con la existencia de instalaciones técnicas 
muy desarrolladas e integradas, una fuerte concentración de mano de 
obra duramente explotada, y capitales considerables. Las técnicas es- 
taban relativamente avanzadas; por supuesto, el mineral se trataba 
in situ en la medida de lo posible, salvo en el caso curioso de la isla 
de Elba, donde la fundición se interrumpió quizá desde el siglo v para 
realizarse en Populonia, en el continente. Desde allí los mercaderes 
transportaban los lingotes de fundición hacia Puzzoles, donde sería 
manufacturado (Diodoro, según Posidonio, V, 13). Las diversas téc- 
nicas utilizadas en las minas de España constituían la admiración de 
los autores antiguos (Estrabón, TIL, 2, 8: altura de las chimeneas 
de los hornos; Plinio, XXXIII, 21: técnica de la extracción de las 
minas de España; Diodoro, V, 37). Ciertamente, el trabajo del minero 
era uno de los más penosos. Diodoro (111, 12-14) describe con detalle 
los famosos presidios de los reyes lágidas en sus minas de oro del 
Sudán, en las que los esclavos condenados eran explotados literalmen- 
te hasta el límite de sus fuerzas. No puede decirse que los de España 
estuvieran mejor tratados (Diodoro, V, 38: la muerte les parecía pre- 
ferible a la vida). Se necesitaban efectivos humanos muy importantes: 
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Polibio (Estrabón, III, 2, 10) menciona para su época, sólo en las 
minas de plata en Cartagena, la existencia de 40000 mineros. Pero 
junto a los simples mineros, la explotación exigía también una mano 
de obra cualificada, libre sin duda, y que desde luego recibía mejor 
trato, 

No postemos una información exacta con respecto al status jurí- 
dico y la propiedad de las minas, Probablemente, al terminar la con- 
quista pasaron a ser propiedad del pueblo romano, siendo explotadas 
directamente hasta el año 178 aproximadamente (Tenney Frank, 
p. 154), para ser después arrendadas a los publicanos (cf. Catón en el 
195, T.E., XXXIV, 21). Hacia el año 150 el Estado romano obtenía, 
sólo de las minas de plata de Cartagena, unos ingresos de 25 000 de- 
narios diarios (nueve millones anuales). Pero Estrabón (ML, 2, 10) 
indica también que en su época las minas de plata habían dejado de 
ser propiedad del Estado para pasar a manos de particulares (por 
ejemplo, el caso de Sex. Mario cuyos bienes serían confiscados en épo- 
ca imperial, Tac., Ann., VI, 19, 1). Craso habría poseído minas (Plut., 
Crassus, 2); sin embargo, en los primeros momentos de la conquista 
romana en España la búsqueda de nuevos yacimientos fue, al parecer, 
libre y se concedió a particulares (Diodoro, V, 36, 3), en su mayor 
parte inmigrantes italianos. De hecho, debe haber una confusión en 
Estrabón o en la fuente de la que obtiene su información; de todas 
formas, en las provincias, solamente el pueblo romano podía ser pro- 
pietario del subsuelo, aunque podía explotar las minas directamente 
o arrendarlas, como sucedería en época imperial. 


Se han encontrado y estudiado recientemente un número importante de 
lingotes de plomo de época republicana (cilíndricos) cuyo origen español está 
atestiguado, bien por el lugar de extracción (muchas veces en pecios naufra- 
gados a lo largo de las rutas marítimas de España), bien por la estampilla que ' 
nos da a conocer los nombres de los propietarios o concesionarios de las minas 
(casi siempre individuos, en una sola ocasión una societas). La mayor parte 
de las veces se trata de nombres italianos, en ocasiones de Italia del Sur, nom- 
bres que volvemos a encontrar en la epigrafía de España, tales como los Planii 
de Cartagena (cf, Cicerón, Fam,, 13, 4). 

Los publicanos explotaban las minas de oro del país de los saleses en el 
norte de Italia (Estrabón, 1V, 6, 7), pero el descubrimiento de una nueva mina 
en tiempo de Polibio fue, quizás, obra de particulares (ibid, IV, 6, 12). Según 
Plinio, durante la República los publicanos explotaban las minas de oro de 
Verceil y no debían emplear a más de 5000 mineros (XXXII, 78), Es posible 
que en España el Estado renunciara durante el siglo 11 a firmar contratos con 
las grandes compañías arrendatarias con sede en Roma y que tratara, en cambio, 
con concesionarios individuales (Claude Domergue [5241], 65-67), 
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La dispersión era mucho mayor por lo que se refiere a la transformación de 
los metales en objetos manufacturados, Algunos centros de producción se ha- 
llaban próximos a los lugares de extracción (en Cartagena, por ejemplo) pero, 
como hemos visto, el metal en lingote era fácil de transportar. Algunas ciuda- 
des de Italia conservaban de la época arcaica o clásica una fuerte tradición 
metalúrgica: toda la Etruria, Capua por ejemplo (cf. ILLRP, 712). Sin em- 
bargo, en todos los lugares, también en Roma, existían orfebres o artesanos del 
metal. En la lista de aprovisionamientos para el ejército de África del año 205, 
si el hierro (¿en bruto?) procedía de Populonia, los escudos, los cascos y las 
armas procedían en su totalidad de Arretium (T. L,, XXVII, 45, 13). Un cé- 
lebre pasaje de Catón nos da una idea de la producción artesanal de Italia 
central a mediados del siglo 1: «En Roma se compran túnicas, togas, mantos, 
centones, galochas. En Cales y Minturnes, capuchas, objetos de hierro, guada- 
ñas, layas, picos, hachas, arneses, bocados y cadenas; en Venafrum, layas; en 
Suesa y Lucania, carretas, En Roma, tinajas y barreños, Las tejas proceden de 
Venafrum (los arados de Roma o de Campania). [Se compran] prensas de aceite 
en Pompeya, en Nola, las llaves y las cerraduras en Roma; [los diversos reci- 
pientes de cobre] en Capua, en Nola [los cordajes, los cestos] en Capua, en 
Suesa, en Casinum. Quien hará las piezas de los lagares en Casinum será 
L, Tunnius; en Venafrum, C, Memio hijo de Lucio» (De Agr., 135). 

Se ha supuesto erróneamente que en las casas de algunos magistrados exis- 
tían fábricas de armas de carácter privado (Cic., In Pis, 87). De hecho, si el 
Estado poseía arsenales (armentaria) eran de magistrados encargados de la 
adjudicación de los aprovisionamientos de armas, 


2. La construcción y las obras públicas 


De una forma general, la construcción representa desde luego la 
única «inversión» masiva en la Antigiiedad, dada la ausencia de autén- 
ticos equipamientos industriales, En la antigiledad mediterránea, civi- 
lización de la ciudad, es decir, de la aglomeración urbana en cierta 
manera, se creó muy pronto un tipo de casa de piedra de un precio 
de coste relativamente elevado a pesar de la gran abundancia del ma- 
terial de base, lo que contrasta con la arquitectura de madera de la 
Europa bárbara del norte (Chaunu [518]). Es un hecho a resaltar que 
estos hábitos alcanzaran muy pronto en Italia también a las zonas ru- 
rales: las aldeas son poco frecuentes en el paisaje rural de la Italia 
romana y desde el siglo 11 a. de J. C. domina el tipo de vivienda rural 
construida en piedra según el modelo de la casa urbana. Así son las 
casas rurales que la arqueología ha exhumado en Campania. Como ya 
hemos visto, a ello hay que añadir durante los siglos 11 y 1 la flora- 
ción de las villae, que eran en realidad auténticos palacios de lujo, 
que trajo consigo, en un paisaje humanizado por la existencia de jar- 
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dines, elementos de tipo helenístico, pórticos, rotondas, galerías, toma- 
das de la arquitectura urbana La compra o construcción de una villa 


poseían también deversoría (casas pequeñas, albergues para las diver- 
sas etapas) en diferentes lugares, Un hombre de fortuna relativamente 
modesta como Cicerón, poseyó, en conjunto, a lo largo de su vida, diez 
villae (además de los cinco inmuebles que poseía en Roma) y seis 
deversoria, El caso de Cicerón nos permite hacernos una idea de la 
actividad que estas construcciones privadas suponían en todas partes 
(Cicerón, QF, 1, 1), con la movilización de arquitectos, contratistas, 
canteros y jardineros%A veces, la mano de obra era libre, como lo 
atestigua el caso de los albañiles que con ocasión del comienzo de la 
cosecha abandonaran una cantera (4At£., XIV, 3, 1). Desde luego, re- 
sulta imposible cuantificar esta actividad, pero el precio —que cono- 
cemos— de alguna de estas villae pone de manifiesto que constituían 
una parte considerable de algunos patrimonios, 

Ahora bien, desde luego era en las ciudades donde la construcción 
privada había alcanzado mayor desarrollo. A partir del siglo 1v, el 
recinto de Roma, de una longitud de 11 km y con tina extensión total 
de 426 ha (mayor que la de Atenas), pone de manifiesto que se tra- 
taba de una ciudad muy grande, aunque, ciertamente, con zonas va- 
cías. Pero la densidad de las viviendas comenzó a ser importante en 
el siglo t1 y más aún en el siglo 1: la ciudad aumentó en altura y en 
desorden, según testimonio de Cicerón (De Lege agraria, UL, 96: 
«Roma, asentada sobre sus montañas y sus valles, como suspendida 
en el aire con sus casas de varios pisos, atravesada por calles medio- 
cres y muy estrechas»). Así queda atestiguada la existencia de insulae, 
inmuebles de alquiler de varios pisos, a menudo añadidos (Vitruvio, . 
II, 8, 17). El comienzo de esta superpoblación parece remontarse a los 
primeros decenios del siglo 11 cuando los italianos emigraron a Roma 
a pesar de los obstáculos jurídicos de todo tipo con que se pretendió 
evitar este movimiento migratorio (Tito Livio, XXXIX, 3, 4; XLI; 
9, 9). Diversas epidemias se produjeron como consecuencia de esta 
emigración y de las deplorables condiciones higiénicas (Yavetz [548 
b], p. 506; T. L., XL, 19; XLI, 21, 5). En verdad, el problema del 
alojamiento de la plebe nunca llegaría a ser resuelto y se convertiría, 
junto al problema de las deudas, en una de las causas de la inquietud 
urbana durante el siglo 1 a. de J.C. Pero pese a la precariedad de 
esta situación para la mayor parte de la población, es cierto que el 
período que estudiamos conoció una actividad muy importante de la 
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construcción de viviendas. Ánte todo, en beneficio de la clase dirigen- 
te que, especialmente después de Sila y en la época de César, adquirió 
la costumbre de construir suntuosas residencias urbanas (domus), 
como el que Cicerón adquirió a Craso por un total de 3 500 000 ses- 
tercios en el Palatino (Fam., V, 6, 2; Plut., Cíc., 8, 3). En el siglo 1, 
la lujosa casa de M. Octavio era excepcional (Cic., Off., 138), pero la 
auténtica construcción de lujo no comenzó hasta después de la época 
de Sila, junto con la profusión de jardines (Plinio, XXXVI, 4-9), Por 
contra, para la plebe se construían inmuebles de alquiler divididos en 
apartamentos que alquilaban a veces patricios arruinados e incluso 
reyes exiliados. La calidad de la construcción en estas casas era muy 
desigual: las destinadas a los pobres, donde se amontonaban en forma 
lamentable, eran muy mediocres y sufrían defectos de todo tipo, de 
forma que se desmoronaban o se incendiaban a menudo. Los magnates 
como Craso, especulaban con estos incidentes, con la ayuda de una 
numerosa familia de 500 esclavos, bomberos y albañiles, comprando 
las ruinas a bajo precio para construir inmediatamente nuevos inmue- 
bles (Plutarco, Crassus, 2). Z. Yavetz se ha servido, para confirmar 
este hecho, de los testimonios que aportan los escritos técnicos de 
Vitruvio, donde aparecen numerosos detalles sorprendentes sobre el 
número y la responsabilidad de los arquitectos y contratistas, Frecuen- 
temente eran griegos, pero desde el siglo 11 en Átenas y aun en el 1, 
en torno al Lutatius Catulus, encontramos a arquitectos romanos, y los 
italianos eran excelentes albañiles (como los soldados del ejército de 
Craso capturados por los partos, que introdujeron en Persia las técni- 
cas edilicias italianas). Los arquitectos podían ser al mismo tiempo 
contratistas. Esta actividad constructiva exigía un gran número de 
trabajadores. Ante todo, en las canteras, aunque las casas privadas 
se construyeran esencialmente de ladrillo (Plinio, XXXV, 173). Los 
primeros edificios públicos de Roma se construyeron con piedra del 
Lacio; el mármol de Luna (Carrara) fue utilizado por primera vez 
por Mamurra en el 48 a. de J.C. (Plinio, XXXVI, 48). También se 
movilizaban gran número de trabajadores en los oficios relacionados 
con la construcción, como carpinteros, albañiles, marmolistas, etc. No 
conocemos, sin embargo, por documentos fidedignos, ni su número ni 
su organización para nuestro período. Esta expansión de la industria 
de la construcción durante el siglo 1 no se limitó, por otra parte, a 
Roma, sino que todas las ciudades italianas (salvo quizá las del extre- 
mo sur) conocieron una especie de florecimiento monumental, sobre 
todo después de la guerra social (Tenney Frank, 1, pp. 371-373; cf. 
vol. 11 en esta col.). 
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Por contra, estamos mucho mejor informados sobre las «obras pú- 
blicas»: construcciones o reparaciones realizadas a expensas o en 
beneficio de la colectividad, aunque fueran ofrecidas, en distintas cir- 
cunstancias, por magistrados o particulares, Como veremos más ade- 
lante (p. 161), estos gastos de tipo religioso o edilicio representaron 
en algunos momentos una parte considerable del presupuesto. del Es- 
tado. Además, a finales del siglo 11 penetraron en Roma y en Italia 
las prácticas helenísticas del evergetismo, con la consiguiente multi- 
plicación de las grandes obras públicas. 

Estas eran muy diversas, pero podemos intentar clasificarlas. En 
primer término, las fundaciones y reparaciones de templos, cuya fina- 
lidad no era económica. En segundo lugar, las rutas (cf. más adelan- 
te, p. 80), cuyo objetivo era al menos tanto estratégico como eco- 
nómico. Los acueductos, que aportaban a Roma, y secundariamente 
a los grandes centros, el agua necesaria no sólo para el consumo do- 
méstico sino para el riego de las zonas suburbanas y para las necesi- 
dades de la industria y el artesanado. Era una técnica de origen griego 
(procedente de Sicilia) a la que el genio romano dedicó especial aten- 
ción, impresionando hondamente (Plinio, XXXVI, 121; Frontin, 4qu., 
119, 1) como «el signo más manifiesto del imperio». En fin, en las 
ciudades, edificios públicos para uso civil: pórticos, construcciones de 
archivos, recintos electorales, basílicas; obras de saneamiento (alcan- 
tarillado) ; construcciones para uso comercial (puertos, graneros, tien- 
das, mercados, etc.). Las fuentes históricas y literarias mencionan con 
bastante detalle estas obras, lo cual nos permite seguir su desarrollo 
con cierta precisión, pese a la importante laguna que constituye la 
pérdida de la obra de Tito Livio para los años posteriores al 167, 
La arqueología y la epigrafía permiten, mediante pacientes exámenes, 
completar y corregir los textos. Recientemente se ha publicado una 
serie de trabajos referentes, por ejemplo, a las rutas y caminos de * 
Italia (Ward Perkins, Wiseman, Radke), los monumentos de Roma 
(Coarelli) y los graneros (Rickman). Dos testimonios de Tito Livio 
nos permiten hacernos una idea de las sumas invertidas: en el 179 se 
concedió a los censores, para un plazo de cinco años, una suma posi- 
blemente igual a los ingresos de un año (T. L., XL, 46, 16; 51, 2-7); 
en el 169 se concedió la mitad de los ingresos del año, que eran quizá 
más considerables que diez años antes (XLIV, 16, 9-11). Conocemos 
también el precio del famoso acueducto aqua Marcia construido entre 
el 144 y el 140, que costó 180 millones de sestercios (45 millones de 
denarios), suma enorme que no fue pagada probablemente hasta el 
año 136 como lo probaría la importancia de las acuñaciones mone- 


tarias de estos años (Crawford [552 e], 699) (Frontín, Aqu., L, 7). 
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Sólo algunas de estas obras públicas (las Fossae Marianae en la 
Galia, por ejemplo) fueron realizadas directamente por el Estado uti- 
lizando mano de obra militar. Por lo general, se ponían en adjudica- 
ción cualquiera que fuese el origen, público o privado, de los fondos 
que se dedicaban a ellas. Los adjudicatarios, que con demasiada fre- 
cuencia se asimila a los 'publicanos, se llamaban redemptores que 
—según creemos— no debían, aparte haturalmente de ofrecer las 
garantías necesarias, reunir ninguna otra condición, como por ejem- 
plo la de pertenecer obligatoriamente a la clase de los caballeros, 
Según la importancia de las obras podían presentarse individualmente 
o formar sociedades. Las reglas de adjudicación, que presidían los 
censores o el magistrado encargado especialmente para el caso, o el 
donador, eran las mismas que las de todos los contratos públicos: 
pliego de condiciones, subasta pública, control y aprobación del tra- 
bajo una vez ejecutado, pago poy el Tesoro, por lo general en varios 
plazos. El adjudicatario podía entrar en tratos con un contratista o, lo 
que era más frecuente, encargarse personalmente del trabajo, por 
lo general con mano de obra servil. Algunos documentos aportan 
cifras concretas, como el coste de la construcción y mantenimiento 
de algunos caminos: hacia el año 80 la pavimentación de la vía Ceci- 
lia fue adjudicada, según los tramos, por 7500 y 30000 sestercios la 
milla (Tenney Frank, p. 373). Resulta muy difícil hacer extrapolacio- 
nes a partir de estos documentos, demasiado aislados. Por otra parte, 
no todos los trabajos realizados en Italia incumbían al presupuesto 
romano, pues en ocasiones los realizaban los municipios. Desde el año 
174 los censores romanos podían, no obstante, encargarse de la adju- 
dicación de algunos trabajos en las colonias, aunque con dinero que 
ellas mismas aportaban (Tito Livio, XLI, 27, 5-12). Tenney Frank ha 
intentado calcular el precio de coste de algunos edificios, como la ba- 
sílica Emilia (p. 153), pero sus cálculos parecen muy inferiores al 
coste real. En cuanto a la red vial de Roma, el mantenimiento incum- 
bía a los que vivían junto a ellos (tabla de Heracles, 1. 32). 

No debemos subestimar la importancia de este conjunto de obras 
públicas sobre la vida económica, pues los recursos financieros dedi- 
cados a ellas eran importantes. Así, podemos apuntar una serie de 
grandes etapas, teniendo en cuenta, sin embargo, las modificaciones 
que los progresos de la arqueología pueden introducir. La primera 
gran fase es la que sigue a la segunda guerra púnica (Tenney Frank, 
pp. 183-187; Bodei Giglioni, p. 71), muy definida tanto en lo que se 
refiere a la red vial (B. G., p. 81) como a los monumentos romanos 
(tabernae, emporium, basílicas, pórticos). Una segunda gran fase 
comienza en el año 62 con un incremento considerable de los recursos 
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del Estado gracias a las victorias de Pompeyo y luego de César en la 
Galia, coincidentes con el desarrollo del evergetismo. Fue en este 
período cuando los gastos, a veces privados, emprendidos por los 
magistrados en el año de su magistratura se convirtieron en un factor 
determinante para la carrera política : cf. los casos célebres de M. Emi- 
lio Escauro (Plinio, XXXVI, 113-116), de César en sus trabajos en la 
vía Appia (Plut., Caes., 5, 8-9), de Minucio Termo en la vía. Flaminia 
(Cic., Att., 1, 1, 2), de Curión (Cic., Fam., VII, 6, 5). Entre los años 
56 y 50 Pompeyo y César rivalizaron en las inversiones monumen- 
tales en Roma para conseguir el apoyo de la opinión, y César, ya 
vencedor, amplió aún más su programa (teatro de Pompeyo, Saepta' 
Julia, foro de César, etc.). Todos estos monumentos contribuían a ha- 
cer más atractiva la vida urbana y halagaban a los habitantes. Se 
plantea, no obstante, el interrogante de si estos programas de obras 
públicas no respondían también a preocupaciones de orden económi- 
co: proveer puesto de trabajo a eventuales trabajadores en paro y 
ocasión de obtener beneficios para los contratistas. H. Boren y R. J. 
Rowland han planteado esta hipótesis con respecto a los Gracos, hipó- 
tesis sobre la que han hecho largas consideraciones P. Brunt y G. Bo- 
dei Giglioni. Lo cierto es que la presencia en Roma y en las demás 
ciudades de una masa de obra procedente del éxodo rural, no está 
atestiguada (Salustio, Cat., 37) sino para un período posterior (66 a. 
de J.C.); los beneficiarios de la ley agraria de los Gracos (eje central 
de su «programa») eran más bien campesinos que aún habitaban las 
zonas rurales. Plutarco y Apiano atribuyen a Cayo Graco el proyecto 
y realización de importantes obras públicas: «Propuso asimismo leyes 
para que se enviaran colonias, se hicieran caminos y se construyeran 
graneros. De todas estas obras se hizo él mismo presidente y adminis- 
trador [...]. El pueblo admiraba el singular aspecto que aquello 
ofrecía, al ver la gran muchedumbre que le seguía de operarios, de: 
artesanos [...]. Su principal cuidado lo puso en los caminos, aten- 
diendo a la utilidad al mismo tiempo que a la comodidad y buena 
vista [...]. Puso mojones para indicar las millas y puso además otras 
piedras para que los viajeros pudieran montar fácilmente en los ca- 
ballos» (Plut., Cayo Graco, 6; 7; cf, Apiano, BC, I, 98: «Se atrajo 
así a un gran número de contratistas y de trabajadores manuales». 
Por desgracia, ni la epigrafía ni la arqueología confirman estas im- 
portantes obras públicas: ninguna calzada puede atribuirse con segu- 
ridad a Cayo Graco o a sus partidarios (salvo quizá la via Fulvia en 
la Galia Cisalpina) y cabe plantearse también en virtud de qué po- 
deres podía un tribuno de la plebe o un triunviro agrario «encargarse 
de estos trabajos». Únicamente la construcción de graneros podía 
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quedar prevista por la lex frumentaria. Es conveniente, pues, ser pru- 
dente frente a los motivos que invocan Plutarco y Apiano, influidos 
quizá por las realidades de la época flavia (Suetonio, Vesp., 18). De 
todas formas, la hipótesis de Boren en el sentido de que se produjo 
una recesión en Roma entre los años 140 y 133, se ve desmentida por: 
la numismática, pues las emisiones monetarias fueron considerables 


desde el año 138, 


3. Los instrumentos de cambio 


Cuando acabamos de decir sobre la agricultura, la industria y las 
grandes obras públicas demuestra que la vida económica del mundo 
romano durante los siglos 11 y 1 a. de J. C. tenía un amplio alcance 
y se desarrollaba ya a una escala casi mundial. Esto no constituye, 
desde luego, una novedad, pues pese a su compartimentación política 
el mundo griego de las ciudades-Estado había creado desde hacía mu- 
cho tiempo corrientes de intercambio de muy largo alcance, desde el 
mar Negro hasta las columnas de Hércules y también hacia la Europa 
danubiana. La conquista de Alejandro no había hecho sino ampliar 
y profundizar aún más esta vida de relaciones. No obstante, al cen- 
tralizar en Roma la transferencia de los excedentes y las detracciones 
fiscales de todo el mundo, al unificar, bajo una administración única, 
el Oriente y el Occidente, al hacer de Roma y de Italia un centro de 
consumo cada vez más importante, al asegurar —no sin dificultades, 
desde luego— la paz y la seguridad de los viajes y de los transpor- 
tes, al abrir finalmente nuevas provincias como las Galias a la influen- 
cia directa del Mediterráneo, la conquista romana iba a crear condi- 
ciones totalmente nuevas e intensificar los intercambios de todo tipo. 
Ciertamente, los intercambios y contactos entre Italia y el resto del 
mundo helenístico se desarrollaron de forma progresiva e Italia se 
integró fácilmente en un mundo técnicamente superior al que ella 
conocía. Pero las implicaciones políticas de la conquista, imbricadas 
de forma inextricable desde principios del siglo 11 con los aspectos 
comerciales, interfirieron notablemente, en ocasiones, con las corrien- 
tes de intercambio. Desde el año 167 y sobre todo desde el 146, esta 
tendencia se manifestó de forma muy evidente, produciéndose muy 
importantes injerencias políticas que modificaron considerablemente la 
fisonomía del gran comercio «internacional» (Rostovtzeff, SESHVP, 
1244, ss.). Más adelante analizaremos, a modo de balance, las cir- 
cunstancias y consecuencias de estos hechos, pero, ante todo, hay que 
estudiar lo que podríamos llamar la infraestructura técnica de los in- 
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tercambios: las vías de comunicación, terrestres y marítimas, los equi- 
pamientos portuarios, los medios de transporte —particularmente las 
técnicas de navegación— y, finalmente, las técnicas intelectuales: la 
moneda, las prácticas comerciales y financieras, el derecho, y la perte- 
nencia social de quienes se dedicaban a estas actividades. 


a) Los caminos. Si, como cabe esperar, existen numerosos testi- 
monios de la construcción y el mantenimiento de sistemas viales en el 
mundo griego y helenístico, su importancia era mucho menor que en 
Italia y las provincias romanas. Esto se explica por la compartimen- 
tación política y la configuración geográfica del Mediterráneo oriental 
que dan primacía a las comunicaciones por mar. Cierto que los reyes 
seléucidas, herederos de los reyes persas, o algunas dinastías como los 
atálidas, se esforzaron por mantener una red de comunicaciones estra- 
tégicas o comerciales, como lo demuestra la famosa inscripción de los 
astínomos de Pérgamo (OGI., 484, 24). Pero, pese a la existencia 
segura de grandes rutas caravaneras en Oriente y a la movilidad es- 
tratégica de los ejércitos reales, la ausencia de otros vestigios que no 
sean los de las vías romanas hace pensar que, también en este aspecto, 
la aportación de Roma fue decisiva (Plinio, XXVII, 3). Desde la época 
de Augusto, el mantenimiento y construcción de una red mundial sería 
una de las preocupaciones prioritarias del poder imperial. La arqueo- 
logía, la epigrafía, e incluso la geografía dan testimonio de su impor- 
tancia y permanencia en el propio suelo, que se vio profundamente 
afectado, tanto en su estructura catastral como en su toponimia. La 
construcción de esta red vial comenzó muy pronto: a finales del si- 
glo 1v en Italia (la via Appia, para el riego del Lacio y la Campania), 
en Sicilia desde el año 252, en los Balcanes en el 148 con la via Egna- 
tia, en la Galia en el 121 con la vía Domitia. No hay duda de que el 
estratégico era el objetivo primordial de estas vías de comunicación, 
a las que Cicerón califica en varias ocasiones como militares (Prov, 
cons., 31, refiriéndose sin duda a la vía Apia, e ln Pis., 40, con res- 
pecto a la vía Egnatia). Pero, al mismo tiempo, podían servir también 
para el transporte de personas y mercancías, mucho más de aquéllas 
que de estas últimas. Como han demostrado A. Burford y M. Finley, 
siguiendo a otros autores, el transporte terrestre, aunque no tan limi- 
tado como lo pensaba Lefévre-Desnoettes como consecuencia de la 
deficiencia de las técnicas de enganche, fue siempre difícil, lento y 
costoso en la Antigiiedad. En la Italia de la época republicana se uti- 
lizaba más el transporte mediante bestias de carga (mulos, asnos, ca- 
ballos) que la carreta, que se presenta como una especialidad exó- 
tica, celta o bárbara, A este respecto se ha subrayado que los térmi- 
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nos que designaban los diversos tipos de carromatos son casi siempre 
de origen galo o persa, como angaria (Chevalier, pp. 203 y 275). Los 
caminos de mulas tenían aún gran importancia en el siglo 1 y compe- 
tían con las vías pavimentadas (Polibio, 1X, 4, 3; Varrón, RR, IL, 6, 
5). Existían contratistas para el transporte a lomo de mulas —a los 
que recurrían fundamentalmente los ejércitos— como el célebre Ven- 
tidio Baso (Aulo Gelio, NA, XV, 4). Las vías de comunicación te- 
rrestre, indispensables para las comunicaciones estratégicas, no eran 
necesariamente un polo de atracción económica. Cierto que Catón 
recomienda que el dominio esté situado «cerca de una ciudad, del 
mar o de un curso de agua navegable, o de un camino frecuentado» 
(nótese el orden jerárquico), pero Varrón considera que debe estar 
bastante alejado de los caminos para evitar visitas inoportunas y el 
bandolerismo. 


De todos modos, la existencia de una red de caminos, primero en ltalia y 
luego en la Galia Cisalpina, finalmente en las provincias, favoreció los inter- 
cambios, Independientemente de cuáles fueran las autoridades a quienes corres- 
pondía trazar o construir estos caminos (censores, cónsules o pretores), cono- 
cemos su sucesión cronológica (Radke, col. 1432-1434): 316, vía Popilia hacia 
Falerias; 312, vía Apia hacia la Campania; 252, miliario de Aurelio Cota, en 
Sicilia; 220, vía Flaminia hacia la Umbria y el Piceno; entre el 188 y el 125, 
vías Sempronia, Emilia Popilia, Flavia en la Galia Cisalpina, ete, 


Sin embargo, no hay que subestimar la importancia de la navega- 
ción fluvial: el Tíber era en la Antigúedad una vía navegable impor- 
tante que se remontaba mucho más allá de Roma (Le Gall [630]; 
Cic., De Rep., UL, 10). Polibio atestigua la importancia de la navega- 
ción en el Po (1, 6; cf, Plinio, 123). Horacio, al dirigirse a Brindes 
en el año 411, utilizó todavía los canales de las marismas pontinas. Pero 
los colegios de naviculares, tan frecuentes, no aparecieron hasta la 


época imperial, 


b) La navegación marítima y los puertos, Las conexiones marí- 
timas de Italia eran muy antiguas, pero los romanos no descubrieron 
el mar hasta una época bastante tardía y, por ejemplo, las primeras 
relaciones comerciales que mantuvieron con los cartagineses, atesti- 
guadas desde el siglo VI, debieron protagonizarlas fundamentalmente 
estos últimos, como lo demostraría la existencia de un culto muy anti- 
guo a Hércules-Melkart en el Forum Boarium. También el comercio 
africano, hasta la destrucción de Cartago, estaba en manos de los car- 
tagineses (Fenestella, en Suetonio, Vida de Terencio; T. Frank, 1, 202). 
Sin embargo, hacia el 252 se menciona ya la cxistencia de barcos co- 
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merciales romanos en el mar Egeo (Plut., Ara£., 12, 3) y se ha subra- 
yado que ya dos siglos antes piratas romanos, latinos o etruscos pu- 
dieron haber surcado el Mediterráneo occidental (F. Cassola, Gruppi 
politici, pp. 25-88). Roma, convertida en potencia naval, desde el pun- 
to de vista militar, desde la primera guerra púnica, quizá desde finales 
del siglo 1v, fue también desde la segunda guerra púnica una potencia 
marítima comercial (cf, más adelante sobre el problema del acondi- 
cionamiento del puerto de la ciudad). Pero, de cualquier forma, las 
costas de Italia, en Campania y la Magma Grecia, y muy pronto el 
Adriático, conocieron siempre una importante actividad comercial, y, 
por ejemplo, Polibio se refiere a Tarento como a una auténtica plata- 
forma giratoria (X, 1). Más adelante nos ocuparemos del problema 
de la importancia e influencia del comercio —sobre todo del comercio 
internacional — en la sociedad, la economía y la política de Roma. 
Analicemos, por el momento, sus condiciones técnicas, 


Eran, en realidad, las mismas que las del mundo helenístico. Gracias a una 
serie de estudios recientes, que han recogido todos los datos que aportan los 
textos, la epigrafía y la arqueología, podemos conocer mejor la marina antigua 
y resolver algunos enigmas técnicos, Los barcos comerciales (onerariae, de 
carga) habían alcanzado un tonelaje relativamente importante (de unas 150 to- 
neladas modernas como media) pero algunos, cuyo recuerdo se conserva, eran 
mucho mayores, como el gran transportador de granos construido por Hierón II 
de Siracusa (Atenea, V, 206-209) que desplazaba quizá 1700 toneladas (Cas- 
son [617], p. 186), si bien era este un caso excepcional, De hecho, las flotas 
comerciales que surcaban el Mediterráneo debían desplazar por término medio 
entre 150 y 500 toneladas (Rougé [639], p. 71). Naturalmente, se trataba de 
barcos de vela (únicamente funcionaban a remo los navíos de guerra y algunos 
barcos rápidos para el transporte de pasajeros o de despachos) y a pesar de 
algunas imperfecciones en el velamen y en el timón hay que admitir, en contra 
de Lefévre-Desnoettes, que podían —con dificultades— avanzar contra el viento 
dando bordadas, De todas formas, la navegación resultaba difícil en invierno 
y en principio se suspendía oficialmente (mare clausum) entre el 14 de sep- 
tiembre y el 27 de mayo, lo que, sin embargo, no significaba la prohibición de 
navegar para los particulares, sino que expresaba la práctica de los grandes 
convoyes, como los de Alejandría (Casson [6171], p, 297), y afectaba también a 
los seguros marítimos, : 


Desde luego, la velocidad de los navíos variaba notablemente 
según las distintas técnicas de navegación. L. Casson ([617], pp. 281- 
206) ha recogido en unos cuadros muy útiles la duración de algunas 
travesías —según los datos que mencionan las fuentes— aunque por 
desgracia de épocas muy diversas. Muchas veces, los autores antiguos, 
tal es el caso de Plinio (4N, XIX, 3-4), mencionan las marcas esta- 
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blecidas en diferentes travesías. Catón el Antiguo, como es sabido, 
para demostrar al Senado la proximidad del peligro cartaginés, exhi- 
bió higos recogidos en Cartago cuatro días antes (Plinio, AN, XV, 75; 
Plut., Cato, 27, 1) pero Cicerón tardó quince días en hacer la travesía 
de Atenas a Éfeso con viento contrario (4tt., V, 12, 13) ; otra marca 
fue la travesía de once horas y media desde Brindisi a Corcira por 
parte de Emilio Paulo y su flota en el 168 (Tito Livio, XLV, 41, 3). 
Estos datos son demasiado inconexos para que podamos pensar en ela- 
borar, tal como lo han hecho otros historiadores con respecto al espa- 
cio atlántico en el siglo XVI, el mapa de isocronismos (Chaunu, Clio, 
p. 282). Más interesantes, porque tratan de mostrar fenómenos repe- 
titivos, son los cálculos que, para la época del Alto Imperio, se han 
hecho con respecto a los viajes de la flota de Alejandría para asegurar 
el transporte de trigo de la annona hacia Puzzoles (Casson [617], 
pp. 297.299) : los barcos que habían pasado el invierno en Alejandría 
salían de este puerto hacia el mes de abril y llegaban a Italia, por dos 
rutas, por el norte a través de Rodas y por el sur por Cirene, para 
arribar a principios del mes de mayo a Puzzoles y regresar inmediata- 
mente con la finalidad de efectuar un nuevo trayecto antes de la sus- 
pensión de la navegación. Por otra parte, los barcos que habían hiber- 
nado en Puzzoles, Ostia o Roma, partían para Alejandría y volvían 
a las costas italianas en el mes de agosto (Suetonio, Aug., 98, 2). Jun- 
to a estos navíos que realizaban las travesías de alta mar, existían na- 
turalmente una multitud de pequeños barcos para la navegación de 
cabotaje o la navegación fluvial, muy intensa en los estuarios como 
el del Guadalquivir (Estrabón, TIL 2, 3), la desembocadura del Tíber 
hasta Roma (Le Gall [630], 56-64), e incluso los ríos de Sicilia (Car- 
copino [619], 144-156). Cuando César conquistó Utica en el año 46 
encontró allí más de doscientos barcos. Una cuestión que hay que 
dilucidar es la influencia que ejercieron sobre las técnicas de navega- 
ción las flotas militares y las importantes operaciones de transporte 
de tropas requeridas por los conflictos de los siglos 11 y 1 a. de J. C., 
en especial durante las guerras civiles de los años 49 a 46 (Pompeyo 
hizo trasladar a Grecia cinco legiones, es decir, 50000 hombres junto 
con el personal encargado de los servicios, y había reunido aprovisio- 
namientos y flotas muy considerables, César, BC, TIL, 3-5). De igual 
forma, veremos que fue sin duda la necesidad de asegurar el aprovi- 
sionamiento oficial de Roma y, por tanto, el transporte de trigo —-ob- 
tenido en concepto de impuesto—, primero de Sicilia, Cerdeña y Es- 
paña (Cic., Pro lege Manilia, 31), y luego de Egipto, la que dio lugar 
a la aparición de las primeras líneas regulares de transporte. 
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Un nuevo factor técnico: los puertos. Si exceptuamos la Magna 
Grecia y la costa de Campania, Italia iba en retraso, en este aspecto, 
con respecto al mundo helenístico, y no encontramos allí, por ejem- 
plo, nada parecido a las grandes obras de acondicionamiento del puer- 
to de Alejandría con sus dos dársenas y su faro, de las que Estrabón 
nos ha dejado una célebre descripción (Estrabón, XVII, I, 6-7). 


Hasta la época de la segunda guerra púnica los dos puertos más importan- 
tes de Italia eran los de Tarento y Nápoles. El primero —el más importante 
para las relaciones con el Oriente a través del canal de Otranto— era aún muy 
próspero al inicio de la segunda guerra púnica, aunque Tarento había sido 
vencida y reducida a la situación de ciudad aliada en el año 272, Esta pros- 
peridad se mantuvo hasta mediados del siglo 11 como testimonia aún Polibio 
(X, 1, 3), hecho que se explica, sin duda, por la creciente importancia del 
tráfico con el Adriático desde finales del siglo 11, Pero no habría de durar y, 
a finales del siglo 1 a. de J.C., la ciudad se hallaba en decadencia, a la que 
comenzaba apenas a oponerse la política de Augusto: Estrabón (VI, 3, 1, 278 C) 
afirma que toda la ciudad vieja se hallaba abandonada (Brunt, MP, 360), La 
decadencia de Tarento debió de acentuarse con la prosperidad creciente de 
Puzzoles, quizá más aún después de la guerra social. Nápoles era, hasta el co- 
mienzo de la segunda guerra púnica, el único gran puerto de Campania (Tito 
Livio, XXIII, 1, 5 y 10) y, probablemente, era napolitano el mercader de vino 
Trebios Loisios, cuyas ánforas han sido encontradas en Cartago, Tarento, Sicilia 
y en Caulonia, y que en el año 182 tomó prestado dinero del templo de Delos 
(Lepore [631], 270). Pero Roma siguió con Tarento y con Nápoles la misma 
política, a saber, apoyar la aparición de puertos rivales, Zonaras afirma que la 
fundación de la colonia de Brundisium en el 246 se efectuó para que este 
puerto acaparara el comercio del Adriático (Zon., VII, 7, 3; Cassola, p. 67) y 
el puerto pasó a ser oficialmente el punto de partida del tránsito de viajeros, 
al menos hacia Oriente. El relato del asedio de Brindes y de las operaciones 
combinadas en el momento de la guerra civil del año 49 (César, BC, IL, 25, 26) 
nos permite conocer la disposición del puerto y la existencia de barcos de carga, 
Pero el hecho verdaderamente importante fue la creación del puerto de Puz- 
zoles en el emplazamiento de la antigua Dicearchia, en Campania. En el 194 
se estableció allí una colonia (Tito Livio, XXXIV, 45, 1-5), pero en el año 199 
so había instalado allí un centro aduanero (T, L,, XXXII, 7, 1-3) lo que cons- 
tituía una ventaja puesto que en Nápoles las mercancias debían pagar tanto los 
derechos locales como el portorium romano, En cualquier caso, de esta época 
data la creciente prosperidad de la ciudad que sería, hasta el acondiciona- 
miento de Ostia en tiempo de Claudio, el primer puerto de Italia, «una pe- 
queña Delos», como dirá Lucilio hacia el año 130 (1, 123), «una de las 
ciudades más famosas y más bellas de Italia» (Polibio, II, 91, 4, cf, Diod., 
13, 2). El puerto estaba protegido por un famoso malecón, cuyos pilares sub- 
sisten aún, y del que tenemos noticia ya en el año 39 a, de J.C, (Apiano, 
BC, V, 71). Como punto de llegada del trigo de Sicilia y de las mercancías 
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procedentes de Oriente, la ciudad llegó a ser también un centro bancario 
(cf, más adelante) e industrial (véase la p. 70) y la industria del tinte de Ves- 
torio), 


Pero constituiría un error pensar que sólo en las ciudades italianas 
se produjo un progreso en los equipamientos portuarios. De hecho, 
todo inclina a pensar que el mayor puerto, como también la ciudad 
más importante de Italia, era, en los siglos 11 y 1, la propia Roma. 
Siempre había contado con un puerto cerca del Forum Boarium, y a 
principios del siglo 11 resultó insuficiente. Los ediles curules del 
año 193 lo instalaron fuera del recinto urbano, hacia el sur, al pie 
del Aventino (T. L., XXXV, 10, 12); en el 192 se añadió un pórtico 
para los traficantes en madera. Los censores del año 174 —un año en 
el que se realizaron importantes obras públicas— construyeron los 
muelles en piedra, instalaron gradas y rehicieron el pórtico Aemilia 
(pensado, obviamente, para instalaciones comerciales) que lo bordea- 
ba. A finales del siglo 11 se construyeron los primeros grandes almace- 
nes para grano (Horrea Aemiliana, al sur del campo de Marte, Sem- 
propia, Sulpicia, cerca del puerto). Por sus dimensiones, el puerto 
fluvial de Roma nada tenía que envidiar a los puertos marítimos de 
Puzzoles o Brindes. Por los textos podemos constatar la utilización 
simultánea de Ostia y Roma durante los siglos 111 y 11 a. de J. C., pues 
se menciona la presencia de las flotas tanto en un puerto como en el 
otro. No obstante, parece que en el siglo 1 Ostia, como puerto de mar, 
tomó clara ventaja sobre Roma, hecho que se debió al aumento del 
tonelaje de los barcos y a su dificultad para franquear el alfaque e in- 
troducirse en el Tíber. Pero, naturalmente, como el mercado era la 
ciudad de Roma, ello implicó la aparición de bateles en el Tíber para 
hacer llegar las mercancías hasta la ciudad, 

Los restantes grandes puertos del Mediterráneo occidental son me- 
nos conocidos. Hasta el año 49, Marsella fue el único gran puerto de 
la Galia. Los cartagineses abrieron en España el puerto de Cartagena, 
puerto de guerra y de comercio que sobrevivió a la conquista. Cierta- 
mente, Cartago siguió siendo hasta el año 146 el primer puerto de 
África, pero en el siglo 1 pasó a un segundo plano al cobrar mayor 
importancia Utica, Con respecto a los puertos del Mediterráneo orien- 
tal, cf. más adelante (sobre Rodas y Delos). 


c) Seguridad de los mares y libertad de navegación. El problema 
de la piratería. Las técnicas de navegación descansaban sobre todo en 
el conocimiento de las costas, facilitado por la utilización de fogatas 
y, a veces, de faros para indicar los puertos, y el catálogo de las prin- 
cipales mareas: existía toda una literatura de carácter geográfico que 
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podía servir como instrucciones de tipo náutico. Para navegar en alta 
mar el obstáculo más grave era, quizá, la carencia de instrumentos 
precisos para la navegación: ante la falta de instrumentos, simple- 
mente, no se echaba el punto. Se observaban los vientos y las conste- 
laciones a simple vista, pero se medía ya la velocidad con bastante 
perfección con una especie de corredera que describe Vitruvio (X, 9, 
5-7). Por todo esto, sólo hablamos de «rutas comerciales» por analo- 
gía, puesto que había muy pocos servicios regulares y raras veces se 
sabía cuándo se llegaría a puerto. Pero el período que estudiamos es 
aún el de las grandes exploraciones y los grandes viajes de reconoci- 
miento en el Mediterráneo y en otros mares. Evidentemente, los más 
importantes fueron los que se realizaron por el mar Rojo y el océano 
Índico. Fue hacia el año 116 a. de J. €. cuando el mercader Eudoxo 
de Cízica descubrió, por un azar bien aprovechado, la ruta de la India 
y quizás el monzón, bajo el control, por otra parte sospechoso, de los 
lágidas. Él mismo, esperando poder realizar la circunnavegación de 
África, realizó otro gran viaje en Occidente, desde Cízica a Gades por 
Puzzoles y Cartagena, y después hasta las costas de Marruecos, Un 
siglo antes esta zona era coto privado de los cartagineses de Gades 
quienes, a fin de preservar el secreto de sus rutas hacia las Casiténides, 
preferían hundir sus barcos, cuando eran seguidos (Estrabón, IIT, 5, 
11; Cassola, 54). Polibio da fe de los progresos que la conquista ro- 
mana reportó a los viajes en esa zona del Mediterráneo. 

Pero a los peligros e incertidumbres de la navegación se añadían 
los de la piratería. Fenómeno endémico en el Mediterráneo, podría- 
mos decir estructural. En Italia, los etruscos y los latinos la practi- 
caron hasta el siglo Iv a expensas de los griegos, por lo que las ciu- 
dades (Roma y Cartago) incluían en sus tratados cláusulas de salva- 
guardia que iban contra sus propios ciudadanos. Pur otra parte, la 
piratería existía también en el mundo griego. Pero en el Mediterráneo 
oriental algunas potencias navales hegemónicas consiguieron organi- 
zar una relativa policía de los mares, siendo Rodas la que se encargó 
de imponerla en el siglo 111 e incluso en el 11 (de la misma forma que 
fue el código marítimo rodio el que tendió a convertirse en la ley 
comercial internacional) (Polibio, TV, 19, 8; Estrabón, XIV, 2, 5). 
Como ha puesto de relieve Rostovtzeff, SEHHW, 772-774, esta situa- 
ción se prolongó, al menos en el Egeo, hasta finales del siglo 11 a pesar 
del declive relativo de Rodas. En este aspecto, como en todos los demás, 
la conquista y la hegemonía ejercida por Roma la obligaron a ocupar 
el lugar de los estados helenísticos, con éxito dispar, con la salvedad 
de que Roma no tuvo una flota permanente hasta la época imperial 


(cf. vol. 1D. 
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d) La moneda, Desde el siglo vi a. de J. C., la economía medi- 
terránea fue en parte una economía monetaria. Sea cual fuere el origen 
real del uso de la moneda, está relacionado, desde luego, con impor- 
tantes modificaciones en los intercambios y con el desarrollo de ciu- 
dades comerciantes y, a su vez, influyó sobre la economía. Roma, a 
través de los griegos de la Italia meridional, estuvo, al menos desde 
el siglo 1v, integrada en lo que puede llamarse, con todo tipo de reser- 
vas, la zona de economía monetaria. Pero debemos hacer algunas pre- 
cisiones: el mundo griego, siguiendo en esto al Oriente antiguo, adop- 
tó desde el principio la moneda de plata de poder liberatorio venta- 
joso con un escaso volumen de metal, permitiendo, en general, los 
intercambios de largo alcance y la regulación de la vida cotidiana al 
mismo tiempo. Por el contrario, el mundo itálico pareció conocer muy 
pronto (¿acaso en el siglo v1?) el uso de lingotes de bronce, y la mo- 
neda romana, al igual que la moneda etrusca (que, sin embargo, no 
parece que fuera anterior), sería, fundamentalmente, una moneda de 
bronce, apareciendo luego, no sin dificultades y debido al contacto 
con los griegos, la moneda de plata. Los historiadores parecen estar 
de acuerdo en que el origen de la acuñación de la moneda —tanto en 
Asia Menor como en las ciudades del siglo vii— se debió no tanto a la 
voluntad de favorecer los intercambios (que los orientales pagaban, 
desde hacía mucho tiempo, mediante lingotes de plata) sino para per- 
mitir que el poder político (ciudad o monarquía) regulara sus propios 
gastos, estableciendo pesos de metal y valiéndose pues, dentro de limi- 
tes tolerables, de la confianza que su riqueza o poder inspiraban. Por 
tanto, en la Antigúedad, la moneda tuvo —también en tiempos del 
Imperio romano— como característica esencial la de ser un instru- 
mento de la política del Estado, concebido y emitido por éstos funda- 
mentalmente para subvenir a sus necesidades. Pero hay que añadir 
que para ser aceptados por aquellos a quienes estaban destinados (pro- 
veedores o soldados) estos instrumentos monetarios debían natural- 
mente poseer un valor liberatorio, introduciéndose inmediatamente en 
circuitos de intercambio, bien en la vida cotidiana, bien para realizar 
pagos de mayor alcance. Desde época muy temprana algunos Estados 
—entre ellos Atenas, pero también Corintio, Tarento o Rodas, cuya 
expansión comercial sobrepasaba con mucho los gastos de funciona- 
miento— comprendieron que la moneda era también un instrumento 
comercial que podía servirles para atraer mercaderes y mercancías, 
para conseguirlas en el exterior, etc. Los textos demuestran sin lugar 
a dudas que los «economistas» griegos del siglo Iv eran conscientes de 
los fenómenos de este tipo. Este juego —más sutil de lo que pueda 
creerse en un sistema basado en una moneda puramente metálica— 
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entre los conceptos de moneda/mercancía y de moneda/convención 
(puede hablarse con rigor de moneda fiduciaria al menos para el bron- 
ce) hace que en algunas circunstancias, relativamente raras pero de 
gran importancia, nos encontremos ante una auténtica política mone- 
taria cuya finalidad económica parece indudable, Por ejemplo, los lá- 
gidas, imitando a algunas ciudades como Olbia, impusieron (entre los 
años veinte y tercero de Filadelfia) el monopolio absoluto de su mo- 
neda en Egipto y decretaron la prohibición de utilizar cualquier 
moneda extranjera. En general, tales medidas impulsaban a los Estados 
a aprovecharse de los privilegios que se habían concedido para valerse 
en la mayor medida posible de la diferencia entre el valor nominal de 
la moneda que acuñaban y el peso real de metal que le daban. En un 
primer momento esto pudo reportar beneficios al Tesoro, pero muy 
pronto los particulares y los comerciantes reaccionaron y, recurriendo 
a la operación de la pesada, intentaron aprovecharse ellos de esa ven- 
taja. Los numismatas sustentan opiniones muy diversas a la hora de 
analizar estos complejos fenómenos y tienen tendencia, en ocasiones, a 
aplicar a las economías antiguas, a sistemas monetarios puramente me- 
tálicos, palabras o conceptos que, para las economías modernas, po- 
seen una significación muy distinta (por ejemplo, «inflación» o «deva- 
luación») (Finley [316], 168). 

vé El sistema monetario romano, ante todo medio de pago para el 
“Tesoro público y secundariamente instrumento de intercambio utiliza- 
do por los particulares, se conoce bastante bien en sus líneas genera- 
les. Sin embargo, quedan por resolver aún numerosos problemas, 
sobre todo el de la cronología exacta en la época republicana. En el . 
contexto itálico, la base del sistema monetario romano era la moneda 
de bronce, y hasta a mediados del siglo 11 toda evaluación monetaria 
oficial se expresaba en términos de as, unidad monetaria de bronce. 
Aes (bronce) qúiére decir «moneda». Hoy día, los numismatas suelen . 
admitir que Roma no acuñó moneda (de botics o de plata) antes de 
comienzos del siglo 111 (guerra contra Pirro). La unidad monetaria, el 
as de bronce, dividido en doce onzas, con subunidades, pesaba en su 
origen una libra romana (cuyo peso se discute, pero que era segura- 
mente de 324 g). Esta unidad monetaria subsistió hasta la segunda 
guerra púnica, período en el que, en el transcurso de algunos años y 
como consecuencia de las necesidades del Tesoro y de las dificultades 
de aprovisionamiento en metal amonedado, el peso de la unidad mo- 
netaria (cuyo valor liberatorio pretendía mantener el Estado) fue re- 
bajado muy fuertemente en varias etapas. Según P. Marchetti, se redujo 
ali a media libra (as semilibral), sin duda en el año 217; poste- 
riormente a un tercio de libra (as quadrantal, con un peso de 4 onzas), 
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en el 214; un sexto de la libra (as sextantario) poco después, y, final- 
mente, el as uncial (con un peso de una onza) en el 211. Para poder 
fechar estas etapas, los numismatas e historiadores disponen de dos 
tipos de testimonios: los textos y el propio sistema monetario. La 
interpretación de los textos es un tanto delicada. El texto básico es un 
detallado análisis de Plinio en el libro XXXIII que, al parecer, con- 
tiene errores debidos al propio Plinio o al manuscrito en que se basa, 
Los lexicógrafos como Festo no son apenas de utilidad puesto que 
resumen fuentes que no comprenden bien (¿Varrón?) y han sido tam- 
bién mal transmitidas, Algunos sitúan la reducción uncial a principios 
del siglo 11 (Crawford [552 e], 612), mientras que otros, aceptando 
los datos de Plinio, XXXIIT, 45, la fecharían en el año 211. Según 
Crawford (lex Papiria, Plinio, XXXIII, 46), en el año 91 se acuñaron 
ases de media onza, De hecho, la acuñación del bronce cesó casi por 
completo durante un período de 30 años a partir de Sila, para reapa- 
recer de forma esporádica durante las guerras civiles y sobre todo en 
el nuevo sistema creado por Augusto. No es que el uso de la moneda 
de bronce desapareciera por completo en este período, pero el as había 
pasado a ser una moneda de muy pequeño valor, siendo, por ejemplo, 
el salario de un obrero de doce as por día (Cic., Pro Rose. Com., 28). 
La unidad monetaria pasó entonces a ser el sestercio de plata. 

La acuñación de plata sobre este punto todo el mundo concuer- 
da— no comenzó en Roma hasta el año 269 a. de J. C., sin duda tras 
la promulgación de la lex Ogulnia (Plinio, XXXIII, 42-44). Es impor- 
tante aclarar que eso fue lo que ocurrió en Roma, pues, al parecer, 
unos años antes, en tiempos de la guerra de Pirro (Crawford [552 e], 
p. 37) circulaban monedas con la divisa del Estado romano (ROMANO). 
Se supone, con Mommsen, que estas monedas, emitidas en nombre de 
Roma, fueron acuñadas en algún otro lugar, probablemente en la 
Campania. 

De cualquier forma, esta primera fase del sistema de moneda de 
plata de Roma se ajusta, en cuanto a la metrología, al mundo griego: 
las monedas pesaban poco más de 6 escrúpulos, equivalían a un di- 
dracma. Los romanos toman los tipos de las monedas púnicas o grie- 
gas de la Magna Grecia y el de estampillas de control de la moneda 
lágida, Así pues, las necesidades del Estado corren parejas con la am- 
pliación del horizonte diplomático y comercial, Un cambio fundamen- 
tal se produjo cuando los romanos intentaron por primera vez integrar 
en el mismo sistema metrológico la moneda de bronce y la moneda de 
plata al acuñar una moneda de plata, el denarius (con un peso, en 
principio, de 4 escrúpulos), que valdría 10 as de bronce. Durante 
mucho tiempo ha habido controversias sobre el momento en que se 
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introdujo esta reforma. Mommsen, a quien han seguido siempre una 
serie de historiadores italianos, la situaba (basándose en Plinio) en el 
269 a. de J.C.; H. Mattingly Sr, con quien concuerdan la mayor parte 
de historiadores ingleses (15601, 211-266), la situó hacia el año 187. 
Pero los estudios convergentes de R. Thomsen y de M. Crawford, rea- 
lizados a partir del análisis interno del sistema monetario, y que con- 
firman muy especialmente el hallazgo (fechado) de un tesoro oculto 
en Estas antes de la destrucción de la ciudad en el año 211, de. 


a 
LI. oma 
Mad de una moneda de plata ligera, que fue levemente devalua- 
da (de 72 a 84 por libra) hacia el año 200 a. de J. C., pero cuya ley 
y peso permanecerían constantes durante todo el siglo II. En el año 
209, según Marchetti, o hacia el 150, según Crawford, el denario, que 
valía 10 as, fue reevaluado hasta valer 16 as, pasando el sestercio a 
tener un valor de 4 as en lugar de 2,5 as, excepto para el pago de la 
soldada. Todas estas manipulaciones tenían como única causa las 
necesidades y los gastos del Tesoro. Los romanos acuñaron otras dos 
series de moneda de plata: los quadrigati, anteriores al denario, hacia 
el 225-212, y los victoriatos, contemporáneos de los denarios pero pa- 
recidos a una dracma e imitados posteriormente en las ciudades grie- 
gas del Adriático, 

Estas modificaciones repetidas y rápidas en el curso de la segunda 
guerra púnica se debieron siempre a los problemas del Tesoro, al in- 
cremento de los gastos militares y a la dificultad de conseguir metales 
monetarios. Al final de la guerra, la explotación de las minas de Es- 
paña y, desde el año 196, el pago de las indemnizaciones de guerra 
por parte de las potencias vencidas (Cartago, Filipo, Antíoco) o el 
botín (los 6000 talentos que supusieron el triunfo de Paulo-Emilio en 
el 167, Pol., XVIII, 35, 4) sirvieron para evitar, a partir de entonces, 
los recursos a las manipulaciones, cuyo modelo encontraron quizá los 
romanos en los Estados griegos (Nicolet [567]). 

La ley de las monedas de plata no se alteró sustancialmente sino 
en la segunda guerra púnica (Zon., VIII, 28, 14; Crawford, 569-670) 
y posteriormente en la época de las guerras civiles, hacia los años 91- 
86. Las manipulaciones en el peso o en el patrón permitían al Estado 
—en la medida en que podían fecharse fácilmente— arreglar de forma 
ventajosa los pagos o las deudas (Festo, 468 L; Plinio, XXXIII, 45, 
que habla del lucrum conseguido por el Estado en el año 217). En los 
períodos en que estas manipulaciones eran demasiado fuertes, los par- 
ticulares se defendían pesando o comprobando (spectatio) las mone- 
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das (Plinio, XXXII, 132). Así, apareció una nueva profesión (la de 
los numularios), relacionada, desde luego, con el cambio y la banca, 
hacia mediados del siglo 11 (ILLRP, 106 a, a Preneste). La costumbre 
de controlar los sacos de moneda queda atestiguada por la existen- 
cia de etiquetas en hueso, las téseras numularias, breves documentos 
primero sin fecha y después fechados (el más antiguo data del año 96 
a. de J.C.) en los que figuraba el nombre del propietario del saco y 
de su esclavo encargado de controlarlo, En los del siglo 1 a. de J. €, 
los nombres suelen ser, bien de los magistrados Eta de la 
moneda o los de individuos o familias conocidos pora o banqueros 0. 
negotiatores. La interpretación de este hecho resulta difícil, pues no 
sabemos si todos los documentos eran públicos (¿ controlados por en- 
cargo de un magistrado ?), Algunos historiadores han pensado que, en 
ocasiones, los magistrados encargados del control de las monedas se 
elegían voluntariamente de entre las familias de banqueros conocidos 
(Wiseman, New Men..., 85; Crawford, 603). Por otra parte, Cicerón 
recuerda el famoso edicto de Mario Gratidiano en el año 85 para fijar 
la res nummaria. Según Crawford (PCPAS, 1968), no se refería, sin 
duda, a la ley de las monedas sino a la tasa de cambio de la plata con 
respecto al bronce. En efecto, probablemente la casa de moneda debía 
garantizar siempre estas tasas, en cierto sentido, y mostrarse dispuesta 
a cambiar las monedas (Crawford, JRS, 1064, 29-32; cf. Cic., Pro 
Quinctio, 17). Es posible que los particulares pudieran cambiar metal 
por piezas monetarias en el taller de acuñación, pero no lo sabemos 
con certeza. Desde luego, los problemas de cambio eran importantes: 
recibir una suma en cistóforos era desventajoso (4tt., IL, 6, 2; IL, 16, 
4). En las provincias, la percepción de los impuestos en moneda local 
exigía la presencia de cambistas que obtenían importantes beneficios 
(2 Verr., 3, 181). 3 
¿Eran conscientes las autoridades monetarias —según el caso, el 
Senado, el pueblo o los magistrados— de las consecuencias económi- 
cas de las medidas que adoptaban? ¿Pretendían modificar algunos 
factores mediante una política de acuñación (restricción o abundan- 
cia), con medidas propiamente monetarias? Algunas leyes económicas 
(relación entre los precios y la cantidad de numerario, relaciones 
entre las buenas y las malas monedas, influencia del Tesoro en la tasa 
de interés) aparecen ya expresadas de forma empírica en los autores 
griegos y latinos. En fecha reciente se ha discutido si la prohibición 
de exportar metales preciosos de Italia, decretada en el año 63, tuvo 
un alcance general y un objetivo económico y político (Nicolet-Craw- 
ford [552 d], 324). En este sentido, el estudio del atesoramiento en 
la Antigiiedad podría aportar alguna luz sobre el comportamiento 
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monetario. Todos los historiadores concuerdan en que la amplitud de 
las acuñaciones decididas por el Estado y en estrecha conexión con los 
gastos a que tenía que hacer frente el Tesoro, incumbía, pues, a las fi- 
nanzas públicas. Pero, en definitiva, estas emisiones de moneda llega- 
ban al público y servían para alimentar un mercado. Con referencia 
a los precios, lo que sabemos indica que, en conjunto, mantuvieron 
una sorprendente estabilidad durante un largo período de tiempo. Sólo 
variaban sustancialmente la tasa de interés y los precios de productos 
alimenticios en caso de escasez, razón por la cual el Estado —desde 
el principio, pero con sanción legal desde el año 123— se preocupó 
de asegurar la estabilidad del precio del trigo. El incremento vertigi- 
noso de algunos precios que resalta Plinio sólo afectaba a productos 
de lujo, y pone de manifiesto una serie de hábitos de consumo de las 
clases superiores. El Estado no se preocupaba en lo más mínimo a ese 
respecto. Sólo se interesaba por los fenómenos económicos en la me- 
dida en que tenían repercusiones políticas inmediatas, como el proble- 
ma de las deudas y la usura o el precio de los productos de primera 
necesidad que afectaban a la tranquilidad de la plebe urbana. Por su- 
puesto, el Estado también intervenía cuando las guerras, al interrum- 
pir las relaciones con las provincias, impedían los ingresos fiscales y 
arruinaban las relaciones económicas, como ocurrió por dos veces en 
Asia en los años 88 y 66 (Cic., Pro lege Manilia, 17-19). 

Con estas premisas, la moneda sólo tenía una influencia indirecta 
en la vida económica. Indiquemos, no obstante, una serie de datos que 
hay que tener en cuenta para el período que estudiamos, aunque no 
hayan sido suficientemente analizados. En primer lugar, la cantidad 
total de metal precioso acuñado en Roma, proporcional aproximada- 
mente a los gastos del presupuesto romano, era muy superior, según 
se puede constatar, a la acuñada en el mundo helenístico. Ya que, se- 
gún los datos que poseemos, este hecho no es coincidente con un incre- 
mento proporcional de los precios de los productos básicos, sólo puede 
explicarse por el aumento proporcional de la producción y los inter- 
cambios: habría ocurrido, pues, un cambio fundamental en la econo- 
'mía, un «crecimiento» en el siglo 1 a. de J. €. En segundo lugar, la 
moneda romana, desde luego por razones políticas, tendió a convertirse 
en la moneda utilizada a escala universal. Claro que las ciudades 
«aliadas» siguieron acuñando moneda e incluso Roma llevaba a cabo 
acuñaciones provisionales o municipales en las provincias pero, a pe- 
sar de ello, la costumbre de contar en sestercios y de realizar los 
pagos en denarios fue extendiéndose poco a poco incluso en el Orien- 
te. Sería importante poder evaluar en términos económicos el alcance 
de esta relativa unificación del mundo conocido. 
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De todas formas, Italia, e incluso el mundo, vivieron al parecer, 
hacia el siglo 1 a. de J. C., en una penuria constante de especies mo- 
netarias, cuya pequeñez (un denario de 4 g) debía hacer difícil, cuan- 
do no imposible, los pagos en moneda contante de las sumas consi- 
derables que implicaba el sistema de vida de las clases superiores 
cuando menos (112 t de plata para el precio de una casa!). , 


4. Las técnicas financieras y bancarias: 
banca y derecho marítimo 


De su existencia y de su perfeccionamiento dependían tanto las 
condiciones materiales de la producción como el desarrollo de los in- 
tercambios y de la economía y, en buena parte también, las relaciones 
sociales. Bajo el concepto general de «técnicas» incluiremos, a un 
tiempo, las prácticas materiales como la contabilidad, las prácticas 
de cambio, las transferencias, etc., y las sanciones jurídicas que po- 
drían tener esas prácticas. El Estado, en la medida en que organizaba 
y codificaba normas y procedimientos que afectaban, entre otros, al 
terreno comercial, daba a ciertas técnicas o instrumentos un valor pri- 
vilegiado y, de esa forma, orientaba las formas que adquirirían esas 
actividades, 

Las actividades industriales, comerciales y financieras implicaban 
por definición contratos de compra y venta, de alquiler, préstamos y 
empréstitos de dinero y contactos de asociación. Desde el siglo IV, en 
todo caso en el derecho ático, estas operaciones, en su mayor parte 
monetarias, habían desembocado en una serie de prácticas que favore- 
cían los intercambios. Pero, desde luego, hay que darse cuenta de que 
estas prácticas eran limitadas, tal como ha puesto de manifiesto R. Bo- 
gaert tras realizar un estudio prudente y conciso de la banca griega: 
¿Cuando se quiere determinar la importancia y el grado de desarrollo 
de los bancos griegos, no es posible enjuiciarlos con óptica modernis- 
ta... (Al contrario de los bancos modernos, que financian ante todo el 
comercio y la industria, los bancos griegos) financiaban sobre todo 
el consumo de los particulares... Se veían aquejados de falta de liqui- 
dez, pues no existían efectos negociables, ni bancos centrales; sufrían 
también de falta de medios de pago, pues la moneda escritural estaba 
muy poco desarrollada (escasez de transferencias, inexistencia de che- 
ques); por otra parte, también la legislación sobre los hancos era muy 
rudimentaria. Muchos elementos o prácticas tenían un carácter 
muy primitivo. Ni la terminología, ni la contabilidad, permitían una 
explotación racional» ([581], pp. 412-413). Si así era la situación 
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de los bancos griegos de la época clásica y helenística, más grave era 
aún en Roma. Llegados tardíamente al mundo de los negocios, los 
romanos se adaptaron, naturalmente, a estos usos cuando penetraron 
en el mundo griego. Pero en Roma, el peso de un derecho mucho más 
arcaico y formalista surgido de una sociedad campesina, y la existen- 
cia de unas estructuras sociales mucho más aristocráticas contribuye- 
ron fuertemente a limitar aún más la autonomía y el desarrollo de los 
«negocios». 


En Roma, el instrumento fundamental de toda actividad de carácter finan- 
ciero era el codex, libro de cuentas que debía llevar todo padre de familia por 
poca fortuna que tuviese, pero que también los villici o los esclavos debían o 
podían llevar, Mucho se ha discutido sobre la naturaleza del codex. Desde 
luego no se trataba de un «libro de caja» tal como lo conocerían los banqueros: 
y hombres de negocios de la Edad Media, que entrañó, a partir del siglo xrv 
en Génova, la innovación esencial de la «contabilidad por partida doble», El 
codex es un libro de cuentas, que se llevaba en limpio (los borradores mensua- 
les se llaman adversaria), donde se anotaban las entradas y salidas. Su origina- 
lidad reside en el hecho de que sus reglas eran muy estrictas: el rubro (nomen, 
el «título») debía estar elaborado según cierto orden e incluir todas las infor- 
maciones de una operación, Pero su mayor originalidad era que en el derecho 
romano el codex del acreedor tenía valor de prueba, lo cual, por otra parte, 
constituye un progreso en relación al derecho de los contratos arcaicos que 
sólo contemplaba la figura de la stipulatio, promesa verbal de pago, Por contra, 
la expensilatio permitía registrar una prueba escrita de la deuda, por lo gene- 
ral confirmada por otra mención en el propio registro del deudor (Plauto, 
Most., 147). Posteriormente, la expensilatio debió limitarse a los casos en que 
se renovaba el crédito modificando tan sólo algunos de sus componentes (Cuq 
[584], p. 424), A finales de la República, el carácter de prueba que tenía el 
codex sólo se mantenía para los banqueros y el edicto del pretor les obligaba 
a mostrarlo a petición de sus clientes (Gayo, 10, 1; Dig., II, 13, 4, 1-5), Los 
griegos habían soslayado esta obligación formalista y pesada de recurrir a una - 
contabilidad total para conseguir la ejecución de las deudas. Seguían, en cam» 
bio, el sistema de contratos firmados entre personas privadas y que tenían por 
sí mismos valor ejecutorio, los syngrafai y los kirografa (reconocimientos de 
deuda redactados en primera persona, mientras que la syngrafe se realizaba' 
delante de testigos). Los romanos adoptaron el quirógrafo en sus relaciones con 
los extranjeros, y sólo mucho más tarde para las relaciones entre ellos mismos 
(apenas aparece mencionado antes del siglo 1 a. de J.C.), Señalemos que todas 
estas prácticas contables o jurídicas se adaptaban de forma casi exclusiva a 
los préstamos de dinero con fines de consumo entre particulares, pero muy pocas 
veces a las operaciones comerciales o financieras. Muy importante y limitativo 
es, a este respecto, el hecho de que, de forma general, el traspaso de deudas era 
si no desconocido, sí al menos muy difícil y limitado entre los romanos, No 
tenemos noticias hasta muy tarde, entre los juristas del siglo 111, de la venta de 
un título (nomen); en el siglo 1 a. de J,C, sólo existía la delegatio, que era. 
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un medio de pagar una deuda utilizando sus propios créditos, pero era un pro- 
cedimiento raro, difícil y costoso (Cic., Att, XII; 3; 12; 46; Jouanique [600], 
p. 19), Volveremos a encontrar estas limitaciones respecto a la existencia, más 
que dudosa, de un «mercado financiero» en Roma, 

Debemos resaltar otro aspecto en el que posteriormente volveremos a insis- 
tir cuando estudiemos el tema de las relaciones sociales: el sistema romano de 
las obligaciones y contratos, tanto privados como públicos, se fundamentaba, en 
último término, en el recurso generalizado a la fianza, mediante seguridades 
personales y también reales (en el caso de estas últimas se trataba, casi sien1- 
pre, de inmuebles o aún mejor de tierras). El derecho romano no abolió nunca 
la prisión por deudas, y sólo en el año 46 la sustituyó por la bonorum cessio, 

: que permitía escapar a aquélla, La ejecución sobre los bienes (honorum ven- 
ditio) existía desde los primeros tiempos, pero fue codificada por el edicto de 
P. Rutilio hacia finales del siglo 11: la totalidad del patrimonio respondía 
de cualquier deuda por pequeña que fuera (Cicerón, Pro Quinctio, pas.; Crook 
[583], p. 174), procedimiento tanto más duro por cuanto iba acompañado de 
la infamia, Como veremos, los asuntos de dinero eran más una cuestión de «apa- 
riencia» social que de actividad económica. Esta minuciosidad jurídica se oponía 
a la existencia de un vasto mercado financiero, 


La «banca» romana. Carecemos todavía de un estudio exhaustivo 
similar al que R. Bogaert ha dedicado a la banca griega. A la espera 
del que prepara J. Ándreau, en el cual me inspiro, es necesario señalar 
que la documentación plantea numerosos problemas. Las primeras 
informaciones aparecen en textos de interpretación muy difícil: las 
comedias de Plauto y Terencio, tanto más desorientadoras por cuanto 
resulta difícil establecer lo que hay en ellas de las realidades del mun- 
do griego (tomadas del modelo adaptado) y de las del mundo romano. 
Prácticamente no poseemos documentos sobre el sistema bancario 
para la época republicana; nada comparable, por ejemplo, a las tablas 
de Herculano o a las del «banquero» pompeyano Cecilio Jucundo, 
que han sido estudiadas nuevamente no hace mucho tiempo. De hecho, 
la investigación debe basarse casi por completo en el corpus cicero- 
niano: los Discursos, y sobre todo, la Correspondencia. Pero en nin- 
gún caso hay que considerar a Cicerón como representativo de la 
«clase» de los hombres de negocios, si es que ésta existía. Á través 
de él accedemos a la contabilidad y movimiento del dinero de un 
senador. Es importante hacer una primera puntualización en el plano 
lexicográfico, que refleja sin duda distinciones sociales importantes : 
existía el oficio de «banquero» (argentarius) pero abundaban mucho 
más los que, sin darse este título, realizaban préstamos de dinero. 
Ahora bien, no todos ellos eran banqueros y parece incluso que el 
oficio reconocido de banquero era incompatible con cierto status so- 
cial, el de senador sin duda y quizás incluso el de caballero. El nom- 
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bre de argentarius, que aparece en los términos jurídicos, designaba 
-casi con toda seguridad a quien hacía de la banca su profesión, no 
importa en qué escala, Pero eran muchos los «financieros» y usureros 
que vivían de estas actividades sin tomar nunca ese título, Los textos 
les dan el nombre de foeneratores, bien que sus negocios podían ser 
“considerables, como en el caso de Q. Considio, que en el año 63 había 
concedido préstamos en Roma por valor de 15 millones de sestercios 
(Val; Max., IV, 8, 3), o el de Q. Cecilio, tío de Ático, o el propio 
Atico. Estos foeneratores hacían para sus «clientes» operaciones que, 
de hecho, podríamos calificar de bancarias, pero su rango social les 
imponía la obligación de hacerlos «con carácter privado», de presen- 
tar estas actividades como «servicios» (offícia), incluso gratuitos en 
principio, ya que en Roma el préstamo a interés estaba, como vere- 
mos, si no prohibido al menos muy vigilado. Parece que todos estos 
términos no encontraron definición jurídica ——y por tanto económi- 
ca— hasta la época imperial, y que en tiempo de la República se 
utilizaron tan sólo vocablos honorables, por ser más vagos, como el 
de negotiator, con el que podía indicarse cualquier cosa. En todo caso, 
es cierto que este término resultaba adecuado para los bancos roma- 
nos e italianos del siglo 1, al igual que para los bancos helenísticos: 
se trataba esencialmente de bancas de depósito, que aseguraban las 
operaciones particulares de los ciudadanos, que hacían préstamos con 
esta finalidad, y que nunca —o casi nunca— fueron bancos de nego- 
cios que financiaran actividades de tipo comercial o, a fortiori, indus- 
trial. En realidad, los ¿manipuladores de dinero» romanos del período 
republicano, aunque a veces pudiera tratarse de comerciantes, eran 
fundamentalmente prestamistas y usureros que prestaban para subve- 
nir las necesidades de ostentación de la clase dirigente y, sobre todo. 
(en el siglo 1 a. de J. C.), que prestaban a las colectividades provin- 
ciales para permitirles hacer frente a las exigencias del fisco romano. 
En este sentido, pues, su esfera de actividad era más política que eco- 
nómica. No era en ningún caso la «banca» la que proporcionaba la 
infraestructura financiera de la actividad económica (comercio y arte- 
sanado). 

Carecemos todavía de un estudio preciso de las técnicas bancarias 
de la época republicana. La moneda escritural no existía verdadera- 
mente: cuando alguien quería pagar a través de su banco o de su 
acreedor habitual daba una orden escrita, pero que, desde luego, no 
era en absoluto el equivalente de un cheque. Para realizar pagos en 
una localidad distinta podía recurrirse también a la permutatio, que 
evitaba el traslado del efectivo (vectura). Pero, por una parte, la 
permutatio no era, de ningún modo, una letra de cambio, ya que no se 
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fijaban agios ni vencimiento y, por otra parte, quizá sólo se autorizaba 
para las cajas públicas y los fondos públicos (sin embargo, cf. la 
utilización del término en Att., XVI, 24, 1 y XV, 15, 4: Cicerón pre- 
tendía que se pagara por permutatio a su hijo que se hallaba en Ate- 
nas el importe de sus alquileres en Roma, que le había regalado). 

Señalemos que en Roma, a diferencia de lo que ocurría en algunas 
ciudades griegas, no existía un banco público. Estos, en realidad, no 
pueden compararse con los grandes institutos de emisión o con los 
bancos centrales modernos; eran, en realidad, departamentos de. la 
tesorería pública encargados de todas las operaciones bancarias que 
exigía la gestión de la ciudad (Bogaert, p. 407). En Roma sólo excep- 
cionalmente encontramos mensarii publici, es decir, elegidos: los pri- 
meros que mencionan los textos son los del año 352 a. de J. €, (T. L., 
VIl, 21, 4, ¿acaso encargados de «liquidar las deudas»?). En el año 
216 aparecen de nuevo triunvirí mansarii (T, L., XXXIII, 21, 7), tal 
vez para adelantar dinero a particulares con el fin de rescatar a los 
prisioneros de Canas. En el año 210 fueron encargados de cobrar el 
empréstito obligatorio previsto por Laevino (XXVI, 36, 8). Pero en el 
año 214, cuando se obligó a las viudas y huérfanos a depositar su 
dinero en el Tesoro, fueron los cuestores los encargados de atender 
a sus gastos corrientes (XXIV, 18, 15; Nicolet [567], 426). 

Así pues, los romanos no conocieron prácticamente más que una 
forma más elemental de atraer al capital: la societas, sociedad con 
fines lucrativos, Derivaba de una vieja forma de propiedad «pro indi- 
viso» entre hermanos y podían aceptar a uno solo o a la totalidad de 
los bienes, Por otra parte, no existía tan sólo en el campo de la acti- 
vidad comercial sino que se constituían también sociedades para la 
explotación de los dominios. El derecho acabó por imponer una serie 
de normas para el funcionamiento de las sociedades; por ejemplo, la 
que dictaminaba que los beneficios y ventajas debían ser repartidos 
equitativamente, Una serie de aspectos limitaban el alcance de estas 
sociedades. En primer lugar, la sociedad tuvo un fuerte carácter per- 
sonal: no existieron nunca, ni siquiera en las sociedades de publica- 
nos, partes enajenables y anónimas. Por otro lado, quedaba limitada 
en el tiempo y se disolvía obligatoriamente por la muerte de uno de 
los socios, a menos que los retsantes socios decidieran continuar su 
asociación, lo que exigía un nuevo contrato. Además, uno de los so- 
cios no podía actuar como agente de la sociedad, su compromiso no 
le afectaba más que a él mismo. Finalmente, no existía la responsabi- 
lidad limitada: los socios eran responsables con todo su patrimonio 
de las posibles deudas de la sociedad. Pero lo que acabamos de expo- 
ner es la normativa clásica de las sociedades, tal como existía en los 
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siglos 11 y 111 d. de J. C. No podemos estar seguros de que en la época 
republicana todas estas normas hubieran sido fijadas por la ley, De 
cualquier forma, es lícito deducir que esta forma de constitución del 
capital estaba muy poco desarrollada y, por otra parte, limitada a 
individuos que se conocían directamente, por ejemplo, patronos y 
libertos. 

Existía, a ese respecto, una sola excepción, sobre la que después 
volveremos: las sociedades de publicanos (vectigalium o publicano- 
rum). Probablemente, para los contratos de obras públicas o los 
aprovisionamientos, los tipos de sociedad admitidos por el Estado, 
cuya normativa debía figurar en la lex locationis, no debían apartarse 
mucho de la sociedad privada a la que hemos hecho referencia: si el 
Estado admitía que estas sociedades —además de los socii cuyos nom- 
bres eran conocidos— contaran con adfines, también el nombre de 
estos últimos debía ser declarado por la sociedad. Pero es posible que 
a partir de finales del siglo 11 las grandes sociedades creadas para el 
arrendamiento de muy extensas circunscripciones fiscales se rigieran 
por una normativa diferente: quizás eran permanentes (además adop- 
taban el nombre de una provincia y no el de un individuo responsa- 
ble), sus acciones eran posiblemente transmisibles, si no negociables, 
y poseían, finalmente —y esto era excepcional—, personalidad civil 
(corpus). También aquí hay que destacar que fueron las necesidades 
fiscales las que permitieron que se desarrollara un tipo de sociedad 
más libre y perfeccionada que las que actuaban en un campo estric- 


tamente comercial. 


El derecho maritimo y el «fenus nauticum». El derecho griego, 
ateniense primero y después rodio y egipcio, conocía una forma de 
inversión comercial que tenía una importancia bastante considerable: 
el préstamo marítimo que durante la Edad Media se conocería como 
«préstamo a la grande (aventura) ». Era, a un tiempo, un procedimien- 
to que permitía a un comerciante o al propietario de un barco com- 
prar mercancía y financiar un viaje y, al mismo tiempo, una especie 
de contrato de seguro, ya que el prestamista era quien asumía todos 
los riesgos y sólo obtenía la devolución del préstamo con los intereses 
correspondientes si el viaje se realizaba con éxito. Esta práctica, de 
la que poseemos numerosos testimonios para la Atenas del siglo 1v, 
nos es conocida por una serie de papiros, uno de ellos del siglo 11, 
según el cual un ciudadano romano la llevaba a cabo en Alejandría 
(Pap. Berl., 5883; Bogaert [579], 146). Sólo por un texto célebre 
de Plutarco (Vita Cat., 21) conocemos su introducción en Roma. Afir- 
ma Plutarco que Catón no prestaba por sí solo la suma que cubría la 
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totalidad de la carga, sino que compartía los riesgos con otros presta- 
mistas y sobre varios barcos. La práctica del seguro existía ya en el 
215, cuando una serie de adjudicatarios se comprometieron a sumi- 
nistrar al Estado, a crédito, el equipamiento para el ejército de Espa- 
ña, a condición de que fuera el Estado quien se hiciera cargo de los 
riesgos de la travesía. Nada indica, sin embargo, tal como ha seña- 
lado Huvelin, que en ese caso se tratara de una sociedad. 


5. Las formas económicas del comercio y de la industria 


Es éste un problema tan espinoso como el que se refiere a la banca 
y al tráfico del dinero. Ante la inexistencia de documentos suficientes, 
que nos den información sobre la estructura, el volumen de negocios 
de las empresas o de las «casas» comerciales, no podemos decir con 
seguridad cuál era la dimensión media de las empresas según los sec- 
tores, ni su distribución. Una tendencia «primitivista», reacción legí- 
tima contra los anacronismos evidentes en algunos historiadores del 
siglo xIx o en la escuela marxista, demasiado inclinados a hablar de 
«gran capitalismo» o de «concentraciones», insiste en el carácter fuer- 
temente artesanal de la producción y de los intercambios: dispersión 
en un número muy elevado de pequeñas empresas individuales o fa- 
miliares, ausencia de financiación exterior, etc. (Finley [316], p. 144). 

De hecho, se daban empresas de todo tipo y lo importante sería 
cifrar su importancia relativa, sector por sector, Hemos visto anterior- 
mente que en la industria minera y extractiva existía cierta integra- 
ción y concentración, posiblemente para la fabricación de ánforas y 
de cerámica «en serie». En cuanto al comercio, el transporte de trigo 
que en el siglo 1 a. de J. C. suponía un volumen anual muy consi- 
derable tenía seguramente idénticas características. De la existencia 
de un «gran comercio» (grande tanto por su alcance geográfico como 
por el volumen de mercancías) da fe un famoso texto de Cicerón, el 
único que nos da información, de forma muy abstracta y desde un 
punto de vista esencialmente sociológico y «cívico», sobre sus carac- 
terísticas: «El comercio es despreciable si se hace a pequeña escala. 
Por contra, si se hace en gran escala, con grandes cantidades, impor- 
tando muchas cosas de todas partes, aprovisionando sin fraude a mu- 
chas gentes, no se le puede censurar en absoluto. E incluso si este co- 
mercio, saciado o más bien satisfecho con los beneficios, se ha trans- 
ferido, como ocurre a menudo, de alta mar al puerto, del puerto a 
posesiones en tierras, parece que se le puede alabar justamente» (De 


Officiós, L, 151). 
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Todavía está por hacer un estudio exhaustivo sobre la industria y el comer- 
cio de la época republicana en Roma y en Italia que incluya los documentos 
epigráficos y realice la posopografía de los individuos dedicados a estas acti- 
vidades. Indiquemos algunos de los rasgos fundamentales, En primer lugar, la 
tendencia al agrupamiento geográfico de los artesanos y comerciantes dentro de 
las ciudades: hay calles que toman el nombre de una profesión, como sucede 
en las ciudades musulmanas o medievales (los carpinteros, T. L,, XXXV, 41, 10; 
los herreros, Cic., Cat., 1, 8). Éste parece ser un rasgo arcaico, por cuanto en 
el Alto Imperio, al contrario, la mayor parte de las industrias y comercios apa- 
recen dispersos en las diferentes zonas de la ciudad (Loane [539], p. 64, 78). 
Mencionemos, en segundo lugar, la tendencia a la agrupación en colegios y 
asociaciones, de la que hablaremos más adelante. Digamos ahora tan sólo que 
estos colegios tenían múltiples finalidades, religiosas o funerarias, pero que 
podían intervenir en la vida económica, mediante la financiación, por ejemplo, 
de edificios colectivos, foros o ágoras, como sucedió en Delos o en Ostia, y que 
además se responsabilizaban de la existencia de una especie de policía de la ' 
corporación, como en el caso de la expulsión del mercader de trigo M, Furio 
Flaco (Cic., Q, Fr., II, 5, 3) del colegio de los Capitolini en el año 56 a. de J.C, 


6. Las grandes corrientes de intercambio y su evolución 


A pesar de todas las limitaciones de orden técnico, mental, social 
y jurídico a las que hemos hecho referencia, no es posible negar la 
existencia de muy amplias corrientes de intercambio de un extremo 
al otro del mundo mediterráneo durante los siglos 11 y 1 a. de J. C. Se 
opera, pues, una relativa «integración» de la economía a un nivel que 
se puede calificar de «mundial». He aquí algunos de sus rasgos prin- 
cipales. Ante todo, y es naturalmente el punto de partida, la unifica- . 
ción política y administrativa. Con la conquista y la anexión de las 
provincias, Roma obtiene de ellas, en primer lugar, unos ingresos fis- 
cales. Aunque la detracción que la presión fiscal representaba no era 
mayor que en los regímenes precedentes, y aunque no fuera demasia- 
do importante con respecto al conjunto de la producción, su transfe- 
rencia hacia Italia y en beneficio de una minoría (el pueblo romano) 
tendría desde luego consecuencias importantes, cuando menos en dos 
sectores, los metales preciosos y los cereales. En este sentido, parece 
mal planteada —por demasiado general— la cuestión de si, dejando 
aparte el aspecto propiamente financiero, la conquista romana tuvo 
motivaciones estrictamente económicas. Ahora bien, no hay duda de 
que tuvo, en determinadas circunstancias, consecuencias o implicacio- 
nes de orden económico, directas o no (decadencia de Rodas, auge de 
Delos, cláusulas de exenciones aduaneras en los tratados en favor de 
mercaderes o comerciantes italianos, voluntad de apoderarse de cier- 
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tos productos, etc.). Hay que dilucidar aún, en cada caso, quién y 
por qué tomó la decisión. Las decisiones políticas (propias de los 
senadores y los magistrados) y las económicas podían ser convergentes 
o divergentes. 

La conquista tuvo además otras consecuencias: la unificación del 
mundo conocido y, tras un período de fuertes convulsiones, la conse- 
cución de una relativa seguridad para los viajes y transportes que 
destaca ya Polibio y que volverá a hacerse patente en el reinado de 
Augusto, Si el griego se habla aún tanto en Oriente como en los gran- 
des puertos del Mediterráneo occidental —la gran koine que favorece 
los intercambios de todo tipo—, pronto el latín desempeñará en Occi- 
dente, en España, la Galia y África, un papel similar que correrá 
paralelo a la unificación del derecho. Por otro lado, los romanos esta- 
rán presentes por doquier: el Imperio es, en parte, un imperio de 
población (cf. p. 14). Primero hacia España, luego hacia Grecia y 
Oriente, y más adelante hacia África y la Galia, tuvo lugar una emi- 
gración italiana en la que los negotiatores (término muy vago) cons- 
tituyeron el elemento esencial. Muchas veces, estos romanos o italianos 
romanizados, ciudadanos desde el fin de la guerra social, conservaron 
lazos financieros y comerciales con su patria. Por ello se dirigieron 
hacia Italia las corrientes comerciales que ellos controlaban. Y ya que 
en el mismo período Roma y otras ciudades italianas (aunque espe- 
cialmente Roma) —centros de poder— se convierten en grandes aglo- 
meraciones con necesidades muy importantes de productos básicos y 
de objetos de lujo, las corrientes monetarias, las corrientes financieras 
y las comerciales se reforzarán mutuamente. 

Esto, desde luego, no permite hablar de «mercado mundial» ya 
que no existían precios a nivel mundial, ni clearing, ni moneda única, 
ni bolsas. Con todo, y por primera vez en el mundo antiguo, los acon- 
tecimientos que ocurrían en todas las zonas del mundo conocido reper- 
cutían, con mayor o menor virulencia, en Roma, aunque sólo fuera 
sobre un número limitado de individuos y en un sector muy reducido 
de la vida económica. Nada puede demostrar mejor esta repercu- 
sión de la apertura de las zonas económicas que el cuadro que esboza 
Cicerón en el año 66 con respecto a las consecuencias, en repetidas 
ocasiones (en el 88, en el 77 y en el 66) de la guerra de Asia sobre el 
mercado de Roma: la guerra, o la simple amenaza de guerra era sufi- 
ciente para que disminuyeran los ingresos fiscales porque «se abando- 
nan los rebaños, se estancan los cultivos y se suspende la navegación 
comercial» (en efecto, los ingresos consistían en diezmos, derechos de 
pasto y derechos de aduana) (Pro lege Manilia, 15). Como conse- 
cuencia de la guerra se arruinaron los publicanos que habían arren- 
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dado los impuestos y no sería posible encontrar otros tras el restable- 
cimiento de la paz (ibid., 18). Aparte de los publicanos, estaban los 
de «los otros órdenes», unos negociando directamente en Asia y otros 
mediante la inversión de capitales: «Sabemos que debido a que mu- 
chos ciudadanos sufrieron en Asia pérdidas considerables con el co- 
mienzo de la guerra, la suspensión de pagos arruinó el crédito en 
Roma. En efecto, no es posible que en una misma ciudad muchos par- 
ticulares pierdan sus bienes y sus fortunas sin arrastrar a muchos 
otros en su ruina» (ibid., 19). Efectivamente, en los -años siguientes, 
la Correspondencia del mismo Cicerón atestigua el gran número de 
negotiatores o incluso senadores que tenían intereses tanto en Roma 
como en Ásia. Esto mismo puede aplicarse, en menor escala, en Sici- 
lia, África o Grecia. Estos «intereses», siempre basándonos en la 
Correspondencia, que confirma la epigrafía, eran sobre todo finan-. 
cieros -—préstamos a individuos o colectividades—, aunque también 
podían referirse a auténticos intercambios comerciales. 


Evolución de las corrientes de intercambio. Para los historiadores 
modernos es inseparable de la conquista y está muy influida por ella, 
Desde una perspectiva amplia, hay varios hechos fundamentales. Ante 
todo, la ruptura voluntaria de los equilibrios en el mar Egeo en el 
año 167 en detrimento de Rodas y beneficio de Delos. Posteriormente, 
la doble destrucción de Corinto y de Cartago es el 146 que desembocó 
también aquí en la apropiación de los intercambios comerciales por 
nuevos asociados, Delos una vez más, y Utica. Finalmente, y desde 
finales del siglo 11, la presencia en todo el Mediterráneo, pero sobre 
todo en Oriente, de emigrados italianos, llamados a menudo negotia- 
tores que, procedentes en un principio de Italia del Sur, serán, cada 
vez más, romanos procedentes de la misma ciudad de Roma y cuyas 
conexiones harán poco a poco de esta ciudad la auténtica capital eco- 
nómica del mundo, aunque, en la propia Italia, el puerto principal 
seguía siendo Puzzoles. Finalmente, la política decididamente protec- 
tora del Estado romano, desde finales del siglo 11, en lo que respecta 
al aprovisionamiento de trigo de una gran aglomeración humana, con- 
centra en la Urbs no sólo el producto de la fiscalidad de las provincias 
sino también una importantísima corriente de importación de cereales 
y poco después de aceite y otros productos. 

La importancia de los acontecimientos del año 167 en la actividad 
comercial se hizo inmediatamente patente para los contemporáneos. 
La decisión romana de transformar a Delos en puerto franco («de con- 
cederle la ateleia», Polibio, XXX, 31, 10; Estrabón, X, 486; Roussel 
[641], 14-15) tuvo consecuencias —si no causas— comerciales, Pero 
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las fuentes no son muy claras: Polibio (loc, cit.) hace decir a los 
embajadores rodios en Roma que los ingresos de su puerto se habían 
reducido extraordinariamente desde la supresión de los impuestos en 
Delos y que el arrendamiento de las tasas portuarias (ellimenion) 
había descendido de un millón de denarios a 150000. Pero el texto 
añade «desde que habéis privado a nuestro pueblo de la libertad que 
tenía nuestro puerto»: la disminución de los ingresos no se debía úni- 
camente, pues, a la competencia de Delos sino también al control que 
los romanos ejercían sobre el puerto de Rodas. En el tratado que Roma 
se avino a firmar con Rodas en el 164 debía quedar suprimido este 
control, hecho que permitió que renaciera en parte la prosperidad de 
Rodas. En definitiva, ni el puerto ni la ciudad se vieron arruinadas. 
La ciudad conservó su autonomía a pesar de las reticencias de Roma 
e incluso entró en guerra con Creta en el año 155 (Polibio, XXXIII, 
16). Estrabón (XIV, 2, 5-13) habla de Rodas como una ciudad prós- 
pera y preeminente en los asuntos navales, En todo momento contó 
con una flota durante las guerras de Mitrídates (Apiano, Mitr., 24) y 
durante las guerras civiles. Tampoco hay razón para pensar que el 
conjunto del comercio rodio declinara súbitamente a partir del año 
167. Rodas siguió siendo durante mucho tiempo un gran centro del 
comercio de trigo (Casson, 618, 181) y, especialmente, un gran centro 
de difusión de ánforas para vino. Por ejemplo, en Alejandría existen 
80 000 recipientes rodios (entre los siglos 1v y 1 a. de J. C.) y tan sólo 
6868 de Cnido y 980 italianas (Frazer [625], p. 165). Por otra parte, 
la ausencia casi total de negotiatores romanos en Rodas en el siglo 1 
a. de J.C. que ha observado Hatzfeld ([627], pp. 155-156), lejos de 
demostrar la decadencia de la ciudad, prueba, al contrario, que seguía 
siendo un centro comercial independiente. 
De todas formas, el auge del mercado de Delos entre los años 167 
y 58 a. de J.C., confirmado por numerosos testimonios arqueológi- 
cos y epigráficos, constituye un fenómeno sorprendente y fundamental. 
La población de la isla (cuya importancia no deriva tanto de su situa- 
ción geográfica ni de la excelencia de su puerto como de la existencia 
de un santurio panhelénico) pudo llegar a ser de 20000 o 30 000 
personas a finales del siglo 11 (Broughton, ESAR, TV, 350), pero este 
dato no nos permite calibrar su importancia. 


Desde antes del año 166 la existencia de numerosas colonias extranjeras, ro- 
dias u orientales, entre las que se incluyen también gentes de Siria, dan fe 
de su importancia comercial y financiera, En el año 166 los delios fueron expul- 
sados y substituidos por clerucos atenienses que, sin duda, disponían de capi- 
tales, Pero, según el testimonio fundamental de Estrabón (XIV, 5, 2) fue sobre 
todo después de la destrucción de Corinto y Cartago en el año 146 cuando el 
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puerto conoció, gracias al tráfico de esclavos, su mayor prosperidad (cf. también 
Estrabón, X, 5, 4, en donde este autor prueba claramente la importancia co- 
mercial de las panegirias religiosas y de la ateleia). Afirma Estrabón que 
podían llegar a venderse hasta 10000 esclavos en Delos en un solo día, cifra 
probablemente simbólica, De cualquier forma, sabemos con seguridad que los 
romanos, cómplices quizás hasta cierto punto de la piratería que aportaba los ma- 
yores contingentes de esclavos, se aprovecharon a menudo de este tráfico (Maró- 
ti [6331, 1969-1970, 24), Se ha dicho que Delos fue en esta época un gran 
puerto del comercio internacional del trigo, pero L, Casson ha demostrado que 
ésta era una afirmación exagerada, Lo que sí era Delos era lugar de encuentro 
entre los compradores de trigo (sitonai casi siempre) y los aprovisionadores, al 
igual que Rodas o el rey de Numidia, Masinisa, llegado al Egeo a principios 
del siglo 11, y que sustituyó posiblemente a los sicilianos, cuya producción la 
acaparaba por completo el mercado romano (Durrbach, 1D, 442A; L, Casson 
[6181, 177). Fue a finales de siglo, quizá con la creación de la provincia de 
Asia en los años 133-129, cuando comenzó el gran crecimiento de la colonia 
italiana de Delos, estudiado por Hatzfeld, P, Roussel, Bulard y, recientemente, 
por P. Bruneau, así como Wilson y Cassola). Según la tesis de Hatzfeld, estos 
italianos (pese a ser calificados de Romaioi) eran en su mayor parte italianos 
del sur o de la Magna Grecia. Wilson y muy especialmente Cassola (Dial. Arch., 
1971, 317) dan una relación de 20 nombres italianos por 80 romanos, lo que 
confirma la importancia económica preponderante de la Urbs en el siglo 1 a. 
de J,C., tal y como ha puesto de relieve la arqueología. Estos italianos (pese 
a lo que ha afirmado recientemente M. G. Coeco, PP, 1970, 446-449, a quien se 
ha opuesto P, Bruneau, BCH, 1975, 273-275) no eran únicamente traficantes de 
esclavos y su famosa ágora no era el zoco de esclavos, En su mayor parte, se 
trataba de «banqueros» (los Cluvii en Delos y en Puzzoles) o comerciantes en 
vino, trigo, importadores y exportadores. Está por hacer todavía un estudio 
estrictamente económico de estos grupos, independientemente de su agrupación 
en los collegia, El hecho más sorprendente es, desde nuestro punto de vista, que 
los nombres que aparecen son nombres de libertos, cuyos dueños eran conoci- 
dos en Roma o en Italia, hecho que dice mucho sobre la estructura todavía gen- 
tilicia y patrimonial de las «casas» de banca o de comercio (Wilson, pp. 118-120). 


Sería muy interesante poder elaborar mapas, según el modelo de 
los que ha hecho Maurice Lombard para la Alta Edad Media, de las 
corrientes comerciales para los principales productos: metales, cerea- 
les, madera, materiales de construcción, etc. No es ciertamente una 
empresa imposible y, por lo que sabemos, nunca ha sido intentada. 
Sólo podemos dar aquí algunas orientaciones sobre los principales 
productos del tráfico comercial. 

En primer lugar, el trigo y los cereales. Ya hemos dicho que si los centros 
de consumo tradicionales (las grandes ciudades de Grecia y Asia Menor) de la 


época clásica y helenística pervivieron durante los siglos 11 y 1 a, de J.C. —sin 
que al parecer disminuyera su población—, durante los siglos 11 y 1 a. de J.C. 
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apareció un nuevo centro de consumo, cada yez más deficitario, no a causa del 
descenso de la producción sino del incremento considerable de la demanda: 
Italia, y Roma en particular. Podemos suponer, pues, que si persistieron las 
corrientes comerciales tradicionales de la cuenca del Mediterráneo oriental, tam- 
bién aparecieron otras nuevas en Occidente, En Oriente, los centros de produc- 
ción tradicionales eran, por una parte, las regiones del Ponto y, por otra, Egipto 
(y la Cirenaica), especialmente desde finales del siglo 1v cuando el rey lágida 
llegó a ser el «primer traficante de trigo» del mundo. Pero hemos visto cómo 
Rodas interviene también en este comercio del trigo, no como centro de con- 
sumo, y menos aún de producción, sino como intermediario y encargado de 
efectuar el transporte (Casson, pp. 171-172), Desde esta época, Occidente, y 
sobre todo Sicilia, comenzó a exportar también trigo hacia Oriente. A lo largo 
de los siglo 111 y 11 se produjo un movimiento contrario: los romanos acaparan 
el trigo de Sicilia y casi al mismo tiempo aparece un nuevo proveedor, tanto 
para Italia como para el mundo egeo: el África númida de Masinisa (Tito 
Livio, XXXI, 19, 4; XXXII, 27, 2; XXXVI, 4, 8), Durante el siglo 11, el apro- 
visionamiento de trigo de Italia dependía esencialmente de las provincias fru- 
mentarias occidentales, Sicilia desde luego (cf, más adelante para la época de 
Verres), pero también Cerdeña (Tito Livio, XXIIL, 41, 6; aún en el 57: Cice- 
rón, QF, HL 3, 5; Fam,, 1, 9, 8-9) y, finalmente, España desde el año 123 (Plut., 
CG, 6). Desde el año 123, el Estado asumió la obligación de distribuir 5 hl de 
trigo cada año a precio reducido, primero a 80000 personas y más tarde a 
150000 e incluso 320000 (en el año 58); en este último año, pues, la distri- 
bución fue de 1536000 hl. Sabemos que en los años 73-70 sólo la fiscalidad 
directa de Sicilia (primer diezmo, segundo diezmo, trigo comprado) ascendía 
a 6800000 modi (es decir, 544000 hl), en tanto que los beneficiarios eran apro- 
ximadamente cuatro veces menos numerosos que en el año 58. Es indudable que 
el trigo de Sicilia no era el único con que se abastecía Italia y, asimismo, que 
debía de existir un comercio privado importante para asegurar el aprovisiona- 
miento del mercado romano e italiano. Egipto no empezó a abastecer de trigo 
a Roma hasta en torno al año 56 (según la hipótesis de L. Casson), pero no fue 
sino desde el reinado de Augusto cuando —obligado también a pagar tributo— 
participó en el aprovisionamiento de la ciudad, contribuyendo a cubrir las nece- 
sidades de la annona: 20 millones de modii por año (1600000 hl), según Aure- 
lio Víctor (De Caes., I, 6), lo que suponía tan sólo la tercera parte de las nece- 
sidades; los otros dos tercios procedían de África (Josefo, BJ, II, 383 y 386). 
Por tanto, el consumo total de la ciudad era de 60 millones de modii, o 
4800000 hl, cantidad razonable para una población que rondaba el millón de 
habitantes. A escala de la economía de la Antigúedad ello implicaba un consi- 
derable volumen de transporte, al que hay que añadir el de los granos nece- 
sarios para el resto de Italia, 
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CaríTULO V 


Estructuras y relaciones sociales 


1. Aspectos metodológicos 


Al hablar de la economía mediterránea hemos tenido que recurrir 
en numerosas ocasiones a términos o conceptos que cuestionan la 
existencia de grupos de hombres y familias, más o menos jerarquiza- 
das en el seno de una misma sociedad global y cuya definición y rela- 
ciones resultaban de importancia para la comprensión de los hechos 
económicos. Nada hay de sorprendente en la existencia de grupos o 
clases, pero ni su identificación, ni su descripción, ni sus relaciones 
se desprenden de ella. Sin embargo, el mundo mediterráneo de los 
siglos 1 y 1 a. de J. C., en vías de unificación por los romanos, no 
constituía una sociedad global, Un conjunto innumerable de «Estados» 
—ciudades, etnias, monarquías— formaban otros tantos microcosmos, 
repartidos además en vastas fisonomías lingúísticas o culturales (mun- 
do griego, mundo celta, mundo semítico, mundo bárbaro oriental, 
Egipto, etc.), cada una con su estructura y su funcionamiento propios. 
Por muy grande que pueda ser el interés de un estudio comparativo 
y por necesario que pueda resultar, es imposible hacer aquí siquiera 
un esbozo. Las ciudades griegas helenísticas no son mal conocidas; 
Egipto nos permite el acceso a sus secretos gracias a los papiros y a 
los trabajos de la escuela de Lovaina. Pero ¿qué sabemos realmente 
sobre las estructuras y la dinámica social de las ciudades semíticas e 
incluso del Cartago de los siglos 111 y 11? ¿Poseemos con respecto al 
mundo celta o celta-ibérico, mucho más que las escasas páginas que 
le dedican César o Estrabón, o las informaciones, muy posteriores, 
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sobre los pueblos irlandeses de los siglos vIt-1x d. de J. C.? El heleno- 
centrismo o el romanocentrismo que ha imperado hasta aquí en estos 
aspectos no refleja tan sólo un apriorismo, sino simplemente el reparto 
cuantitativo de las fuentes. Así, en este capítulo nos veremos obligados 
—sin perjuicio de insistir sobre las investigaciones que es necesario 
llevar a cabo y de indicar algunos resultados— a centrarnos funda- 
mentalmente en Roma e Italia. De todas formas, debemos señalar 
desde el primer momento que Italia no constituía en esa época un con- 
junto unitario, sino un mosaico de colectividades y comunidades aún 
relativamente autónomas hasta en torno al año 90 a. de J.C., y que 
sólo en el plano político estaban unificadas por Roma. En el interior 
de este vasto dominio, la ciudad de Roma (el conjunto de las cives), 
que formaba un todo coherente y fuertemente estructurado desde el 
punto de vista cívico, no estaba tampoco unificada en el aspecto social. 
Y ello porque había integrado en su seno a un excesivo número de 
alógenos, individualmente o en grupos, y en diversos grados de la 
escala social, procedentes, además, de horizontes demasiado distintos. 
En el marco de una sola ciudad —aunque es cierto, de tamaño des- 
mesurado— las solidaridades o los conflictos sociales se verán falsea- 
dos, así, por lazos u oposiciones de tipo geográfico, étnico, cultural o 
político que segmentan siempre lo que llamaremos Italia. No es posi- 
ble establecer aún —y será una de las labores urgentes en el futuro— 
el cuadro de estos lazos y contrastes, basado en indispensables y «fi- 
nos» análisis, 

Analizar una sociedad es ante todo inventariar grupos suficiente- 
mente coherentes, identificarlos e individualizarlos. Habrá que recurrir 
a diversos enfoques para interrogar el pasado de maneras distintas y 
complementarias. Por ejemplo, habrá que investigar sobre los grupos 
que surgen de la economía (de un «modo de producción» si se quiere), 
o incluso tratar de buscar grupos «socioprofesionales». De hecho, en 
una sociedad que ha alcanzado cierta dimensión y cierto grado de 
desarrollo, los grupos, las jerarquías y conflictos que en ella ocurren 
son diversos, coexisten en cada momento. Prácticamente, cada indivi- 
duo se ve situado en varias jerarquías paralelas, según las circunstan- 
cias o el plano desde el que se le considere. Por otra parte, cada socie- 
dad desarrolla una concepción voluntarista y normativa de sus pro- 
pias estructuras (lo que puede llamarse, si queremos, una «ideología»). 
Cada grupo puede elaborar, incluso, de conformidad o apartándose 
de este ideal colectivo, su propia «ideología». La labor del historiador 
consiste en distinguir la realidad social, basada en relaciones económi- 
cas y jurídicas constrictivas, así como los reflajos e imágenes que esta 
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realidad engendraba o bajo las cuales algunos, conscientemente o no, 
intentaron ocultarla o corregirla. 

He aquí un primer hecho a resaltar: en Roma encontramos tres 
series de términos muy diferentes con respecto a los grupos, jerarquías 
y relaciones sociales. Por una parte, términos técnicos, precisos (a be- 
neficio de inventario), que designan oficios o actividades profesiona- 
les: por ejemplo aquellos que designan diversos tipos de mano de 
obra libre agrícola o las innumerables categorías de artesanos y de 
pequeños comerciantes (véase más adelante, p. 123). Incluiremos entre 
estos términos precisos los que designan al propietario de la tierra 
(dominus) en cuanto que posee el instrumento fundamental, la tierra, 
y los medios de producción (la familia, comprendidos los esclavos), 
así como aquellos que designan al arrendatario (colonus, aparcero, 
o de otro tipo). Si bien es cierto que este vocabulario indica, de al- 
guna manera, la existencia de una especialización económica (vocabu- 
lario cuya extensión habría que estudiar y describir con precisión en 
el período que estudiamos, en especial para determinar hasta qué 
punto se tomaban términos de otros substratos culturales, etrusco o 
griego), hay que resaltar que estos términos no indican, por lo ge- 
neral, el lugar ocupado en la jerarquía de la fortuna. En efecto, el 
dominus puede ser tanto dueño de un herediwm de 2 ha como un 
terrateniente latifundista; el margaritarius (mercader de perlas) puede 
ser un modesto propietario de una tienda o un joyero, etc. Se ha que- 
rido ver, por ejemplo, que existía diferencia entre los términos mer- 
cator y negotiator, el primero mucho más peyorativo que el segundo 
en el vocabulario político y, sin duda, reservado para el «pequeño» 
comercio. Y, sin embargo, cualquier mercator podía calificarse de 
negotiator sin que nada se lo impidiera. Por contra —y es ésta una 
primera observación—, estos términos, digamos de «profesión», utili- 
zados por muchos individuos sin ninguna reticencia (en las inscripcio- 
nes funerarias, por ejemplo), no pueden ni deben aplicarse nunca a 
quienes formaban parte de las capas dirigentes o dominantes, aunque, 
desde luego, designarían perfectamente sus actividades reales. Por 
ejemplo, a los caballeros que, entre otras cosas, se dedicaban a la 
compra y venta de trigo e incluso de productos egipcios (Rabirio 
Póstumo, amigo de César y de Cicerón), nunca se les daba el nombre 
de mercator, como veremos, por incompatibilidad jurídica e ideo- 
lógica. 

El segundo conjunto de términos está constituido por aquellos que 
designan, casi siempre por oposición y utilizados de dos en dos, con- 
trastes desde luego esperados: humiles opuestos a los «poderosos» o 
a los «primeros», pobres o «modestos» (tenues) opuestos. a los «ri- 
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cos», a los «opulentos», o «plebe» (con sus sinónimos: la masa, mul- 
titudo, la muchedumbre, etc.) opuesta a «los pocos» (pauci). Todos 
estos términos deben ser cuidadosamente sopesados, inventariados, en 
función del texto en el que aparecen, y estudiados (¿quizá con los 
métodos modernos de la lingiística histórica?) en sus matices, su 
contexto y según la frecuencia con la que aparecen. No obstante, todos 
ellos tienen en común, además de su carácter vago, impreciso y meta- 
fórico, el hecho de que describen simplemente unas situaciones sin 
decir nada sobre la causa que las provoca. No dicen (directamente) 
lo que hace que los poderosos sean poderosos, qué clase de riqueza 
poseían los ricos. Si algunas palabras, e incluso algunas etimologías, 
son en sí mismas expresivas, como es el caso de locuples, que quiere 
decir rico, pero más exactamente rico en tierras, o de pecuniosus (de 
pecunio, originalmente «ganado»), utilizadas con frecuencia en textos 
polémicos o por historiadores con inclinación retórica, no prueban, 
en suma, por su propio negativismo, sino la magnitud de los contras- 
tes «sociales» que erosionan el ideal de consensus de toda ciudad 
antigua, la gravedad, en algunos casos determinados, de las desigual. 
dades de hecho o de derecho, que caracterizarían —d¿como signo 
distintivo de lo que podríamos llamar su subdesarrollo? — a las so- 
ciedades basadas en una economía de penuria. Á estas dos primeras 
categorías de palabras corresponden los substratos generales genus, 
fortunae, condiciones (hominum), 

Queda un tercer conjunto de términos cuya utilización obedece a 
normas muy diferentes y que nos pone en contacto con una realidad 
histórica más específica: se trata de palabras —substantivos o adje- 
tivos— que tienen todas ellas un valor preciso de rangos, que otorgan 
a un grupo o a un individuo un lugar concreto en una o varias jerar- 
quías, Como veremos, tales rangos vienen definidos en general por 
textos oficiales y, a menudo, por la ley. Derivan casi siempre del ejer- 
cicio de determinadas funciones o conceden el derecho exclusivo de 
acceder a ellas, Algunos son hereditarios o tienden a serlo. Aquellos 
que los poseen en común forman grupos coherentes que constituyen 
a modo de auténticos órganos o cuerpos organizados en el interior del 
Estado. La mayor parte de las veces estos grupos sólo existen para 
el Estado, son creados, reconocidos y organizados por éste, Éstos gru- 
pos son numerosos en la cúspide de la jerarquía, pero sería falso 
pensar que sólo existían en ese nivel, pues en lo más bajo de la escala 
que llamaríamos social (es decir, entre los humiles o los tenues) en- 
contraremos la misma tendencia a la agrupación organizada, al encua- 
dramiento, al reconocimiento de un rango que, por muy inferior que 
pueda ser, comporta por su misma existencia oficial algunas compen- 


109 


saciones, una apariencia de dignitas, palabra clave en este sistema. 
Todas las palabras que designan estos conjuntos estructurados —clas- 
ses, condicio, ordines (los órdenes) e incluso, en rigor, collegia o 
sodalitates, denotan esta voluntad organizadora que deberemos iden- 
tificar y analizar. Á estos grupos, considerados colectivamente, corres- 
ponden títulos que toman los individuos o familias que en ellos se 
encuentran. Algunos, fácilmente identificables, como «senador» o <ca- 
ballero», «escriba», «liberto», «publicano», que por voluntad expresa 
cito en desorden; otros, cuya interpretación histórica resulta más 
difícil, como los más célebres de entre ellos, «patricio», «noble» o 
incluso «caballero» o «proletario». Con todo, estos títulos poseen 
un substrato etimológico que nos indica al menos su origen, aunque 
posteriormente se haya producido una deformación, una utilización 
gzeugmática» como dicen los ingleses, Pero la sociedad romana era 
una sociedad nominalista que conoció también, desde finales de la 
época republicana, el «título» de prestigio, que expresaba metafóri- 
camente un rango real o esperado, Así, adjetivos como «bueno», «ex- 
celente», «espléndido», «brillante» o «muy brillante» tienden a adqui- 
rir, o adquieren formalmente, un valor cuasijurídico y, en algunos 
de ellos, totalmente preciso, en lugar de toda una perífrasis oficial. 
No podían ser usurpados sin riesgo, salvo en los períodos de conmo- 
ción, de revolución; eran siempre más o menos susceptibles de con- 
trol o, si se desvalorizaban, eran substituidos por otros, cuyo uso sería 
tanto más estricto cuanto más reciente fuese. 


Los párrafos que anteceden exigen algunas indicaciones metodológicas o his- 
toriográficas. Hasta principios del siglo x1x (todavía con Niebuhr o Joseph Nau- 
det), se daba por sentado que la sociedad romana de los primeros tiempos y de 
la República era una sociedad «de órdenes» o <nobiliaria» próxima, en cierto 
sentido, a los modelos medievales o al Antiguo Régimen, Por ello encontramos 
muchas veces, en los historiadores de este período estudios excelentes, aunque 
intuitivos. Las consecuencias de la Revolución francesa, la ideología «liberal» y 
burguesa del siglo xix, la invasión del campo epistemológico por la obsesión de 
los hechos económicos (común a historiadores marxistas y burgueses de finales 
del siglo xIx y comienzos del xx, desde Belot a Rostovzeff) contribuyeron a obli- 
terar aquella característica fundamental, De ahí la proliferación de palabras y 
conceptos como «burguesía», «capitalista», «aristocracia agraria», «proletariado», 
etcétera, muchas veces con fines polémicos o ideológicos, ajenos a la historia, 
Los juristas o los historiadores formados en la disciplina del derecho, como 
Mommsen, conocían la compartimentación oficial de la sociedad romana en «cuer- 
pos constituidos» o «corporaciones» (según la expresión utilizada por Momm- 
sen: Korporative Organisation); pero para ellos, o sus epígonos, era tan sólo 
un marco teórico que substituían por sus propias categorías modernas. Ya que 
el estudio semántico de las palabras que hemos esbozado anteriormente no se 
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realizaba de forma exhaustiva (estudio que, por otra parte, dista mucho de estar 
terminado), el contenido social de los textos antiguos, sobre todo en la traduc- 
ción de textos literarios, se ve afectado por un sistemático anacronismo. Se 
ignora incluso el sentido extraordinariamente preciso de una palabra como no- 
bilitas, pese a la demostración de Gelzer (¡1912!), La prosopografía, que re- 
coge y estudia a todos los individuos que nos son conocidos, se ha utilizado, 
sobre todo, hasta estos últimos años —y no sin algunos excesos— para el estu- 
dio de los lazos y grupos políticos. Pero cuando se ha aplicado a los grupos y 
relaciones sociales ha demostrado ser de gran utilidad y, por ejemplo, permite 
delimitar con mayor precisión la utilización de los títulos y, por ende, su valor 
exacto. La prosopografía social, pronto terminada dado lo exiguo de los datos 
de la época republicana, nos ilustra sobre todo ——como era lógico esperar por 
el estudio de las fuentes— sobre las capas superiores; cuando menos pone de 
manifiesto criterios de diferenciación lo suficientemente convergentes como para 
que puedan ser adoptados como punto de partida, 


2. Clases, órdenes y sistema censitario 


Las diversas categorías oficiales y jerarquizadas en las que se dis- 
tribuía la población cívica romana se organizaban, casi todas ellas, en 
torno a la operación fundamental que constituye el census, Operación 
periódica (quinquenal en principio, al menos desde el año 443), orga- 
nizada por magistrados ad hoc (era la magistratura más honorífica 
desde el siglo 111) que suponía el censo y el reparto racional de los 
ciudadanos en una serie de grupos por el propio Estado y en función 
de sus necesidades. En la ciudad romana regía, por tanto, una desigual- 
dad intrínseca. Si bien todos los ciudadanos eran iguales en principio 
en tanto que sujetos de derecho (Catón, en Festus 408 L), sin embar- 
go, la ciudad vivía desigualdades de hecho entre los individuos y los 
grupos, ya fueran físicas, económicas o sociales. Lejos de pretender 
ignorarlas, se servía de ellas para efectuar un reparto lo más armo- 
nioso posible entre derechos y deberes, cargas y ventajas, pérdidas y 
beneficios, de forma que incluso los menos favorecidos se sintieran 
solidarios de una colectividad que tendía a hacer aceptable su suerte. 
Tal es, al menos, la justificación teórica, tomada de la filosofía política 
griega desde Platón y Aristóteles (es el principio de la «igualdad 
geométrica») que los romanos daban a su propia organización desde 
finales del siglo 111 (Dionisio, IV, 19-21; Tito Livio, XXVI, 36, 2). 

Al principio, el objetivo del census se limitaba a tres aspectos: 
militar, fiscal y político (en el sentido estricto de la palabra, acceso 
a las deliberaciones, a las decisiones y a las funciones). No puede 
extrañar, pues, que la distribución a la que liegaba el census —y que 
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se mantendría invariable— se adaptara esencialmente a estos tres as- 
pectos. Se trataba de establecer «grados» (gradus) entre los ciudada- 
nos en la medida en que éstos fueran movilizados, contribuyentes o 
electores. Así surgen las grandes categorías que establece primero (es 
decir, desde nuestro punto de vista, de finales del siglo 1v al siglo 11) 
el sistema del censo: los movilizables, es decir, los que contaban con 
recursos suficientes (en capital) y cualificaciones de tipo moral y cívico 
(no ser liberto, etc.) para servir en la legión; serían éstos los adsidui, 
a los que se oponen los que no alcanzan estos requisitos, capite censi 
(censados únicamente por su persona) y proletarii (quienes, además, 
tenían niños). Pero entre los movilizables se establecen numerosos 
grados, calculados muy exactamente, según la estimación total de su 
fortuna en capital: cinco classes (literalmente: orden de llamada) 
definidas y numeradas (de ahí la expresión: «de primera clase», «clá- 
sica», en el sentido de excelente) por una cifra censitaria redondea- 
da: quien poseía un capital estimado en 100 000 as, o el equivalente 


en sestercios. 


Es fácil comprender la importancia primordial que tienen en un sistema de 
estas características las escalas censitarias, siempre arbitrarias puesto que res- 
ponden a una decisión de la autoridad. Las que nos proporcionan las fuentes 
para la época republicana conocieron una importante modificación en el pe- 
riodo de crisis monetaria de la segunda guerra púnica: las cifras del censo de 
las clases de los infantes se expresaban en as sextantarios (introducidos en el 
año 214). Vemos, pues, que la definición de una categoría cívica (y social) 
como, por ejemplo, «proletario», puede variar según las necesidades del Estado: 
¡era proletarius quien tenía menos de 12500 as hacia el año 200, el que poseía 
menos de 4000 as hacia el 150-123 y quien contaba con menos de 1500 as hacia 
el 107! Es igualmente destacable la relativa inalterabilidad de las cifras censi- 
tarias en los períodos de lentas «devaluaciones» monetarias, rasgo propio de la 
civilización de la ciudad (Aristóteles, Pol., V, 6, 11, 1306 b) (cf. [690]). Parece 
que en los propios documentos de estado civil (cf, más adelante) que reflejan 
unos nombres socialmente importantes, la cifra censitaria se adjuntara a veces 
al nombre del individuo (Métier de citoyen, p. 92). 


Una nueva división aparece en el seno de las cinco classes de los 
movilizables-contribuyentes, entre los infantes y los que, por el con- 
trario, se consideran aptos para servir como caballeros, También aquí 
la distinción es censitaria. El censo ecuestre lo fijaban arbitrariamente 
los censores ——hasta mediados del siglo 1I— en la fracción más ele- 
vada del de la primera clase. Poco más tarde se fijó una cantidad 
específica, en la nueva moneda de cuenta, el sestercio (400000 sester- 
cios, diez veces el montante del censo de la primera clase). Pero hay 
que recalcar que la cualificación censitaria, única condición exigida 
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para el servicio como infante, nunca llegaría a ser suficiente para el 
servicio en calidad de caballero: según dicen los textos, sólo se con- 
taría a «los mejores»; en especial nunca se podría contar con los 
libertos y quizá tampoco con los hijos de libertos. Así, los equites 
reclutados aparte para el ejército, tendrían derecho también a ocupar 
un lugar especial en la organización de los comicios (las 18 «centurias 
ecuestres», en las que estarían censados durante el tiempo que durara 
su servicio militar, pero también después, al menos en torno a los 
años 129-123 a. de J.C.). En suma, la organización censitaria, en su 
forma más antigua y más amplia, conocía tres grupos jerarquizados: 
los equites (los más ricos y los «mejores», lo que sin duda tiene que 
ver con las viejas tradiciones muy extendidas sobre el carácter aristo- 
crático del servicio a caballo), los pedites (infantes lo bastante ricos 
como para servir en la legión) y los capite censi y los proletarit, dis- 
pensados del servicio militar y del impuesto directo debido a su po- 
breza. Sólo esbozamos aquí las grandes líneas de este sistema. De 
hecho, las clases se subdividían en grupos más reducidos, las centurias 
(193 en total), que no eran, como se ha pensado muchas veces, unida- 
des del ejército, sino unidades de reclutamiento, de percepción de im- 
puestos, de voto; de ahí que su número fuera fijo aunque variaran 
mucho en extensión, unas con muy pocos individuos y otras con mi- 
llares de personas (cf. más adelante, p. 257). El sistema censitario re- 
flejaba así —en sus grandes líneas y pese a esta división en tres ca- 
tegorias un tanto sumaria— la jerarquía fundamental y los grandes 
grupos de la sociedad romana que, si bien tendrían tendencia a diver- 
sificarse, serían determinantes durante todo el período republicano. 

No obstante, aun ateniéndonos a las discriminaciones que son in- 
cumbencia de los censores, aparecen otras categorías que vienen a 
añadirse a la vieja organización censitaria de los siglos Iv y 11. Los 
censores elaboran también la lista de los senadores, más tarde la de 
los «funcionarios» de la administración (escribas, aparitores, prego- 
neros, lictores, etc.) y posteriormente aún, la de algunos publicanos. 
A finales del siglo 11 los pretores elaboran la relación de los jueces. 
No obstante, la mayor parte de estas categorías no llevan el nombre 
de classis, sino que se llaman «órdenes» (ordines). Por otra parte, no 
todas son contemporáneas y en la actualidad se intenta establecer el 
momento de su aparición. B. Cohen ([659]; [660]) ha elaborado así 
una relación de 27 categorías —para todo el período de la República 
y del Alto Imperio— con derecho, oficialmente, al título de «órdenes». 
En la inmensa mayoría de los casos el uso de esta palabra es muy 
estricto y las desviaciones semánticas son muy raras: no puede ha- 
blarse en Roma del «orden» de los mercaderes como, en nuestros días, 
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no puede hablarse del orden de los carniceros. El término Ordo no se 
aplica, pues, sino a un grupo reconocido oficialmente (por los censores 
u otros magistrados), controlado, producto de la inscripción nominal 
de los individuos que lo componen y, en algún sentido, privilegiado, 
es decir, dotado de un estatuto jurídico por modesto que pueda ser, 
que le asegure, además de su singularidad, una vocación para ciertas 
funciones y también, a menudo, el monopolio de su ejercicio. Natural. 
mente, la mayor parte de estos ordines que aparecieron en tiempos de 
la República se concentraban en el seno de la primera clase censita- 
ria. Pero la lógica de su distinción es diferente y esa es la razón por 
la que la palabra es distinta. En realidad, existe un «orden» cuando 
hay control (al menos teórico) del Estado con vistas al ejercicio de 
ciertos cargos y además (aunque esto no sea cierto hasta finales del 
siglo 11) cuando se manifiesta, con respecto a la pertenencia a estos 
grupos, una tendencia a la herencia. 

Esa tendencia es clara e instructiva por lo que respecta al orden 
senatorial, el orden ecuestre y el orden de los escribas. Si hasta me- 
diados del siglo 1 a. de J. C. el orden senatorial no agrupa, en sentido 
estricto, más que los miembros de la Asamblea (la relación de sus 
componentes es elaborada por los censores o por otros magistrados), 
en realidad se pueden incluir en él hasta la época de Augusto a los 
hijos de los senadores y quizá también a sus agnados. Sería necesaria 
una medida legal, reservando en principio a los hijos de los senadores 
el derecho de llegar a serlo a su vez (salvo derogación concedida 
por el príncipe), medida tomada por Augusto entre el 18 y el 13 a. 
de J. C., para que la expresión «orden senatorial» designe oficialmente 
a los senadores y a sus familias. El mismo fenómeno, pero un siglo 
antes, se produjo en el orden ecuestre. Al principio sólo lo componían 
quienes eran considerados dignos de formar parte de él por los cen- 
sores y que habían servido efectivamente como caballeros, pero hacia 
los años 120-90 a. de J.C. (con la desaparición casi total de la caba- 
llería nacional), la expresión «orden ecuestre» pasa a designar en el 
lenguaje corriente (aunque no en los textos jurídicos: cf. aquester lo- 
cus, Cicerón, De lege agraria, 1, 32) también a los hijos de los caba- 
lleros. El orden de los escribas no agrupaba en principio más que a 
un conjunto de personas entre los que se elegía por sorteo todos los 
años a los «funcionarios» de los diversos magistrados. Pero como los 
titulares podían «vender» o «legar» su puesto en este «orden» gracias 
al sistema del «substituto» (vicarius), pasa a tener una connotación 
social y no puramente administrativa (cf. Cicerón, 2 Verr., 1, 182- 
184). Por otra parte, a cada uno de estos «órdenes» corresponde una 
calificación censitaria del mismo tipo que la que diferencia a las ela- 
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ses. Como ya señalaba Madvig en el siglo x1x (dato que luego muchos 
no han tenido en cuenta), para ser senador no sólo era necesario haber 
ejercido los honores sino también poseer el censo de caballero. Fue 
Augusto quien introdujo un censo específico, elevando el límite de 
400 000 sestercios a un millón. Naturalmente, también era necesario 
haber ejercido los honores, salvo en algunos casos excepcionales (en 
el año 216, en el 80 en tiempo de Sila, en el 46 durante el gobierno de 
César). Hacia el año 150 a. de J. C. se determinó un censo ecuestre 
específico que luego en el año 123 se estipuló también para el orden 
de los jueces. Indiquemos que idéntico sistema existía también en la 
esfera municipal: era necesario un censo (quizá de 100 000 sestercios 
a finales de la República) para formar parte del ordo de los sena- 
dores (decuriones) de una colonia o de un municipio. A partir del año 
123 era necesario igualmente poseer el censo ecuestre, y posiblemente 
incluso el título formal de caballero, para ser publicano (cf. más ade- 
lante, p. 185). En suma, los órdenes romanos eran a modo de listas 
de aptitud basadas a la vez en la «dignidad», la fortuna y la herencia. 

Existían otros grupos con idéntica sanción oficial, pero en este 
caso sin relación evidente con el census. Nos referimos a los dos 
grupos con mayor prestigio, situados sin duda en la cima de la jerar- 
quía para los romanos, y quizá también para sus sucesores europeos 
durante muchos siglos: los «patricios» y los «nobles». La mayoría de 
los historiadores cae en una gran confusión con respecto al empleo 
de estos términos, a pesar de que su sentido es muy preciso en latín. 
Es cierto que, al menos para el primero, se planteaba desde la Anti- 
giiedad el problema de su origen, respecto al cual los contemporáneos 
de Cicerón o de Augusto se hallaban quizá menos informados que 
nosotros, salvo los especialistas, sobre todo los lexicógrafos y los ju- 
ristas. De ello deriva un empleo a veces «zaugmático» de estos térmi- 
nos —en Tito Livio por ejemplo y, «a fortiort, entre los autores grie- 
gos— en el deseo de encontrar equivalencias no siempre pertinentes. 
De ahí que algunas veces se dé a estos términos connotaciones de tipo 
económico (los «patricios» de los primeros tiempos se presentan, así, 
como individuos ricos, usureros, acaparadores de tierras) o político 
(los patricios que abusaban del poder y maltrataban a los plebeyos, 
asimilados en general a los humiles). Pero, desde luego, la existencia 
de cualificaciones o descalificaciones de tipo religioso para los «patri- 
cios», de carácter político para los «nobles» (a finales del siglo 11 al 
menos), las discusiones de los juristas para saber si se podía —y 
cómo— perder el patriciado, las investigaciones minuciosas, a veces 
de tipo judicial, a las que a menudo se recurría para negar la cali- 
dad de tal a individuos o familias, nos llevan a comprender que se 
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trataba de grupos cerrados y rigurosamente definidos. Grupos muy 
restringidos también que no resultaban tan sólo de una posición de 
hecho en la sociedad, sino que surgían de criterios de orden cívico. 


Mucho se ha discutido sobre el origen y la definición del patriciado. De 
todas formas, era un grupo muy antiguo, si no del período monárquico, al me- 
nos de los comienzos de la República. La mejor definición de que disponemos 
es la que ha dado la arqueología jurídica y que ha sido propuesta por A. Mag- 
delain y por P, C. Ranouil: los patricios eran los descendientes de los titu- 
lares de la magistratura suprema con ¿mperium de los primeros tiempos de la 
República, a la que el derecho sagrado de ese tiempo reconocía una especie de 
monopolio de los «auspicios mayores», de los que ellos y sus descendientes eran 
en cierta forma depositarios, Socialmente, se trataba, pues, de un grupo de fa- 
milias definido por un criterio político-religioso, constituido en grupo cerrado 
entre el 508 y el 433, cuyos descendientes directos sólo conservarían, hasta la 
época imperial, el privilegio de proveer los cargos de interrex y algunos flá- 
mines mayores. Era, por tanto, una aristocracia de prestigio político-religioso 
que en determinado momento (hacia el 450) intentó constituirse en «casta» por 
endogamia, Desde luego, se trataba de un grupo muy restringido (solamente 
30 familias han sido identificadas en los momentos finales de la República, per- 
tenecientes a 13 gentes; las restantes han desaparecido). El patriciado se perdía 
en algunos casos concretos (los Servilii Gemini a consecuencia de los postlimii- 
nium entre el 218 y el 203), incapacitaba para ser tribuno de la plebe, etc. 
(Sobre todos estos aspectos, cf, Ranouil [698], 147.149,) Aunque desde luego 
era origen de prestigio, el patriciado no implicaba ninguna primacía de orden 
económico: pese a lo que se haya dicho en contrario, no aparece ninguna forma 
estrictamente patricia del derecho de propiedad y no existía, desde luego, nin- 
guna «tierra» patricia, El patriciado se conservaba en la descendencia en línea 
directa pese a la desaparición de ciertos individuos y su empobrecimiento, En el 
siglo 1 a. de J.C. veremos resurgir una generación de políticos que no eran 
más que «patricios venidos a menos», como Cornelio Sila, Catilina, Ser. Sulpicio 
Rufo, después de una interrupción de varios siglos, 

La nobilitas, más reciente, resulta menos enigmática. Los estudios pioneros 
de Matthias Gelzer, comenzados en 1912 [668], han hecho la luz gracias a la 
prosopografía, Eran «nobles» quienes contaban con un antepasado directo que 
hubiera ejercido, desde el acceso de los plebeyos a las magistraturas a partir 
del año 366, una magistratura curul, Esto por lo que se refiere al siglo 11, En 
el siglo 11 la utilización de este término se limita aún más y queda reservado 
prácticamente para los descendientes de los cónsules. De todas formas, existían 
grados en «la» nobleza; sería mejor hablar «de las» noblezas: la antigúedad 
del acceso a las magistraturas, el número e importancia de las magistraturas en 
un mismo linaje, y la existencia de triunfos, de censuras, introducían toda una 
serie de matices vivamente sentidos y reivindicados, Por ejemplo, para el si- 
glo 11 a. de J.C, la relación de las familias de la nobleza indica la existencia 
de 19 consulados entre los Caecilii, 18 entre los Fabii, 13 en los Valerii, 12 en 
los Atilii, 11 en los Aemilii, 10 para los Fluvii, 8 entre los Claudii patricios, 
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8 para los Claudii Marcelli (plebeyos) y entre los Sempronii (De Martino [681], 
Il, 142), y ello nos da una idea precisa sobre la jerarquía de la nobilitas. En 
conjunto, todas las familias de la nobleza, antigua o reciente, no eran más que 
un puñado, algunas decenas a lo sumo: aproximadamente el 0,05 % de la po- 
blación cívica, Ningún privilegio de derecho le estaba reservado a la nobleza 
(si no es el de exhibir en los funerales las imagines de los antepasados), pero 
en el curso del siglo 11 se creó un privilegio de hecho singularmente importante: 
el consulado parece reservado a las familias nobles. Sin embargo, en el plano 
legal nada pudo impedir la candidatura y el éxito de Mario en el 107, «hombre 
nuevo», Á pesar de esta fisura, el bastión nobiliario seguiría siendo sólido: en 
el siglo 1 todavía el 88,5 % de los cónsules provenían de las familias consu- 
lares, o sea, de una nobleza más o menos reciente, A título individual, el ac- 
ceso al consulado de un hombre nuevo, no le convertía en noble exactamente 
(sólo sus hijos lo serian), pero «le hacia parecido» a ellos, Pero la inexistencia 
de una base jurídica hacía que estas reivindicaciones o estas resistencias que- 
daran sometidas a las circunstancias y a las vicisitudes políticas, Los hombres 
nuevos y los nobles no siempre eran opuestos, según la forma en que se hu- 
biera producido la integración de los primeros. Basada en la función pública 
y la política, la nobleza no vive más que para ella; la nobleza no define ni un 
rango económico, ni un rango jurídico, sino una forma determinada de rela- 
ciones con la ciudad, 


Desde el punto de vista demográfico, el rango de patricio o de 
noble no afectaba más que a una ínfima minoría de la población cívica 
romana. Á este respecto, el orden senatorial y el orden ecuestre, que 
eran de hecho los dos únicos primi ordines, eran más importantes : el 
Senado agrupaba a unos 300 individuos hasta el año 80, de 450 a 600 
hasta en torno al 49, un millar durante las guerras civiles y el período 
de los triunviratos, cifra que descendió hasta 600 bajo el gobierno 
de Augusto. En consecuencia, unos centenares de familias sobre las 
que a finales del período que estudiamos recaían en parte el honor y 
las limitaciones correspondientes a su rango individual. El orden ecues- 
tre era mucho más amplio, Aunque desde luego no hay que identifi- 
carlo con los efectivos de la caballería movilizable (23 000 en el año 
225 a. de J.C., lo que correspondía, por tanto, a una «población» de 
75000 a 100000 personas), el número de los que tenían derecho al 
título de «caballero romano» no debió de ser muy superior a las 2500 
hasta finales del siglo 11; este número se incrementó, ciertamente, 
después de la guerra social, por la integración progresiva de las aris- 
tocracias o las «burguesías» de Italia. El hecho de que en tiempo de 
Augusto la transvectio equigum (que, desde luego, no agrupaba todos 
los años a cuantos tenían el derecho al título) llegara a veces a reunir 
en Roma a 5000 personas puede darnos una idea del número total de 
los que formaban el segundo orden del Estado. Si consideramos que 
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en esa época la población cívica total era de cinco millones de per- 
sonas, el orden ecuestre constituía una selección muy rigurosa, para 
la que la posesión del censo de 400 000 sestercios no era más que una 
condición entre muchas otras. Concluiremos, con prudencia, que a 
finales de la República los caballeros debian de ser varios millares, 
quizás unas 10000 familias, por tanto el 5'% de la población ciuda- 
dana a lo sumo. 

Más interesante es, quizás, el análisis socioeconómico de estos 
ordines, análisis que hay que realizar en un doble plano. Por una par- 
te, es necesario determinar los cauces de reclutamiento de derecho y de 
hecho: ¿cómo se llegaba a formar parte del orden senatorial, del 
orden ecuestre, gracias a qué actividades o a qué cargos? Por otra 
parte, ¿de qué tipo eran las fortunas (y a ser posible, cuál era su dis- 
tribución) y las fuentes de ingresos o de beneficios, y también el tipo 
de gastos, de estas categorías? Una serie de estudios recientes nos per- 
miten sacar algunas conclusiones sobre estos aspectos. Es totalmente 
legítimo considerar a los dos órdenes como un todo en la medida en 
que durante mucho tiempo el orden senatorial no fue sino emanación 
del orden ecuestre, con idéntica cualificación censitaria, y la misma 
base económica y, como veremos, las mismas actividades. Las diferen- 
cias —que desde luego existían— derivaban de la especialización po- 
lítica de los dos órdenes, de las limitaciones e incompatibilidades lega- 


les que les afectaban. 


a) Los cauces de reclutamiento. Por lo que respecta al Senado, 
la base era ante todo el ejercicio de las magistraturas, que resultaba de 
una candidatura, acto voluntario que era natural en el caso de los 
descendientes de antiguos magistrados (con excepciones notables y mal 
vistas) pero era más significativo en el caso de los equites: elección 
de carrera en la que intervenían, con importancia distinta según las 
épocas, los medios sociales y las familias, el deseo de prestigio, el gus- 
to por el poder, la ambición, la cultura y a veces la codicia, Todo ello 
impregna la ideología cívica dominante, no siendo más que un aspecto 
de la concepción antigua del «ciudadano» privilegiado, e incluso ocio- 
so, que se consagra exclusivamente a los asuntos colectivos. La presión 
de esta ideología dominante era tan fuerte, hasta el siglo 1 a. de J. C., 
que apenas encontramos ningún conflicto hasta ese momento: la meta 
normal del éxito, de la ambición, era acceder al Senado, y luego, si era 
posible, a la nobleza. Las tradiciones gentilicias y el sistema de clien- 
telas desempeñaban un importante papel en este sentido. Sólo en los 
últimos momentos del siglo 11 se plantean conflictos cuando el desem- 
peño de algunos cargos (como el de jurado, o el de publicano) quedan 
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prohibidos para los senadores, cuando la tentación de dedicarse a acti- 
vidades de tipo «económico» (negotia, publica) o cultural (la «vida 
contemplativa» o el derecho) unida a la exasperación de la compe- 
tencia en el juego político y a su peligrosa dramatización provocaron 
en los equites una vocación para el otium (Cicerón, Pro Cluentio, 153- 
154; Nicolet [684], 1, 699-722). Y, no obstante, en esta época el nú- 
mero ereciente de homines novi demuestra la permanencia de los pres- 
tigios tradicionales. E 

Son interesantes los casos que conocemos de promoción directa 
al Senado de individuos que no habían sido antes magistrados. En el 
año 216, y para substituir a los 174 senadores muertos en la guerra, 
Fabio Buteo eligió idéntico número entre los equites y quizás entre 
los simples plebeyos que se habían distinguido en el combate. En el 
año 80, Sila recompensó de este modo a sus oficiales y a algunos cen- 
turiones o soldados. El caballero que pretendía seguir el cursus ho- 
norum tenía que haber cumplido su servicio militar, de ser posible 
como tribuno o prefecto, o al menos como miembro de un estado ma- 
yor (los amici del general). Desde finales del siglo 11, aparece, sin 
embargo, otro sistema de reclutamiento: Sila introdujo en el Senado 
a un cierto número de jueces ecuestres de los tribunales permanentes. 
Las carreras del foro eran también un buen trampolín (pero ¿puede 
hablarse ya de «carrera»? La acción judicial no era tanto una profe- 
sión como un officium, que se integraba en un sistema de dependencia, 
de servicios, en las estructuras de la clientela, que sólo secundaria- 
mente tenía aspectos económicos e incluso técnicos. De un total de 51 
caballeros que sabemos se dedicaban a actividades de tipo «liberal» 
(esencialmente de carácter jurídico), 15 accedieron a los honores, di- 
rectamente o en descendencia, lo cual constituye un porcentaje elevado 
(Nicolet [684], I, 450-456), que no sería igualado sino por el de los 
antiguos oficiales del ejército ([684], 1, 270-284). En cambio, son 
mucho más raros los casos de antiguos caballeros que, tras dedicarse 
a actividades de tipo económico (negotia, publicanos), llegaron a ser 
senadores. Y ello, en primer lugar porque, al menos oficialmente, de- 
bían renunciar formalmente a este tipo de actividad una vez que hu- 
bieran pasado a formar parte del Senado, por imperativo de la ley 
(lex Claudia del año 218, T.L., XXI, 63, 3, renovada sin duda en el 
123 y en el 59 a. de J.C.). La más clara de las incompatibilidades 
afectada, evidentemente, a los publicanos; los senadores quedaban 
excluidos de las adjudicaciones. 


b) Los fundamentos económicos. Caballeros y senadores tenían 
en común una cualificación censitaria mínima: eran los más ricos. Es 
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seguro, incluso, que esa fortuna censitaria debía consistir —al menos 
para los senadores— en tierras, posiblemente en tierras de Italia. No 
debe extrañarnos el predominio absoluto de la propiedad territorial 
en las clases dirigentes cuando hablamos de una economía todavía 
esencialmente agraria. No obstante, lo cierto es que la tierra estaba 
sobrevalorada en esa sociedad, ante todo como fuente de «dignidad», 
aunque no otorgara ningún rango particular a quien la poseía, sino 
que se trataba tan sólo de un estilo de vida (Cicerón, De Off., 1, I, 151, 
cf. anteriormente, p. 40), como lo demuestra el caso concreto de 
M. Fulcinio, antiguo banquero retirado como propietario a Tarquinias 
(Pro Caec., 11). También estaba sobrevalorada como valor-refugio en 
los períodos de fluctuaciones y penuria monetarias. Se intentaba en la 
medida de lo posible evitar la enajenación del capital agrario, aun a 
costa de acumular deudas (Cic., Caz., IL, 18). No obstante, es cierto 
que la tierra producía beneficio, como lo demuestran los escritos de los 
agrónomos (cf. p. 000). Son muchos los senadores y caballeros de 
cuyas propiedades territoriales se da fe en los textos: 191 senadores 
de un total de 600 conocidos aproximadamente para el siglo 11 y 1, 
50 caballeros de un total de 404. De todas formas, estas cifras no 
parecen muy significativas y, sin duda, también los restantes caballeros 
y senadores poseían propiedades rurales. Más interesantes son las indi- 
caciones de los textos sobre la distribución y el tamaño de las fortu- 
nas. La gran masa de los senadores, y también de los caballeros, po- 
seía patrimonios aproximadamente iguales, de algunos millones de 
sestercios y varios millares de yugadas como máximo. Es notable el 
hecho de que el grupo reducido de los grandes terratenientes que se 
destaca hacia finales del siglo 11 y en el siglo 1, poseedores de fortunas 
y dominios diez veces más importantes (los que Cicerón llamará pisct- 
narit) estaba formado casi exclusivamente por senadores de primer 
rango, en general nobiles, y más concretamente, individuos que habían 
desempeñado un papel político personal. Se conoce, por lo general, el 
origen de estas fortunas, que en el siglo 11 procede de concesiones obte- 
nidas por medios más o menos legales sobre el eger publicus, y en el 
siglo 1 de las proscripciones y confiscaciones de las guerras civiles 
(Shatzman, pp. 37-44). Por otra parte, algunos libertos alcanzan este 
rango de fortuna; es significativo que se trate de partidarios de Sila 
(Crisógono) o de un cliente de los Caecilii (Cecilio Isidoro de la época 
de los triunviratos, Brunt [365]). 
Tampoco presentan contrastes los dos órdenes superiores por lo 
que respecta a las otras actividades o a las fuentes de beneficios: 
tanto los senadores como los caballeros practican eventualmente la 
usura, prestan y toman prestado, en Roma o en las provincias, a indi- 
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viduos o a colectividades, Estas son las actividades que se disfrazan 
con pudor bajo los términos negotía agere, negotiari. Pero los sena- 
dores actúan ilegalmente, por cuanto estas actividades están prohibi- 
das por la lex Claudia. Recordemos que no se trataba de actividades 
realmente económicas (inversiones en la producción o en los inter- 
cambios), sino de prácticas usurarias generalmente sobre los créditos 
públicos, 

El único contraste importante entre ambas categorías, y que daría 
lugar a eventuales conflictos que a veces se han considerado como 
conflictos de «clase», es el que se refiere al arrendamiento de los im- 
puestos, prohibiendo formalmente a los senadores (prohibición que 
seguía en vigor durante el siglo 1) y reservado quizá, por el contrario, 
a los caballeros. En el siglo 11 (Tito Livio, XLV, 18, 4) los conflictos 
entre el Senado y las societates son presentados como estructurales y 
de principio, Pero no se trata de conflictos sociales, sino tan sólo po- 
líticos, administrativos, ya que las relaciones sociológicas entre ambos 
grupos eran muy numerosos. Como observan acertadamente Badian 
e , Shatzman ([701], pp. 182-183), es seguro que en el siglo 1 algunos 
senadores homines novi, relacionados con los publicanos, esperaban 
obtener beneficios no declarados de sus intervenciones repetidas cerca 
del Senado o de los magistrados en favor de los créditos de los publi- 
canos. Pero también aquí los dos grupos se confunden totalmente 
(cf. Nicolet [692]). En definitiva, la oposición entre una «aristocra- 
cia» senatorial esencialmente territorial, y una «burguesía» ecuestre 
de vocación financiera o «capitalista», de la que hablan todavía al- 
gunos historiadores, no resiste un análisis serio. 


ec) Los «órdenes» administrativos. Los trabajos ya antiguos de L. Ross Tay- 
lor [704] y los más recientes de C, Nicolet ([406]) y de B. Cohen ([6591, [6601) 
nos permiten conocer la organización de estos órdenes oficiales, los criterios de 
reclutamiento y las posibilidades de promoción que implicaban. Sin duda, los 
tribunii aerarii (Nicolet, Tributum, 1976, pp. 30-40) eran el cuerpo de los anti- 
guos proeisferontes * del impuesto directo, conservado, aunque en hibernación, 
después del año 167; el ordo de los publicanos debía estar formado tan sólo por 
los socii de las sociedades permanentes y anónimas, En cuanto a los de los es- 
cribas, viatores y praecones, hay que decir que los libertos podian acceder a 
ellos y, según Cicerón, estos órdenes suponían una «vocación» a integrarse en 
el orden ecuestre (2 Verr,, TI, 182-184). Son, por otra parte, los únicos en los 
que sabemos con seguridad que existía «venalidad de los cargos», mediante el 
sistema del vicariato (Nicolet, en Mélanges Heurgon, Roma, 1976, p. 702). Todos 
estos «órdenes» distaban tanto de ser «clases sociales» que poseían «signos ex- 


* Del griego Tepo-etopépo, pagar la contribución. (N. del T.). 
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ternos» de su rango: ropas especiales, anillo de oro, lugares privilegiados en ei 
teatro o en el circo, etc, (proedria, o jus XIV ordinum: cf, U, Scamuzzi [7007). 


d) La plebe y los restantes criterios de estructuración social, El 
desprecio que los órdenes superiores manifestaban por las actividades 
económicas, a las que calificaban de sordidae (cuando se trataba del 
comercio en pequeña escala, Cic., De Off., L, 151) o mercenarias (en 
el caso de las actividades asalariadas o incluso remuneradas), ha lle- 
vado a pensar durante demasiado tiempo que la ciudad romana vivía 
en su conjunto del producto de las conquistas. Sin duda, la imagen de 
la Roma pontifical ha influido durante largo tiempo en la historio- 
grafía moderna. En realidad, Roma era, quizá desde el siglo 1v, un 
centro económico importante, desarrollado sobre la base de una acti- 
vidad portuaria, comercial e incluso artesanal considerable (piénsese, 
por ejemplo, en el descubrimiento de una cerámica «romana» de los 
siglos 111 al 1 a. de J.C., por J.P. Morel [542], [543]). Roma, aglo- 
meración urbana importante del mismo tipo que Puzzoles u otras 
ciudades, no podía, pese a las frumentationes de la última época repu- 
blicana, subsistir sin una actividad económica intensa. La vida urba- 
na, centrada en la producción artesanal, la construcción y los inter- 
cambios implicaba, pues, la existencia de «oficios» especializados, 
como hemos visto anteriormente, Necesariamente, aparecen en este 
sector una serie de grupos y de jerarquías. ¿Podemos llegar « cono- 
cerlos y descubrir su organización? El único estudio más o menos 
completo sobre este tema data de 1937 y se refiere a la época imperial 


(H. J. Loane [539]). 


En la cima de la clase financiera y comerciante se hallaban los negotiatores, 
la mayor parte de los cuales, como ya hemos visto, se dedicaba a los préstamos 
de dinero, si bien evitaban el término peyorativo de foenerator y no todos ellos 
eran argentarii, es decir, banqueros reconocidos y establecidos, Pero los grandes 
comerciantes, de trigo por ejemplo, o de productos de lujo orientales, podrían 
ser calificados así. La documentación nos ha permitido conocer sobre todo a 
aquellos que, en un momento u otro, tuvieron la necesidad de las recomenda- 
ciones de Cicerón (unos noventa) o, desde un punto de vista de grupo, quiénes 
se hallaban establecidos en las provincias, que han sido objeto de un estudio 
por Hatzfeld y recientemente por Wilson. La capa más elevada de estos nego- 
tiatores pertenecía al orden ecuestre, lo que habla de su «dignidad» (Minucio 
Rufo, 2 Verr., IU, 75). Pero es, cuando menos, dudoso que dos de los banqueros 
más importantes del siglo 1, M, Cluvius y C. Vestorius, ambos de Puzzoles (el 
segundo, propietario de empresas de tinte y amigo de Ático), fueran caballeros, 
al igual que los Croatii acreedores de Gyteion (Syll.*, 748) o los Aufidii de Tenos. 
Avianio Flaco, gran productor o comerciante de trigo, no era caballero, pese a 
sus relaciones con Cicerón, pero M, Furio Flaco, también sin duda comerciante 
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de trigo y Capitolinus, llevaba ese título, a pesar de su quiebra o su infamia 
(Q. Fr., 11, 5, 3). Pese a que muy frecuentemente contaban con patrimonios en 
tierras, estos hombres se dedicaban fundamentalmente a actividades financieras 
y mercantiles. Aunque eventualmente practicaban el evergetismo —a veces por 
presión del poder, como en el caso de Q. Considio que en el año 63 renunció 
a 15 millones de sestercios de créditos sobre el mercado de Roma (Val. Max., 
IV, 8, 3)]—, su comportamiento estaba guiado fundamentalmente por la obten- 
ción de beneficios, como en el caso de quienes especulaban, en las épocas de 
escasez O de crisis annonaria, con el precio de los cereales (Cic., De Domo, 11) 
y su cultura era quizá ya la de los «comerciantes» (Cic., At£,, XIV, 12, 3). No 
se trata solamente de algunos individuos aislados, sino que esta capa social ob- 
servaba un comportamiento colectivo y formaba agrupaciones, que en provincias 
estaban institucionalizadas: son los conventus de negociantes y comerciantes que 
contaban con sus propios locales y edificios, En el año 89, los foeneratores roma- 
nos provocaron una auténtica revuelta contra un pretor que, con su edicto, 
favorecía a los deudores (Ap., BC, I, 54); en el año 63, los comerciantes y ne- 
gociantes de Puzzoles fracasaron en su intento de apuñalar a Vatinio (Cic., [n 
Vat., 12) y en el año 70 prestaron testimonio contra Verres (2 Verr,, V, 154). Po- 
demos definir así un, conjunto social determinado, caracterizado por mantener 
estrechos lazos con el orden ecuestre y los círculos senatoriales, por su dedi- 
cación al tráfico de dinero y de los productos de mayor importancia (trigo o 
productos de lujo), así como por su riqueza (Cic,, Orat., 232). 

El estrato inferior está representado por el conjunto de artesanos y comet- 
ciantes menos importantes o menos unidos y por la multitud de comerciantes 
o armadores, poseedores de uno o dos barcos, a quienes se encuentra en grandes 
puertos (lo que no quiere decir que, a veces, su radio de acción no fuera muy 
importante). Eran gentes más modestas, aunque en ocasiones pudieran obtener 
grandes beneficios; no tenían sino la dignidad de ciudadano: «Hombres modes- 
tos, procedentes de una familia oscura, atraviesan los mares; llegan a lugares 
que nunca han sido vistos donde no conocen a nadie; llenos de confianza en 
su título de ciudadano, creen encontrarse seguros» (2 Verr., V, 167), Por los 
Verrines conocemos los nombres de algunas decenas de comerciantes de este 
tipo, pobres diablos —al parecer— en algunos casos, como Gavio de Compsa, 
Herenio de Leptis, mientras que otros eran hombres más importantes, como Gra- 
nio de Puzzoles. En las ciudades, artesanos y comerciantes formaban un grupo 
importante y, probablemente, diversificado, Como ha señalado Oliver [545] (pá- 
gina 141), los nombres del comercio detallista eran muy especializados, desde 
los comerciantes que tenían sus puestos al aire libre hasta los propietarios de 
tiendas que empleaban varias decenas de personas (por ejemplo los Trebonii, 
comerciantes de incienso, ILLRP, 816-818), Gracias a algunas inscripciones y 
alusiones en los textos podemos conocer algo sobre la capa superior de esta 
clase. Pero, en su conjunto, los llamados tabernarit, los «tenderos», constituyen 
un elemento esencial de la población urbana, posiblemente el más turbulento, el 
más significativo en caso de revueltas populares (Polibio, TIT, 20, 5 con respecto 
al papel que desempeñaban los barberos). Al igual que en las ciudades musul- 
manas, la apertura o el cierre de estas tiendas o de los puestos al aire libre 
—espontáneos o no-— constituían un signo manifiesto en las luchas políticas o 


123 


sociales, «Las tiendas» eran un elemento importante en la propaganda política: 
Catilina lo sabía perfectamente en el año 63 (Cat., IV, 17) y si en aquella oca- 
sión Cicerón ganó la partida fue porque pudo convencer a la opinión urbana 
jugando con el temor al incendio. Zvi Yavetz ha realizado un estudio sobre este 
grupo de la población, de su situación con respecto al crédito y de sus condi- 
ciones de alojamiento. Estas capas medias de la plebe urbana, que por lo ge- 
neral tenían sus tiendas en alquiler, obligadas muchas veces a recurrir a em- 
préstitos para poder llevar a cabo sus negocios (cf, Plinio, XVIII, 225, para las 
variaciones de precio de algunos productos), afectadas en su vida cotidiana 
por los problemas de la moneda —rarefacción o abundancia, calidad y ley—, 
demostraban un extraordinario interés por el control de la usura, por la regla- 
mentación de los alquileres y las deudas, Constituyen, en definitiva, el telón de 
fondo de los grandes períodos de revueltas e insurrecciones, como en el 89-88 
y en el 63 (Cic., Cat., 1V, 17: «No se ha encontrado persona de condición lo 
bastante miserable, de voluntad lo bastante vil como para desear no conservar 
el tenderete que resguarda su taburete de trabajo y su pan de cada día, su 
habitación y su cama [...]. Todas las personas que poseen una tienda rinden 
culto a la paz») o incluso en el año 56 (De Domo, 86). Aún en los años 49-46 
estos pequeños tenderos y comerciantes se hallaban en un estado de agitación 
permanente en Roma contra la usura y las deudas. Con respecto al origen 
social de este grupo, hay que decir que algunos tabernaril, cuyos nombres nos 
ha dado a conocer la epigrafía, eran libertos, a quienes, quizá, su patrón les 
había prestado el dinero necesario para instalarse. Poseían también esclavos, que 
eran los aprendices y que, a su vez, eran luego manumitidos. Cerca de cua- 
renta inscripciones de época republicana mencionan la existencia de diversos 
oficios sólo para la ciudad de Roma, datos que resultan insuficientes para 
sacar conclusiones generales, 

A este grupo de la población caracterizado por la posesión de una espe- 
cialización económica, una técnica y a veces de instrumentos de producción 
(tienda, material, dinero para su empleo en la compra y venta) se opone, 
siempre en el seno de la masa de los ciudadanos, lo que podemos llamar un 
«proletariado» ateniéndonos a la etimología romana, aunque este grupo social 
no estuviera formado en su totalidad por asalariados, Infima plebs, egentes, 
opificies, tales son los términos con los que las fuentes contemporáneas designan 
a esta capa de la población. Era una población libre que no poseía nada y 
que vivía únicamente de su trabajo o incluso sin trabajar, gracias a la «gene- 
rosidad» de las instituciones o de personas privadas. Salustio (Yug., 73, 6; Cat., 
37, 6) afirma que era una población de origen rural. Sabemos con seguridad 
que la industria (en particular la de la construcción), el comercio y el artesa- 
nado utilizaban, junto con esclavos, una mano de obra libre, esta «plebe» que 
según Vespasiano (Suetonio, Vesp., 18) vivía gracias a la realización de las 
grandes obras públicas, y cuyo salario era del orden de los 12 as (3/4 del de- 
nario) diarios (Cicerón, Pro Rosc. Com., 28) hacia el año 81 a. de J.C, Era el 
doble de la soldada de un infante en esta época pero, teniendo en cuenta que 
en los días de fiesta no se les pagaba, los ingresos anuales de esta clase debían 
ser similares a los del soldado proletario, Como es lógico esperar en una socie- 
dad de estas características, los contrastes eran muy considerables por lo que 
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se refiere a los ingresos: 100 o 200 denarios anuales para el proletario (400 u 
800 sestercios), 25000 (100000 sestercios) para el senador modesto (Cic,, Par. 
Stoic., VI, 49). Las diferencias son, pues, abismales, son dos mundos aparente- 
mente sin comunicación. No obstante, si consideramos que el precio «de sub- 
vención» de 6 as por modius de trigo era un precio medio de mercado, el sala- 
rio permitía la adquisición de 2 modii (16 L) de trigo, lo que parece bastante. 
Pero, señalemos que, de hecho, en los años 73-70 Roma compraba el trigo en 
Sicilia a 3,5 o 4 sestercios el modius (8 L) y que, si tenemos en cuenta el coste 
del transporte, debía ser vendido en el mercado de Roma mucho más caro, Así 
pues, el salario diario de un obrero no permitía comprar más de 8 L o quizás 
únicamente 5 o 6. Eran, pues, gentes que se hallaban en el límite de la simple 
subsistencia, Por desgracia, no contamos con ningún medio para evaluar demo- 
gráficamente esta sección de la población urbana, Los textos la califican de 
multitudo e insisten naturalmente en su gran número, ¿Hemos de admitir una 
proletarización total de la población urbana (o una pauperización) dando crédito 
a las palabras del tribuno Filipo que nos ha transmitido Cicerón, De Off,, U, 73, 
y según el cual en el año 104 no había en la ciudad romana más que <2000 per- 
sonas que poseyeran algo»? Creemos que, en realidad, Filipo habla de los que 
eran «muy ricos», aquellos que (quizá) se veían amenazados por la ley agraria, 
Nos hemos referido anteriormente al importante número de miembros con que 
contaban los colegios de carpinteros (fabri tignartii) durante el Alto Imperio 
(Loane, pp. 80-81). Pues bien, es probable que durante los siglos 11 y 1 a, de J. C. 
—período de realización de grandes obras, de grandes construcciones públicas o 
privadas— este sector conociera una importancia similar. 

Si descendemos un peldaño más, al menos en la sociedad urbana, nos encon- 
tramos con lo que algunos llaman Lumpenproletariat, Constituye lo que po- 
dríamos designar como las «clases peligrosas» o según la terminología que uti- 
lizan tanto Rudé como Hobsbawm, la «muchedumbre», Paradójicamente, po- 
seemos más información sobre esta clase que sobre las capas intermedias de la 
población, porque está presente en la polémica política y, algunas veces, sus 
líderes afloran a la luz en la órbita de algunos jefes. Sin duda, hay que tener 
en cuenta la utilización de un vocabulario tradicional en la polémica, pero 
resulta significativo (y encontraríamos esta tendencia en otras épocas históricas) 
que a estas gentes se las describa como delincuentes. El hecho de que los ejér- 
citos <«proletarios» de finales de la República muy raras veces se nutrieran de 
contingentes urbanos, de reputación por lo demás dudosa, demuestra al menos 
que existía una gran desconfianza con respecto a este sector de la población 
(Harmand [109], p. 249), Pero tal vez no carecen de todo fundamento la asi- 
milación —que aparece tan frecuentemente en las obras de Cicerón— de este 
subproletariado a una «clase peligrosa»: en ausencia de una policía organizada 
todo indica que Roma (y todas las ciudades importantes) eran lugares peligrosos. 


e) La plebe rural. Por debajo de los senadores y los caballeros existían en 
la plebe rural —desde el punto de vista de las estructuras sociales— diferentes 
grupos equivalentes a los que acabamos de señalar en las ciudades. Ánte todo, 
hay que hablar de un núcleo de propietarios medianos y pequeños por debajo 
de los grandes y muy grandes propietarios, Ya hemos discutido esta cuestión 
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extensamente al hablar de la agricultura y de la crisis agraria. Recordemos, 
simplemente, que si es cierto que la propiedad de tipo medio sufrió un retro- 
ceso durante el siglo 11, desde la época de los Gracos la política agraria intentó 
—consiguiéndolo a vyeces— oponerse a esta tendencia por diversos procedi- 
mientos. 

Pero no toda la población estaba formada por propietarios, Como han demos- 
trado diversos estudios recientes, en la Italia rural del siglo 1 existe una mano 
de obra libre sin tierra, los coloni, o sea, aparceros o arrendatarios, trabajadores 
asalariados permanentes o estacionales, individuales o formando grupos que tra- - 
bajaban para los contratistas de mano de obra, Naturalmente, es imposible es- 
timar la importancia de esta población, tanto más por cuanto que a veces era 
una población flotante en el interior de una misma región, De todas formas, 
parece probable que constituyera el elemento fundamental en el éxodo rural 
hacia las ciudades, una vez más atestiguado por Salustio (Cat., 37; Apiano, 
BC, II, 120, pasaje muy importante sobre la situación de la población urbana 
en el año 44), Pero, pese a la emigración hacia la ciudad, el campo contaba 
aún, durante el siglo 1, con una población rural libre sin recursos o con un 
nivel de vida muy bajo, Como veremos más adelante, es significativo que las 
grandes insurrecciones o guerras serviles de este período, tanto en Italia como 
en Sicilia, reunieran a un tiempo a esclavos fugitivos y a hombres libres cuya 
condición, según las fuentes, no era muy diferente de la de aquéllos (Apiano, 
BC, 1, 540; Sal,, Hist,, TI, 98), Los protagonistas de acciones armadas como 
la conjuración de Catilina intentaban conseguir también tropas entre este grupo 
de la población. El problema más espinoso que nos presenta esta plebe es el de 
conocer exactamente su situación y sus relaciones con los esclavos: ¿la simi- 
litud de las condiciones económicas era acaso más importante que las diferen- 
cias jurídicas, cívicas o étnicas que la separaban del mundo servil? 


3. Los esclavos 


La esclavitud, fenómeno común a casi todas las civilizaciones anti- 
guas y, en todo caso, a las del ámbito mediterráneo y el mundo de las 
estepas (desconocido quizás en la India antigua, según afirma Diodoro, 
II, 39, 2) se halla omnipresente en la sociedad romano-italiana ya 
incluso desde la época de la monarquía (Dionisio, TV, 23-24, pasaje 
de interpretación difícil pues aparecen numerosas alusiones e incluso 
sugerencias referentes a la época de Augusto). Ahora bien, al igual 
que en el mundo griego clásico y helenístico, la esclavitud toma en 
Roma formas muy diferentes según los lugares y las épocas, que es 
necesario diferenciar para explicar la evolución del «modo de pro- 
ducción», cuya base constituye en algunos momentos. 

Los autores antiguos coinciden en cuanto a la definición de escla- 
vo: es, esencialmente, un individuo que, al no disponer de su «liber- 
tad», es decir, al no pertenecerse a sí mismo, pertenece a otro, tanto 
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en su cuerpo como en su fuerza de trabajo. La prueba más clara de 
esta condición es que se le compra y se le vende tal como si fuera una 
cosa. Esto explica todas las etimologías, todos los términos o todas las 
definiciones que le designan como un «instrumento animado» o lo 
asimilan al ganado (esta definición se encuentra ya en Aristóteles). En 
el derecho romano clásico, tal definición del esclavo como ser despro- 
visto de personalidad (/nst., L, 16, 4; Dig., IV, 5, 3, 1), objeto y no 
sujeto de derecho (Ulpiano, Reg., 19, 1; Gayo, II, 13) subsiste, en 
esencia, pese a los esfuerzos constantes de los legisladores para ate- 
nuar sus consecuencias desde el punto de vista del derecho civil. Como 
ha dicho claramente P. F. Girard ([221], pp. 100-102) tales esfuerzos 
se fundamentan tanto en el hecho de que el instrumento servil es un 
ser humano, lo que le da un «valor» instrumental considerable (la 
posibilidad de representar a su dueño en algunos actos, Gayo, I, 52), 
como en la evolución de las costumbres y la influencia de algunas ideas 
morales. Sin embargo, la etimología, relegada en nuestros días por la 
semántica y la antropología estructural, abre también otras perspecti- 
vas sobre el origen real de la esclavitud romana y. la forma en que se 
integraba en el conjunto de las relaciones sociales, Son numerosas las 
palabras para designar al esclavo en latín: captivus, mencipium (de 
capere y de manus), la primera de las cuales indica la idea de con- 
quista, de guerra o de comercio; servus, ajeno al substrato latino, to- 
mado quizá del etrusco (Benvéniste [712], [713], [714]), forma parte 
de una serie de términos bien atestiguada en la Antigiiedad griega, 
irania, celta, que asimila el esclavo al extranjero total y plantea, por 
tanto, el antagonismo, étnico y cívico a un tiempo, entre el esclavo 
y el ciudadano romano. De ahí el concepto de que algunas razas esta- 
ban predestinadas a la esclavitud (Cic., Prov. Cons., 10: judíos y 
sirios; Pro Flacco, 65: lidios; Post red. ad Sen., 14: capadocios; en 
general, los «bárbaros»), lo que constituye una forma de justificar 
la existencia de la esclavitud mediante la invocación a una superioridad 
«natural» y «cultural» del hombre civilizado y del romano, justifica- 
ción que expone por ejemplo Cicerón (De Rap., TIL, 37) y que se 
toma de Platón y Aristóteles (Pol., I, 2, 13, 1254 b, etc.). Sin embar- 
go, J. C. Dumont ha puesto de relieve que a este «racismo» se opone 
también en Roma, al menos desde Plauto y hasta Cicerón, una corrien- 
te inversa que insiste sobre el carácter transitorio y fortuito de la 
esclavitud [716]. Con todo, el término más antiguo del latín para 
indicar el esclavo es, sin duda, puer (cf. muy antiguas formaciones 
onomásticas como Marcipor, esclavo de Marco); J. Maurin [729] ha 
intentado demostrar que este hecho se integra en los sistemas de paren- 
tesco muy antiguos, y que el código de la esclavitud (relaciones con 
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el dueño, manumisión, etc.) habría sido asumido por la ciudad del 
mismo modo que el parentesco, Desde luego, estas consideraciones no 
deben hacernos olvidar el aspecto económico de la esclavitud, sin 
duda fundamental: la confusión entre la fuerza del trabajo y la per- 
sona del trabajador, y el hecho de que no se pudiera adquirir la una 
sin la otra. Pero sí pueden explicar algunos hechos. Por ejemplo, que 
al pertenecer al dueño el esclavo se integra —naturalmente con un 
rango inferior— en su familia, aunque sólo sea por tener derecho a 
su alimentación y hallarse bajo su «poder»; explica también que sólo" 
se puedan conseguir esclavos fuera de la ciudad (e incluso al margen 
de la comunidad de los pueblos aliados con Roma por lazos jurídicos, 
foedera, alianzas, etc.) (Diodoro, XXXVI, 3, 2:S.-C. del 104 a. de 
J. C., Watson [226], pp. 159 ss.) y, sobre todo, el hecho de que al 
liberar a los esclavos mediante la manumisión se les integra en la ciu- 
dad de una u otra forma, pues no pueden convertirse en extranjeros 
puros al estar ligados a su antiguo dueño por lazos asimilados a los 
de parentesco. En efecto, toman el nombre de su dueño que ahora se 
convierte en su patrón (véase más adelante). Por su propia naturaleza 
la esclavitud no es un hecho simple o unitario. 

Por otra parte, y como sucede en todos los hechos sociales, la es- 
clavitud está sometida a importantes variaciones en el tiempo, espe- 
cialmente con respecto al número, el origen y la condición de los 
esclavos. Su papel será, pues, muy diferente en los diferentes momen- 
tos de la historia de Roma. El período que estamos considerando (si- 
glo 111-1 a. de J. C.) es precisamente aquel en que su importancia eco- 
nómica se acrecienta considerablemente en Italia, hasta el punto de 
que puede hablarse, con E. Staerman, de su Blutezett, su «desarrollo», 
como lo atestiguan primero una serie de fuentes explícitas (las que 
se refieren a los orígenes de la crisis agraria lo afirman formalmente, 
cf. anteriormente, p. 51, e igualmente aquellas que mencionan las 
grandes insurrecciones de esclavos de los años 136-133, 106-100 y 
73-71) pero también las referencias intencionadas o circunstanciales 
a las masas de esclavos, al peligro potencial que representan para sus 
dueños o para la ciudad y que recientemente se han intentado estudiar 


en algunos textos [710]. 


a) El problema del número de esclavos en Italia. Al menos desde los es- 
tudios de Dureau de la Malle y de Beloch, se ha intentado hacer un cálculo 
aproximado mediante procedimientos diversos, Ningún autor antiguo aporta datos 
exactos a este respecto excepto Dionisio de Halicarnaso, 1X, 25, 2 (¡pero para 
el censo del año 4761): «Había 110000 ciudadanos [varones adultos] y el nú- 
mero de las mujeres, niños, esclavos domésticos, comerciantes extranjeros y 
artesanos [pues ningún ciudadano estaba autorizado a ganarse el sustento como 
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mercader o artesano] no era inferior al triple del de los ciudadanos». No nos 
es de utilidad esta información que atestigua la existencia de unas categorías 
curiosas y que incluye, de todas formas, el número de esclavos dentro de la 
población total. Tampoco nos sirven los datos de Galieno, V, 49, K, que se 
refieren a Pérgamo durante el Imperio. Podemos tener en cuenta, ciertamente, 
el número de prisioneros de guerra capturados y vendidos durante los siglos 11 
y 1, que a veces se menciona exactamente: por ejemplo, 150000 epirotas en el 
año 167 (Pol., XXX, 15; T. L,, XLV, 34, 5-6) y, más de un siglo después, el 
millón de galos que se menciona frecuentemente (Plut,, Caes., 15, y Apiano, 
Celt., 2, error de Westerman). Para otras circunstancias contamos con cifras de 
prisioneros, que no permiten hacer un recuento detallado (Westerman, 60-63). 
Algunos de estos prisioneros eran comprados por sus compatriotas, quedando 
así al margen del circuito del mercado de esclavos. Por otra parte, no era la 
guerra el único procedimiento para conseguir esclayos, Ya hemos visto en pá- 
ginas precedentes que la piratería llegó a ser en la segunda mitad del siglo 1 
el sistema fundamental para la obtención de esclavos, con los mercados de Side 
y de Delos. Los esclavos procedían de Asia Menor y Siria, y eventualmente de 
África o los Balcanes. Apiano (véase p. 57) y Diodoro (XXXIV-XXXV, 2, 1) 
dan fe del incremento del número de esclavos importados (ya sean prisioneros 
de guerra o victimas de la piratería) aunque este aumento no puede concre- 
tarse en cifras exactas. Reuniendo todos los datos que aporten las fuentes, 
E, Staerman apunta la cifra de un mínimo de 516130 prisioneros de guerra 
entre la segunda guerra púnica y el año 52, pero en esa cifra no se tienen en 
cuenta los datos de Plutarco y Apiano para la guerra de las Galias, Así, se ha 
intentado recurrir a otros procedimientos, como el de calcular el número de 
esclavos partiendo de los datos que aportan los agrónomos sobre la mano de 
obra empleada para una superficie determinada (Catón, Varrón), y en función 
de un cálculo de las superficies cultivadas y de los probables rendimientos. 
Pero ignoramos demasiados detalles sobre los parámetros de estos cálculos, y 
eso hace que los resultados sean bastante ilusorios. Finalmente, se ha pensado 
utilizar como base un dato que parece más seguro, el número de las manumi- 
siones. La población liberta, cuya integración en el cuerpo cívico planteaba 
problemas, parece ya considerable desde finales del siglo tv con la censura de 
Apio Claudio. En los años 177 y 169-168, su distribución en las tribus provocó 
revueltas y polémicas en Roma (cf, más adelante, p. 139); C, Nicolet, Métier, 
pp. 311-314). Puede considerarse que el número de libertos era importante 
(entre el 10 y el 50% de los ciudadanos, algunos de ellos con más de 30 000 
sestercios, por tanto censados entre las primeras clases censitarias). Es significa- 
tivo que el problema surja precisamente en esa fecha, Se planteará de nuevo a 
finales del siglo 11, en el año 115 (consulado de Emilio Escauro), luego en el 88, 
siendo tribuno Sulpicio Rufo, y en el 67 y 66, y aún en el 58 durante el tri- 
bunado de Clodio. Probablemente, en estas fechas se produjeron nuevas manu- 
misiones. Podríamos contar quizá con una información cuantificada que pudiera 
resultarnos útil para los años 58-46: la gratuidad total del trigo público, decre- 
tada por Clodio, habría hecho que el número de beneficiarios (los ciudadanos 
de la plebe urbana) aumentara desde 150000 a 320000, incremento producido, 
según Dión y Dionisio, por una avalancha de manumisiones: 170000 pues, 
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en doce años, pese a las medidas restrictivas impuestas por Pompeyo en los 
años 57-56, Pero como no se había manumitido a todos los esclavos urbanos, 
podemos pensar que Roma contaría en esta época con una población servil de 
medio millón de habitantes. Otros cálculos son aún posibles: J. Beloch y, des- 
pués, Tenney Frank se han servido de las informaciones referentes al aerarium 
sanctius, que desde el año 357 a, de J,C, se nutría del producto del impuesto 
sobre las manumisiones (vicesima libertatis), y que en el año 209 habría po- 
seído 4000 libras de oro. Sin embargo, ignoramos el precio medio de los escla- 
vos y asimismo si el aerarium había sido utilizado anteriormente, Según Apiano 
y Dión, un impuesto de 100 sestercios por esclavo recaudado en el año 42 ha- 
bría supuesto una cifra de 200 millones de sestercios, lo que indicaría un 
mínimo de dos millones de esclavos, 

Recientemente, J, C. Dumont ha intentado una aproximación de carácter 
demográfico a este tema. Partiendo también del número de libertos ha plan- 
teado cuáles podrían ser las posibilidades de manumisión de una población 
servil determinada. Por lo general, las manumisiones no se producían antes de 
los treinta años (límite que sería fijado por ley en tiempo de Augusto, Gayo, I, 
18); el estudio de la epigrafía muestra, por otra parte, que las manumisiones 
eran mucho más frecuentes entre los esclavos urbanos, sobre todo los que se 
dedicaban al artesanado y el comercio, que entre las familiae rusticae. Si con- 
sideramos que los esclavos rurales serían aproximadamente los dos tercios del 
total y que tan sólo una décima parte de ellos podía conseguir la manumisión 
después de treinta años, frente a un tercio en el caso de los esclayos urbanos, el 
problema que aún queda por resolver es el de estimar, en función de la pirá- 
mide de edades, la proporción de esclavos que superaban los treinta años. El 
autor establece así unos límites (recordemos que no se trata más que de un 
mínimo) que situaría la población servil entre el 32 y el 70% de la población 
total, El interés que presentan estos cálculos es que permiten determinar un 
mínimo que confirma con toda seguridad la existencia masiva de esclavos en la 
Italia romana de los siglos 11 y 1 a. de J.C.: una población igual al menos 
—quizá dos veces superior— a la población libre, con un predominio abruma- 
dor en las áreas rurales, Recordemos que, por ejemplo, en el año 1861 los 
estados del Sur, en Norteamérica, contaban con tres millones de esclavos sobre 
un total de nueve millones de habitantes, pero que en la misma época, en las 
islas había nueve esclavos por cada hombre libre, 


Más adelante veremos que estas estimaciones serán confirmadas 
por los efectivos que conseguirían reunir los ejércitos de esclavos con 
ocasión de las grandes revueltas sicilianas de los años 136-132 y 106- 
102, o durante la guerra de Espartaco. Pero sería interesante poder 
determinar también la evolución de esta población en el tiempo. Su 
considerable crecimiento durante el siglo 11, culminando sin duda a 
finales del siglo 1 a. de J. C., es indudable: las grandes victorias y las 
grandes conquistas sobre los pueblos bárbaros tienen lugar entre esas 
dos fechas límite. Estrabón (XIV, 5) sitúa el apogeo del tráfico de 
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esclavos, de Cilicia a Delos, tras la conquista de Corinto en el año 
146; Apiano y Diodoro dan fe de la utilización cada vez mayor de 
esclavos en la agricultura italiana y siciliana hacia los años preceden- 
tes a la aparición de los Gracos. Finalmente, es en el siglo 1 cuando 
se mencionan las primeras grandes familiaes de esclavos: los pastores 
de L. Domicio Ahenobarbo en el 49, lo suficientemente numerosos 
como para equipar su flota, los 4116 esclavos de G. Cecilio Isidoro; 
Pompeyo enroló en los comienzos de la guerra civil a 800 esclavos 
suyos (César, BC, L, 24; 3, 5); si Clodio sólo tenía 30 esclavos en el 
día de su muerte, Milón poseía 300. Veremos también la importancia 
que tenían en esta época las tropas de gladiadores, 


b) Las fuentes de la esclavitud. Eran tres, que en el plano teórico 
no plantean ningún problema: los prisioneros de guerra, el comercio 
autorizado (aunque es cierto que al principio había víctimas de la 
piratería o del bandolerismo) y, finalmente, la reproducción de los 
esclavos, Pero en otros períodos hubo además otras causas muy distin- 
tas que llevaban a la esclavitud: la esclavitud por deudas (es decir, 
una esclavitud provisional) y la esclavitud voluntaria (addictio). 
Mencionemos también la venta de niños por sus padres en Asia (Plut., 
Luc., 20). 

Lo que nos interesa, ahora, es tratar de determinar, para cada 
período, la importancia relativa de estos procedimientos. 

La reducción a la situación de esclavitud de los vencidos es un 
hecho constante y general en la Antigiiedad: los griegos la practica- 
ban y también los cartagineses. Los romanos, por su parte, también 
conocieron la esclavitud desde muy pronto (por ejemplo, contra los 
samnitas en el año 307, T. L., IX, 42, 8). Sin embargo, el derecho de 
la guerra y el derecho de gentes imponían a veces límites o paliativos 
a la esclavitud: una capitulación podía evitarla en una ciudad sitia- 
da o cuando se firmaba un tratado podía quedar excluida y proteger 
así a algunos aliados (el segundo tratado entre Roma y Cartago, Pol., 
TIT, 24, 6-8). Por otra parte, el vencedor trataba muchas veces de 
obtener un beneficio inmediato y aceptaba el rescate de los prisioneros 
por ellos mismos o por sus compatriotas: así ocurrió tras la conquista 
de Palermo en el 254 (Diodoro, XXIII, 18, 3); Aníbal actuó frecuen- 
temente de este modo. Tampoco los romanos estaban al margen de 
este peligro, al menos hasta el final de la segunda guerra púnica: 
varios miles de romanos, hechos prisioneros por Aníbal o por los 
griegos a consecuencia de la guerra de Antíoco, fueron liberados (aun- 
que, desde luego, sin rescate gracias a la victoria de Roma) en el 


año 195 (T.L., XXXIV, 50, 4-7), en el 188 (XXXVII, 60, 3), en el 
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187 (XXXVIIL 38, 7) e igualmente en África en el 201 (Polibio, 15, 
18, 3). Cicerón menciona además (De Off., II, 63) la compra de pri- 
sioneros como una de las formas más loables de evergetismo. En efec- 
to, en las ciudades helenísticas esto había llegado a ser una auténtica 
institución, 

Hemos comentado anteriormente las cifras de prisioneros y ventas 
de esclavos que, según consta en los textos, llevaron a cabo los roma- 
nos entre los años 250 y 56 (516000 según Staerman, en tanto que 
Westerman rebajaba la cifra hasta 150 000, bien que tan sólo hasta el 
año 150). En ocasiones, la política del Senado pudo ser vacilante: en 
el 173 decidió liberar a los ligures esclavizados «injustamente» (T. L., 
XLII, 8; XLIL, 43). Sin embargo, la posibilidad de hacer prisioneros 
era, seguramente, uno de los objetivos de la guerra, especialmente 
cuando se luchaba contra pueblos bárbaros: 20000 sardos y 5630, 
istrios en el 177, 150 000 epirotas en el 167, 10 000 hispanos en el 147 
y, sobre todo, 140 000 cimbrios y teutones en el año 104 (cf, Pol., IX, 
39, 2), Aún hay que añadir a esta cifra la captura de los esclavos de 
los vencidos, que frecuentemente se distribuían entre los propios sol- 
dados, La suerte de estos esclavos prisioneros: de guerra no siempre 
era la misma. Los griegos, los ricos podían esperar ser comprados 
o manumitidos relativamente pronto, pero los bárbaros incultos per- 
manecían durante mucho tiempo en la condición de esclavos: en el 
año 73, el ejército de Espartaco estaba formado por contingentes de 
germanos y de galos, muy posiblemente prisioneros del año 104 o hijos 
suyos, En todo caso, la presencia de numerosos contingentes bárbaros 
entre los esclavos de Italia es un hecho atestiguado por Varrón (RR, 
TI, 10, 4), que hace una valoración de sus cualidades según su proce- 
dencia étnica. Resaltemos que en caso de guerra civil o a raíz de 
la guerra social del 91-89, también los italianos libres se vieron so- 
metidos a esclavitud: parece que la legislación favoreció su compra 
(Cic., Pro Cluentio, 21.22). La epigrafía de fe del origen extranjero 
o bárbaro de los esclavos (Staerman, p. 68). Todo indica que la 
mayor parte de los esclavos utilizados en Sicilia hacia finales del 
siglo 11 eran orientales, sirios, judíos o bitinios (estos últimos, no 
obstante, súbditos de un rey aliado, de forma que hubo que liberar 
a algunos). Los sirios procedían quizá de las grandes operaciones 
de piratería, apoyadas, con ocasión de las guerras dinásticas de los 
seléucidas, por el usurpador Diódoto Trifón, mientras que los ju- 
díos debieran de ser capturados a raíz de las guerras de los maca- 
beos. Ya fuera causa o consecuencia de ello, lo cierto es que la llega- 
da masiva de estos esclavos bárbaros o extranjeros a Italia a lo largo 
del siglo 11 permitió, sin margen para la duda, el desarrollo de una 
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agricultura nueva, favoreció la concentración de las propiedades al 
menos sobre el ager publicus y acentuó, pues, el conflicto entre los 
pequeños y grandes propietarios, entre los poseedores de tierras y de 
esclavos y los hombres libres, despojados de aquéllas y privados de 
estos últimos, 

El comercio de esclavos estaba reconocido por la ley pero califi- 
cado de inhonestum (Plauto, Captivi, 99). La figura del leno (merca- 
der que comerciaba con muchachas de otros países) aparece —siempre 
burlada y menospreciada— en las comedias de Plauto a principios 
del siglo 11. Estrabón establece, en un célebre pasaje (XIV, 2, 5), en 
10 000 por día la cifra de venta de esclavos que alcanzó el mercado 
de Delos, pero estamos muy mal informados con respecto a las formas 
que adoptaba este comercio. Los piratas etolios, ilirios, cretenses y, 
sobre todo, cilicios son mencionados en Sicilia e incluso en Italia 
como vendedores y como raptores. Pero cualquier propietario podía 
comprar y vender esclavos y algunos personajes de muy alta posición 
lo hacían en tan amplia escala, a finales de la República, que cabe 
plantearse cuáles eran los límites del profesionalismo. A la inversa, 
un texto fiscal, la lex del portoríum de Sicilia (Dig., L, 16, 203), de- 
muestra que los mercaderes de esclavos intentaban muchas veces disi- 
mular su tráfico. Durante el siglo 11 y más aún en el 1 se desarrolló 
un tráfico particular, el de los lanistas, contratistas de combates de 
gladiadores o entrenadores (los gladiadores eran casi siempre. escla- 
vos, aunque también los hombres libres podían firmar un contrato 
especial, la auctoratio). En el año 104, las sociedades de publicanos 
fueron acusadas por el rey de Bitinia de haber raptado a súbditos 
suyos para revenderlos hasta en Sicilia (Diod., XXXVI, 3, 1). El in- 
cremento del número de esclavos de lujo, empleados al servicio de las 
grandes casas, o incluso de esclavos artistas que podían alcanzar un 
precio fabuloso en el siglo 1 a. de J. C., estimulaba el tráfico e incluso 
la especulación. En efecto, un sector importante de los esclavos eran 
gentes de oficio, cuya cualificación —que ha sido investigada— podía 
ser muy elevada, y suponía un largo aprendizaje y un nivel de vida 
a veces elevado. La educación de tales esclavos podía ser remune- 
radora. 

Hemos de mencionar dos fuentes de esclavitud más difíciles aún 
de evaluar: por una parte la reproducción natural de los esclavos y, 
por otra, la esclavitud por deudas y la esclavitud voluntaria. Los es- 
clavos nacidos en la casa (verna) existieron desde el primer momen- 
to, pero su proporción pareció aumentar en el siglo 1 a. de J. €. con 
relación al siglo 11 (Nepote, Vita Att., 13, 4). Varrón recomienda que 
se autoricen los matrimonios de esclavos para que se produzcan naci- 
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mientos (adoptando así una actitud contraria a la de Catón, Plutarco, 
Cat., 21) y muchos vernae son citados en las inscripciones de esa 
época. Este fenómeno parece correr paralelo al incremento del precio 
de los esclavos de lujo mencionados en algunos documentos, que pasó 
de 10000 as hacia el 184 (T. L., XXXIX, 44) a varios centenares de 
miles de sestercios para los gramáticos (Suet., Gram., 3, 4) o los co- 
mediantes (Cic,, Q. Rosc., 10), etc., y quizá también a la represión 
de la piratería a partir del año 67 a. de J. C. Al agotarse las fuentes 
exteriores se intentaba asegurar la reproducción natural de la pobla- 
ción servil. 

En algunos casos, la esclavitud podía ser consecuencia de la con- 
dena de un hombre libre (X71 Tab., 3, 5; Pro Caecina, 99; Dionisio, 
Iv, 15, 6). Pero el caso más interesante es el de la servidumbre por 
deudas, que Roma, a semejanza del mundo griego arcaico, habría co-.. 
nocido hasta la abolición del nexun en el año 326 (T. L., VI, 27; 34; 
36). La historia de los dos primeros siglos de la República abunda 
en alusiones a esta práctica, práctica que según M. Finley [718] es- 
taría relacionada con una forma muy antigua de relación de trabajo 
de origen oriental, según la cual cuando el dueño compraba la fuerza 
de trabajo compraba también a la persona. Esta forma de alienación 
no había desaparecido, al parecer, en la Roma de los siglos 11 y 1 pese 
a lo que pudiera decir la tradición sobre la lex Poetilía. En el año 216 
había todavía en Roma prisioneros por deudas (T. L., XXI, 14, 3): 
tal sería el sentido de los términos adjudicati o addicti, Cicerón hace 
aún una o dos alusiones a este hecho (De Orat., 1, 38; Parad., 5, 1). 
Sin duda, su situación jurídica era algo diferente de la del esclavo- 
ganado. No obstante, en el año 63, y en contra de lo que marcaba 
la ley, los edictos pretorianos redujeron todavía, al parecer, a la 
esclavitud a algunos deudores que luego Catilina reclutó para su con- 
juración. En fin, a finales de la República existía para el hombre libre 
la posibilidad de hacerse gladiador (auctoratio, ILLRP, 662) o incluso 
de venderse (T. L., XLI, 9, 11); era una práctica corriente exhibir a 
los niños para venderlos (Suetonio, Gram., 21 C), 


c) La condición de los esclavos. A estas diferencias de origen 
correspondían sin duda (en todo caso este aspecto debe ser aún estu- 
diado) diferencias de status y de condición en la muy numerosa pobla- 
ción servil, Diferencia de status porque no todo dependía de la volun- 
tad del dueño o de la utilización económica de los esclavos. En algu- 
nos casos el Estado podía reconocer al esclavo derecho de los que, en 
principio, carecía (Dión, XLI, 38, 3), pero, sobre todo, algunos pa- 
saron a tener la posibilidad de actuar domine nomini, reconocida por 
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medio de edictos (Westerman, p. 83), y también la de que el dueño 
instalara en su lugar al esclavo como poseedor de un instrumento o de 
una propiedad (son los ¿nstitores, institución análoga a los choris 
oikuntes griegos), lo que otorgaba al esclavo cierta capacidad jurí- 
dica, una independencia económica bastante notable y la posibilidad 
se conseguir su manumisión. Hay que mencionar también que en la 
época imperial se les reconoció por ley el derecho de propiedad sobre 
su peculio (Dig., XV, 1, 5; 1, 6). 

Más importantes eran, con todo, las diferencias de hecho según 
el sector de la vida económica en el que participaran y según los 
períodos. 


Ya hemos dicho anets que, tal como afirman los propios autores antiguos, el 
trabajo de las minas fue el que exigió y justificó la mayor concentración y la 
más dura explotación —hasta el límite de la resistencia física— de una mano 
de obra servil en gran parte penitenciaria (no podía ser de otro modo para 
que tal derroche de hombres pudiera ser rentable). Las minas egipcias y quizá 
también las minas de España, en tiempo de la República, se hallaban en esta 
situación; durante el Imperio, las metalla constituían una pena judicial (Lu- 
crecio, VI, 806-817), En un estrato inmediatamente superior hay que citar a la 
mano de obra rural, Desde Catón a Columela, pasando por Varrón, mencionan 
la utilización masiva de esclavos, frecuentemente extranjeros, de los cuales una 
parte al menos estaba encadenada: aquellos cuyo trabajo era el menos especia- 
lizado, el más duro y que se temía, naturalmente, que pudieran huir. Con Catón, 
tenían derecho a obtener raciones más abundantes que los demás, Con Colu- 
mela (1, 8, 17), los esclavos encadenados eran simplemente los castigados del 
dominio sobre los cuales había toda una jerarquía de vigilantes, pero con Pli- 
nio (HI, 19, 6), igualmente que con Catón, se trataba de una categoría perma- 
nente. Si Catón solo habla de la abundancia de las raciones como estímulo para 
esta categoría desfavorecida, Varrón y Columela recomiendan que se les trate 
con cierto paternalismo. Por contra, como veremos, las grandes revueltas de 
esclavos de Sicilia y de Italia de finales del siglo 11 y comienzos del 1 debieron 
de tener como principales protagonistas a estos desperados que, según Dio- 
doro, eran frecuentemente objeto de malos tratos por parte de los grandes terra- 
tenientes griegos de Sicilia. Pero junto a estos servi víncti, la mano de obra 
rural servil contaba también con trabajadores especializados (operarii), por los 
que se pagaba un alto precio (viticultores, porqueros, muleros, etc.), que reci- 
bían mejor trato y que, en ocasiones, podían incluso mantener a algunos ani- 
males en su propio beneficio. Finalmente, a finales de la República los esclavos 
podían ser instalados como coloni, Muchos autores han afirmado que las manu- 
misiones eran mucho menos frecuentes en la familia rustica, pero Plinio (XVII, 
7, 3) menciona a un liberto rural, campesino próspero, hacia principios del si- 
glo 11, y las inmensas propiedades de los «latifundistas» de finales de la Repú- 
blica debían ser explotadas, en parte, por colonos que bien podían ser libertos, 
Sería interesante recurrir a la epigrafía para estudiar este aspecto, De otro 
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modo, habría que admitir que la única esperanza de los esclavos rurales con- 
sistía en elevarse en la jerarquía del dominio para llegar a ser magister o 


vilicus, 


En cuanto a los esclavos urbanos, parecían gozar de oportunidades 
mucho mejores. En las comedias de Plauto, de comienzos del siglo t1, 
aparecen esclavos domésticos en número relativamente limitado, pero 
algunos de los cuales, por gozar de una buena cualificación o por ha- 
llarse próximos a sus dueños, desempeñaban un papel importante en 
la casa y tenían la esperanza de conseguir la manumisión, cuando no 
llegaban a hacer fortuna a expensas de su dueño. Aparece ya la insti- 
tución del vicarius, esclavo de un esclavo, que éste entregaba a su 
dueño como sustituto (Ásinar., 334; 408; Persa, 192). Ya hemos indi- 
cado para el siglo 1 a. de J. C. la importancia y el valor creciente de 
las familias urbanas de las grandes casas principescas, en las que ' 
había una servidumbre muy cualificada (esclavos de lujo, cocineros, 
etcétera) pero también lo que podríamos llamar «administrativos», 
secretarios, escribas, contables, cajeros. Testimonio de su existencia 
son los esclavos que firmaban en nombre de su dueño el control de los 
sacos de moneda (téseras numularias), los librarii de Ático, personal 
instruido (casi siempre de origen griego u oriental o incluso naturales 
del país), que se utilizaban generalmente porque se contaba con su 
fidelidad, para evitar las indiscreciones, etc. De hecho, los principales 
líderes políticos, los «príncipes», utilizaban los esclavos de este tipo 
con una frecuencia que enuncia ya la familia Caesaris de época im- 
perial; el lazo personal entre el dueño y el esclavo, en este caso, juega 
en favor del esclavo asegurándole en la ciudad un rango proporcional 
al de su dueño: cf. los esclavos utilizados por Pisón para recaudar 
los impuestos de Macedonia (/n Pis., 36, lo que contradice [n Pis, 27 
sobre la tacañería de Pisón en Roma) o los que César colocó al frente 
del taller de acuñación de moneda en Roma. 

En otro nivel de la escala social, los esclavos eran igualmente 
numerosos e indispensables para el artesanado y el comercio. La epi- 
grafía ha aportado series muy interesantes a este respecto: marcas 
de alfareros de Arrezzo (a comienzos del Imperio), inscripciones de 
los magistri de Capua, de Minturnae, de Delos y de Samos y, final- 
mente, téseras numularias. Por lo que respecta a Arrezzo, si más del 
75'% de los alfareros eran esclavos, es lógico, como han hecho Gum- 
merus, Comfort y Pucci [547], distribuirlos entre los diversos talle- 
res, que contarían, pues, de 58 a 7 esclavos, El hecho que nos parece 
significativo es que los esclavos podían firmar las hornadas, lo que 
demuestra a la vez que poseían cualificación y responsabilidad. Por 
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otra parte, el Estado podía emplear asimismo a la gran masa de estos 
obreros o artesanos: Escipión transportó a 2000 obreros de los arse- 
nales de Cartagena a Roma con la promesa de concederles la libertad 
después de un tiempo de servicio; Agripa, encargado de los acueduc- 
tos, legó al Estado una familia de 400 obreros. Muchos de estos escla- 
vos debían trabajar fuera de la casa o el taller de su dueño, como ins- 
titor, tendero independiente. En todo caso, aquellos que menciona la 
epigrafía —en la mayoría de los casos magistri de colegios religiosos, 
mezclados en ocasiones con hombres libres o libertos— llegaron a 
ocupar, por este mismo hecho, una situación privilegiada. 

Ya veremos cómo en los discursos políticos del siglo 1 a. de J. C. 
se menciona con insistencia la existencia de «bandas» de esclavos, tur- 
bulentas y disponibles, siempre dispuestas a intervenir en los conflic- 
tos políticos. Digamos, ante todo, que muchas veces los jefes políticos 
o los grandes personajes mantenían, por su cuenta, tropas de gladia- 
dores profesionales o bravi que tomaban a su servicio, matones, bra- 
vucones, a los que armaban y utilizaban lindando con la ilegalidad. 
Las leyes sobre la vis publica se multiplicaron, sin impedir, hasta la 
época imperial, la existencia de estos ejércitos privados compuestos 
por esclavos, Por otra parte, otros líderes políticos —quizá Catilina, 
con seguridad Clodio— hacían llamamientos (o amenazaban con ha- 
cerlos) para que los esclavos de los demás se armaran, y luego los 
reclutaban. Tales acciones, desde luego ilegales, plantean una serle 
de interrogantes: ¿por qué no reaccionaban los dueños?; ¿no existía 
control sobre estos esclavos? En el caso de Clodio, se trataba quizá 
de esclavos manumitidos (o abandonados) por sus dueños después de 
promulgarse la ley frumentaria del año 58. De cualquier forma, pare- 
ce lícito concluir que durante esta época existía en Roma una masa 
servil incontrolada y relativamente libre en sus movimientos, suscep- 
tible de ser movilizada por cualquier elemento ambicioso (Apiano, 


BC, 11, 120). 


d) Los libertos. Hemos visto que, desde el punto de vista jurí- 
dico, algunos hombres libres podían caer en servidumbre o en una 
condición próxima a la esclavitud (servidumbre por deudas, addictio, 
etcétera). Á la inversa, la esclavitud no era siempre una condición 
permanente. Una serie de textos antiguos, de talante optimista sin 
duda, afirman incluso que no era más que un estado transitorio del 
que normalmente se tenía la casi seguridad de poder salir al precio 
de una buena conducta (Cic., Rab. Perd., 15-16: «Una suerte que los 
esclavos no soportarían si no vieran ante sí la esperanza de la liber- 
tad [...]»; Fil., VII, 32: «Hemos esperado durante seis años la liber- 
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tad, más tiempo que el que esperan los cautivos activos y honestos»). 
Tales afirmaciones sólo tendrían valor si nos fuera posible determinar 
el número exacto de manumisiones, según las épocas o categorías de 
los esclavos. En general, se admite que los esclavos rurales tenían 
muchas menos oportunidades que los esclavos urbanos de conseguir 
la manumisión. En efecto, no contaban con la posibilidad de ahorrar 
para conseguir su redención y tampoco poseían talentos especiales, ni 
cultura que pudiera justificar un gesto por parte de su dueño; sin 
embargo, algunos vilict o algunos esclavos instalados como colonos 
debían ser a veces libertos (de ahí procedería Furio Crésimo, Plinio, 
XVIIL, 7, 3) y eran pastores aquellos a quienes Domicio Ahenobarbo 
prometió la libertad en el año 49, Sin embargo, la masa de los liber- 
tos que conocemos por la epigrafía y por los testimonios de los textos 
son, en efecto, artesanos o empleados de comercio o esclavos de la . 


familia urbana. 


El derecho reconocía tres formas distintas de manumisión. La primera, por 
el censo (el dueño autorizaba al esclavo a inscribirse ante los censores, con lo 
cual el esclavo se convertía en ciudadano o al menos era considerado como tal). 
En segundo lugar, hay que hablar de la manumisión per vindictam ante un 
magistrado (el pretor), para lo cual era necesario que un tercer individuo «rei- 
vindicara en libertad» al esclavo que el dueño renunciaba a retener. En tercer 
lugar, manumisión por testamento, que era sin duda (Watson [226], 194) la 
forma más frecuente a finales de la República (cf. el caso evocado en Rhet, 
Her., 1, 14, 24). Pero existía también una «manumisión informal» (cf, Gayo, 
III, 56) que resultaba simplemente de la «voluntad del dueño» (Fr, Dos,, 4) 
(ef. Watson [226], 197; Treggiari [740], 29-31). Probablemente era a estos 
libertos, existentes en gran número en Roma hacia los años 63-52 a, de J.C., a 
los que intentaban atraerse los demagogos como Catilina y Clodio. 

El status del liberto estaba regulado por la ley tanto en lo que se refiere al 
derecho privado como al derecho público, lo que explica que el conjunto de 
los libertos, aunque fueran ciudadanos, formaran, según la expresión de Cice- 
rón (2 Verr., 1, 144), un ordo, si bien sus condiciones económicas, sociales y 
políticas eran extraordinariamente diversas, Con respecto a su antiguo dueño, 
convertido ahora en su patrón, el liberto se hallaba en una situación particular. 
Generalmente tomaba su nombre, su filiación ficticia (pero, por ejemplo, no 
heredaba su patriciado) y, por otra parte, le debía hacer entrega de muchas 
cosas que frecuentemente se designan en conjunto con el nombre de obsequium. 
Parece (Dig., XXXVII, 2, 1) que estas obligaciones fueron bastante estrictas y 
duras hasta la pretura de Rutilio Rufo (¿en el 118?), pero a finales de la 
República el obsequium, si es que fue alguna vez algo más que una obligación 
moral, había perdido importancia, Cuando su liberto Hilario demostró ingrati- 
tud, Cicerón no pudo hacer otra cosa sino hacer intervenir a Ático, del que 
Hilario era cliente (4£., 1, 12, 2), aunque no sabemos exactarnente en qué con- 
dición. Sólo en tiempo de Augusto la ley Aelia Sentia restableció los derechos. 
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del patrón, El patrón podía exigir al liberto diversas operae o dinero, Y, en 
algunos casos, heredaba alguno de los bienes del liberto, Pero, a la inversa, 
el patrón debía también protección a su liberto, que tenía en su fides, relación 
muy próxima (y que se confunde en el vocabulario) a la de la clientela (Aulo 
Gelio, V, 13). 

El problema de si los libertos entraban a formar parte de la gens de su 
patrón se debatió por los juristas de finales de la República (Cic., Top., VI, 29) 
que llegaron a una conclusión negativa, afirmando en especial que los libertos 
de los patricios no se convertían a su vez en patricios, Pero en el año 312, un 
hijo de liberto, Cn, Flavio, llegó a ser edil curul (aunque no sin que se pro- 
dujera un gran escándalo, T. L,, IX, 46, 1) y un tal Claudio Glycia, también 
hijo de liberto, fue elegido como dictador, por irrisión, por Claudio Pulquerio 
(T, L,, Per., 17). En cambio, los libertos recibían desde el momento de su ma- 
numisión todos los derechos civiles de los ciudadanos: ¿us comercil, ius conubil, 
Sólo en tiempo de Augusto (Dión, LIV, 16; LVI, 7, 2; Dig., XIII, 23, 2, 44) les 
fue prohibido el matrimonio con miembros del orden senatorial (se conocen 
algunos casos de tales matrimonios en tiempo de la República: L, Gellius, caba- 
llero de familia senatorial, esposó a una liberta, Pro Sestio, 111), Probable- 
mente, entre la plebe el matrimonio con una liberta debía ser una práctica 
bastante frecuente. 


Con respecto al derecho público, la situación de los libertos es 
compleja. Se convertían en ciudadanos de pleno derecho, lo que los 
autores antiguos señalan con extrañeza: no sólo Dionisio, IV, 22, 
Apiano, BC, II, 120, sino también el rey de Macedonia Filipo V, que, 
hacia el año 214, cita este hecho como ejemplo a los habitantes de 
Larissa (Ditt., Syl1.?, 543). Únicamente se precisa: cives Romani liber- 
tini ordinis. Los libertos constituyeron un ordo, no sólo —ya lo vere- 
mos— en el siglo 11 sino también en el 1 (Cic., 2 Verr., 1, 144). En 
definitiva, su situación colectiva dependía, de hecho, del Estado, bien 
de la voluntad de los censores o, posteriormente, de la del legislador 
y, por tanto, de la del pueblo. Apio Claudio, censor en el año 312, 
según una tradición, habría hecho entrar en el Senado a libertos (T. L., 
IX, 46, 10, Aur. Vict., De Vir ¿l1., 34: libertínorum filtiis). El proble- 
ma esencial consistía en saber en qué tribu y en qué clase social había 
que situar a los libertos. En cuanto a la clase, dependía de su califi- 
cación censitaria y algunos libertos podían incluso ser ricos; los cen- 
sores no podían expulsar a alguien de una centuria sino por razones 
disciplinarias (aerarii). Pero sí podían decidir, con total soberanía, 
sobre la inscripción en la tribu. De hecho, el problema de los liber- 
tos giró sobre esta cuestión durante todo el período republicano. Fue- 
ron probablemente los censores del año 304 (como reacción contra la 
política de Apio Claudio) los primeros en tomar la iniciativa de colo- 
car a todos los libertos en las cuatro tribus urbanas (T. L., IX, 46; 
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Plut., Pobl., 7). Esta decisión no fue aplicada de inmediato pero fue 
renovada en el año 230 (T. L., Per., 20) (L. Rosa Taylor [739], 138). 
Sin duda, en el año 179 se tomaron medidas de este orden (T. L., XL, 
51, 9) en relación con los cambios de organización electoral (cf. más 
adelante, p. 258) y quizá también en el 174, Lo que sabemos con 
seguridad es que esta cuestión ocasionó un nuevo conflicto y un debate 
público entre los dos censores del año 169, Ti. Sempronio Graco y 
Ap. Claudio Pulquerio (T. L., XLV, 15, 1). Por desgracia, el texto 
de Tito Livio es incompleto. Parece que hasta aquel momento los li- 
bertos que tenían hijos y poseían tierras por valor de más de 30 000. 
sestercios, eran inscritos en las tribus rurales. Graco quería excluir 
a todos los libertos de las tribus, lo que, según subraya Claudio, hu- 
biera significado excluirlos de la ciudadanía (algo que es nuevo en esta 
época). Finalmente se les aisló en una sola tribu elegida por sorteo. 
En el año 115, Escauro presentó una ley sobre el voto de los libertos, 
cuya finalidad nos resulta difícil establecer (De Vir. ill., 72). En el 
año 88 P. Sulpicio Rufo llevó a cabo un intento similar para inscribir 
a todos los ciudadanos y los libertos en todas las tribus (T. L., Per., 
77), que fue anulado por Sila, reasumido por Cinna en el 87 y el 84 
(Schol. Gron., 286 St.) y anulado una vez más por Sila, dictador en el 
81. En el año 66 la ley Manilia autorizaba a los libertos a votar en 
la tribu de su patrón (Asc., 64 C, 45 C; Dión., XXXVI, 42, 2) pero 
fue invalidada por el Senado. En el año 63, Ser. Sulpicio Rufo, el gran 
jurista, pretendió reintroducirla (Cic., Mur,, 47), pero Cicerón se 
opuso a ello. Clodio se había propuesto durante su pretura, si resul- 
taba elegido, recuperarla también, si hemos de creer a Ásconio (52 C), 
interpretando al menos a Cicerón (Mil., 87 y 89) de manera restricti- 
va. Hay puntos oscuros en este problema: ¿de qué libertos se trataba? 
No vemos por qué los libertos, poseedores de tierras, no votarían en 
su tribu. En cuanto a los libertos urbanos dedicados al comercio o a 
la industria, su presencia en las tribus urbanas no constituía en abso- 
luto una sanción o una precaución. La auténtica explicación es, sin 
duda, la que da Dión: los libertos, no importa quiénes fueran, inscri- 
tos en la tribu de su patrón —es decir, una tribu rural para la mayor 
parte de los senadores y de los equites— constituían un importante 
apoyo electoral en la perspectiva de las clientelas. Y, verdaderamen- 
te, los libertos, al menos algunos de ellos, constituían una fuerza po- 
lítica real que los líderes debían considerar, en un sentido u otro. En 
el año 64 Q. Cicerón recomendó a su hermano que consiguiera el 
apoyo de los libertos para su candidatura (homines navi et gratiosi, 
Com. Pet., 29) y el propio Cicerón, en su lucha contra los catilinarios, 
los situaba dentro del «buen partido» (Cat., 1V, Pro Sestio, 97: optu- 
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mates). Ciertamente, importaban no tanto por su número como por 
su influencia y dedicación, e incluso por su riqueza. 

En principio, los libertos no podían formar parte del orden ecues- 
tre (lex repet., del año 123, 1, 16). Pero algunos conseguían introdu- 
cirse en él mediante el expediente de conseguir el anillo de oro que 
era el signo de una ingenuidad ficticia, o también comprando un puesto 
en las decurias de los escribas, Esta limitación les incapacitaba para 
ser candidatos a las magistraturas. Los hijos de los libertos podían 
serlo, pero se exponían, sin duda, a los ataques de sus adversarios 
(Dión, fgt. 95, 2, y el caso conocido de Popilio en el año 70, Cic., 
Cluent., 131). Pero César y los triunviros no dudaron en hacer que 
un elevado número de libertos entrara en el Senado (Dión, XLIT, 51, 
5; XLITI, 47, 3). César autorizó también a los libertos a ser decurio- 
nes en sus colonias (Lex Ursonensis, 105) y la ley municipal de la 
tabla de Heracles (¿hacia el 75-70 a, de J.C.?) no los excluye for- 
malmente, Por otra parte, algunos hijos de libertos, como Horacio, 
llegaron a ser caballeros. 

Estos ejemplos de acceso a los órdenes superiores muestran, sin 
lugar a dudas, que la condición real de los libertos era tan diversifi- 
cada como la de los ingenuos. Es importante analizar ahora cuáles 
eran las causas principales de manumisión. 

Hemos visto anteriormente que «la esperanza de libertad» es con- 
siderada, por Cicerón, como una de las causas que justifican la escla- 
vitud. Una vez más hay que distinguir entre los personajes muy im- 
portantes o muy ricos, caballeros o senadores, que poseían decenas 
o centenares de esclavos, entre los cuales muchos eran hombres culti- 
vados y competentes, y la masa de pequeños campesinos y plebeyos 
que sólo contaban con un puñado de esclavos, en la mayoría de los 
casos sirvientes domésticos u obreros. Los primeros concedían la ma- 
numisión para recompensar los servicios prestados, pero también para, 
una vez fueran ya ciudadanos, tener hombres con los que poder con- 
tar. De ello nos ofrecen numerosos ejemplos tanto Cicerón como César 
o Pompeyo. En esta categoría hay que situar a los libertos de los nego- 
tiatores de Delos, Samos u otros lugares que actuaban como «repre- 
sentantes» o socios de su patrón. El derecho de la última etapa de la 
República —que no conoce más que la actio pro socio para regular 
los eventuales conflictos (Rutilio Rufo, citado por Dig., XXXVIII, 2, 
1; Watson [226], 228) — demuestra que la manumisión desembocó 
en una forma de sociedad entre patrón y liberto, Pero en muchos ca- 
sos, y en un nivel inferior, desde luego, la manumisión era la conclu- 
sión lógica de la relativa independencia económica del esclavo que 
tenía la posibilidad de ganarse su sustento y de poseer un peculium, 
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que la mayor parte de las veces se utilizaba para comprar la libertad. 
Posiblemente, en este caso el liberto se veía dispensado del obsequium 
(c£. Virg., Eglog., 1, 27; Dig., XL, 1, 6; Watson [226], p. 178). Igno- 
ramos si los esclavos de las colectividades, municipios o sociedades 
de publicanos conseguían la manumisión de esta manera. En ocasio- 
nes, el Estado podía decidir la manumisión individual o masiva de 
ciertos esclavos como recompensa o para subvenir a sus necesidades 
en caso de urgencia. En cambio, no creemos (pese a lo que afirman 
algunos historiadores) que una ley, incluso demográfica, pudiera de- 
cretar la manumisión de todos los esclavos, pues tal cosa hubiera 
representado un atentado contra el derecho de propiedad. Ahora bien, 
una medida que afectara a los ciudadanos, como la promesa de distri- 
buciones gratuitas, sin numerus clausus ni control muy estricto, podía 
estimular a la multitud de pequeños propietarios de esclavos (¡en 
ningún caso a los que poseían un número elevado!) a conceder la 
manumisión a sus esclavos a fin de que el Estado los alimentara, e 
incluso para conseguir ellos mismos una parte de las distribuciones. 
Eso fue lo que ocurrió en el año 58 después de promulgada la lex 
Clodiía annonaria (Dión, XXXIX, 24, 2-3; Nicolet [731], pp. 29-51). 
De cualquier forma, las medidas restrictivas que decretó Augusto 
muestran que a finales de la República la tendencia a la manumisión 
de los esclavos había llegado a ser un fenómeno de gran amplitud. 


e) Las relaciones «esclavistas». La esclavitud, forma máxima de 
dependencia, da lugar a relaciones especiales y ambiguas en la socie- 
dad antigua. Como hemos visto, en una época determinada la produc- 
ción agrícola dependía esencialmente de la mano de obra esclava. Sin 
embargo, la esclavitud constituye una forma de coacción no económica 
ya que descansa sobre la violencia física y casi militar, sobre el «dere- 
cho de gentes» o la aceptación de su suerte por parte de los esclavos. 
Por ello hay que explicar el fenómeno de la esclavitud en un conjunto 
de relaciones que no son solamente económicas, sino también cívicas, 
psicológicas, gentilicias, etc. Por otra parte, los esclavos eran, en el 
caso de la agricultura, instrumento y fuerza de producción (fuerza de 
producción totalmente alienada, salvo el derecho a la subsistencia) 
pero en otros sectores —familia urbana— no tenían nada que ver con 
la producción y participaban en la vida de las clases superiores. En 
estos casos su posesión no se pensaba en términos de fuerza de traba- 
jo; lo que importaba era poder contar con hombres fieles, 


El Estado intervino primero para proteger mutuamente al esclavo y al dueño, 
Protección, por lo demás, muy desigual: en el derecho griego el dueño estaba 
obligado al mantenimiento (somatotropheia) y, si abandonaba al esclavo, éste 
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quedaba en libertad. Tal aspecto no apareció en Roma hasta tiempos de Claudio, 
pero el derecho a la vida y a la muerte subsistió al menos hasta la lex Cornelia 
de sicariis (Dig., XLVIII, 8, 2, 1). Por contra, la ciudad protegía por principio 
a los dueños contra los esclavos, En primer lugar, contra la huida: al igual que 
en el Egipto tolemaico, el poder público se pone al servicio del dueño (Tito 
Livio, XLIII, 35, 4; Apiano, Mitr., 61; Cic., Fam,, XII, 77 prueba, sin duda, 
que a veces se negociaba con el esclavo pero todo el poder coactivo del Estado 
se situaba contra él). Cabe plantearse, no obstante, si hacia los años 63-52, 
Roma no sirvió de refugio a una masa de esclavos huidos, 

El poder público se manifestaba sobre todo en caso de revuelta: entre los 
años 196 al 70-62 a. de J.C. estallaron periódicamente una serie de revueltas 
o guerras de esclavos en Italia o Sicilia con tres momentos culminantes: 135-132, 
106-102 y 73-70. 

En el año 217 (T.L,, XXII, 33, 1-2) y en el 198 (XXXII, 26, 4-8) tenemos 
noticias de dos revueltas: la primera en Roma y la segunda en Setia, ambas, 
al parecer, protagonizadas por prisioneros de guerra o rehenes cartagineses. En 
cambio, en el año 196 tuvo lugar una coniuratio (rebelión en armas) de esclavos 
en Etruria (XXXIII, 36, 1-3), siendo necesario enviar una legión para sofo- 
carla, En el país etrusco, donde las estructuras sociales eran muy diferentes de 
las de la polis griega y en donde existía, aún en el siglo 111, una importante 
clase de semilibres (los penestes, como los llama Dionisio) pudo ocurrir quizás 
una <revolución» del tipo de la que había conocido Volsinii en los años 265-264 
(Val. Max., IX, 1, 2; Floro, 1, 16, 21; Orosio, IV, 5, 3-5; Juan de Antioquía, 
fet. 50 M; Zonaras, VII, 7, 4-8), 

La insurrección de Sicilia, que estalló en el año 135, fue mucho más grave. 
Diodoro explica formalmente esta insurrección como consecuencia del aumento 
considerable del número de esclavos en la isla después de la segunda guerra 
púnica, comprados tanto por los grandes propietarios griegos como por los ro- 
manos. Ántes de que estallara la revuelta hubo varios años de inseguridad cada 
vez mayor, provocada por los pastores (sobre todo en la región occidental de 
la isla) impulsados al bandolerismo por sus dueños, y a los que siguieron mu- 
chos fugitivos: entre el 142 y el 140 un propretor tuvo que perseguir y con- 
siguió capturar a varios centenares de ellos, En el este de Sicilia la mayor parte 
de los esclavos eran «sirios», quizá judíos, Entre ellos se contaban devotos de 
los misterios de Oriente, como el de la Dea Siria, Atagartis; uno de ellos, 
Euno, había adquirido gran prestigio entre ellos desde hacía varios años, por 
sus profecías mesiánicas, Algunos historiadores aproximan esta ideología al 
¿reino» esenio, o a la «ciudad del sol» que, dos años después, los partidarios 
de Aristónicos pretenderían realizar en Asia (Baal Hamon). La revuelta estalló 
en torno a la ciudad de Enna en la familia de grandes propietarios griegos par- 
ticularmente crueles. En el oeste, un pastor cilicio llamado Cleón había orga- 
nizado ya la guerrilla. En sólo unos cuantos días unos centenares y, luego, varios 
millares de esclavos huyeron, consiguieron armas y se apoderaron de Enna. 
Euno tomó el título de rey, se rodeó de un consejo, acufñió moneda en nombre 
de Antíoco y dio a los insurrectos un embrión de estructura de Estado (asam- 
bleas, etc.), Los habitantes de la ciudad que habían sido capturados fueron 
asesinados, salvo los artesanos, a quienes se redujo a la esclavitud, Pero entre 
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los esclavos había un grupo, en el que se encontraba el propio Euno, que era 
partidario de la clemencia. Diodoro afirma que muchos hombres libres, peque- 
ños campesinos o miembros del proletariado urbano, sin unirse exactamente a 
la revuelta, se aprovecharon de los desórdenes, En un pasaje de importancia 
esencial indica también la relación entre la insurrección de Sicilia y las huidas 
de esclavos o las revueltas en Roma, Ática (¿Laurion?) y en Delos (XXXIV, 2, 
19). Taormina cayó en manos de los esclavos y fue necesaria una campaña mi- 
litar de dos años para sofocarlos, Euno fue capturado y murió en prisión. La 
primera guerra le esclavos, inmersa en la atmósfera mesiánica de la época, con- 
tando con la participación de los esclavos orientales que conservaban aún el 
recuerdo de su libertad (Diod, XXXIV, 2, 36), dirigida por líderes proféticos 
fascinados por la única forma política que les convenía, la monarquía carismá- 
tica de tipo helenístico, y presentando rasgos característicos de las «rebeliones 
primitivas» (inversión de papeles, carnaval de escarnio, etc.), fue un movimiento 
muy importante pero en ningún caso una revolución dirigida contra la esclavi- 
tud como tal. En este sentido hay que señalar, también, el sincronismo con una 
revuelta de esclavos ocurrida en las minas de Laurion (Posidonio, fgto. 35 M= 
Atenea, VI, 272 E). 

Algunos de estos rasgos volvemos a encontrarlos en los acontecimientos de 
los años 104-102 en Campania y, nuevamente, en Sicilia, En Campania, pri- 
mero 30 y después 200 esclavos se sublevaron sin éxito en Nuceria y en Capua. 
Después, un caballero romano, T. Vetio, «loco de amor», armó a sus esclavos y 
revistió también la púrpura, llamando a los demás esclavos a la revuelta. En 
Sicilia, el intento de censar y liberar a los esclavos bitinios detenidos indebida- 
mente desencadenó dos movimientos: uno, en el este, en torno a un hombre 
libre condenado, G. Titinio, procedente quizá de Gades, y luego bajo la direc- 
ción de un «rey» elegido, Salvio (Trifón), se apoderó de Morgantina, En la 
zona occidental, un vilicus cilicio, Atenión, tomó también el título de rey, se 
negó a enrolar a todos los esclavos que acudieron a él, y, reclutando a 10000 
hombres, ordenó a los restantes que regresaran al trabajo, También en este 
caso muchos hombres libres pobres se unieron a la revuelta (Diod., XXXVI, 6-7). 
Por su parte, también Trifón se organizó según el modelo monárquico, con un 
consejo y amigos, y la revuelta se organizó en torno al viejo santuario de los 
dioses pálicos, fundado por Ducecio, Hubo 20000 muertos en la última batalla, 
Pero, contra la interpretación <orientalizante» (P. Green), el hecho de que 
Euno adoptara para el reverso de sus monedas a Deméter, la del santuario de 
Enna ocupado y mantenido por sus hombres, probaría que la insurrección tuvo 
un carácter netamente siciliano e incluso nacionalista (L, Robert, Ann, CF, 1961- 
1962; OMS, IV, 211; G, Manganaro [727], 205-222), 

La guerra de Espartaco fue un acontecimiento de mucho mayor importan- 
cia (años 72-71), Al igual que la guerra de Aníbal, comenzó en el sur y se 
extendió hacia el norte de Italia, y por un momento se llegó a temer incluso 
por la suerte de la misma Roma. Los efectivos que consiguieron reunir el nú- 
cleo primitivo de gladiadores insurrectos alcanzaron los 150000 hombres. La 
tradición romana concedió el protagonismo a la figura de Espartaco porque de 
todos los jefes que se rebelaron fue el último en morir, pero no es seguro que 
al principio actuara como jefe. Procedía de Tracia y, probablemente, había 


144 


servido en el ejército romano. Muy pronto se le unieron contingentes de escla- 
vos galos e incluso cimbrios conducidos por Enomao y Crixo. Fueron tres las 
campañas que emprendieron los esclavos, primero hacia el norte, para luego 
abandonar Italia (batalla de Módena), dirigiéndose luego hacia Sicilia donde 
no consiguieron entrar, y finalmente, hacia Brindisi. Los romanos, tras haber 
sido vencidos varias veces, tuvieron que confiar el poder a un jefe único para 
conseguir reducir a los esclavos, pero aún en el año 62 algunos restos de estas 
tropas ocupaban la campiña en torno a Turion, Apiano (BC, I, 116) y quizá 
también Floro (II, 8, 1-2) se refiere al apoyo que muchos hombres libres pres- 
taron a la insurrección, Un pasaje de los Verrines (II, 158-170) demuestra que 
en Sicilia existía el temor, durante la insurrección, de que algunas ciudades, 
antiguas «aliadas» de Italia meridional, se sublevaran contra Roma. La guerra 
de Espartaco habría llegado a ser, entonces, una guerra antirromana, y no sólo 
una revuelta de esclavos (Rubinsohn [735]). 

De cualquier forma, ésta fue la última de las grandes insurrecciones que 
exigieron la movilización de auténticos ejércitos para sofocarlas, La esclavitud 
siguió asegurando la producción agrícola durante varios siglos y proveyendo la 
servidumbre doméstica y la mano de obra industrial, Desde entonces los es- 
clavos insurrectos no volvieron a ocupar una provincia o a amenazar Roma. 
Ciertamente, volvieron a estar presentes con ocasión de las guerras civiles o las 
luchas políticas, pero tan sólo como un instrumento en manos de los partidos, 
según su situación. Los insurrectos italianos del 91 por ejemplo, armaron a 
20 000 esclavos (Apiano, BC, 1, 42, confirmado por una bala de fronda, CIL, l, 
661). En Oriente, el llamamiento a los esclavos fue uno de los instrumentos de 
lucha de Mitrídates contra los romanos, pero siempre se trataba de esclavos de 
los adversarios, Otro tanto hay que decir de los esclavos «manumitidos» por 
Cinna (BC, LI, 65) o Mario (1, 74; Orosio, V, 9, 19). Sila, por ejemplo, manu- 
mitió también a los esclavos de sus proscritos para hacer de ellos un partido 
de fieles. Los historiadores discuetn sobre el papel exacto que, según los di- 
versos jefes, debían desempeñar los esclavos en la conjuración de Catilina, Hay 
que distinguir entre los esclavos urbanos (ya hemos visto que una gran parte 
de ellos estaban siempre disponibles) y los esclavos rurales, Ahora bien, una 
cosa es prometer la libertad a los esclavos para armarlos y conseguir su apoyo 
y otra muy distinta es suprimir la esclavitud. No hay duda de que un hombre 
como Clodio «trabajó» de forma muy particular a la masa de los esclavos ur- 
banos y que consiguió que más de 150000 fueran manumitidos o abandonados 
por sus dueños, reclutando además a un gran número de ellos, También es cierto 
que esta política permitió a sus enemigos, entre ellos Cicerón, alertar sobre el 
peligro que constituían los esclavos, recordando los horrores recientes de Es- 
partaco. Pero el objetivo perseguido no era otro que el de procurarse clientelas, 
Pese al Pro Mil., 87, 89 y Asconio, 52, no se trataba de abolir la esclavitud 
sino de utilizar, para alcanzar el poder, las fidelidades tradicionales de la escla- 
vitud y de la manumisión (prestación de servicio a cambio de mantenimiento y 
ventajas materiales). Eso se realizaría en parte durante el Imperio: la política 
de Clodio con respecto a los colegios anunciaría, pues, la política posterior de 
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4. Los vínculos de persona a persona 


Si deseamos caracterizar el romano-itálico de los siglos 11 y 1 a. 
de J.C. en términos socioeconómicos debemos proceder por aproxi- 
maciones sucesivas. Ánte todo, estamos ante una sociedad en la que 
las diferencias más notables son de orden jurídico: libres y no libres, 
ciudadanos y no ciudadanos y, en el seno del cuerpo cívico, privile- 
giados que participan plenamente de la vida colectiva y desheredados 
que permanecen al margen tanto de las cargas como de las ventajas 
de aquélla (al menos hasta los avances democráticos de finales del 
siglo 11 y del siglo 1 a. de J. C.). Sin embargo, a estas diferencias de 
tipo jurídico se superponen, sin que exista una coincidencia total, otras 
de tipo económico, es decir, las relaciones vienen determinadas por 
constreñimientos, detracciones y dependencias de carácter esencialmen- 
te económico. La mayoría de los esclavos (la masa de los esclavos 
rurales y los esclavos urbanos del artesanado y el comercio) asegura- 
ba la producción de la mayor parte de los bienes materiales y casi 
todos ellos sufrían, por ello, la explotación más absoluta, recibiendo 
tan sólo a cambio de su trabajo lo estrictamente necesario para garan- 
tizar su subsistencia. Pero comparten esta situación con los más des- 
favorecidos de los hombres libres, trabajadores agrícolas o urbanos, 
que dependen de un salario (sistema que no es desconocido) y que, 
por ello, se encuentran a veces más aislados o en peor condición que 
los esclavos. Por contra, una parte importante de los esclavos se en- 
cuentra, a consecuencia de su situación jurídica, es decir, de los lazos 
directos que mantiene con su dueño, en una situación completamente 
diferente que permite distribuirlos a lo largo de una escala de condi- 
ciones cada vez más favorables, llegando incluso, por la manumisión, 
a la integración en el cuerpo de los ciudadanos, a veces en un nivel 
muy elevado (se trata de esclavos de servicio, especialistas, financie- 
ros, «sabios»). De esta forma, los dos mundos jurídicamente distintos 
de la esclavitud y de los libres (el liberto en Roma llega a ser ciuda- 
dano pero con una serie de inhabilitaciones y deberes de clientela que 
le mantienen aún subordinado) no se hallan superpuestos, sino, como 
se ha dicho muchas veces, imbricados o paralelos. 

Digamos también que -——salvo con ocasión de las guerras serviles 
de los años 135 al 71— los principales conflictos sociales o sociopolí- 
ticos en los que se vio inmersa esta sociedad no eran los que oponían 
a los libres contra los no libres, sino a los ciudadanos y no ciudada- 
nos o, en el seno del cuerpo cívico, a los privilegiados y a los no 
privilegiados. La «cuestión agraria» no era otra cosa que una reivin- 
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dicación de los pequeños propietarios territoriales o de los no pro- 
Pietarios para acceder, ellos también, a la posesión de las reservas de 
tierras acumuladas por la ciudad. El problema de las deudas agitaba 
a todas las capas sociales, pero si afectaba a los pobres (lo que no es 
muy evidente, aunque sí verosímil) no llegó a ser un problema polí- 
tico, objeto o móvil de conflictos sino en la medida en que estos pobres 
eran ciudadanos, Si los esclavos intervinieron o si se recurrió a su 
intervención como una amenaza en estos conflictos (solamente durante 
el siglo 1) lo hicieron como fuerza de apoyo, a menudo como elemento 
«profesional» de las milicias privadas. 

Por otra parte, si tratamos de analizar y evaluar el beneficio en 
esta sociedad, es decir, la detracción que los privilegiados realizan 
sobre la producción, hay que tener en cuenta una serie de hechos. En 
primer lugar, la «renta agraria» estaba muy concentrada : sólo el pro- 
pietario de la tierra la obtenía en forma de beneficios cuando practi- 
caba la explotación directa, o bien en forma de alquileres o en espe- 
cie cuando la arrendaba a los coloni. De todas formas, esta renta era, 
en principio, proporcional a los frutos o al menos al valor reconocido! 
de la tierra, y los contratos se negociaban según las reglas del dere- 
cho civil, igual para todos los ciudadanos. No existían, por tanto, 
formas similares a los derechos feudales o señoriales. Señalemos tam- 
bién que la imposición fiscal, episódica hasta el año 167, fue supri- 
mida en Italia después de esta fecha. Otro tanto puede decirse de la 
fiscalidad en la industria o el comercio: los impuestos indirectos, so- 
portables por lo demás, son abolidos en Italia en el año 60 a. de J. C., 
y no hay, por otra parte, ni corporaciones ni privilegios. Estamos, 
pues, ante una sociedad que favorece en alto grado a la propiedad 
privada (el dominium, como lo afirman todos los teóricos antiguos 
desde Aristóteles a Cicerón) pero que no impone sobre ella «rentas 
de situación» en beneficio de grupos intermediarios. El Estado reduce 
las detracciones fiscales al mínimo (el ideal consiste en suprimirlas, 
o más bien exportarlas en detrimento de los vencidos, que es lo que 
ocurre precisamente cuando Roma conquista el mundo). 


Pero incurriríamos en un error si nos limitáramos a estos aspectos, Es po- 
sible detectar otro tipo de tensiones y conflictos, por ejemplo los que oponen, 
globalmente, a los habitantes de las ciudades y de las áreas rurales. Pese a la 
persistencia de una ideología campesina primitiva, muy pronto se hace evi- 
dente (hacia finales del siglo 111) que los habitantes de las ciudades son, de 
hecho, privilegiados. En efecto, para ellos se hacen las más importantes «in- 
versiones» públicas y también en su beneficio —y, parece, en su beneficio ex- 
clusivo— se pondrán en marcha mecanismos oficiales de compensación o de 
transferencia en favor de los más pobres: distribuciones, a precio bajo o gra- 
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tuitamente, de productos de primera necesidad, organización de actividades para 
el tiempo de ocio, etc. Ello es así porque la ciudad no era solamente una aglo- 
meración urbana, centro comercial e industrial, sino sobre todo centro político. 
Por cuanto las decisiones dependían en parte de la plebe urbana, los líderes polí- 
ticos se veian obligados, para conseguir su apoyo, a buscar la popularitas, es 
decir, a practicar el evergetismo y a proponer un evergetismo público, Todo ello 
se traduce en exenciones fiscales y distribución de productos alimenticios y de 
dinero. En este sentido, Roma no es diferente a la mayor parte de ciudades 
helenísticas donde existían ya estos mecanismos compensatorios, La paradoja 
aparente es que las clases más elevadas de los habitantes de las ciudades o de 
los ciudadanos eran también los terratenientes más importantes que obtenían 
el máximo beneficio de la renta agraria, una parte de la cual la utilizaban en 
beneficio de la plebe urbana y, como ésta era insuficiente, destinaban también 
a ese fin el producto de la fiscalidad provincial. La única diferencia entre Roma 
y las demás ciudades helenísticas, a este respecto, es que la ciudadanía romana 
se extendía hasta los límites de Italia y, asimismo, que Roma había. conquistado 
el mundo. 
7. En definitiva, la sociedad «romana» (que en esta época no es otra 
' cosa, sin duda, que una variante de la sociedad «helenística») es fun- 
damentalmente diversa y contradictoria, Si bien reconoce en principio 
la igualdad jurídica —en lo que respecta al derecho privado— de 
todos los ciudadanos, iguales ante la ley desde finales del siglo Iv, 
reconoce y oficializa toda una serie de distinciones y privilegios en lo 
que respecta al derecho público, o sea, en la participación de los 
asuntos colectivos: «órdenes superiores» y plebe, pobres y ricos, sena- 
dores y simples ciudadanos se distinguen en tanto que son moviliza- 
bles, contribuyentes y electores. Desde esta perspectiva (lo veremos 
con más detalle más adelante, p. 164) su estatuto es oficial e incluso 
jurídicamente diferente, como también lo son sus derechos y sus obli- 
gaciones con respecto a la colectividad, Pero dichas diferencias no van 
todas en el mismo sentido; de todas formas, hay una serie de mecanis- 
mos que intervienen —de manera totalmente consciente— para equi- 
librar en la medida de lo posible las cargas y beneficios y reforzar la 
cohesión social de la ciudad: es el ideal de igualdad geométrica, ge- 
neradora de «concordia». Al menos, cuando se trata de ciudadanos 
ingenuos, estas desigualdades de hecho y de derecho están organizadas 
desde el punto de vista de la colectividad. En principio no existen 
dependencias individuales; ningún ciudadano depende de otro por lo 
que respecta al derecho público, salvo naturalmente los magistrados 
en el ejercicio de sus funciones. Pero en ese caso, es al Estado al que 
obedece. Y todos dependen igualmente de la ley. 
Tales son, al menos, los principios. En sí mismo ya es muy impor- 
tante que tales principios existan, que sean conocidos y reconocidos, 
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mal que bien, por el derecho. Pero la realidad no se ajusta exacta- 
mente a ellos, Apartándose de estas relaciones jurídicas ideales, se 
formaban diferencias o solidaridades, dependencias y conflictos que 
seguían caminos distintos y que se resolvían de otra manera. En pri- 
mer lugar, si en términos de derecho no existía dependencia individual 
de ciudadano a ciudadano, no siempre había sido así, y en el período 
que estudiamos observamos huellas no desdeñables de esa situación 
primitiva, Sabemos que en los orígenes de la ciudad romana existían 
entre los patricios y algunos plebeyos lazos de una naturaleza difícil 
de precisar pero muy constrictivos en el plano individual y colectivo, 
que la tradición designa con el nombre de «clientela». Poco importa 
que fueran todos los ciudadanos (como lo afirman Tito Livio y Dioni- 
sio), o solamente unos pocos los que estuvieran así «distribuidos» 
entre la clientela de los grandes; es más interesante señalar algunos 
rasgos de este vínculo social particular. Estos antiguos clientes, que 
los griegos llaman a veces penestes, del nombre de «siervos», semi- 
libres, tal como podían existir en Tesalia o en Etruria, eran libres y 
ciudadanos desde cierto punto de vista pero, en otro sentido, se veían 
afectados por incapacidades jurídicas hasta la época de las XII Ta- 
blas, ya que no podían testimoniar con justicia y se hallaban, con 
respecto a sus «patrones», en un estado de dependencia evidente: si 
bien recibían tierras de éstos (?), así como protección frente a los 
demás y frente a la ciudad, les debían, a su vez, fidelidad y apoyo en 
una serie de casos perfectamente determinados. En este sentido primi- 
tivo, la clientela desaparece del universo de los ciudadanos hacia me- 
diados del siglo 111 (y a aquellos que la invocan todavía, como C. He- 
renio contra Mario en el 115 a. de J.C., Plutarco, Marius, 5, 5; E, 
Deniaux [750], aparecen. como anacronismos). No obstante, hay una 
categoría social en la que estos lazos de clientela continúan existien- 
do, los libertos, al menos hasta el edicto de Rutilio Rufo en el 118, En 
las relaciones entre «patrón» y liberto encontramos plenamente estas 
relaciones de dependencia individual, al margen de la esfera de los 
ciudadanos, que les ligan el uno al otro en una relación desigual pero 
recíproca, pues si el liberto tiene deberes también los tiene el patrón, 
de distinto carácter (XI/ Tab., 8, 21, sacer esto). Es evidente que 
detrás de estos lazos que toman los términos y la ideología de las 
viejas estructuras gentilicias existen, como han afirmado algunos histo- 
riadores (J. E. Skydsgaard, Studia,.. Krarup, Odense, 1976, pp. 44- 
48), lazos económicos: ya hemos visto que muchos libertos eran arren- 
datarios o antiguos aprendices de sus patronos. De todas formas, estas 
relaciones responden a un clima diferente, que aclara perfectamente 
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el hecho de que el liberto tomara el nombre y adoptara los cultos de 
su patrón. 

Pero lo que podemos llamar los lazos de clientela en sentido am- 
plio (o la clientela «moderna») regulaba también en gran medida las 
relaciones de los ciudadanos libres entre sí. «El» ciudadano, sujeto 
abstracto de derecho, que parece obra de los juristas, no existió nunca 
en ninguna ciudad antigua y, desde luego, tampoco en Roma. En la 
práctica, cada individuo se veía integrado en una red muy compleja 
de solaridades de tipo diverso que, ellas también, aunque desiguales, 
no operaban en sentido único. Todo individuo formaba parte de uno 
o varios grupos, independientemente incluso de la clase censitaria o 
de la tribu a la que perteneciera. En primer lugar, y desempeñando un 
papel esencial, podemos hablar de la vicinitas, de la «vecindad», tanto 
en el medio rural como en el urbano; Catón (RR, 4, 1) hace una 
clara alusión a ella. De este tipo de solidaridad dependen, por ejem- 
plo, los colegios de los cultos de las plazas (compitalia) que agrupan 
a los habitantes de las mismas calles o de los mismos barrios (lo que, 
por otra parte, corresponde también a cierta especialización económi- 
ca). En un ámbito más amplio encontramos al «país», el distrito, cen- 
trado en torno a una ciudad italiana, impregnado muy a menudo de 
un particularismo étnico, lingúístico y religioso muy fuerte. Lo más 
frecuente es que los habitantes de una misma zona hagan frente común 
contra los «demás» y que aúnen fuerzas en torno a los más ricos, a los 
más poderosos o a los más influyentes. Es éste, por ejemplo, un ele- 
mento que interviene constantemente en los procesos políticos que 
oponen entre sí a los miembros de la clase senatorial y ecuestre, y la 
victoria cae del lado de quien ha sabido utilizar y exhibir mejor estas 
solidaridades particularistas, solidaridades que resultan tanto más 
fuertes al ser trasplantadas a Roma y llevadas a lo político: así, por 
ejemplo, las que entre los consulados de Mario y de Cicerón fortalecen 
a las gentes de Arpinum que consiguieron una importante influencia 
política y social (Nicolet [684], II, 1052-1057; [762], 294), 

En cierto modo son solidaridades (geográficas o étnicas) natura- 
les. Existen otras, surgidas de forma diferente, que constituyen una 
especie de clientela voluntaria. Podemos afirmar que todo hombre in- 
fluyente, es decir, políticamente dominante o simplemente rico, con- 
taba con una amplia red de relaciones jerarquizadas (aunque flexibles 
y de forma variable) que no era tan sólo consecuencia de su influen- 
cia y riqueza sino que las determinaba en amplia medida. «Fami- 
liares», «amigos», «allegados» o simplemente «gentes que tienen de- 
pendencia» (in fide mea), incluso los simples conocidos, constituyen 
una red que, según su extensión y densidad, formará lo que se llama 
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«amistades», una «clientela», incluso (en los casos más acentuados) 
un «partido», una «facción», y en casos extremos un auténtico «ejér- 
cito». Las metáforas son significativas, nos llevan de la simple práctica 
tolerada del juego político a la verdadera parodia del juego militar, 
casi, diríamos, del juego monárquico. El vocablo griego para la pala- 
bra latina cliente (pelates) procede del verbo pelazo, hacer la corte, 
aproximarse para adular. Una traducción perfecta sería la de «corte- 
sano». A finales del siglo 11, Cayo Graco, uno de los grandes líderes 
«populares», creó en torno suyo una especie de «corte» según el mo- 
delo helenístico fijando, para el saludo matinal (admissio), una autén- 
tica etiqueta, con grandes y pequeñas entradas (Séneca, De Ben,, VI, 
34, 2). Por un momento, a finales de la República parece como si el 
Estado fuera a desintegrarse entre las «clientelas» de algunas casas 
principescas casi completamente autónomas, cada una con su fisono- 
mía, su ubicación geográfica (Pompeyo en el Piceno, César en Cam- 
pania y luego en Cisalpina, etc.). Clientelas, en gran parte heredita- 
rias en las que, a veces, se descubren lazos que se remontan a varias 
generaciones. Pero algunos textos, como las obras de Cicerón, nos 
permiten comprender cómo se constituyen las clientelas: en torno a 
una mentalidad muy arcaica basada en el intercambio y la recipro- 
cidad, siendo las palabras claves en estas relaciones las de beneficium 
y officium, beneficios y deberes. Cada una de estas palabras puede 
aplicarse en diversos niveles de la vida de relación y define en cada 
ocasión un código muy preciso de la vida social. Es lógico —y es en 
este terreno donde mejor podremos observarlo— que este sistema al.- 
canzara plena expresión en la esfera político-cívica: los clientes for- 
maban como un ejército electoral, cada uno en su lugar, con el obje- 
tivo de promover la carrera del patrón e incluso avanzando posiciones 
en el terreno judicial y militar si eso era necesario. Por su parte, y en 
este mismo terreno, el «patrón» manifestaba su «benevolencia» y su 
«reconocimiento» mediante generosidades materiales de carácter pri- 
vado o público (en este caso se encargaba de obtenerlas de las autori- 
dades) pero también mediante la consecución de los objetivos políticos 
o económicos de los «clientes»: exenciones, ventajas, puestos en el 
ejército o en la administración o distribución de tierras del ager pu- 
blicus. Si el jefe era muy poderoso o muy ambicioso ejercía, en cierta 
manera, un patronazgo sobre toda la colectividad o sobre una parte 
preponderante de ésta, como la plebe rural o la plebe urbana (Tiberio 
Graco, Clodio). Pero en ningún caso olvidaba las recompensas indi- 
viduales para aquellos a quienes más debía, como la obtención del 
cargo de centurión o de tribuno militar o de una condecoración, etc, 
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Este aspecto, público en cierto sentido, de las clientelas es bien cono- 
cido y ha sido frecuentemente estudiado. 

En realidad, el sistema de la clientela desbordaba ampliamente 
esta esfera e informaba casi toda la vida social. Ante todo, en el do- 
minio del derecho. En principio, la ley era igual para todos, pero, en 
la práctica, no sólo en las. causas públicas sino incluso en las causas 
privadas, la justicia romana tenía una fuerte tendencia hacia la desi- 
gualdad. Las palabras que más frecuentemente se utilizaban en el 
proceso, después de las que se refieren «al derecho», son las que deno- 
tan la influencia o el poder o, al contrario, la debilidad del acusado 
(J. Kelly [757]). Por ello, el acusado nunca pleiteaba solo sino «ro- 
deado de patroni», y no deja de ser notable que la misma palabra 
designara tanto al abogado como al «patrón». Lo importante no era 
tanto la competencia o el talento como conseguir la influencia que 
pudiera equilibrar la del adversario (Neuhauser [761]). Ciertamente, 
muchas veces era a partir de los lazos creados en el Foro con ocasión 
de un proceso, como se constituían clientelas duraderas, como lo 
pone de manifiesto un estudio que E. Deniaux [750 b] está llevando 
a cabo sobre los «clientes» de Cicerón. Sin duda, estas relaciones 
expresadas en términos de relaciones personales expresan muy a me- 
nudo relaciones financieras o económicas: cuando Cicerón promete a 
un amigo «reconocimiento» de un publicano por el cual hace una 
«intervención» (commendatio), probablemente este reconocimiento se 
traduciría en cifras concretas. No obstante, el lazo económico no era 
siempre fundamental y la gratia podía manifestarse de otro modo: 
un testimonio, otra recomendación, etc. La obra de Cicerón nos per- 
mite conocer un tipo de intervención muy frecuente: la que se realiza 
cerca de un magistrado o un promagistrado con jurisdicción para la 
solución favorable de un litigio, las más de las veces de orden eco- 
nómico. Por tratarse, pues, en general, de personajes ricos e influ- 
yentes (caballeros, negotiatores, etc.), el reconocimiento esperado será 
también financiero o político (voto favorable en los comicios o en un 
tribunal). Pero los lazos de clientela podían llegar también a los 
ricos y a los pobres cuya influencia —por el simple hecho de su nú- 
mero—, en ciertas instancias políticas, como los comicios tributos, no 
era desdeñable. Pero su número era lo único que importaba, y se les 
pedía precisamente que lo demostraran «formando el cortejo» de su 
patrón en los momentos importantes: civilización de ostentación en la 
que el hecho de estar «rodeado de hombres» era fundamental (Plauto, 
Menechmes, [475]; Ter., Eun., V, 2, 70; Cic., Mur, 70). 

En este contexto, el verdadero código de la clientela que nos ofrece 


Cicerón en el libro 11 de De Officits (libro de moral y de filosofía 
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destinado a la educación de ese «príncipe» que debía llegar a ser su 
hijo) no debe ser considerado como una serie de lugares comunes 
sino, más bien, debemos pensar que es una ilustración precisa de estas 
relaciones parajurídicas que informan la sociedad romana de finales 
de la República, Sus afirmaciones las refuerzan, de forma más elíp- 
tica, la mayor parte de los textos que hablan, en términos jurídicos, 
de la clientela (Dionisio, II, 10, 1-4; Plut., Rom., 13, 6; Aulo Gelio, 
V, 13, 2-6) si bien no hay que dar excesiva importancia al término 
ius applicationis, de significado oscuro, evocado en una ocasión por 
Cicerón (De Oratore, 1, 177). El sistema de la clientela sustituía la 
simple «igualdad geométrica» encarnada en la constitución censitaria 
y que se limitaba a distribuir derechos y deberes para hacerlos sopor- 
tables a los menos favorecidos, por una serie de intercambios recípro- 
cos, individuales y colectivos, que trataremos de expresar esquemáti- 
camente. Los poderosos (que también eran ricos, desde luego) conce- 
dían a los menos poderosos su protección para obtener ventajas y de 
ellos esperaban, a cambio, además del pago directo de algunos favores 
(lo cual era muy raro), su ayuda política y social para la consecución 
de sus propios objetivos, Á quienes se hallaban en lo más bajo de la 
escala, que no poseían dinero en absoluto y muy escasa influencia, les 
concedían ventajas materiales (las «larguezas privadas» de las que 
habla Salustio, Cat., 37, y que ha estudiado T. Loposzco [768]), indi- 
viduales o colectivas. Esperaban de ellos tan sólo la manifestación 
concreta de una adhesión a su persona. Estamos ante una transferencia 
compensatoria de riquezas en estado casi puro y, sin duda, ello con- 
tribuyó a hacer que la situación económica y social de los más humil- 
des fuera relativamente soportable. Como hemos visto, este tipo de 
relación de clientela tiende, de alguna manera, a extenderse en toda 
la ciudad: Los Gracos, Lépido, Clodio o César intentarán en cierto 
sentido convertirse en «patronos» del pueblo o de la plebe. Pero sólo 
se llegó a ello en casos muy contados y las «clientelas» intermediarias 
permanecieron, en casi todos los casos, fuertemente organizadas en 
torno a lo que podemos llamar el núcleo gentilicio: padres, amigos, 
libertos personales, «compatriotas» o vecinos que se beneficiaban prio- 
ritariamente de los «favores» del patrón. Estos lazos se podían refor- 
zar, además, mediante alianzas matrimoniales (Catón casó con la hija 
de uno de sus clientes, un joven ambicioso con la hija de su patrón, 
etcétera). 
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CarítULO VI 


Las finanzas públicas del Estado 
romano 


Todo Estado supone la existencia de unas finanzas, incluso en el 
seno de una economía premonetaria. Pero el régimen de la ciudad 
conlleva, en sus mismos principios, una sensibilidad especial con res- 
pecto a los asuntos financieros, Y ello, ante todo, porque la ciudad 
es una comunidad de defensa y de interés en la que sus miembros 
sopesan con la máxima atención ventajas e inconvenientes, muy en 
especial los de orden económico. Consecuentemente, por lo general, las 
cuentas se dan a conocer en la ciudad y las cuestiones financieras 
se exponen a la luz pública y son casi siempre objeto de discusiones 
y debates. Las finanzas de la ciudad se oponen, pues, claramente 
—tanto en su concepción como en sus procedimientos— a las finanzas 
monárquicas o imperiales, En efecto, estas últimas son muchas veces 
confidenciales e incluso secretas, como ocurrió por ejemplo con las 
finanzas del Imperio romano durante el reinado de Augusto (Sueto- 
nio, Aug., 28, 1). Así pues, en toda ciudad existe, en forma más o 
menos desarrollada, una contabilidad pública con sus normas y sus 
organismos, que es objeto de discusiones y, frecuentemente, de dife- 
rentes teorías, He ahí una primera razón para plantearse el estudio 
de las finanzas de la ciudad de Roma, si bien, desde luego, hay otras. 
Los asuntos financieros desempeñaron siempre un papel fundamental 
en la historia interna y externa de Roma. Papel quizá no más impor- 
tante que en el caso de otras ciudades o Estados de la Antigiiedad 
(recuérdense los problemas financieros de la Liga de Delos o de la 
monarquía lágida), pero desde luego en una perspectiva más amplia 
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que, en definitiva, se extendía hasta el horizonte del mundo conocido. 
Diferencia cuantitativa que acabó por transformar el equilibrio del 
mundo mediterráneo en casi todos sus aspectos, militar, económico y 
social. Ciertamente, el presupuesto del Estado romano no basta para 
explicar toda la actividad y todos los equilibrios económicos, pero 
la detracción sobre la producción que representaba fue, en proporción, 
una de las más importantes, si no la que más, en todo el mundo anti- 
guo. Su expansión en cifras absolutas y, sobre todo, sus consecuencias 
sobre las economías exteriores a medida que fue progresando la con- 
quista constituyen, pues, aspectos esenciales de ésta y deben ser ana- 
lizados con la máxima atención. En otras palabras, es necesario eva- 
luar, en el plano de las cargas y de las transferencias fiscales y para- 
fiscales, la condición respectiva de los ciudadanos romanos, primero, 
y a continuación, la de sus enemigos y de sus «aliados» o súbditos. 


1. Fuentes y métodos 


Las cuentas públicas (rationes publicae) eran en Roma responsabilidad de 
los magistrados, Los censores tenían a su cargo el patrimonio del Estado, los 
cuestores del Aerarium eran responsables de la caja propiamente dicha (aera- 
rium) y los cónsules eran quienes ordenaban una serie de gastos, si bien dentro 
de los límites de un «presupuesto», Algunos magistrados, como los ediles, dis- 
ponían de cajas especiales, De cualquier forma, en la época que nos ocupa todo 
quedaba bajo el control del Senado que, por tanto, revisaba anualmente las 
cuentas de los cónsules y quinquenalmente las de los censores, Por supuesto, no 
nos ha llegado integramente ninguna de estas cuentas y el esfuerzo de los his- 
toriadores consiste en reconstruirlas en la forma más exacta posible para los 
diversos períodos, Así se explica que se utilicen métodos tan diversos, recu- 
rriendo a todas las fuentes posibles de información, Podríamos clasificar estas 
fuentes en tres grupos distintos; 


a) Las escasas informaciones en las que se mencionan cantidades —par- 
ciales en unos casos, globales en otros— que nos suministra la tradición lite- 
raria o histórica. Las encontramos en los historiadores (Tito Livio), en los ora- 
dores o los políticos (Cicerón, César) o en los anticuarios o los polígrafos (Va- 
rrón y sobre todo Plinio el Viejo, etc.). Este tipo de informaciones plantea 
delicados problemas de lectura (nada peor asentado que las cifras en los ma- 
nuscritos antiguos) y de interpretación (naturaleza exacta de la cantidad esta- 
blecida, problemas de evaluación monetaria, etc.). Sin embargo, y si se las 
somete a una crítica rigurosa, pueden constituir puntos de referencia de enorme 
valor —aunque en general muy puntuales— y dar información sobre ciertas 
magnitudes, 

b) Siempre a partir de la tradición histórica y literaria, se puede intentar 
establecer con la mayor exactitud posible los gastos e ingresos por medio de 
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cálculos y extrapolaciones. Por ejemplo, determinar (y es lo más frecuente y 
aparentemente lo más fácil) los gastos militares en función del número de sol- 
dados y de naves utilizadas en una ocasión concreta, o, asimismo, establecer el 
número de magistrados, la composición de sus estados mayores y de su séquito, 
el montante de sus dietas, etc, O incluso evaluar gastos tales como el aprovi- 
sionamiento a la plebe de la ciudad de trigo a bajo precio o gratuito, No obs- 
tante, hay que ser consciente de que a la hora de llevar a cabo tales cálculos 
raras veces se puede contar con todos los elementos necesarios, lo cual explica 
que haya divergencias tan importantes en las conclusiones de los historiadores 
(cf. Knapowski [796-797.798]). 

c) Un tercer método, que se ha utilizado sobre todo en época reciente, con- 
siste en tratar de estudiar con mayor exactitud el aspecto monetario de la polí- 
tica económica. Ello es posible gracias a que se conoce mejor la cronología de 
las acuñaciones de la época republicana (aunque existen todavía muchas la- 
gunas) y, sobre todo, gracias a la evaluación cuantitativa de la importancia de 
estas acuñaciones, posible por el estudio de los troqueles y de su rendimiento. 
Señalemos, sin embargo, que este método se basa en la aceptación de no pocas 
hipótesis apriorísticas, sobre todo la de que los gastos se cubrían siempre re- 
curriendo a nuevas acuñaciones, lo cual no es en absoluto seguro (cf. M. Craw- 


ford [552 el). 


Con todo, sólo mediante la aplicación de estos tres métodos, es decir, me- 
diante la utilización —exhaustiva y prudente a un tiempo— de todas las in- 
formaciones que han llegado hasta nosotros, conseguiremos profundizar en el 
conocimiento de estos aspectos. 


2. Principios y organización de las finanzas públicas 


En un principio, y hasta el siglo 111, las finanzas de Roma corres- 
pondían plenamente al tipo de «fmanzas cívicas» que los tratados 
financieros griegos habían determinado: con gastos administrativos 
muy reducidos, se suponía que la ciudad podía mantenerse esencial. 
mente con los ingresos procedentes de su dominio (ager publicus, 
publica) que debían bastar para satisfacer los gastos ordinarios. En 
este contexto eran aún muy elevados proporcionalmente los gastos de 
carácter religioso, la construcción y mantenimiento de los santuarios, 
mantenimiento de los colegios sacerdotales, gastos del culto, de las 
fiestas y de los sacrificios, Uno de los rasgos más notables de la orga- 
nización de la ciudad romana, con referencia al mundo griego e itá- 
lico, es la limitación bastante estricta de los bienes propios de los dio- 
ses (Mommsen, DP, TI, 71). Ciertamente, hubo desde los primeros 
tiempos fundaciones (atribuidas a Numa) para el mantenimiento de 
ciertos cultos, pero en lo fundamental los gastos regulares estaban a 
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cargo del Tesoro y el mantenimiento de los templos formaba parte 
de la conservación de los edificios públicos. Añadiremos que la mayor 
parte de las veces la construcción de nuevos templos se llevaba a cabo 
por iniciativa personal de un magistrado, que solía hacerse cargo de 
los gastos, bien utilizando su fortuna personal o la parte de botín que 
hubiera podido corresponderle. Pero el mantenimiento correspondía 
desde entonces al Estado, incluso aunque el magistrado en cuestión se 
hubiera ocupado de creár recursos para el nuevo culto mediante una 
fundación. Muy raras veces los cultos oficiales eran sufragados por 
los colegios. Tan sólo pueden citarse quizás, al respecto, los Mercu- 
riales y los Capitolini (Mommsen) (T. L., IL 27, 5; V, 50, 4). Las 
grandes fiestas oficiales (juegos romanos, juegos plebeyos, juegos 
apolinares y megalenses, etc.) se beneficiaron, hasta finales de la Re- 
pública, de créditos oficiales, De todas formas, los magistrados encar- 
gados de su organización (los ediles) podían, si así lo deseaban, real- 
zar su brillantez dedicando para ello los fondos de su presupuesto 
especial, que se financiaba por medio de las multas, o también —y 
esto era lo más frecuente— recurriendo a su fortuna personal. Para 
las celebraciones extraordinarias propuestas por algún magistrado, el 
Senado otorgaba una subvención (Willems, Le Séna:t..., 1, p. 390). 

El principio fundamental de las finanzas cívicas era, pues, que 
los gastos ordinarios debían cubrirse, en la medida de lo posible, me- 
diante los ingresos propios del Estado y sin recurrir a un impuesto 
"directo y regular que se consideraba como una servidumbre: depen- 
dencia de la ciudad con respecto a una potencia extranjera o régimen 
tiránico, lin cambio, se aceptaban los impuestos indirectos porque no 
afectaban como tales a los bienes ni a la persona de los ciudadanos, 
sino que constituían de alguna manera la contrapartida de una pres- 
tación (utilización de un lugar público, organización de un mercado, 
etcétera). 

Por contra, en el régimen de la ciudad se admitía que los gastos 
extraordinarios —que no habrían de registrarse necesariamente todos 
los años— pudieran cubrirse mediante recursos extraordinarios pro- 
cedentes de una contribución directa de los ciudadanos. Los gastos 
extraordinarios eran ante todo los militares. Considerado desde esta 
perspectiva y con estas reservas y limitaciones, el impuesto directo no 
era incompatible con el derecho de ciudad. Más aún, se intentaba 
incluso, en el contexto de la teoría griega que habían aceptado los 
romanos, justificarlo como componente del contrato implícito en que 
se basaba la asociación que formaba la ciudad: todo el mundo debía 
participar tanto en las pérdidas como en las ganancias. 
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Los juristas ([785], [799]) han estudiado la naturaleza jurídica 
del impuesto romano (tributum, impuesto directo proporcional sobre 
el capital, pero impuesto extraordinario por definición). No les ha 
sido difícil concluir que durante el período republicano este impuesto 
no presentaba, por así decirlo, el carácter de una regalía, si bien debía 
ser aceptado, Sólo existía en función de las necesidades y no afirmaba 
ningún derecho de propiedad del Estado sobre los bienes de los ciuda- 
danos. Más aún: considerado como una «participación en los gastos», 
podía ser reembolsado eventualmente (ello se produjo en concreto en 
el año 187 a. de J.C.) y podía ser suspendido indefinidamente si la 
situación lo permitía, tal como ocurrió (acontecimiento fundamental) 
entre el 167 y el 43 a. de J. €. Suspensión obtenida no por la dismi- 
nución de los gastos, sino gracias al producto directo e indirecto de la 
conquista. En definitiva, la fiscalidad romana —como la de toda ciu- 
dad de la Antigiiedad— tendía a ser rechazada naturalmente y, pode- 
mos emplear esta expresión, exportada por la ciudad. La carga fiscal 
pasaría a ser soportada por los aliados y los súbditos. Por tanto, la 
conquista desempeñó un papel de primera magnitud en el equilibrio 
financiero del Estado, ya que aseguró la financiación en una propor- 
ción progresivamente mayor. Una diferenciación radical se manifiesta, 
así, entre el conjunto de los ciudadanos, prácticamente exentos de im- 
puestos, al menos directos, y la masa de los provinciales. Desde esta 
perspectiva, la conquista romana presentó un cariz colectivo muy 
claro que provoca y explica la existencia de una solidaridad pocas 
veces cuestionada entre los responsables de la política exterior y la 
masa del pueblo, notablemente interesada en el éxito de la empresa. 

Hacia finales del siglo 11, y con la aparición en Roma de un espí- 
ritu «democrático», se dará un paso hacia adelante y se proclamará 
y admitirá que cada ciudadano tiene derecho a recibir su parte de lo 
conseguido en la conquista, en forma de distribuciones de trigo e in- 
cluso de dinero. «Es equitativo que un pueblo sin recursos encuentre 
en el Tesoro público un medio de subsistencia», afirmó quizá Cayo 


Graco (Floro, II, 1, 2). 


3. Elaboración y presentación del «presupuesto» 


Evidentemente, esta expresión resulta anacrónica, pues no existía 
en Roma un documento anual y global que presentara, en forma cuan- 
titativa, el conjunto de los ingresos y los gastos, aunque sí existían 
estas dos categorías financieras (vectigalia e impendia). Digamos más 
bien que había «cuentas» distintas, variables por otra parte según las 
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épocas, cuya complejidad no hizo sino aumentar y que sólo reciente- 
mente han comenzado a ser estudiadas en detalle, La situación varió 
notablemente, desde el punto de vista contable, con el desarrollo de 
las provincias. En efecto, los ingresos fijos, o al menos regulares, que 
comenzaron a aportar aquéllas, se utilizaron progresivamente para 
hacer frente a una serie de gastos que anteriormente eran «extraordi- 
narios» —por ejemplo, los gastos militares— y que hasta el siglo 11 
se cubrían por medio de ingresos igualmente «extraordinarios», como 
el tributum. Las categorías contables utilizadas en el siglo 111 serían 
cada vez menos válidas en los siglos 11 y 1. De hecho, las decisiones 
financieras etnían importancia fundamentalmente en dos ocasiones. 
Por una parte, cada cinco años (con una interrupción entre el 86 y el 
70 a. de J.C.) tenía lugar, bajo la responsabilidad de los censores, 
una doble serie de adjudicaciones o contratos públicos. Se trataba, de 
un lado, de los referentes a los ingresos ordinarios y regulares del 
Estado (vectigalia) —que estudiamos a continuación—, que eran, 
pues, objeto de una estimación global quinquenal, y, de otro, de los 
que hacían relación a una parte de los gastos regulares del Estado: 
mantenimiento de los edificios públicos y construcciones o reparacio- 
nes extraordinarias (sarta tecta y ultro tributa, «gastos facultativos»). 
Era esta una de las responsabilidades principales de los censores, bajo 
el control del Senado. 

Por otra parte, todos los años, y basándose naturalmente en las 
cantidades disponibles del Tesoro público y en los eventuales ingre- 
sos extraordinarios, el Senado concedía a cada colegio de magistrados 
y a cada promagistrado unos créditos destinados a hacer frente a los 
gastos correspondientes a su provincia. Hasta el año 167, la mayor 
parte de estos gastos, de carácter militar, tenían que cubrirse recu- 
rriendo al impuesto directo (tributum). Del mismo modo, podían 
aparecer recursos extraordinarios, debidos a un botín excepcional, a 
indemnizaciones de guerra impuestas sobre los vencidos o a imposi- 
ciones de cantidades fijas que, al no estar arrendadas, no pasaban por 
las manos de los censores, En suma, en Roma existían dos presupues- 
tos, uno quinquenal y otro anual, con posibilidad de efectuar trans- 
ferencias de uno al otro. 


Los magistrados y promagistrados debían rendir cuentas, lo que les obli- 
gaba, en consecuencia, a atenerse a una serie de reglas contables, Estas reglas 
se inspiraron en un principio en las de la contabilidad privada y en la elabo- 
ración de los registros diarios y mensuales de los particulares, en los que f- 
guraban partidas de gastos e ingresos, Pero fueron considerablemente perfec- 
cionadas y pronto una serie de leyes (como la lex Julia repetundarum del 
año 59 a, de J.C.) vinieron a precisar en términos legislativos las reglas de las 
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rationes publicae (E, Fallu [591], 209-210), que se presentaban como un balance 
(ingresos, gastos, saldo). 

Pero una de las particularidades del derecho financiero romano es proba: 
blemente, como afirma G. Humbert (p. 33), el haber introducido de manera 
sistemática la distinción entre el ordenador y el contable del dinero público. 
Bien que los censores y los cónsules fueran responsables de una serie de gastos, 
y aunque los censores podían adjudicar el cobro de los ingresos, las operacio- 
nes en tanto tales sólo podían realizarlas los cuestores, únicos responsables de 
las entradas y salidas del numerario del Tesoro público, Y lo mismo sucedía 
en las provincias, donde los promagistrados no podían efectuar gastos sino por 
intermedio de sus cuestores o de sus praefecti, Sin duda, este procedimiento 
facilitaba el control, Este control se extendió, a partir del 59 a, de J,C., a la 
presentación de cuentas (o informe financiero que estaba obligado a hacer cada 
promagistrado al finalizar su mandato). Se realizaban dos balances distintos, 
uno a cargo del propio magistrado y el otro del cuestor, y antes de someterlos 
a la inspección del Senado debían asegurarse conjuntamente de que coincidían 
(cf. Cicerón, Fam., V, 20, 3-8), Los originales, una vez examinados por el Se- 
nado, se depositaban en el Aerarium bajo la custodia (poco eficaz aún a finales 
de la República) de los escribas del Tesoro, Pero desde la promulgación de la 
ley de César del año 59, el promagistrado debía dejar dos copias del balance 
en las dos ciudades más importantes de su provincia, Las cuentas de los cues- 
tores urbanos se conservaban también en el Tesoro. Catón, antes de comenzar 
a ejercer su función, se procuró los archivos y descubrió numerosas irregula- 
ridades que se apresuró a hacer subsanar (Plut., Cat, Min., 18). De todas formas, 
los cuestores no podian sacar dinero de la caja sino por orden de sus supe- 
riores, los cónsules y, como veremos, éstos a su vez sólo podían disponer de los 
créditos votados por el Senado o el pueblo, 

Durante mucho tiempo —mientras las provincias fueron inexistentes o poco 
numerosas— las operaciones financieras estaban centralizadas por completo en 
Roma, donde se llevaban a cabo todos los ingresos y salidas del Tesoro, Por 
ejemplo, los gobernadores de las provincias, o mejor sus cuestores, recibían 
directamente de los cuestores urbanos las sumas de las que podrían disponer 
(cf. todavía en el 84, Cic,, 2 Verr,, 1, 34), Pero desde finales del siglo 11, el 
incremento considerable de los ingresos regulares procedentes de las provincias 
y la formación de las grandes compañías arrendatarias permitieron la realiza- 
ción de operaciones más complejas. Para evitar en la medida de lo posible las 
transferencias de fondos inútiles, el Senado simplemente ordenaba al gober- 
nador que abriera un crédito sobre los ingresos de los publicanos locales (per- 
mutatio pecuniae) (Cic., Fam., TIL, 5, 4; 4tt., V, 4, 2; Fam,, V, 20, 5; y sobre 
todo 2 Verr,, 3, 165; Plut., Pomp., 25). 


En tanto que ignoremos en sus detalles el contenido concreto de 
los documentos financieros romanos, cualquier intento de reconstruc- 
ción será puramente ilusorio. Por mor de la facilidad en la exposi- 
ción, no obstante, consideraremos a continuación los gastos y los in- 
gresos (para su evaluación y evolución, véase más adelante, p. 170). 
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a) Los gastos 


La Administración, Los cargos públicos se ejercían gratuitamente y, por 
tanto, los magistrados y promagistrados no eran remunerados. Sin embargo, es- 
tos últimos tenían derecho, al menos durante los siglos 11 y 1, a percibir canti- 
dades en concepto de gastos de viaje (viaticum), asignaciones de trigo (fru- 
mentum in cellam), y su séquito a gastos de subsistencia (cibaria). Hasta tiem- 
pos del Imperio no se les otorgaron cantidades fijas de importancia considerable. 
En cambio, iban a cargo del Tesoro los salarios de los funcionarios (escribas, 
viatores, apparitores, pregoneros, lictores, etc.), adscritos a cada colegio de ma- 
gistrados, y asimismo la compra y mantenimiento de los esclavos públicos, a 
los que se añadían los técnicos y empleados necesarios, por ejemplo, para las 
operaciones del catastro y la agrimensura. Con frecuencia se ha subestimado el 
número de estos empleados, Posiblemente, a finales de la República podían ser 
varios centenares de personas. No conocemos el montante de sus salarios, pero 
desde luego eran superiores a los de sus equivalentes en los municipios, de 
los cuales estamos informados gracias a diversos documentos, Knapowski es- 
tima, por ejemplo, que en el año 49 el salario total anual de los empleados de 
los cónsules ascendía a 145 000 sestercios, En tiempos de la República todas las 
provincias estaban confiadas a comandantes militares, por lo cual resulta difícil 
diferenciar, en el presupuesto de cada una, la parte correspondiente a los gastos 
civiles de la que se destinaba a los gastos militares. 


La religión (ya nos hemos referido a este aspecto antes), Hay que distinguir 
los gastos ordinarios y permanentes, cubiertos a menudo mediante cajas de par- 
ticulares (la de los pontífices, por ejemplo, nutrida esencialmente por el depó- 
sito de las fianzas del procedimiento del sacramentum) y los gastos extraordina- 
rios, construcciones o ruegos de fiestas. En ocasiones el Tesoro se hacia cargo 
de estos gastos, si el Senado lo aceptaba, y de lo contrario los afrontaba el 
autor de los ruegos (Tito Livio, XXXVI, 36). 


La justicia, Dado que los cargos de juez y jurado eran gratuitos, al igual 
que los cargos políticos, los gastos en este rubro eran mínimos: personal subal- 
terno necesario para la instrucción de la causa (verdugos, etc., si bien es po- 
sible, como lo demuestra una inscripción descubierta recientemente en Puzzoles, 
que la provisión de este personal fuera adjudicada por los censores) y algunas 


recompensas excepcionales, 


Obras públicas y mantenimiento (Sarta tecta y ulrto tributa). Como se des- 
prende de la expresión utilizada, los gastos de mantenimiento formaban parte 
de los gastos ordinarios, renovados necesariamente, mientras que las nuevas 
construcciones eran «créditos facultativos». Ambos aspectos eran responsabilidad 
del censor, en tanto que gerente del patrimonio público, y se arrendaban cada 
cinco años, Entre el 86 y el 70 (en que no hubo censores), la responsabilidad 
quedó repartida entre los diversos magistrados, cónsules y pretor urbano. Polibio 
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(VI, 13, 15) considera que estos rubros absorbían los principales gastos del 
presupuesto (para los detalles de la adjudicación, véase más adelante, p. 183), 
Era el Senado el que concedía a los censores un crédito global (T. L,, XI, 46, 16) 
que en ocasiones podía ascender a la mitad del total de los ingresos pero no, 
como equivocadamente se ha creído, a su totalidad ¿Willems [397]). Desde 
luego, eran los censores quienes realizaban un cálculo aproximado y reclamaban 
los créditos al Senado, Por supuesto, en caso de ausencia de censores el Se- 
nado podía conceder créditos y confiar la realización de obras concretas a otros 
magistrados (en el año 160 se confió la desecación de las marismas del Pontino 
al cónsul Cornelio Cétego). 


La guerra, En un principio se trató de un gasto extraordinario ya que Roma 
nunca tuvo, hasta los tiempos del Imperio, un ejército regular permanente e 
incluso en algunos momentos no contó con ningún tipo de ejército, Con todo, 
lo más frecuente era el reclutamiento anual de varias legiones, a las que se 
sumaban contingentes aliados y de caballería, con la finalidad de hacer frente 
a una nueva guerra o de relevar y completar las tropas ya en servicio, de las 
cuales se liberaba a una parte, Dado, pues, que los efectivos del ejército ro- 
mano eran, por definición, variables, también habrían de serlo los créditos 
militares correspondientes. 

Los gastos fundamentales de los ejércitos consistían en la soldada y el equipo 
de los infantes y caballeros romanos, el armamento y equipo de la flota, y el 
aprovisionamiento. En cuanto a los contingentes aliados, reclutados en Italia, 
recibían su paga de las sumas que entregaban las ciudades en virtud del tra- 
tado concertado con ellas o de su estatuto. El avituallamiento de los ejércitos 
se realizaba igualmente a cargo del Tesoro, salvo en casos de urgencia. Nos 
hemos referido al problema de la paga. Introducida a fines del siglo v (según 
la tradición en el sitio de Veyes) o en el curso del siglo rv (guerras samnitas), 
la paga, fijada en principio en un sestercio (2,5 y luego 4 ases), se elevó a 
5 ases a finales del siglo 11 y fue doblada por César, por iniciativa propia. Pero 
en todo momento los soldados sufrían retenciones de su sueldo por las entregas 
de trigo (y de avena en el caso de los caballeros), vestimenta y equipo. La paga 
real, que representaba un desembolso neto para el Estado, debía ser de unos 80 
o 90 denarios desde el año 214, En principio, también el sueldo de los mari- 
neros —libertos— estaba a cargo del Estado, Sin duda, también lo estaban las 
armas, cuya fabricación era subastada (Cic., In Pison., 86). La soldada se pa- 
gaba en entregas regulares, quizá mensuales, pero cuando una campaña se ter- 
minaba muy pronto sólo se contabilizaban los meses de servicio efectivo. Gracias 
a la existencia de una paga, entrega de raciones y retenciones fijas, el presu- 
puesto militar era relativamente fácil de fijar, pues dependía fundamentalmente 
de los efectivos que se deseara situar en orden de combate, Habitualmente, los 
cónsules calculaban, en el momento en que entraban en funciones, tanto los 
gastos como los efectivos que serían necesarios, Á continuación elevaban una 
petición al Senado, el cual votaba un decretum que fijaba —de acuerdo o no 
con la petición — el número de hombres que había que reclutar y las cantida- 
des de dinero proporcionales. Posiblemente, desde época muy temprana se ad- 
mitiera que los cónsules tenían derecho, automáticamente, a disponer de dos 
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legiones cada uno, aunque parece que la autorización del Senado sería nece- 
saria, En todo caso, si lo era para las levas que excedieran esa cifra, En prin- 
cipio, los gastos militares, o cuando menos su fracción más importante, la paga, 
se cubrían mediante el impuesto directo, el tributo, cuya cuantía se fijaba de 
acuerdo con las necesidades, Sin embargo, como veremos más adelante, en caso 
de crisis grave el tributo resultaba insuficiente, por sus mismas características, y 
en tales casos se recurría a todo tipo de expedientes, De hecho, el manteni- 
miento de sus ejércitos planteó siempre a Roma muy graves problemas finan- 
cieros, incluso en el siglo 1 a. de J. C, 


Otros gastos, Las relaciones exteriores ocasionaban algunos gastos: recepción 
y alojamiento de las embajadas extranjeras, envio de embajadores o legaciones, 
recompensas y regalos, etc, 


El avituallamiento y las distribuciones gratuitas, Nos referiremos a estos pro- 
blemas más adelante (cf. p. 176). Episódicos hasta el año 123, se convirtieron 
en permanentes a partir de la lex Sempronia. Todos los meses se aseguraba a 
cada ciudadano (al menos a los residentes en Roma) una cantidad mínima de 
trigo (5 modi = 40 L) a un precio subvencionado (6 ases 1/3). A comienzos del 
siglo 1 diversas leyes modificaron —a menudo en un sentido que no entendemos— 
la cuantía de esta prestación del Estado, hasta que en el año 58 P, Clodio hizo 
votar la gratuidad total, Intentaremos, al estudiar este tema, fijar la cuantía de 
estos gastos, que sin duda debió de ser considerable. Primero Pompeyo en el 
año 56, luego César en el 47 y finalmente Augusto redujeron el número de los 
beneficiarios y fijaron nuevas normas para la adjudicación, La annonae, nombre 
con que se conocía, llegó a ser en el siglo 1 un elemento esencial del presupuesto 
romano y, como veremos, los ingresos procedentes de ciertas provincias se desti- 
naban para hacer frente a este desembolso, 


b) Los ingresos 


Resulta muy difícil clasificarlos. Algunos eran «ordinarios», es decir, recau- 
dados de forma permanente, y otros extraordinarios, pero evolucionaron muy 
desigualmente y, a finales de la República, eran ingresos «extraordinarios» —por 
ejemplo, el botín del año 167— que se utilizaban para cubrir gastos ordinarios. 
Parece, pues, más oportuno inventariarlos según su origen, 


Los ingresos de los dominios. Las tierras y los edificios públicos podían y 
debían reportar beneficios al Estado al igual que sucedía en el caso de los ciuda- 
danos. Hemos visto antes las formas diversas en que Roma utilizó sus vastos 
dominios en Italia y en las provincias para llevar a cabo distribuciones agrarias 
(p. 44). Sea cual fuere el alcance de las leyes agrarias, no puede dudarse de 
que, en los primeros tiempos e incluso todavía a finales de la República, muchos 
dominios públicos pagaban un vectigal al Estado: el ager campanus, al menos 
hasta el año 60 a. de J.C., el de África aún en el año 111, etc. 
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Junto al vectigal, que era una especie de alquiler, existía sobre los dominios 
públicos el derecho de pasto (scriptura), atestiguando aún en Italia hacia el 50 a, 
de J.C. (Varrón, RR, UH, 1), Plinio afirma que durante mucho tiempo este dere- 
cho había constituido la parte más importante de los ingresos del Tesoro (Pli- 
nio, AN, XVII, 11). 

Muy próximos en su principio a los derechos del dominio público estaban los 
derechos de aduana y de peaje, que derivaron de la propiedad de las tierras 
públicas por parte del Estado, Hasta la época de los Gracos, aproximadamente, 
eran los censores quienes tenían atribución para crear y arrendar —siempre con 
el control del Senado— estos ingresos para un período de cinco años, Desde el 
año 123 el pueblo intervino con frecuencia y creó o abolió estos derechos (ley 
Caecilia del 60 a. de J.C, que abolía las aduanas de Italia, restablecidas por 
César, Cic,, Att,, II, 16, 1; Dion, XXXVII, 51, 3), 

Ingresos de los bosques, las minas, las canteras y los monopolios, los lagos 
y ríos del dominio público (derechos de pesca, etc.), 


Contribuciones de los ciudadanos. Como hemos visto, eran extraordinarias por 
definición, pero también las más importantes tanto desde el punto de vista finan- 
ciero como político. La más gravosa de estas contribuciones era el tributum que, 
según la tradición, fue creado al mismo tiempo que la paga a los soldados, duran- 
te el sitio de Veyes (406-396), Era un impuesto proporcional sobre la fortuna 
(tributum ex censu) que pagaban los ciudadanos movilizables (assidui) en favor 
de los movilizados, Las cantidades necesarias para la compra y mantenimiento.de 
los caballos de guerra (aes equestre y aes hordearium) para todos los caballeros 
movilizados las proporcionaban una categoría especial de contribuyentes, las vyiu- 
das y huérfanos, que no pagaban el tributum. Este impuesto se basaba en el 
censo, es decir, en la cuantía de la fortuna establecida por los censores, los cuales 
podían o no modificar la declaración de los ciudadanos (los censores podían so- 
breevaluar ciertas fortunas como sanción). Contrariamente a lo que se ha dicho 
muchas veces, su cuantía no era fija, ya que era un impuesto repartible y cuyo 
montante exigible variaba según las necesidades. A petición de los cónsules, el 
Senado concedía un tributum de una suma determinada, que a continuación se 
repartía entre los ciudadanos, Ya dijimos antes que el tributum podía ser reem- 
bolsado después, tal como sucedió en el año 186, gracias al botín de Manlio 
Vulso (Tito Livio, XXXIX, 7, 4-5), Fue suprimido en el 167 grácias al botín 
que obtuviera Paulo Emilio (Plinio, XXXIH, 56; Cic., De Off., 1, 76; Val, Max, 
TV, 3, 8; Plut,, 4em., 38), pero sin ser suprimido legalmente. Habrá que esperar 
hasta las guerras civiles para verlo de nuevo en vigor —al menos por un período 
de siete años— en el 43, 


«Vicesima libertatis». Tasa de un veinteavo sobre las manumisiones instaura- 
da por medio de una ley en el año 357 y que tenía por objeto recaudar una 
«reserva sagrada», en oro, depositada en el Tesoro para casos de urgencia. En 
el 209 se habían acumulado 4000 libras (T, L,, XXVII, 10, 11) y aproximadamente 
15000 barras de oro, 30000 de plata y 30 millones de sestercios entre el 209 y 
el 49, cuando César violentó el Tesoro (Plinio, XXXIII, 56; Orosio, VI, 15, 5). 
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En los períodos de necesidades acuciantes los ciudadanos podían ver cómo se 
les imponían otras contribuciones más o menos arbitrarias; las estudiaremos más 
adelante (segunda guerra púnica y segundo triunvirato). Para la percepción de 
estos impuestos, véase igualmente más adelante. 


Contribución de los aliados y de los provinciales, Su importancia en el presu- 
puesto fue cada vez mayor. Sicilia y España desde la época de la segunda guerra 
púnica, Macedonia y Acaya en el 167 y 146, luego Asia en el 123 llegaron a ser 
—a la espera de que posteriormente se les uniesen las Galias, Illyricum, África 
y por fin las provincias orientales— importantísimas fuentes de ingresos. Si bien 
conocemos sus grandes líneas, se nos escapan numerosos detalles de esta historia 
por cuanto variaban mucho los estatutos de una a otra provincia y, en la propia 
Italia, de ciudad a ciudad y de pueblo a pueblo, En algunos casos (Sicilia orien- 
tal, por ejemplo) Roma se contentó con fijar y aplicar el sistema fiscal en vigor, 
limitándose a sustituir en el poder al soberano que lo ostentaba anteriormente. 
Otras veces, sin embargo, hizo cambiar la situación radicalmente, En general 
hay que decir que en Oriente no se introdujeron muchas innovaciones, Las auto- 
ridades que se encargaban de estos asuntos eran diversas. En principio, como 
para todos los asuntos financieros, el Senado ejercía un control general (Polibio, 
VI, 13, 1). Pero muchas veces, la organización de las nuevas provincias corría a 
cargo del promagistrado que las hubiera conquistado, ayudado en ocasiones por 
una comisión senatorial, Así, Pompeyo otorgó una serie de «cartas provinciales» 
en Oriente en el 63, que no serían ratificadas por el Senado hasta el 59, El pro- 
cónsul P, Rupilio organizó en el 132 el sistema fiscal en Sicilia, inspirándose en 
la ley fiscal de Hierón II. Pero fue, en cambio, una ley propuesta por Cayo Gra- 
co, en el 123, la que reguló el sistema fiscal de la provincia de Asia, y otras 
leyes las que decidieron la anexión de las provincias de Chipre en el 58 y del 
reino de Juba en el 50. Así pues, los tres poderes del pueblo, de los magistrados 
y del Senado se interfirieron constantemente a lo largo del siglo 1 a. de J,C, 
Lo mismo ocurrió, como veremos, en el caso del contencioso fiscal y con respecto 
a las múltiples inmunidades o exenciones, El sistema fiscal provincial de la época 
republicana presenta, pues, la huella de las etapas sucesivas y de las circunstan- 
cias diversas de la conquista. No sólo no está unificado sino que además resulta 
de una gran complicación y de una no menor injusticia, Dado que la fiscalidad 
romana no hizo sino añadirse, en casi todas partes, a la fiscalidad local, ya que 
el modo de percepción comúnmente adoptado (arrendamiento de los impuestos) 
era por definición generador de abusos, y como a todo ello se añadieron frecuen- 
temente los avatares de las guerras civiles y exteriores, y multas o contribuciones 
extraordinarias, no es difícil darse cuenta de que la situación de los contribu- 
yentes provinciales no fue envidiable, sobre todo en el siglo 1, que aparece como 
un período muy sombrío, especialmente para Sicilia y el Oriente griego. Cierto 
que comenzaron a ponerse en práctica algunos expedientes tendentes a atenuar 
la arbitrariedad y a ofrecer a los provinciales la posibilidad de recurso, pero su 
situación siguió siendo precaria, Uno de los objetivos de la política de Augusto 
sería la de poner orden en esa situación caótica y hacer, en definitiva, soportable 
la presencia de Roma. 
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Naturalmente, en las provincias se recaudaban impuestos indirectos, al igual 
que en Italia: los derechos de aduana (portoria) e impuestos sobre los pastos 
(scriptura). Asimismo, el Estado romano poseía también un dominio provincial 
(por ejemplo, las antiguas propiedades reales en Asia, en Bitinia, en Sicilia el 
terreno de algunas ciudades) y los censores arrendaban su usufructo, tal como 
lo hacían con el dominio de Italia, Por otra parte, en algunas provincias existían 
importantes riquezas mineras (España y Macedonia especialmente), propiedades 
del Estado que también las arrendaba, 

Pero lo que diferenciaba a las provincias de Italia era la existencia de un 
impuesto directo y permanente que gravaba tanto a las personas como a la tierra 
y que era en realidad la señal de la dependencia con respecto a Roma. Ese im- 
puesto existía en todas las provincias, pero con grandes diferencias en cuanto 
a su cuantía y carácter. En el período republicano era conocido como el stipen- 
dium, que definía un impuesto a repartir entre la población y cuya cuantía se 
fijaba de antemano por Roma, y asimismo el «diezmo» o «veinieavo» (decuma, 
vicesima), que consistían en un porcentaje fijo sobre la cosecha, El término tri- 
butum sólo lo emplea Cicerón para designar los impuestos locales. Aparecen, 
asi, dos categorías bien diferenciadas de provincias: las que debían satisfacer una 
cantidad fija y aquellas en las que la contribución variaba según la cosecha, Los 
romanos afirmaban que el segundo procedimiento era el más favorable para los 
provinciales (Apiano, BC, V, 18, discurso de Antonio a los efesios en el año 41 
a. de J.C.), ya que <de esta forma ellos compartían la suerte de los contribu- 
yentes». Por el contrario, en caso de mala cosecha, la situación de las provincias 
«estipendiarias» era más difícil, Pero la realidad no se correspondía con esta 
bella teoría: los datos de que disponemos respecto a la situación de la fiscalidad 
en Sicilia y en Asia durante el siglo 1 a. de J. C. muestran los abusos a que daba 
lugar el sistema del diezmo, Estas dos provincias —y solamente estas dos— 
pagaban una parte alícuota de la cosecha (2 Verr,, TI, 12), pero esta regla 
tenía sus restricciones, En primer lugar, en algunas circunstancias excepcionales 
se introdujeron diezmos de un montante variable en otras provincias, por ejem- 
plo, como represalia en Cerdeña (César, Bel, Afr., 98, 2) o en África (Bel, Afr., 
97, 3). A la inversa, César sustituyó el diezmo de Asia por una contribución fija 
(Apiano, BC, II, 92; Dión, XLI, 6), Pero no debemos pensar que a las provin- 
cias a las que se gravaba con una cantidad determinada (pecunia certa) no se 
les aplicaba también el diezmo o el impuesto sobre las cosechas, En España se 
aplicaba la vicesima, pero se trataba tan sólo de una forma de regular la canti- 
dad que había que pagar, pues se deducía del total que debía entregar la pro- 
vincia (Tito Livio, XLUI, 2, 12), 

Conocemos con bastante detalle la situación fiscal en Sicilia, desde la ley 
Rupilia, que fue la que fijó las normas al respecto, siguiendo por otra parte muy 
de cerca un reglamento fiscal del rey Hierón, al cual no añadió nada en principio 
(2 Verr., 3, 14), La fiscalidad de Sicilia se basaba en la existencia de diversos 
«diezmos» sobre los productos del suelo, El principal era el diezmo frumentario 
(trigo, cebada), pero a ellos se añadían los diezmos «menores» sobre el vino, el 
aceite y las legumbres, En un principio (tal ocurría en tiempos de Hierón) los 
campesinos sólo debían satisfacer la décima parte de su cosecha, En la época de 
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dominación romana se sumaron a esta gastos de percepción (las tres quinqua- 
gesimae y las accessiones), proporcionando un beneficio suplementario a los per- 
ceptores (cf. más adelante), A mayor abundamiento, y al menos desde la promul- 
gación de la lex Terentia-Cassia del año 73, los romanos obtenían de Sicilia 
mayor cantidad de trigo (si bien mediante pago en este caso) para hacer frente 
a las necesidades cada vez mayores de la annonae. Esta exacción suplementaria 
(frumentum emptum) consistía en primer lugar en un segundo diezmo (era pues 
cuantitativamente igual a la primera) que entregaban los mismos contribuyentes 
y que el Estado les pagaba al precio de tres sestercios el modius, Además, existía 
una cantidad invariable de trigo «requisado» (se trataba, por tanto, de compras 
forzosas) que se exigía en todas las ciudades y no sólo a los campesinos some- 
tidos al diezmo sino también a otros, Este trigo se pagaba a 3,5 sestercios el 
modius y la cantidad total se había fijado de forma permanente en 800 000 modi, 
Por término medio, el Tesoro romano gastaba en la provincia unos 12000 000 
de sestercios por el segundo diezmo y por el frumentum emptum, Se puede cal- 
cular, por tanto, que con el segundo diezmo Roma obtenía aproximadamente 
tres millones de modii. Así, en conjunto, Sicilia aportaba 6800000 modii: tres 
millones en concepto de impuesto (por ello sin contrapartida); tres millones a 
3 sestercios el modius y 800000 a 3,5 sestercios, El trigo de Sicilia permitía 
repartir una ración de 60 modii por año a 113000 beneficiarios, lo cual resul- 
taba insuficiente, importándose el resto de África y Cerdeña. Ignoramos las can- 
tidades que reportaban los diezmos menores, 

Pero el modo de percepción falseaba considerablemente el funcionamiento del 
sistema. En principio, todos los cultivadores —propietarios o no, romanos o grie- 
gos— de todas las ciudades, salvo las inmunes, estaban obligados a hacer una 
declaración anual de la superficie sembrada, Por supuesto, la percepción del 
diezmo se arrendaba, pero en Sicilia y no en Roma y a personas individuales, 
ciudad por ciudad, en lugar de a una compañía centralizada. Así, se «compraba» 
al pretor, en una subasta pública, el diezmo de un cantón determinado. Es de- 
cir, el comprador proponía un precio correspondiente a una cantidad que se 
calculaba, antes de la cosecha, El pretor debía adjudicar la percepción del im- 
puesto a aquel que hiciera la puja más elevada. 

Las ciudades estaban autorizadas a presentar adjudicatarios de su propio diez- 
mo, lo cual, por supuesto, les resultaba positivo, ya que se ahorraban los benefi- 
cios del perceptor. Las subastas se llevaban a cabo sobre la base de una declara- 
ción anual del número de agricultores y de la superficie sembrada, lo que daba 
una idea aproximada de la cuantía de la futura cosecha. Por otra parte, la ley 
preveía que después de la cosecha y antes de que fuera almacenada, los percep- 
tores y los contribuyentes firmaran acuerdos privados (pactiones) que les com- 
prometían mutuamente y en los que se precisaba la cantidad exacta que sería 
entregada a Roma, Estos acuerdos servían para ser utilizados como testimonio en 
caso de litigio. En efecto, la ley establecía toda una serie de garantías de orden 
judicial para los contribuyentes: ante el tribunal del pretor podían exigir el 
respeto de las pactiones y, en caso de litigio con el perceptor del diezmo, era 
éste quien debía presentar las pruebas y depositar fianza, Así pues, en principio 
quedaban salvaguardados los derechos de los provinciales. Pero la situación era 
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muy diferente en la práctica. Si el gobernador no era honrado, y dado que era 
él quien controlaba la subasta y fijaba en su edicto la forma en que se llevaría a 
cabo, podía entenderse a espaldas de los contribuyentes con los recaudadores, 
que se convertian así en sus cómplices, Sicilia hubo de soportar esta situación 
durante tres años (73-70), siendo propretor C, Verres. Era también el propretor 
quien juzgaba los litigios de carácter fiscal, nueva ocasión para conseguir benefi- 
cios ilegales, El procedimiento de las «compras forzosas» le ofrecía también la 
posibilidad de enriquecerse, El Senado fijaba un precio para aquellas (aestima- 
tio) que raramente coincidía con exactitud con el precio de mercado, En caso 
de que el precio del mercado fuera inferior al que había fijado el Senado, el 
propretor podía embolsarse la diferencia, Muy pocas veces la hacían llegar al Te- 
soro, Cicerón sólo conocía un caso de este tipo 12 Verr, 3, 195), En caso de que 
los precios fueran superiores a la aestimatio, los gobernadores honrados se con- 
tentaban con exigir en dinero la cantidad de trigo al precio fijado por el Senado, 
Pero había quienes exigían la entrega del trigo en especie, que luego revendían, 
consiguiendo así pingúes ganancias, 


Asia, Los romanos obtuvieron ingresos procedentes de esta pro- 
vincia desde el mismo momento de su ocupación, tal como lo atestigua 
una inscripción fechada del 129 a. de J. C. (Sherk [247], núm. 12). 
Pero en 123 Cayo Graco elaboró para Asia un reglamento fiscal com- 
pleto que determinaba, entre otras cosas, la adjudicación a Roma y en 
una sola vez, de cada una de las grandes categorías de ingresos fiscales 
de la provincia: el diezmo (o los diezmos), la scriptura y los portoria, 
Pero del territorio de la provincia (el antiguo reino de Pérgamo) se 
habían amputado extensas zonas que se habían entregado a los Estados 
satélites que ayudaron a Roma en la lucha contra Aristónicos. 


La sociedad (o sociedades) de Asia habían licitado en el 61 por una cifra 
demasiado elevada, Invocando falsos pretextos, reclamaron a finales de aquel año 
que se les rebajaran las sumas que tenían que entregar anualmente al Tesoro. 
El Senado se negó a estas pretensiones durante mucho tiempo, A la sazón, Asia 
estaba gobernada por un gobernador íntegro, Quinto Cicerón, que defendía los 
intereses de los contribuyentes, Hubieron de esperar hasta el año 59 para, me- 
diante la intervención de César, conseguir esta reducción, Fue también César 
quien hacia el 47 o el 48 introdujo el primer cambio en el sistema fiscal de la 
provincia, al suprimir la percepción de los impuestos por los publicanos y sus- 
tituir el diezmo por un stipendium (certa ecunia), reduciendo además la cantidad 
a recaudar en un tercio con respecto a la situación anterior (Dión, XLIL, 6; BC, 
V, 4; Plut,, César, 48), 

Según el testimonio de Cicerón, la organización fiscal de Asia debía ser muy 
semejante a la de Sicilia, Los derechos de aduana ascendían al 2,5% (quadra- 
gesíma Asiae: Suet., Vesp., 1), frente al 5% en Sicilia (Verr,, 2, 185). Existía 
en Asia un derecho llamado la circumvectio (Att., 1, 16, 4), derecho de trán- 
sito, En cuanto a los diezmos, junto al «primer diezmo» propiamente dicho, exis- 
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tía, como en Sicilia, el trigo <requisado», que se compraba a precio fijo, lo que 
daba también lugar a idénticos abusos (2 Verr,, 2, 95; 192; Pro Flacco, 45), Las 
diversas compañías de publicanos —reagrupados quizás en una sola para toda la 
provincia— tenían su sede local en Éfeso, donde residía el gobernador, Tal como 
ya hemos visto en Sicilia, las compañías de publicanos debían firmar pactiones 
privadas con las ciudades, sin duda sobre el montante real o sobre la redención 
del diezmo (Fam,, XII, 65), Los impuestos de cada ciudad eran arrendados, 
algunas veces a ciudadanos romanos, bajo la responsabilidad del gobernador (Pro 
Flacco, 91). p 

Se calcula que los diezmos de Asia suponían, en época de Sila, unos 1000 ta- 
lentos anuales (6 millones de dracmas o 18 millones de sestercios). El total de los 
ingresos que se obtenían de la provincia debía ser mucho más elevado, Pero para 
el período que estudiamos en esta obra resulta imposible hablar de ingresos 
regulares, por cuanto las guerras exteriores y civiles fueron causa de numerosas 
exacciones de todo tipo, La descripción que hace Plutarco de la actuación de las 
ciudades de Asia en el año 70 no parece exagerada, Cicerón confirma, en su 
espléndida carta a Quinto, la situación de indigencia de la población indígena. 
Las guerras civiles de los años 49-47 y sobre todo el 44-41 no hicieron sino, agra- 
var las cosas, Las famosas Cartas de Bruto a las ciudades, aunque sean apócrifas, 
expresan bien el estado de ánimo de los generales romanos (Hercher, Epistolo- 
graphes, p. 178). La epigrafía confirma ampliamente esta impresión: cf, una ins- 
cripción de Afrodisias publicada recientemente y que ha sido estudiada por 
T. Drew Bear, BCH, 1972, 443-471, en que se habla tanto de las «desgracias de la 
guerra» como de las exacciones de los publicamos (cf, [6841, [, pp. 348-355). 
Pero los provinciales también tenían ciertos recursos, como lo demuestra la mis- 
ma existencia de estos documentos, que la mayor parte de las veces mencionan 
una reclamación positiva cerca del gobernador o del Senado (cf. más adelante, 
página 184). 

Por otra parte, antes y después de la lex Sempronia, una serie de ciudades 
habían sido declaradas libres y exentas de impuestos y algunas eran incluso 
«aliadas» de Roma. Estamos relativamente bien informados por la tradición 
histórica y por la epigrafía sobre esta multiplicidad de casos especificos que 
hace del estatuto de Asia (y de las provincias posteriores de Anatolia, Bitinia y 
Cilicia, etc.) un verdadero mosaico, Por otra parte, el estatuto de la provincia 
varió completamente, primero por efecto de la primera guerra de Mitrídates, y 
luego a causa del nuevo reglamento impuesto por Sila. Las nuevas medidas con- 
sistieron en imponer la existencia de unos cuarteles de invierno muy costosos 
(40000 hombres, unos 120 millones de denarios sin contar el alimento y el ves- 
tido) y exigir una indemnización de 20000 talentos de plata (Plut,, Sila, 25; Ap., 
Miir., 62; Plut., Lucul,, 4), lo que hacía que fueran 120000000 de dracmas 
(= denarios) el tributo (¿hemos de entender los ingresos globales?) de cinco 
años (lo cual suponía una recaudación de 24000000 de dracmas anuales). Para 
la recaudación de estas sumas tan considerables, Sila estableció 44 distritos finan- 
cieros que fueron desde entonces la base de las circunscripciones fiscales de Asia 
(Cic., Flacco, 32; Q. fr., 1, 1, 33). El impuesto se repartía autoritariamente --—lo 
cual resulta normal ya que, a diferencia del diezmo anterior, su cuantía total se 
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fijaba por adelantado— entre las ciudades, de acuerdo, sin duda, con su census 
(Cic., Flacco, 32). Una tradición cuenta que Sila desposeyó a los publicanos de 
su función de recaudadores en Asia, pero esto, tal como ha demostrado P. Brunt 
[8321, no pudo ser sino una medida circunstancial, pues muy pronto se realizaron 
de nuevo las adjudicaciones en Roma y comenzaron a Operar una vez más las 
sociedades de Asia (SC de Asclepiades Clazomenio, 1, 24; lex Antonia de Ter- 
messibus; Cic., 2 Verr,, 2, 12). En definitiva, durante los años siguientes Asia 
se vio abrumada tanto por las indemnizaciones impuestas por Sila como por las 
exacciones semiprivadas de los publicanos y de los negotiatores., Sólo pudo co- 
menzar a respirar durante el proconsulado de Lúculo en el 70, por cuanto este, al 
igual que había hecho Mucio Escévola en el 96, se situó decididamente del lado 
de los contribuyentes (Plut., Luculo, 7; J. Van Ooteghem, Lucius Licinius Lu- 
cullus, 1959, p. 107) y fijó la nueva cuantía de las indemnizaciones: una tasa del 
25 % sobre las cosechas y un impuesto sobre las casas y los esclavos (Apiano, 
Mttr., 83), Lúculo tomó además enérgicas medidas contra los usureros que, pres- 
tando a las ciudades el dinero que necesitaban para pagar sus impuestos, habían 
hecho subir la deuda hasta un total de 120 000 talentos (Plut., Luc., 20). Amena- 
zada de nuevo por el contraataque de Mitrídates en el 66, Asia fue liberada 
gracias a las campañas victoriosas de Pompeyo de los años 66-61, el cual orga- 
nizó definitivamente todo el continente de Anatolia hasta Siria, Esta última 
guerra, continuación de las campañas anteriores de Lúculo, también victoriosas, 
reportó sumas considerables a los romanos en concepto de botín (Broughton, p. 
530). Como veremos, ofreció también, en el 61, nuevas perspectivas de beneficios 
a los publicanos, 


4. El desarrollo de las finanzas romanas: crecimiento y crisis 


Las finanzas romanas no conocieron un equilibrio relativo sino 
con la momentánea interrupción de las conquistas en tiempo de Áugus- 
to y la creación, en el año 6 d. de J. C., de un presupuesto especial 
destinado a cubrir, al menos en parte, los gastos militares. Este presu- 
puesto se nutría mediante un impuesto nuevo (los derechos de suce- 
sión, veinteava parte de la herencia) al que estaban sujetos los ciuda- 
danos. Durante los dos siglos anteriores —a partir de la segunda gue- 
rra púnica— las finanzas romanas atravesaron una serie de crisis suce- 
sivas —contemporáneas de las grandes crisis nacionales, guerras exte- 
riores o guerras civiles— que obligaron a las autoridades a recurrir, 
en cada ocasión, a muy diversos expedientes. Por otro lado, también es 
cierto que las grandes etapas y los grandes éxitos de la conquista 
aportaron —a veces de forma provisional, otras de forma permanen- 
te— recursos extraordinarios que servían para aliviar el presupuesto 
durante períodos más o menos largos. Evolución en dientes de sierra 
que hace extraordinariamente difícil (cuando no incluso ilusorio) esta- 
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blecer cantidades, siquiera aproximativas, Pese a ello trazaremos las 
grandes líneas de esta historia financiera para indicar los momentos 
clave y apuntar los procedimientos que se utilizaron. 


a) Crisis de la segunda guerra púnica 


La crisis financiera de este período ha dejado numerosas huellas en la docu- 
mentación: menciones diversas de las dificultades del Tesoro, necesidad de re- 
currir a préstamos, etc, Como se afirma claramente en algunos textos antiguos, 
esta crisis hay que relacionarla, ante todo, con una serie de cambios profundos 
introducidos en la moneda e incluso en el sistema monetario: «devaluaciones» 
sucesivas de la moneda de bronce (as), es decir, disminución del peso del as, 
cambios en la relación bronce/plata, creación de una nueva moneda de plata, el 
denario, asociada a la de bronce, recurso a la acuñación del oro, lo cual es un 
síntoma de apuro, No es fácil establecer precisiones cronológicas respecto a estas 
reformas o expedientes y los numismatas no parecen haber legado a una opinión 
unánime, Un método de aproximación consiste en calcular aproximativamente 
la cuantía total de los desembolsos e ingresos del Tesoro y en explicar cómo 
pudo superar los déficits, Ello puede hacerse teniendo en cuenta los efectivos 
—conocidos de forma aproximada— que Roma hubo de poner en orden de com- 
bate, los gastos que tuvo que realizar para el equipamiento de las flotas y el 
avituallamiento de las tropas, y también los ingresos en concepto de botin de 
guerra (en el año 212 gracias a la reconquista de Capua y Siracusa, en el 211 
a la de Tarento). Este método exige muy largas consideraciones para tratar de 
fijar lo más exactamente posible la suma a que ascendía la soldada neta —des- 
contadas las retenciones en concepto de alimentación y equipo— de los infantes 
y caballeros y de los oficiales; también el coste de los barcos, etc. En toda esti- 
mación hay necesariamente cierta arbitrariedad, Sin embargo, podemos concretar 
algunas cantidades. Una tesis reciente de P, Marchetti propone la cifra de 
250000 denarios como coste medio del mantenimiento anual de una legión, lo 
cual, habida cuenta de la caballería, supondría, por ejemplo, para el período 
transcurrido entre los años 214 y 201 un total de 40 514.000 denarios, o 3 116000 
denarios por año, Según los años, las flotas exigirian un desembolso de entre 
160000 y 400000 denarios. Hay que añadir a esta suma aproximadamente un 
millón de denarios anuales para el ejército de España y 200000 para su flota. 
Estas cifras coinciden con los datos que nos transmite Polibio, cuando afirma 
que en el momento de su partida para España, en el año 211, Escipión recibió 
400 talentos, es decir, 1800000 denarios —la paga de dos años—. Idéntico mé: 
todo se utiliza para evaluar los gastos ocasionados por las campañas en los res- 
tantes teatros de operaciones (Grecia, Cerdeña, África), Para hacer frente a estos 
gastos considerables (pero que no tienen en cuenta las restantes partidas presu- 
puestarias) el Estado sólo disponía en principio del tributum. Comúnmente se 
consideraba que éste era un impuesto fijado de una vez por todas en 1/1000 del 
censo, Un estudio reciente ha demostrado que esto es poco probable: el tributum 
sería un impuesto a repartir entre los contribuyentes y cuyo montante, que varia- 
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ba según las necesidades, se fijaba por adelantado. Apunta en este sentido el 
hecho de que en caso de una guerra importante el número de los contribuyentes 
disminuía considerablemente, por cuanto los movilizados no pagaban el tributum. 
En el año 214, por ejemplo, de un conjunto de ciudadanos que en el año 234 
ascendía a 270000, sólo 170000 no habían sido movilizados, En principio, el 
Estado podía modificar la tasa del impuesto y aumentarlo, pero de cualquier 
forma había unos límites para la presión fiscal, Así, en el año 210 se produjo 
una revuelta ante el anuncio de una imposición extraordinaria para la flota (T. L,, 
XXVI, 35, 4-9), Es, pues, probable que el Estado adoptara como base una can- 
tidad media de contribución que se conocía como el tributum simplex, y que 
cuando resultaba necesario aumentar la recaudación, se «doblaba» esta cifra; de 
todas formas sólo conocemos un ejemplo en este sentido, en el año 216 (T. L,, 
XXVII, 31, 1). Por ello, es arbitrario pensar en un porcentaje «normal» para 
el tributum, pues era el porcentaje lo que variaba y no la cantidad exigida, Según 
P. Marchetti, entre los años 214 y 202 el tributum. supuso para las arcas del 
Estado unos ingresos de 2800 000 denarios, Se produjo, así, un déficit importante 
que sólo se pudo cubrir en parte mediante el botín obtenido en Capua (3750 000 
denarios), Tarento (18 millones), Metauro o España. Fue necesario recurrir en- 
tonces a las «manipulaciones» monetarias y a otros expedientes. Aquéllas han 
sido estudiadas por los especialistas en numismática (Thomsen, Nenci, Crawford, 
Marchetti), mientras que de los expedientes se han ocupado De Sanctis, Tenney 
Frank, A. Toynbee y C. Nicolet, A partir del año 217, el peso de la moneda de 
plata (el cuadrigato) descendió en una sexta parte, y el as, que pesaba la mitad 
de una libra, fue reducido a un tercio, En el año 215, el cuadrigato fue reducido 
aún más, a 4,5 escrúpulos, y el as al patrón cuadrantario (la cuarta parte de la 
libra). En el 214 se introdujo el denario de plata y el as quedó reducido al pa- 
trón sextantario (un sexto de la libra). Posiblemente, en el 209 el as se redujo 
aún más, quedando con un peso equivalente a la doceava parte de la libra (as 
uncial), Al reducir el peso de la moneda de bronce, sobre la cual se calculaba 
la soldada, el Estado veía disminuir sus gastos, y aún economizó más al reducir la 
tasa de cambio plata-bronce (el denario en el 209 pasaría a valer dieciséis ases 
en lugar de diez), salvo para el cálculo de la soldada, pero restableció igual- 
mente una relación normal entre el denario reducido y el as uncial, 


Los expedientes financieros. La crisis obligó a los romanos a recurrir a una 
serie de expedientes, de los que algunos, frecuentes en el mundo griego de las 
ciudades-Estado o de las monarquías, fueron introducidos entonces por primera 
vez, En el año 216, Roma solicitó a Hierón de Siracusa un préstamo en dinero 
y en trigo de aproximadamente un millón de denarios (T. L,, XXUI, 21, 5-6; T. 
Frank, p. 84). No conocemos la tasa de interés que se aplicó a este préstamo. En 
ese mismo año y para resolver la penuria argenti (que se refiere a la circulación 
monetaria y no al Tesoro) se creó un triunvirato bancario (triumviri mensaril) 
sobre el modelo de los bancos públicos que existían en el mundo griego (Bogaert 
[5811, pp. 403 ss.). En el 215, el Estado recurrió al crédito de sus proveedores, en 
particular los publicanos, posponiendo al momento en que acabara la guerra el 
pago de las sumas debidas, si bien concediéndoles a cambio garantías suplemen- 
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tarias (T, L., XXI, 48, 9). En el 214, el equipamiento de la flota se realizó, por 
orden del Senado, mediante un canon especial que recayó directamente sobre 
aquellos contribuyentes cuyo censo era más elevado, con los propios senadores a 
la cabeza (T.L., XXIV, 11, 7-9), En aquel mismo año, el Estado decidió retrasar 
el pago de las obras públicas y no zanjó las deudas contraídas con los propie- 
tarios de los esclavos que se habían comprado para realizar una serie de traba- 
jos, Por otra parte, se exigió el depósito en las cajas del Estado de la plata 
amonedada que poseían las viudas y huérfanos, a cambio de lo cual el Estado 
se comprometía a cubrir sus gastos (T,L., XXIV, 18, 10-15), En el 210, y ante 
las resistencias a las cargas fiscales a las que ya hemos hecho referencia, el Esta- 
do recurrió a las contribuciones voluntarias en joyas y metales preciosos de los 
senadores y caballeros (T. L.,, XXVI, 36), Era, en realidad, un préstamo, que sería 
devuelto en tres plazos a partir del año 204, salvo el tercero, en el año 200, que 
se satisfizo mediante la entrega de tierras del dominio público (XXXI, 13, 5.9). 
En el 209 hubo que recurrir al oro depositado en el «Tesoro sagrado» (XXVII, 
10, 11-13). En el 205 se realizaron llamamientos constantes a las ciudades y los 
particulares para que hicieran contribuciones voluntarias en especie y en dinero 
a fin de equipar el ejército de Sicilia, que debía emprender una campaña por 
África al mando de Escipión (XXVIII, 45, 13-21). En aquel mismo año se ven- 
dieron vastas extensiones del dominio público (XXVIII, 46, 4-6), Sin duda, estas 
diversas medidas, dictadas por las circunstancias, sirvieron para familiarizar a los 
romanos con las técnicas ya utilizadas en el mundo griego y, una vez restablecida 
la situación financiera gracias a las conquistas, contribuyeron a desarrollar un 
sistema financiero más perfeccionado. 


b) El presupuesto romano en los siglos 11 y 1 a. de J.C. 


En el curso de la primera mitad del siglo 11 a. de J. C., los ingresos 
fundamentales del Tesoro consistieron en el botín de guerra, indemni- 
zaciones impuestas a las potencias vencidas (Cartago, Filipo de Mace- 
donia, Nabis de Esparta, Etolia, Antíoco, los gálatas, Perseo, etc.), 
así como el producto de las minas de España y los diezmos de Sicilia 
e Hispania. Son varios los autores que se refieren a las cantidades de 
estas indemnizaciones o botín de guerra, en metal o en especies amo- 
nedadas. Lamentablemente, sin embargo, en ocasiones hay discordan- 
cias entre estas fuentes. Tal es el caso, por ejemplo, con respecto al 
botín del año 167, que obtuvo Paulo Emilio en Macedonia y que fue 
tan excepcional que permitió al Senado dispensar del ¿ributum a los 
ciudadanos. Tito Livio, Polibio, Diodoro y Plutarco coinciden aproxi- 
madamente en la suma de 120000 000 de sestercios (30000 000 de 
denarios), pero Plinio, o al menos sus manuscritos (XXXIII, 56), da 
la cifra de 300 000 000 de sestercios. Tenney Frank acepta la primera 
cantidad, mientras que R. Knapowski considera más plausible la se- 
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gunda (cuadro, p. 99). Tenney Frank (p. 141) ofrece la siguiente 
estimación de los ingresos ordinarios y extraordinarios del Tesoro 
entre los años 200 y 157: 


Indemnizaciones 152000 000 denarios 
Botín (comprendidas las minas hasta el 178) 109 000 000 » 
Minas de España a partir del 178 50 000 000 » 
Tributum hasta el 167 60 000 000 » 
Ingresos de las tierras propiedad del Estado 63 000 000 » 
Diezmos provinciales 130000000 >» 
Otros vectigalia 46000000 >» 


610 000 000 denarios - 


(es decir, 14 millones de denarios anuales) 


En el año 187, el botín obtenido de los gálatas permitió «reem- 
bolsar» una parte del tributum pagado por los ciudadanos en los años 
precedentes (T. L., XXXIX, 7, 1-2), pero ignoramos la cuantía exacta 
de la devolución. Tenney Frank indica —mediante un cálculo arbi- 
trario— la suma de 22500000 denarios. Todo lo que sabemos con 
certeza es que en el 157 existían en concepto de reserva del Tesoro 
17 410 libras de oro, 22070 de plata y 61035 400 de plata amone- 
dada (¿denarios?). Tenney Frank ha calculado, con los riesgos de 
error que ello comporta, que los gastos totales para ese mismo período 
(en concepto de soldada, aprovisionamiento de las tropas, transporte, 
flotas, construcciones públicas) ascendieron a 555 000 000 de denarios, 
es decir, una media de diez millones de denarios por año. Como indica 
este mismo autor, ese medio siglo, que es también el de la mayor 
expansión del Imperio antes de la reanudación de las conquistas por 
Pompeyo y César, presenta características muy especiales. En efecto, 
en ningún otro momento volverían a representar los gastos militares 
una proporción tan importante de los gastos totales del Estado (77 %), 
aunque, por otra parte, casi la mitad de los gastos se cubrían por 
medio del botín y las indemnizaciones de guerra, A finales del siglo 11 
y a lo largo del siglo 1 a. de J. C., estos ingresos extraordinarios dis- 
minuyeron notablemente y el presupuesto se cubrió, no sin dificulta- 
des, mediante los ingresos regulares procedentes de las provincias. En 
conjunto, el período se caracteriza, por tanto, por las transferencias 
masivas de dinero hacia Roma e Italia procedentes de Grecia, Oriente, 
África y España. Si bien una parte importante de esta masa metálica 
se gastó en los lugares de origen por los funcionarios y los soldados 
romanos, el saldo siguió siendo muy positivo. No puede dudarse, aun- 
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que es difícil detallar y cuantificar el proceso, que el aflujo de esos 
metales monetarios influyó no sólo sobre las finanzas públicas sino 
también sobre el conjunto de la economía jatliana. 


Desde el año 150 hasta el triunfo de Pompeyo. Por razones diver- 
sas, ante todo la pérdida de la obra de Tito Livio, estamos muy mal 
informados sobre este período. Contamos, no obstante, con el valioso 
testimonio de Plutarco (Pompeyo, 45), que afirma que antes de las 
conquistas de Pompeyo, en el 62, el total de los ingresos del Estado 
ascendía a 50 millones de denarios anuales y que las nuevas conquistas 
de Oriente elevaron esta cifra a 85 millones. El primer hecho a cons- 
tatar es el incremento muy considerable desde comienzos del siglo 11, 
cuando la media anual era tan sólo de 14 millones de denarios. En el 
ínterin, en efecto, se habían organizado las provincias de Macedonia 
y Acaya (en 148 y 146, respectivamente), se había producido la con- 
quista de África (en 146), Asia había pasado a poder de Roma por 
herencia (133), así como Cirene (96) y Bitinia (74), Sicilia había 
sido reorganizada gracias a la ley Rupilia (132), etc. El crecimiento 
en los ingresos es, por tanto, normal, a pesar de la disminución de 
las entradas extraordinarias en concepto de botín de guerra e indemni- 
zaciones. Pero, posiblemente, ese incremento indica también la apari- 
ción de la inflación. En el año 70 —y es la única información segura 
que poseemos— el Estado compró el trigo requisado en Sicilia a 3,5 
o 4 sestercios el modiws. Era un precio medio de mercado, pero más 
bien por debajo que por encima del precio real, A principios del 
siglo 11 oímos hablar —si bien se trata de precios excepcionales— de 
precios mucho más bajos: un sestercio el modiws en el 203 (Tito Livio, 
XXXX, 26, 5), 0,5 sestercios el modius tras la segunda guerra de 
Macedonia (XXXIII, 42, 8). Evidentemente, esa diferencia resulta un 
tanto sorprendente. Si el precio de 6 1/3 ases fijado por Cayo Graco 
en su ley frumentaria en el 123 corresponde, por ejemplo, a la mitad 
del precio de mercado, eso supone aproximadamente 3 sestercios el 
modius, lo que significa ya el precio del año 70. Todo esto no son más 
que conjeturas. No resulta menos difícil distribuir estos ingresos tota- 
les de 50 millones de denarios entre las diversas provincias y las 
diferentes elases de impuestos (Tenney Frank, p. 229, según Bóttcher). 
Aparte de los nuevos ingresos regulares, Pompeyo entregó al Tesoro 
50 millones de denarios, pero distribuyó 25 millones entre sus legados 
y cuestores —de veinte a veinticinco personas— y nueve millones en- 
tre sus soldados. Desde luego, estas sumas son considerables, pero si 
tenemos en cuenta las informaciones que poseemos respecto a algunas 
fortunas personales de este período (Craso poseía sólo en tierras 200 
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millones de sestercios, 50 millones de denarios, Plinio, XXXUHL, 134) 
es fácil colegir que el Tesoro no era tan rico como pudiera parecer. 
En cuanto a los gastos, contamos con una fuente de información in- 
teresante: la ley annonaria de Clodio del 58, que determinaba que el 
trigo fuera completamente gratuito (anteriormente el Esado lo reven- 
día a 61/3 ases el modius) y que aceptaba un incremento notable de 
los beneficiarios, absorbía «una quinta parte de los ingresos» (Cic., 
Pro Sestio, 55). ¿Se refiere al precio total del reparto de trigo tras la 
reforma de Clodio o sólo a lo que suponía económicamente la reforma ? 
Tenney Frank (p. 330) considera la primera hipótesis como la más 
verosímil, El precio total de las asignaciones de trigo supondría, por 
tanto, 16 millones de sestercios, lo que, al precio de 4 sestercios el 
modius (un poco alto, quizá) y con 50 modi por año, permitiría dis- 
tribuir trigo a 226 000 personas, que parece corresponder al número 
total de beneficiarios en el año 55 a. de J. C. Pero el trigo de los diez- 
mos no era suficiente, pues había que asegurar además el aprovisio- 
namiento de Roma. En el año 56, el Senado concedió a Pompeyo diez 
millones de denarios para su cura annonae (Cic,, Atb., YV, 1). En defi- 
nitiva, las distribuciones de trigo habrían costado al Tesoro unos dos 
millones de denarios anuales entre los años 78 y 63, 7500000 entre 
el 63 y el 58, y 16 millones a partir del año 58, a los que hay que 
sumar los dos millones anuales de la cura annonae. 


c) Las finanzas durante las guerras civiles 


Resulta casi imposible hablar, entre los años 49 al 31 a. de J. C., 
de las «finanzas públicas» romanas a causa de las guerras civiles casi 
permanentes, de las confiscaciones arbitrarias y de las proscripciones 
y exacciones de todo tipo que caracterizan al período. Por otra parte, 
mientras duraron los conflictos armados —entre el 49 y el 46, y pos- 
teriormente entre el 44 y el 36—- hubo varios «presupuestos», por 
cuanto el Imperio estaba dividido en dos o tres administraciones dis- 
tintas. Los generales en guerra continuaron recaudando o robando 
enormes sumas, Con ocasión de sus tres campañas victoriosas, César 
habría conseguido, gracias a la venta del botín, la fabulosa suma de 
600 millones de sestercios (150 millones de denarios) (Veleyo, II, 56, 
2), pero Apiano, incluyendo, sin duda, las distribuciones a los sol- 
dados y a los ciudadanos, ofrece una cifra que prácticamente dobla 
la anterior: 65000 talentos de plata, 20000 libras de oro (Apiano, 
BC, IM, 102). A la muerte de César, el Tesoro contaba con un exce- 
dente en especies de 700 millones de sestercios (175 millones de de- 
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narios), que Marco Antonio dilapidaría en solo algunos meses después 
de los idus de marzo (Cic., Fil., HU, 93; V, 11; VIIL 26; XII, 12). 

Ya nos hemos referido anteriormente a las exacciones que efec- 
tuaron los jefes de todos los partidos en las provincias. Bruto obtuvo 
de Asia y de Oriente 16 000 talentos, o sea, 100 millones de denarios 
(Apiano, BC, 11, 63; 1V, 75). Por su parte, Marco Antonio exigió 
en dos años y por adelantado el tributo que Asia debía pagar en diez 
años (BC, V, 5). El autor ha estudiado ([804], pp. 89-98) la fiscali. 
dad en Italia durante este período: impuestos sobre los esclavos, im- 
puestos sobre los bienes inmuebles (equivalentes al importe de seis 
meses o un año de alquiler), sobre las propiedades territoriales, prés- 
tamo de la cincuentava parte del capital para quienes entraban den- 
tro del censo ecuestre, impuesto sobre las ventas, liturgias impuestas 
a los senadores, impuestos sobre el capital que afectaron a 400 ricas 
matronas, etc. En el año 40, este conjunto de cargas desembocó en 
la única revuelta por motivos fiscales constatada en la historia de 
este período (Apiano, BC, V, 67; 68). Durante ese mismo año se 
llevó a cabo la tentativa de implantar (según el modelo egipcio) los 
derechos de sucesión (lex Falcidia). La victoria sobre Sexto Pompeyo 
en el año 36 permitió a Octavio suprimir la mayor parte de estas 
medidas, lo cual constituyó, sin duda, una de las bases de su futura 


popularidad. 


El problema de las finanzas públicas y de la masa de emisiones monetarias. 
El análisis cuantitativo —desde luego, demasiado somero— que hemos realizado 
sobre el presupuesto romano, se fundamenta en testimonios directos que han lle- 
gado hasta nosotros o bien en el cálculo de gastos, sobre todo militares, efectuado 
en función de los efectivos y de su probable coste de mantenimiento. Reciente- 
mente, los especialistas en numismática han pretendido confirmar estas estima- 
ciones mediante la determinación de la cuantía de las acuñaciones monetarias, 
que puede establecerse de forma aproximada mediante el estudio de los troqueles 
utilizados para cada emisión anual. Sin embargo, este método se fundamenta en 
una hipótesis de principio, que es la que, precisamente, se trata de verificar: que 
los gastos anuales del Estado se cubrían sistemáticamente por medio de nuevas 
acuñaciones efectuadas con ese propósito, Los escasos testimonios que poseemos 
hacen muy difícil llegar a una conclusión. En principio, los impuestos provin- 
ciales y los ingresos de la península italiana procuraban todos los años unas apor- 
taciones monetarias —una vez descontadas las sumas entregadas in situ a los 
gobernadores de las provincias— de las que al menos una parte (las monedas 
«extranjeras», como los cistóforos de Asia) se fundían para acuñar posterior- 
mente denarios. Sería interesante saber si sucedía otro tanto con los denarios 
obtenidos en Occidente o en Italia, Tal medida hubiera sido innecesaria, a menos 
que se pusiera en práctica para evitar los fraudes (M. Crawford, p. 618). Habida 
cuenta de esta incertidumbre fundamental, podemos, no ubstante, intentar perfilar 
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las curvas que reflejen, respectivamente, las cuantías de las acuñaciones y el 
monto estimado de los gastos (Crawford [552e], pp, 698-707), Ambas curvas 
coinciden más o menos, Cuando se produce una divergencia demasiado impor- 
tante entre las acuñaciones y los gastos militares constatados —como sucede en 
los años 140 y 109— hay que suponer que en tales ocasiones se llevaron a cabo 
obras públicas muy importantes, Cuando contemos con un estudio exhaustivo 
—como el que está preparando F, Coarelli— de las construcciones de templos, 
caminos y edificios públicos en Italia a lo largo de los siglos 11 y 1 a. de J.C., 
resultará más fácil la comparación útil de estos datos, Los datos en los que se 
basaba H. C. Boren en un estudio, por lo demás interesante, resultan, por desgra- 
cia, incompletos, y a veces erróneos, a este respecto, 


5. El sistema de percepción de los ingresos 
y de arrendamiento de los gastos: 
las sociedades de publicanos 


El arrendamiento de los gastos e ingresos, que se practicó en 
Roma al menos desde el siglo 111, no constituye una originalidad, pues 
se había llevado a cabo con carácter general tanto entre las ciudades- 
Estado griegas como en el seno de las monarquías helenísticas. Es un 
procedimiento cómodo, que evita al Estado la necesidad de organizar 
una compleja administración fiscal y que le permite disponer por ade- 
lantado de los futuros ingresos. Pero al mismo tiempo, comporta in- 
dudables inconvenientes: los particulares que se hacen cargo del 
arriendo mantienen la esperanza de obtener beneficios que, indefecti- 
blemente, los consiguen en detrimento tanto del Estado como de los 
contribuyentes. Aunque tales beneficios no supongan, en definitiva, una 
carga más pesada que la de mantener una administración, su peso 
psicológico resulta infinitamente mayor, por cuanto son conseguidos 
por particulares, Ello explica, pues, la impopularidad de los «arren- 
dadores». La historia de los arrendadores romanos, no obstante, se 
diferencia de la de sus homónimos del mundo griego por una serie 
de rasgos definitorios. El primero de ellos es la cuantía de las sumas 
en juego, pues la fiscalidad romana, que se extendía sobre todo el 
mundo conocido, desbordaba con mucho a cualquier otro sistema fiscal 
anterior. En segundo lugar hay que citar la relativa concentración 
de los procedimientos en la misma ciudad de Roma, centro del poder, 
que contrasta con la dispersión y atomización que existía en los Esta- 
dos helenísticos, incluso en aquellos en que existía centralización, como 
puede ser el caso de Egipto. Surgieron así organismos relativamente 
perfeccionados y complejos, las sociedades de publicanos, organiza- 
das casi siempre a escala provincial, y que en un determinado mo- 
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mento llegaron a convertirse en auténticos Estados dentro del Estado. 
Finalmente, y esto tan sólo lo encontramos en Roma, la participación 
en los publica aparece, al menos dentro de ciertos límites, como el 
monopolio de una serie de ciudadanos previamente elegidos, de ma- 
nera que se constituye una Pachterklasse (Rostovtzeff [842]) jurídi- 
camente definida. La combinación de estos diversos elementos explica 
que las sociedades de publicanos desempeñaran un papel de primera 
magnitud en la historia financiera y política de Roma, muy en espe- 
cial en el último siglo de la República, papel que no encuentra para- 
lelismo en el mundo griego. Con todo, hay que decir que su reputación 
ha excedido con mucho su importancia e influencia reales, Han sido 
los autores modernos, sobre todo desde el siglo XIX, quienes han crea- 
do una especie de mito anacrónico de un «capitalismo» romano, que 
habría desempeñado, en la vida de Roma, el mismo papel que Wall 
Street o la City en el mundo moderno. 


Orígenes y desarrollo. La adjudicación en arriendo de los recursos 
locales, atestiguada en Atenas, Cos, Olbia y Rodas, subsistió bajo la 
dominación romana en la mayor parte de las ciudades griegas. Estos 
publicanos recibían en griego el nombre de telonai (mientras que los 
publicanos romanos serían designados siempre con el término demo- 
sionat). Una serie de magistrados especiales —los poletas en Atenas— 
se ocupaban de realizar las adjudicaciones. Era imprescindible dar 
seguridades reales y ofrecer una caución para poder pujar (Plut., Ale., 
5). En Atenas, los metecos podían ser arrendatarios. No poseemos 
sino testimonios indirectos referentes a las sociedades (hoinoniai) en 
el caso de Macedonia, hacia el 370 a. de J. C. (Seudo-Aristóteles, Oes., 
II, 22) y con seguridad para el Egipto lágida. Pero en este último 
lugar, el rey se ocupaba de que la adjudicación de los impuestos se 
realizara de forma completamente descentralizada: cada impuesto 
se arrendaba en el nivel del nomo y, más frecuentemente aún, de la 
aldea, realizándose una serie innumerable de pequeñas operaciones 
en las que no entraban en juego grandes sumas y que afectaban casi 
siempre a gentes de escasa importancia, Un sistema de incompatibili- 
dades protegía los intereses del rey: ni el juez ni el funcionario real 
podían pujar en la subasta, en el intento de evitar que posteriormente 
pudieran llevar a cabo manipulaciones ilegales (Revenue Laws). Como 
ya hemos visto, en el reino de Siracusa los diezmos se arrendaban de 
ciudad en ciudad. 

Probablemente, los más antiguos ingresos por impuestos atestigua- 
dos del Estado romano, el de las salinas, el del vectigal sobre el ager 
publicus, sobre todo los pascua, derechos de paso (Plinio, XVIII, 11), 
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los primeros portoria, así como las primeras obras públicas impor- 
tantes, tales las famosas construcciones de Apio Claudio en el 312, 
fueron, como es lógico, arrendados. De todas formas, resulta sintomá- 
tico que el principal impuesto directo que pagaban los ciudadanos, el 
tributum, fuera recaudado por tribuni aerarit, que eran, sin duda, ciu- 
dadanos designados para adelantar las sumas que debían pagar sus 
contribuyentes, según el modelo de los proeisferontes de la eisfora 
ateniense del siglo 1v (Nicolet [804], pp. 27-56). En Cerdeña y Sici- 
lia, que fueron las primeras provincias a las que se dotó de una orga- 
nización, hacia el 227, Roma se sirvió, sin duda, de los cuadros de 
la administración fiscal púnica o griega, respectivamente. En defini- 
tiva, los publicanos no aparecieron antes del año 215 a. de J. C., para 
el equipamiento de la flota y del ejército de España, cuando un grupo 
de 19 personas formaron tres societatés (Tito Livio, XXIIT, 48-49). De 
todos modos, la institución se remonta a algunos años antes, quizás a 
los comienzos de la guerra. Estos publicanos reclamaron importantes 
garantías por parte del Estado, pero le concedieron un crédito. Dos 
años después, dos de ellos fueron acusados de fraude, pero tenían el 
poder suficiente como para poder retrasar durante largo tiempo el 
proceso que debía condenarles (uno de ellos era pariente de un tribu- 
no de la plebe). Según E. Badian, los contratos de aprovisionamiento 
de los ejércitos durante la segunda guerra púnica debían ascender 
anualmente a una suma de unos seis millones de sestercios o, lo que 
es lo mismo, unos trescientos mil sestercios —a lo sumo— por parte 
de cada uno de los 19 publicanos. Posteriormente, tenemos noticia de 
los publicanos en tiempos de la censura de Catón, en el año 184 y, más 
tarde, en el 169 (en ambos casos a causa del conflicto entre los publi- 
canos y los censores, arbitrado por el Senado y luego por el pueblo). 
En el 168, el Senado se negó —según afirma Tito Livio— a arrendar 
las minas de Macedonia «porque allí donde hay un publicano ya no 
existe el derecho ni la libertad» (T. L., XLV, 18, 4), aunque en el 
158 las minas fueron abiertas de nuevo. En España donde, sin duda 
hasta época de Sila, las minas eran propiedad del Estado, fueron 
arrendadas a un número indeterminado de publicanos que, a princi- 
pios del siglo 11, empleaban a 40000 esclavos y proporcionaban al 
Estado 25 000 denarios diarios, más de nueve millones anuales (Poli- 
bio, 34, 9; Estrabón, 3, 2; 10; Tenney Frank, p. 258). Hacia me- 
diados del siglo 11, Polibio nos da una famosa descripción de la acti- 
vidad de los publicanos en Italia y de los tipos de ingresos y obras 
que arrendaban, para mostrar que en realidad se hallaban bajo la 
dependencia exclusiva del Senado, lo cual no era así desde el año 169. 
Del año 138 poseemos noticia de una compañía que arrendó en aquel 
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año la producción del bosque de la Sila, en el Brucio. Pero en el año 
123 se produjo un cambio de importancia capital: Cayo Graco reguló 
por medio de su ley Sempronia de vectigalibus las condiciones de 
adjudicación de toda la provincia de Asia. No fue sino a partir de 
este momento cuando aparecieron sociedades, aparentemente de un 
tipo distinto, que podríamos llamar anónimas. Se las designaba con 
el nombre de la provincia y, eventualmente, según el tipo de impuesto 
. que arrendaban: por ejemplo, societas Asiae, societas bithynica o 
societas portus et scripturae Siciliae, etc. Las sumas que estaban en 
juego eran, en verdad, considerables, Por sí sola, Asia, en el año 62, 
podía aportar anualmente 10 millones de denarios o 40 millones 
de sestercios. Ello comportaba unas disponibilidades financieras y la 
existencia de una organización en una escala completamente distinta, 
No ha de resultar extraño que durante este período —entre el 123 y 
el 50 a. de J. C.— los conflictos entre los publicanos y los magistra- 
dos o el Senado tuvieran un mayor relieve, y que, en ocasiones, los 
publicanos pudieran (aunque raras veces) influir en las decisiones 
políticas al más alto nivel. 


El funcionamiento del sistema de arriendo. No obstante, dado que 
se trataba de contratos públicos entre el Estado y unos particulares, 
no debe extraflar que se establecieran normas estrictas y procedimien- 
tos de control. Si el Estado toleraba y reconocía las sociedades, no 
debemos pensar que habían desaparecido los contratos de carácter 
individual, Así, en el año 75 se confió la reparación de la vía Caecilia 
a varios pequeños adjudicatarios, algunos de los cuales eran libertos. 
En el año 75, un solo individuo, con dos o tres asociados, arrendó por 
algunos millares de sestercios el mantenimiento del templo de Cástor. 
En Sicilia, donde las adjudicaciones se llevaban a cabo localmente, 
bajo la responsabilidad del propretor, ciudad por ciudad, los griegos 
e incluso los esclavos podían ser adjudicatarios. Las circunscripciones 
territoriales eran muy diferentes a la hora de la adjudicación de los 
arrendamientos en las provincias. Si Asia formaba un conjunto, al 
igual que Bitinia y Siria (o al menos cada categoría de impuestos 
en estas provincias, así como el portus y la scriptura de Sicilia), pa- 
rece, en cambio, que Acaya y Macedonia —desde la época de Sila— 
estaban divididas en circunscripciones más pequeñas: había una loca- 
tio de Eubea (SC de Asclepiade Clazomenio, 1, 6) y, sin duda, otra 
de Delos, Existía una compañía del sy/phium de Cirenaica. Se arren- 
daba, incluso, el aprovisionamiento de las trompetas que se utilizaban 
para convocar los comicios o, como lo demuestra una reciente inscrip- 
ción hallada en Puzzoles, el cargo de verdugo. Todos estos individuos, 
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a los que se designaba con los términos técnicos de redemptores o 
mancipes, tomaban también el nombre genérico y halagador de pu- 
blicant. 


En el siglo 1, las grandes sociedades «anónimas» —más frecuentemente toma- 
ban el nombre del de la provincia— se organizaron de forma completamente dife- 
rente, Agrupaban a un número muy importante de socios, a los que en ocasiones 
se califica como «multitud» o incluso plebs en los textos, No todos estos socios 
podían tratar directamente con el Estado, si bien las autoridades debían conocer 
sus nombres, Existía, pués, un «estado mayor», constituido por un responsable 
nominal del contrato (auctor o manceps) que era el que estampaba la firma. 
Había también uno o varios magistri, elegidos, con seguridad, todos los años 
(Cic., 2 Verr., 3, 168), En torno a ellos —al menos era lo que sucedía en el caso 
de la sociedad de Sicilia— se movían personajes bastante enigmáticos a los que se 
designaba con el nombre de decumani y que eran como el «Senado» de la socie- 
dad, distintos de la «plebe» de los simples asociados (2 Verr,, 2, 173). A nivel 
provincial, la sociedad estaba representada por un promagister, personaje impor- 
tante y cuyas funciones eran bastante amplias, el cual contaba con una serie de- 
colaboradores (algunos de rango ecuestre) y que dirigía un auténtico ejército 
de subalternos, escribas, aduaneros e incluso guardias armados (custodes), algu- 
nos de ellos esclavos, propiedad de la sociedad, y otros libertos.* Era la sociedad 
la que encarnaba la auténtica administración fiscal, Su organización financiera 
estaba muy perfeccionada y en muchas ocasiones el Estado la utilizaba con otras 
finalidades, Por ejemplo, los gobernadores depositaban en ella las sumas que el 
Senado ponía a su disposición para la ornatio o para la compra de trigo (contra 
el pago de intereses) o, a título privado, su fortuna personal (eso fue lo que hizo 
Cicerón en Éfeso en el año 50 a. de J.C.). Dado el interés que tenía el Tesoro 
en reducir al mínimo las transferencias de fondos en efectivo, se recurría a la 
permutatio entre los créditos concedidos a cada provincia y las aportaciones que 
ésta tenía que hacer al Tesoro, de forma que únicamente se enviaba a Roma la 
diferencia entre ambas cantidades. Las sociedades mantenían unas estrechas rela- 
ciones con su central en Roma, especialmente a través de una abundante corres- 
pondencia, El Estado y los particulares utilizaban, pues, los servicios de sus 
stabellari¿. El número total de empleados podía ser de varios miles en una sola 
provincia (ya hemos hablado de los 40000 esclavos que trabajaban en las minas 
de España en el siglo 11, mientras que en las de Italia no debía haber más de cin- 
co mil, Plinio, XXXII, 4, 18). 

La sociedad de publicanos era, en principio, una sociedad privada unius rel, 
es decir, creada para cumplir un solo objetivo, Al principio se situó bajo el dere- 
cho común que regía las sociedades: número de socios limitado y declarado, so- 
cios responsables, beneficios y pérdidas repartidos en proporción a las aportaciones 
reales, procedimientos de ruptura o extinción del contrato por la acción pretoria- 
na pro socio. Pero en el siglo 1 a. de J. C. aparecieron una serie de rasgos nuevos 
y específicos que nos llevan a pensar que las sociedades de publicanos, al menos 
algunas de ellas, adoptaron un estatuto nuevo. En un texto jurídico se afirma que 
tenían (como más tarde sucedería con los colegios autorizados) el derecho de 
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corpus habere, es decir, personalidad civil (caja común, existencia propia, distinta 
de la de los socios, etc.), En especial, parece que las grandes sociedades «anóni- 
mas», establecidas en principio para una duración de cinco años, tendieron a con- 
vertirse en permanentes, si bien sus «socios» cambiaban con cierta frecuencia. De 
cualquier forma, en esta época estaban constituidas «a imagen de una república», 
con asamblea plenaria, magistrados y Senado; podían emitir «decretos» y actuar 
colectivamente cerca de los poderes públicos, etc. Mucho se ha discutido, final- 
mente, si además de los socios ordinarios, cuyo nombre debía ser declarado al 
Estado en el momento de la firma del contrato, no existían «accionistas» (partici- 
pes, palabra de la que tenemos constancia una sola vez) anónimos que habrían 
adquirido en el mercado bursátil (?) participaciones a un precio variable según 
la coyuntura, En efecto, es lógico pensar que las acciones pudieran transmitirse 
a la muerte de los accionistas sin que la sociedad quedara disuelta y la admisión 
de los herederos de los socios pudo llevar a la aparición de una clase de socios 
«libres», exentos de la responsabilidad solidaria, Otra cosa muy distinta es, sin 
embargo, la existencia de un «mercado» libre, El único texto en el que se habla 
de partes «adquiridas» por un senador (Cic., In. Vat., 29) da a entender que se 
trataba de una ilegalidad, que transgredía las disposiciones de la ley juliana del 
año 59, Un mercado bursátil de estas características, libre y anónimo por defini- 
ción, habría entrado en contradicción con el principio de la no transmisibilidad 
de las deudas en el derecho romano y con las diversas prohibiciones que, como 
veremos, afectaron a las publica, Sí se puede admitir que ciertos socios podían 
ceder privadamente algunas de sus partes, en principio sin beneficio económico. 
Este extremo no ha sido suficientemente aclarado, pero de todas formas no se 
debe caer en el anacronismo de concebir las sociedades de publicanos a imagen 
de las sociedades capitalistas, que no aparecieron hasta tres siglos después, 


La «locatio». Eran los censores y, en su defecto, los magistrados 
superiores, cónsules y pretores, quienes se encargaban de la adjudi- 
cación de los gastos e ingresos cada cinco años. Según las normas al 
respecto, debían adjudicar los gastos al precio más bajo y los ingresos 
al precio más alto. Este proceso exigía todo un mecanismo: publica- 
ción por edicto de un «pliego de condiciones» (lex censoria), que 
informaba sobre los detalles de la operación y las condiciones que im- 
ponía la legislación en vigor (por ejemplo, la lex Hieronica para Sici- 
lia). Por otra parte, conocimiento del monto real de cada impuesto 
en los años precedentes (pues esto determinaba el beneficio de los 
publicanos), y subasta pública en la que pujaba una o varias socie- 
dades. En Roma, las subastas se realizaban oralmente, en el Foro 
(Cic., De lege agr., 1, 7; IL, 55) y bajo control del pueblo. Con fre- 
cuencia (Pro lege Manilia, 18) se prolongaba el arrendamiento que 
poseía una sociedad, pero ignoramos si en tales casos se producía una 
nueva subasta o la prórroga se efectuaba de forma tácita. De todas 
formas, no era ésa una norma permanente. Algunos autores han ima- 
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ginado [843], no sin ingenio, que al menos en una ocasión, entré 
el 61 y el 5l a. de J, C., las diversas sociedades interesadas en conse- 
guir el arrendamiento se fusionaron para presentarse conjuntamente 
a la subasta y que habrían formado un solo «consorcio» para las tres 
provincias asiáticas (Asia, Bitinia y Cilicia), hipótesis que se funda- 
menta en la interpretación errónea de varios pasajes de Cicerón (Fam., 
XIII, 65; XITL, 9). Lo que sí sabemos con certeza es que en el año 61 
los publicanos de Asia que obtuvieron el contrato habían pujado de- 
masiado alto y desde finales de año comenzaron a reclamar al Senado 
la reducción del importe de las anualidades que se habían compro- 
metido a entregar al Tesoro, aduciendo diversos pretextos. El Senado, 
con Catón al frente, se resistió durante bastante tiempo a atender estas 
peticiones. Finalmente, en el año 59 César hizo aprobar una ley con- 
cediendo esta escandalosa reducción pero fijando, al mismo tiempo, las 
reglas de la licitatio para el futuro (Dig., 34, 9, 1-9). Todos los años, 
los publicanos tenían que liquidar sus cuentas (rationes putare) con 
el Estado (Cic., At£., TV, 11, 1), bajo la responsabilidad de los cón- 
sules (cf. Nicolet [841]). 


Relaciones con. los contribuyentes y con el Estado, El publicano 
recibía cierta delegación del poder público. Ántes de finales del si- 
glo 11 se beneficiaba de una de las «acciones de la ley», el «embargo» 
a aquel que debía dinero al fisco (Gayo, IV, 28). Pero, en el siglo 1, 
la situación era un tanto distinta, cuando estas «acciones» cedieron su 
lugar al procedimiento formulario. «En España, Asia, África, la Ga- 
lia, Cerdeña y en las zonas de Italia sometidas al vectigal, el publica- 
no que estaba en posesión de un crédito sometido a protesto, comen- 
zaba por obtener una sentencia que le reconocía el derecho de em- 
bargo; a continuación conservaba el objeto embargado, del que sólo 
disponía cuando habían expirado diversos plazos» (J. Carcopino, La 
loi d'Hiéron, p. 142). Verres actuó de forma distinta en Sicilia, per- 
mitiendo el embargo directo. El contencioso fiscal era competencia de 
diversos tribunales: en Roma, el pretor (en algunos casos los ediles) ; 
en Sicilia y en Asia el consilium del procónsul. En África (ley epi- 
gráfica del año 111) existía un tribunal de recuperadores salido de 


la primera clase censitaria. 


Pero, al menos en las provincias y, sobre todo, en Oriente, los litigios entre 
los contribuyentes y los publicanos seguían un curso distinto. Ya hemos visto 
anteriormente que los publicanos establecían unas pactiones con las ciudades o 
los templos a fin de simplificar las cosas, Eran acuerdos de carácter privado pero 
estaban controlados por el gobernador, Casi siempre, los publicanos concedían 
plazos suplementarios a las ciudades contra el pago de intereses usurarios (Cie,, 
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Att., VI, 1, 16, 3). Por otra parte, los publicanos se resistían a reconocer las 
exenciones o inmunidades concedidas en diversas circunstancias a individuos, ciu- 
dades o templos. Tampoco los límites de los territorios estaban perfectamente 
claros. Todo ello provocaba muchas quejas y resistencias. Los contribuyentes no 
siempre se encontraban indefensos. En efecto, recurriendo a los lazos de clientela, 
enviaban representantes cerca de los gobernadores o, incluso, del Senado. Sus 
quejas prosperaban a veces gracias a la intervención de patrones influyentes y el 
Senado confirmaba la inmunidad o concedía otras nuevas. Son varios los docu- 
mentos epigráficos que nos informan de algunos de estos litigios y de su conclu- 
sión favorable (SC de agro pergameno, Sherk, núm, 12, del año 129; exención 
en favor de Artemis de Éfeso, Estrabón, XIV, 1, 26; en favor de las tierras sagra- 
das y de las salinas de Atena Polias, de Priene, Insc, v, Priene, 111; en favor de 
Atena de llion, OGI, 440; SC de Amphiarai Oropiis agris, Sherk [247], núm. 23; 
SC en favor de los mitilenos, Sherk, núm, 25, 55 a, de J, C.). Estamos, en estos 
casos, ante medidas de tipo individual, pero algunos promagistrados de gran im- 
portancia como Q, Mucio Escévola, procónsul de Asia en el año 97, y su amigo 
y consejero P, Rutilio Rufo, al igual que L. Licinio Lúculo en el 71, el mismo 
Quinto Cicerón en el 61-59, Marco Cicerón en Sicilia en el 51, y quizá Gabinio 
en Siria en 57-55, intentaron defender a los contribuyentes de los excesos de los 
publicanos, lo que les yalió una serie de honores considerables en sus provincias, 
El edicto de Mucio Escévola en el 96 sirvió de modelo a Cicerón en el año 51. 


Fue entonces cuando se planteó el problema de la influencia y el 
papel de los publicanos en el Estado. Una tradición muy extendida 
afirma que la ley judicial de Cayo Graco del año 123 situó a los pu- 
blicanos en posesión de los jurados de los tribunales de concusión y 
que adquirieron de ese modo un medio de presión muy eficaz sobre 
los senadores y los magistrados (Apiano, Diodoro, Varrón, Cicerón, 
etcétera). Pero la cualificación en el caso de los jurados de la ley de 
Graco (véase más adelante, p. 335) no implicó nunca otra cosa que 
la mención del orden ecuestre, en una u otra forma. Por otra parte, 
muchos publicanos, sobre todo los que licitaban para el arriendo de 
las obras públicas, no eran caballeros. Posiblemente —aunque no es 
sino una hipótesis— a partir del año 123 se exigió a los responsables 
de las grandes sociedades que pertenecieran al orden ecuestre (Luci. 
lio, v. 650-651 W). Serían tan sólo los miembros de las más impor- 
tantes sociedades los que formarían el ordo (Pro Plancio, 24). Como, 
por lo demás, sabemos con certeza que los senadores, por su condición 
de tales, estaban excluidos de las adjudicaciones (excepto de algunas, 
honoríficas), se confirma la identificación de derecho y de hecho de 
los publicanos con el orden ecuestre. La exclusión de los senadores, 
que recuerda notablemente a la de los jueces y funcionarios reales en 
Egipto, se explica por la preocupación, que aparece constantemente 
en el derecho público romano, de evitar que las mismas personas 
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pudieran ser juez y parte, por cuanto era el Senado la institución a 
la que correspondía el control de las locationes. De igual forma, en 
tiempo del Imperio el decurión municipal quedaría excluido de los 
arrendamientos locales (Dig., 2, 6, 2; lex Ursonensis, h. 93). La Pach- 
terklasse de la que habla Rostovtzeff se creó, pues, de forma natural, 
por arriba a consecuencia de la exclusión de los senadores, y, por 
abajo, porque se exigía a los adjudicatarios garantías y seguridades 
reales y, quizá también, porque a partir del año 123 se creyó nece- 
sario exigir la calificación ecuestre para algunos contratos. Pero re- 
cordemos que el censo ecuestre era el mínimo exigido, también, a los 
candidatos a las magistraturas. Así pues, como ya se ha dicho ante- 
riormente, no existía ninguna oposición de medio social ni de origen 
entre los dos órdenes, sino únicamente diferencias de funciones gra- 
vadas con múltiples incompatibilidades y rivalidades de carácter po- 
lítico y financiero. Así, cuando en el año 123 se decidió que los jura- 
dos fueran, en su mayor parte al menos, equites no senadores, no es 
extraño que encontremos en esos puestos a muchos publicanos. Esto 
no quiere decir que todos los procesos se convirtieran en meros ajus- 
tes de cuentas. No obstante, no hay duda de que el de Rutilio Rufo en 
el año 92 (Tito Livio, Per., 70) fue consecuencia de su actitud en 
Asia en el 96; fueron también los publicanos quienes provocaron, 
quizá, la destitución de Lúculo en el 67, favorecieron la candidatura 
de Pompeyo en el año 66 para el mando en la expedición contra 
Mitrídates y los que acusaron, tal vez, a Gabinio en el 54. 


Ya hemos hablado ampliamente de las sumas que se barajaban en las opera- 
ciones de los publicanos a finales de la República: los 50 millones de denarios 
(200 millones de sestercios) de los ingresos del Estado en el año 62 se elevaron a 
85 millones cinco años más tarde. Eran los publicanos de las sociedades asentadas 
en Roma los que debían aportar la mayor parte de estas sumas (entre tres o cua- 
tro quintas partes), Señalemos que las fortunas de los caballeros más conocidos 
de este período distaban mucho de igualar las grandes fortunas de los príncipes 
(200 millones de sestercios sólo para las propiedades territoriales de Craso). Ático 
poseía entre quince y veinte millones de sestercios, de forma que hubiera sido 
necesario que diez personas como él comprometieran toda su fortuna como garan- 
tía para cubrir las entregas de un año al fisco, y cincuenta para un período de un 
lustro, Ya que nadie comprometía toda su fortuna, necesariamente los publicanos 
hubieron de ser un número mucho más elevado, Mucho se ha discutido sobre si 
los publicanos veían garantizado siempre un beneficio mínimo. Hay que pensar 
que eso hubiera sido contrario a la lógica de la subasta: la contratación de un 
arriendo era una operación especulativa que se basaba en un riesgo calculado. 
Contamos con la evidencia de que la operación podía resultar deficitaria (cf. las 
pérdidas sufridas por un amigo de Cicerón, Terencio Varro Gibba, Fam., XII, 
10, 2, así como aquellas —ciertas o no— de las que se quejaron los publicanos 
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de Asia en el año 61). Vislumbramos cuál podía ser la fuente principal de bene- 
ficios para la Sicilia de Verres, Tras comprometerse (en una suma en principio 
elevada) a entregar al Estado el producto del diezmo de una ciudad por un mon- 
tante X, relativamente próximo al valor real del diezmo, el arrendador firmaba 
una pactio con la ciudad que, para recaudar su diezmo y entregarlo al Estado, le 
permitía conseguir un lucrum que era tanto más elevado cuanto más próximo 
estuviera al pretor el adjudicatario del diezmo, Al parecer, la ciudad debía entre- 
gar además el 6% (las quinquagesimae, 2 Verr., 3, 116), Otro texto habla del 
derecho al 1% que tenían los publicanos (Pro Rab, Post., 30), 
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CaríTuLO VII 


Roma e Italia. 
La confederación italiana. 
La cuestión italiana. La guerra social 


A partir del tratado con Tarento del año 272 a. de J.C. (T.L., 
Per., 15; Zonaras, VIII, 6, 13, con un error; T. L., XXXV, 16, 3), no 
quedó en Italia, al sur del Arno, ningún pueblo o ciudad realmente 
independientes: todos estaban ligados a Roma, bien como dediticit, 
o como aliados. En realidad, se trataba de una dominación, por cuan- 
to Roma ocupaba una clara posición hegemónica. Digamos, no obs- 
tante, que no existe un término oficial para designar a este «Imperio» 
que en ocasiones calificamos —equivocadamente— de confederación. 
Los historiadores romanos hablarán de imperium. Polibio, para des- 
cribir el conjunto de los recursos humanos de la Italia romana, utiliza 
la expresión «la masa de la potencia que tenían sometida». En otros 
textos oficiales posteriores este conjunto se designa con la expresión 
«los romanos, los latinos y los alidos italianos». Esta forma describe 
en términos relativamente precisos, en cuanto a su situación jurídica 
con respecto a Roma, las tres grandes categorías en las que, en efecto, 
se distribuían los habitantes de Italia. Pero antes de evaluar estos 
diversos estatutos debemos recordar los grandes conjuntos étnicos 
y culturales, cuya diversidad, a veces irreductible, no podía ocultar la 
dominación romana, 


No nos extenderemos sobre los aspectos que ya han sido tratados en el volu- 
men precedente. Cuatro grandes civilizaciones, diversas por su lengua, raza y ori- 
gen, ocupaban el conjunto de la península, De norte a sur hay que hablar, en 
grandes líneas, de una zona celta, una zona etrusca, una zona umbro-sabina y, 
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finalmente, la de los pueblos «sabelios» (samnitas, marsos, apulios, lucanios). En 
la costa del Tirreno hay que mencionar el núcleo latino y campanio, de lengua 
osca y por último, en la franja meridional, el substrato griego, bastante denso en 
las costas del mar Jónico pero con ramificaciones, más allá del istmo lucano, hacia 
las costas del Tirreno y hasta Campania (Cumas y Nápoles) y, en la costa del 
Adriático hasta Áncona e incluso la llanura del Po (esta última ocupada por los 
etruscos y galos). Ahora bien, este inventario no explica, por sí mismo, las soli- 
daridades y diversidades, Existía, de hecho, un viejo substrato itálico (surgido, sin 
duda, de invasiones e infiltraciones protohistóricas pero cuyo recuerdo se había 
perdido), umbrio, sabino, latino y sabelio, Todos estos pueblos, cualquiera que 
fuera su destino, se sentían de una forma confusa «parientes» y solidarios, Todos 
ellos hablaban lenguas indoeuropeas y, entre el umbrio, el latino y el osco el 
parentesco era muy grande, Sin embargo, estos pueblos (comprendidos los latinos) 
divergían, en la época histórica (entre el siglo 1x y el siglo 11 a. de J.C.), por su 
desarrollo económico y político y las influencias a las que se habían visto some- 
tidos. Los umbrios, sabinos y latinos sobre todo, en contacto más o menos estre- 
cho con los etruscos, es decir, con invasores que transmitían una cultura greco- 
oriental, se vieron fuertemente influidos por ellos, sobre todo en materia religiosa 
y política y, quizá también, por lo que se refiere a las técnicas agrarias y artesa- 
nales, Los pueblos sabelios montañeses, de la Italia central —marsos, samnitas, 
frentanos, apulios, lucanios—, que en el siglo 111 apenas habían alcanzado la eta- 
pa de la ciudad y que permanecían organizados en tribus, concentrados en gran- 
des aldeas más que en ciudades, revisten una mayor originalidad, Una economía. 
agrícola pastoral, una vida colectiva centrada en la guerra (y la trashumancia) y 
una demografía aparentemente en expansión, hacían de ellos pueblos guerreros, 
atraídos periódicamente hacia las llanuras costeras del Lacio, la Campania y la 
Magna Grecia, Este tropismo daba como resultado una serie de contactos, políti- 
cos y culturales, que desembocaron en su helenización parcial, como lo atestiguan 
los recientes descubrimientos arqueológicos de Paestum, con suntuosas y origi- 
nales pinturas funerarias, Roma, al constituir en el año 340 un Estado romano- 
campanio, con la rica Campania de influencia etrusca y osea, asimiló en parte 
la herencia griega, 

La zona griega era mucho menos densa. Se limitaba, de hecho, a algunas ciu- 
dades y a su territorio circundante, aunque en éstos existiera una población 
indígena, Prácticamente, las únicas grandes ciudades eran Tarento y Nápoles. El 
helenismo de la costa tirrena sucumbió casi por completo (aparte de Nápoles 
y Elea) a la oleada sabelia, mientras que subsistió el de la costa apulo-lucania, 
La zona etrusca conservaría, hasta el siglo 1 d. de J.C., una personalidad lin- 
gitística y cultural, basada en tradiciones religiosas orientales y en la permanencia 
de una aristocracia muy fuerte que sería la admiración de los romanos: las gran- 
des pinturas funerarias subsistieron allí hasta el siglo 1 de nuestra era, Las cifras 
de población movilizable del año 225, a las que nos hemos referido anterior- 
mente, nos dan una idea de la importancia respectiva de la población de estos 
diversos conjuntos étnicos, si bien los pueblos «aliados» sólo tuvieran, quizás, 
obligaciones militares relativamente limitadas con respecto a las de los romanos 
y latinos. No obstante, la distribución «étnica» que nos da este documento es 
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falsa por cuanto, a estas distinciones étnicas, se superponen otras de tipo jurídico 
y político consecutivas a la conquista romana y a la organización militar-política 
que Roma impuso en Italia. Por otra parte, en los conjuntos que acabamos de 
citar no existía una auténtica unidad interna. De hecho, el fraccionamiento de 
la Italia no romana era total, situándose a escala de ciudad y de tribu. No puede 
hablarse de griegos de Italia, sino de tarentinos o de gentes de Nápoles; no 
puede hablarse de etruscos sino de gentes de Caere o de Tarquinii, a lo sumo 
de los frentanos o de los marrucinos, lo que indica una escala comarcal. De todas 
formas, es cierto que las grandes divisiones que hemos indicado anteriormente 
correspondían a una nomenclatura administrativa, ya que se encuentran nueva- 
mente en el documento del año 225 y también en las descripciones, muy poste- 
riores, de los geógrafos (Estrabón, V, 1, 10; V, 2, 1). Probablemente, los registros 
de los censores debieron reproducirla, de una forma u otra, independientemente 
—como veremos— de su distribución en las tribus romanas (Heurgon [874]). 


Roma entró en contacto, sucesivamente y de manera muy diferente, 
con estos diversos pueblos. Resaltemos que ningún pueblo italiano 
era considerado auténticamente extranjero por los romanos, salvo los 
galos, que eran bárbaros, o los griegos. De hecho, los romanos invo- 
caban la presencia de los sabinos e incluso de los etruscos en los orí- 
genes de su ciudad, tenían lazos matrimoniales con los campanios, 
etcétera. La conquista romana, muy lenta en un principio, se aceleró 
a partir del año 348: en esta fecha fueron sometidos los latinos y 
campanios, como antes lo habían sido los vecinos del Ápenino cen- 
tral, hérnicos, volscos, etc. Entre los años 340 y 329 fue a los sam- 
nitas (en el interior montañoso del centro de la península) a quienes 
se combatió y venció y, en torno a los años 295-280, los sabinos y los 
umbrios, Simultáneamente, hacia finales del siglo tv, fueron sojuzga- 
dos los etruscos, venciéndose las últimas resistencias (en Caere y Vol- 
sinii) en el 274 y 265 respectivamente (Harris [872], 83). Los griegos 
de la Italia del sur fueron sometidos en el año 272, En cambio, en el 
norte, las guerras contra los galos duraron hasta el 225, Entre los 
años 272 y 218 Italia conoció un período de paz. Hubo que esperar 
a la invasión cartaginesa, a las victorias de Aníbal, para asistir a im- 
portantes movimientos de revuelta o secesión que en ningún caso 
afectaron a toda Italia al mismo tiempo. Fueron, sin embargo, acon- 
tecimientos de gran trascendencia por cuanto Roma reaccionó dura- 
mente imponiendo castigos y confiscaciones, actitud ésta que, a largo 
plazo, hacia finales del siglo 11 y comienzos del siglo 1, dará lugar a 
la aparición de una «cuestión italiana» que culminó en una terrible 
guerra de secesión en los años 90-88 y que no se olvidaría totalmente 
hasta pasadas dos generaciones, 
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1. La organización de la Italia romana 


El período que estamos considerando no conoció la formación del 
conjunto político heterogéneo que constituye la Italia romana. Éste es 
un fenómeno que corresponde al siglo anterior. Pero el largo período 
(264-202) en el que se desarrolló la lucha por la hegemonía entre 
Roma y Cartago -—lucha que culminó con la invasión de Italia por 
Aníbal — puso a prueba la cohesión de este conjunto y, sin duda, uno 
de los factores, acaso el principal, en la segunda guerra púnica fue la 
lealtad de los italianos que Aníbal se esforzó por reducir mediante 
diversos procedimientos. Las defecciones que se produjeron, que si- 
tuaron a Roma en postura difícil, no le impidieron salir victoriosa 
de la prueba, pero el recuerdo de tales deslealtades y la dura repre- 
sión que provocaron, modificaron el equilibrio italiano y la fisonomía 
de la hegemonía romana, preparando la crisis política y militar que 
se gestó desde el año 125 a. de J. C. y culminó en 90-98. 

No es posible definir con una sola expresión la organización polí- 
tica de Italia, pues en su seno existían estatutos muy diversos. Sin 
embargo, el término más adecuado sería el de «alianza», en primer 
lugar porque recoge la fórmula soci nomenque latinum y, además, el 
aspecto esencial en el que se deja sentir primero la presencia de Roma, 
hasta comienzos del siglo 1, es el de la aportación que hace Italia a 
las fuerzas romanas, contribuyendo en hombres y en dinero a cada 
campaña. Sólo más tarde aparecerían problemas de orden político o 
jurídico, como la posición de los italianos ante la política agraria de 
Roma, las relaciones entre las comunidades italianas y el poder roma- 
no (magistrados y comicios) y, finalmente, el de los estatutos jurídi- 
cos colectivos e individuales, de la unificación del derecho público 
o privado, El aspecto militar es, a un tiempo, primero y fundamen- 
tal, Durante mucho tiempo, todo giró en torno a la formula togato- 
rum y al dilectus. 


Con todo, en la Italia romana existían tres grandes categorías de población, 
distribuidas más o menos en espacios geográficos coherentes (el lazo territorial 
nunca sería total, siendo la norma la discontinuidad geográfica; se trata de esta- 
tutos y no de Estados): los ciudadanos romanos, los latinos y la masa de los 
«aliados». Pero en el interior de estas tres grandes categorías también reinaba 


la diversidad, 
a) Los ciudadanos romanos. En algunas zonas la conquista implicó lo que 


llamaríamos la anexión pura y simple del territorio, que se convertía en ager 
Romanus, y la absorción de los habitantes alógenos en el cuerpo cívico romano, 
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lo que en las fuentes viene indicado por las expresiones Romanos fieri (conver- 
tirse en romano) o dare civitatem, conceder el derecho de ciudad. Estudiaremos 
más adelante (p. 212) esta extensión del cuerpo cívico y el problema de su dis- 
tribución en las tribus. Pero el problema se complica porque no todos los pueblos 
conquistados y anexionados recibieron el derecho de ciudadanía completo, A al. 
gunos se les otorgaba tan sólo la civitas sine suffragio (sin derecho a voto y, 
desde luego, sin derecho a ser candidato a las magistraturas en Roma). Proce- 
dimiento original sobre cuyo origen y sentido se preguntan tanto los autores 
antiguos como los modernos: ¿era una recompensa, una ventaja o un castigo?, 
pues, aparte del voto, estos ciudadanos que eran plenamente romanos, sobre todo 
desde el punto de vista del derecho civil, estaban obligados a todos los munera 
militares y financieros de los ciudadanos (cf, las variaciones de la tradición so- 
bre el estatuto de Caere, ciudad etrusca, primero aliada y luego rebelde, Sherwin- 
White [894], p. 53; M. Sordi [897], Aulio Gelio, 16, 13, 7; Estrabón, V, 2, 3; 
Hor., Ep., 1, 6, 62). Lo que sabemos con certeza es que estos ciudadanos sin 
derecho a voto no estaban inscritos en una «tribu» romana. Este sistema que 
podríamos llamar de «semianexión» fue utilizada por los romanos hasta princi- 
pios del siglo 111; de cualquier forma, no conocemos ningún caso después del año 
268 a, de J.C. Pero no es, sin duda, la cronología lo que da la clave del recurso 
a este procedimiento, Como ha demostrado Fraccaro ([8651], 103) la distribución 
de los ciudadanos sin derecho a voto se explica, de hecho, por razones geográfi- 
cas: los romanos utilizaron siempre de forma paralela diversos procedimientos 
jurídicos (la concesión del derecho de ciudad sin derecho a voto o la del estatuto 
de aliado) según la situación de la comunidad en cuestión. El objetivo, en el 
siglo 1v y en el siglo 111, fue el de constituir un conjunto geográfico coherente, 
primero a lo largo del mar Tirreno, desde el Lacio a la Campania, para crear 
un glacis protector contra los pueblos de los Apeninos y, posteriormente, para 
asegurar hacia el norte, por la Sabina, la Umbria y el alto valle del Aterno, un 
territorio muy extenso hacia la llanura del Po, Más allá de estos límites consi- 
derados vitales, Roma no se preocupaba de integrar a la población, no creaba 
nuevos ciudadanos (ni siquiera sin derecho a voto), sino que se limitaba a impo- 
ner sus tratados, Así pues, la zona de los ciudadanos sin derecho a voto rodeaba, 
en grandes líneas, a aquella en que se encontraban los ciudadanos optimo jure: 
concéntricamente en torno al Lacio, desde el noroeste hacia el norte, a continua- 
ción en el este y hacia el sur, en las regiones de Etruria meridional (Fregenes, 
Caere), la vasta zona de la Sabina (Reate, Nursia), prolongada hacia el norte en 
dirección a la Umbría (Nuceria), por el territorio de los Picentes Romani (en 
torno a Firmum) y el ager Gallicus (Sena Gallica) distribuido en el año 232, 
glacis protegido por zonas entre los praetutii y los vestinos, Hacia el este y el 
sudeste, entre los ecuos en torno a Anagnia, los volscos (Arpinum, Atina, Vena- 
frum), los auruncos (Privernum, Fundi, Formiae), en fin, la parte más importante 
de la Campamia (len torno a Cumas, Casilinum, Capua, Atella, Suessula y Aca- 
rrae). Estas zonas, junto con las de los ciudadanos romanos optimo jure, a las 
que en general rodeaban, formaban, pues, el ager Romanus, que, ya veremos, 
estaba protegido por un cinturón de colonias romanas y, muy pronto, también 
latinas. No obstante, sería erróneo afirmar, como lo ha hecho recientemente Sher- 
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win-White, que cuando una zona, por ejemplo la Sabina hacia el 290, recibía el 
estatuto sine suffragio no se encontraban ciudadanos de pleno derecho en las 
áreas confiscadas por el Estado o en el seno de las comunidades, No hay que 
olvidar que se trataba de estatutos personales, no territoriales, 

Durante mucho tiempo se ha querido identificar plenamente el status de los 
ciudadanos sin derecho a voto con el de los municipes, habitantes del municipium, 
Ciertamente, es éste —ya lo sabemos— el nombre que tenderían a tomar las co- 
lectividades locales en tanto que tales cuando toda Italia recibió el derecho de 
ciudadanía romana, Pero los anticuarios (en especial Festo, 155 L; 117 L) nos 
transmiten el recuerdo de una época en que el status de los municipios era el 
de gentes que, sin ser romanos de origen, compartían con éstos los derechos y 
obligaciones de la ciudadanía, salvo el derecho al voto y a ser candidatos. La 
dificultad radica en el hecho de que había tantos municipios de ciudadanos opti- 
mo jure como municipios de ciudadanos sin sufragio. Una interpretación reciente 
(Michel Humbert [875]) insiste en el hecho de que los municipes eran, ante todo, 
gentes que poseían una organización cívica propia, a raíz de su ingreso en la 
ciudad romana y que la conservaron, aunque gozaran de un derecho de ciudad 
completo pero sin voto, El municipium era, por tanto, la pequeña colectividad 
local, organizada como una respublica, Por su parte, los italianos convertidos en 
ciudadanos romanos sin derecho a voto y que no tenían ciudades organizadas 
—por ejemplo los samnitas que se hallaban aún en el estadio tribal— formaban 
oppida. Hay que pensar que los romanos pretendían no dar demasiado peso polí. 
tico a ciertas colectividades que, por lo demás, eran completamente romanas 
desde el punto de vista del derecho privado, del ejército y de la fiscalidad, Sin 
duda, el núcleo más importante de estos ciudadanos sin derecho a voto estaba 
formado por las ciudades campanias conquistadas en el 338: Capua, Cumas, etc., 
ricas y pobladas, Por desgracia, Tito Livio menciona también un foedus en el 
origen de la anesión de Capua (XXXI, 31, 10; XXIII, 5, 8), de forma que J. Heur- 
gon, imitando a Cicerón con respecto a Aricia (Fil, TI, 6, 5) hace de Capua un 
«municipio federado», lo cual parece paradójico. El tratado original, si es que 
existió, debió desaparecer en el momento en que los campanios —y eso parece 
indudable— recibieron la civitas. Naturalmente, ésta fue en principio para la 
mayoría de ellos (y, desde luego, hasta la segunda guerra púnica) «sin sufragio», 
excepto para aquellos que emigraron a Roma, Capua conservó hasta el año 216 
sus instituciones propias, magistrados (meddices), Senado, asambleas populares, 
quizá dobles, 

La existencia o no existencia de organización local autónoma (lo que deter- 
mina el municipium) nada tiene que ver con la presencia o no de un praefectus 
romano, magistrado o delegado de un magistrado (el pretor) encargado de celebrar 
regularmente audiencias judiciales. De hecho, en todos los lugares en donde hay 
cives sine suffragio, encontraremos praefecti (M. Humbert [875], Toynbee [309], 
I, 269). 

Como veremos, estos ciudadanos sin derecho a voto servían en el ejército 
romano y figuraban en el censo, al igual que los ciudadanos de pleno derecho, 
El cuadro de las fuerzas romanas en el año 225 que nos ha transmitido Polibio 
(Il, 24) y que procede sin duda de Fabio Pictor, lo demuestra claramente. Sin 
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embargo, otros textos mencionan contingentes separados (Dion., XX, 1, 4; T. L, 
X, 26, 14; 29, 12; XXXIII, 4, 8), En otra parte, se trata de una legío Campana, 
pero el sentido de la expresión es oscuro, Parece que a principios de la segunda 
guerra púnica Roma dudó en movilizar a los habitantes de Capua, a no ser como 
caballero (T.L., XXIII, 5, 15). Una buena definición del status de ciívis sine 
suffragio, es quizá dada a contrario por el trato que los habitantes de Capua, 
disidentes de Roma, intentaron obtener de Aníbal en el año 216 (T.L., XXIII, 7, 
1): «Que ningún magistrado cartaginés tenga autoridad sobre un ciudadano 
campanio, que ningún ciudadano campanio sirva en el ejército o deba hacer una 
contribución no consentida» (pero contra, J, von Urgern Sternberg [900], p. 75). 

Sea como fuere, y por diversas razones —entre las cuales quizá la actitud 
desleal de Capua durante la guerra contra Aníbal— no sólo desaparece de las 
fuentes en el siglo 11 la concesión de la ciudadanía sin derecho a voto sino que 
—al parecer— la mayor parte de las comunidades que poseían este status acce- 
dieron a la ciudadanía completa hacia finales del siglo 11 como muy tarde. En el 
caso de los municipios de Fundi, Formiae y Arpinum ello tuvo lugar simultá- 
neamente, en el año 188 (T.L., XXXVIIL, 36, 7), por medio de un plebiscito 
(habían recibido la ciudadanía sin derecho a voto en el 304 y 306). Un plazo 
mucho menor fue el que transcurrió para la Sabina, conquistada en el año 290 
por M, Curio Dentato, a la que, al menos en parte, se le concedió el derecho de 
voto en el año 268 (Vel., I, 14, 6). Algunos autores han dudado, sin razón, de 
este hecho (cf. Brunt [859], 121.129), Aunque los historiadores modernos discre- 
pan sobre este punto, consideramos que durante el siglo 11 desapareció por com- 
pleto el estatuto de ciudadano sin derecho a voto. Desde luego, no existía de nin- 
gún modo en el año 90, en el momento en que estalló la guerra social, Al pare- 
cer, la concepción del derecho de ciudad evolucionó hacia esa fecha y, desde aquel 
momento, pareció imposible separarla del derecho a voto y de la inscripción en 
una tribu: cf, las discusiones en torno a los libertos en el año 169, T.L,, XLV, 
15, 4-5; Nicolet, AEPHE, 1974-1975, pp. 378-381; Métter..., 312). Aparentemente, 
en la época de los Gracos no había en Italia sino ciudadanos de pleno derecho, 
por tanto, electores (excepto, por supuesto, los sancionados), latinos y «aliados». 


b) Los latinos. Se vio en el volumen precedente cómo Roma, que en principio 
era una ciudad latina entre otras muchas, había conseguido, en el año 338 y gra- 
cias a su superioridad demográfica y militar, y estableciendo el «sinecismo» 
campanio, disolver la antigua liga de las «treinta» ciudades y regular, por medio 
de un senadoconsulto, el estatuto de cada pueblo que la componía (Heurgon, 
p. 323; T. L,, VIII, 14, 2). Algunos fueron simplemente anexionados (Lanuvio y 
Tusculum, por ejemplo) pero otros siguieron llamándose «latinos». Ahora bien, su 
condición tanto desde el punto de vista del derecho romano como del derecho 
público, y pese a algunos matices locales, era similar, de forma que el conjunto 
que constituían, sin contar con una organización propia, definía una condición 
jurídica más que una realidad geográfica o étnica, Pero ya antes, el conjunto 
de los pueblos «latinos» no estaba formado únicamente con los más antiguos 
asentamientos, pues los romanos y los latinos habían emprendido conjuntamente 
una política sistemática de «colonización», o lo que es lo mismo, de fundación 
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de fortalezas que ocupaban de forma permanente familias de colonos sujetas a la 
tierra y a las que se obligaba a proveer un contingente armado y a vigilar una 
frontera o una zona conflictiva, Su situación nos permite, por lo tanto, trazar 
exactamente el mapa de la expansión del Estado romano-latino del siglo 1v, des- 
de la Etruria meridional (Sutrium, Nepet) en Circeyos, hasta el límite meridional 
del Lacio, pasando por los límites del país hérnico (Praeneste, Labicum) y volsco 
(Signia, Cora, Norba, Setia). A partir de la disolución de la liga latina, Roma 
tomó la iniciativa de instalar otras fortalezas de este tipo que recibirían también 
el nombre de colonias latinas y que se utilizarían con el mismo fin (proteger las 
conquistas, vigilar zonas poco seguras y defender puntos estratégicos), Su estatuto. 
sería exactamente igual al de los prisci Latini, pero sin personalidad étnica, pues 
su población se compondría eventualmente de ciudadanos romanos que, contentos 
con lag tierras que se les daba como contrapartida a su servicio, aceptaban perder 
su ciudadanía (Cic., De Domo, 78; Pro Caecina, 98; Goyo, 1, 131; III, 55, etc.). 
También aquí estamos antes que nada frente a una realidad jurídica, En oleadas 
sucesivas y según un ritmo que podemos marcar y que sigue las grandes etapas 
de la conquista y de la política exterior (Toynbee, I, pp. 158-161) estas implan- 
taciones tenían los mismos objetivos que las anteriores: proteger el nuevo Estado 
romano-campanio, rodear el Samnio por el este y el nordeste, vigilarlo en el cen- 
tro (Beneventum en el año 268), proteger las zonas meridionales del mar Tirreno 
(Paestum y Cosa en el 273), salvaguardar en el norte las rutas hacia el Adriático 
(Narni, 299, Espoleto, 241), alcanzar el Adriático (Hadria, 298; Firmum, 264; 
Ariminum, 268), vigilar el canal de Otranto (Brindisi, 244), Finalmente, en el 
mismo momento en que iba a estallar la guerra contra Anibal, en el año 218, se 
fundaron, apenas se llegó a la llanura del Po, las dos primeras colonias, Placentia 
y Cremona, puestos avanzados separados del territorio romano por los países bár- 
baros y por los «aliados» etruscos, 

Interrumpida durante los años de la guerra, la creación de colonias latinas 
se reanuda —todo hace pensar que con más impetu— hasta el año 184 (quizás el 
177, aunque algunos ponen en duda la fundación de Luca). Después de esta últi- 
ma fecha, al menos según las fuentes que hemos consultado, parece que se aban- 
donó este procedimiento de colonización y que eso tuvo relación, de una u otra 
forma, con la aparición de una «crisis agraria» y de una «crisis italiana». Entre 
los años 193 y 181 se crearon cuatro colonias latinas (Copia en el ager Thurinus, 
Valentia, cerca de Vibo, Bolonia y Aquilea), como vemos, pues, en los límites de 
la Italia romana; Plasencia y Cremona fueron, por así decirlo, fundadas de nuevo 
(cf. la discusión con respecto a Asconio, p. 3 C: Salmon [839], p. 67), De todas 
formas, como veremos en la p, 197, el número de las colonias latinas fue siempre 
superior al de las colonias romanas, habitadas por ciudadanos de pleno derecho, 
privadas de autonomía jurídica, incluso cuando con posteridad al año 184 el 
Senado y luego los tribunos de la plebe hicieron crear colonias romanas de un 
nuevo tipo, tanto por sus dimensiones como por su objetivo (diez en total entre 
los años 184 y 100 a, de J, C., cf. Toynbee, 654-658). Sabemos por Tito Livio que 
había treinta colonias latinas a principios de la segunda guerra púnica, frente a 
diez colonias romanas en la misma época. En el año 190, de un total de 53 funda- 
ciones de colonias (o refundaciones, como ha demostrado Salmon), 35 eran colo- 
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nias latinas. Así pues, Fraccaro, Toynbee y Sherwin-White están en lo cierto 
cuando dicen que éstas constituyeron el instrumento esencial de la romanización 
de Italia, en mucho mayor medida que la deducción de colonias romanas. ¿En 
qué consistía este estatuto elegido de forma preferente que habría de conocer una 
inmensa fortuna, pues, en época muy posterior, durante el Imperio, siguió siendo 
la vía indispensable a la ciudadanía tanto para las comunidades provinciales como 
para los libertos? 

En primer lugar, las colonias latinas eran ciudades autónomas; algunas podían 
incluso acuñar moneda, Contaban con sus instituciones propias, muy variadas, 
por ejemplo, en cuanto a las magistraturas, En las más antiguas parece que los 
magistrados supremos eran praetores, pero en Ariminum había un consol (CIL, 
XIV, 4269), así como en Benevento (IX, 1633). En conjunto, estas instituciones 
eran muy similares a las de los romanos, De todas formas, no era esto lo esencial. 
En el plano del derecho civil, es decir, de las relaciones de la vida cotidiana, los 
latinos gozaban de derechos que hacian muy favorables sus relaciones con los ro- 
manos: podían contraer un matrimonio romano (conubium) (YT. L,, VIH, 14, 10), 
gozaban de todos los derechos respecto a la adquisición y venta de bienes (co- 
mercium) (cf, Cic., Pro Caec., 102) y, particularmente, el derecho de herencia 
y el de realizar la mancipatio (T.L., XLI, 8, 10), Finalmente, y de forma espe- 
cial, tenían el derecho de residir en Roma (o en otra ciudad latina) y, eventual- 
mente, solicitar en tal caso la ciudadanía romana, Sólo en la primera mitad del 
siglo 11 a. de J.C, se les discutiría ese derecho, sobre todo por razones demográ- 
ficas. El matrimonio, la herencia, la firma de contratos eran pues admitidos entre 
los romanos y los latinos, y ello distingue notablemente a estos últimos de los 
extranjeros, incluso aliados. Ya veremos que, además, a partir de finales del si- 
glo 11 podían beneficiarse, en ciertas condiciones, del derecho de provocatio (Lex 
repetundarum). Ahí acaba la asimilación entre el latino y el romano por lo que 
se refiere al derecho privado pues, para todo lo demás, el latino se regía por sus 
propias leyes locales, Era ése un hecho esencial que resalta Cicerón en un pasaje 
célebre (Pro Balbo, 21; Aulo Gelio, IV, 4, 3, menciona el sistema dotal especial 
de los latinos). Los latinos sólo se regían por las leyes romanas sobre el derecho 
privado en la medida en que las hubieran aceptado formalmente, Para Cicerón 
esto constituye, sin duda, una ventaja, un privilegio, Posiblemente, a este respecto, 
como en las relaciones jurídicas con los romanos (conubium, comercium, etc.) 
hubiera diferencias mínimas entre dos categorías de colonias latinas, especial. 
mente las doce colonias que gozaban de lo que Cicerón llama (Pro Caecina, 102) 
el ius Ariminense. Según afirman Bernardi y Salmon, todo parece indicar que se 
trataba de las doce últimas colonias fundadas después de Rímini a partir del 
año 268, cuyos lazos con los romanos (al menos por lo que se refiere al derecho 
de herencia) eran más estrechos y más favorable el estatuto. 

En contrapartida, ¿cuáles eran las obligaciones de los latinos? Fundamental. 
mente, debían participar en las guerras de Roma mediante la aportación de con- 
tingentes humanos y de contribuciones financieras (Tito Livio, XX VIT, 9; XXIX, 
15, 16), Indiguemos, ante todo, un rasgo destacado: la importancia demográfica 
del nomen latinum. A diferencia de lo que sucedía con las colonias de ciudadanos 
anteriores al año 184 que, situadas en las costas, sólo contaban con un número 
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ínfimo de colonos (300 colonos, un millar de ciudadanos a lo sumo) las colonias 
latinas estuvieron, desde el principio, mucho más pobladas: diez veces más, por 
término medio, alcanzando Cremona y Plasencia la cifra de 6000 colonos cada 
una en el año 218 y Aquilea 3000 en el año 181, Otro tanto puede decirse de los 
lotes de tierra concedidos: de 140 a 50 yugadas en Aquilea. Se trataba, pues, de 
un importante movimiento de población, realizado muchas veces —es cierto— 
sobre la base del cuerpo cívico romano, pero que sirvió para aumentar el poten- 
cial movilizable de los romanos, al convertirse los proletariados, en las colonias 
latinas, en propietarios obligados al servicio militar, Por otra parte, sabemos por 
las cifras que da Polibio, que en el año 225 los latinos estaban obligados a apor- 
tar en conjunto unos 100000 hombres al ejército de Roma, la quinta parte del 
potencial de todos los aliados italianos y algo menos de la cuarta parte de los 
ciudadanos movilizables, Ello representa una población cívica latina del orden de 
431000 personas, según Brunt, Su importancia estratégica y militar era, pues, 
notoria. Durante la guerra contra Aníbal su fidelidad a Roma fue total, lo cual 
irritó a los cartagineses (Tito Livio, XXIII, 12), Sólo en el año 209 doce colonias 
latinas, de las más antiguas, intentaron obtener de Roma el alivio de sus obli- 
gaciones (Tito Livio, XXVII, 9-10), pero ninguna de estas colonias llegó a pen- 
sar en la defección, y el «castigo» que se les aplicó en el año 204 no afectó en 
absoluto a su estatuto (cf. más adelante). Sabemos, gracias a este episodio, que 
las colonias latinas enviaban a Roma todos los años diputados en el momento en 
que el Senado se ocupaba de la leva, lo que constituye un anuncio del sistema 
representativo de tipo federal. De igual forma, los latinos que se hallaban en 
Roma con ocasión de los comicios podían votar en las asambleas romanas, desig- 
nándose, por sorteo, una tribu a estos efectos (T.L,, XXV, 3, 17; cf. Lex Malaci- 
tana, cap. 53). 

En fin, desde finales del siglo 11, sabemos que los latinos obtuvieron una nueva 
vía de acceso hacia la ciudadanía completa: per magistratum, es decir, automáti- 
camente, por el ejercicio de una magistratura en su ciudad (Asconio, p. 3, Clark; 
Lex repetundarum, 1, 78, que demuestra que el sistema existía antes del año 123; 
contra, D. W. Bradeen [857], refutado por L. Soss Taylor [739], 108, n. 20; 
Sherwin-White [894], 214). El conjunto de este estatuto jurídico y, sobre todo, 
el ius migrationis en Roma que ofrece —al menos hasta en torno al año 177— 
el acceso potencial al derecho de ciudadanía, hace del derecho latino —como ha 
señalado M. Humbert— el equivalente más próximo, en el mundo romano, a lo 
que era la isopoliteia en el mundo griego, 


c) Los aliados y la «formula togatorum». Los latinos y los aliados italianos 
aparecen ligados en las fórmulas jurídicas (lex agraria del año 111, 1, 21 y 50: 
socii nominisve Latini quibus ex formula togatorum milites in terra Italia impe- 
rare solent). Roma contaba con alianzas fuera de Italia que, naturalmente, no 
eran diferentes que las que poseía en Italia, Pero estas eran, en general, las más 
antiguas y la palabra togatus muestra que estos aliados italianos se hallaban 
próximos, por la sangre y las costumbres, a los romanos, De hecho, y como lo ha 
puesto de relieve recientemente V, llari [877], la diferencia esencial se refiere 
al carácter de las prestaciones a que los tratados con los italianos, revisados y 
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unificados sin duda hacia el año 225 a estos efectos, les obligaban en los terrenos 
militar y financiero, La alianza con los italianos es una symmachia, no una simple 
amicitia, Suponía una contribución masiva, regular y perpetua al esfuerzo de 
guerra de Roma. De este carácter eran, ciertamente, los tratados establecidos 
entre los años 326 (Nápoles) y 272 (Heraclea) (Ilari, pp. 29-30), Algunos de estos 
aliados —especialmente las ciudades griegas— habían firmado tratados califica- 
dos de aequissima, muy ventajosos, porque eran ciudades que nunca habían com- 
batido contra Roma. Otros, por el contrario, recibían un tratado después de haber- 
se rendido por completo a Roma (por ejemplo, Ocriculum, T, L., IX, 41, 20). Si 
bien existen menciones expresas en el sentido de que los vestinos (X, 3, 1) y los 
picentinos (X, 10, 12) habían establecido un tratado con Roma, el caso de los 
samnitas —principales adversarios de Roma en Italia a finales del siglo 1v— no 
está claro, aunque en el año 225 figuran entre los «aliados», 

El problema esencial consistía en saber sobre qué bases debían servir en el 
ejército los aliados y qué contribuciones estaban obligados a pagar. Durante mu- 
cho tiempo se ha afirmado, siguiendo a Mommsen. (que ha variado en algunos 
detalles su teoría), que cada tratado fijaba de una vez por todas la cifra total del 
contingente que cada pueblo o ciudad aliada (comprendidos los latinos) debían 
proveer cada año o, más probablemente, el maximum que estaban obligados a 
aportar (los romanos podían exigir menos). Según afirma Tlari, la realidad debió 
ser un tanto diferente, La alianza establecería simplemente la obligación de los 
aliados de responder a las peticiones de Roma, sin que se fijara ninguna cifra. 
Fue en el año 225 cuando por primera vez, y frente al peligro que planteaban los 
galos, Roma pidió a todos los pueblos aliados que aportaran la cifra total de 
sus hombres movilizables (es decir, el equivalente de lo que en Roma se llamaba 
los capita civum, ciudadanos varones adultos). Tales son las cifras que nos ha 
transmitido Polibio (IL, 25), ef. pp. 7-8, Sin duda, en el seno de estos grandes 
conjuntos étnicos así establecidos se anotaba también la cantidad referente a cada 
ciudad: podemos nombrar entre 150 y 174 para esta época en este territorio 
(Afzelius, Eroberung Italiens, p. 62). Como veremos, cada año el Senado, a peti- 
ción de los cónsules, decidía la cuantía del contingente romano y, al mismo tiem- 
po, del aliado (los aliados representaban siempre un poco más de la mitad del 
ejército romano, entre 55 y 59 9% del total), Los cónsules pedían, pues, a cada 
pueblo (aunque quizás algunos años elegían preferentemente una sola región de 
Italia) un contingente, aproximadamente proporcional a su importancia demo- 
gráfica, que figuraba en la formula (T, L., XXXIV, 56, 4-5, para el año 193 a. de 
J.C.). El único problema se planteaba por el hecho de que la formula podía 
haberse modificado desde el año 225, y precisamente sobre este aspecto se plan- 
teaban las reivindicaciones o resistencias de los aliados (cf. Polibio, VI, 21, 4). 
En síntesis, según la ingeniosa reconstrucción de llari, los romanos actuaban de 
forma que cada comunidad proveyera como mínimo una unidad coherente, una 
cohorte (500 y luego 450 hombres). Eso significa que las comunidades más redu- 
cidas necesitaban movilizar a varias clases mientras que las más importantes 
podían reunir varias cohortes con una sola clase, Para igualar las cargas se habría 
pensado, quizás, en un sistema de «turnos» que permitiría un ciclo de recluta- 
miento, Sistema análogo, en sus principios, al de la leva censitaria, Añadamos, 
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por lo demás, que los contingentes aliados se reclutaban también según el censo 
(los más ricos participaban con mayor frecuencia en el servicio militar: T,L,, 
XXIX, 15). Los aliados debían estar preparados a aportar todos los años un total. 
de 192 contingentes (154 alarii y 38 extraordinarii) aproximadamente, así pues, 
80 000 hombres que los romanos movilizaban en parte según sus necesidades. Es- 
tos contingentes estaban mandados por oficiales «indígenas», excepto en el nivel 
superior, en que el mando lo ostentaban romanos, praefecti socium, 


2. Las relaciones de Roma y de los italianos 
hasta finales del siglo 11 


El problema que se plantea a los historiadores modernos consiste 
en evaluar lo más exactamente posible el peso y el alcance real que 
la alianza tenía para los italianos. Ciertamente, hay que distinguir 
entre las diversas épocas: lo que nos dice una tradición antigua (Ve- 
leyo, Apiano) con respecto al resentimiento de los aliados contra 
Roma se aplica, de hecho, al período precedente a la guerra social, 
entre el 125 y el 90 a. de J. C. Por contra, podemos afirmar con segu- 
ridad que la fidelidad de Italia fue uno de los factores determinantes 
de la guerra contra Aníbal. Este, desde el momento en que se internó 
en la Cisalpina y tuvo los primeros enfrentamientos con los romanos, 
pretendió presentarse como liberador de Italia (Pol., MI, 77, 2) y 
liberó a los prisioneros aliados. Sin embargo, hubo que esperar a su 
tercera gran victoria, la de Cannas en el año 216, para que un cierto 
número de aliados se pusieran de su parte (Tito Livio, XXII, 61, 11). 
He aquí quiénes fueron los pueblos que protagonizaron la defección : 


«Los atelanos, las gentes de Calatia, los hirpinos, una parte de los apulios, los 
samnitas excepto los pentri, todos los brucios, los lucanios salvo los uzentini y 
casi todos los griegos de la costa, los tarentinos, los habitantes de Metaponte, de 
Crotona y de Locres y todos los de la Galia Cisalpina.> 


A esta lista hay que añadir los campesinos, esencialmente los 
habitantes de Capua, sobre la que Tito Livio (XXIII, 1-5) nos da 
muchas noticias. Pero los intentos de Aníbal de conquistar o conseguir 
la defección de Nuceria y Nola se saldaron con un fracaso, Hay que 
señalar que Tito Livio insiste en que tanto en Capua como en Nola 
el pueblo llano se mostraba, en general, favorable a Aníbal, mientras 
que la aristocracia se inclinaba más hacia Roma (XXIX, 4: «Parecía 
que la misma enfermedad se hubiera extendido pur toda Italia: en 
todas partes el pueblo y los principales ciudadanos estaban divididos, 
unos a favor de Roma, y otros a favor de los cartagineses»). Pero la 
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cuestión no es tan simple, a pesar de la ingenuidad de algunos histo- 
riadores modernos, que ven en Aníbal un «demócrata» convencido. En 
todos los lugares en que Aníbal pudo tratar con la aristocracia lo hizo 
con todo celo. Por otra parte, nada indica que el cartaginés preten- 
diera, en verdad, devolver la libertad a Italia (cf., por el contrario, su 
tratado con Filipo V que le: reconocía la soberanía sobre Italia). Por 
contra, al menos en el caso de Capua, el objetivo de la defección no 
fue tan sólo asegurarse los favores del vencedor y aún menos el de 
restablecer la democracia, También influyeron —y eso explica la par- 
ticipación de las grandes familias— el arrebato nacionalista, el deseo 
de recuperar no solamente la independencia sino también la hegemo- 
nía de Italia, factores que les dejaba entrever Aníbal. Recuerdos de la 
independencia, rivalidades locales o simple oportunismo tuvieron 
tanta importancia, si no mucha más, que las supuestas simpatías «po- 
líticas» por Aníbal. 

En cuanto a los latinos, como según Tito Livio afirmaba Magón 
en Cartago en el año 216, ninguno había desertado (T. L., XXI, 12) 
y tampoco ningún ciudadano. Sólo en el año 209, doce colonias lati- 
nas, todas ellas entre las más antiguas, se negaron a atender las nue- 
vas peticiones de hombres y de dinero. Las diferencias habían surgido 
sobre el terreno (in conciliis) pero fueron expresadas por los dipu- 
tados que se encontraban en Roma, con motivo del censo (Ilari). No 
se trataba de un rechazo de los tratados, sino de una especie de re- 
vuelta fiscal. En cambio, las restantes colonias ofrecieron toda la 
ayuda deseada. Ya habían preparado sus soldados ex formula, pero 
estaban dispuestos a proveer nuevos contingentes. Roma no pudo apli- 
car ningún castigo contra las ciudades rebeldes en el momento, pero 
cinco años más tarde, en el año 204, se decretaron sanciones por me- 
dio de un senadoconsulto: se convoeó a los diez principales ciuda- 
danos de las colonias «rebeldes» a Roma: 


«Se calculó el mayor número de hombres que estas colonias habrían debido 
proveer desde la entrada de Aníbal en Italia y se exigió que suministraran el 
doble de infantes y cada una 120 caballeros [...]. Entre estos soldados, los más 
ricos serían enviados fuera de Italia, Además, estas colonias pagarían cada año 
un impuesto del 1%w_ sobre las propiedades, Finalmente, en estas colonias el 
censo se realizaría, a partir de entonces, según las reglas del censo romano» (T. L., 


XXIX, 15, 6-10). 
El Senado permaneció sordo a las quejas, amenazó con retener 


como rehenes a los diputados y las colonias proveyeron con creces los 
contingentes exigidos. Nosotros creemos que el montante del stzpen- 
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dium que se impuso —permanente y a interés fijo— era distinto del 
del tributum que pagaban los ciudadanos (v. anteriormente, p. 164). 

La actitud con respecto a las cives sine suffragio que habían de- 
sertado (las gentes de Capua, de Calatia y de Atella) fue, natural- 
mente, mucho más dura. Desde el momento en que se reconquistó 
Capua en el año 212 los cónsules llevaron a cabo una represión san- 
grienta en esa ciudad contra los senadores responsables: en total 255 
personas fueron ejecutadas, a pesar de la opinión del Senado de Roma, 
y otras 300 enviadas a prisión. Además, los ciudadanos de Capua 
fueron vendidos como esclavos, excepto los libertos, los mercaderes 
y los tenderos y obreros. La ciudad no fue destruida ni saqueada pero 
sí privada por completo de cualquier organización política (T. L., 
XXVI, 16). Sin embargo, al año siguiente, gracias a la intervención 
de Valerio Flaco, se admitió en el Senado a los diputados de Capua, 
y con el consentimiento del pueblo se decretaron una serie de senado- 
consultos que sellaban de forma precisa la suerte de cada una de las 
familias de las ciudades rebeldes. A los partidarios de los romanos 
se les devolvieron los bienes y la libertad. Algunos fueron efectiva- 
mente vendidos y sus bienes resultaron confiscados. A los otros se les 
restituyó una parte de sus bienes muebles. A todos los demás se les 
devolvió la libertad pero ya no serían ni ciudadanos ni latinos. A al- 
gunos se les obligó a residir en la Etruria meridional y a los demás 
en la Campania, pero sin llegar más allá del río Vulturno. Sabemos 
por los textos que a los 300 equítes que habían permanecido fieles 
a Roma se les había concedido la ciudadanía romana, inscribiéndolos 
en el municipio de Cumas (T, L., XXIII, 31). En el año 205 se vendió 
la mayor parte del ager Campanus en beneficio del Tesoro (XXVIMI, 
46). Durante veinte años la situación de estas gentes permaneció inde- 
cisa. Sólo en el año 189 se les concedió nuevamente el derecho a ser 
inscritos, como ciudadanos, en las listas del censo, pero para ello 
tenían que acudir a Roma (XXXVIII, 26). Al año siguiente (XXXVITI, 
36, 5-6) se les autorizó de nuevo a casarse con mujeres romanas y 
se les restituyó su antigua posición con respecto al derecho civil. Su 
status era, al parecer, en aquella época, como el de los ciudadanos sin 
derecho a voto, pero esta figura estaba desapareciendo precisamente 
en ese período y todo parece demostrar que los Campani recuperaron 
antes de finales del siglo 11 el jus suffragii, sin que Capua volviera 
a contar, antes de la deducción de una colonia en el año 83, con una 
organización municipal autónoma. 

A los demás aliados rebeldes se les trató de forma parecida. En 
particular, vieron cómo su territorio sufría amplias confiscaciones 
(Toynbee, II, 117-121), por ejemplo el de Telesia que parece que fue 
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transformado por completo en ager publicus (véase anteriormente, 
p. 49). Fue en Lucania y en el Brucio donde las expropiaciones fue- 
ron mayores, En cuanto a los habitantes, si bien recuperaron. su esta- 
tuto de aliados, fueron tratados con recelo y humillación (por ejemplo 
los brucios, según Estrabón, V, 4, 13). 


La cuestión del servicio militar desde la segunda guerra púnica 
hasta la guerra social, La formula togatorum, como hemos visto, daba 
a los romanos una idea exacta de las disponibilidades en hombres 
movilizables (ricos y jóvenes) de cada comunidad de Italia. La distri- 
bución entre los aliados del contingente anual podía hacerse, así, sobre 
bases equitativas, consiguiéndose la equidad bien por la limitación 
de la leva a algunas regiones o por el sistema de turnos que ha puesto 
de relieve V, llari. Pero el contingente total de los aliados era fijado 
arbitrariamente cada año por el Senado y los cónsules (por ejemplo 
en el 193, T.L., XXXIV, 56, 4-5). Ahora bien, como veremos más 
detalladamente, las investigaciones de Beloch, Afzelius, Toynbee, Brunt 
e llari han demostrado, con toda certeza, que durante el siglo 11 el 
número de italianos que sirvieron en el ejército romano sobrepasó 
siempre (en proporciones variables pero que alcanzaban a veces a 
2/1) al de los ciudadanos. Por otra parte, parece que en el campo 
de batalla los aliados recibían un trato mucho más duro: permanecían 
en servicio mucho más tiempo que los ciudadanos (por ejemplo en el 
170 en Liguria, T. L., XLIMI, 9; en el 168 en la Galia, T. L., XLV, 12). 
En los casos en que se conocen cifras exactas, se constata que las pér- 
didas de los aliados eran siempre mucho más importantes que las de 
los ciudadanos (850/200 en el 180, T, L., XL, 32; 1019/472 en el 
año 180, tbid., 40; Toynbee, IL, p. 135). De igual manera, por lo que 
respecta a los beneficios de la guerra, distribución del botín, dinero 
cuando se conseguían triunfos, tierras después de la victoria, los lotes 
que correspondían a los aliados eran, a menudo, menores que los de 
los ciudadanos (en el año 177: T. L., XLI, 13; en el 173, sobre las 
distribuciones de tierras, XLIT, 4). En realidad, se diría, según afirma 
Toynbee, que a partir de ese momento existía una competencia entre 
los romanos y aliados con respecto a la distribución de las cargas y los 
beneficios de la guerra, aprovechando los romanos su situación de 
fuerza para obtener la parte del león en estos últimos, sin que pudieran 
pretender hacer pagar a los aliados su desmilitarización. En conse- 
cuencia, las cives romani tenían ahora un interés inmediato en que se 
mantuviera el número de socit, 


Esto es lo que explica el cambio de actitud de las autoridades, apoyadas por 
la opinión, con respecto a las facilidades ofrecidas hasta ahora a los latinos y 
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aliados para obtener el derecho de ciudadanía. Hemos visto que el jus migratonis 
era, quizá, la característica más importante del derecho latino. Se justificaba por 
el hecho de que los colonos latinos eran muchas veces antiguos ciudadanos roma- 
nos. Sin embargo, a principios del siglo 11, este derecho fue impugnado al menos 
en dos ocasiones, no por decisión unilateral de los romanos sino a instancia de las 
propias colectividades locales. En el año 187 los embajadores de las ciudades 
latinas se quejaban de que un gran número de sus conciudadanos habían acudido 
a establecerse en Roma y habían sido censados (como ciudadanos). El pretor Te- 
rencio Culeón fue encargado de localizarlos y hacerles regresar a sus ciudades de 
origen, en un número de 12000 (T.L., XXXIX, 3, 4-5), Estamos mejor informa- 
dos con respecto a lo que ocurrió en el año 177, Una parte de los latinos se 
quejaban todavía de que sus conciudadanos emigrados a Roma habían recibido 
la ciudadanía romana; si esa situación se prolongaba, pronto llegaría el momento 
que no podrían suministrar ni un solo soldado, Por otra parte, los samnitas y los 
pelignianos se quejaban de que 4000 de ellos habían emigrado a Fregellae (colo- 
nia latina), mientras seguían obligados, a pesar de todo, a suministrar el mismo 
número de soldados, A continuación, Tito Livio indica los dos fraudes más corrien- 
tes a los que se recurría para burlar una ley que sólo autorizaba a convertirse 
en ciudadanos romanos a los aliados que dejaban un descendiente en la ciudad de 
origen, Algunos vendían supuestamente a sus hijos a un ciudadano romano que 
los manumitía inmediatamente (T. L., XLI, 9, 9-12), Entonces se aprobó una ley 
prohibiendo las manumisiones de este tipo. Estos hechos demuestran una doble 
tendencia: por una parte existían individuos que intentaban por todos los medios 
convertirse en ciudadanos romanos; por otra parte, las colectividades latinas, sofo- 
cadas por la formula togatorum, trataban de poner coto al éxodo que las ame- 
nazaba. 


Á estas cargas que afectaban a los recursos en hombres de los 
aliados y de los latinos se añadían, muy probablemente, las cargas 
financieras. Los aliados debían proveer la soldada para sus tropas, 
quizás incluso el dinero que servía para adquirir las raciones y el 
equipo de los soldados. Los soldados aliados no sufrían retenciones 
de su paga a estos efectos (Polibio, VI, 39, 14), por lo cual hay que 
pensar que la carga que afectaba al Tesoro de cada ciudad sería pro- 
porcionalmente más gravosa que la del Tesoro romano. Ahora bien, 
como hemos visto, a partir del año 167 los ciudadanos romanos no 
tuvieron que pagar ya el fributum. Nada dice, en cambio, que las 
contribuciones de los aliados hubieran sido igualmente suprimidas. 
Un pasaje de Apiano, sobre el que ha llamado la atención E. Gabba, 
deja entender, por el contrario, que esas contribuciones eran muy gra- 
vosas en torno al año 125 (Apiano, BC, 1, 30). Según Brunt, los moti- 
vos económicos no estuvieron entre las causas de la guerra social, pero 
hay que preguntarse si no aparecen en realidad detrás de las palabras 
de Veleyo, IL, 15, 2: per omnis annos atque omnia bella duplici nu- 
mero se militum equilumque fundi. En todo caso, hacia finales del 
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siglo 11 se planteó de forma cada vez más franca el problema del re- 
parto de beneficios de la conquista llevada a cabo por ejércitos en los 
que más de la mitad de sus soldados eran italianos, tanto con la cues- 
tión del botín como —sobre todo— con la cuestión agraria. Ya hemos 
visto anteriormente (p. 50) que esta última influyó notablemente en 
la política italiana: no importa cuál fuera la intención inicial de 
Tiberio Graco, lo cierto es que la ley del año 133 desagradó a los 
italianos, tanto a los possessores de tierras públicas, víctimas de las 
recuperaciones, como a los proletarios, que no podían beneficiarse de 
las nuevas asignaciones, 

En cuanto al botín, fue precisamente en esa época cuando se de- 
mostró mayor cicatería a la hora de distribuirlo entre los latinos y 


aliados (T. L., XLI, 13, 7-8; XII, 4, 4). 


3. Los orígenes y las vicisitudes de «la cuestión italiana» 


Hemos visto cómo durante el siglo 11 muchos latinos, e incluso 
aliados, intentaron obtener —y a veces lo consiguieron— la ciuda- 
danía romana por diversos procedimientos. Los acontecimientos de 
los años 187 y 177 demuestran que al menos algunos individuos que 
habían emigrado a Roma intentaban conseguir que se les inscribiera 
como ciudadanos. Pero las ciudades de las que procedían no trataron 
de hacer lo mismo, desde el punto de vista colectivo. No parece que 
en este período hubiese un deseo generalizado de los italianos de 
abandonar el derecho latino, ni tampoco sus «tratados» con Roma. 
No obstante, constatamos al mismo tiempo (Badian [854], pp. 371- 
384) que un número elevado de familias y de individuos, que perte- 
necían indudablemente por su origen a ciudades italianas o aliadas, 
obtuvieron la ciudadanía e incluso ingresaron en el Senado o en el 
orden ecuestre (cf. por ejemplo Cic., Brutus, 169). Ahora bien, estos 
casos individuales eran excepcionales. Durante el mismo período se 
pone claramente de manifiesto la tendencia del Estado romano a limi- 
tar la autonomía y las libertades locales de las ciudades italianas, no 
para imponer a quienes no lo deseaban el derecho privado romano 
(Cic., Balbo, 21; la única excepción explicable lo constituye la lex 
Sempronia del año 193, T.L., XXXV, 7, 4-5), sino cada vez que la 
soberanía de Roma y su seguridad se veían amenazadas. A ello corres- 
pondía el derecho que el Senado se había arrogado de conducir en 
toda Italia investigaciones criminales (Polibio, VI, 13, 4), como, por 
ejemplo, la que se realizó sobre las Bacanales en el año 186 (T. L., 
XXXIX, 14, 8; 17, 2; 18, 7-8) o con ocasión de las insurrecciones 
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de esclavos (XXXII, 26, 18). Por otra parte, la tradición histórica 
favorable a los aliados cita numerosos casos de comportamiento auto- 
ritario, ilegal y abusivo, por parte de los magistrados romanos, que 
se conducían en Italia como en un país conquistado (Postumio en 
Preneste, T. L., XLIT, 10, 8; Aulo Gelio, X, 3, 14). Fue quizás ante 
los abusos de este tipo —contra los cuales no contaban con ningún 
recurso legal ante los tribunales romanos, al no ser ciudadanos— 
cuando los aliados y latinos comenzaron a entrever las ventajas que 
podrían reportarles el cambio de su estatuto jurídico. 

Sin embargo, no fue sino en la época de los Gracos cuando la 
«cuestión italiana» se planteó verdaderamente en términos políticos, 
como un elemento cada vez más importante en las luchas internas de 
Roma y, muy pronto (desde el año 125), con amenazas de revueltas 
armadas. Si bien es poco probable (a pesar de lo que dice Veleyo, II, 
2) que Tiberio Graco hubiera prometido la ciudadanía a toda Italia, 
es cierto en cambio que desde el año 129 las actividades de la comi: 
sión agraria que recuperaba las tierras de los possessores italianos 
(Schol. Bob., 118 St.) pero que no incluía a los aliados entre los be- 
neficiarios de las asignaciones (Cic., De Rep,, 1, 41) provocaron 
resistencias y protestas. Los italianos imploraron la protección de 
Escipión Emiliano, que se convirtió en su «patrón» (Apiano, BC, 1, 
19, 78) y que consiguió paralizar la actividad de la comisión al hacer 
que le retiraran los poderes «judiciales». 

Fue en el año 126-125 cuando estalló por primera vez en Italia 
una insurrección contra Roma. El punto de partida fue sin duda una 
proposición de ley del tribuno M. Junio Peno en el año 126, propo- 
sición que no sólo prohibía a los italianos «comportarse como ciuda- 
danos» (¿cerca de los censores?) sino que además les expulsaba de la 
ciudad (Cic., De Off., TIL, 47; Lucilio, 1088 M.). A pesar de la opo- 
sición de Cayo Graco, la ley fue aprobada (Festo, 388 L.). Badian ha 
supuesto que lo que se proponía esta ley era impedir que los aliados 
participaran en las elecciones del año 126 para las magistraturas del 
año 125, es decir, que apoyaran la candidatura de M. Fulvio Flaco, en 
cuyo programa debía figurar ya el futuro proyecto del año siguiente, 
En el año 125, en efecto, este hombre, partidario de los Gracos, había 
propuesto conceder a todos los aliados que lo desearan el derecho 
de ciudadanía, y el derecho de provocatío a quienes no quisieran cam: 
biar de ciudad (Apiano, BC, I, 86; 152; Val. Max., IX, 5, 1). La pro- 
posición fue aplazada (a pesar del apoyo que le prestó Cayo Graco) 
y esto explica quizá la famosa insurrección de Fregellae que tuvo 
lugar aquel año y que fue ferozmente reprimida por el pretor €. Opi- 
mio; Cayo Graco fue —equivocadamente— sospechoso de complici- 
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dad (Plut., CG, 3). ¿Por qué estalló la revuelta en Fregellae, colonia 
latina fiel desde la guerra púnica? Hacia el año 177, los habitantes 
de Fregellae habían protestado ante el Senado por un motivo desco- 
nocido (Cic., Brut., 170), pero se ignora cualquier hecho posterior. 
Los contemporáneos, sorprendidos por este movimiento aparentemen- 
te desesperado, imaginaron que existían amplias complicidades (Cic., 
Ret. a Her., YV, 14; 22; 37). El Senado no se atrevió a conceder el 
triunfo a Opimio, pero los italianos ya se habían convertido en un 
factor importante de la política romana. En el año 122, con ocasión 
de su segundo tribunado, Cayo Graco fue aún más lejos al proponer 
uno o dos proyectos de ley que, según Apiano, concedían a los latinos 
la ciudadanía completa (I, 99) y cierto derecho de voto a los italia- 
nos (es decir, al parecer, convirtiéndolos en latinos, Apiano, ibid., 
incluso, quizás, a los traspadanos, Vel., IL, 6, 2). El Senado ordenó 
entonces a los cónsules, entre los cuales se contaba C. Fanio, amigo 
de Cayo sin embargo, que publicaran un edicto expulsando nueva- 
mente de Roma a todos los que no poseían el derecho de voto (Cic., 
Brut., 99; Malcovati 120, ORF, p. 144). Sin embargo, y como com- 
pensación, el Senado impulsó al tribuno Livio Druso a conceder a los 
latinos que servían en el ejército el derecho de provocatio (Plut., EG, 
9, 5). Unos y otros trataban, pues, de ganarse las simpatías de los 
italianos. En este sentido hay que interpretar una ley, sin duda de 
esta época, que autorizaba a los magistrados de las ciudades latinas 
a convertirse automáticamente en ciudadanos (Ásconio, 3 €; Tibiletti, 
en RIL, 1953, 54). La ley Rubria sobre la fundación de una colonia 
de 6000 hombres en África reclutaba a sus colonos «entre toda Italia» 
(Apiano, BC, 1, 104), lo que confirma la ley agraria del año 111; la 
ley judicial del año 123 ofrecía a los latinos y aliados que salían vic- 
toriosos de un juicio la posibilidad de Negar a ser ciudadanos y a los 
latinos no magistrados les otorgaba el derecho de provocatio, 


Los problemas italianos y la actitud de los políticos romanos, en especial de 
Mario, en los treinta años siguientes, han sido objeto de un estudio reciente de 
E, Badian. Las aristocracias latinas, e incluso aliadas, continuaron siendo admi- 
tidas en la ciudad por las vías habituales y los censores de los años 97-95 inscri- 
bieron, sin duda, un gran número de nuevos ciudadanos. Mario, al igual que 
antes de él habrían hecho los Metelos, concedió de buen grado —fuera o no 
legal— el derecho de ciudadanía a sus antiguos soldados (según la lex Appuleia, 
Cic., Pro, Balbo, 48; a los Camertini en el campo de batalla, Val. Max., V, 2, 
8). Pero en el año 95 los dos cónsules L, Licinio Craso y Q. Mucio Escévola 
renovaron las medidas de control y la ley que hicierón aprobar amenazó a mi- 
llares de italianos que se consideraban ciudadanos (Cic., De Off., IL, 47; Asc., 
67 C; Diod., XXXVII, 13). Según Diodoro y Asconio, esta fue una causa fun- 
damental de la guerra social, 
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4. La insurrección del año 91 y la guerra social 


La tradición atribuye unánimemente a las proposiciones de ley 
de Livio Druso durante su tribunado en el año 91, y a su fracaso, la 
responsabilidad inmediata de este conflicto, el más importante que 
conoció Italia desde la guerra de Aníbal, y que se conoce con el nom- 
bre de Bellum. marsiicum o italicum. Durante más de dos años Roma 
tuvo que luchar contra algunos de sus aliados, unidos en su contra 
en una federación y organizados política y militarmente, en una guerra 
dura e importante en la que participaron importantes efectivos huma- 
nos (al menos diez legiones, 100 000 hombres por cada bando aproxi- 
madamente). 


Mucho se ha discutido sobre los objetivos políticos de Livio Druso, hijo de 
un adversario de los Gracos, considerado por unos como «el patrón del Senado» 
(Valeyo, IL, 13; Cic., Mil., 16; Diod., XXXVII, 19) pero por otros como un de- 
magogo (Sén., Ben., VI, 34; Plinio, XXXV, 5, 52; T.L,, Per., 70; 71). De hecho, 
su política —original, desde luego— anuncia curiosamente la de Sila. Las dos 
leyes principales que proponía eran una ley agraria y una ley judicial, Su tribu- 
nado coincidió con una importante agitación en Italia que debía haber comenzado 
desde la ley Licinia Mucia en el año 95 (Cic., De Off, IL, 75). Druso propuso 
también una ley que concedía la ciudadanía a los italianos a fin de hacerles acep- 
tar, como contrapartida, su ley agraria, a la que se oponían los possessores etrus- 
cos (Apiano, BC, 1, 163). Un texto curioso que nos ha transmitido Diodoro 
(XXXVII, 11) bajo el nombre erróneo de «juramento de Filipo» probaría que 
había hecho prestar juramento de fidelidad a jefes italianos, como su amigo Pom- 
pedio Silón (Plut.,, Cato Min., 2), Cuando las leyes de Druso fueron derogadas 
y el propio Druso asesinado, los italianos perdieron toda esperanza de conseguir 
algún beneficio y, sin preocuparse demasiado por ocultarlo, comenzaron a hacer 
preparativos militares y enviaron una embajada al Senado. In el invierno del 
año 91, el propretor Q. Servilio, enviado a Asculum, fue asesinado junto con 
todos los romanos de la ciudad, 


La guerra se desarrolló en dos frentes entre los años 90 y 88. En 
el norte, bajo la dirección del cónsul del año 90, P. Rutilio Lupo, 
entre los picentinos, los marsos, vestinos, etc. En el sur, al mando 
de L. Julio César, en Campania y en Lucania. Los insurrectos se apo- 
deraron de Esernia, derrotaron primero a los romanos (en el norte en 
el Turano, el 11 de junio: Ovidio, Fasti, 565; Orosio, V, 18, 11; 
T.L., Per., 78). Pero en el año siguiente, el cónsul Cn. Pompeyo 
Estrabón recuperó Asculum y después vengó la muerte de su colega 
Catón y, en el sur, el legado Sila asediaba Nola y Pompeya, que con- 
quistó al año siguiente siendo cónsul. Mientras tanto, Estrabón, pro- 
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cónsul, consiguió la rendición de los vestinos y de los pelignianos. La 
guerra había terminado virtualmente, no sólo gracias a la reacción 
militar de Roma sino (véase a continuación) gracias al viraje político 
del Senado. La «guerra social» constituye, sin duda, el acontecimiento 
esencial de la historia de la Italia romana, pues determinó, en defini- 
tiva, la concesión a todos los italianos de la ciudadanía romana y 
produjo a todos los niveles una aceleración considerable del proceso 
de romanización. Pese a la relativa abundancia de las fuentes que 
tratan sobre este tema, constituye, sin embargo, un acontecimiento 
múltiple y aún desconocido en parte, cuya interpretación ha planteado 
muchas polémicas tanto entre los autores antiguos como entre los mo- 
dernos. Son varios los interrogantes que se plantean : 


a) ¿Quiénes eran los insurrectos? Insurrección italiana, ciertamente, pero 
geográficamente limitada, Las fuentes antiguas (especialmente Apiano) mencionan 
una lista de doce pueblos confederados contra Roma y, en este sentido, es cierto 
que hubo doce generales rebeldes, significativamente, así como doce generales 
romanos que se les enfrentaban (Diod., XXXVII, 2-5; Apiano, BC, I, 179), Por 
otra parte, es cierto que estos rebeldes estaban divididos en dos grupos, un grupo 
«marso-picentino» al norte, que utilizaba ya los caracteres latinos (como se ve 
por su moneda), y un grupo samnita-lucanio, al sur, que empleaba el alfabeto 
osco, Naturalmente, la rebelión encontró terreno abonado entre los simples alia- 
dos más que entre los latinos, Entre estos últimos, sólo la colonia de Venusia 
se alineó directamente con los insurrectos pero, en Campania meridional, en la 
región de Pompeya y de Nola, también hubo agitación, como lo demuestra el 
envío de comisarios romanos desde antes de que estallara la guerra (T. L., Per., 
73). Hay que destacar que pese a las inquietudes de los ricos propietarios etrus- 
cos (de las que dan fe la supuesta «profecía» de Vegoia, cf. anteriormente, p. 61), 
la Umbria y la Etruria apenas se vieron agitadas por los vientos de la rebelión, 
a pesar del papel que habían desempeñado sus «delegados» en la lucha contra 
Druso e incluso en su asesinato (Apiano, BC, 1, 163; Harris [872], p. 213) y 
ello durante el año 90 (Apiano, 1, 211-216). Harris apunta diversas razones, la 
principal de las cuales sería la dificultad de comunicación entre estas regiones 
y el núcleo central de la rebelión y, quizá también, el hecho de que las aristo- 
cracias de estas zonas podían contar con clientelas eficientes en Roma, sobre todo 
entre los enemigos de Druso, De cualquier forma, no es difícil elaborar el mapa 
de la rebelión, aunque sí explicarlo, Una primera explicación, que han sostenido 
sucesivamente J, Carcopino y A, Baernardi, y muy recientemente D. Brendan 
Nagle, tiende a relacionar las zonas insurrectas con aquellas en las que se reali- 
zaba la parte más importante de las operaciones de recuperación de tierras del 
ager publicus organizadas por los Gracos (Carcopino), o también en aquellas 
zonas en las que el establecimiento de colonos o inmigrados romanos había sido 
más denso durante el siglo 11 (B. Nagle, integrando los resultados de las inves- 
tigaciones de la arqueología aérea), Ahora bien, en este sentido es importante 
destacar que en los comienzos de la insurrección la zona del valle del Tanagro 
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donde se han encontrado la mayoría de los cipos gracos permaneció tranquila 
(si bien Grumentum sería conquistada en el año 89 por los insurrectos, Apiano, 
EC, L, 184). En definitiva, es claro que los principales insurrectos eran pueblos 
sabelios relativamente poco urbanizados y con vocación y tradición militares (los 
marsos y los samnitas), habituados a servir en el ejército romano y habitantes de 
distritos montañosos donde, tal vez, las usurpaciones de los agricultores romanos, 
no importa en qué forma, habían trastocado por completo el sistema de vida tra- 
dicional, En todo caso, la resistencia de estos pueblos no sería vencida hasta las 
guerras civiles en el año 82 (batalla de la puerta Collina dirigida por Sila contra 
los samnitas de Pontius Telesinus, Apiano, BC, I, 93; Veleyo, IL, 27; T.L,, 
Per., 88). 


b) Los objetivos de la insurrección. Recientemente, Salmon, Brunt y Badian 
se han planteado nuevamente —siguiendo a E, Gabba— las causas de esta in- 
surrección armada, Se han apuntado así dos interpretaciones divergentes, ambas 
autorizadas por las fuentes antiguas, Según la primera, los aliados deseaban exclu- 
sivamente conseguir el derecho de ciudadanía romano y, por tanto, la integración 
total y de pleno derecho en la civitas: tal es la tesis de Apiano, de Diodoro 
(XXXVII, 15, 3): «esta ciudadanía tan deseada», de Veleyo (Il, 15), de Justino 
(= Trogo Pompeyo), XXXVIII, 4, 13, y también de Floro (II, 6). Si aceptamos 
esta interpretación, hay que preguntarse sobre la importancia real del derecho 
de ciudadanía para los italianos. E. Gabba apunta razones fundamentalmente 
económicas: los negotiatores italianos (especialmente los del sur de Italia) creen 
gozar, a partir de ese momento, en las provincias, de las mismas protecciones 
que los romanos de pleno derecho, Resalta también Gabba el deseo indudable 
de los nobles italianos de integrarse en los órganos dirigentes de Roma. Para 
P. Brunt [906], el objetivo de la guerra de los aliados era, en efecto, exclusiva- 
mente político. La obtención del derecho de ciudadanía significaba, sobre todo, 
para ellos, conseguir el derecho de voto (p. 103) gracias al cual podrían alcanzar 
sus diversos objetivos económicos o políticos. De hecho, ya veremos cómo la con- 
cesión formal de la ciudadanía (adquirida en el año 89 gracias a una serie de 
leyes) no fue suficiente: hasta los años 67-63 siguió siendo un problema esencial 
la cuestión de la inscripción de los nuevos ciudadanos italianos en las tribus y su 
participación efectiva en las candidaturas y en las votaciones en Roma (cf, por 
ejemplo, Cic., Fil,, XIL, 27, y T.L., Per,, 86), Quizás hay que distinguir, a este 
respecto, entre las diversas capas sociales romanas: en contra de lo que afirma 
Sherwin-White, los pueblos italianos se vieron muchas veces divididos en el año 
90 y podemos pensar que en cada comunidad, incluso en el seno de una misma 
familia, hubiera partidarios de Roma y partidarios de la rebelión. 

La segunda interpretación pretende ver en los fines de la guerra de los alia- 
dos no un deseo de integración en la ciudad romana, sino una auténtica reivin- 
dicación de independencia con respecto a Roma: los italianos habrían luchado 
para acabar con la dominación romana, para separarse, para construir un Estado 
rival. En efecto, muchos de los aspectos de la lucha parecen ir en este sentido, 
En primer lugar, la organización misma que se dieron los rebeldes y que des- 
cribe con bastante detalle Diodoro (XXXVII, 2, 4-7), Los pueblos conjurados, si 
bien conservaron su autonomía (como se demuestra pur la relación de los doce 
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comandantes de los ejércitos), se dieron una capital federal, Corfinium (rebau- 
tizada con el nombre de Itálica), un Senado de 500 miembros —£formado, sin 
duda, por los «diputados» de los diversos pueblos y que debía elegir también 
un grupo más reducido para dirigir las operaciones—, doce «pretores» y dos 
comandantes en jefe (cónsul o imperatore), Organización copiada en gran parte 
de la que existía en Roma (Diodoro) y, sin embargo, original. Los insurrectos 
acuñaron moneda, volviendo a utilizar el viejo tipo romano del «tratado» jurado, 
en dos series principales: una con la leyenda en caracteres oscos y otra con la 
leyenda en caracteres romanos, con el nombre de «Italia» (el Estado, más que 
el nombre de la nueva capital) y los de los dos comandantes supremos (de he- 
cho, en cada serie se utilizaron los dos alfabetos, Bernareggi, p. 79). Se ha dis- 
cutido sobre si las instituciones que se dieron los italianos eran «representativas» 
o federales, discusión estéril, pues se trata de conceptos modernos. Junto al Se- 
nado de Corfinium se había previsto que hubiera un ágora, lo que indica, sin 
duda, que existiría una asamblea popular, Sabemos con certeza que cuando la 
guerra hubo comenzado, los insurrectos se condujeron como un pueblo indepen- 
diente; en primer lugar, por la ferocidad de algunas operaciones militares que 
demuestran por parte de los samnitas un odio inextinguible (cf, la frase de Pon- 
tius Telesinus en el año 82: Vel,, I, 27, «la guarida de los lobos que han ani- 
quilado la libertad de Italia debe ser destruida», pero, a la inversa, algunos acon- 
tecimientos, especialmente en el frente en el que Mario actuaba como comandan- 
te en jefe, demuestran que se conservaron muchas amistades y lazos de clientela 
a pesar de las hostilidades (Diodoro, XXXVII, 15, 3; Cicerón, Fil, XI, 27), Los 
insurrectos practicaron, así, una verdadera política exterior: en el año 88 envia- 
ron una embajada a Mitridates para solicitar apoyo (Diod., XXXVII, 2, 10; Po- 
sidonio, p. 268, Miller), aunque sin éxito (no es seguro que el envío de está 
embajada fuera conmemorado por una moneda y tampoco que los insurrectos 
acuñaran moneda con el oro que les proporcionó Mitridates). 

Todos estos detalles demuestran que en algunos italianos existía una voluntad 
desesperada de proseguir la guerra. Sin embargo, debía tratarse de un fenómeno 
minoritario, consecuencia de las decepciones del año 91. Los italianos deseaban 
conseguir la igualdad con los romanos y cuando éstos les dieron, por fin, satis- 
facción, ello sirvió para que los indecisos se mantuvieran fieles y para apaciguar 
a un número suficiente de los insurrectos, lo que cercenó las posibilidades reales 
de los irreductibles, 

Conocemos algunos nombres de los jefes militares de los aliados, pero resulta 
imposible la reconstrucción de su relación completa ya que estas magistraturas 
eran anuales. La reconstrucción más completa es la que ha conseguido realizar 
E. T, Sammon [917], 1958, Aparecen a la luz algunos nombres célebres: Q. Pom- 
pedio Silón entre los marsos, C. Papio Mútilo entre los samnitas, En cuanto a 
los praetores, el hecho más destacable es que los nombres de la mayor parte de 
ellos —independientemente de su destino individual— los encontramos integrados 
en el Senado de Roma en la generación siguiente. Todos eran, sin duda, perso- 
najes importantes. 
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5. La actitud de Roma y la concesión de la ciudadanía 
a los aliados italianos 


Es cierto que en algunos lugares las operaciones militares se pro- 
longaron hasta el año 82 e incluso hasta el 80 (caída de Nola), pero 
el hecho capital desde el punto de vista histórico fue, sin embargo, la 
aceptación por Roma, independientemente de la lucha armada, de la 
que era lá reivindicación esencial de los italianos: la concesión de 
la ciudadanía romana. Su principio fue instituido en el curso de la 
guerra y una serie de leyes fijó sus distintos aspectos. Como ya vimos, 
los romanos no eran unánimes a ese respecto (puesto que la proposi- 
ción de Druso había fracasado). Si las diversas leyes que vamos a 
examinar fueron aprobadas aparentemente sin dificultad, su aplicación 
práctica, es decir, la integración real de los nuevos ciudadanos y su 
derecho efectivo de voto, emponzoñó la política interna romana duran- 
te casi dos generaciones, hasta la época de Augusto incluso, y tomó 
carta de naturaleza, en el mismo plano que la cuestión agraria, el 
problema de las deudas, las distribuciones frumentarias o la cuestión 
judicial, entre las causas principales de los conflictos políticos. No 
obstante, y pese a las peripecias que sufrió, una vez que fue otorgado 
el principio (sobre el cual nadie se atrevió a discutir, ni siquiera Sila, 
ef. T. L., Per., 86: «Sulla cum italicis populis, ne timeretur ab his 
velut empturus civitatem et suffraggi ius nuper datum, foedus per- 
cussit») la integración prosiguió de forma irresistible a todos los 
niveles: el de las élites inscritas en el orden ecuestre y muy pronto 
en el Senado gracias al desempeño de las magistraturas que preten- 
dían en Roma, el de las masas inscritas en las tribus y que participa- 
ban, más de lo que se afirma en las manifestaciones urbanas, de la 
vida cívica (Nicolet, Métier, pp. 514-515). 

Las leges de civitate de este período fueron al menos tres. La más 
importante, sin duda, fue la lex Julia, propuesta (¿por un senadocon- 
sulto?) por el cónsul del año 90, L. Julio César (hacia el mes de 
octubre). Esta ley concedía la ciudadanía a todos los latinos (Aulo 
Gelio, TV, 4, 3) pero también a algunos aliados: a los que no habían 
tomado las armas todavía (lo cual sirvió para mantener la calma en 
Etruria y en Umbría, Apiano, BC, I, 212) y a los que las depusieran 
inmediatamente (Veleyo, II, 16). Ahora bien, se preservaban los dere- 
chos de las comunidades, pues era necesario que aceptaran formal. 
mente que variara su estatuto (Cic., Pro Balbo, 21). Permitía también 
esta ley que los generales concedieran a las tropas auxiliares el dere- 
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cho de ciudadanía como recompensa por sus servicios (inscripción de 
Asculum, /£S, 8888, [952], y Cic., Pro Balbo, 50). 


Los textos mencionan otras dos leyes que se referían a ciertos detalles, En 
primer lugar, la ley Plautia Papiria, presentada por dos tribunos durante el con- 
sulado de Carbón y de Catón en el año 89 (Asc., 79) que regulaba, al parecer, el 
caso de los adscripti, los inscritos en un municipio del que no eran originarios, 
si lo declaraban en un lapso de sesenta días ante un pretor (Cic., Pro Archia, 7), 
Eran pues no residentes: cf, Cic., Fam,, XIII, 30; Sherwin-White, p. 152; E. Ba- 
dian, SGRH, 75; JRS, 1973, 128, En cuanto a la lex Calpurnia, presentada tam- 
bién en el año 89 por el tribuno L. Calpurnio Pisón, permitía la concesión de la 
ciudadanía como recompensa individual (Sisena, fgto, 120, Peter, cf. Veleyo, IL, 
16, 3 para el caso de Minato Magio de Aeclanum) pero se refería también a la 
distribución de los nuevos ciudadanos en tribus (Sisena, fgto. 17, Peter), aunque, 
lamentablemente, ignoramos en qué forma. Otras leyes que no conocemos regu- 
laron también posteriormente la suerte de los insurrectos que se rendían (dedi. 
ticit, Granio Liciniano, 21 YF, cf. Lily y Ross Taylor [739], 102), 


De cualquier forma, no cabe duda respecto al resultado final: to- 
dos los habitantes libres de Italia, comprendidos los alógenos domi- 
ciliados, pudieron convertirse en ciudadanos romanos. El único pro- 
blema importante radicaba en saber cómo se les integraría en las 
subdivisiones del cuerpo cívico romano y, en primer lugar, en las 
tribus. Apiano plantea perfectamente el problema: era necesario 
encontrar un medio para que estos ciudadanos «superiores en número 
a los antiguos, no les fueran superiores en el momento de la votación» 
(I, 214). Por desgracia, nuestras fuentes son ambiguas o no concuerdan 
en este punto. Apiano afirma que no se les inscribió en las 35 tribus 
existentes sino, como destaca W. Seston, que «se sorteó una tribu de 
entre diez» (éste es el único significado de la palabra utilizada, deka- 
teuontes), ¿para «dar relieve» a otras tribus? Sisena sólo dice «... dos 
nuevas tribus»; finalmente, Veleyo (II, 20) afirma, con los mismos 
argumentos que Apiano, que se acantonó a los italianos en ocho tri- 
bus, sin precisar si se trataba de tribus nuevas o algunas de las anti- 
guas. Mucho se ha discutido sobre estos textos y se han presentado 
soluciones imposibles (p. ej. Lewis, Athen., 1968, 273). Ciertamente, 
debieron presentarse diversos proyectos y se apuntaron varias solu- 
ciones, pero nada dicen las fuentes sobre la existencia de eventuales 
nuevas tribus. Lo que sabemos, en cambio, es que las comunidades e 
individuos italianos fueron inscritos en los años subsiguientes, de 
acuerdo con un plan determinado, en las tribus antiguas (bastantes 
más de ocho pese a lo que pensaba Salmon [917], p. 184, cf. L.R. 
Taylor [739], pp. 102.117), lo que se prestaba a numerosas manipula- 
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ciones. En cuanto al texto de Apiano hay que interpretarlo, sin duda, 
como lo hace W. Seston (cf. Nicolet, Métier, p. 318; cf. Cicerón, Pro 
Milone, 25). En todo caso, desde el año 88 quedó abolida cualquier 
restricción de principio por una ley de P. Sulpicio Rufo (T. L., Per., 
77; Apiano, BC, 1, 55). Esta ley, derogada por Sila en el año 88, fue 
recuperada por Cina en el año 87 (Cic., Fil., VII, 7; Veleyo, IL, 20) 
y perfeccionada quizás en el 84 (T. L., Per., 84). En el año 83 se deci- 
dió, al producirse el retorno de Sila, no variar en nada la situación 
(Cic., Fil., XIL, 27) salvo a través de las condenas, confiscaciones y 
ventas de algunas comunidades (Cic., De Domo, 79). De hecho, la sus- 
pensión de la censura durante el régimen de Sila era un procedimiento 
muy adecuado para retrasar las operaciones del censo y registro. Hubo 
que esperar a la reinstauración de la censura en el año 70-69, gracias 
a la presión de las capas populares y a la influencia de Pompeyo y 
Craso, para que se cumplieran las grandes promesas de los años 90- 
88. En este año se precipitaron hacia Roma multitud de italianos para 
hacerse inscribir (Cic., / Verr., 54) : el censo arrojó entonces un nú- 
mero de 910 000 ciudadanos (T. L., Per., 98), es decir, como mínimo 
400 000 más que antes de la guerra social (según Brunt [298], p. 97, 
esta cifra debe ser corregida y situarla en 981 000, a los que habría 
que añadir 175000 no inscritos por negligencia. Ahora bien, el texto 
de la tabla de Heraclea parece desmentir que se produjeran negligen- 
cias de este tipo, Se prevé en este texto que los censos de los munici- 
pios debían efectuarse localmente para llevar luego a Roma los resul- 
tados. En tal caso «las multitudes» de las que habla Cicerón serían 
los individuos de los órdenes superiores que estarían obligados a com- 
parecer personalmente ante los censores de Roma). 

Podemos afirmar que de esta forma quedaba regulada definitiva- 
mente la «cuestión italiana» para un período de varios siglos. Á partir 
de aquel momento Italia no volvería a conocer nuevas insurrecciones 
y el poder romano no se pondría nuevamente en entredicho en tanto 
que tal, Pero la península viviría —en los años 83-80, 78, 66-63 y 49, 
luego sobre todo en los años 44-41— numerosas guerras civiles o al 
menos insurrecciones, revueltas y «conjuraciones». Y, ciertamente, al- 
gunas de ellas tuvieron un marcado carácter particularista e incluso 
«italiano» (antirromano) : los samnitas tomaron partido en masa por 
Mario en contra de Sila, Catilina reclutó a sus hombres en Etruria 
y en Lucania y Espartaco encontró muchas complicidades en el sur 
de Italia. En cambio, César encontró a las colonias y municipios espe- 
cialmente bien dispuestos en su favor, mientras que las exacciones, los 
asesinatos en masa y las confiscaciones de los triunviros Octavio, An- 
tonio y Lépido sublevaron en su contra, en el año 41, a casi toda 
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Ttalia, ante el llamamiento de L. Antonio. ¿Hemos de ver en estos epi- 
sodios una secuela de la guerra social, la huella de un sentimiento 
nacional antirromano? Se ha querido demostrar, por ejemplo, que 
junto a César se situaron un mayor número de oficiales o magistra- 
dos «italianos» que en torno a Pompeyo, falsa conclusión debida 
quizás a los abusos del método prosopográfico: ¿quién fue, en cierto 
sentido, más «italiano» que Cicerón de Arpinum, que era la encarna- 
ción misma de la República senatorial (Nicolet, Métier, 61-68) ? El 
problema se planteaba a partir de ahora en el plano del reclutamiento 
de la clase política (y en este aspecto las solidaridades geográficas y 
las clientelas desempeñaban, en efecto, un papel esencial), y en el de 
los soldados (en efecto, eran italianos y, a menudo, nuevos ciudadanos 
relativamente poco romanizados: Plinio, AN, 1, 147; los lucanios del 
ejército de Craso, los galos cisalpinos de César, etc.). Los conflictos 
étnicos o geográficos, los conflictos sociales o políticos se superponen 
a partir de ahora. Por otra parte, es evidente, como veremos más ade- 
lante, que la integración de varios centenares de millares de ciuda- 
danos, electores potenciales, en instituciones que, en principio, seguían 
siendo las instituciones de una ciudad, planteó problemas materiales 
y morales de gran importancia. Por ejemplo, en cuanto al ejercicio 
de los derechos judiciales (¿sería necesario acudir a Roma para liti- 
gar?) y políticos (¿dónde se votaría?). Sólo con la instauración del 
Imperio se solucionaría, en realidad, este problema, con la desapari- 
ción de las asambleas populares (pese a las buenas intenciones de 
Augusto, Suetonio, Aug., 46, quien imaginó el voto por correo de los 
magistrados y decuriones locales). En definitiva, fue en el plano cul- 
tural (lingilístico, onomástico) donde la romanización de Italia logró 
una forma definitiva. 
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CapítuLO VIII 


El ejército romano 


Roma se hizo por medio de la espada. Los romanos de la época 
de Augusto, a pesar del deseo nuevo e inconfesado de poner término a 
las conquistas, lo sabían perfectamente, y el pasaje central de la epo- 
peya oficial de Virgilio (Eneida, VI, 777-853) así lo subraya: «A ti 
romano, que tienes que imponer a los pueblos tu Imperio...». Si consi- 
deramos que la expansión constante es el fenómeno fundamental de la 
historia de Roma en los últimos tiempos de la República, es evidente 
que el ejército, instrumento esencial de esta expansión, debe estar 
en el centro de cualquier investigación sobre este tema: ante todo, el 
Imperio se construyó gracias a las victorias. El ejército romano, des- 
de el momento en que entró en contacto con los ejércitos griegos hele- 
nísticos daba, a quienes lo observaban, una impresión de temible efi- 
cacia, que sorprendía, sin embargo, porque parecía no ajustarse a las 
normas comúnmente admitidas y resultaba, de alguna manera, incom- 
prensible. Tanto más por cuanto su eficacia, a veces insuficiente en una 
batalla, se manifestaba sobre todo en la conducción general de una 
guerra, es decir, en un terreno en cierto modo extramilitar. Así fue, 
por ejemplo, cómo el rey Pirro se llevó una doble sorpresa cuando 
desembarcó en Italia a principio del siglo 111 al frente de un excelente 
ejército profesional de corte griego, esperando vencer fácilmente a los 
«bárbaros». Se encontró, ante todo, con un ejército bien organizado 
que practicaba, entre otras técnicas, una hábil castrametación (Plutar- 
co, Pirro, 16, 7), pero lo que aún le extrañó más fue la tenacidad de 
los romanos a pesar de las derrotas que sufrían en campo abierto 
(ibid., 18, 2) y, especialmente, la facilidad y obstinación con que 
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podían reconstruir sus ejércitos desorganizados: «En Roma, por el 
contrario, parecía que una corriente humana fluyera sin cesar para 
llenar los campamentos con abundancia y prontitud» (ibid., 21, 15). 
La misma sorpresa esperaba a Aníbal y a los cartagineses. Y es que 
en el mundo antiguo, como en cualquier otra sociedad, la estructura 
y el valor de un ejército dependía estrechamente de la sociedad glo- 
bal a la que pertenecía: la instituciones militares se hallaban fuerte- 
mente ligadas a las del Estado, a las que incluso modelaban en gran 
parte. Por lo tanto, lo importante no es estudiar únicamente desde el 
punto de vista táctico o estratégico el comportamiento del ejército 
de Roma, sino valorar, de forma general, las relaciones entre los 
fenómenos militares y la vida cívica y política de los romanos, entre 
Roma y su ejército. En efecto, después de haber sido el instrumento 
privilegiado de la conquista del mundo y, durante mucho tiempo, una 
imagen bastante fiel del pueblo en armas, el ejército se convertirá a 
su vez en una realidad autónoma, modificada por las conquistas en 
todos sus niveles, tanto en su reclutamiento como en sus comporta- 
mientos. Para el ejército, o por su causa, se intentaron a finales del 
siglo 11 importantes reformas agrarias, sociales y políticas. Por él 
pasan, a partir del año 88 a. de J. C., las luchas por el poder y fue 
en el «choque fratricida» de las guerras civiles que desapareció la 
República, entre los años 49 y 43 a. de J. C. Así pues, la historia del 
ejército no puede plantearse únicamente desde el punto de vista téc- 


nico. 


1. Fuentes y métodos 


La historia militar de la Antigiedad resulta particularmente compleja en to- 
dos los sentidos de la expresión. Es uno de los terrenos en los que es más fácil 
caer en anacronismos, donde más difícil resulta salvar las distancias físicas y 
mentales, El problema no radica en que las fuentes no nos den información, pues 
la tradición histórica antigua es esencialmente una crónica militar, Ahora bien, 
las deformaciones tipológicas del género son numerosas en autores que, en la 
mayor parte de los casos, no son técnicos en estas cuestiones. Tal es el caso de 
Tito Livio para el período que estudiamos: las informaciones sobre los efectivos, 
orden de batalla, desarrollo de los combates, detalles topográficos o aspectos rela- 
cionados con la logística hay que tomarlos casi siempre con cautela ante la inexis- 
tencia de fuentes técnicas o primarias. No obstante, algunos autores constituyen 
una excepción. En primer lugar Polibio, autor también de un libro llamado Tác- 
tica y que, siendo él mismo general de caballería, se muestra muy preocupado 
por la exactitud, tanto en los relatos de las operaciones militares (cf. 11, 33, sobre 
la batalla de Telamón contra los galos en el año 225, o el famoso pasaje XVIII, 
28-32, donde hace una comparación entre la falange macedónica y la legión ma- 
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nipular del siglo 11) como en la larga exposición, en el libro VI, 19-42, de las 
instituciones militares y de la castrametación de los romanos. No fue Polibio el 
primer griego que trató sobre cuestiones romanas: desde Pirro, lo habían hecho 
Proxenos, Jerónimo y tal vez Timeo, No obstante, es probable que Polibio estu- 
viera escribiendo un tratado técnico, posiblemente un «manual» oficial de los 
tribunos militares (E. Rawson, en PBSR, 1971, 13-31). Sin embargo, el propio 
Catón había escrito un De re militari (Jordán [125], pp. CI-CHI; J, Nap, Mnem., 
1927, 79) mencionado por Plinio, Aulio Gelio y Festo. Los anticuarios del siglo 1 
transmiten también informaciones retrospectivas de valor sobre el ejército anti- 
guo, Así, Varrón es sin duda la fuente en la que se basa Tito Livio para escribir 
su famosa descripción del ejército manipular en el 338 (VIII, 8). A finales del 
siglo xix se descubrió y publicó por H, von Arnim [923], 118-130, un fragmento 
de un analista escrito en griego, sin duda en el siglo 11. El autor recapitula, de 
una forma retórica, el armamento que los romanos habían copiado de sus adver- 
sarios (cf. las dudas al respecto de T. Salmon [890], 105-107). Por lo que res- 
pecta al siglo 1, poseemos ante todo la información de los insustituibles Commen- 
tarii de César, válidos tan sólo para el ejército de las Galias, el De Bello civili y 
los textos del Corpus de César para los años 49-46, En cuanto a la importancia 
de las demás fuentes para la historia militar, hay que tener en cuenta las obser- 
vaciones de J. Harmand ([934], 2-6, Las aportaciones de la arqueología son tal 
vez más importantes para el período arcaico que para los siglos 111-1 a. de J.C., 
aunque hay que resaltar las excepciones que constituyen las famosas investiga- 
ciones de A, Schulten en Numancia [944], y las de Alesia, emprendidas en el 
siglo xIX y continuadas en la actualidad (J. Harmand, Une campagne césarienne, 
Alesía, 1967, especialmente pp. 115-236), Desde la época de Augusto (?) aparece 
una literatura técnico-jurídica sobre el ejército (L. Cincio, autor de un De re 
militari), A partir de ese momento también, las inscripciones, que aumentan a 
un ritmo bastante lento, nos informan sobre la tropa y sobre la carrera militar. 

En suma, la documentación permite evaluar con cierta exactitud la impor- 
tancia y el peso del fenómeno militar en las instituciones cívicas y sociales y, a 
partir de las guerras civiles, en la vida política, Paradójicamente, la documen- 
tación es menos completa para los aspectos técnicos (equipamiento y armamento, 
táctica, estrategia) y para la reconstrucción de los combates, En cuanto a las 
realidades económicas —soldada, raciones, botín, beneficios y pérdidas, a todos 
los niveles— se ponen de relieve con el estudio de la economía, sobre el cual 
deben, por su parte, influir, En los últimos quince años se han hecho progresos 
indudables en este terreno (Gabba, Brunt, Toynbee, Knapowski, Coloquio de Pa- 
rís, 1976 [805], etc.). 


2. El reclutamiento del ejército romano 


El ejército romano de la época republicana posee tres caracterís- 
ticas esenciales: es un ejército nacional, censitario y no permanente. 
Es, pues, un ejército de reclutamiento y no profesiunal. Como vere- 
mos, implicaba, al menos desde finales del siglo 111, unos contingentes 
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a los que se les daba el nombre de «aliados», es decir, formados por 
las ciudades y los pueblos sometidos a Roma en Italia. Ahora bien, 
estos contingentes, como los de los romanos, eran también nacionales 
(lo cual excluía el recurso a los mercenarios extranjeros), censitarios 
y de conscripción. Un ejército de estas características responde por 
completo al tipo de ejército cívico de las ciudades griegas del siglo y. 
Pero sabemos que en Grecia se generalizó desde el siglo rv el recurso 
a los mercenarios (que en realidad siempre había existido en algunos 
cuerpos especializados) en los ejércitos de las ciudades como Atenas 
y, sobre todo, en los ejércitos de las monarquías, salvo el de Mace- 
donia y, en algunos momentos, el ejército de los lágidas. Naturalmen- 
te, en muchas ciudades seguía exigiéndose a los ciudadanos, incluso en 
esta época, que prestaran el servicio militar, pero en general se trata 
de potencias secundarias y, por tanto, de simples milicias locales. Si 
consideramos a los grandes adversarios de Roma, los cartagineses en 
primer lugar, y a continuación las monarquías orientales, resulta des- 
de luego sorprendente, por contraste, el carácter nacional del ejército 
romano, tal como lo afirma Polibio (VI, 52, 2) : «Por lo que se refiere 
a la guerra en tierra, los romanos poseen mucho mejores soldados, 
pues dedican todos sus cuidados a su entrenamiento, mientras que los 
cartagineses descuidan por completo a su infantería y se preocupan 
muy poco por su caballería. Esto se explica por el hecho de que estos 
últimos utilizan tropas extranjeras en calidad de mercenarios, mien- 
tras que los primeros forman sus propios ejércitos por hombres reclu- 
tados entre ellos, entre los ciudadanos». 


Ciertamente, estas tres características del ejército romano que hemos seña- 
lado, sufrirían algunos cambios en el período que analizamos, Desde comienzos 
del siglo m los contingentes aliados adquirieron una importancia considerable 
(formaban, a veces, los dos tercios del ejército romano) y en sus campañas de 
Oriente Roma no dejó también de utilizar contingentes locales, más o menos 
equivalentes a los mercenarios, Pero, con la concesión del derecho de ciudadanía 
a toda Italia en el año 89, se acentuó en definitiva el carácter nacional del ejér- 
cito romano, Por otra parte, a finales del siglo 11: —ya lo veremos—, el ejército 
dejó de ser censitario, Los proletarios fueron admitidos en él y pronto formarían 
el elemento fundamental. En consecuencia, el ejército pasó a ser fundamental- 
mente voluntario y, por tanto, profesional, aunque no completamente. El servicio 
militar siguió siendo obligatorio para los hijos de los equites y de los senadores 
que pretendían alcanzar los honores (así pues, para los cuadros superiores) y en 
algunos casos se recurría todavía al reclutamiento obligatorio (todavía lo veremos 
en la época de Augusto en el año 9 d, de J, C., a raíz del desastre de Varo). Esta 
evolución, menos rápida y completa de lo que se dice muchas veces, pero indu- 
dable, tuvo trascendentales consecuencias, : 
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a) El servicio armado y el reclutamiento. Todo ciudadano, salvo 
el incapacitado físico, era, desde los 17 hasta los 60 años, un soldado 
en potencia y, en virtud de una mos fundamental y constrictiva, debía 
responder a la llamada del magistrado con impertum (casi siempre el 
cónsul) que lo convocaba. En principio, el servicio militar era obli- 
gatorio para todos. Incluso los más pobres, que normalmente estaban 
dispensados, podían ser llamados en caso de un reclutamiento en masa 
o de un peligro público excepcional. Al ciudadano que desobedecía 
el llamamiento se le consideraba desertor, como si él mismo abando- 
nase su calidad de ciudadano, y era vendido como esclavo (Val. Max, 
VI, 3, 4; Cic., Pro Caec., 99). En principio, los libertos no servían 
en la legión aunque fueran ciudadanos, sino en la flota, pero en los 
años 296 (T.L., X, 21, 3), 217 (XXII, 11, 8), 181 (XL, 18, 7) y 171 
(XLIT, 57, 2) se les reclutó para el ejército de tierra, En el año 216 se 
enroló incluso a contingentes de esclavos —comprados por el Estado 
y voluntarios (XXII, 57, 2) a los que se les ofrecía esperanza de obte- 
ner la libertad— e incluso a los condenados que cumplían prisión 
(XXIIL, 14, 2). Medidas excepcionales de este tipo se tomaron todavía 
durante la guerra social y las guerras civiles. 

De cualquier forma, al menos hasta el año 106, el ejército romano 
siguió siendo, en principio, un ejército censitario. En circunstancias 
normales sólo estaban obligados al servicio militar los ciudadanos 
más ricos, los que formaban las cinco classes de los adsidui, los mis- 
mos que eran contribuyentes desde que había entrado en vigor el 
tributum destinado a proveer el importe de la soldada. Los prole- 
tarii y los capite censi, que no alcanzaban una determinada califi- 
cación censitaria, estaban dispensados del servicio en una situación 
normal. 

En su estadio arcaico, el ejército censitario se organizaba, con 
toda seguridad, en relación con las 193 o 195 centurias creadas por 
Servio Tulio. Cada centuria agrupaba a un número variable de ciuda- 
danos, mayor, desde luego, en las centurias de las últimas clases que 
en las de la primera. Ahora bien, cada una debía aportar (Dionisio, 
IV, 19, 1-4) el mismo número de hombres —quizá 100— en el mo: 
mento de la leva. Además, a los soldados de las distintas clases les 
correspondía un armamento y un lugar diferente en el orden de bata- 
lla. En vanguardia se situaban los infantes, fuertemente armados, como 
los hoplitas griegos o etruscos, y detrás de ellos aquellos cuyo arma- 
mento era más ligero. Ya veremos que este sistema se mantuvo hasta 
el siglo 1v, cuando varió completamente, y a partir de entonces ni el 
armamento ni el orden de batalla coincidirían con las clasificaciones 
censitarias. Hasta finales del siglo 11 las diferencias según el censo 
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siguieron siendo importantes: Polibio (VI, 23, 15), afirma que si bien 
todos los soldados romanos de la infantería pesada poseían el mismo 
armamento, los que pertenecían a la primera clase censitaria llevaban 
en lugar de una simple coraza de cuero una cota de malla. Los ciuda- 
danos que no poseían la cualificación censitaria de la quinta clase no 
prestaban el servicio militar. Ahora bien, esta cualificación varió a lo 
largo del siglo 11, pasando de 12500 u 11000 ases (Dionisio y Tito 
Livio) a 4000 (Polibio, VÍ, 19, 1) e incluso 1500 (Cicerón, De Rep., 
II, 40). Dado que los dos primeros autores hablan, sin duda, de ases 
sextantarios y los segundos de ases unciales, la disminución es aún 
más importante de lo que parece. E. Gabba sugiere que estas dismi- 
nuciones progresivas, comenzadas durante la segunda guerra púnica 
y debidas a la falta de hombres, guardan relación con la crisis agra- 
ria, deplorada por todos los contemporáneos, en la segunda mitad del 
siglo 11. En el año 107, un cónsul, C. Mario, aceptó por primera vez, 
para una leva limitada de 5000 hombres, a todos los que se presenta- 
ron, fueran o no proletarios. No introdujo ninguna innovación y, por 
otra parte, nada dice que su ejemplo fuera seguido de manera uniforme 
(Salustio, Yug., 86; Val. Max., II, 3, 1; Floro, I, 36; A. G., XVI, 10, 
10). Cuanto hemos dicho se refiere a la tropa; en cuanto a los cua- 
dros, serían reclutados en función de su census hasta la época impe- 
rial: había que ser caballero para poder convertirse en tribuno mili- 
tar o prefecto. 

El ciudadano romano estaba obligado, desde los 17 a los 60 años, 
a acudir a la llamada a filas. No se hacía distinción entre servicio en 
tiempo de paz y en tiempo de guerra. Todos los años, según las nece- 
sidades, se hacía una leva de tropas (dilectus), en principio para el 
tiempo de duración de una campaña. Sólo a finales del siglo 1v, y 
especialmente durante las guerras púnicas, se comenzó a mantener 
a los soldados de año en año para un número determinado de cam- 
pañas. Sin duda, no existían reglas fijas. Polibio (VI, 19, 1) habla 
simplemente de un maximum de diez años para los caballeros y de 
dieciséis para los infantes, lo que no quiere decir, por supuesto, que 
todos, y durante todo el tiempo, hubieran de servir durante ese nú- 
mero de años. Cada año el Senado, al igual que decidía la cuantía de 
leva, tomaba también la decisión de conceder la licencia (missio) a 
ciertas tropas reclutadas un número determinado de años antes. Á este 
respecto, no existía una ley fija, sino tan sólo la costumbre. Por ello, 
todo lo que podemos hacer es calcular, cuando lo permite la documen- 
tación, la duración del servicio de una unidad determinada, establecer 
estadísticas y cifras medias. Así, durante la segunda guerra púnica, 
algunas legiones (tres) sirvieron durante doce años, una durante diez 


222 


años y cuatro durante nueve años. La media para este período es de 
siete años. Aproximadamente, es la misma cifra (seis años) a la que 
han llegado Smith [972] y P. Brunt [298] para las guerras de España 
del siglo 11, si bien se indica que hubo soldados que sirvieron durante 
dieciocho años (Lucilio, 509 W). Ciertamente, estas cifras sólo se re- 
fieren a aquellos soldados que aceptaban la licencia. Podían reengan- 
charse (serían los evocati) y en tal caso estos soldados —en definitiva 
profesionales— podían permanecer en el servicio activo durante mu- 
cho tiempo. 

Era el Senado el que decidía, a propuesta o no de los cónsules, 
sobre la leva (dilectus) pero a los cónsules correspondía la respon- 
sabilidad de organizarla. El dilecius es una elección: los cónsules 
podían no convocar más que a los hombres de una edad determinada, 
o incluso de una región o de una tribu concretas. En el siglo 111 y 
quizás aún en la época de Polibio (o al menos al principio de la se- 
gunda guerra púnica), todos los movilizables debían concentrarse en 
Roma, en el Capitolio, en el día señalado y allí los tribunos militares 
los distribuían en diversas legiones. Al menos, éste es el procedimien- 
to que describe Polibio, quien tal vez simplifica y omite una primera 
selección que previamente designaba entre todos los convocados a los 
que eran «aptos para el servicio». Desde luego, estaban exentos del 
servicio los incapacitados físicos y también quienes ya habían servido 
en un número de campañas que se consideraba suficiente. Asimismo, 
algunas obligaciones religiosas privadas podían servir de excusa y, 
finalmente, por medio de leyes o de senadoconsultos se podía otorgar 
una dispensa (vacatio) en recompensa a ciertos servicios. La leva era 
coactiva, es decir, el magistrado encargado de efectuarla disponía de 
los medios de fuerza necesarios para imponerla. No obstante, en tiem- 
po normal, los ciudadanos podían recurrir si se consideraban afec- 
tados indebidamente, haciendo un llamamiento a los tribunos (ésta fue 
una de las razones por las que durante mucho tiempo la leva se efec- 
tuaba en Roma). Los tribunos, raramente, por lo demás, podían opo- 
nerse a la leva o, lo que era más frecuente, conceder su auxilium a 
determinados individuos (T. L., XXXIV, 56, en el año 193). Este tipo 
de conflictos, imposibles de constatar en los primeros tiempos (T. L., 
IV, 53; Dionisio, VIII, 87) son mencionados por los textos para el 
siglo 11, sobre todo durante las guerras de España, entre los años 155 
y 136 (Tito Livio, Per., 48; 55; Apiano, Iber., 49). Para superar estas 
dificultades, o en los casos de auténtico peligro, el Senado tenía la 
facultad de decretar una leva extraordinaria, que llamaríamos «ma- 
siva», el tumultus (por ejemplo todavía en el año 193, T. L., XXXIV, 
56) para la cual podía reclutarse incluso a los proletarii o a los se- 
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niores; en definitiva, a todos cuantos fueran necesarios. El dilectus 
siempre era obligatorio (como ha puesto de relieve P. Brunt [298], 
p. 635) pero, según las circunstancias, la obligatoriedad era más o 
menos estricta. En efecto, era frecuente —sobre todo en el siglo 11 
cuando el peligro de guerra se había alejado ya de Italia y para algu- 
nas guerras orientales más bien de carácter popular— que se presen- 
taran para la leva muchos voluntarios (nomen. dare). En esos casos 
no se decretaban sanciones contra los ciudadanos que no se habían 
presentado al llamamiento. Pero la situación podía variar completa- 
mente de un año para otro, como por ejemplo entre el 171 y el 169, 
con ocasión de la tercera guerra de Macedonia, En el año 171 hubo 
un gran entusiasmo con respecto a la leva, «muchos se ofrecían por- 
que veían que quienes habían servido en la primera guerra de Mace- 
donia o contra Antíoco se habían hecho ricos» (T. L., XLIT, 32, 6); 
en cambio, en el año 170 la situación había cambiado por completo 
(XLUL, 14). Desde finales del siglo 11, cuando Mario creó el prece- 
dente de aceptar a todos los voluntarios, los dilectus fueron menos 
coactivos, aunque seguían siéndolo algunas veces (por ejemplo durante 
la guerra social, T. L., Per., 74; Mac., Sat., l, 11, 32; o en el 58: 
Cic., Prov. Cons., 5). En el siglo 1 los dilectus se efectuaban en Italia 
o en las provincias (pero siempre sobre los ciudadanos) por parte de 
oficiales reclutadores, los conquistatores, y a veces se podía conseguir 
por dinero la exención del servicio militar. Por muy paradójico que 
pueda resultar, el período de las guerras civiles conoció numerosos 
reclutamientos coactivos (Nicolet, Métier, pp. 175-177: cf. en España 
las exacciones de L. Casio Longino, Bel Alex., 56). En las guerras 
civiles lucharon tropas de origen muy diverso, ejércitos formados casi 
exclusivamente por voluntarios y profesionales (como el ejército de 
las Galias de César, reclutado en gran parte entre los ciudadanos de 
la Cisalpina) o ejércitos movilizados apresuradamente de forma coac- 
tiva, como las tropas pompeyanas de Italia reclutadas en el año 49 o 
algunas de las legiones reclutadas en España, llamadas vernáculas. 
Evidentemente, la calidad de estas tropas era muy diversa, Hay que 
indicar, de todas formas, que al prolongarse las guerras civiles y 
dado que César intentaba en general atraerse a los soldados enemi- 
gos, las tropas movilizadas formadas por soldados movilizados de 
forma coactiva podían transformarse, según las circunstancias —y 
de forma insensible— en tropas profesionales, hecho que se produjo 
hacia los años 43-41 a. de J. C. 


b) La incorporación de los soldados. Al menos desde principios 
del siglo 111 la leva se efectuaba por tribus y de tal manera que los 
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reclutas de cada tribu fueran distribuidos en cada legión para que, en 
la medida de lo posible, no hubiera unidades de carácter étnico dema- 
siado marcado. Este es el sistema que describe Polibio, aunque no 
siempre ocurría así, Durante la segunda guerra púnica se reclutaron 
a veces «legiones urbanas», en la misma Roma. Ya en esa época, esas 
legiones no gozaban de buena reputación y la situación no hizo sino 
empeorar en los siglos 11 y 1 (Dión Casio, fgto. 100, XXXIX, 39, 1). 
En todas las épocas se demostró preferencia por los soldados de ori- 
gen campesino o artesano de las ciudades (T. L., VIII, 20, 4). Después 
de la guerra social, cuando el derecho de ciudadanía se extendió a 
toda Italia, el ejército comenzó a nutrirse preferentemente con levas 
efectuadas en las zonas rurales (los soldados de Craso en Carras, en 
el año 53, eran lucanios, Plinio, AN, UI, 147) o incluso en las provin- 
cias, como ya hemos visto (P. Brunt ha elaborado una relación muy 
útil de los reclutamientos —mencionados en los textos— por regiones 
entre los años 87 a 49, [364], y en 85-86; para el ejército de las 
Galias, cf., por ejemplo en 54-53, BG, VI, 1, 1; y J, Harmand [934], 
p. 247-258). Desde entonces se acentuó el carácter «étnico» de algunas 
unidades, como la legión Alaudae de César. 


P, Brunt ha analizado atentamente las condiciones y áreas de reclutamiento 
para el siglo 1 a. de J.C. en un artículo muy completo ([364], 67-86). Insiste en 
la persistencia de un campesinado libre, aunque formado fundamentalmente por 
arrendatarios, y demuestra el carácter rural predominante del reclutamiento, so- 
bre todo en las movilizaciones para las guerras civiles (cf, por ejemplo, Cic,, A£t,, 
VIH, 125, 2). Lo más destacable es que aporta la relación completa de las zonas 
de reclutamiento entre los años 90 y 41 a, de J.C. En ese período, el recluta- 
miento sólo afectó en siete ocasiones a toda Italia, y a Roma tal vez en cuatro 
ocasiones. El Lacio (en cinco ocasiones) y especialmente la Cisalpina, son las 
zonas que se mencionan con más frecuencia (esta última nueve veces, cuatro de 
las cuales en el período anterior a César). Estos datos por sí mismos no nos dicen 
nada, por supuesto, sobre la importancia relativa de los contingentes aportados 
por cada una de las zonas. Se pone de relieve un contraste entre el reclutamiento 
de los cuadros superiores, tal como lo demuestran los cuadros elaborados por 
J. Suolahti [1003] y Nicolet [1001], limitado incluso después del año 89 al anti- 
guo territorio romano de antes de la guerra social y a las colonias, y el de la 
tropa, que a partir del año 89 se efectuó predominantemente en las zonas mon- 
tañosas de fuerte tradición militar de la Italia interior (Piceno, marsos, pelignia- 
nos, samnitas, Lucania, etc.). J. Harmand insiste en el carácter tosco, rural, y en 
definitiva, poco romano, del soldado del siglo 1, lo que explica quizá, mejor que 
el hecho de ser proletario, su participación en las guerras civiles, 


Para el soldado romano el hecho más notable de la incorporación 
es su carácter religioso y fuertemente constrictivo. La distinción fun- 
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damental que establece el derecho sagrado y público de Roma —la 
que existe entre domi y militiae, lo que es civil y lo que es militar— 
se Opera para el ciudadano incorporado a filas en el momento en que 
presta juramento solemne, sacramenium, iórmula de execración de 
origen itálico, de la que poseemos sorprendentes y enjundiosos ejem- 
plos para los ejércitos samnitas del siglo rv (el famoso juramento del 
«campo del lino» en el año 293: Tito Livio, X, 38; el ejército roma- 
no también era «consagrado», T. L., VIII, 34, 11). La fórmula hacía 
«maldito» (sacer, entregado a los dioses) a quien la violara. El jura- 
mento, muy antiguo, fue recogido en una forma nueva en el año 216 
(T. L., XXIL, 38, 3; Polibio, VI, 21, 1). Ligaba de forma absoluta al 
soldado con el Estado y con sus superiores y convertía en legales todos 
los actos —de otro modo culpables— que pudiera realizar el soldado 
(Cic., De Off., 1, 36, para el siglo 11 a. de J. C.). El texto preservado 
por Servio (Ad Aen., VII, 614) sitúa al soldado bajo la autoridad 
anónima y directa del cónsul y, por tanto, del Estado. Algunos autores 
han afirmado que en el siglo 1 el juramento había llegado a ser en 
cierta manera un juramento personal que sólo ligaba a un jefe desig- 
nado por su nombre. De hecho, durante las guerras civiles los jefes 
rebeldes tomaban la precaución de hacer renovar su juramento a las 
tropas que querían enrolar, por ejemplo Sila al desembarcar en Italia 
en el año 83 (Plut., Sila, 27, 3). Como veremos, el prestigio, la buena 
fortuna y la autoridad moral del jefe, en realidad contaban más que 
el juramento (cf. J. Harmand [934], pp. 299-302). 


3. Los efectivos del ejército romano 


Es éste un aspecto que, como hemos dicho, no tiene nada de anec- 
dótico, Desde finales del siglo 111 cuando menos, los efectivos romanos 
eran muy superiores a los que podía reunir cualquiera de las restantes 
potencias del mundo mediterráneo. Hay que hacer una distinción pre- 
via entre los efectivos potenciales, movilizables, que respondían exac- 
tamente a la dimensión demográfica útil de la ciudad (de ahí la mo- 
dificación eventual de este criterio de utilidad mediante la disminución 
de las barreras censitarias) y los efectivos realmente movilizados en 
una ocasión determinada. 


Ya hemos comprobado que las cifras del censo (capita civium) indicaban 
muy probablemente, y salvo que se especificara lo contrario, el número de los 
ciudadanos varones adultos comprendidos los capite censi y los proletaril, ya 
que estos últimos eran movilizables en caso de necesidad. A escala de los Estados . 
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antiguos, estas cifras son verdaderamente impresionantes: casi 300000 moviliza- 
bles en la época de la primera guerra púnica y algo más de 300000 en los tiem- 
pos de las guerras orientales a principios del siglo 11. Polibio, recogiendo una 
información de Fabio Pictor, aporta la cifra de la totalidad de los efectivos mo- 
vilizables por Roma y sus aliados italianos en el año 225, con ocasión de la guerra 
contra los galos (II, 23, 9) y llega a la impresionante cifra de 768 000 hombres, 
infantes y caballeros, En aquel momento se encontraban efectivamente en armas 
210000 hombres. Es posible que en ese cálculo hubiera desde el principio un 
error, el de contar por dos veces a los movilizables, pero, por otra parte, algunos 
pueblos italianos resultan, curiosamente, omitidos, Después de:muy largas discu- 
siones, P. Brunt propone el de 634000 como número total de hombres moviliza- 
bles, de los cuales 273000 serían romanos (ltalian Manpower, pp. 45-55). Este 
ejército de 273 000 hombres que alineaban los romanos hay que compararlo, como 
lo ha hecho A. Toynbee, con los 20000 hombres espartanos de Cleomenes en Se- 
lasia en el año 223 y los 28800 griegos que se les oponían, En Rafia, en el año 
217, el ejército de Antíoco contaba con 62000 hombres y el de Tolomeo con 
75000, Uno y otro estaban formados en más de la mitad por tropas «indígenas», 
es decir, no griegas (Toynbee, I, pp. 502-504). domparémoslos también, por ejem- 
plo, con los efectivos que le quedaban a Aníbal cuando entró en Roma (20 000 
infantes y 6000 caballeros, Polibio, HI, 56) o los que consiguió alinear en Cannas 
(40 000 infantes y 10000 caballeros, Pol., TI, 114; T.L., XXIL, 46), Es cierto que 
había franqueado el Ebro en el año 218 con 102000 hombres, pero hubo de dejar 
muchos de ellos en guarnición (Pol,, II, 33, etc.). Sólo esta superioridad numé- 
rica de las reservas permitió a Roma emprender guerras o expediciones en Occi- 
dente (España), en Italia, en África y en Oriente al mismo tiempo, 

Es necesaria una primera observación: los ejércitos romanos eran en realidad 
en su mayoría (una mayoría que variaba entre el 55 y el 66 %) ejércitos italianos. 
En efecto, cada legión de ciudadanos quedaba prácticamente doblada por un con- 
tingente equivalente de aliados italianos. Hemos visto anteriormente (p, 198) que 
las obligaciones de los aliados estaban reguladas (al menos desde el año 225) 
por la formula togatorum, que permitía a los romanos conocer sus disponibili- 
dades. Existían entre 153 y 174 comunidades, cada una de las cuales debía 
aportar un contingente mínimo de 630 y luego de 450 hombres, Es claro, pues, 
que según los años no todas las comunidades debían aportar hombres. Un sena- 
doconsulto determinaba cuáles eran las que estaban obligadas a hacerlo. Una 
serie de cálculos bastante convincentes que ha realizado V. Hari parecen demos- 
trar que, de hecho, los romanos habían previsto que existiera un turno cada cuatro 
años. Con ocasión de los cambios que ocurrieron en el cuerpo cívico romano 
durante el siglo 11, especialmente el empobrecimiento notable de las clases me- 
dias, que acarrearon algunas dificultades para el reclutaraiento de tropas de ciu- 
dadanos hacia los años 155-136 (véase anteriormente, p. 223), la presión sobre las 
ciudades aliadas de Italia no hizo sino aumentar y, según Veleyo, en vísperas de 
la guerra social formaban, en realidad, los dos tercios del ejército romano. 

Señalemos, en fin, que si es cierto que durante los siglos 11 y 1 la potencia 
militar de Roma seguía siendo notable desde el punto de vista de los efectivos, 
la extensión y el número de los escenarios de operaciones en aquel ámbito redu- 
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cido, hacían que en cada uno de esos escenarios los efectivos romanos tendieran, 
en ocasiones, a aproximarse a los de sus adversarios, En Pydna, en el año 168, 
los romanos sufrían la desventaja del número (T. L., XLIV, 38, 5). En la Calia, 
en el año 52, cuando una parte importante del país concentró sus fuerzas, la su- 
perioridad de sus efectivos sobre los de Cósar resultó aplastante. 

Evidentemente, la importancia de la detracción demográfica que el ejército 
imponía en la sociedad cívica tomana global varió, por una parte, con las modi- 
ficaciones de las normas de reclutamiento y, por otra, con las técnicas militares 
o las circunstancias concretas de cada guerra, Las primeras guerras contra ejér- 
citos helenísticos (Pirro y. después Aníbal) fueron difíciles y desastrosas. Durante 
los primeros años de la segunda guerra púnica (hasta el año 215) puede consi- 
derarse que Roma movilizó el 12 o 13 % de su población total, lo que constituye 
un porcentaje considerable y se aproxima al de las guerras actuales. P. A. Brunt 
(p. 422) estima en 120000 el número de romanos que murieron durante la se- 
gunda guerra púnica. Si consideramos que durante este período habrían podido 
morir de causa natural 70000 personas, las pérdidas debidas a la guerra no 
serían más que 50000 lo que, con todo, representa el 20 % de los varones adul- 
tos, más del 6 %. de la población total, o el equivalente de las pérdidas francesas 
durante la guerra de 1914-1918, 

Las cifras de las pérdidas de la guerra social y de las guerras civiles de la 
época de Sila son mucho menos seguras, Veleyo —casi con toda seguridad erró- 
neamente— habla de 300000 muertos (II, 15, 4), lo que en realidad debe ser el 
número de movilizados en ambos bandos. Las demás fuentes que, por desgracia, 
dependen en todos los casos de Tito Livio y que, por ello, no son controlables, 
hablan de 150000 muertos. De cualquier forma, se trata de un porcentaje del 
5 %, muy elevado, ya que la población libre era de 3000000 a 3500000 per- 
sonas, 

En cuanto a las guerras civiles de César y las del triunvirato (así como las 
guerras exteriores llevadas contra los partos, en las que hubo una gran mortan- 
dad) las cifras son aún más notables, Siempre según las estimaciones más recien- 
tes, las de P. Brunt, entre los años que van del 49 al 32 se reclutaron sólo en 
Italia 420000 hombres, lo que en el momento de la batalla de Filipo (más de 
40 legiones movilizadas por ambos bandos) supone que el 25% de los juniores 
italianos se hallaban en armas. La media anual del reclutamiento en este período 
sería del 2,55 % de los juniores. Entre los años 30 y 14 a, de J.C. Augusto licen- 
ció a unos 260000 hombres, mientras que en los primeros momentos había tenido 
bajo su mando directo —según dijo él mismo— 500 000 hombres. Como sabemos; 
posteriormente el número de legiones se estabilizó en 25 y el sistema de recluta- 
miento (voluntario con enganche para un largo tiempo) varió por completo, El 
ejército imperial (excepto breves excepciones, como en los años 6, 9 o 10 a, de 
J.C., cf. P. Brunt [950], pp. 161-185) se convirtió en un ejército de voluntarios 
y dejó de ser un ejército de reclutamiento, 
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4. La organización del ejército romano durante 
el último periodo de la República 


a) Las unidades y los cuerpos. La unidad estratégica y táctica 
del ejército romano era la legión. Un ejército consular constaba en 
principio de cuatro legiones, dos para cada cónsul y, si ello era posi- 
ble, se partía de este número para la leva anual, al menos hasta la 
segunda guerra púnica. Ignoramos si el ejército censitario «hoplita», 
tal como se describe para la época llamada «servia», recibía también 
el nombre de legión. Lo que conocemos, en realidad, con este nombre, 
gracias a las dos descripciones fundamentales de Tito Livio, VITI, 8 
(para la fecha teórica del año 340) y de Polibio (en principio para la 
época de la segunda guerra púnica), es una forma transitoria y evolu- 
tiva, posterior a las guerras contra los galos de principios del siglo Iv, 
y, quizás incluso, a la guerra de Pirro. Es lo que se llama la legión 
«manipular», porque en el seno de la gran unidad legionaria la unidad 
táctica de base y de mando era el llamado manípulo, formado por la 
unión de dos centurias de 60 hombres cada una, a razón de 30 ma. 
nípulos por legión. Ahora bien, lo cierto es que los efectivos de cada 
manípulo eran diferentes, como veremos, según la categoría (la «lí- 
nea») a la que pertenecían. Los efectivos totales de cada legión eran 
comúnmente, según Polibio (VI, 20, 8-9), de 4200 hombres, de 5000 
en caso de peligro (pero en otros pasajes Polibio redondea la cifra en 
4000). Dentro de la legión, como también en los manípulos, había 
diferentes rangos (ordines) que, en un principio, respondían a las 
distinciones censitarias y a las diferencias de armamento (de ahí los 
viejos nombres: principes, primeros; hastati, los que iban armados 
con el hasta; triarit, los que ocupaban la tercera línea). Ahora bien, 
en los siglos 111 y 11 estos nombres, aunque subsistieron, no guardaron 
relación con la composición de las unidades ni con el lugar que ocu- 
paban en el orden de combate. Era a los jóvenes, que servían en la 
primera fila, a los que se llamaba hastati (pero iban armados con el 
pilum), a los hombres adultos que ocupaban la segunda fila se les 
llamaba principes y los de mayor edad, en la tercera fila (armados 
con el hasta), eran los que formaban los triarios (¡pero también se les 
llamaba pilani!) (Pol., VI, 21, 10). De cualquier forma, esta infan- 
tería pesada estaba formada, según Polibio (VI, 21, 10), por 3000 
hombres a los que se añadían 1200 vélites, reclutados entre los ciuda- 
danos más jóvenes y más pobres. La única distinción censitaria que 
subsiste en esta época consiste en un aspecto del armamento: tan sólo 
los hombres de la primera clase (con un capital de 100 000 ases) con- 
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taban con una cota de malla en lugar de la simple coraza (Pol., VI, 
23, 15). Esta descripción resulta difícil de conciliar con el texto de 
Tito Livio, VIIL 8, que, de todas formas, aparece embrollado y acaso 
interpolado y que, además, se refiere en principio a un período más 
antiguo. Entre las diversas exégesis que han llevado a cabo los his- 
toriadores modernos hay que quedarse con la que parece más clara y 
razonable, la de A. Toynbee, Hannibal's legacy, 1, pp. 505-518, con- 
firmada por E. Rawson [941], pp. 13-31. Antes de analizar el arma- 
mento y las técnicas de combate es necesario decir algo sobre la orga- 
nización manipular. Significa, al menos en parte, el abandono de la 
táctica de la línea hoplita (que seguía practicando todavía la falange 
macedónica hasta Pydna), de la que sólo encontramos huella en la 
fila de los triarios, con su hasta clavada en tierra (todavía en el año 
223, Polibio, II, 33). La característica principal de los manípulos era 
que estaban separados por intervalos y además dispuestos al tresbo- 
lillo. Evidentemente, se trataba de una unidad autónoma concebida 
para realizar ataques y retiradas alternativamente, y así es como la 
entienden Tito Livio y Polibio. Constituye, por tanto, un progreso 
'en cuanto a la flexibilidad en el combate, impuesta sin duda por las 
guerras contra los galos y los samnitas del siglo 1v. Polibio atribuye 
directamente a la eficacia de esta táctica manipular la victoria roma- 
na en Pydna (XVIII, 32, 2-11). De cualquier forma, lo cierto es que 
hasta el Imperio el manípulo de dos centurias fue la base adminis- 
trativa de la legión. 

Pero durante el curso de la segunda guerra púnica y, sobre todo, 
durante el siglo 11, apareció otra unidad, llamada a tener un gran 
futuro, la cohorte. Existían 10 cohortes por cada legión, numeradas 
y, lo que es más importante, jerarquizadas según el rango de los que 
la mandaban. Cada cohorte comprendía seis centurias y, por tanto, 
tres manípulos: dos de pilani (a la cabeza), dos manípulos de prin- 
cipes y, finalmente, dos de hastati (se trata del antiguo orden de batalla 
invertido, como hemos visto, en la época de Polibio). La cohorte 
estaba formada, por tanto, por 400 o 500 hombres (pero la primera 
era doble y contaba con cinco manípulos). La mención más antigua 
de la cohorte data del año 206 a. de J. C. (Polibio, XI, 23, 1), como 
simple combinación táctica de tres manípulos, uno detrás de otro 
(Walbank [63], II, 302). Al parecer, según la hipótesis de M. J, Bell 
[947], para los romanos la organización manipular significaba frente 
de batalla discontinuo, con intervalos, mientras que lo propio de la 
cohorte era presentar (de nuevo, pues, como en el antiguo ejército 
basado en la falange) un frente continuo. Con toda certeza, las fuen- 
tes mencionan la cohorte de forma predominante en el contexto de las 
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guerras de España del siglo 11, en las que los romanos tenían, por una 
parte, que dispersarse estratégicamente (y en este caso la legión era 
una unidad demasiado pesada) y reunirse desde el punto de vista 
táctico para hacer frente a los asaltos repentinos de los bárbaros. De 
hecho, como veremos, el mando romano siempre podía cambiar de 
táctica si lo deseaba, y hasta en tiempo de César veremos renacer en 
algunas circunstancias la organización manipular (BC, II, 25). El ma- 
nípulo quedó como una unidad de base con un fuerte espíritu de cuer- 
po (Harmand [934], p. 237). Cada manípulo poseía una insignia, 
instrumento de mando y conexión a un tiempo en el campo de bata- 
lla para transmitir las órdenes y lazo psicológico y religioso entre los 
hombres. Sólo a partir de Mario tendría una insignia la legión (Pli- 
nio, X, 5, 16; Varrón, LL, V, 88). Sin embargo, sabemos con toda 
seguridad que en el siglo 1 las fuentes primarias, como César, indican 
muchas veces el número de efectivos en cohortes las cuales en esta 
época estaban al mando de un tribuno militar. 


b) El armamento. El armamento del ejército censitario de tipo 
hoplita al que hacen referencia Tito Livio y Dionisio era, tal vez, de 
origen etrusco. Como armamento pesado hay que mencionar el gran 
escudo redondo de bronce, el casco, la armadura y las grebas y, en 
cuanto a las armas ofensivas, la lanza (hasta) y la espada (de hierro). 
Pero los autores romanos afirman (una tradición analista que se re- 
monta al menos a Fabio Pictor) que siempre supieron adoptar las 
armas de sus adversarios cuando les partcían eficaces. Hubo en este 
sentido tres cambios fundamentales que, por otra parte, es difícil fechar 
con exactitud. El primero de ellos consistió en la substitución del 
escudo redondo primitivo por el scutum, escudo largo (de forma oval 
o rectangular, muy cóncavo en el sentido longitudinal y que parecía 
una auténtica «puerta»). En segundo lugar, la adopción por los sol. 
dados que combatían en primera línea de una lanza arrojadiza, el 
pilum (¿de origen galo?), de hierro, muy larga y bien equilibrada 
y que se utilizaba para la primera arremetida (no obstante el hasta 
siguió siendo utilizada por la tercera línea, quizás, hasta el siglo 11 
a. de J.C.). Finalmente, la adopción, al menos en el siglo 11, de la 
espada corta llamada «hispánica», que servía para lanzar tajos y esto- 
cadas y que era capaz de hacer grandes estragos que —también en 
Pydna— desmoralizaban al adversario (Tito Livio, XXXI, 34, 3). Por 
otra parte, también a los vélites se les dio como arma el pilum, 

Apoyándose en textos dudosos (Plut., Mar., 25, 1-2; Festo, 274 L) 
se han atribuido a Mario iniciativas importantes en lo que respecta al 
armamento. Los documentos arqueológicos no permiten confirmar tales 
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iniciativas. Estamos mejor informados para el siglo 1 a. de J. C., espe- 
cialmente por lo que se refiere al período de César (Harmand, pp. 
61 ss.). Parece que el hasta desapareció completamente. La espada 
hispánica había sido adoptada ya en el año 223, según el testimonio 
de Polibio, en los combates contra los galos del norte de Italia, pero 
el contraste que indica este autor con la gran espada «flexible» de los 
celtas proviene, sin duda, de una falsa interpretación de tipo arqueo- 
lógico, aunque Polibio insiste mucho en la superioridad del soldado 
romano en la lucha cuerpo a cuerpo con la espada. En efecto, el ejér- 
cito romano debía poseer un armamento de gran calidad, ya que el 
ejército de Aníbal, después de un cierto tiempo, fue totalmente equi- 
pado a la romana, siguiendo órdenes de su jefe (E. Pais-J. Bayet 
[263], p. 411; Polibio, HI, 87). Las informaciones que poseemos 
sobre el armamento romano para el período subsiguiente, gracias a los 
textos y a la arqueología, demuestran una variedad y flexibilidad ma- 
yores de lo que muchos afirman. Especialmente, parece posible que el 
ejército de las Galias utilizara escudos cortos además de largos. Igual- 
mente, es probable que la abolición, a partir de Mario, de las últimas 
distinciones censitarias, produjera la unificación por arriba del arma- 
mento defensivo: los cuatro soldados infantes del frisu llamado «de 
Domicio Ahenobarbo» que se conserva en el Louvre (y que data sin 
duda de los últimos años del siglo 11), si bien simbolizan las cuatro 
clases del census, están todos armados con la cota de malla. 

Es necesario tener en cuenta también las armas de las tropas auxi- 
liares (no los aliados italianos anteriormente al 89, equipados, desde 
luego, según el modelo romano). Caballeros celtíberos, númidas, ger- 
manos o galos de los siglos 11 y 1, sobre todo honderos. Se ha encon- 
trado un número bastante elevado de glandes, proyectiles de piedra, 
barro o metal que lanzaban los honderos, en especial en el contexto 
de la guerra social y de las guerras civiles. En el siglo 1 el ejército 
romano utilizaba arqueros hispanos, pero los romanos no estaban 
familiarizados con este tipo de arma, sobre todo cuando era utilizada 
por la caballería, y parece que franquearon verdaderamente una nueva 
frontera tecnológica, mental y quizá cultural cuando entraron en con- 
tacto con los arqueros partos a caballo que en Carras, en el año 53, 
aplastaron a las legiones (Plut., Crassus, 24, 5) (pese a lo que afirma 


César, BC, II, 4, 5). 


Posteriormente volveremos a referirnos a la relación entre los infantes y los 
caballeros cuando analicemos la estrategia y la táctica, El ejército romano contó 
con una caballería nacional (que llamamos «legionaria») hasta principios del 
siglo 1 a. de J.C. Se reclutaba entre la élite de la ciudad, los poseedores del 
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censo más elevado de la primera clase hasta principios del siglo 11 y posterior- 
mente del censo ecuestre que estaban obligados a servir durante diez campañas, 
De hecho, los oficiales superiores, prefectos y tribunos, y después los magistrados, 
se reclutaban entre los caballeros. En tiempo de Polibio, estos caballeros «roma- 
nos» eran 800 por legión. Contaban como armamento con un esculo redondo y 
ligero e iban equipados al estilo griego con una lanza resistente, Pero los roma- 
nos nunca sobresalieron por su caballería: durante la segunda guerra púnica 
siempre se veían dominados por los númidas de Aníbal, y por otra parte, utili- 
zaban al parecer gentes de Campania más que romanos, En el año 212, ante 
Capua, renovaron su caballería según el modelo de los «tiradores» tarentinos. 
Hacia finales del siglo 11 (pero no antes del año 106) desapareció la caballería 
puramente romana, siendo sustituida por cuerpos auxiliares de caballería, númida 
ante todo, ibérica y después gala (caballería pesada) y germánica en el ejército 
de César, 7 

Al igual que los ejércitos helenísticos, el ejército romano contaba con piezas 
de artillería. Según afirman algunos autores (Y, Garland [930], pp. 272-278) la 
época helenística conoció una revolución a la vez técnica, política y social que 
sustituyó la ciudad-hogar de soldados ciudadanos por la ciudad-bastión y el ejér- 
cito (cívico o real) de mercenarios, y también los enfrentamientos en campo 
abierto por la guerra de asedio. Los romanos, que conservaron un ejército cívico 
de enormes efectivos durante un largo período y que lo convirtieron en instru- 
mento esencial de sus conquistas, adoptaron, sin embargo, al menos desde la 
segunda guerra púnica (sin duda por necesidad) las técnicas de asedio mediante 
el uso de la artillería y las tropas de asalto, llegando a ser auténticos especia- 
listas en este aspecto: Romanus sedendo vicit (Varrón, RR, 1, 2, 2). J. Harmand 
indica perfectamente la importancia relativa de las armas de sitio y de la arti- 
llería para el siglo 1 a, de J,C. Según él, fue la artillería la que permitió a un 
ejército mediocre y débil como el de Cicerón en Cilicia, en el año 51, destruir 
la fortaleza de Pindinissus, El asedio de Siracusa en el año 211, el de Cartago 
en el 146, de Numancia en el 133, de Alesia en el 52, y de Marsella en el 50, 
todos ellos bien descritos y bien conocidos, muestran perfectamente la habilidad 
que los romanos habían adquirido en la técnica de circunvalación. Técnicas 
heredadas sin duda de los ingenieros militares griegos (que ha estudiado especial- 
mente Y, Garland) pero en las que los romanos pronto producirían tratados 
teóricos, como los de Mamurra y Vitruvio (que hay que destacar). Esta artillería 
no poseía una organización autónoma (se fabricaba y accionaba por parte de los 
legionarios pero con la ayuda de los obreros especializados, los fabri), Sólo en 
la época de Trajano (Marsden [962]) llegaría a ser hipomóvil. 


ce) El mando. Desde Polibio a Flavio Josefo (Guerra de los ju- 
díos, IL, 20, 7) los extranjeros, que no eran forzosamente «traidores» 
pero que en definitiva podían hablar también en tanto que «militares», 
insistieron siempre en la eficacia del mando de la legión, lo que expli- 
ca que hubiera una estricta disciplina y un grado de entrenamiento 
bastante elevado. No obstante, hay que distinguir entre cuadros subal- 
ternos y superiores, De entre los primeros, los que mejor se conocen 
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son los centuriones de infantería, cada uno de los cuales mandaba un 
ordo o centuria, a razón, pues, de dos por manípulo y 60 por legión. 
Eran nombrados por el general o, según Polibio, por los tribunos mi- 
litares, Procedían de la clase de tropa (Polibio, VI, 24, 1) y al menos 
hasta el siglo 1 eran promovidos al mando según el mérito. «Lo que 
se pide a los centuriones no es que demuestren audacia o que amen 
los riesgos, es preferible que tengan dotes de mando, sangre fría y 
ponderación. No se les pide que tomen la iniciativa del combate [...] 
sino que se mantengan firmes y mueran en su puesto.» Ya que el cen- 
turión es un personaje central en la historia del ejército, e incluso de 
la sociedad romana, insistiremos a continuación sobre su reclutamien- 
to, su origen social o étnico y la capa social a la que representan en 
el último siglo de la República. Señalemos por el momento que el 
nombramiento para el grado de centurión era todavía provisional en 
el siglo 11: antiguos centuriones, llamados nuevamente a filas, ocupa- 
ban rangos que no eran los suyos (T. L., XLII, 31-35). Por el con- 
trario, en el siglo 1 el cargo se profesionaliza claramente. Los centu- 
riones sirven en la milicia de una forma continua y avanzan, por tan- 
to, en lo que se convierte progresivamente en una carrera, desde la 
décima a la primera cohorte de cada legión. En cada cohorte el orden 
decreciente es: pilus prior, pilus posterior, princeps prior, princeps 
posterior, hastatus prior, hatsatus posterior, al menos en la época de 
César. Así pues, jerarquía de los manípulos en la cohorte, y de las 
cohortes en la legión, por lo que es frecuente una emulación constante 
y una promoción regular. Naturalmente, esto no excluye la posibili- 
dad de un ascenso fulminante, gracias a una recompensa extraordina- 
ria (Harmand, p. 332). Los centuriones de las primeras filas, es decir, 
al parecer, de la primera cohorte, formaban parte por su propio cargo, 
desde el año 89 a. de J.C. al menos, del consilium del general que 
mandaba la legión y el primipilo gozaba de gran autoridad y presti- 
gio, tanto social como militar. Los centuriones del ejército de las Ga- 
lias, que nos son mejor conocidos, muestran un espíritu de cuerpo, de 
emulación militar, e incluso de bravata, características que trascen- 
derán a la vida política, cuando los ejércitos, al socaire de las guerras 
civiles, llegarán a ser un elemento esencial. Aunque el episodio arabó 
en una derrota, el asalto fracasado en Gergovia en el año 52, em- 
prendido a iniciativa de los centuriones, acabó con pérdidas muy 
cuantiosas, de un 25 % de los efectivos, a su nivel (Hermand, p. 341), 
que son significativas. Por debajo de los centuriones —que es difícil 
de calificar con el nombre de suboficiales, siendo preferible la equi- 
valencia non-commissioned officers de los anglosajones—, encontra- 
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mos una jerarquía de optiones y de principales (portainsignias, etc.) 
sobre la cual estamos mal informados para el período que estudiamos. 

En cambio, los mandos superiores son totalmente diferentes. Eran 
los tribunos militares y los prefectos quienes mandaban cada uno una 
cohorte o un ala de caballería, después los legados (al menos en el 
siglo 1) y, finalmente, los cuestores y los imperatores, pretores o anti- 
guos pretores, cónsules o antiguos cónsules. Nos encontramos aquí 
ante un contexto social e incluso técnico totalmente distinto aunque, 
como veremos, la gran mayoría de los tribunos protagonizó una espe- 
cie de transición con el centurionado. En un principio, todos estos 
oficiales eran nombrados por un comandante en jefe (T. L., VII, 5, 
3). Posteriormente, el pueblo adquirió, poco a poco, el derecho a ele- 
gir algunos de ellos, lo que los convertía casi en magistrados (lex 
Atilia del año 311, T. L., IX, 30, 3). A partir de la segunda guerra 
púnica (en el año 207, T.L., XXVII, 36, 14; XXVIII, 27, 14) todos 
los tribunos de las cuatro primeras legiones (las legiones consulares), 
24. en total, eran elegidos. Hacia finales del siglo 11 asistimos a cierta 
fluctuación, sobre todo entre los años 171 y 168, entre dos procedi- 
mientos extremos. A finales del siglo 11, como lo demuestran algunos 
textos legales que asimilan a los tribunos de las cuatro primeras legio- 
nes con los magistrados, sólo estos eran elegidos y el estatuto de los 
tribunos nombrados directamente por el general se fijó sin duda por 
una lex Rutilia del cónsul del año 105 a. de J. C. Ya fueran elegidos 
o nombrados, los tribunos debían reunir una serie de condiciones: de 
los 24 de las cuatro primeras legiones, 14 debían haber prestado ser- 


vicio militar durante cinco años y 10 durante diez años. Por otra par- | 


te, esta última cifra demuestra que era necesario poseer el censo ecues- 
tre para llegar a ser tribuno o prefecto. Ya veremos que en el siglo 111 
y el siglo 1 los tribunos y los prefectos procedían de dos medios so- 
ciales bastante diferentes: por una parte, de las familias senatoriales 
o nobles, y para ellos el tribunado o la prefectura no era más que 
una etapa y tal vez una forma de aportar el cursus; por otra parte, 
de familias ecuestres, para las cuales, al contrario, el tribunado era 
esencial. Y lo era porque, en general, lo ejercían más tiempo y, ade- 
más, constituía un medio indispensable de promoción social. Estos 
tribunos de origen ecuestre, cuyo reclutamiento estudiaremos deteni- 
damente enseguida, estaban más «militarizados», a veces profesiona- 
lizados —por lo menos en el siglo 1—, que los otros. Por lo demás, 
parece que en esa época no se exigía el mínimo de cinco o diez años 
de servicio para la concesión del cargo; la recomendación fue un sis- 
tema muy importante (cf. por ejemplo Trebacio Testa en el ejército 
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Ya hemos visto que el texto de Polibio sobre la militia se centra en el tribu- 
nado militar, cuyos deberes y responsabilidades enumera detalladamente. La 
principal era el nombramiento de los centuriones, pero señalemos también el pa- 
pel disciplinario de los tribunos, que comportaba de hecho una auténtica juris- 
dicción (durante el Imperio este papel sería codificado, Dig., XLIX, 16, 2, 2, etc.). 
En el último siglo de la República obtenían una importante recompensa eco- 
nómica, 

Por encima de los tribunos se hallaban en principio los prefectos (Orosio, V, 
21, 10; Sal., Cat,, 69, 6), que mandaban ya unidades aliadas, ya la caballería 
o los servicios técnicos, tropas especiales como los evocati, veteranos reengancha- 
dos que eran muy apreciados, etc. Procedentes de la misma capa social que los 
tribunos, es decir, casi siempre del orden ecuestre, los praefacti eran nombrados 
libremente por los comandantes. Pero para mandar tropas, incluso tropas auxi- 
liares, debían tener una delegación de imperium. En definitiva (Suolahti), su 
posición militar era más importante que la de los tribunos. 

Los cuadros superiores de la legión, los legados, los cuestores y, por supuesto, 
los generales con imperium (pretores y propretores, cónsules y procónsules) se 
hallaban, evidentemente, a caballo entre lo político y lo militar. Eran magistrados 
o ex magistrados que, por tanto, obtenían su mando, al menos indirectamente, 
de la elección en Roma, No obstante, su adscripción a una u otra unidad podía 
deberse a razones distintas. Para los cuestores, el principio que se aplicaba era 
el del sorteo, pero en el siglo 1 a, de J.C. en algunos casos el Senado autori- 
zaba al comandante en jefe a elegir su cuestor (Plut., Pomp., 26, 2; Cic,, Att, 
VI, 4, 2). Este oficial superior estaba encargado, en principio, de los aspectos 
de la intendencia y de la soldada sobre todo (en el siglo 11, cuando menos, tras la 
desaparición de los tribuni aerarii), pero podía ejercer también un mando efec- 
tivo (Sol., Yug., pp. 105-113). Hombres nuevos o nobles, los cuestores eran siem- 
pre, en todo caso, senadores desde la época de Sila. Sus relaciones con los co- 
mandantes en jefe eran estrechas, más aún que las que mantenían los prefectos. 

Los legados, «enviados» o «delegados», existían en el ejército romano en el 
siglo 11, pero no de forma estable, Fue únicamente después de la reforma de 
Mario cuando el título y la existencia de legados en el ejército llegó a ser un 
hecho habitual. Todos ellos eran Senadores, por tanto antiguos magistrados, con 
frecuencia de un rango muy elevado (Escipión el Africano, antiguo cónsul, legado 
en el ejército de su joven hermano, cónsul en el año 190; Mario, legado durante 
la guerra social), En principio, el Senado designaba a los legados pero a veces se 
recurría al sorteo y, más frecuentemente, a la elección del general (en ocasiones 
prevista expresamente por la ley, como los que se le adjudicaron a Pompeyo 
para la guerra de los piratas en el año 67). De la misma forma que se creó en la 
legión una jerarquía de tribunos militares, basada en la de las cohortes, también 
debió de existir una jerarquía entre los legados, en el seno de un mismo ejército, 
en función de la magistratura ejercida. De ello surgió —puesto en práctica por 
primera vez en el ejército de César en las Galias— un sistema de alternancia de 
legiones militares y magistraturas civiles que justifica esta promoción (Harmand, 
p. 375; el estudio de los legados está todavía por hacer). 

El alto mando dependía completamente de la política, ya que era ejercido 
exclusivamente por magistrados elegidos o por ex magistrados, Fuera de Italia el 
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imperium que ejercian estos hombres era a la vez civil y militar, y se extendía 
a toda la provincia, Durante mucho tiempo, esta ambivalencia fue, en principio, 
aceptada y tradicional al mismo tiempo. En efecto, todo candidato a una ma- 
gistratura, todo magistrado, debía ser también un hombre de guerra, acostum- 
brado a obedecer antes de ejercer el mando (ésta era al menos la ideología ofi- 
cial), De hecho —y cuando menos hasta la segunda guerra púnica— eran los 
cónsules, elegidos muchas veces ante la perspectiva inmediata de una guerra, 
quienes mandaban el ejército por el plazo de un año. Los ejemplos de estas 
coincidencias de las elecciones de los comicios y las exigencias estratégicas o 
tácticas son abundantes hasta mediados del siglo 11 (por ejemplo, la elección de 
Paulo Emilio para el consulado en el año 69, Plut., Aem., 9). Incluso cuando los 
tribunos populares, con C. Graco, pretendieron que el reparto de las provincias 
por sorteo se convirtiera en un procedimiento regular, el pueblo intervendría 
directamente, en varias ocasiones, en la elección directa de un comandante en 
jefe (Mario para la guerra de África en el año 107, Sila para la guerra contra 
Mitrídates, Pompeyo en el 67 contra los piratas, César para la campaña de la 
Galia en el 59 por la lex Vatinia, etc.). Casi hasta finales de la República la 
ósmosis entre el alto mando militar y el mundo político, e incluso la dependencia 
de los altos cargos militares de su formación en la vida política urbana fueron 
uno de los rasgos más originales de la conducción de la guerra romana en su 
nivel más alto, de sus relaciones, mediatizadas de diversas formas, con la opinión 
pública urbana y las distintas facciones o grupos que la determinaban, y de la que 
son excelentes testimonios —susceptibles, desde este punto de vista, de un análisis 
estructural que no siempre se ha realizado— textos como los discursos Pro lege 
Manilia, Pro Murena, De provinciis consularibus de Cicerón o, en el sentido 
inverso, los inapreciables Commentarii de César. En el escalón más elevado esta 
forma de reclutamiento de los generales y comandantes en jefe tuvo varias con- 
secuencias destacables, Ante todo, la inexistencia de un órgano técnico perma- 
nente —un estado mayor— que centralizara las informaciones, los estadillos y las 
previsiones para los diversos exercitus provinciales, independientemente de los 
que, con un carácter casi privado, podían reunir los magistrados y promagistra- 
dos candidatos a «los altos cargos». Hay que puntualizar, no obstante, que ni 
siquiera junto a un Sila, Pompeyo o César encontramos un grupo de «marisca- 
les» que pudiera realizar verdaderamente las funciones de un estado mayor. En 
especial, los praefecti fabrum identificados (Teófanes de Mitilene para Pompeyo, 
Cornelio Balbo para César) desempeñaron, al parecer, un papel únicamente civil 
y político. De hecho, era el Senado el que desempeñaba, colectivamente, el papel 
regulador, centralizador y de previsión que cabía esperar de un organismo de 
este tipo. 

La segunda consecuencia fue que la profesionalización del ejército —ya lo 
veremos— se presenta con menos claridad en la cima de la jerarquía que en la 
base. Desde finales del siglo 11 la opinión constata, con respecto a la guerra 
de África contra Yugurta, una especie de agotamiento de los mandos militares 
tradicionales, provistos, en la escala más alta, por la nobleza senatorial, Carecía 
de vigor desde el punto de vista técnico, moral y también político, y en ese sen- 
tido se desarrolló la campaña electoral, descolorida y tradicionalista, de Mario 
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en el año 107. Cicerón menciona en varias ocasiones la ausencia de «vocaciones 
militares» en la mayor parte de los jefes políticos de su tiempo y la prosopografía 
permite distinguir, por contra, algunos de ellos (Afranio, Petreyo, Licinio Mure- 
na, Labieno, etc.) que, en el marco de un cursus tradicional, comenzaron a dis- 
tinguirse por sus servicios militares, que con toda certeza prolongaron voluntaria- 
mente, Pero no constituía más que una minoría, Posteriormente tendremos ocasión 
de hacer importantes observaciones con respecto a ellos cuando estudiemos las 
guerras civiles, 


5. Táctica y estrategia: 
importancia técnica del ejército romano 


Este etma no ha sido estudiado todavía de forma exhaustiva. Es 
verdad que resulta muy difícil establecer unas tendencias generales 
para un período de más de dos siglos, sobre todo teniendo en cuenta 
la extraordinaria diversidad de los enemigos, de los territorios y de las 
circunstancias económicas y políticas. No obstante, Polibio, a media- 
dos del siglo 11, y después de él Flavio Josefo, en un contexto simé- 
trico aunque no sin relación, quedaron impresionados por la eficacia, 
irreversible según ellos, de una máquina de guerra aplastante, Poli- 
bio pone de relieve en varias ocasiones su superioridad inicial contra 
enemigos tan diversos como los galos cisalpinos, los cartagineses de 
Aníbal, la falange macedónica, etc. Su análisis, que seguimos aquí sin 
perjuicio del estudio detallado de la tipología de la guerra romana, 
esbozada por G. Veith [937], y precisada por J. Harmand para el 
ejército de las Galias, se realiza en diversos planos. El más global es 
la apreciación de los lazos entre el hecho militar y la vida cívica: 
educación militar del romano, entrenamiento, disciplina basada a un 
tiempo en la emulación y en las sanciones, recursos demográficos, 
patriotismo, etc. En el plano digamos estratégico (en el que se ma- 
nifestaron durante la segunda guerra púnica importantes debilidades 
que desembocaron en varios desastres sucesivos) aparece el recurso, 
en realidad tardío, al mando único (dictador o ejércitos consulares 
separados), mientras que el mando colegial, con su regla catastrófica 
de la alternancia de los fasces, desembocó en el desastre de Cannas. 
J. Harmand pone de relieve, sin embargo, una serie de concepciones 
estratégicas excelentes en su principio a comienzos de la segunda 
guerra púnica, En el nivel de la «logística», destaca ya en esta época 
la excelencia de la castrametación en campo abierto e, implicitamen- 
te, de las circunvalaciones para la guerra de asedio (confirmada por 
los testimonios arqueológicos casi contemporáneos de Numancia y 
por los del sitio de Cartago), la perfección de los sistemas de vigi- 
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lancia y de patrullas, organizadas y controladas por un sistema de 
santo y seña y de «téseras» escritas. De forma general, por otra parte, 
las comunicaciones del ejército romano durante la época republicana 
eran de buena calidad, aunque no tan regulares y perfectas como las 
del ejército imperial (el límite, excepcional en el campo de batalla, lo 
alcanzó quizá César que, en el año 46, ejerció el mando en África por 
medio de correos, al no querer desplazarse al teatro de operaciones) 
(Bel. Áfr., 31). Finalmente, en el aspecto táctico, el combate, tanto en 
campo abierto como cerrado, era básicamente, en esta época, una lucha 
individual en la que el vigor, la habilidad o la superioridad del arma- 
mento eran factores determinantes. Sin embargo, las etapas del com- 
bate, los movimientos colectivos en los que son entrenados los solda- 
dos, en general específicos de una etnia o de un área de civilización, 
son lo bastante típicos o repetitivos como para que sea posible juzgar 
su eficacia, Una vez más, Polibio, de forma general en el libro VI, de 
forma detallada cuando analiza victorias como la de Telamón, Zama 
o Pydna, resalta la flexibilidad del orden manipular, que ofrece un 
frente discontinuo en cuyos intervalos la línea enemiga no puede aven- 
turarse, así como las intervenciones sucesivas de las tres líneas del 
ejército romano, el asalto inicial a cargo de los vélites con el pilum, 
etcétera, Sería indispensable realizar estudios detallados, tanto técni: 
cos como tipológicos. 

Limitándonos a unas líneas muy generales, útiles no obstante para 
una historia general del hecho militar, definiremos al ejército romano 
de este período como un ejército esencialmente de infantes, que libra- 
ba los combates decisivos en tierra, por medio de la infantería. Ello 
explica, por ejemplo, la victoria final de Roma contra un ejército de 
tipo alejandrino como el de Aníbal. El fracaso fue repetido y san- 
griento en los enfrentamientos con los caballeros partos. En cambio, 
los éxitos serán importantes, hasta que Augusto conozca algunos re- 
veses, frente al mundo bárbaro celta-germánico, articulado no obs- 
tante sobre una caballería noble, Este ejército romano, permanente 
de hecho (aunque no estatutariamente) a partir del siglo 1, no conta- 
ba, sin embargo, con guarniciones propias ni zonas especiales de des- 
pliegue. El mando sólo estaba centralizado —por el Senado— en el 
nivel de las decisiones económicas y políticas. Era un ejército mal 
pagado —ya lo veremos—, lo que determinaba, dado el sistema de 
reclutamiento, una serie de reacciones e interacciones con el mundo 
político, El error anacrónico fundamental de los historiadores moder- 
nos ha consistido frecuentemente en asimilar el ejercicio de este perío- 
do con el modelo infinitamente más regular'zado, organizado, eficaz y 
burocratizado del ejército imperial de los siglos 11 y 1H.1, a fin de cuen- 


239 


tas mucho más conocido por la prosopografía, la epigrafía, la arqueo- 
logía o la papirología. Un estudio reciente (según un modelo que 
habría que multiplicar) como el de J. Harmand, insiste, por contra, 
con cierta complacencia tal vez, en la mediocridad de los ejércitos de 
la República tardía, excepción hecha (lo que parece justificar el desen- 
lace de las guerras civiles) del exercitus de César, tanto por lo que 
respecta al mando como a las tropas. Insiste también en la equiva- 
lencia, mucho mayor de lo que podría pensarse, entre los aspectos téc- 
nicos de base —desde un punto de vista militar— del mundo celta 
y del mundo mediterráneo: ni el armamento ni los equipos de los 
guerreros galos eran tan diferentes de los de los soldados de César; la 
superioridad difícilmente adquirida de los romanos era fruto más 
bien de unas diferencias de estructuras sociales y de mentalidad que 
de un gran desfase técnico. En suma, con respecto a las relaciones a: 
veces mal conocidas entre la estrategia y la táctica, pueden leerse las 
páginas apresuradas pero sugestivas —aunque en ocasiones iconoclas- 
tas (por ejemplo en su juicio sobre Aníbal, p. 162) — de J. Harmand, 
La guerre antique, París, PUF, 1973. 


6. El ejército, el Estado y la sociedad 


No nos detendremos mucho sobre temas que han sido ampliamente 
abordados por los estudios contemporáneos desde P. Fraccaro y E. 
Gabba hasta P. Brunt, J. Harmand y C. Nicolet. Insistiremos más bien 
en los métodos y direcciones de la investigación. Hemos visto que 
hasta la época de Augusto incluida, el ejército romano era, por lo 
que se refiere a casi la mitad de sus efectivos, un ejército de conscrip- 
ción formado por ciudadanos (si bien el voluntariado aportaba casi 
siempre, desde el siglo 11, los efectivos necesarios). En este ejército 
sólo pueden considerarse como mercenarios una escasa proporción de 
tropas auxiliares que proveían los pueblos o reyes tributarios, y aun 
en ese caso existía una gran diferencia con los mercenarios helenís- 
ticos. De ningún modo podemos considerar como «mercenarios» a los 
aliados italianos que, hasta el año 90, aportaban en cada dilectus 
entre la mitad y los dos tercios de los efectivos de infantería y de 
caballería, que se organizaban en legiones y cuyo armamento y man- 
do seguían el modelo romano. Era más bien un contingente de ciuda- 
danos de segunda clase que en los años 90 y 89 reclamaron —y obtu- . 
vieron— por la violencia su integración en la ciudad. No obstante, es 
evidente que sus intereses cívicos o políticos, así como su mentalidad, 
eran bastante diferentes de los de los antiguos soldados propiamente 
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«romanos» y que fue la italianización del ejército en el siglo 1, más 
quizá que la «proletarización» tantas veces invocada, la causa de que 
estallaran las guerras civiles. 


a) La importancia de los ejércitos y de la guerra en las finanzas 
y en la economía. Sea cual fuere la importancia de las motivaciones 
económicas en el proceso complejo que en el período que estudiamos 
podían desembocar en una guerra, la guerra por sí misma era en 
amplia medida un fenómeno económico, ante todo en sus aspectos 


logístico y financiero. 


Á pesar de sus orígenes censitarios, el ejército romano pasó a depender del 
Tesoro público a partir del siglo 1v. El armamento, unificado también durante 
los siglos 111 y 11, lo proveía el Estado, al menos las primeras armas que se entre- 
gaban al soldado (de hecho durante el siglo 11 se efectuaban retenciones de la 
soldada para financiar las subsiguientes entregas de armas; por otra parte, toda- 
vía en el siglo 1 no estaba prohibido poseer armas de lujo). Asimismo, el soldado 
recibía al menos la alimentación de base, los cereales, aunque debía pagar por 
ellos, hasta finales de la República y aún en tiempo de Augusto (Tácito, Ann,, 
17, 6). Los aliados italianos recibían también una soldada, hecho al que se refiere 
Tito Livio —pero no Polibio, a no ser implícitamente—, pero sin retenciones, lo 
que implica que eran las ciudades las que soportaban los mayores gastos (Nicolet 
[885], París, CNRS, 1976). El problema del monto de la soldada en la época 
republicana es uno de los más controvertidos, pues los testimonios son oscuros 
y escasos, Polibio (VI, 39) habla de dos óbolos diarios por infante, cuatro para 
los centuriones, una dracma para los caballeros, ¿Pero cuál era su sistema de, 
equivalencia y cuándo se estableció exactamente? Tácito menciona la cifra de 
diez ases por día para el año 14 d. de J.C, Ahora bien, sabemos por Suetonio, 
Div, Jul,, 26, 5, que César había doblado la soldada (¿a finales de la guerra de 
las Galias?). Llegamos así a una estimación de cinco ases para el siglo 1 a, 
de J.C. Por ello, se trata de ases unciales. De cualquier manera, esta forma de 
contar en asses resulta arcaizante, pues la unidad usual de cuenta en el siglo 1 
era el sestercio, que valía la cuarta parte del denario, Pero el sestercio tenía al 
principio un valor de 2,5 ases (mientras que el denario valía 10). En una fecha 
que habitualmente se sitúa a finales del siglo 11, pero que P. Marchetti prefiere 
colocar en el 211, el denario de plata pasó a valer 16 ases, salvo en el caso de la 
soldada militar, según Plinio, que sitúa esta manipulación, destinada sin duda 
a no perjudicar al soldado, durante la segunda guerra púnica, Los dos óbolos de 
Polibio representarían de hecho un sestercio por día, o cuatro ases unciales (que 
Marchetti introduce también en el 211). A finales del siglo 11 (en tiempo de los 
Gracos o de Mario) esta soldada habría aumentado levemente hasta cinco ases, 
En resumen, el soldado habría recibido primero un denario cada cuatro días y 
después un denario cada tres días. Si estos cálculos tan precisos son necesarios 
para evaluar, con respecto al aerarium, los gastos ocasionados anualmente por la 
soldada (aunque de todas formas ignoramos el precio real de las retenciones), la 
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discusión erudita poco importa, pues es claro que se trataba de una paga muy 
escasa: se calcula que el salario de un peón era, hacia el año 80, de 12 ases 
diarios (si nos atenemos a lo que constituye, tal vez, la única información que 
poseemos sobre los salarios en Roma en esta época, Cicerón, Pro Roscio Comoedo, 
28). A partir de esta estimación, J, Harmand saca como conclusión la incapacidad 
fundamental de la República senatorial de comprender y resolver el problema 
del voluntariado en el ejército. No hay que olvidar, sin embargo, el aspecto cons- 
trictivo de la ideología implícita en esta cuestión. La soldada no era un salario. 
Se aceptaba que las motivaciones del soldado no eran las de obtener una ganancia 
económica, ya que seguía siendo un ciudadano. La paga era una simple indem- 
nización que pagaban al principio el conjunto de los movilizables y los movili- 
zados (a la vez contribuyentes y soldados) en beneficio tan solo de los moviliza- 
dos. En la época de la segunda guerra púnica una legión debía costar alrededor 
de 250 000 denarios anuales, un millón de sestercios, 

Ahora bien, ni los gastos del Estado ni los beneficios reales de los soldados se 
limitaban a la soldada, El Estado mantenía también flotas, máquinas, necesitaba 
aportar aprovisionamientos, bestias de carga, equipamientos. Estos gastos, muy 
variables, no pueden ser evaluados sino uno por uno. Más nos interesan en estos 
momentos los ingresos reales de los soldados. Desde el siglo 1v la guerra romana, 
como sucedía siempre en la Antigiiedad, tiene muy en cuenta el botín, Una vez 
más, Polibio menciona a este respecto una serie de reglas procedentes quizá de 
un texto reglamentario (X, 16). Naturalmente, los tratados romanos más antiguos 
con Cartago o con los etolios contenían cláusulas precisas sobre el reparto del 
botín entre los aliados. Pero su destino final se definía por reglas menos estrictas 
que han sido estudiadas por P. Brunt e 1, Shatzman, Una parte podía ser distri- 
buida oficialmente in situ a los soldados, mientras que el resto pasaba a poder 
del Tesoro. Ahora bien, de esta última parte se podían sacar también distribucio- 
nes globales en el momento del triunfo, Esta práctica, que comenzó a finales de 
la segunda guerra púnica, conoció un gran desarrollo (Brunt, p. 394), Alcanzó 
en el siglo 1 proporciones gigantescas con los triunfos de Pompeyo, de César y de 
Augusto, de forma que acabó por ser institucionalizada en el ejército imperial 
en forma de una prima regular de licencia, para la que —y esto tiene una im- 
portancia capital— sería necesario crear una caja y recursos especiales, a partir 
de entonces de origen fiscal, el aerarium militare, que se financiaba por los dere- 
chos de sucesión que pagaban los ciudadanos. En el siglo 11 el control de estas 
sumas correspondía al Senado, aunque en ocasiones surgían conflictos entre los 
deseos de algunos jefes militares y la asamblea, por ejemplo en el año 187 con 
respecto al destino de las sumas conseguidas por Manlio Vulso (T. L., XXXIX, 7). 
Desde el siglo 11 estas cuestiones se convirtieron en uno de los elementos deter- 
minantes en el juego complejo de las relaciones políticas entre los imperatores, 
los soldados, los ciudadanos-electores y los miembros de la clase política. Un 
buen testimonio al respecto lo constituye la polémica en torno al triunfo de Paulo 
Emilio en el año 167 (T.L., XLV, 37-40). A estas ganancias oficiales y legales 
se añadían por otra parte, desde la segunda guerra púnica (revueltas en el ejér- 
cito de España en el año 206, Nicolet [802], pp. 167-169), los trapicheos indivi- 
duales de toda clase que se ofrecían a los soldados (tal el cuadro que ofrece 
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T. L,, XXXIII, 29, de los primeros cuarteles de invierno del ejército romano en 
Beocia en el año 196; cf. el ejército de España en el año 134, Apiano, lber., 
84-85; o el de Numidia en el año 111, Salustio, Yug., 44), Polibio atribuye for- 
malmente al atractivo del botín la declaración por el populus de la primera 
guerra púnica (I, 11) y Tito Livio explica el entusiasmo de los voluntarios por la 
tercera guerra de Macedonia en el año 171 (XLIT, 32, 6) por las riquezas que 
habían conseguido los veteranos de la segunda guerra macedónica y de la guerra 
de Antíoco, Á partir de finales del siglo 11 una cuestión relacionada con ella y de 
importancia sociopolítica creciente es la distribución oficial de tierras a los vete- 
ranos a través de la promulgación de leyes agrarias o de la fundación de colonias, 
Por lo demás, en el segundo volumen analizaremos el problema un tanto diferente 
de las motivaciones y consecuencias económicas de las guerras emprendidas por 
Roma: distinguiremos entre los pretextos oficialmente invocados, a veces incluso 
en la exposición de motivos de las leyes o de los senadoconsultos, que se refieren 
a la libertad de los mares o las operaciones de policía, o incluso a la defensa 
eventual de los «intereses» romanos en una zona determinada (ley de Delfos, 
discurso de Cicerón, Pro lege Manilia) y los motivos reales de tal decisión (por 
ejemplo la anexión de la Cirenaica en el año 75, según Badian, Roman Imperia- 
lism?, p. 35). De hecho, es después del año 89 cuando destaca con toda claridad 
la función reguladora de la guerra y de la vida militar al efectuar, mediante el 
uso de la fuerza, constantes transferencias económicas de las provincias hacia 
el centro de poder y, dentro del cuerpo de ciudadanos, de las clases pudientes 
(desmilitarizadas en parte) hacia el proletariado militar. 


b) Composición social y étnica de los ejércitos, Ya hemos apun- 
tado anteriormente las grandes líneas de este tema. Las fuentes litera- 
rias e históricas nos permiten colegir el indudable movimiento de 
«proletarización», desde luego rural, del reclutamiento de la tropa 
antes y después de Mario. Las coincidencias y testimonios esporádicos 
reunidos por P, Brunt muestran también la italianización del ejército 
romano, reclutado preferentemente en el siglo 1 en el país de los sabe- 
lios en las zonas montañosas. Ni la epigrafía ni la prosopografía per- 
miten verificar estas impresiones por lo demás indudables. No estamos 
tan mal informados por lo que se refiere a los cuadros. 


Son muy escasos los centuriones que conocemos a titulo individual: 60 en 
total hasta el año 41, de los cuales 47 para el siglo 1, 5 en el siglo 11 (segunda 
guerra púnica) y 4 en el siglo 111. No abandonan el anonimato, en su mayoría, 
sino por una hazaña fuera de lo común o, a la inversa, por un crimen o respon- 
sabilidades también fuera de lo común durante las guerras civiles. Lo que obser- 
vamos acerca de ellos hasta el siglo 1 parece hecho adrede para ilustrar los obje- 
tivos antes citados de Polibio (por ejemplo el episodio desgraciado en Tito Livio, 
XXV, 19, 8-13). Es indudable, desde el siglo 111, que los primipilos tienen, bien 
por su origen o por el desempeño de su cargo, el rango de caballero (cf. la posi- 
ble confusión sobre L. Marcio Séptimo, T.L., XXV, 37, y Cic., Balb., 34). Los 


243 


nombres de los centuriones del siglo 1 son todos de origen italiano, algunos de 
ellos comunes en las familias ecuestres o senatoriales, Podemos identificar a algu- 
nos de los centuriones de Sila (por ejemplo L. Ateyo, L. Fufidio, L. Luscio) que 
ingresaron en el Senado o consiguieron una gran fortuna a raíz de sus campañas 
o de las proscripciones, El hecho de que los centuriones fuesen hombres de for- 
tuna viene atestiguado por la venta de cargos (Cic., Leg. Man., 54; César, Bel. 
Afr., 54) así como por la presencia bastante frecuente de antiguos centuriones 
entre los magistrados o los decuriones municipales (Apiano, BC, V, 128: lex 
Julia Municipalis, 1, 89-85, 1, 120). Durante las guerras civiles el cuerpo de cen- 
turiones fue el elemento más ciegamente fiel a César, El centurionado se convierte 
así en un elemento esencial de promoción social, por cuanto los centuriones sur- 
gían casi siempre de entre la tropa, 

Conocemos mejor estadísticamente a tribunos y prefectos J. Suolahti [1003], 
C. Nicolet [10041). Ya hemos dicho que, de todas formas, como mínimo debían 
provenir del orden ecuestre. No obstante, hasta el siglo 11, estos cargos los desem- 
peñaban en buena parte hijos de senadores o de nobiles, por elección o por nom- 
bramiento, Tiene gran interés elaborar el mapa de reclutamiento geográfico de 
los restantes: incluso después de la guerra social, eran las regiones más antiguas 
del ager Romanus las que proveían la mayor parte de estos cargos, fenómeno 
exactamente paralelo a lo que sucedía en el orden ecuestre, Durante la segunda 
guerra púnica, así como durante las guerras civiles, se constata —y ello es na- 
tural— un incremento en el porcentaje de tribunos o de prefectos que eran sim- 
plemente caballeros con relación a los que procedían de familia senatorial, En 
ciertos casos, bastante raros, cabe preguntarse incluso si los tribunos no procedían 
de simples familias de plebeyos que recibían el censo y el título de caballero en 
el momento de su promoción (T. Mario de Urvinum Mataurense, Val, Max., VII, 
8, 6). A la inversa, el ejercicio del tribunado o de una prefectura era para los 
simples caballeros condición necesaria, si no suficiente, para su ingreso en el 
orden senatorial, Ahora bien, a este respecto hubo variaciones cronológicas im- 
portantes e interesantes. Durante la segunda guerra púnica y hasta en torno al 
año 175 hubo frecuentes promociones de este tipo (las dos terceras partes de los 
tribunos conocidos —o sus hijos— ingresaron en el Senado). A continuación, 
durante todo el siglo 11 se impidió por completo el acceso de estos hombres al 
Senado, lo cual explica ciertamente la impaciencia y amargura de un hombre 
como C, Mario hacia los años 120-115, Posteriormente, las promociones se hicie- 
ron más frecuentes, sobre todo desde las guerras civiles. Ya hemos visto que en 
el siglo 11 las decem stipendia ecuestres (conseguidas a menudo al cabo de cinco 
años como tribuno) eran necesarias para ser candidato, En el siglo 1, con Sila y 
César, muchos antiguos tribunos o prefectos fueron allecti directamente. No hay 
que olvidar tampoco que las ventajas económ':sas eran considerables (cf, el triun- 
fo de Pompeyo, p. 176, y el caso del jurista Trebacio Testa, recomendado por 
Cicerón para un tribunado en el ejército de las Galias, a quien únicamente atraía 
el beneficio económico: Fam., VII, 8, 1). 

En cuanto a la tropa, ya hemos dicho que desde la época de Mario se reclu- 
taba cada vez más en medios rurales y «proletarios», con ciertos paréntesis como 
las movilizaciones durante las guerras civiles que afectaban en principio a todo 
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el mundo, comprendidas las élites urbanas (por ejemplo los desafortunados «ca- 
balleros romanos» de Hispania perseguidos por L. Casio Longino, Bel. Alex, 


56, 4), 


c) El papel político del ejército. Es en este contexto de historia 
social en el que hay que analizar a continuación, siguiendo a E. Gabba 
y otros autores, el papel político del ejército, o mejor aún, sus rela- 
ciones con la ciudad. El ejército, que se confundía al principio con la 
fracción más activa y más útil del cuerpo de los ciudadanos, podía 
reemplazar (aunque esto sólo ocurrió en una ocasión), por incitación 
de sus jefes, a toda la ciudad. Sin embargo, esto no volvió a produ- 
cirse por intervención del poder, estrictamente civil, de los tribunos 
de la plebe. Por el contrario, desde finales del siglo 1v hasta el año 
88 a. de J.C. el ejército romano no entró nunca en conflicto con la 
ciudad, nunca cuestionó la legitimidad de las decisiones tomadas en 
Roma por el Senado, el pueblo o los magistrados. Ello no quiere de- 
cir que durante este período no hubiera conflictos y tensiones, incluso 
verdaderos motines, aunque éstos no eran muy frecuentes y, además, 
se producían por causas estrictamente militares: excesos de la disci- 
plina, protesta de algunas unidades que consideraban que servían du- 
rante demasiado tiempo, etc. (Toynbee, IL, 80-86). Es cierto que el 
valor cívico, la abnegación o el heroísmo de los ejércitos romanos 
comenzaron a disminuir gravemente a finales de la segunda guerra 
púnica y a principios del siglo 1, como consecuencia de la permanen- 
cia demasiado larga en ultramar (en Hispania en el año 206, por 
ejemplo, T.L., XXVIII, 24-29, el motín de Sucro; en Istria en el 
año 177, Tito Livio, XLI, 10-11) y su comportamiento comenzaba a 
recordar peligrosamente al de los mercenarios griegos. Sin embargo, 
el mando apelaba siempre al espíritu cívico de los soldados, y éstos 
sabían que eventualmente, en tanto que ciudadanos, contarían con los 
medios necesarios, mediante el voto de sus padres o el suyo propio, 
para ejercer cierto control sobre sus generales. En todo caso, no cues- 
tionaban al Estado ni las decisiones del poder central. Durante este 
periodo no existe ningún testimonio de que el ejército fuera utilizado 
con fines políticos, no sólo por un individuo sino ni siquiera por el 
poder. Ello por lo que respecta a Roma, a los ciudadanos, pues es 
natural que el ejército se ocupara del mantenimiento del orden en 
Italia, por ejemplo para luchar contra las revueltas de los esclavos. 
Es muy difícil decir, en cambio, si la represión que se llevó a cabo en 
el año 121 contra Cayo Graco en virtud de un senadoconsulto Ul+i- 
mum regular implicó una verdadera movilización improvisada (tumul- 
tus) de los ciudadanos. Al cónsul le correspondió entonces el poder 
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de un dictador (Plutarco, CG, 18) y el abreviador de Tito Livio afir- 
ma: «Habiendo llamado al pueblo a las armas». Pero, desde luego, 
no existían legiones constituidas, en armas, dispuestas a actuar. De 
hecho, hay que esperar a finales del siglo 11 para ver al ejército —como 
tal — intervenir en las luchas internas (si exceptuamos las intervencio- 
nes completamente legales y normales, como las cartas que se envia- 
ron desde África en el año 108 para apoyar la campaña electoral de 
Mario, Sal., Yug., 65, 4). Nos referimos a la intervención de los vete- 
ranos de Mario (desmovilizados hacía poco tiempo) para hacer votar, 
mediante la violencia, la ley agraria Apuleya en 101-100 (T. L., Per., 
69; Apiano, BC, 1, 29-30). 

Un caso más fue el que se dio en el año 88, cuando estalló la 
primera de las guerras civiles que habrían de desgarrar a la ciudad 
romana y al Imperio en los años 87-86, 83-73 (fin de la guerra contra 
Sertorio en España), 49-45 y, finalmente, del 43 al 28, por no hablar 
de otros episodios abortados, como las conjuraciones de Lépido (78) 
o de Catilina (63). No es éste el lugar adecuado para analizar con 
detalle estos acontecimientos, respecto a los cuales sería necesario 
hacer una tipología (lo que sólo se ha realizado desde el punto de vista 
literario por P. Jal [997]). Resumiremos a continuación algunas ob- 
servaciones que hemos realizado en otros trabajos. 

En primer lugar, las guerras civiles romanas comenzaron siempre 
por iniciativa de líderes que ocupaban una alta posición, jefes mili- 
tares y políticos a un tiempo, que enfrentaban a su ejército con el 
poder central o con un ejército rival cuando consideraban que ése era 
el único medio para alcanzar sus objetivos. Muy raras veces surgía el 
movimiento desde la base; ocurrió sólo después de la muerte de Cé- 
sar, cuando el ejército, profesionalizado y colectivamente beneficiario 
de enormes transferencias de bienes, temió perder esta situación. Se- 
ñialemos, por lo demás, que en tales ocasiones las bases intentaban 
a menudo reconciliar a los generales rivales, tratando de afirmar, por 
tanto, la especifidad del ejército frente a los «civiles» y, sobre todo, 
su solidaridad amenazada. Es significativo, tal vez, que César consi- 
derase oportuno pronunciar o publicar en el año 49 un discurso estric- 
tamente político ante sus tropas, presentando la guerra como una 
defensa de la legalidad y de los derechos del pueblo, pero que en el 44 
un discurso totalmente similar de Bruto fuera considerado por Apiano 
o por su fuente de información como totalmente anacrónico (Apia- 
no, BC, II, 119). En todo caso, los conflictos de competencia o de am- 
_bición entre los principales protagonistas de la escena política hay 
que situarlos siempre en su contexto financiero, agrario, económico. y 
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social, pues, para Dión Casio, el ejército había acabado por conver- 
tirse en un auténtico «partido» y la distinción entre civiles y soldados 
era la única que tenía un sentido real en un momento (los años 44- 
39) en que el problema esencial era el de encontrar dinero y tierras 
para satisfacer a las tropas (Dión, XLVII, 16-17; Apiano, BC, V, 12; 
V, 67-68). 
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CapítuLO IX 


Las instituciones. El pueblo 


1. Definición y composición del «populus romanus» 


La aparición, junto a los magistrados (herederos del rey) y del 
Consejo de los Ancianos o de los Patres (que se convirtió en el Sena- 
do), de una colectividad de hombres privados a la que se reconocía, 
sin embargo, derechos, se remonta a la protohistoria y tiene relación 
indudable con la organización de una «ciudad» tanto en Roma como 
en Grecia. Problema, no obstante, que no nos interesa en la época que 
estudiamos sino por la supervivencia, en ciertas fórmulas y en algu- 
nos principios formales del derecho público, de realidades arcaicas 
cuya estratificación es difícil establecer. A veces, la etimología puede 
aportar alguna luz: así populus aparece quizá relacionado con pubes 
(Benveniste [1014]), aunque se pueda demostrar que la pubes (clase 
de hombres en edad de hacer la guerra) está lejos de formar por sí 
solo el populus, en el que participan también los seniores (Morel 
[1027]). Populus tiene quizá la misma raíz que plebs, la de la palabra 
griega plethos. Poca importancia tiene esto para el historiador de la 
República tardía por cuanto el sentido constitucional de la palabra 
populus no dejó de precisarse e incluso su diferencia con plebs, esen- 
cial hasta el siglo 1V (aunque plebs se opone de hecho a «patricio»), 
se atenuó considerablemente. Tanto frente al Senado como frente a los 
magistrados (aunque también para algunas figuras políticas por enci- 
ma de éstas) el populus romanus representa la comunidad de todos 
los ciudadanos romanos. Comunidad en la medida en que podía actuar 
(volontas o jussus populi son expresiones fundamentales) y esta po- 
sibilidad de actuar implicaba reglas de derecho y una organización 
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adecuada. Pueblo, ciudad, res publica son, por tanto, tres términos 
fundamentales del derecho y de la filosofía políticas de los romanos 
de la República, en estrecha relación entre sí pero que expresan (si 
queremos aquilatar y distinguir los conceptos) tres aspectos diferentes 
de una misma realidad. Basta, a este respecto, citar la definición, evi- 
dentemente más filosófica y política que jurídica, que da Cicerón en 
el año 54: «Un pueblo no es cualquier conjunto de hombres sino una 
reunión numerosa basada en lazos de asociación que reconocen un 
derecho común y tratan de conseguir ventajas recíprocas» (De Rep., 
I, 39), Definido así el pueblo como una asociación orgánica basada en 
un derecho común, podemos a su vez definir a la civitas como «la cons- 
titución, la forma de organización» del pueblo y a la res publica 
como las cosas que pertenecen al pueblo (De Rep., 1, 41). Originaria- 
mente civitas es un término abstracto: es al mismo tiempo la condi- 
ción de los que son ciudadanos y el conjunto de estos ciudadanos en 
la medida en que forman una colectividad, un corpus (Cic., Mur., 51). 
En cierto sentido, se puede considerar que la civitas es más amplia 
que el pueblo, ya que resulta del acuerdo del pueblo, del Senado y 
de los magistrados. Como decía ya Polibio (VI, 11, 11; 14, 1), el 
pueblo no es más que uno de los órganos de la ciudad. El término 
griego politeia designa al mismo tiempo —algo así como civitas— 
al conjunto de ciudadanos y a las instituciones que los rigen. En latín 
es lo que se llama el status civitatis (Cic., De Leg., 1, 15: «de la me- 
jor constitución»). 

En los primeros tiempos de Roma y de la República la distinción 
entre populus y plebs era esencial. Juristas e historiadores concuerdan 
en afirmar que el populus designaba a todo el pueblo, comprendidos 
los patricios, mientras que la plebe, por definición y no importa cuá- 
les fueran su origen y su composición, excluía a los patricios y quizá 
también a sus clientes. En determinado momento histórico la plebe 
se dio unas instituciones propias —una asamblea, el concilium y 
«contra-magistrados» (ediles y tribunos)—, instituciones que coexis- 
tían con las del populus (asambleas y magistrados) sin integrarse en 
ellas. Ahora bien, la integración cada vez mayor de la plebe en el 
Estado romano es un fenómeno que no admite duda, por muy oscuro 
que resulte el proceso. Indudablemente, esta integración se había 
completado en el período que estudiamos. Es cierto que, técnicamen- 
te, los dos términos, sobre todo en el vocabulario comicial, designan 
todavía realidades diferentes: en principio, las asambleas que presi- 
den los tribunos y los ediles de la plebe quedaban reservadas, quizás, 
a la plebe, y aún se estudia si los patricios (que a finales de la Repú- 
blica no eran más que un puñado) quedaban o no excluidos de ella. 
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Cuando menos, sabemos con seguridad que la decisión votada a pro- 
puesta de un tribuno de la plebe recibía formalmente el nombre de 
plebiscito. Ahora bien, como antes del año 286 el plebiscito obligaba 
a todo el pueblo, puede llamársele también por extensión lex, lo que 
aparece en los mismos textos legislativos. Por otra parte, los magis- 
tradas superiores, incluso cuando actúan ante los comicios por tribus, 
lo hacen con todo el pueblo, de forma que estos comicios —pese a lo 
que se ha dicho recientemente (Develin [1038])— eran «comicios del 
pueblo». Dado que, por una evolución semántica inversa, que ha pues- 
to de relieve por ejemplo J. Hellegouarc'h [1276], populus terminó 
por designar —en el lenguaje corriente no técnico--- a las «masas 
populares» por oposición (social y política) a los senadores y a los 
caballeros, no hay que buscar a cualquier precio una realidad jurídica 
demasiado estricta en las fórmulas que integran u oponen populus y 
plebs. No fue sino después del año 46 cuando la expresión plebs urba- 
na o plebs adquirió nuevamente el significado limitado y técnico de 
«miembros de la plebe frumentaria», es decir, los ciudadanos benefi- 
ciarios de las distribuciones de trigo que se efectuaban oficialmente 
en Roma (Cic., Fam., X, 8; X, 35; XII, 15). Se trata, en suma, de 
una nueva entidad jurídica (cf. más adelante, cuando hablemos de los 
concilia plebis). 


«Populus» y «civitas». Hemos dicho que el pueblo era por defini- 
ción la totalidad de los ciudadanos (/nsf., 1, 2, 3: appellatione populi 
universi cives significantur; cf. Ateyo Capitón, en Aulo Gelio, X, 20, 
5: omnes partes civitatis); así pues, es la cualidad de ciudadano la 
que determina la pertenencia al pueblo romano. De ahí la importancia 
de la definición del derecho de ciudad y de su concesión y adquisición 
eventuales, uno de los aspectos clave de la historia romana. Hemos de 
mencionar, de entrada, una paradoja importante: no existía un «có- 
digo» de la ciudadanía, que fijara, por ejemplo, algunos requisitos 
previos, como sucedía en Atenas desde el famoso decreto del año 451 
(Aristóteles, Const. At., 26, 4; 42, 1) que limitaba el derecho de ciu- 
dadanía a aquellos cuyos dos padres fueran atenienses, de 18 años 
de edad e inscritos en el registro de su demos. Ciertamente, en Roma 
la primera condición para ser ciudadano era la del nacimiento, pero 
los juristas no codificaron esta norma hasta época muy tardía (Gayo, 
I, 78-80) y bastaba con que el padre fuera ciudadano y el matrimonio 
un iustum matrimonium, lo que posibilitaba que las esposas latinas 
o peregrinas engendraran eventualmente ciudadanos. El hijo de una 
romana y de un latino o un peregrino era ciudadano, al menos hasta 
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que se promulgó una ley Minucia anterior al año 91 (Ulpiano, V, 8; 
Gayo, l, 78-80). 

El problema de la ciudadanía romana es de fundamental impor- 
tancia porque en todo momento, al menos desde el siglo Iv (aunque 
tal vez desde el principio de la historia de Roma, como la tradición 
romana se complace en subrayar), pudo ser concedida a extranjeros, 
residieran o no en Roma, Es verdad que esta práctica existía ya en el 
mundo helenístico pero en ninguna otra parte conoció la misma exten- 
sión que en Roma. Ya hemos visto la importancia que tuvo para Italia 
esta cuestión antes y después de la guerra social. Ello no quiere decir, 
naturalmente, que no fuera necesaria una decisión oficial. En princi- 
pio, tanto la concesión como la privación del derecho de ciudad, que 
interesaba fundamentalmente al populus, eran de su quizás exclusiva 
competencia, tal como afirmaba Mommsen (Tito Livio, XXXVIIL, 36; 
Cic., Pro Balbo, 25). La ciudadanía podía concederse, pues, mediante 
medidas nominales, dirigidas a colectividades o individuos (relación 
en Rotondi ([203 6], pp. 85-87). Pero la mayor parte, si no la tota- 
lidad de estas leyes, se proponían ex senatus consulto: era el Senado 
el que a veces recibía a la delegación del pueblo para confirmar o, 
por el contrario, invalidar, en un caso concreto, una regla general (des- 
pués de la ley Julia del año 90, T.L., Per., 80 y 84; en el año 210 
para los campianos, T.L., XXVI, 33; en el 195 con respecto a los 
ferentinos, T. L., XXXIV, 42). Ahora bien, la ciudadanía podía deri- 
var también de estipulaciones generales, cuyas consecuencias eran 
automáticas (diferencia entre los civitae donati y los civitae conse- 
cuti) : los «tratados» establecidos con las gentes de derecho latino les 
concedían la posibilidad de convertirse en ciudadanos romanos si se 
instalaban en Roma, esto al menos en torno al 177 (T. L., 8, 9; 9, 9). 
Por contra, a finales del siglo 11 los magistrados de las ciudades lati- 
nas se convertían automáticamente en ciudadanos después de haber 
cumplido su magistratura (Asconio, 3 C). Algunas leyes establecían 
la ciudadanía como recompensa para aquellos acusadores que resul. 
taran victoriosos en el juicio (lex repet., 1. 76; Cic., Pro Balbo, 54). 
A mayor abundamiento, sobre todo a finales de la República, el pue- 
blo podía dar delegación a un magistrado para conferir la ciudadanía 
como recompensa, por lo general mediante la inscripción ficticia en 
una colonia de ciudadanos. Podemos citar como ejemplo la lex Appu- 
leia del año 100 (Cic., Balbo, 58) que autorizó a Mario a inscribir a 
300 nuevos ciudadanos en cada colonia de nueva fundación, o la ley 
Julia del año 90 (para recompensar a muchos soldados, cf. la inscrip- 
ción de Asculum, /£S, 8888); la lex Vatinia del año 59 sobre la colo- 
nia de Novum Comum (Estrabón, V, 1, 6; Atz£., V, 11, 2; un griego 
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de Sicilia llegó a ser romano por este procedimiento, cf, Nicolet, 
AEPHE, 1976). Ya hemos visto (pp. 6, 205, 212) la importancia 
demográfica, para las dimensiones del cuerpo cívico y político y para 
las relaciones de Roma e Italia, de esta extensión notable del derecho 
de ciudadanía romano a los italianos y, muy pronto, los provinciales, 


Más importante resulta aún, rompiendo así las costumbres griegas (pese a lo 
que haya afirmado P. Gauthier, Mél Seston [1021], 207-216), el hecho de que 
la ciudadanía se extendiera también, directamente sin otras restricciones que 
las políticas, a los libertos. Fuera cual fuere la forma jurídica de la manu- 
misión, tenía como consecuencia la concesión de todos los derechos civiles al 
liberto y, en principio, de todos los derechos políticos, limitados tan sólo por 
el lugar que se le concediera en la jerarquía de los grupos constituidos, tribus 
y Clases. Por supuesto, se le negaba el derecho a ser candidato a los honores 
que, de todas formas, estaba reservado a los caballeros (a menos que por una 
decisión expresa se hiciera también caballero al liberto). El acceso a la condi- 
ción de ciudadano era consecuencia directa de la adquisición de la libertad, 
hasta el punto de que la inscripción en el censo, e incluso, en el año 58, en 
los registros de las frumentaciones, llegó a ser, a su vez, una de las formas de 
manumisión. Por mucho que los romanistas discutan sobre este hecho a primera, 
vista exorbitante, era de todas formas real, y durante los siglos 12 y 1 a. de J, C. 
adquirió una importancia política considerable, precisamente porque los libertos 
disponían de una serie de derechos, incluso electorales, que hacian de ellos uno 
de los elementos importantes de las luchas políticas, Así se explica que se 
promulgaran leyes «sobre el voto de los libertos y los nuevos ciudadanos», es 
decir, sobre su inscripción en una u otra tribu (cf, el debate entre los censores 
en el año 169, T. L., XLV, 15, 1-7; lex Aemilia del año 115, Plinio, AN, VIH, 
223; lex Sulpicia del año 88, T. L., Per., 77; Asc,, 64 C; Manilia del año 66, 
Asc., 64 C; Clodia del 52, Asc., 52 C). Asi pues, los libertos formaban parte 
del populus. 


De la misma forma que se podía llegar a ser ciudadano, también 
era posible dejar de serlo. Sin embargo, los romanos consideraban 
que la ciudadanía sólo se perdía por un acto voluntario, por ejemplo, 
al convertirse en ciudadano de otra ciudad (por ello era imprudente 
aceptar incluso las ciudadanías honoríficas que dispensaban las ciu- 
dades griegas, Cic., Pro Archia, 22; Pro Balbo, 29-30; De Domo, 77- 
78). No obstante, algunas condenas entrañaban la pérdida de la ciu- 
dadanía. Aquellos que se substraían a la leva militar y a las obliga- 
ciones del censo eran vendidos (Pro Caec., 98), pero en realidad eran 
ellos los que habían renunciado a la solidaridad de la ciudad. Quienes 
eran entregados a algunos enemigos (los dediti) no perdían su con- 
dición de ciudadanos sino en el caso de que los enemigos los hubieran 
aceptado (el caso famoso de Hostilio Mancino después del asedio.de 
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Numancia, Pro Caec., 98; Dig., 50, 7, 18). Algunas leyes establecían 
que aquellos ciudadanos que iban a recibir una sentencia condenatoria 
tenían la posibilidad de exiliarse, abandonando voluntariamente la 
ciudad. 

No es suficiente con definir al populus como la totalidad de los 
ciudadanos. Para que el derecho de ciudadanía fuera efectivo era ne- 
cesario que el ciudadano quedara registrado oficialmente y, sobre todo, 
distribuido en el seno de los grupos (partes) cuyo conjunto constituía 
la civitas. Ya hemos comentado la importancia de estas operaciones 
del censo y de clasificación para la estructuración de la sociedad ro- 
mana (véase p. 112). Examinémoslos ahora desde el prisma político. 
La política, es decir, la toma de decisión racional (lo que Aristóteles 
llama la krísis, que los romanos designan como la voluntad y su expre- 
sión, volontas y iussúm). En un principio, y hasta mediados del si- 
glo 11, el principio fundamental de la organización censitaria era que 
las cargas y ventajas de la vida colectiva debían ser repartidas entre 
los ciudadanos, en función de su capacidad económica y de su digni- 
dad, de forma que se equilibraran. Aquellos que poseían más debían 
también poner a contribución con más frecuencia su persona y sus bie- 
nes, pero recibían al mismo tiempo mayores responsabilidades en la 
toma de decisión (Dionisio, TV, 19; Tito Livio, I, 43; cf. XXVI, 36, 2). 

Más adelante analizaremos el concepto de «soberanía del pueblo» 
en Roma, así como sus límites (como señala Utschenko [1031 b], esta 
expresión es completamente moderna). Lo cierto es que el pueblo, 
soberano o no, expresaba constantemente su opinión sobre gran nú- 
mero de asuntos y que tenía que manifestar, por tanto, «su voluntad 
y sus órdenes». Toda la vida colectiva de Roma puede considerarse, en 
cierto sentido, como contractual (opinión de Mommsen), pues en mu- 
chos casos el magistrado por sí solo, pese a su imperium, no podía 
llevar adelante una acción que comprometiera al Estado si no parti- 
cipaba en él, como en un verdadero contrato, el conjunto de los ciu- 
dadanos que componían el populus. Ello no quiere decir que los ám- 
bitos en los que esta participación del pueblo era obligatoria cubrie- 
ran la totalidad de la vida colectiva: los magistrados, sacerdotes y el 
Senado tenían cada uno de ellos una esfera de acción en la que su 
independencia resultaba irreductible. Dicho esto, hay que añadir que 
poco a poco la participación del pueblo llegó a ser indispensable en 
los tres aspectos que tan bien define Polibio: la elección de los magis- 
trados, la votación de las leyes y plebiscitos y el juicio de los crímenes 
y delitos importantes. Más adelante hablaremos sobre este aspecto. 

Aunque el pueblo podía y debía manifestar su voluntad y sus órde- 
nes, siempre existió limitación a la expresión de esta voluntad. Ánte 
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todo, el pueblo no podía actuar solo; para consultarlo había que con- 
vocarlo a que se reuniera; no podía tomar por sí mismo la iniciativa 
de hacerlo y si, por razones diversas, no se le convocaba, nadie 
tenía la facultad de protestar. Ásí, aparte de los momentos en que 
se le convocaba, el pueblo no tenía sino una existencia virtual, como 
un menor cuyos intereses son administrados por un tutor (los ma- 
gistrados y el Senado, Cic., De Off., 1, 124). Sólo algunos magis- 
trados poseían jurídicamente (jure), la capacidad de «actuar» con el 
pueblo, de convocarlo y someter algún tema a su consideración. Su- 
brayemos además, con Mommsen, que el resultado final de esta movi- 
lización de la voluntad popular (elección, votación de una ley, jui- 
cio) no era sino un acto bilateral en el que el magistrado contaba 
tanto como el pueblo, una especie de contrato. De este concepto de 
contrato se derivan importantes consecuencias. Los contratantes debían 
estar presentes físicamente y ello excluye (como en la mayor parte 
de los Estados antiguos) la idea moderna de «representación» políti- 
ca: la «democracia» romana fue, por tanto, una democracia directa. 
Por otra parte, si toda acción del pueblo era como un contrato, este 
contrato debía ser cumplido según una serie de procedimientos que 
aseguraban su validez: en otras palabras, existía un derecho comi- 
cial, ya fuera consuetudinario y sacralizado o, muy posteriormente, 
regulado por la ley y desprovisto de su carácter religioso. Asistire- 
mos, precisamente, a un esfuerzo constante y coronado en parte por 
el éxito, para mejorar y liberar el ejercicio del derecho de voto por 
parte del pueblo. 

El pueblo, pues, no puede expresarse más que en sus asambleas, 
es decir, en una fecha fija y en unos lugares determinados. Hay un 
solo término, significativo, para designar estas asambleas competen- 
tes: comitia, en plural. En efecto, a quien se convoca bajo el nombre 
de «pueblo» no es una masa indeterminada de ciudadanos, de indivi- 
duos, sino a un número bien determinado de «partes» del pueblo, de 
subunidades si se quiere: las curias, las tribus y las centurias. «La 
voluntad del pueblo surge no de la voluntad contabilizada de la ma- 
yoría de los ciudadanos sino, según los casos, de la mayoría de las 
curias, de las tribus o de las centurias. Expresiones como “las tribus 
aceptaron tal ley” son perfectamente sinónimas de la fórmula “el pue- 
blo votó tal ley”» (C. Nicolet, Métier, p. 292). Principio éste siempre 
admitido en Roma y perfectamente expresado por Cicerón en numero- 
sas ocasiones : 


«Los romanos de otro tiempo, tan sabios y escrupulosos, negaron todo valor 
a las asambleas informales (contiones). Quisieron que para las decisiones de la 
plebe y las órdenes del pueblo se rechazara la contio, que se distribuyese a.los 
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componentes del pueblo, dividiéndolos por tribus y centurias, según los órdenes, 
clases y edades, que los autores de la proposición fueran escuchados, que du- 
rante varios días la proposición quedara a la vista de todos y llegara al cono- 
cimiento del público y que sólo entonces el pueblo la aprobara o la rechazara» 
(Pro Flacco, 15-16). 


2. Las asambleas del pueblo romano («comitia») 


Polibio (VI, 14), al describir de forma funcional y pragmática 
los mecanismos de la constitución romana y de sus tres elementos 
constituyentes, magistrados superiores, Senado y pueblo, reconoce a 
este último una «parte» fundamental, que se divide en tres aspectos : 
el pueblo es responsable de los «castigos», es decir, de los juicios im- 
portantes; de las «recompensas», y entre ellas sitúa la elección para 
las magistraturas; responsable también de las votaciones de las leyes, 
de las declaraciones de paz y de guerra. La prueba de que esta des- 
cripción no es jurídica radica en que Polibio distingue las leyes y la 
ratificación de las declaraciones de guerra y de los tratados de paz, 
siendo así que esta última se hace precisamente mediante la votación 
de una ley. Diríamos, más bien, que la soberanía, o al menos la com- 
petencia del pueblo, se manifiesta en tres aspectos: electoral, legisla- 
tivo y judicial (pueden existir concomitancias ya que algunas sancio- 
nes penales están previstas por las leyes, Rotondi [203 5], p. 102). 

Una de las características más destacables del derecho comicial 
romano lo constituye la existencia simultánea de varias asambleas 
diferentes, tanto por su constitución y organización como por sus 
competencias y funcionamiento, todas las cuales constituyen, de algu- 
na forma, el populus. Rasgo éste que encontramos en algunas ciuda- 
des griegas, especialmente en la Magna Grecia, pero que contrasta 
fuertemente con la asamblea única de Atenas, por ejemplo. Existían 
en Roma al menos tres, tal vez cuatro si, como se acepta habitualmen- 
te, el concilium plebis era distinto jurídicamente de los comicios tri- 
butos: los comicios curiales, los comicios centuriados, los comicios 
tributos (y quizás el concilium. plebis). Ys fácil colegir que con tres 
(o con cuatro) asambleas diferentes, así como un gran número de 
magistrados capacitados para convocarlas y, además, con tres grandes 
áreas de competencia, el derecho comicial romano era particularmente 
complejo, tanto más cuanto que, según las épocas, sufrió incesantes 
modificaciones. 


Por este motivo, más que hacer largas consideraciones he preferido repro- 
ducir (p. 268) un cuadro tomado de L. Ross Taylor [1082] que resume muy cla- 
ramente el estado de nuestros conocimientos y la opinión admitida habitual. 
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mente. La única controversia desde Madvig, Ikne y Costa hasta la publicación 
de un reciente artículo de R. Develin [1039], se plantea respecto a la oportu- 
nidad de admitir realmente la existencia, a finales de la República, de una 
asamblea por tribus que, convocada por un tribuno de la plebe, excluiría de 
derecho a los patricios y recibiría el nombre técnico (costumbre por otra parte 
no siempre respetada) de concilium plebis, y una asamblea por tribus convocada 
por otros magistrados y que agruparía a todo el populus, comprendidos los pa- 
tricios, Develin sostiene que durante la República no existió ninguna asamblea 
de este tipo y que cuando los textos mencionan los comitia tributa, se trata 
siempre de la asamblea plebeya. Hemos de concederle que 'a finales de la Re- 
pública, cuando los patricios eran tan poco numerosos, la diferencia era insig- 
nificante, En efecto, es posible que para las asambleas convocadas por los tri- 
bunos y, particularmente, para la elección de los tribunos y ediles de la plebe 
—magistraturas prohibidas a los patricios— estos últimos fueran también ex- 
cluidos como electores (tal y como afirma Lily Ross Taylor, Voting Assemblies, 
pp. 60, 111, 140); Develin mantiene, por el contrario, que incluso los comitia 
tributa eran asambleas exclusivamente plebeyas. Esta afirmación queda desmen- 
tida por al menos tres leyes propuestas por los cónsules y votadas (excepcional. 
mente) en los comicios tributos: la lex Julia de publicanis del año 59 (Cic. Plan. 
cio, 35), la lex Gabinia Calpurnia de Delos del año 58 (CIL, P, 2500) y la 
lex Quinctia sobre los acueductos del año 9 a, de J.C, (Frontino, Ag., 99). 


Composición y competencias de los distintos comicios: 


Los comicios curiales. Tenían tan sólo un valor puramente formal y ritual, 
Si en un principio todos los ciudadanos eran miembros de una de las treinta 
curias, éstas, en la medida en que aún eran una realidad en la época que es- 
tudiamos, no contaban más que con algunas gentes, y la mayor parte de los 
ciudadanos ignoraban a qué curia pertenecían (Ovidio, Fasti, 11, 531). La asam- 
blea curiada sólo se reunía raras veces para ciertas formalidades: bajo la pre- 
sidencia del gran pontífice (comitia calata) para la adopción por adrogatio 
(Aulo Gelio, V, 19, 9) y para la votación de la lex de imperio, ley de investi- 
dura que seguía a la elección tanto de los magistrados menores como de los ma- 
yores (Messala, en Aulo Gelio, XIII, 15; Cic., De lege agr., 22, 26). Según ha 
demostrado A. Magdelain [1051] de forma ingeniosa, esta investidura era total. 
mente necesaria porque determinaba el contenido real de los poderes del magis- 
trado. «La elección [no] es [más que] una elección, a continuación tiene lugar 
la colación de la magistratura por una ley renovada todos los años» (p, 200). 
Esta formalidad fue en todo momento indispensable, incluso cuando la elección 
por el pueblo adquirió pleno significado político. Un cónsul sin lex curiata con- 
taba tan sólo con un poder disminuido (Apio Claudio en el año 54, Cic., AÁ£t£., 
TV, 17, 2; Dión, XLI, 43 para los del año 49; At£,, VIII, 15, 3), argumento 
que podían utilizar los tribunos, A raíz de ello la institución queda totalmen- 
te degradada: las curias fueron sustituidas por 30 lictores (Cic,, Leg. agr., 


H, 31). 
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Los comicios centuriados. Es la más antigua y más importante de las asam» 
bleas políticas del pueblo romano y quizá la única auténticamente soberana 
(maximus comitiatus, Cic., De leg,, WI, 11; 1H, 44; es la fórmula de las 
XU Tablas, ibíd,, 44) (A. Magdelain [1052], 280-286). La tradición remonta su 
origen a la instauración del census por el rey Servio Tulio: esta asamblea era 
la expresión, en el plano político, de la organización de las clases, repartidas a 
su vez en centurias, creada por aquel rey legendario y a la que se atendrían 
a partir del año 443 los censores. La relación de esta asamblea con la organi- 
zación fiscal y militar de la ciudad es evidente y así lo subrayan los analistas 
(Dionisio de Halicarnaso, IV, 19-21; Tito Livio, 1, 42-43; Cic,, De Rep., U, 40). 
No obstante, ya hemos dicho anteriormente que no hay que considerar que el 
sistema de clases y centurias tal como se describe en textos en definitiva muy 
tardíos (de finales del siglo 1 a. de J.C.) reflejan exactamente la organización 
del ejército, En realidad, el sistema de centurias (en latín se dice ratio o dis- 
criptio, lo que significa literalmente distribución en los registros) no fue nunca 
más que un marco con un número fijo de categorías entre las cuales debían ser 
distribuidos los ciudadanos, por definición en número variable. En nuestra opi- 
nión, este marco tenía como objetivo distribuir de forma lo más igualitaria po- 
sible las facultades contributivas de la ciudad. Cada unidad (la «centuria») 
representaba aproximadamente el mismo «valor», es decir, comprendía a un nú- 
mero de hombres tanto mayor cuanto más grande era su pobreza, En definitiva, 
cada grupo debía aportar lo mismo en los tres aspectos, militar, fiscal y polí- 
tico: el mismo número de hombres para la leva, una fracción equivalente del 
impuesto directó y, finalmente, una voz en los comicios, 

Los tres autores a los que antes hemos hecho referencia, Cicerón, Dionisio 
y Tito Livio, describen con la suficiente exactitud el sistema «serviano». Sólo 
varían dichos autores en algunos detalles: cifra del censo de la quinta clase que 
determinaba la diferencia entre los adsidui (obligados al servicio militar y al 
pago del impuesto) y los proletariz o los capite censi, no movilizables en situa- 
ción ordinaria, así como el número y lugar de las centurias supernumerarias de 
los músicos y obreros (que desempeñaron un papel importante en el ejército en 
la época arcaica). Por otra parte, los anticuarios y lexicógrafos mencionan la 
existencia de otras centurias comiciales como los proci patricii, sin duda los 
cónsules patricios, y la centuria llamada ni quis scívit, donde votaban quizás 
en determinado momento quienes habían sido sancionados por los censores. De 
todas formas, en los tres autores citados el número total de las centurias varía 
solamente entre 193 y 195 (cifra impar para poder obtener así una mayoría) 
y Cicerón (De Rep., II, 40) demuestra formalmente que en el año 129 a. de J. C. 
(fecha ficticia del De Rep.) esta cifra no había sido sobrepasada ni lo sería 
nunca a pesar de lo que afirma una tradición moderna errónea que sitúa el 
número total de centurias en 350, 

El principio de organización de los comicios centuriados está perfectamente 
claro: los ciudadanos varones adultos eran distribuidos en clases censitarias en 
función de la cuantía de su census (es decir, la estimación en moneda por los 
censores, y según su declaración, de la totalidad de su fortuna). Tal como se 
nos describe el sistema (habría que determinar a qué período corresponde), 
existían cinco clases y las cifras del censo se expresaban en ases (cf, Nicolet 
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[1029], 300). Naturalmente había muchos más ciudadanos, en general, en las 
clases inferiores e incluso más todavía en la categoría «por debajo de la úl. 
tima clase» que en las superiores. Dentro de cada clase los ciudadanos varones 
adultos se distribuían en un número igual de centurias en función de su edad: 
juniores hasta los 45 años, seniores por encima de esa edad. Tito Livio y Dionisio 
concuerdan en el número de las centurias, mayor para la primera clase que 
para las últimas (cf. cuadro). Dado que las centurias votaban en orden jerár- 
quico, el sistema estaba pensado para otorgar a las centurias de la primera 
clase, si se ponían de acuerdo, la mayoría absoluta (18 centurias de caballeros, 
80 de infantes = 98; número de las restantes centurias: 97; número total: 195). 

Todo quedaría perfectamente en claro si en su De Republica Cicerón no im- 
pulsara a uno de sus interlocutores a hacer un cálculo un tanto diferente, Por 
desgracia se trata de un pasaje transmitido por un solo manuscrito, incompleto, 
lleno de correcciones y, por ello, de interpretación muy difícil, que desde su 
descubrimiento en 1818 ha suscitado una polémica interminable y, sin duda, 
bastante fútil. Para que resultara comprensible el texto original fue corregido 
por un copista antiguo, de forma que el número de centurias de la primera 
clase ya no es de 80 sino de 70, De esta forma, para alcanzar la mayoría de 98 
deben incluirse al menos ocho centurias de la segunda clase. Así se ha dedu- 
cido que antes del año 129 se realizó una reforma —en realidad poco impor- 
tante— que rebajó el número de las centurias de la primera clase para dar un 
poco más de influencia a los ciudadanos de la segunda. Considerando que Tito 
Livio menciona en tres oportunidades, en los años 215, 211 y 210, con ocasión 
de los votos centuriados electorales, el voto de una centuria de jóvenes de una 
tribu rústica, que parece que ha de pertenecer necesariamente a la primera 
clase, se ha llegado a la conclusión de que en esas fechas la cifra de 70 cen- 
turias para esta clase se correspondía con la de las tribus: en cada una de las 
35 tribus habría, para la primera clase, una centuria de juniores y otra de 
seriones (Nicolet, Métier de citoyen, pp, 301-303 y 353-355), Tal interpretación 
puede ser válida, pero debemos destacar que esta correspondencia con las 35 tri- 
bus no afectó —si es que realmente fue asi— más que a la primera clase. Las 
restantes 105 centurias, si es que entonces tuvieron como base a las tribus, se 
distribuyeron de otra forma, sin duda tal como en el año 5 d, de J.C. se dis- 
tribuyeron las 10 nuevas centurias de senadores y de jueces entre 33 tribus, 
procedimiento que en 1947 salió a la luz gracias al descubrimiento de la Tabula 
Hebana. Se plantean dudas a la hora de señalar el momento y el autor even- 
tuales de la «reforma» que, de cualquier manera, ha de ser posterior al año 241 
(fecha en que se crearon las dos últimas de las 35 tribus) y anterior al 179, 
L. Ross Taylor se inclina por el año 241 y, recientemente, U. Hackl [1044], 
pp. 135-174, propone, siguiendo a otros autores, la censura de Q. Fabio Má- 
ximo Verrucoso en el año 230, Esta cuestión se ha complicado sin necesidad al 
hacer referencia a una inscripción de Brindisi que nada permite afirmar que 
sea un elogio de Fabio Máximo y no de un magistrado local (L, R, T. [10781, 
E, Gabba [1043], pp. 90-105. Texto en AE, 1954, 216, Véase la discusión en 
F. Cassola [1037 b], pp. 290-292). Otros proyectos de reformas electorales u 
otras reformas de menor importancia tuvieron lugar durante los siglos 11 y 1, 
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pero habrá que esperar al año 5 d, de J,C. para que los comicios centuriados 
sean significativamente modificados: cf. más adelante, p. 270, Un elemento im- 
portante para la datación del sistema tal como lo describen Tito Livio y Dio- 
nisio reside en las cifras censitarias a las que hacen referencia (100000 ases 
para la primera clase). Numismatas e historiadores concuerdan ahora en que 
estas cifras se expresan en ases devaluados, «sextantarios», introducidos en el 
año 214 a. de J.C. Indiquemos también que no se hace mención de los sester- 
cios, moneda de cuenta que comenzó a utilizarse a principios del siglo 11. 
Durante los dos últimos siglos de la República los comicios centuriados sólo 
tuvieron un papel importante en la elección de los magistrados superiores, cón- 
sules, pretores y censores, Desde el año 218 perdieron una gran parte de su 
importancia legislativa. En el siglo 1 sólo poseemos testimonio de tres ocasiones 
en que estos comicios ejercieron su actividad legislativa: la ley sobre el regreso 
de Cicerón en el año 57, la ley Cornelia sobre la concesión del derecho de ciu- 
dadanía a Volaterrae en el año 82 (Cic,, Dom., 79, Caec., 95) y algunas leyes 
de César en el año 46 (Cic., Fil., 1, 19), si exceptuamos las leyes de declara- 
ción de guerra y ratificación de tratados (por ejemplo, las dos declaraciones de 
guerra a los macedonios en los años 200 y 171; Rotondi, pp. 89-90), Los comi- 
cios centuriados actuaban también como tribunal de apelación para los pro: 
cesos de perduellio, atribución que consiguieron en fecha relativamente reciente 


(cf. A. Magdelain [1054], pp. 405-422), 


Los comicios tributos. Reunían también a todos los ciudadanos romanos dis- 
tribuidos en tribus por los censores, El lazo entre el ciudadano y la tribu era 
uno de los más fuertes en la ciudad de Roma. La mención de la tribu formaba 
parte del estado civil del ciudadano, de su mismo nombre, y constituía la prueba 
de su derecho completo como ciudadano (los ciudadanos sin derecho a voto, 
categoría que existió hasta finales del siglo 11, no estaban inscritos en las tribus: 
cf, Tito Livio, XXXVIIL, 36, 7). A partir de esta fecha era imposible excluir a 
un ciudadano de las tribus y privarlo del derecho, al menos virtual, de voto 
(Tito Livio, XLV, 15, 3-4; C, Nicolet [1028]). Los censores eran, en último 
extremo, los responsables de la inscripción. La tribu no era estrictamente terri- 
torial sino también, en cierta medida, personal, concretamente en la medida en 
que ciertas categorías sociales (colectividades de individuos alógenos convertidos 
en ciudadanos, o los libertos) podían ser adscritos a una u otra tribu, por ejem- 
plo las tribus urbanas reservadas a los libertos (Asconio, p. 52 C). De todas 
formas, los censores se limitaban casi siempre a registrar las declaraciones de 
los ciudadanos. Así, lo más frecuente era que cada ciudadano perteneciera a 
la misma tribu que su padre, No existtía una relación absolutamente obligada 
entre la residencia, el origen, la situación de las propiedades agrarias y la tribu. 
A finales del siglo 11, y sin duda por razones políticas, en algunas familias im- 
portantes padres e hijos no se inscribían en la misma tribu (discurso de Escipión 
Emiliano, en Aulo Gelio, V, 19, 15), 

Para los comicios tributos en el interior de la tribu no existía orden de pre- 
lación: todos los ciudadanos se presentaban en «desorden», fuse (Cic., De leg,, 
TIT, 44), Estos comicios tenían, pues, un carácter más «democrático», más po- 


259 


pular (Dionisio, VII, 59, 1; 59, 10). Sin embargo, tampoco en ellos era lo deci- 
sivo el voto individual (excepto en el interior de la tribu), sino la mayoría de 
las unidades de voto (18 tribus de un total de 35), De ahí la importancia de los 
procedimientos, como veremos más adelante, especialmente el orden de llamada 
y el orden del recuento de los votos de las tribus. Con respecto al problema de 
la distribución de los nuevos ciudadanos, de los libertos o, tras la guerra social, 
los italianos en las tribus, véanse pp. 140 y 212, 

La competencia de los comicios tributos era también triple, Ante todo elec- 
toral, pues elegían a los magistrados de la plebe (tribunos y ediles) y a los 
magistrados inferiores, hasta el pretor (excluido). En segundo lugar, competen- 
cia legislativa: votaban las leyes si eran convocados por un magistrado superior, 
y los plebiscitos cuando los convocaban los tribunos. Era ésta, con mucho, su 
actividad fundamental a finales de la República: la casi totalidad de las leyes 
aprobadas con posterioridad al año 218 fueron votadas por las tribus, incluso 
las leyes referentes a la organización de las magistraturas curules y quizá tam- 
bién a las leyes electorales que hacían referencia a los comicios centuriados, 
Recordemos que la ley y el plebiscito no eran, ni mucho menos, la única 
fuente de derecho, especialmente del derecho privado, No contamos más que 
una docena de este tipo de leyes para la época que estamos estudiando, Incluso 
si añadimos las leyes sobre el procedimiento civil (una media docena), las leyes 
mediante las que se creaban unos jurados para lo criminal que podían interesar 
al derecho privado, y las leyes para lo criminal (la mayor parte de las cuales 
se refieren al derecho público, aunque algunas de vi, de sicariis, de falsis, de 
strupis, etc., al derecho privado), el total es insignificante con respecto al nú- 
mero considerable de leyes y plebiscitos que afectaban al derecho público y al 
derecho constitucional o a la política (Rotondi, pp. 73-108; A, Watson, Law 
Making, pp. 6-20). Finalmente, los comicios tríbutos tenían atribuciones judi- 
ciales: los comicios tributos podían intervenir en toda acusación por un crimen 
público cuya pena hubiera de ser una multa, Fue un procedimiento muy fre». 
cuente hasta en torno al año 123, fecha a partir de la cual se multiplicaron las 
quaestiones permanentes (y sin apelación) y que poco a poco despojaron de sus 
competencias a la asamblea del pueblo (Botsford [1034 51, 317-327), 


3. El funcionamiento de las asambleas del pueblo: 
procedimienios y manipulaciones 


a) La reglamentación de los comicios: convocatoria, calendario 
y topografía. Siempre era un magistrado quien debía convocar al 
pueblo (Aulo Gelio, X, 20, 7), aunque algunas convocatorias eran 
prácticamente obligatorias y otras, por el contrario, facultativas. Las 
primeras eran para la elección de los magistrados electivos (la gran 
mayoría) que desde los orígenes de la República, sin duda, se cele- 
braban anualmente para la mayor parte de las magistraturas, salvo 
los censores y quizá también las comisiones especiales, Durante el 
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período que estudiamos, los magistrados en el poder tenían la obli- 
gación de proveer a su debido tiempo a sus sucesores o a los sucesores 
de sus colegas subordinados (por ejemplo, eran los cónsules quienes 
presidían los comicios edilicios hacia el año 55 a. de J. C., Varrón, 
RR, IM, 7, 1). Este papel de presidente concedía por lo general a los 
cónsules una autonomía considerable en la recepción de las candida- 
turas y en su examen. Por lo que respecta al calendario, fue fijado 
prácticamente en el año 154 cuando se concretó en el primero de 
enero la entrada en función de los cónsules (mientras que la de los 
cuestores siguió siendo el 5 de diciembre y la de los tribunos el día 
10). A partir de aquel momento, las elecciones tenían lugar, en prin- 
cipio, hacia el mes de noviembre hasta la época de Sila y, posterior- 
mente, en julio, para casi todas las magistraturas. Este era el principio 
(confirmado por los ejemplos que ha recopilado A. K, Michels [1057], 
pp. 58-59), pero que podía conocer numerosas excepciones. Incluso, 
como sucedió en los años 110-109, se podía impedir la celebración 
de las elecciones durante varios años consecutivos (Salustio, Yug., 37) 
o retrasarlas durante varios meses, tal como ocurrió en los años re- 
vueltos 55-50 (Cic., Att,, IV, 3, 5). Aparte de las reglamentaciones 
sobre la fecha de las elecciones se dictaron también normas para la 
declaración y recepción de las candidaturas (por ejemplo la prohi- 
bición de la candidatura ín absentia a partir del año 62 a. de J. C., 
Cic., De leg agr., UL, 24; Apiano, BC, II, 8). Por contra, para las pro- 
posiciones de ley la única norma consistía en la obligación de dejar 
pasar tres nundinae (el ¿rinundinum), es decir, 23 días, entre la pu- 
blicación del proyecto (promulgación) y la votación, a fin de que los 
electores tuvieran tiempo de conocerlo (el mismo principio se aplicaba 
de hecho en las elecciones). Vieja costumbre que se remontaba quizás 
al siglo v (Dionisio, X, 3) atestiguada en el siglo 11 (SC de Bacchan- 
nalibus) y confirmada por una lex Caecilia Didia del año 98 (Cic., 
De Domo, 41; Sestio, 135; Schol. Bob., p. 310 Or, etc.). Por supues- 
to, tanto los comicios electorales como los legislativos o judiciales 
dependían del calendario, que reconocía una «naturaleza» determi- 
nada a los días fastos, nefastos, etc. Sólo algunos días podían resultar 
adecuados para la celebración de los comicios (comitiales), excluyén- 
dose además los días de mercado y las fiestas (Varrón, ££, VI, 29). 
En total, sólo había 195 días comiciales por año (Michels [1057], 
p. 35). 


b) Los lugares de reunión. La topografía de los comicios era tan 


constrictiva como su calendario. Ánte todo, las asambleas sólo podían 
reunirse en Roma. El principio griego de que un pueblo o un ejército 
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podía eventualmente celebrar una ecclesia lejos de su ciudad es ajena 
a Roma cuando menos desde el año 357 (episodio único de una ley 
que fue votada en el campamento de Sutrium, procedimiento prohi- 
bido a partir de entonces). La votación de las curias, en particular, 
tenía una relación de tipo religioso con el pomoeríum, Otra obliga- 
ción de carácter religioso era la que indicaba que los comicios cen- 
turiados, que «representaban» al ejército en armas, no podían cele- 
brarse sino fuera de la línea de las murallas, prácticamente en el 
Campo de Marte (Aulo Gelio, XV, 27; Cic., Pro Rabirio perd., 11; 
in Campo Martio comitiis centuriatis auspicato ín loco), En cambio, 
las tribus, al igual que la plebe en el origen, podían reunirse tanto 
fuera como dentro de la línea de las murallas. Prácticamente, a fina- 
les de la República los comicios centuriados se reunían siempre en 
el Campo de Marte, en un local llamado saepta, los comicios tributos 
se celebraban casi siempre en el interior del pomoerium, bien en el 
Comitium (delante de la Curia Hostilia, antiguo lugar de reunión de 
los comicios curiales), bien en el Foro o en el Capitolio, en el recinto 
del templo de Júpiter. Pero en el último siglo, las tribus podían reu- 
nirse también en el Campo de Marte, en el recinto reservado a las 
centurias, porque, como veremos, este recinto era el mejor preparado 
y el más funcional. El carácter formalista de las asambleas romanas, 
desarrollado al mismo tiempo que el derecho y el ritual comiciales, 
exigía, en efecto, determinadas disposiciones topográficas que expli- 
can la elección de los locales, Al igual que ocurrió con las impor- 
tantes modificaciones de procedimiento que se introdujeron a finalés 
del siglo 11 y durante el siglo 1, influyeron en la preparación de unas 
zonas determinadas para la reunión de los comicios. Por otra parte, 
esa es también la razón por la que el número de los recintos dispues- 
tos para las votaciones era menor que el de los lugares en los que 
era posible convocar asambleas «informales», reuniones políticas o 
judiciales, que podían celebrarse en el circo Flaminio, incluso en los 
teatros, etc. En efecto, para efectuar las votaciones era absolutamente 
preciso: 1) que el lugar fuera «inaugurado», es decir, orientado reli- 
giosamente y que el magistrado presidente pudiese tomar los auspi- 
cios; 2) que existiera un edificio cualquiera que pudiera servir de 
«tribunal» elevado para el presidente y sobre todo para instalar las 
urnas (desde finales del siglo 11); 3) que hubiera, finalmente, una tri- 
buna en la que fuera posible arengar al público para defender la 
<cuestión» que se le planteaba, 

Pero lo que determinaba, de hecho, de forma imperativa la ampli- 
tud y disposición del espacio requerido era el procedimiento mismo 
de votación que habría de adoptarse. En definitiva, si todas las uni- 
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dades de votantes (centurias o tribus) habían de votar conjuntamente, 
lo que exigía un espacio muy amplio, o de forma sucesiva, procedi- 
miento que permitía realizar la votación en un solo recinto reducido 
en el que se introducían una a una las centurias o las tribus. Ahora 
bien, el orden de votación —casi siempre esencial en un sistema elec- 
toral diferenciado y en el que dominaba la desigualdad— dependía 
por una parte del procedimiento adoptado (voto oral o escrito) y, por 
otra, del propósito de la asamblea, ya fuera electoral, o bien legisla- 
tivo y judicial. 

A] principio, los romanos votaron siempre oralmente (es la etimo- 
logía misma de la palabra suffragium). En el seno de cada unidad de 
voto, a cada individuo le preguntaba un funcionario (rogator) en 
presencia de los «jefes» de la unidad —curador de la tribu, centurión 
de la centuria civil— y se registraban los resultados (puncta). Era un 
sistema solemne y lento que daba pie a todo tipo de presiones por 
parte de los poderosos (Cic., De Orat., TI, 200; Plut., 4em, Paul., 31, 
7). Un poco antes de los Gracos tuvo lugar un movimiento irreversi- 
ble: una serie de tribunos populares (Cic., De leg., TIL, 35) hicieron 
aprobar una serie de leyes que, gradualmente, introdujeros en todas 
las asambleas romanas el uso de la papeleta secreta (tabella) y que 
para garantizar la libertad perfeccionaron la organización misma del 
escrutinio, la forma de llenar, depositar, abrir y contar las papeletas. 
Se trata de la lex Gabinia del año 139 (para los comicios electorales: 
De leg., YI, 35; De lege agr., 1, 4; De amicitia, 41; T.L., Per, 
Oxyr., 193); la lex Cassia del año 137 (del tribuno L. Casio Longuino 
Ravilla, con el apoyo de Escipión Emiliano) extendió el voto secreto 
a los comicios judiciales, salvo de perduellio (Cic., Brutus, 97; Pro 
Sestio, 103, etc.) ; la lex Papiria del año 131 presentada por Carbón, 
amigo de Cayo Graco, para los comicios legislativos (Cic., De amict- 
tia, 41) ; y, finalmente, la lex Coelía del año 107, que extendió el voto 
secreto a los casos de perduellio (Cic., De leg., UL, 37; Pro Planc., 
16). Entretanto, Cayo Mario había propuesto, durante su tribunado, 
una ley electoral (?) que protegía también el secreto y libertad de 
voto regulando la amplitud de las pasarelas que hacían las veces 
de cabinas electorales (los pontes) (Plut., Mar., 4; Cic., De leg., III, 
37). Todas estas leyes fueron presentadas como «populares», desti- 
nadas a liberar a la plebe del control de los notables y, por ende, 
dirigidas sin duda a perfeccionar un derecho a voto considerado como 
importante y no negociable. Todavía en los años 54-51 los elementos 
más conservadores como Ático se oponían a este escrutinio secreto. 
En su proyecto de constitución, Cicerón no cambiaba el sistema, pero 
introducía ciertas reformas (el voto secreto sólo sería facultativo) que 
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se inspiraban quizás en Platón. El sistema romano fue adoptado con 
mayor o menor rapidez para las elecciones locales én los municipios 
y en las colonias (De leg., TIL, 36, en Arpinum). 

Todas estas disposiciones exigían una serie de preparativos de 
los recintos electorales para controlar la buena marcha del escrutinio. 
Nos es posible reconstruirlos gracias a algunas noticias dispersas en 
los textos pero, sobre todo, gracias a una ley electoral municipal de 
Hispania, la ley de Malaca (CIL, 1, 1964), que parece, sin duda, re- 
producir el derecho comicial romano de la República. También son 
de gran utilidad una serie de monedas de finales del siglo 11 y 1 a. de 
J.C. en las que los magistrados monetarios, por razones familiares 
o políticas, hacen alusión a una ley que nos es conocida y represen- 
tan escenas de la votación o papeletas de voto o urnas. Por otra parte, 
el libro III de las Res rusticae de Varrón es un supuesto diálogo que 
tiene lugar en los Saepta del Campo de Marte en un día de comicios 
edilicios en torno al año 50, Así pues, conocemos con bastante aproxi- 
mación cómo se desarrollaba una votación romana. Los electores, una 
vez disuelta la asamblea preparatoria que precedía a la votación, te- 
nían que presentarse para depositar el voto en uno o varios recintos, 
especialmente preparados para ello, agrupados en tribus o en centu- 
rias; después se identificaban exhibiendo sin duda una tessera y a 
continuación recibían una o varias papeletas de voto, según los casos, 
en las que —y ello es esencial— tenían que escribir casi siempre al 
menos algunas letras. Después desfilaban por el pons, la pasarela que 
servía de cabina electoral, y que llevaba a la urna, vigilada por fun- 
cionarios (custodes) frecuentemente designados —con la aquiescencia 
del presidente— por los candidatos. Con respecto al recuento de votos 
véase el apartado siguiente, 

Los procedimientos diferían según la asamblea fuera legislativa- 
judicial o electoral. En efecto, en el primer caso el pueblo sólo tenía 
que responder de forma simple: cada elector respondía sí o no. En 
cambio, en el caso de elecciones, tenían que salir del escrutinio tantos 
nombres como puestos a cubrir (cf. más adelante), lo que era desde 
luego más complicado. Primero Fraccaro y después L. Ross Taylor, 
U. Hall, E. Staveley y C. Nicolet han puesto de relieve las diferencias 
de procedimiento según el tipo de asamblea. En los comicios legisla- 
tivos y judiciales (fundamentalmente los comicios tributos) las unida- 
des de voto eran llamadas una a una y bastaba con un recinto relati- 
vamente reducido, La votación se realizaba de forma sucesiva. En 
cambio, para los comicios electorales (siempre por tribus) las tribus 
votaban todas a la vez uno vocatu (ley de Malaca, c. 55) y las cen- 
turias todas juntas en cada clase. El espacio necesario era mayor. Ello 
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explica que, como ya hemos dicho, a finales de la República prácti- 
camente todas las elecciones se celebraran en el Campo de Marte. En 
efecto, se había preparado al norte de la Villa Publica un recinto 
(los Saepta) reservado especialmente para la votación. Hacia el año 
54, César comenzó a construir en piedra (Cic., Att, IV, 16, 8) pero 
el proyecto tardaría en realizarse y, de hecho, sólo fue terminado por 
Agripa en el año 26, en tiempo de Augusto, Era un vasto recinto de 
94 por 286 m, orientado de norte a sur, cerrado por muros para faci- 
litar los controles y rodeado de pórticos, Se había previsto la existen- 
cia de un gran tribunal en el que desembocaran 35 largos tramos de 
madera para cada una de las 35 tribus, que terminaban en la pasarela 
que conducía a las urnas. Detrás del tribunal existía un local llamado 
el diribitorium en el que se efectuaban las operaciones complejas del 
recuento de votos. Este edificio, que aparecía representado en el «Plan 
de mármol» de la época de los Severos, conserva todavía restos visi- 
bles. Se ha calculado que el recinto podía acoger hasta 70000 elec- 
tores y que cada tramo tenía 2,5 m de ancho y 260 m de largo, cifra 
por así decirlo nunca alcanzada. 


4. Procedimientos y mecanismos de la votación en Roma 


Ya hemos dicho que desde el siglo 11, cuando menos, todos los 
ciudadanos eran electores y el ejercicio del voto era extraordinaria- 
mente frecuente. Estamos, pues, ante una democracia directa. Pero, 
por otra parte, la organización censitaria estaba perfectamente esta- 
blecida y calculada para que los votos, en expresión de Cicerón, fueran 
«pesados» y no sólo contados (De Off., 1, 79; De Rep., VI, 1) y para 
que «sin que nadie fuera excluido del sufragio, la preponderancia no 
estuviera en manos de los pobres y de los más numerosos» (Cic., De 
Rep., IL, 39.40). Este resultado se obtenía mediante el fraccionamien- 
to del cuerpo electoral en unidades, otorgando a estas unidades un 
papel diferente y jugando con su orden jerárquico. Ello aparece clara- 
mente en las asambleas centuriadas electorales: el orden de llamada 
de la votación y el de las clases. Dado que hasta el siglo 111 los caba- 
lleros, sumados los infantes de la primera clase, contaban con la 
mayoría absoluta, si se ponían de acuerdo la votación se detenía al 
llegar a la centuria 97. Además, se determinaba por sorteo una cen- 
turia a la que se llamaba «prerrogativa» que votaba aparte la primera 
y cuyos resultados se consideraban por motivos religiosos —rápida- 
mente sesgados por la política— como una especie de presagio (Pro 
Plancio, 49). En un principio, se trataba de una centuria de caba- 
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lleros, pero desde la segunda guerra púnica era, sin duda, una cen- 
turia de juniores de la primera clase en una de las tribus rústicas 
(T.L., XXIV, 7-9; XXVI, 22; XXVIL 6). Ello explica, ciertamente, 
el tráfico y el comercio de votos en los últimos momentos de la Re- 
pública (Cic., Qu. Fr., Il, 14, 4, en el año 54 a. de J.C.). Algunos 
historiadores han afirmado que con la reforma de los comicios cen- 
turiados, se había fraccionado el voto de las centurias ecuestres, de 
forma que una parte votaba después de la primera clase. No obstante, 
parece muy poco verosímil (Nicolet, Métier, pp. 353-360), pues de ser 
así no se explicaría la importancia electoral de las centurias de ca- 
balleros (Comm. Pet., 33) atestiguada una vez más en el año 44 a. 
de J. C. 

El orden de votación era importante también en los comicios tri- 
butos, ya fueran legislativos o electorales. Existía, en efecto, un orden 
oficial de las tribus (Cic., De lege agr., IL, 79; L. Ross Taylor [1081], 
pp. 69-78) que no conocemos, pero, contrariamente a lo que pudiera 
pensarse, las tribus urbanas tenían, quizá, prioridad. Evidentemente, 
el orden en el que votaban las tribus era esencial para los comicios 
legislativos, ya que el voto era en esos casos sucesivo. Si las primeras 
tribus votaban todas en el mismo sentido, la votación se detenía al lle- 
gar a la 18 y las demás no votaban. Este procedimiento de votación 
desembocó en episodios dramáticos bien conocidos: la votación de la 
ley Sempronia que destituía a Octavio de su tribunado en el año 133 
a. de J.C. (Plut., TG, 12) o de la ley Gabinia en el año 67 (Asc., p. 
72 C). Evidentemente, si se conocía el orden de votación antes de que 
ésta comenzara (y si, salvo para la primera tribu, se obtenía por sor- 
teo), ello podía beneficiar a los electores de estas tribus y permitir 
una serie de maniobras. Pero por paradójico que pueda parecer, el 
orden de las tribus contaba también para las elecciones, en las que 
sin embargo, como hemos visto, se les llamaba a votar uno vocatu, 
todas juntas, En efecto, era importante a la hora del recuento de vo- 
tos. Pernice primero y luego G. de Sanctis, U. Hall y recientemente 
G. Forni [1040] se dieron cuenta de que por el simple juego del azar 
según el orden de recuento adoptado, podía ocurrir que fueran procla- 
mados elegidos los candidatos que alcanzaran los primeros el número 
de votos necesarios, pero que si se hubiera esperado hasta que finali- 
zaran el recuento habrían tenido menos votos que los demás. El orden 
de recuento de votos, que según la ley de Malaca, cap. 57, se determi- 
naba por sorteo, era tal vez fijo en el último siglo de la República, lo 
que explica la importancia de la distribución de los nuevos ciudadanos 
en las tribus. Por otra parte, para la votación de los comicios tribu- 
tos de carácter legislativo se sacaba a suerte también a una tribu lla- 
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mada principium y el presidente de la sesión elegía en esta tribu al 
primer votante. Los pocos casos que conocemos demuestran que por 
lo general la suerte hacía bien las cosas. Los detalles del recuento de 
votos y de la proclamación los conocemos a través de la ley de Malaca 
y también de algunos autores como Varrón. 


5. Funcionamiento y valor del sistema electoral romano 


Ya durante el Imperio el sistema de votación de la época repu- 
blicana tenía una mala reputación y los historiadores modernos no 
han hecho sino insistir en esta tradición. De hecho, podemos afirmar 
con certeza que la corrupción y las manipulaciones se multiplicaron 
durante el siglo 1 a. de J.C.: en la votación de algunas leyes sólo 
había presentes algunos electores en cada tribu (Pro Sestio, 109). La 
corrupción electoral (ambitus) se había convertido en una auténtica 
institución y cada tribu contaba con funcionarios, los divisores, que 
repartían entre sus miembros las sumas o ventajas que los candidatos 
prometían o entregaban de forma efectiva (Nicolet, Métier, pp. 412- 
416). Ciertamente, ya desde el año 432, una serie de leyes habían in- 
tentado reprimir la corrupción, pero hemos de resaltar que sólo cono- 
cemos dos en el siglo 11 (en el año 181 y en el 159, que estipulaban el 
exilio como pena, Polibio, VI, 56; cf. Obsequens, 12). En cambio, en 
el siglo 1 fueron muy numerosas. Entre los años 81 y 18 a. de J. C. 
contamos doce leyes en este sentido, lo que demuestra al mismo tiem- 
po la degradación de las costumbres y su ineficacia. No obstante, si 
los comicios sólo hubieran sido una mascarada no se explicarían algu- 
nos episodios cuyo relato demuestra la participación efectiva y cons- 
ciente de los electores, como la votación de la lex Sempronia en el 
año 133 o la elección de Cayo Graco para el tribunado en el año 124, 
o incluso, mucho después, la votación de la ley en la que se decidió 
el regreso de Cicerón en el año 57, para la cual una campaña oficial 
convocó a los electores de los municipios (Cic., De Domo, 73 a 75; 
Post red. Sen., 24; 29; 30; In Pis., 80; Pro Mil., 39). Y, por ejemplo, 
en el año 70 Verres trató, sin conseguirlo, de comprar los votos de 
las tribus para derrotar a Cicerón en sus aspiraciones al puesto de 
edil (1 Verr., 23-25). 

Ahora bien, en ocasiones se llenaban las urnas con papeletas fal. 
sas (Varrón, RR, IM, 5, 18; Plut., Marius, 5; Cato Min., 46, 2), o sólo 
se distribuían, fraudulentamente, papeletas favorables (para la vota- 
ción de una ley, Cic., At£., L, 14, 5), o incluso podía ocurrir que se 
impidiera por la fuerza una votación. Pero, por otro lado, las leyes 
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sobre la corrupción y las leyes electorales preveían todo un rosario 
de precauciones, en especial con respecto a la custodia de las urnas 
y al recuento de votos. Si el sistema electoral había sido completa- 
mente dislocado, desprovisto por completo de significado, cabe pre- 
guntarse por qué las discusiones sobre sus eventuales reformas ocu- 
paron un lugar tan importante en la literatura política del siglo 1 
(proyecto de Cayo Graco en el 123, atestiguado por Sal., Epist., II, 8, 
1; proyecto de Ser. Sulpicio Rufo en el 63, Cic., Pro Mur., 47; refor- 
mas de César; proyecto de ley sobre los tabellarii de Cicerón en el 
De Leg., II, etc.). 

En todo caso, hasta el final de la República las decisiones del pue-. 
blo, cualquiera que fuere la forma en que a veces se obtenían, fueron 
determinantes, cuando no soberanas: el propio Cicerón, después de 
haberlo hecho Metelo y Rutilio Rufo, tuvo que partir hacia el exilio. 
Las elecciones y los comicios legislativos siguieron siendo un elemen- 
to esencial no sólo para los miembros de la clase política cuyas carre- 
ras y destino dependían de ellas estrechamente —y ello a pesar de las 
pretensiones de la nobleza de heredar los cargos (Cic., Pro Plancio, 
11; 15, fundamental) —, sino para la gran masa de los ciudadanos. La 
impaciencia de los italianos con anterioridad al año 90, su inquietud 
por el derecho de voto duramente conseguido en el año 83 (Cic., Fil, 
XI, 27; T.L., Per., 86: ne timeretur... velut empturus civitatem et 
civitatis jus nuper datum...) así lo demuestran. Simplemente, las es- 
tructuras complejas de un sistema electoral fundamentalmente dualis- 
ta, que se remontan a los más antiguos orígenes de Roma, daban a la 
soberanía popular dos núcleos bien diferentes: el marco timocrático 
de las centurias y el marco de residencia y personal de la tribu. La 
expansión del cuerpo electoral en Italia, las diversificaciones sociales 
influían de manera diversa por medio de estos dos marcos, En el si- 
glo 1, el equilibrio se rompe claramente a favor de lo que se llama 
la «plebe urbana» cuya influencia electoral procedía del hecho de que, 
formada por hombres que residían en Roma, sin embargo se hallaban 
distribuidas en todas las tribus. La plebe urbana dominará entonces 
la asamblea de las tribus, sirviendo de punto de apoyo a la política | 
de los tribunos (en contraste con la época de los Gracos en la que la 
mayoría de la asamblea de las tribus era todavía rural). Pero la elec- 
ción de los magistrados superiores escapaba al control de esta asam- 
blea y ello explica el conservadurismo del réclutamiento de las más 
altas magistraturas, al menos hasta el año 65, cuando comenzó a de- 
jarse sentir de lleno el ingreso en el orden ecuestre y en la prima 
classis de las élites italianas. 
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CarítuLO X 


Las instituciones. El Senado 


Como todas las demás ciudades de la Antigiiedad, Roma poseía, 
junto a los magistrados y a la asamblea del pueblo, un Consejo, que 
en su caso, desempeñó un papel mucho más importante que en las 
demás ciudades, tanto en los mecanismos de la vida política como en 
su historia. Á Roma le cuadra mucho mejor que a otras ciudades el 
calificativo de «República senatorial». Para muchos observadores ex- 
tranjeros, sobre todo en el período que transcurre desde la segunda 
guerra púnica hasta las guerras civiles, era el Senado, como institu- 
ción, el que la gobernaba. Esta idea la expresa perfectamente Polibio 
(VI, 13, 8-10) en el famoso excunsus que dedica, en el libro VI, a la 
exposición y comentario de la constitución romana: «A quien estu- 
viera en Roma en ausencia de los cónsules, la constitución de esta 
ciudad le parecería totalmente aristocrática. Muchos griegos y bas- 
tantes reyes están convencidos de que es así, pues en casi todos los 
asuntos que les afectan es el Senado quien decide». Más de un siglo 
después y pese a todos los cambios ocurridos en el ínterin, se podía 
tener aún la ilusión de que así era. Al menos, tal es el deseo formulado 
constantemente por Cicerón en sus discursos, en su correspondencia 
o sus obras teóricas (Pro Sestio, 137: «Nuestros antepasados hicieron 
del Senado el tutor, el defensor, el protector del Estado; quisieron 
que los magistrados fueran de alguna manera los ministros de este 
consejo»; De Legibus, UM, 27: «El Senado determina la política gene- 
ral [...]; el pueblo debe poseer el poder, el Senado la autoridad», et- 
cétera). Destinado a perpetuarse durante el Imperio, el Senado se- 
guirá siendo, pues, como lo atestiguan las expresiones oficiales («el 
Senado y el pueblo romano»), uno de los centros de poder, de la 
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misma forma que el rango de senador seguiría representando la cima 
de la sociedad romana. Así, en cierto sentido resulta imposible hacer 
la historia total de una institución de este tipo, incluso para el breve 
período que aquí consideramos. En efecto, ello nos obligaría práctica- 
mente a examinar toda la historia interna y exterior de Roma, por 
cuanto el Senado participaba siempre en ella de una u otra forma. 
Parece, por tanto, más adecuado, para intentar responder a algunos 
interrogantes fundamentales, analizar tanto desde el punto de vista 
constitucional como del de la práctica política y de la realidad social, 
su composición, competencias y funciones y, finalmente, su papel, sin 
dejar por ello de señalar, de paso, las continuidades y las rupturas. 


Es posible intentar actualmente un análisis de este tipo. Desde el siglo pa- 
sado, los historiadores del derecho público han reunido la documentación y 
aportado los instrumentos de trabajo necesarios para ello. P. Willems, T. Momm- 
sen, J. B, Mispoulet han realizado cada uno de ellos una monografía de grandes 
dimensiones a la que hay que referirse en todo momento, En cuanto a las 
fuentes, consisten fundamentalmente en los innumerables testimonios de los 
textos históricos (Tito Livio, Polibio, Plutarco, Apiano, Salustio, etc.) que men- 
cionan la acción del Senado, en los del Corpus ciceroniano (Discursos, Correspon- 
dencias) donde muy a menudo se citan o se discuten los debates del Senado, 
en los escasos fragmentos de obras teóricas que se refieren al Senado (el tra- 
tado isagógico de Varrón, escrito para Pompeyo, Aulo Gelio, XIV, 7-8; el tra- 
tado De officio senatorio de Ateyo Capitón, posterior a la normativa de Augusto, 
Aulo Gelio, IV, 10, etc.). Se conserva también una serie de senadoconsultos que 
nos han transmitido las inscripciones, casi siempre griegas, al menos para la 
época republicana (pueden consultarse ahora en R. Sherk [247], 1969; pero 
cf, también [1090]). Estos textos permiten estudiar la diplomática de los sena- 
doconsultos, los procedimientos de redacción y archivo, etc., y son, desde luego, 
importantes para resolver la difícil cuestión de su «normativa» en lo que 
respecta al derecho, Por otra parte, el método prosopográfico ha permitido es- 
tudiar concretamente el reclutamiento y composición del Senado (cf. los trabajos 


de P. Willems, H. Hill y R. Syme, E. Gabba, C. Nicolett y T. Wiseman). 


1. Definición del Senado 


Al contrario de lo que ocurría con la Boulé ateniense y, en ge- 
neral, con el Consejo de las ciudades griegas, el Senado romano no 
era un órgano complementario de la asamblea del pueblo. Cuales- 
quiera que fueran sus orígenes, sobre los cuales no vamos a insistir 
aquí, sabemos con seguridad que funcionó durante largo tiempo y que 
en el período que estudiamos funcionaba, esencialmente, como «Con- 
sejo» de los magistrados superiores, con la finalidad de orientar y fa- 
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cilitar sus decisiones. Jurídicamente apenas tenía relaciones con la 
asamblea del pueblo. No era el Senado el que preparaba sus decisio- 
nes y le sometía los proyectos (como ocurría con la Boulé de la Ate- 
nas clásica). La tradición analítica expresa esta situación de hecho 
al realizar una creación voluntaria, ex nihilo, del primer rey (Tito 
Livio, I, 7, lo que, por supuesto, no quiere decir que no hubiera rela- 
ciones o conflictos entre el Senado y el pueblo, pero eran de orden 
político. Es muy significativo el hecho de que Cicerón cuando, en el 
año 51, redacta una especie de «Constitución» ideal para Roma, la 
centra por completo en torno a las magistraturas y no habla del Se- 
nado sino en relación a ellas, Sólo fue por una evolución política, 
consecuencia, como veremos, de su composición, de la categoría de 
sus miembros, pero también de las necesidades de la práctica política, 
que el Senado se convirtió, a finales de la República, en un «consejo 
permanente» (Cic., Pro Sestio, 137) que desempeñó en el Estado un 
papel casi soberano, pero más por su «autoridad» que en virtud de 
una norma constitucional. Por ello, primero estudiaremos el recluta- 
miento y la composición de esta asamblea para dedicar después nues- 
tra atención a las competencias y, finalmente, analizaremos su impor- 
tancia práctica y efectiva en la vida de Roma. 


2. El reclutamiento del Senado 


Varió frecuentemente en el período que estudiamos, tanto por lo 
que se refiere al número de senadores como a la autoridad capacitada 
para efectuarla o controlarla y a las condiciones y cualificaciones 
requeridas. 


a) El número de los senadores. Fijado por la tradición en 300 
desde finales del período monárquico, muy posiblemente no varió 
hasta en tiempo de Cayo Graco, en torno al año 123, Ciertamente, era 
ésta una cifra máxima, fijada de forma precisa (como lo demuestra el 
hecho de que en el año 216 pudiera afirmarse que faltaban 177 sena- 
dores, es decir, que sólo quedaban 122), pero que en realidad sola- 
mente se alcanzaba cada cinco años, inmediatamente después de la 
lectió, y que generalmente se veía reducida por las muertes naturales 
o accidentales. Dado que —ya lo veremos— la lista sólo se revisaba 
periódicamente, podía ocurrir que hubiera a veces una disminución 
muy notable del número de senadores. La cifra que hemos apuntado 
era, naturalmente, la de los miembros del Senado en sentido amplio. 
Obviamente, el Senado no podía prácticamente reunirse nunca al com- 
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pleto. En efecto, una parte de los senadores desempeñaban cada año 
los cargos de magistrados (y, por ello, cesaban de ser formalmente 
senadores, aunque asistían a las sesiones cuando se hallaban en Roma 
y podían tomar parte en el debate, aunque no votar) y otros eran a 
veces movilizados (los 80 senadores que perecieron en la batalla de 
Cannas). Sin duda, en el año 123 hubo un proyecto de Cayo Graco 
para aumentar el número de los senadores, proyectu relacionado con 
sus intentos de reforma judicial. Ahora bien, es probable que la Pe- 
riocha de Tito Livio se equivoque cuando dice que: «600 caballeros 
debían ser reclutados además en la Curia» (Per., 60), pues Plutarco 
(CG, 5) no habla más que de la constitución de un «cuerpo de jue- 
ces» mixto, de 300 senadores y 300 caballeros. De todas formas, no es 
imposible que Cayo Graco intentara, de una manera u otra (en rela- 
ción con el plebiscitum reddendorum equorum, Cic., De Rep., IV, 2), 
modificar la composición del Senado (cf. los 32 senadores excluidos, 
cifra considerable, durante la censura del año 115, T. L., Per., 83) y 
que a partir del año 123 el Senado contara con más de 300 miembros 
(Nicolet [684], I, 110; 485; Willems [1091], 1, 676; 689; Mac., 1, 
8, 15). El segundo proyecto, del que poseemos más testimonios, es el 
de Livio Druso en el año 91, que preveía otorgar los tribunales al Se- 
nado pero hacer ingresar en la curia a una promoción extraordinaria 
de 300 caballeros (Apiano, BC, 1, 158; De Vir. ill., 66; Veleyo, IL, 
13; Cic., Pro Rabirio, 16-17; Pro Cluentio, 153). De hecho, eso fue 
casi exactamente lo que hizo Sila en el año 81 (Apiano, BC, I, 468; 
T. L., Per., 89; Sal., Cat., 37) después de haberlo intentado ya, quizá 
desde el año 88 (Apiano, BC, 1, 267). A partir de este momento, y 
hasta César, el número total de miembros del Senado aumentó, teóri- 
camente, a 600, mediante un reclutamiento de carácter extraordinario, 
del que poseemos testimonios seguros y al que más adelante haremos 
referencia. Al mismo tiempo, Sila había intentado que fuera automá- 
tica la renovación del Senado elevando el número de cuestores a 20 
(Tac., Ann., XI, 22). En ocasiones, la cifra de 600 senadores fue so- 
brepasada, como ocurrió en el año 61 (Dión, XXXVII, 46, 4), debido 
quizás a que hubo un reclutamiento excepcionalmente amplio con oca- 
sión del restablecimiento de la censura en el año 70, a pesar de la 
expulsión de 64 senadores en aquel año. En todo caso, César, que en 
su calidad de dictador en los años 47, 46 y 45, se ocupó del Senado, 
aumentó considerablemente el número de senadores por diversos pro- 
cedimientos : elevando en el año 47 el número de cuestores a 40, mul- 
tiplicando los consulados y otorgando magistraturas y, sobre todo, ins- 
cribiendo en el Senado directamente a sus adeptos. De esta forma, en 
el año 45 el número de senadores era de 900, sgún Dión (XLIII, 47, 


274 


3) e incluso más según afirma R. Syme ([1107], 11), lo que repre: 
sentaría un incremento de 400 senadores cuyo origen social y geográ- 
fico intentaremos determinar, al igual que en el caso de los nuevos 
senadores del período de Sila. Esta tendencia no hizo sino ampliarse 
durante el triunvirato. En el año 39, siempre según Dión (XLVITI, 
34, 4), individuos de toda clase ingresaron en el Senado y en vísperas 
de la batalla de Actium el Senado habría contado con 1000 miembros 
(Suetonio, Aug., 59, 1; Dión, LII, 42, 1). En los años 29-28, en el 
18, en el 13 y en el 4 d, de J. C., Augusto se ocupó especialmente del 
Senado, bien directamente o por medio de una comisión senatorial 
ad hoc. Hasta el año 18, su principal preocupación fue la disminu- 
ción del número: había pensado incluso con volver al número de 300 
anterior a Sila (Dión, LIV, 14, 1), pero ante las resistencias que 
encontró se resignó al número de 600. Por el contrario, en el año 13 
Augusto se encontró ante una verdadera crisis de reclutamiento que 
sólo pudo resolver variándolo profundamente, mediante reformas que 
se referían a las cualificaciones censitarias exigibles y a la herencia 
del cargo de senador, aspectos en los que insistiremos más adelante. 
Durante toda la época del Alto Imperio el Senado contó, pues, con 
600 miembros o quizás algo más. 


b) La autoridad competente para el reclutamiento del Senado, 
Ya que el Senado fue siempre una asamblea con un número delimi- 
tado de miembros, la lista de sus componentes debía ser controlada 
y redactada siempre por una autoridad oficial. Esta lista, que servía 
como testimonio, se llamaba album (palabra rara en la época republi- 
cana) y era un documento redactado; de ahí las expresiones como 
conscribere, conscripti (palabra que designaba a todos o a una parte 
de los senadores). Desde los orígenes del Estado romano hasta el Im- 
perio incluido hubo siempre en el Estado uno o varios responsables 
de la redacción de esta lista, salvo durante una decena de años, entre 
el 81 y el 70 a. de J. C. El control de la lista del Senado se llamaba 
significativamente la lectio, de legere, que quiere decir al mismo tiem- 
po «elegir» y «recitar». En la época que estudiamos, la operación se 
efectuaba prácticamente a partir de la lista precedente: se leía esa 
lista para suprimir a los que estaban muertos, luego a los que se expul- 
saba (por razones que indicaremos a continuación) y después se leía 
los nombres de los nuevos miembros o los que se reclutaba en susti- 
tución (sublegere) como suplemento (adlegere) de los antiguos se- 
nadores. 

En un principio era el rey, y luego fueron los magistrados supe- 
riores, cónsules (?), tribunos militares con poder consular (Festo, 
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246 M), quizá también los decenviros constituyentes, quienes tuvieron 
la responsabilidad de reclutar a los componentes del Senado. Hacia 
finales del siglo 1v, entre el año 318 y el 312, la ley Ovinia trasladó 
esta responsabilidad a los censores, magistrados que habían sido crea- 
dos en el año 443, pero que hasta entonces no habían tenido, pese a la 
tarea de elaborar el census, más que un papel relativamente secun- 
dario. Los primeros censores de los que las fuentes dicen que hubieran 
realizado la lectio fueron los del año 312, y entre ellos se contaba 
Apio Claudio, La tradición conserva el recuerdo de violentos conflic-- 
tos, a este respecto, entre estos censores —acusados de haber reclu- 
tado a gentes indignas, e incluso a nietos de libertos (Suetonio, Claud., 
24) — y los cónsules del año siguiente, así como con los censores de 
los años 307 y 304, En general, los censores conservaron, hasta el 
Imperio, la competencia de la lectio Senatus, aunque, por supuesto, 
con la obligación de atenerse a determinadas normas (véase más ade- 
lante). Debían cumplirla desde el principio de su magistratura (Wil- 
lems, 1, pp. 240; T.L., XL, 45; XL, 53). Podían actuar conjunta- 
mente o por delegación del poder a uno de los dos (T. L., XXVII, 11), 
pero en todo caso era de importancia fundamental que estuvieran de 
acuerdo, Por separado no podían excluir a nadie, al menos entre los 
que tenían el jus sententiae (cf. Willems, l, p. 245; más adelante, 
p. 283). El motivo de la exclusión debía exponerse en la nota censo- 
rial. En definitiva, desde el año 312 y hasta la época imperial, la com- 
posición del Senado se revisaba en principio cada cinco años, salvo en 
caso de circunstancias excepcionales, como las que se produjeron du- 
rante la segunda guerra púnica y durante las guerras civiles, entre los 
años 86 y el 70 primero y luego entre los 70 y 61. 

Excepcionalmente, la lectio Senatus podía confiarse también a otros 
magistrados. En el año 216, después del desastre de Cannas, existían 
177 puestos vacantes en el Senado. Entonces se nombró a un dictador 
(sin magister equitum) senatus legendi causa (fastos capitalinos, p. 61, 
Degrassi) que procedió a una lectio extraordinaria sobre la que esta- 
mos bien informados y que se realizó según los criterios habituales. 
En el año 81 Sila, al hacerse otorgar tras su victoria en la guerra 
civil una dictadura constituyente, hizo incluir entre sus poderes el dere- 
cho de revisar la lista de los miembros del Senado, por otra parte 
considerablemente reducido como consecuencia de las pérdidas pro- 
ducidas por las guerras civiles y de sus proseripciones. Reclutó ade- 
más a 300 nuevos miembros, haciendo a continuación que los comi- 
cios tributos aprobaran esta lista (Dionisio, V, 77; Apieno, BC, 1, 100, 
468) sin que sepamos bien lo que esto significa. 
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Digamos, por último, que excepcionalmente se podía encargar a 
otros magistrados, casi siempre en virtud de una ley especial, de revi- 
sar la composición del Senado. Probablemente, en el año 123 hubo un 
proyecto de Cayo Graco que, en relación con la reforma de los tribu- 
nales, preveía quizás el ingreso en el Senado de 300 caballeros (Tito 
Livio, Per., 60) : la elección de esos nuevos miembros debía correspon- 
der al propio tribuno (Plutarco, CG, 5). En el año 91, la ley judicial 
del tribuno Livio Druso, que se votó de hecho aunque fue casi inme- 
diatamente derogada, recogía un proyecto similar: 300 caballeros 
«entre los más ricos y los mejores» fueron inscritos en el Senado y 
también en este caso fue Livio Druso quien se encargó de elegirlos 
(Apiano, BC, 1, 35, 158; De Vir. ill., 66: equites in senatum lecti 
laetebantur, praeteríti querebantur). Por lo demás, estos dos últimos 
ejemplos muestran que en esta época el pueblo, al desposeer a los 
censores de una de sus atribuciones tradicionales, trataba de imponer 
reglas nuevas para el acceso al Senado. En efecto, las leyes Sempro- 
nia y Livia debían precisar, de una u otra forma, los criterios que 
había que seguir para reclutar a los nuevos miembros. Cualquiera que 
fuese el magistrado encargado de controlar la operación, no podía de 
ningún modo elegir a quien quisiera. Esta afirmación puede hacerse 
extensiva también a los censores: cuando menos desde la lex Ovinia 
y quizá desde siempre se habían requerido una serie de condiciones 
para ser senador; la elección no se realizaba al azar, ni de una forma 
arbitraria. 


c) Los requisitos de acceso al Senado, Tales requisitos fueron 
siempre en Roma sociales, morales y políticos a un tiempo, conformes, 
pues, a la lógica constante de la organización cívica romana. Nos 
hallamos muy lejos del sorteo que se realizaba en la Boulé de Clíste- 
nes, si bien los miembros de la Boulé también debían cumplir ciertos 
requisitos. Los diversos nombres con que se conocía tradicionalmente 
a los senadores (patres, los padres; conscripti, los inscritos; senatores, 
los mayores) demuestran sin ninguna duda que existían requisitos de 
edad o de rango social (los patres eran en principio los patricios). En 
los primeros tiempos, los senadores, consejeros de los magistrados, 
debían ser «sus allegados» (Festo, 290 L). La ley Ovinia, al transferir 
a los censores la responsabilidad de la elección, impuso al menos una 
regla: «elegir, en todos los órdenes, a los mejores» (Festo, ibid.). 
Expresión ésta difícil de interpretar, aunque es casi seguro (tal es la 
opinión de Willems y de Mommsen, y lo que parece más verosímil) 
que los «órdenes» de los que se hablaba no eran los de la ciudad, sino 
las diversas categorías de los antiguos magistrados curules (Willems, 
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I, 160; Carcopino [1095]; cf. T. L., XXHT, 23, XL, 37). Tal vez la 
ley era lo suficiente ambigua como para que en el año 312 Apio Clau- 
dio pusiera, en un acto abusivo —aunque hay que ponerlo en duda—, 
a individuos de otros ordines, por ejemplo caballeros e incluso hijos 
de libertos. De hecho, los detalles del reclutamiento excepcional del 
216 (excepcional, pero no revolucionario como los de Sila, César y los 
triunviros) nos permiten observar las reglas que normalmente se apli- 
caban en los siglos 111 y 11. Casi todas ellas se referían al ejercicio de 
las magistraturas o al servicio de armas y, como veremos a continua-. 
ción, eso era lo esencial. No obstante, podemos exponerlas en otro 
orden, por comodidad. 

Ante todo, había que ser ciudadano romano. La proposición de 
Esp. Carvilio en el año 216 de que se eligieran directamente dos ciu- 
dadanos de cada ciudad latina, fue rechazada con horror (T. L., XXI, 
22, 5). Un romano que hubiera perdido su nacionalidad, como Hostilio 
Mancino en el 136, quedaba automáticamente excluido (cf. también 
Cicerón, De Off., MI, 100, para Régulo; De Orat., Ll, 181). Además, 
había que residir en Roma (lex repetundarum, 1, 13). Siempre que, 
posteriormente, en especial durante el siglo 1, se hable de senadores 
«peregrinos» (por ejemplo, Suetonio, César, 80, y todos los munici- 
pales de la época de Cicerón) se trata de antiguos extranjeros o de 
gentes de origen extranjero, pero que habían recibido el pleno dere- 
cho de ciudadanía. Además, casi con toda seguridad, era necesario ser 
de origen ingenuo, es decir, al menos hijo de liberto o, más probable- 
mente, nieto (Suetonio, Claud., 24). Pero esto era menos una regla 
establecida por ley que una exigencia social, una costumbre, que podía 
ser violada, según los casos, tanto por el pueblo si elegía a esos hom- 
bres para las magistraturas como por los todopoderosos jefes milita- 
res, como Sila o César. Tales casos, aunque en ocasiones salen a la 
luz por la polémica política, eran en realidad muy raros. Durante la 
República sólo podemos citar cinco o seis ejemplos y únicamente en 
tiempo del triunvirato fueron abundantes (cf., Cic., Pro Cluent,, 132, 
C. Popilio; Dión. XL. 63: Willems, I. v. 188). 

Ser senador constituía una dignitas, Así pues, ciertos oficios o 
actividades se consideraban como infamantes o descalificadores, Sin 
duda existían sobre ellos listas oficiales, modificadas a veces por la 
ley. Los que se citan en la Tabla de Heraclea como excluyentes del 
cargo de decurión municipal debían, a fortíori, excluir también de los 
cargos senatoriales en Roma: los gladiadores, actores, lanistas, mer- 
caderes de esclavos, y también los empresarios de pompas fúnebres 
(praecones), los escribas en tanto que ejercían su oficio, los harúspi- 
ces, etc. Con carácter general, la lex Claudía del año 218 (Tito Livio, 
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XXI, 63) prohibía al senador toda actividad lucrativa de carácter 
comercial. Al menos desde el año 123, al senador le estaba prohibido 
participar en las adjudicaciones públicas, salvo en el caso de sumi- 
nistros de carácter religioso. Naturalmente, la condena por la justicia 
a causa de cargos infamantes también descalificaba para ocupar el 
cargo de senador. No obstante, hasta el año 58 los censores gozaron 
de una muy amplia libertad de apreciación. 

Durante mucho tiempo se ha pretendido que no existía ningún 
requisito censitario especial para ser senador (tampoco para aspirar 
a las magistraturas). Tal afirmación, que resulta paradójica en el caso 
de una ciudad organizada por completo en torno al censws y que fijaba 
condiciones censitarias para el servicio militar y para el derecho de 
voto, se fundamenta en una falsa interpretación de un texto de Cicerón 
(Pro Sestio, 137: aditus in illim summum ordinem omntum civium 
industriae ac virtuti) y sobre la «pobreza» que alegaban algunos ma- 
gistrados o senadores. Sin duda, se trata en todos los casos de una 
exageración retórica. Todo demuestra, por el contrario, que en tiem- 
po de la República era necesaria la condición de caballero para ser 
candidato a las magistraturas y, por tanto, para llegar a ser normal. 
mente senador e incluso para ser reclutado con ocasión de una lectio 
excepcional (cf. por ejemplo, T. L., II, 1, 10; Festo, 6 L, y sobre 
todo Polibio, VI, 19, 5: «está prohibido aspirar a una magistratura 
si no se han cumplido los diez años de servicio [de los caballeros]»; 
cf. también T.L., XLIT, 61, 5: equites seminaríum senatws, para el 
171 a. de J. C.). Necesariamente, pues, los senadores tenían la misma 
cualificación censitaria de los caballeros, o sea, al menos el censo de 
la primera clase hasta el año 150, un censo de 400 000 después de esta 
fecha (Crawford [552€], p. 623; C. Nicolet [1103]). No fue sino 
entre los años 18 y 13 a. de J. C. cuando Augusto elevó el censo de 
400 000 sestercios a un millón (Dión, LTV, 17, 3; 26, 3-5; Suet., Aug, 
41, 3, a aclarar por Dión, LV, 13, 7) pasando posiblemente por una 
etapa intermedia de 800 000 sestercios. Ahora bien, hay que subrayar 
que se trataba de una cualificación necesaria pero no suficiente ya que 
había que cumplir muchas otras condiciones, tanto durante la Repú- 
blica como en tiempos del Imperio, para ser caballero o senador. 
Como hemos visto, el requisito de que el futuro senador fuera cuando 
menos caballero tiene gran importancia política y sociológica: explica 
el reclutamiento de homines novi, determina la importancia del orden 
ecuestre como punto estratégico de la promoción social y justifica una 
supuesta «oposición de clase» entre los caballeros y los senadores. 

A estas exigencias mínimas de ser ciudadano, ingenuo, y de per- 
tenecer al orden ecuestre (con su aspecto económico), se añadían cons- 


279 


tantemente otras cualificaciones referentes a los cargos desempeñados. 
En efecto, nunca el simple nacimiento dio derecho al título de sena- 
dor. La lectio de Fabio Buteo en el año 216 lo demuestra claramente. 
Para encontrar los 177 senadores necesarios Fabio anunció primero 
que se abstendría de cualquier juicio personal, es decir, que no exclui- 
ría a ningún individuo en tanto que tal. Luego se atendría a las si- 
guientes reglas: 


<«Reclutaría primero a quienes desde la censura [del año 220] habían de- 
sempeñado una magistratura curul y no habían sido todavía reclutados en el 
Senado, según el orden en el que habían sido elegidos, Después a quienes habían 
sido ediles [de la plebe], tribunos de la plebe o cuestores; luego, entre quienes 
no habían todavía desempeñado una magistratura, los que habían llevado a la 
ciudad los despojos de un enemigo o habían recibido una corona cívica» 


(T. L,, XXITI, 23, 4-6). 


Así pues, habitualmente era el ejercicio de una magistratura lo que 
daba el derecho a ser reclutado por los censores, solamente el dere- 
cho, ya que en tiempo normal los censores podían elegir libremente 
e ignorar (praeterire) a quien les pareciera indigno. El problema con- 
siste, sin embargo, en saber si todas las magistraturas, según la época, 
concedieron el derecho a ser senador. Sabemos con seguridad que las 
normas (fijadas por la costumbre o por la ley) cambiaron a este res- 
pecto. Las magistraturas curules (pretura, consulado, edil curul, a for- 
tiori, en el período que estudiamos, dictadura) fueron las que desde 
el primer momento proveyeron una cualificación formal, tal vez desde 
la lex Ovinia del año 312, como afirma Willems. Por lo que hace a las 
magistraturas inferiores (que eran las menos importantes y las que se 
ejercían de joven al principio de la carrera) vemos que en el año 216 
Fabio toma en consideración la cuestura o tribunado de la plebe. Pudo 
tratarse de un hecho excepcional en aquella fecha o, más exactamente, 
el ejercicio de estas magistraturas no daba derecho formalmente al 
título de senador, sino tan sólo el acceso al Senado para poder expre- 
sar una opinión, 


En efecto, no todos los miembros de hecho de la Asamblea tenían el título 
de senador. La fórmula oficial de convocatoria que se ha conservado (Festo, 
454 L; Aulo Gelio, III, 18, 7; Tito Livio, XXIII, 32, 3; XXXVI, 3, 3; Cic., 
Pro Cluentio, 156; 148) englobaba a dos categorías de personas: los senatores 
propiamente dichos, y aquellos quibus in senatu sententiam dicere licet. Es de- 
cir, lo que Mommsen llama con gran exactitud los «aspirantes», Eran aquellos 
que habían ejercido una de las magistraturas que daban acceso al título de 
senador pero que al haberlas desempeñado durante los últimos cinco años 
no podían haber sido inscritos efectivamente en el album del Senado. Esto. apa- 
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rece claramente en la fórmula de Tito Livio, XXIL, 49, 17: perecieron en Can- 
nas 80 personas «o bien senadores, o bien gentes que habían desempeñado estas 
magistraturas después de las cuales se les debía reclutar para el Senado», For- 
malmente, estos individuos, eran siempre caballeros (Varrón, en Aulo Gelio, II, 
18, 7; Isidoro, Orig., 9, 4, 12). El problema radica en saber qué magistraturas 
se consideraba que daban derecho a ser reclutado en la siguiente lectío, Es po- 
sible que desde la publicación de la lex Ovinia y hasta el año 216 sólo lo 
fueran las magistraturas curules, edil, pretura, consulado, además de algunos 
cargos religiosos como el de flamen de Júpiter (T. L., XXXVIL, 8). En el curso 
del siglo 11 se añadieron a la cuestura el tribunado de la plebe y el edil ple- 
beyo. En el año 123 se añadieron el triunvirato capitalis y el tribunado militar 
de las cuatro primeras legiones (lex repet., 1. 16); Cicerón, en el De Legibus, 
parece contar también entre las magistraturas que componen el Senado (HI, 10) 
a los decenviros de los litigios y a los triunviros monetarios (III, 6). El caso de 
los tribunos de la plebe es más delicado: un plebiscito atiniano, fechado sin 
duda entre el 123 y el 102 (Ateyo Capitón, según Aulo Gelio, XIV, 8, 2) los 
hizo «senadores», es decir, les otorgó automáticamente el derecho a ser ins- 
critos en el Senado después de su magistratura; en realidad, esto sólo podía 
afectar a quienes habian sido tribunos sin haber desempeñado el cargo de 
cuestor, Como, por otra parte, la lex Villia annalis del año 180 había introdu- 
cido una serie de normas de edad y de sucesión de las magistraturas (certus 
ordo), es indudable que no se podía ejercer una magistratura superior sin 
haber ejercido algún cargo inferior en los cinco años precedentes, Así, los pre- 
tores y cónsules pasaron a ser automáticamente senadores, Este automatismo en 
el reclutamiento fue extendido por Sila a la cuestura. Al crear 20 cuestores, 
en parte «para asegurar el reclutamiento del Senado», como afirma Tácito 
(Ann,, XI, 22), Sila suprimió, para los antiguos cuestores, la formalidad de la 
lectio censorial, Y de hecho, en el período subsiguiente se llegaba a ser miembro 
de pleno derecho de la Asamblea inmediatamente después de haber ejercido la 
cuestura. Igualmente, después de esa fecha era imposible ser tribuno sin haber 
sido antes cuestor (ello no se produciría después, durante el Imperio, sino ex- 
cepcionalmente, cuando faltaran candidatos). Las promagistraturas o las misio- 
nes extraordinarias no servían, desde este punto de vista, para sustituir el ejer- 
cicio regular de la cuestura. Pompeyo, pese a su misión propraetore y a sus 
triunfos, sólo llegó a ser senador en el año 70, cuando fue designado cónsul, y 
gracias a su inscripción formal por los censores (Plut., Pomp., 22; Nicolet 


[684], IL, p. 986). 


Así, el Senado es esencialmente una asamblea de antiguos magis- 
trados, a una parte de los cuales se les llamaba siempre, por turno, 
a ejercer las magistraturas, Al ser éstas electivas se comprende que en 
el último siglo de la República se afir 1ara que los senadores obtenían 
su cargo y su dignidad «de los beneficios del pueblo», que era el pue- 
blo quien, indirectamente, hacía a los senadores (Cicerón, 2 Verr., 1V, 


25; Post Red. in Senatu, 2; Pro Sestio, 137; Pro Cluentio, 150; 153). 
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Pero, hay que decirlo una vez más, esto no excluía ni el control por 
una magistratura especial a la que se confiaba la tarea de controlar 
a la Asamblea, ni la posibilidad para una autoridad superior (Sila, 
César, los triunviros) de promocionar —excepcionalmente— para el 
cargo de senador a individuos no magistrados. 

El control que ejercían los censores afectaba tanto a los nombres 
que figuraban en la lista precedente —y en este caso los censores po- 
dían «expulsar» (ejicere, movere) a un senador en ejercicio— como 
a los «aspirantes» que esperaban a ser inscritos formalmente. En este 
último caso, simplemente no los nombraban (praeterire). Los censores 
debían justificar su decisión mediante una nota, que figuraba tal vez 
al margen de la lista que se exponía y leía (Cic., De domo, 84; T. L., 
XXIX, 27, 1). En el año 58, la lex Clodía sólo autorizaba a los cen- 
sores a que excluyeran a alguien si iniciaban un proceso contra él y- 
a condición de que los dos censores le hubieran condenado. Esta ley 
fue derogada en el año 52 por la ley Caecilia (Asc., 16 St.; Dión, 
XXXVIIL 13, 2; XL, 57, 1). 


3. La composición del Senado 


Estas reglas de reclutamiento y estas exigencias de carácter diver- 
so muestran que el Senado estuvo formado siempre por individuos de 
origen y de rango diverso. Era una asamblea jerarquizada en la que 
había ordines, loci, es decir, rangos diversos, Y ello fue así desde el 
principio. La antigua expresión patres conscripti, que designa a los 
senadores, conlleva un asíndeton: hay que leerla como patres Y cons- 
cripti, Los patres eran formalmente el grupo de los senadores patri- 
cios. Sin volver a discutir aquí el origen de este término (los descen- 
dientes de individuos que habían desempeñado la magistratura supre- 
ma entre los años 509 y 433: Ranouil [698], pp. 45 ss.), hay que 
indicar que la distinción jurídica —sin auténtico alcance político— 
entre los senadores patricios y los restantes subsistía todavía a finales 
de la República. Sólo tenía importancia en un caso concreto y en rea- 
lidad muy raro, en el caso de que hubiera que designar a un interrex 
cuando morían los dos cónsules. Entonces, la persona designada para 
el cargo era elegida entre los senadores patricios (Cic., De Leg., 
TI, 9; T.L., 1, 32, 2; Cic., Ad Brut., 1, 5, 4). Más importante era la 
jerarquía que derivaba de los cargos desempeñados. Se manifestaba 
concretamente en el orden en el que se interrogaba a los senadores 
cuando durante un debate se les pedía su parecer, orden que, salvo 
modificaciones autorizadas que eran privilegio exclusivo del presiden- 
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te de las sesiones, debía corresponder al orden del album. Así, ya 
veremos que el rango senatorial, el locus, designaba al mismo tiempo 
un orden de llamada pero también un lugar especial en la sala de 
sesiones. En el período que estudiamos, venía determinado por el cargo 
ejercido por el senador: en el siglo 11 figuraban en cabeza los anti- 
guos dictadores, los antiguos censores (censoriz), los antiguos cónsu- 
les, antiguos pretores, ediles, tribunos, cuestores, etc En cada cate- 
goría, la antigúedad (fecha del cargo ejercido) introducía una jerar- 
quía y siempre los patricios figuraban a la cabeza. (Con respecto al 
orden de interpelación, cf, T. L., HL, 26, 5; XXVIII, 2, 9; XXIX, 5, 6; 
Cic., De Leg., MIL, 11; De Domo, 32, etc.) En el siglo 1 y a partir de 
Sila, tal vez se interpelara primero a los cónsules (Varrón en A. G., 
XIV, 7, 9). Hasta el siglo 1 cuando menos existía en la lista un n.* 1, 
el Princeps Senatus, cargo particularmente honorífico, desempeñado 
en el siglo 111 por el más anciano de los censores patricios (T. L., 
XXVII, 1) y luego designado diserecionalmente por los censores entre 
los cónsules. A finales del siglo 11 ese cargo podía ser renovado para 
varios lustros (Emilio Escauro desde el año 115 hasta su muerte en el 
88). Siempre se le interpelaba el primero en cualquier circunstancia. 
El cargo y el título subsistieron sin duda después de Sila, pero 
disminuidos en la medida en que el presidente tenía el derecho de deci- 
dir a quien interrogaba primero entre los antiguos cónsules. Final. 
mente, los textos mencionan, tanto en la República como en el Impe- 
rio, una categoría de senadores a quienes —desde luego en son de 
burla— se les llamaba pedaríí (aunque el término sea oficial, Fron- 
tino, Áqued., 99). No hay duda de que se trata de rangos inferioxes 
del Senado. Los historiadores discuten todavía, como lo hacían los 
romanos en el período de los Antoninos, sobre el origen y el sentido 
exacto de la palabra (Áulo Gelio, III, 18). Tácito parece incluir bajo 
este término a los cuestores (pero le contradice el album de Canusium, 
ILS, 6121, en el que los pedaneí siguen a los cuestores) y parece más 
verosímil que se trataba de los senadores que no habían ejercido nin- 
guna magistratura curul. Estos senadores de segunda clase no podían 
ocupar un asiento en la sala de sesiones y si en principio (como todo 
senador) tenían el derecho de expresar su opinión (sententiam dicere) 
debían ejercerlo muy raras veces, contentándose con votar, lo que, 
como veremos, se hacía desplazándose, Esta era la condición de prác- 
ticamente la mitad de los senadores en el Senado silano. Indiquemos, 
sin embargo, que algunos senadores de rango inferior, como Catón o 
Favonio, eran oradores escuchados bien por su talento, porque po- 
seían la dignidad sacerdotal o porque habían recibido un privilegio 
para tomar la palabra. En efecto, en algunos casos ciertas recompen- 
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san excepcionales (por ejemplo, una acusación victoriosa, o una con- 
decoración) otorgaban el derecho de palabra en un grupo al que no 
se pertenecía (L. Ross Taylor [1108], 554). 

El progreso de la prosopografía nos ha permitido hacernos una 
idea de la composición real del Senado durante la República y el Im- 
perio. En el curso del siglo 11 y hasta la época de Sila, varió en fun- 
ción del acceso regular de las familias plebeyas nuevas a las magis- 
traturas curules y luego a las magistraturas inferiores, pero el ejer- 
cicio de la cuestura y luego del tribunado de la plebe era indispensa- 
ble. Se trataba, en un principio, de familias ecuestres romanas y lue- 
go, poco a poco, de familias originarias del Lacio, y a continuación 
de otras regiones a medida que obtenían el derecho de ciudadanía. Una 
serie de ejemplos individuales son conocidos desde finales del siglo 1v 
y durante el siglo 111, por ejemplo en el caso de los campanios o, en 
el plano social, un M, Terencio Varro o un Flaminio, hombres nuevos 
hacia los años 230-216, Willems (L, pp. 303 ss.) ha elaborado la lista 
de miembros del Senado en el año 179, y luego (p. 423) en el 55 a. de 
J.C. (los estudios prosopográficos recientes permiten completar estas 
listas). En el primer caso, los senadores curules representan más de la 
nitad del Senado, y menos de un tercio, quizá solamente una cuarta 
parte, en el año 55. A partir quizá de los años 140-139 se notó un 
cambio, bajo la influencia de las leyes tabelarias (escrutinio secreto), 
incrementándose la proporción de los senatores novi, de origen ecues- 
tre, y de los ciudadanos romanos de los municipios (T. P. Wiseman 
[1109], apéndices, pp. 184 ss.). 

Más importante es el problema del reclutamiento excepcional para 
el Senado en tiempo de Sila, César y los triunviros, pues se trata de 
la promoción de individuos que en su mayor parte no habían ejercido 
magistraturas. 


Los senadores silanos, Los historiadores modernos se han visto durante largo 
tiempo ante una aparente contradicción de las fuentes antiguas, En efecto, 
Apiano (BC, 1, 100) y Tito Livio (Per., 89) dicen que Sila reclutó sus 300 nue- 
vos senadores «en el orden ecuestre», mientras que Salustio (Cat., 37) y Dio- 
nisio (V, 77) hablan de hombres de rango inferior, quizás incluso de «simples 
soldados». H. Hill (£11011, 170) ha interpretado estos testimonios afirmando que 
Sila sólo habría reclutado miembros de las centurias ecuestres, es decir, jóvenes 
caballeros de familia senatorial y eventuales candidatos a las magistraturas, 
entre los cuales, naturalmente, figurariían muchos antiguos oficiales que habrían 
servido en su ejército o en los de sus partidarios. Para apoyar esta tesis cita 
una serie de nombres, pero de hecho su teoría se basa en el desconocimiento 
de que, de todas formas, era necesario pertenecer al orden ecuestre para de- 
sempeñar las magistraturas y que, igualmente, en esta época las centurias (no 
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importa de qué forma se las defina exactamente) contenían, además de los 
jóvenes de familia senatorial, a un gran número de hombres de origen ecuestre, 
E, Gabba (cf. Esercito et Societa, pp. 149 es.; 407 ss,) ha puesto de relieve en 
un trabajo posterior que de todos modos los hijos de senadores «en espera» no 
habrían sido suficientes para ocupar los 450 nuevos puestos, De hecho, como ha 
afirmado R. Syme [11071, pp. 22-25, la prosopografía muestra un gran número. 
de nombres nuevos, de origen municipal e italiano, entre los senadores inmedia- 
tamente posteriores a Sila. Además, no hay que olvidar que desde el año 123 
Sila confió exclusivamente al Senado ampliado el control de los tribunales, re- 
servado hasta entonces a los caballeros, C. Nicolet ha demostrado que Sila 
había hecho entrar en el Senado a un cierto número de jueces ecuestres que, 
al igual que los centuriones primipilos o los oficiales reclutados también por 
Sila, no habían ejercido cargos anteriormente (cf, Nicolet, AEHE sección IV, 
1972, 251.264; ANRÍ, 1, 2, 197.214; 634, II, pp, 1087-1093) y se encontraban, 
por tanto, en una situación totalmente dependiente del Senado, como muy bien 
lo puso de relieve J, Hawthorn [1100], pp. 53-60, Eso explica que algunos de 
ellos ejercieran, casi diez años después, magistraturas inferiores como la cues- 
tura o incluso el tribunado militar, para «promocionarse» en el Senado (Cic., 
1 Verr., 30). Podemos afirmar con seguridad que Sila no eliminó más que a sus! 
adversarios políticos, no a una «clase» o a un «orden». Ciertamente, Sila pudo 
compensar a algunos centuriones, pero desde luego poseían cuando menos el 
censo ecuestre. 

Otro tanto puede decirse del Senado ampliado por César. Después de rea- 
lizar una serie de cálculos, R. Syme ha llegado a la conclusión de que César 
pudo reclutar aproximadamente a 400 nuevos miembros para el Senado, bien 
haciéndoles otorgar magistraturas, cuyo número se había ampliado, o bien di- 
rectamente. No hay que tomar al pie de la letra las acusaciones lanzadas contra 
estos nuevos senadores, en el sentido de que se trataba de libertos, esclavos, sol- 
dados, extranjeros, etc., pues todo ello forma parte de la retórica política más 
tradicional (Dión, XLII, 51, 5; XLIII, 47, 3; Cic,, Fam., VI, 18, 1). Sólo po- 
seemos testimonio de que algunos de ellos eran antiguos centuriones y, aun 
en este caso, podían ser de origen ecuestre, Fueron promovidos una serie de 
caballeros, partidarios de César desde hacía mucho tiempo, como Cornelio Balbo 
de Gades, L. Aelio Lamia o C, Curtio (C, Rabirio Póstumo), ricos e influyentes. 
Lo mismo ocurrió con algunos de sus oficiales que eran caballeros. Finalmente, 
César, que en gran parte había ganado la guerra civil gracias a su popularidad 
en Italia (no solamente en la Galia, su provincia, sino en la Italia interior, Pi- 
ceno, Umbria, Campania), hizo entrar en el Senado a un gran número de 
nobles italianos que ya eran caballeros, entre los cuales había descendientes de 
los jefes insurrectos del 91, C, Asinio Polión, P. Ventidio y Pompedio Silón. 
De cualquier forma, hay que observar que algunos de los más influyentes ami- 
gos de César, que desempeñaron en su gobierno un papel oculto o incluso 
oficial importante, como C,. Matio o C. Opio, rechazaron los honores senato- 
riales y prefirieron permanecer como caballeros (Cic., Fam., 1, 16, 6; Tac., Ann, 
XII, 60; Nicolet [684], L, 710). Hay que decir que César abolió la medida de 
Sila que prohibía a los hijos de los proscritos del 81 que obtuvieran los hono- 
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res (Vel,, 11, 28; lex Antonia del año 49; Dión, XLI, 18, 2; XLIV, 17, 4). 
Parece probable también que en tiempo de César no fuera necesario haber sido 
cuestor para ingresar en el Senado, y que resultara suficiente con el ejercicio 
de alguna de las 26 magistraturas inferiores (Dión, LIV, 26, 6-7), 

Los triunviros comenzaron por diezmar el Senado con sus proscripciones, 
para luego hacer entrar en él a sus adeptos, bien multiplicando el número de 
magistraturas (¡hubo hasta 67 pretores en un año!), o por nombramiento di- 
recto (R. Syme [11071). En el año 32, en la víspera de la batalla de Actium, 
Octavio tenía en su campamento a 700 senadores y Ántonio a 300, Después de 
su victoria, Octavio, junto con Agripa, excluyó a 150 senadores (Dión, LII, 41), 
Esto sólo era el principio, pues en el año 18 y en los años siguientes, sin dejar. 
de reducir el número de senadores, tomó las medidas decisivas que habían de 
transformar profundamente la fisonomía de la Asamblea y determinar el naci- 
miento de un «orden senatorial»: creación de un censo ecuestre específico de 
un millón de sestercios, concesión del laticlave a los hijos de los senadores y 
solamente a ellos, lo que significaba que, a excepción de algunas dispensas per- 
sonales, eran los únicos autorizados a aspirar a las magistraturas (A, Chastagnol 
[10971], pp. 283-309; [1098], pp. 583-607; C. Nicolet [1103], p. 34). 


No insistiremos aquí en los aspectos honoríficos y sociales del es- 
tatuto del senador (véase anteriormente, p. 114). La pertenencia al 
Senado, ligada o no al ejercicio de las magistraturas, daba derecho a 
privilegios honoríficos (ornamenta): privilegios en el teatro y en los 
espectáculos, vestido especial, lugar reservado en las ceremonias pú- 
blicas, etc. Pero, sobre todo, suponía un status jurídico muy preciso: 
derecho a figurar en el album de los jueces, para los procesos públicos 
(excepto entre los años 123 y 80 a. de J.C., véase más adelante, 
p. 335), inmunidad judicial, pero, a la inversa, eran los únicos en es- 
tar sometidos a ciertos cargos de acusación, a la prohibición de tomar 
parte en las adjudicaciones públicas, de ejercer determinadas profe- 
siones, etc. El mejor comentario del alcance real (social y político 
a un tiempo) de este status a finales de la época republicana es el de 
Cicerón, Pro Rabirio Postumo, 16-17 y Pro Cluentio, 152 ss, 


4. Las competencias del Senado republicano 


«Consejo público» del Estado, más específicamente, como veremos, 
consejo de magistrados superiores, el Senado, quizá desde los primeros 
tiempos, y en todo caso durante el último período de la República, 
tenía competencia en general sobre todos los asuntos de la ciudad. 
Se podía, e incluso se debía, consultar al Senado sobre cualquier tema, 
pero, más aún, sus miembros tenían siempre el derecho de someter 
a la Asamblea cualquier tema que consideraran que debía ser discu- 
tido. Eso, naturalmente, en el dominio de la vida pública. En realidad, 
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no tiene mucho sentido hacer inventario de los diversos aspectos que 
podrían ser de su competencia (religión pública, relaciones exterio- 
res, finanzas, administración interna, etc.), pues, de hecho, podía en- 
tender en cualquier tema, Resulta más útil e interesante intentar com- 
prender de qué forma, en qué límites, con qué derecho podía ocuparse 
de esos diversos aspectos y cuál era no la extensión sino la naturaleza 
de sus competencias. Según la fórmula de Mommsen (DP, VII, 219) 
podemos resumirla en dos palabras: ratificación y deliberación. En 
efecto, bajo este prisma hay que contemplar en su devenir histórico 
las relaciones del Senado con el pueblo y los magistrados. No obstan- 
te, podemos establecer los aspectos en los que más específicamente se 
exigía una decisión senatorial durante el período que analizamos. Una 
vez más, tomemos como guía a Polibio que, en el comentario que hacia 
el año 150 escribió sobre la constitución romana como tipo acabado 
de la «constitución mixta», válida retrospectivamente para los años 
219-170 sobre todo, lo analiza no según los criterios del derecho pú- 
blico propiamente romano ——que quizás ignoraba o que no le intere- 
saban—, sino de una forma totalmente pragmática, sin preocuparse 
de los detalles jurídicos o de las excepciones, 


Según Polibio (VI, 13, 1-3) el Senado poseía en primer lugar el poder fi- 
nanciero esencial, controlando a los diversos magistrados encargados de estos 
temas, cónsules, censores y cuestores, A continuación, ejercía en Italia (es 
decir, con respecto a los aliados de Roma) poderes «inquisitoriales» en lo refe- 
rente al mantenimiento del orden, Finalmente, le competían de manera general 
las relaciones exteriores, Más adelante, Polibio analiza las relaciones recíprocas 
de los magistrados, del pueblo y del Senado, para establecer su dependencia 
mutua. Los magistrados tenían necesidad del Senado porque era éste el que 
determinaba su «presupuesto», el que podía prorrogar o no su mandato, el 
que decidía la validez de los triunfos reclamados, El pueblo necesitaba del 
Senado porque era, en último extremo, el que disponía de los contratos pú- 
blicos y porque eran los senadores los que ejercían como jueces en la mayor 
parte de las causas públicas o privadas importantes, Por otra parte, el Senado 
tampoco podía ejercer su control inquisitorial sobre el mantenimiento del 
orden en Italia sin que el pueblo delegara en él y ratificara sus decisiones, El 
estatuto y la condición de los senadores dependían de una eventual legislación 
popular, En fin, lo que es más importante, el veto de un solo tribuno podía 
interrumpir todo el procedimiento senatorial, Cuadro realista y concreto pero 
que mezcla muchos datos pertenecientes a esferas diferentes cuyo valor crono- 
lógico hay que evaluar de forma muy precisa: es claro, por ejemplo, que el 
veto tribunicio fue utilizado por el Senado contra los magistrados durante mu- 
cho tiempo, hasta mediados del siglo 11, y que sólo posteriormente, sobre todo 
con los Gracos, llegó a ser un arma antisenatorial, Así pues, es imprescindible 
considerar una a una estas diferentes esferas de competencia teniendo en cuenta 
no sólo los temas, sino también las épocas, 
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a) Las relaciones exteriores. El pueblo no intervenía en este sen- 
tido más que para la declaración de guerra y la confirmación de los 
tratados, lo que no era desdeñable y demuestra su «soberanía» en estos 
aspectos; por otra parte, se impedía así que recayera sobre un cuerpo 
oligárquico la responsabilidad total de la política exterior de Roma. 
Ahora bien, en la vida cotidiana era el Senado el que regulaba las 
relaciones reales de Roma con las potencias extranjeras y, muy pronto, 
también con sus «aliados» o sus súbditos, como lo demuestra cada vez 
más la diplomática y las fórmulas oficiales (Polibio, XVIII, 46, 5; cf, 
Porzig [1031]). En efecto, era el Senado el que recibía a las emba- 
jadas extranjeras y las delegaciones de los súbditos, siendo el magis- 
trado el encargado de introducirlas obligatoriamente, e incluso según 
un calendario que en el siglo 11 o en el 1 quedaba fijado por la ley y 
que les reservaba el mes de febrero (lex Gabinia, sin duda del si- 
glo 11). Igualmente, sólo al Senado correspondía ratificar las conven- 
ciones o las leges otorgadas por los promagistrados a los pueblos ex- 
tranjeros, que tendían o no a hacerlos entrar en la órbita de Roma. 
Por otra parte, todas las embajadas que enviaba Roma lo eran por 
orden del Senado (encontraremos en Willems, Il, pp. 495 ss., la lista 
de estas embajadas senatoriales). Además, el Senado tomó durante el 
siglo 11 la costumbre de enviar comisiones, en general de diez miem- 
bros (legati), para controlar la redacción y aplicación de los regla- 
mentos (tratados, leges provinciales, etc.) que seguían a la mayor 
parte de las grandes campañas de conquista, Entre las comisiones más 
famosas hay que destacar las encargadas de discutir el tratado con 
Filipo de Macedonia en el año 196 (Pol., XVIII, 42; T. L., XXXIII, 
24, etc.), con Antíoco en el 189 (T. L., XXXVIL, 55) o la organiza- 
ción de Macedonia en el 167 (T. L., XLV, 17), la de la provincia de 
África en el 146, de Asia en el 129, el reino de Numidia en el 177, 
de las conquistas de Lúculo en Asia en el 66, etc. Pero, en general, 
el papel del Senado a este respecto se vio menoscabado en el siglo 1 
y la organización de las provincias, sobre todo después de Sila, que- 
daba confiada casi siempre, por una ley previa, a otro magistrado (lex 
Manilia para Pompeyo en el año 66, lex Vatinia para César en el 59, 
Clodia para Pisón y Gabinio en el 58, Trebonia en el 54, para Craso 
y Pompeyo). Sin embargo, incluso en este caso, los promagistrados 
tenían que solicitar la ratificación de sus decisiones por el Senado: 
por ejemplo Pompeyo en el año 60 (Dión, XXXVII, 49; Apiano, BC, 
II, 9; Vel., II, 40, 5), que en realidad no pudo conseguir hasta el 
año 59, gracias a una ley votada con el acuerdo de César, cónsul a 
la sazón. 
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b) La guerra. La guerra, declarada o no por el pueblo, era la 
situación normal en que se encontraba casi constantemente Roma. El 
poder consular era esencialmente un poder militar y por ello la guerra 
se hallaba en primer plano de los temas tratados entre el Senado y los 
cónsules. Roma no tuvo un ejército permanente pero la obligación del 
servicio militar era consustancial a la ciudad, por lo que la convoca- 
toria de los ciudadanos al ejército era una medida extraordinaria que 
necesitaba, como tal, el acuerdo explícito del Senado. La leva de las 
tropas (dilectus), al igual que la recaudación del tributo destinado a 
pagar su soldada (tributum), aunque se confiara para su ejecución al 
magistrado responsable que lo anunciaba en forma de un edicto en 
virtud de su ¿mperium, sólo podía ser decidida después del voto de 
un decretum del Senado (la utilización de este término implica, según 
Mommsen, la colaboración del Senado y del magistrado). Con fre- 
cuencia, este decretum se producía tras un informe de los cónsules en 
el que presentaban la petición de unos efectivos determinados. Fre- 
cuentemente, el Senado introducía modificaciones respecto al número 
de hombres solicitados. De hecho, en los siglos 111 y 11 cuando menos, 
no se trataba tanto de reclutar cada año un ejército nuevo como de 
completar y distribuir las legiones existentes (véase p. 223). Era ne- 
cesario, pues, un poder deliberante central que conociera la situación 
de las fuerzas, su distribución, las modificaciones que pudieran pro- 
ducirse en ellas. Eso explica sin duda la existencia de un senadocon- 
sulto anual «sobre los ejércitos» y la preponderancia de hecho del Se- 
nado en estas cuestiones (Willems, IL, p. 621 con varios ejemplos). En 
cuanto a las provincias, era el Senado el que después de haberlas re- 
partido (véase más adelante) las dotaba de medios, hombres y dinero 
(ornatio provinciae), lo que determinaba generalmente la política del 
promagistrado. Esta práctica varió en el último período de la Repú- 
blica, cuando mediante una serie de leyes se concedía al procónsul, 
como César, poderes considerables y también el derecho de reclutar 
otras legiones al margen de las que había concedido el Senado, a con- 
dición de que él mismo se responsabilizara de la financiación. Desde 
la segunda guerra púnica se produjeron conflictos entre el Senado y 
algún magistrado sobre cuestiones militares, conflictos que por lo ge- 
neral se resolvieron en esta época a favor del Senado. Pero desde el 
año 107, la reforma del reclutamiento que introdujo (a pequeña esca- 
la) Mario permitió al magistrado escapar en parte al control del Se- 
nado gracias a las levas voluntarias. De todas formas, el Senado con- 
servó hasta el final, como bien lo señala Polibio, el derecho de otorgar 
la sanción suprema a una campaña militar, concediendo o rechazando 
triunfos, ovaciones o súplicas a los generales vencedores. De hecho, el 
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derecho del triunfo no dependía del Senado, pero sólo él podía ase- 
gurar el triunfo a expensas del Tesoro e impedir indirectamente que 
un general que quería triunfar ascendiera al Capitolio, en cuyo caso 
el triunfo tenía lugar en los montes Albanos (Mommsen, DP, VIL, 
319). También el pueblo intervenía en el triunfo para votar una lex 
de imperio que, con carácter excepcional, autorizaba al general vic- 
torioso a conservar su imperíum intra Pomoeríum para un solo día 
(Tito Livio, XIV, 35, 8-9), o también para autorizar formalmente un 
triunfo que había sido rechazado por el Senado (por ejemplo en el 
caso de Flaminio en el año 223, Zon., VII, 20, 7). 


c) La administración general y la justicia (en Italia y las provin- 
cias). La ficción que hacía de los súbditos italianos de Roma «alia- 
dos» (comprendidos los latinos) y de los habitantes de las provincias 
«amigos» o aliados según los casos, explica que el Senado, al que 
correspondía tradicionalmente la responsabilidad de representar en 
primera instancia al pueblo romano frente a los extranjeros, poseyera 
un poder de arbitraje que, de hecho, le otorgaba una competencia a la 
vez administrativa y judicial en Italia y, en cierta medida, en las pro- 
vincias (Polibio, VI, 13, 5). En este caso, hay que distinguir los con- 
flictos colectivos, por lo general de orden financiero o agrario, para 
los cuales el arbitraje del Senado surgía de su papel en cierto sentido 
diplomático (por ejemplo, la sententia Minuciorum del año 117 sobre 
un problema de límites en Liguria, que pronunció un pretor por orden 
del Senado) y, por otra parte, algunos asuntos criminales (conjura- 
ciones, agitaciones de origen religioso, revueltas serviles, bandoleris- 
mo, etc.) con respecto a las cuales el Senado se arrogaba un poder 
«inquisitorial» y constituía comisiones de investigación, confiadas a 
determinados magistrados a los que ampliaba así su competencia y 
definía, de esta manera, su jurisdicción. Las primeras «comisiones de 
justicia extraordinarias» (quaestiones extraordinariae) destinadas a 
juzgar exacciones de algunos gobernadores provinciales fueron cons- 
tituidas por orden del Senado en el año 171 y confiadas a un pretor 
(T.L., XLOT 2). Como aftrma Polibio, es cierto que esta intervención 
del Senado en unos dominios —la administración de la justicia y la 
fijación del derecho— que no eran exactamente de su competencia, se 
veía limitada por la necesidad de hacer que el pueblo ratificara estas 
decisiones (así, por ejemplo, en el asunto de las Bacanales en el año 
186). De todas formas, el pueblo, que no se reunía con tanta asiduidad 
como el Senado, no podía ser convocado para cualquier problema que 
se planteara en Italia o en las provincias. Por ello, el Senado gozaba 
de una competencia de hecho, acentuada, como veremos, por el mo- 
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nopolio que sus miembros ejercían sobre estos «tribunales» excepcio- 
nales o permanentes (constituidos desde el año 149) que, sustituyendo 
a la justicia comicial, tendieron a convertirse en el único tribunal 
romano para lo criminal. 


d) Las finanzas. El dominio donde se manifestaba por excelencia 
la preeminencia del Senado era el financiero, aerarii dispensatio, que 
según Cicerón, era, junto con el derecho de «votar» las provincias, 
un aspecto en el que el pueblo nunca quiso rivalizar con él (in Vati- 
nium, 36). Esta afirmación sólo es cierta en parte, pero no hay duda 
de que los detalles de la administración financiera escapan por lo 
general al dominio de la ley y son, por el contrario, seguidos muy de 
cerca por el Senado. Los bienes del pueblo romano, tanto el capital 
(agrario o de otro tipo) como los ingresos (vectigalia), le pertenecían 
naturalmente a él y, por delegación, eran los magistrados quienes los 
administraban. Pero, con carácter general, los magistrados no podían 
disponer de ellos —a menos que así lo indicara una ley especial — 
sino bajo el control del Senado. Esto es así hasta las leyes agrarias 
del siglo 11, con respecto a la disposición del ager publicus, por ejem- 
plo para las asignaciones o deducciones de colonias. También la explo- 
tación de las minas, bosques, etc., se reglamentaba por medio de un 
senadoconsulto (Plinio, XXXIII, 78). Hasta el año 123, los contratos 
públicos que regulaban el arrendamiento de estos ingresos y que de- 
bían firmar los censores en nombre del pueblo quedaban, de hecho, 
bajo la vigilancia del Senado que, llegado el caso, podía revisarlos. 
En el año 169, por primera y única vez según los datos que poseemos 
hasta el año 123, un tribuno intentó —sin éxito— que se anulara la 
locatio mediante una ley. El Senado era la instancia habitual que co- 
nocía en los litigios de este tipo, ya que en el año 61 los publicanos 
se dirigieron primero a él para obtener una revisión de las cifras espe- 
cificadas en los contratos y sólo cuando la mayoría de los senadores 
se negaron a ello, apelaron en el año 59 a César, cónsul a la sazón, 
quien finalmente hizo aprobar una ley atendiendo sus reivindicacio- 
nes. Hasta el año 167 hay que incluir entre los ingresos del Estado el 
tributum, impuesto extraordinario, directo y proporcional sobre la 
fortuna que pagaban los movilizables para financiar la paga de los 
movilizados. Su introducción en Roma no se realizó mediante la pro- 
mulgación de ninguna ley. El Senado, al igual que decidía un dilectus, 
decretaba la fijación de un impuesto y determinaba su montante glo- 
bal. A continuación, correspondía a los magistrados afectados (casi 
siempre los cónsules) distribuirlo en función de los datos proporcio- 
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nados por el census y recaudarlo. Cuando a partir del año 167 el pro- 
ducto del botín y los ingresos ordinarios de las provincias (diezmos, 
portoria, scriptura, en otros lugares stipendium, con un montante glo- 
bal determinado) acabaron por constituir la parte esencial de los 
recursos financieros, tampoco escaparon al control del Senado. En pri- 
mer lugar porque las obligaciones financieras de las provincias, al 
menos hasta el año 123, se reglamentaban en forma exclusiva por los 
tratados o las leges provinciales que emanaban del promagistrado bajo 
el contro] directo de una comisión senatorial. Además, porque las pro- 
testas que suscitaban la percepción de los impuestos, aunque se some- 
tían primero al promagistrado, acababan llegando casi siempre al Se- 
nado, como lo demuestra el gran número de senadoconsultos conser- 
vados que hacen referencia a estos temas. Finalmente, estos ingresos, 
arrendados casi siempre a las sociedades de publicanos, formaban par- 
te, junto con los ingresos del dominio público, de la locatió censoriana 
que, ya hemos visto, estaba controlada por el Senado. 

El control era aún más claro en lo que respecta a los gastos. El 
montante del tríbutum lo fijaba la asamblea senatorial. La concesión 
de los créditos a diversos magistrados y promagistrados dependía tam- 
bién del Senado (para las provincias se trata dela ornatío provin- 
ciae). Incluso cuando excepcionalmente el principio de los gastos 
extraordinarios se había fijado por medio de una ley (por ejemplo la 
lex Gabinia que concedió la cura annonae a Pompeyo en el año 57) 
era el Senado el que votaba los créditos necesarios y determinaba su 
cuantía (Cic., Q. Fr., 1, 5, 1: 40 millones de sestercios) y a través 
de los senadoconsultos se regularon los detalles de aplicación de la 
ley frumentaria Terentia-Cassia del año 73 (Cic., 2 Verr., 3, 163; 174). 
Hay que señalar que las sumas que se entregaban a los magistrados 
responsables del patrimonio del pueblo (censores hasta el año 81) 
para su mantenimiento eran consideradas como créditos extraordina- 
rios y que también en este caso el Senado fijaba su montante, Más 
aún, los magistrados que poseían fondos a su disposición, que por 
tanto eran, cada uno en su esfera, quienes ordenaban los gastos, no 
eran, como es sabido, quienes los llavaban a cabo. De esto se encar- 
gaban en Roma los cuestores urbanos y en las provincias los cuestores 
o procuestores. Estos magistrados responsables del pago de los fondos 
debían rendir cuentas, generalmente al Senado, incluso cuando el pro- 
cedimiento se fijaba por una ley, como la lex Julia del año 59 a. de 
J.C. Las rationes de los magistrados y promagistrados se depositaban 
en el aeraríum, pero era la autoridad del Senado la que autorizaba 
plazos (2 Verr., I, 99) o fijaba determinadas formas de redacción (2 


292 


Verr., 1, 37; 98) y sólo el Senado, según la ley Julia, podía autorizar 
derogaciones (Fam., V, 20, 6). Así pues, el control del Senado era 
total y completo y afectaba a todas las fases de la política financiera, 


5. Los conflictos de competencia: relación del Senado 
y de los magistrados, del Senado y del pueblo 


La preponderancia de hecho del Senado no se explica únicamente, 
como ha pretendido la escuela prosopográfica, por su composición 
sociológica o las circunstancias excepcionales de la época de la se- 
gunda guerra púnica. Es cierto que bajo el impulso de los tribunos 
«populares» a partir de finales del siglo 11, el pueblo comenzó a inter- 
venir —por la vía legislativa— más frecuentemente que antes en cier- 
to número de aspectos reglamentados hasta entonces por el Senado, 
como el destino que se daba a las tierras de propiedad pública, la 
gestión de las finanzas o incluso la organización de las magistraturas, 
También es cierto que en el período turbulento que comienza con los 
Gracos, se produjeron cada vez más intentos de adquirir un poder 
personal y que algunos magistrados consiguieron que se les confiaran 
poderes extraordinarios que no podían sino enfrentarles con el Sena- 
do. Sin embargo, hasta finales de la República esta alta asamblea con- 
tó con poderes considerables e incluso consiguió nuevas competencias 
tanto en sus relaciones con el pueblo como con los magistrados. 


Con respecto al pueblo, primero, Sabemos que, al principio, la ratificación 
previa del Senado (auctoritas patrum) era necesaria para cualquier proposición 
que se sometiera al pueblo, excepto los plebiscitos, que sólo se sometían a la 
plebe, Esta deliberación previa, que implicaba naturalmente un control a priori 
sobre las decisiones del pueblo, fue abolida por la ley Publilia en el año 339 
(T, L,, VIII, 12, 15), De todas formas, la mayor parte de las veces (las raras 
excepciones se produjeron siermpre en períodos revolucionarios) el magistrado 
rogator de una ley pedía la opinión del Senado y había, pues, un debate pre- 
liminar, Durante este debate los senadores (y sólo ellos) podían proponer en- 
miendas al proyecto de ley, Lo cierto es que durante la época de los Gracos 
fue extraordinariamente reducido (solamente seis casos, Willems, II, p. 102) el 
número de plebiscitos o leyes, incluso de origen tribunicio, que se propusieron 
sin contar con la opinión del Senado, o contra ella, En cambio, esta práctica 
fue cada vez más frecuente a partir del año 133, no sólo por parte de los tri- 
bunos, sino también de magistrados superiores, como César durante su consu- 
lado en el año 59, En el año 88, Sila intentó imponer nuevamente la obligato- 
riedad de obtener la autorización previa del Senado para los plebiscitos (Apiano, 
BC, I, 266), medida derogada en el año 87 pero que de nuevo introdujo el 
propio Sila en el año 81 (pese al error del abreviador de T. L., Per., 89) y que 
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quedó definitivamente abolida en el año 70 (Tác., Ann,, IL, 27). Sin embargo, 
incluso una ley como la lex Gabinia del año 67 que confiaba a Pompeyo la 
conducción de la guerra contra los piratas, aprobada pese a la intervención de 
un tribuno manipulado por el Senado, había sido discutida (pero no sometida a 
una votación previa por su autor) en el Senado (Cic., Pro lege Man., 52). 

Por otra parte, el Senado, aunque se viera privado del derecho de autoriza- 
ción previa, que se refería esencialmente al contenido político de las leyes, 
siguió siendo juez de la constitucionalidad de los textos legislativos, es decir, 
que un magistrado podía consultarle siempre para saber si la medida votada 
por el pueblo cumplía todos los requisitos exigidos para obligarle. Se trataba, 
pues, de un control sobre la forma jurídica (una ley debía ser jure rogata), 
Siempre era temible un control a posteriori del Senado, desde este punto de 
vista (Cic., De domo, 71: judicium de jure legum). Y, en efecto, conocemos una 
serie de leyes que fueron anuladas por defecto de forma (a menudo porque 
habían sido impuestas por la violencia), ley agraria de Apuleyo en el año 100 
(Cic., De leg., IL, 14), leyes livias del año 91 (Diod., XXXVII, 10, 3, etc.), lex 
Manilia de diciembre del 67, anulada el 1.2 de enero del año 66 (Dión, XXXVI, 
42). Esta amenaza que pesaba sobre la legislación de los comicios tributos ex- 
plica unas precauciones, más o menos eficaces, que los autores de los proyectos 
de ley introdujeron en sus textos (obligación del juramento por parte de los 
magistrados y senadores, prohibición de que se realizara un debate en el Se- 
nado, como en la lex Clodia del año 58 sobre el exilio de Cicerón, Cic., At£,, 
III, 15, 6). 


No obstante, el problema de las relaciones del Senado y el pueblo 
se plantea en otro plano, no ya político sino jurídico: ¿cuál era el 
valor normativo de las leyes y los senadoconsultos respectivamente ? 
En otras palabras, ¿eran los senadoconsultos, en el mismo sentido que 
la.ley o los edictos de los magistrados, una «fuente de derecho» y cuál 
era su valor con relación a estas dos categorías de textos legales? 
Ante todo, eliminemos, siguiendo a G. Crifó [1113], un equívoco: de 
cualquier forma, y hasta el siglo 11 d. de J.C. no hay que hablar 
de «poderes legislativos» del Senado porque solo el pueblo está capa- 
citado para dictar (jubere) «leyes» en el sentido estricto de la pala- 
bra. Sólo tras una larga evolución señalada por los juristas (Cayo, Í, 
4; Pomp., Dig., IL, 2, 2, 9; 12; Ulp., Dig., 1, 3, 9; Inst., L, 2, 5; Teotr., 
Par., 1, 2, 5) el senadoconsulto, en una época en la que ya no existían 
leges comiciales, quedó asimilado a la ley. Hay que hablar, más exac- 
tamente, del poder «normativo» del senadoconsulto y, además, en los 
dominios bien definidos que, para los romanos, son propiamente los del 
derecho «civil», es decir, de los ciudadanos (pues es evidente que na- 
die cuestiona el carácter obligatorio de los senadoconsultos en los as- 
pectos políticos y administrativos que hemos mencionado anteriormen- 
te, presupuesto, dilectus, distribución de las provincias, etc.). Ahora 


294 


bien, hay que admitir que desde la época republicana incluso en el 
terreno del derecho civil se dictaron algunas normas constrictivas por 
medio de senadoconsultos. El caso más notorio es el de la reglamen- 
tación de los contratos de préstamos a los provinciales, a la que hace 
una larga alusión Cicerón (4At£., V, 21, 11; V, 21, 13, etc.) con ocasión 
de su proconsulado en Cilicia. Éste caso es tanto más interesante 
cuanto que en ese momento se planteó un conflicto entre el senado- 
consulto y la ley. Por razones de equidad, Cicerón tomó partido por 
la ley. Pero lo cierto es que este hecho demuestra, junto con algunos 
ejemplos más y dos textos de carácter teórico (Cic., Top., V, 28, y 
Part. Or., 129-130), que el Senado había adquirido desde finales de la 
época republicana y sobre todo en el ámbito del derecho financiero 
(deudas, préstamos, usura, etc.), cierto poder normativo. No obstante, 
como recalca Watson ([1085], p. 23), el Senado tomaba casi siempre 
la precaución de pedir a un magistrado que hiciera aprobar una ley 
conforme a su proyecto (a los ejemplos de Watson hay que añadir el 
de la lex Gabinia-Calpurnia de Delos, CIL, 12, 2500). Digamos, sin 
embargo, que esto no es cierto en el caso de los senadoconsultos apro- 
bados en el 54 en oposición a la lex Gabinia sobre los préstamos a los 
provinciales. 

Muchas veces se ha dicho que Cicerón, en su proyecto de «cons- 
titución» que presenta en el libro 111 del De Legibus, escrito entre los 
años 54 y 51, habría planteado que se introdujera una reforma impor- 
tante: <dar fuerza de ley a los senadoconsultos». Esta afirmación, que 
se acepta de forma general, procede de una interpretación errónea 
de la expresión eius decreta rata sunto, que significa solamente que, 
según él, los tribunos no deberían tener el derecho de intercessio con- 
tra un texto votado por el Senado (Thomas [1122]). 


Los magistrados, Más sutiles son aún las relaciones entre el Senado y los 
magistrados, Como veremos, el Senado, en tanto que cuerpo, no se reunía es- 
pontáneamente, sino que siempre era convocado y presidido por un magistrado 
(cónsul o pretor y tribunos de la plebe), El magistrado lo consultaba y casi 
siempre el senadoconsulto era un texto cuya iniciativa partía del magistrado, 
Ahora bien, todo senador tenía el derecho de proponer otro texto y podía 
ocurrir perfectamente que se planteara un conflicto, es decir, que la mayoría 
del Senado expresara una opinión distinta de la de los magistrados, Hagamos 
unas observaciones sobre este tipo de conflictos, sin relación con los conflictos 
propiamente políticos que examinaremos más adelante, En forma general, el 
Senado carecía de medios directos de presión sobre un magistrado, Por ejem- 
plo, no podía obligarle a dimitir ni impedir unas elecciones, salvo en caso de 
que hubiera motivos religiosos muy graves o, excepcionalmente, en períodos de 
guerra civil (Cinna en el 87, Veleyo, 1, 20, 3), Tampoco podía forzar a los 
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magistrados a obedecer un senadoconsulto, que no era sino una «opinión», cuya 
ejecución dependía tan sólo de la apreciación personal de los magistrados (sí et 
videbitur). En caso de conflicto había que recurrir a diversos procedimientos, 
por ejemplo acudir a un magistrado superior al que se negaba a obedecer el 
senadoconsulto —interviniendo asi el principio de la jerarquía— o, eventual- 
mente, negarse a tratar cualquier otra cuestión hasta que se hubiera encon- 
trado solución al conflicto, En realidad, los conflictos entre los magistrados su- 
periores y el Senado fueron muy raros, y se referían las más de las veces (al 
menos hasta tiempo de Sila) al reparto de las provincias, Como veremos, los 
magistrados tenían derecho a impedir la votación de un senadoconsulto siem- 
pre que tuvieran «un poder igual o superior» al del magistrado que presentaba 
la proposición (Varrón, en Aulo Gelio, XIV, 7, 6), lo que permitía al Senado 
utilizar este medio de presión, Pero, además, el derecho de intercessio contra 
cualquier proposición lo poseían también los tribunos de la plebe (Polibio, VI, 
16). Ahora bien, este derecho no sólo iba dirigido contra el Senado en tanto 
que tal, sino que era también un arma que permitía al Senado imponer su 
voluntad sobre determinados magistrados (cf, por ejemplo, Cic., Fam., X, 12, 3), 

Afectaban también a las relaciones entre el Senado y los magistrados las 
decisiones mediante las cuales el Senado podía decretar medidas de salvación 
pública: decisión de hacer nombrar un dictador, es decir, un comandante su- 
premo, por un plazo de seis meses, a quien quedarían subordinados todos los 
magistrados y contra el cual los tribunos no tendrían el derecho de provocatio; 
declaración del tumultus (leva en masa) y del justitium, si eran los cónsules 
los que debían decidir sobre él (el dictador no tenía necesidad de contar con 
el acuerdo del Senado) y, finalmente, y desde el año 123, votación del Senatus 
Consultum ultimum, el primero de los cuales fue votado sin duda en el año 121, 
para acabar con la política de Cayo Graco sin recurrir a la dictadura. Con» 
fiaba a los cónsules el «cuidado de la República» (T, L,, IL, 4; VI, 19, ana» 
crónicos; Cic., Cat, 1, 2, 4; Fil, VIIL, 4, 14) lo que les substraía al derecho 
de provocatio de los tribunos, les permitía ejercer su poder coactivo sin temor 
a que nadie pudiera juzgarlos y, desde Sila, les permitía reclutar tropas. Pro- 
cedimiento de importancia excepcional en la vida política de los siglos 11 y 1, 
del que hablaremos más adelante, Digamos simplemente, por el momento, que 
otorgaba al Senado un peso considerable, 


6. Los procedimientos: las sesiones del Senado 


Ciertamente, en términos de derecho público, el Senado no se 
parecía en nada a un Parlamento moderno o contemporáneo: sus 
miembros, aunque eran elegidos indirectamente, pues se trataba por 
lo general de antiguos magistrados, no eran de ningún modo <repre- 
sentantes» del pueblo, ya consideremos este término en el sentido jurí- 
dico de mandatario o en el político admitido comúnmente. En la hipó- 
tesis absurda de una «separación» de poderes, no representaban cier- 
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tamente el poder «legislativo» frente al ejecutivo, pues, como hemos 
visto, el Senado nada tenía que ver con la ley (por lo demás, si sólo 
el pueblo votaba las leyes, la iniciativa de los textos legales corres- 
pondía de hecho y de derecho al magistrado rogator). Tampoco pode- 
mos decir que el Senado ejerciera un «control» sobre el gobierno; 
pues no era el que elegía a los magistrados, tampoco podía destituirlos 
y sólo poseía medios indirectos para oponerse a sus proyectos. Sin 
embargo, los historiadores modernos, desde Wachsmuth, Mommsen, 
Mispoulet y muchos otros, han intentado describir en términos parla- 
mentarios la historia de Roma bajo la República (se habla de «cam- 
bio de mayoría», de la «caída» de un gobierno, etc.). La única excusa, 
si es que puede haberla, para un anacronismo y un error de perspec- 
tiva de este calibre, hay que encontrarla, desde luego, en los numero- 
sos testimonios que nos permiten reconstruir los procedimientos y el 
desarrollo concreto de las sesiones del Senado. En efecto, es cierto que 
sin ser en absoluto un Parlamento, el Senado es una Asamblea polí- 
tica (de hecho, un consejo de gobierno) sin la cual no es posible rea- 
lizar en Roma ninguna acción de carácter gubernamental y, también, 
que este consejo, dado el número de sus componentes (varios cente- 
nares de miembros) ha de reunirse, deliberar, decidir y actuar según 
procedimientos que, de manera totalmente formal, recuerdan muy a 
menudo a los de los Parlamentos modernos a los que, frecuentemente, 
ha inspirado. Antes de intentar evaluar globalmente el papel y la £un- 
ción que ejercían el Senado y los senadores en la vida romana, hay 
que referirse, por tanto, a estos procedimientos. 


El Senado no se reunía espontáneamente, sino que debía ser convocado por 
uno de los magistrados que tenía el jus agendi: los magistrados superiores, ade- 
más de los tribunos de la plebe, antes incluso de que hubieran recibido el de- 
recho de participar en las sesiones de la Asamblea, En ausencia de los cónsules, 
se encargaba de la convocatoria el pretor urbano. En caso de conflictos de 
convocatoria se aplicaba la norma de la par maiorve potestas (Varrón, en Aulo 
Gelio, XIV, 7, 4; 8, 2) y de la prioridad de elección. Hasta la época de Au- 
gusto, el Senado no tuvo ningún reglamento y no existía por tanto un calen- 
dario de sesiones que, de hecho, dependía del calendario político y aun reli- 
gioso, y también de las precisiones legislativas, A finales de la República, la 
ley Gabinia (sin duda del siglo 11) reservaba para el mes de febrero la recep- 
ción de las embajadas extranjeras, mientras que la ley Pupia (del año 61) pro- 
hibía que el Senado se reuniera en una serie de días comiciales (quizá sola- 
mente en enero y febrero), Poseemos testimonios de la celebración de sesiones 
en estos días, e igualmente del aplazamiento de elecciones para permitir una 
sesión (Cic., Pro Mur, 51; cf. A, K. Michels [1057], 42 ss.; Willems, pp. 152-153; 
Mommsen, DP, VII, 101; el Senado permanecía en vacaciones desde el 15 de 
abril hasta el 15 de mayo). 
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Durante la época republicana se reunía en diversos locales, Ahora bien, el 
local debía ser un templum, un lugar inaugurado, Esto explica que el Senado 
pudiera reunirse no sólo en un local consagrado, destinado expresamente para 
él, sino en cualquier templo. De todas formas, los locales que se utilizaban más 
frecuentemente en tiempo de la República eran la Curia, construida según la 
tradición en el Comitium por Tulo Hostilio, que fue ampliada por Sila e in+ 
cendiada en el año 52, Antes del año 44 César hizo construir, casi en el mismo 
lugar, pero un poco más al este, su Curia Julia, En el interior del pomoerium, 
el Senado se reunía también casi siempre en el Júpiter Capitolino, sobre el Arx, 
en los de Cástor y de la Concordia, en el Foro, en los de Fides-Honos, en el 
de Júpiter Stator al pie del Palatino, Pero en ocasiones se reunía también 
fuera de la línea sagrada para recibir a generales revestidos todavía con el 
imperium o a Ciertas embajadas, y en esos casos utilizaba los templos de Be- 
llona (cf, la famosa sesión, en tiempo de Sila, durante la cual, en la Villa 
publica, próxima al templo, se estaba degollando a los prisioneros de la guerra 
civil) y de Apolonio, llamado Sosiano, identificados ahora cerca de la puerta 
Flumentana. Ahora bien, en el año 55, Pompeyo había ofrecido en el recinto 
de su teatro del Campo de Marte, el primero construido en piedra en Roma, 
una nueva curia, la misma en la que sería asesinado César en el año 44, El es- 
tudio detallado de estos diversos locales ha llegado a conclusiones muy intere- 
santes: ninguno de ellos tenía capacidad para acoger a la totalidad de los 
miembros del Senado (por otra parte, el número máximo de senadores presen- 
tes en una sesión de la que los textos dan noticia es de 417, en la famosa 
sesión de enero del año 57, en el Capitolio, Cic., Red, Senat,, 26). Así, sólo 
podían sentarse en los bancos los senadores que ocupaban un lugar más alto en 
la jerarquía, probablemente los antiguos ediles, Los demás eran los pedarii, que 
sin duda asistían de pie a las sesiones, La curia o los templos debían contar 
con un vestíbulo abierto que permitía a los hijos de los senadores y a otras 
personas asistir a la sesión sin entrar en la sala. Los magistrados que presidian 
la Asamblea —habitualmente los cónsules— se hallaban sobre una tribuna, 
frente a la puerta de entrada, rodeados de escribas, Más abajo se situaban los 
pretores y los tribunos de la plebe, Los senadores se hallaban tanto más cerca 
del estrado cuanto mayor era su rango, 

Los magistrados que tenían derecho a ello podían y debían convocar y pre- 
sidir el Senado, someterle uno o varios temas (referre), solicitar la opinión de 
los senadores (consulere), hacerles votar, hacer el recuento de votos y, final. 
mente, supervisar la redacción de la propuesta que había salido triunfadora. 
Desde luego, no en todas las sesiones se sometía a votación un texto, Algunas 
se dedicaban simplemente a escuchar los informes de los magistrados o de otras 
personas (por ejemplo, las delegaciones extranjeras o las del pueblo) que tenían 
que presentar alguna petición (postulationes), El presidente era quien decidía 
sobre el orden del día y podía negarse a que se deliberara sobre algún tema en 
concreto (Cic., Q. Fr., UL, 1, 1; César, BC, 1; Willems, IH, p. 175), Como dice 
Mommesen (VIL, p. 121) los senadores no tenían derecho de interpelación ni de 
iniciativa, pero como cuando les legaba su turno (obligatorio) de palabra podían 
hablar sin limitaciones sobre cualquier tema (Aulo Gelio, IV, 10, 8), podían 
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solicitar a los magistrados que sometieran algún tema a la asamblea, lo que 
era tanto como ejercer el derecho de iniciativa (por ejemplo, en el año 204 
para las colonias latinas rebeldes, T. L,, XXIX, 15, 1; en el año 63, Ser. Sul. 
picio Rufo, Cic., Mur,, 46, flagitasti; en el año 62, Catón el Joven: Plut,, 
Cato, 26). Esta libertad en el uso de la palabra daba lugar a abusos de proce- 
dimiento análogos al filibustering anglosajón (el hecho de permanecer en el 
uso de la palabra hasta el final de la sesión), lo que servía para obtener la 
demora del debate, Es cierto que en el Senado podía haber debates abiertos 
prácticamente a todos, sin orden jerárquico, pero ello era, en principio, antes 
de que se inscribiera algún tema en el orden del día y fuera sometido a la 
asamblea. Entonces solamente podía haber discusión de puntos de vista opues- 
tos (altercatio). Por el contrario, cuando el tema había sido ya planteado, el 
orden de intervención era estrictamente jerárquico, Hasta la época de Sila ha- 
bía que interrogar en primer lugar al Princeps Senatus. Desde el año 80, el 
presidente de la sesión podía elegir entre los consulares al primer orador, luego 
interrogaba a los censorii, los consulares, los pretores, etc., en orden jerárquico 
de edad, siempre los patricios en primer lugar y los magistrados superiores, si 
los había. En esta interpelación nunca se llegaba más abajo de los cuestores, 
y tampoco los pedarii hablaban, Las únicas excepciones que se conocen para el 
período final de la República se explican por las funciones religiosas que ejer- 
cian estos jóvenes senadores, o por el hecho de que habían recibido excep- 
cionalmente el jus sententiae. Podemos decir, pues, que en el Senado la dis- 
cusión y votación iban prácticamente unidas, ya que cada votación iba prece- 
dida casi siempre de una interpelación que permitía a cada senador interro- 
gado presentar una resolución formal y proponerla al presidente de la sesión 
(sententiam dicere), Evidentemente, este derecho de intervención por orden je- 
rárquico limitaba el derecho de proposición a los principes del Senado. Los 
senadores que querían someter una proposición debían redactarla por adelan- 
tado (Cic,, Fil, X, 11, 25; Fam., X, 13, 1; Mommsen, DP, VII, 169), En oca- 
siones podía reportar ventajas hablar en último lugar, para hacer cambiar la 
opinión de la Asamblea (Mommsen, p. 171; Cic,, Fil, V, 2, 5; cf, la famosa 
sesión de noviembre del año 50 en la que Curión consiguió un gran éxito al 
lograr que el Senado cambiara totalmente de parecer; Apiano, BC, I, 118-119; 
Gruen [1218], p. 486), En ocasiones, se suprimía la interpelación nominal de 
los senadores y se pasaba directamente a la votación: era lo que se llamaba el 
senadoconsulto per discessionem (aunque la discessio fuera, de todas maneras, 
la forma obligatoria de votación y por tanto siempre hubiera discessio). Era éste 
un procedimiento acelerado, cuando el Senado manifestaba que no era necesario 
el debate (Varrón en Aulo Gelio, XIV, 7, 9; Mommsen, DP, VII, pp. 173-174). 
Pero bastaba con que un senador exigiera la interpelación (consule) para que 
hubiera que realizarla (Festo, p. 174, con Mommsen, DP, VII, p. 174, y Cic,, 
Átt., V, 4, 2). Después de la interpelación, intervenía el magistrado presidente 
que, por lo general, recogía todas las opiniones expresadas y las sometía a vo- 
tación, Su papel en este momento era fundamental, ya que tenía derecho a 
rechazar determinadas proposiciones, lo que podía plantear un conflicto con la 
Asamblea (cf, César, BC, 1, 2). Todo senador tenía derecho a solicitar la vo- 
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tación de un proyecto artículo por artículo. Igualmente, en los casos bastante 
raros en que la ley o la costumbre exigía que hubiera quórum, cualquier 
senador podía exigir que el presidente hiciera recuento de los presentes (numera). 

La votación durante la época republicana era pública (no se introdujo el 
voto secreto per tabellam hasta tiempo de Trajano e incluso entonces solamente 
para la elección de los magistrados, a partir de entonces bajo el control del 
Senado: M. L, Paladini, Athenaeum, 1959, p. 10). La votación, siguiera o no 
a un debate (interrogattio), se efectuaba mediante la reunión de los senadores, 
como todavía ocurre en nuestros días en la Cámara de los Comunes, en torno 
al autor de la proposición que aprobaban (era la discessio, Aulo Gelio, XIV, 7, 
12). El presidente contaba (o no, si no resultaba necesario) los «votos» y decla- 
raba cuál era la proposición que había obtenido la mayoría (Festo, 314 L). 
Durante la votación o inmediatamente después de ella era cuando podía tener 
lugar la intercessío de un magistrado (no obstante, podía ocurrir que un magis- 
. trado y, sobre todo, un tribuno, anunciara mucho antes que se opondría a que 
se pusiese a deliberación un texto). La intercessio sólo podía ser obtenida por 
un magistrado de rango igual o superior al que presentaba el texto, salvo en 
el caso de los tribunos de la plebe en que uno solo podía vetar todo un pro- 
yecto (Polibio, VI, 16, 4; Zon., VIL, 15; Diod,, XXXVII, 10, 3), Ahora bien, la 
intercessio no impedía la votación, sino que quitaba validez al texto aprobado. 
Su validez, pero no toda su influencia, pues los textos de las mociones así 
«congeladas» se conservaban y tenían una «autoridad» que permitía a otro ma- 
gistrado recuperarlos posteriormente. A finales de la República, un tribuno po- 
día paralizar de esta forma durante un tiempo la acción del Senado, pero no 
podía anularla completamente (como lo demuestra la guerra de procedimientos 
que se entabló en el año 57 con ocasión del regreso de Cicerón), En su «consti- 
tución» del De Legibus, Cicerón proponía no reconocer un valor normativo a 
los senadoconsultos (nadie se la negaba) sino hacer que fuesen válidos incluso 
en el caso de la intercessío de los tribunos, 

La decisión del Senado podía ser de carácter general, sobre todo en materia 
arbitral, y en tal caso podía encomendar a una comisión o a magistrados tute- 
lados por la Asamblea la tarea de redactar en todos sus detalles el texto defi- 
nitivo (sc amado de Adramyttion, sc de Oropos, etc.), Pero casi siempre se 
redactaba el texto inmediatamente después de celebrada la sesión. Era el ma- 
gistrado que había propuesto la moción quien debía hacerla redactar (perscri- 
bere). Se formaba a tal efecto una comisión de redacción formada cuando 
menos por dos personas, que pronto contó con tres, cuatro, siete e incluso once 
miembros (Josefo, BJ, XIV, 10, 10). El texto se redactaba inmediatamente en 
los locales del secretariado. En los últimos tiempos de la República sólb tene- 
mos noticia de algunos abusos referentes a la redacción de falsos senadocon- 
sultos (At, 1V, 17, 2), aunque las técnicas de registro de los debates, aún 
rudimentarias (Cicerón introdujo una innovación haciendo que se escenografiara 
la sesión del 5 de diciembre del año 63, Plut., Ca£,, 23, 3), permitieron en oca- 
siones ciertas manipulaciones (E, Gabba [1116], 89-96). La diplomática de los 
senadoconsultos seguía un formulario constante, al menos desde el siglo m1: 
autor de la relatio, fecha y lugar de la sesión, nombres de los miembros de la 
comisión de redacción, objeto de la deliberación, anuncio de la decisión, mo- 
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tivos, disposiciones, mención de la votación. Esta última mención (censuere) 
sólo aparecía (aunque esto se discute desde Valerio Máximo, Il, 2, 7) en los 
senadoconsultos que tenían validez gracias a que no había habido intercessio 
tribunicia (cf. Fam,, VII, 8, 6, pero la explicación de Mommsen, p. 204, tal 
vez lo contradice). Los senadoconsultos, al igual que todos los textos oficiales, 
se archivaban unos en el templo de Ceres (los que afectaban a la plebe en 
tanto que tal) y otros —la mayoría y luego la totalidad— en el Aerarium. bajo 
la responsabilidad de los cuestores urbanos. Los senadoconsultos se guardaban 
en los archivos, ordenados por «ños consulares (Cic., ,4££,, XIII, 33, 3) pero la 
integridad de estos documentos estaba en entredicho en la época republicana 
(Plutarco, Catón, 17; Cic., De leg, agr., IL, 35). A continuación, tenía lugar la 
publicación eventual del senadoconsulto: mediante lectura solemne (T, L,, XXV, 
1, 12; XLITI, 4, 12) o grabándola en una tabla de bronce (Suetonio, Vesp,, 8). 
Los que se referían a los peregrinos se traducían en la misma Roma, enviándose 
muchas veces la versión griega por cartas de los magistrados a los destinata- 
rios, quedando a cargo de éstos su archivo y grabación, De todas formas, hay 
que hacer una clara distinción entre la grabación y la publicación, que era lo 
que daba fuerza legal al texto. En la época de Cicerón se publicaban acta 
mensuales, quizás a raíz de una decisión de César en el año 59 (4tt,, II, 8, 3), 


Estos detalles sobre el funcionamiento del Senado como asamblea 
y sobre la forma en que debatía y votaba los textos que le eran some- 
tidos son de importancia esencial para apreciar su papel político. 
Asamblea jerarquizada sin duda, en la que contaba fundamentalmente 
(aunque no sin excepción) la voluntad y opinión de los magistrados 
en funciones -——que, no obstante, no tomaban oficialmente partido, en 
todo caso no votaban— y de los principes de la ciudad. Asamblea 
cuya competencia se extendía de hecho (sin límite, en principio, puesto 
que el orden del día no era limitado) al funcionamiento total de la 
ciudad, que contaba con los medios para controlar incluso los aspectos 
que dependían directamente del pueblo y los que eran competencia 
del ¿mperium de los magistrados. Ahora bien, ¿puede hablarse de régi- 
men «senatorial», como hace habitualmente la historiografía moder- 
na? Ante todo, hay que distinguir con todo cuidado los casos bastante 
raros en los que se planteaba realmente un problema de competencia, 
por ejemplo entre el Senado y el pueblo (para la concesión o priva- 
ción del derecho de ciudadanía, Tito Livio, XXVI, 33; XXXVIII, 36; 
Cic., Balbo, 25). Pero se constata en el plano político que estos pro- 
blemas de competencia se solventaban, según los casos, con o sin con- 
flicto. De cualquier forma, antes de mediados del siglo 11 son extraor- 
diariamente raros los casos de leyes o plebiscitos aprobados sin la 
opinión favorable del Senado o en contra de su voluntad y hay que 
decir que muchas veces el Senado recurría al pueblo, incluso por me- 
dio de un tribuno, para superar la oposición de un magistrado 
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(J. Bleicken [1195], pp. 46 ss.). Hay que esperar al consulado de Cé- 
sar en el año 59 para ver por primera vez que un cónsul propone le- 
yes a pesar de la oposición del Senado. Por otra parte, el problema 
radica menos en si el Senado en tanto que cuerpo tenía una u otra 
competencia, que en saber si se hallaba dividido o no. Cuando en el 
Senado existía una opinión unánime, disponía por lo general de me- 
dios (el más poderoso de todos era la intercessio) para imponer su 
voluntad tanto a los magistrados como al pueblo en general. Por el 
contrario, si los partidos se hallaban claramente divididos, si se opo- 
nían diversas facciones, podía perder la partida, pues en definitiva la 
proposición debía ser planteada al pueblo (es decir, había que encon- 
trar un magistrado complaciente y obtener por medios diversos una 
mayoría en los comicios). Así, no hay que considerar —como admi- 
rablemente supo verlo Polibio— la influencia real del Senado en tér- 
minos constitucionales o jurídicos, sino tener en cuenta su composi- 
ción y el hecho de que los magistrados, antes de entrar en conflicto 
con la Asamblea, debían pensar en el futuro, debían pensar que pron- 
to ingresarían en el Senado y que dependían de él para sus triunfos, 
sus promagistraturas y en el momento de rendir cuentas. Después de 
todo, la sutil observación de Polibio de que la autoridad del Senado 
destacaba sobre todo en ausencia de los cónsules y que en ese caso 
el gobierno de Roma era auténticamente una «aristocracia», la corro- 
bora también Diodoro, XXXIV/V, 25, 1, que pone en boca de Cayo 
Graco el proyecto de «abolir la aristocracia y establecer la democra- 
cia», Pero hay que añadir que el procedimiento que adoptaba el tri- 
buno no afectaba a la cuestión de las competencias ni a la constitu- 
ción, sino que pretendía arrebatar al Senado el monopolio de los tri- 
bunales (cf. p. 335). Este punto de vista, corroborado por Apiano, 
Plutarco y Cicerón, confirma la hipótesis de que la base real de los 
«poderes» del Senado, de su ductortias más bien, era no tanto consti- 
tucional como cívica e incluso social, Ahora bien, desde el segundo 
tercio del siglo 11 ocurren una serie de hechos constitucionales que 
modifican el equilibrio de fuerzas: en el año 139, las primeras leyes 
sobre el voto secreto, en el 133 la derogación por el pueblo de la 
magistratura de Octavio, en el 123 las leyes de Sempronia de provo- 
catione, sobre todo la ley judicial, las leyes sobre las provincias, la 
lex de Asía que amplía considerablemente la competencia del pueblo 
y, por tanto, el papel de los tribunos a través de los cuales debe ejer- 
cerse aquélla, Hay que indicar también que entre los años 106 y 100 
y, más tarde, entre el 87 y 82, cuando dominan de diversas formas los 
populares, disponían también de un apoyo en el Senado. Un problema 
interesante es el de saber si el régimen establecido por Sila durante 
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su dictadura constituyente era «senatorial» o no. Pese a lo que dice 
J. Carcopino, no era un régimen monárquico, o cuando menos fal- 
taba un monarca, ya que Sila abdicó de su dictadura. Si como yo 
suelo hacer, tomamos como indicador el aspecto judicial, parece que 
Sila quiso acentuar la influencia del Senado en tanto que cuerpo, mo- 
dificando su composición, En el mismo sentido hay que considerar la 
evidente limitación de los poderes de los tribunos. Es el período en 
el que se utiliza sin resistencias el Senatus Consultum Ultimum (con- 
tra Lépido en el año 78, Sal., Hist,, 1, 77, 22 M), en el que una pe- 
queña camarilla votaba en el Senado las dispensas de las leyes (As- 
conio, 58 C). En la misma época, Sila, según la expresión de Cicerón, 
suprimió «la cooptatio censoriana» (De Leg., UI, 27), lo que impli- 
caba dar indirectamente al pueblo, mediante la elección para la cues- 
tura, el derecho de nombrar los senadores. Sobre esta base, un polí- 
tico que conocía perfectamente las condiciones reales del ejercicio del 
poder, como Cicerón, intentó realizar entre los años 56 y 51 una 
distribución equilibrada de las responsabilidades: el Senado debía 
contar con una preeminencia moral y arbitral (auctorítas) que debía 
hacer de los magistrados sus «ministros» (Pro Sestio, 137), con tal 
de que los tribunos no pudieran utilizar la intercessio contra sus de- 
cretos (De Leg., IM, 28) y de que el Senado reconociera en el pueblo 
la fuente de todo poder (potestas, ibid.) y no hiciera nada contra su 
interés y su libertad (Pro Sestio, 137). Para Cicerón, este Senado de- 
bería estar abierto sin limitaciones a todo candidato del orden ecues- 
tre (Pro Sestio, 137: aditus pateret omnium, civium industriae el vir- 
tuti; cf. C. Nicolet [1103], 29) y debía reconocer al orden ecuestre 
(como lo hacían los tribunales desde el año 70) un papel oficial (Pro 
Sestio, 137: proximorum ordínum splendor). Esta política se expresó 
a veces, aunque cada vez más raramente: en el año 50 con ocasión 
de la votación unánime de la moción de Curión, en el intento de privar 
de sus tropas a los dos imperatores, César y Pompeyo, dispuestos a 
enfrentarse, o en el 43, tras la muerte de César, cuando Cicerón se 
puso durante algunos meses al frente del Senado. Pero en realidad, 
el poder real, compartido entre los ejércitos y la plebe urbana, esca- 
paba a esta asamblea en la que, por otra parte, también se habían 
introducido los partidos. No fueron, pues, «el pueblo» como tal, ni 
«los magistrados», por sus poderes constitucionales, quienes provo- 
caron el hundimiento de esta república senatorial «aristocrática» que 
alababa Polibio y denostaba Cayo Graco, sino los ejércitos radicali- 
zados arrastrados por sus jefes (isenadores, es cierto!) a pronuncia- 
mientos o guerras civiles, o bien las multitudes, casi siempre urbanas, 
manipuladas en los comicios por otros ambiciosos, también senadores, 
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CarítTULO XI 


Los magistrados y el poder 


Todas las ciudades antiguas, en el mundo griego en primer lugar, 
terminaron por conllevar «cargos» (archai) que se confiaban a diver: 
sos individuos para llevar a cabo las diversas y concretas tareas que 
requería la administración de los asuntos comunes. Estos «cargos», 
cualquiera que fuese la forma en que se atribuían y repartían, impli- 
caban por naturaleza una gran responsabilidad individual y entraña- 
ban, por lo tanto, «poderes», que podían ser muy extensos cuando 
se trataba del mando militar o de la jurisdicción. Sin embargo, el 
mundo griego presenta una gama casi infinita de variantes o casos 
particulares, Este sistema de gobierno se desarrolló a partir de las 
monarquías primitivas (?) de forma muy desigual según las ciudades, 
y el número, la duración, competencias, jerarquía, condiciones de ac- 
ceso y el reclutamiento de las magistraturas varía hasta tal punto que 
resulta prácticamente imposible definirlas de una forma adecuada. El 
mismo Aristóteles hace un arche de la participación en la asamblea. 
El problema parece a priori más simple en el caso de Roma: aparen- 
temente conocemos mejor la historia de las magistraturas romanas, su 
aparición, competencias y organización. Si en un principio Italia pre- 
senta un número considerable de «sistemas de magistraturas»> diver- 
sos y a menudo incompatibles (sistema etrusco, umbrio, osco-samnita, 
griego, etc.), lo cierto es que a medida que fue avanzando la conquista 
y posteriormente la romanización de la península, tales sistemas que- 
daron recubiertos y luego anulados por el sistema romano. Finalmen- 
te, acabaron reducidos a la categoría de simples recuerdos de aplica- 
ción estrictamente municipal, mientras que el «modelo» romano, sim- 
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plificado, se imponía incluso a este nivel, primero en las colonias ro- 
manas y luego, durante el siglo 1, en las instituciones de los «muni- 
cipios». 


1. «Imperium» y «potestas» 


De todas formas, bajo esta apariencia más simple y lineal, lo 
cierto es que la historia de las magistraturas romanas presenta tam- 
bién grandes dificultades. Los conceptos y palabras que definen en 
Roma los poderes de los magistrados, impertum y potestas, la misma 
etimología de la palabra magistrado (de magis «que es» o «que puede 
más») indican, y lo demuestra la historia, que su preponderancia era 
en principio muy acusada frente a otros poderes u otras autoridades, 
como los del pueblo y los del Senado, e incluso los de los sacerdotes. 
Los juristas de finales de la República y del Alto Imperio se interro- 
gaban sobre los orígenes, la naturaleza jurídica y sagrada del poder 
en una época en que (como lo han señalado por ejemplo Mommsen, 
Magdelain y Catalano [1017]) existía un conflicto evidente entre esta 
«arqueología del derecho» y la práctica real del derecho público y, 
más aún, entre ideologías diversas, por ejemplo las de los conserva- 
dores y los populares. Por tanto, los historiadores modernos han de 
ser muy prudentes, pues como ha puesto de relieve P. de Francisci 
[1150], en gran parte, las distinciones de apariencia sutil o rigurosa 
entre estos diversos poderes o estas diversas atribuciones (como el fun- 
damental jus auspiciorum) pueden no ser otra cosa que creaciones 
arbitrarias de los juristas tardíos. 

Se hace a veces una distinción muy acusada entre imperium y po- 
testas: tan sólo los magistrados superiores habrían poseído el primero, 
de carácter esencialmente militar, mientras que los magistrados infe- 
riores sólo habrían poseído la segunda, que podría tener también un 
sentido en cierta forma privado (patria potestas). Lo cierto es que 
esta teoría presenta muchas dificultades. En el caso de algunos magis- 
trados superiores, como los censores, se discute si tenían o no impe- 
rium. El interrex habría poseído imperium (T. L., IL, 17, 6), pero nin- 
gún inferrex mandó nunca un ejército, Un texto de época imperial 
habla incluso del imperium de los ediles curules (Tab, Herc., LX, 
1 = PP, 1954, p. 55). Debemos limitarnos a lo que sabemos con toda 
certeza: el imperium es un poder muy fuerte, civil y militar a un 
tiempo, jurisdiccional y coercitivo, que implica el derecho de «tomar 
los auspicios», es decir, de reclamar la investidura sagrada de Júpiter 
Optimus Maximus y de consultar los augures, mandar el ejército, or- 
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denar el dilectus y la recaudación de los impuestos, etc., de publicar 
edictos (declaración de intención). Además, el imperium debe ser 
otorgado a su titular por una ley específica votada por el pueblo en 
el momento en que el magistrado comienza a ejercer su cargo (lex de 
imperio). La potestas implica la posibilidad de expresar su voluntad 
en forma de edictos, una cierta jurisdicción, un determinado poder 
coercitivo (coercitio), pero la de los tribunos de la plebe, diferente en 
sus orígenes de la de los magistrados inferiores, es muy importante 
por los poderes negativos que comportaba. 

En el centro de las discusiones, tanto entre los autores antiguos 
como entre los modernos, sobre la naturaleza y los grados del impe- 
rium, se encuentra la cuestión de los auspicios. Dependemos, sobre 
este tema, casi exclusivamente de un fragmento del De Auspiciis de 
Valerio Mesala el Augur, cónsul en el año 53, y que nos ha transmi- 
tido Aulo Gelio, XIII, 15 y 16, así como de algunas frases de Veranio 
Flaco, contemporáneo suyo, sobre los mismos temas, De L, Julio Cé- 
sar, cos. 90, sólo nos queda una frase (Festo, 154 L). Para unos 
(Mommsen y actualmente A. Magdelain), los auspicios eran un privi- 
legio del poder en sí mismo, que quien es investido con una magis- 
tratura solicita —a imitación de Rómulo— al dios. (Sin embargo, Mag- 
delain rechaza la teoría de Mommsen de la continuidad de los auspi- 
cios que habrían sido transmitidos por el magistrado titular o su suce- 
sor.) Para otros (Catalano [1017], [1018]), cualquier quirita podía 
tomar los auspicios para todos aquellos asuntos que requirieran la 
aquiescencia de la divinidad. Los de los magistrados pertenecían al 
pueblo romano, eran los auspicios públicos, pero no hay que suponer, 
por ejemplo, que el Pontifex Maximus era un magistrado para justif- 
car sus auspicios. Esto explicaría que el derecho público romano haya 
sido dividido tradicionalmente en derecho sagrado, derecho de los sa- 
cerdocios y derecho de los magistrados (Dig., 1, 1, 1). Este era ya el 
orden seguido por Cicerón en el De Legibus. De hecho, todas estas 
discusiones tienen su interés, pues en ellas encontraban solución con- 
flictos de competencia, a menudo importantes desde el punto de vista 
político, o cuestiones de procedimiento (los casos citados por Aulo 
Gelio con respecto a los auspicios muestran que, a través de éstos, se 
esbozaba una jerarquía efectiva de las magistraturas). Pero no hay 
que insistir demasiado en ello ya que, como aftrma Magdelain, el es- 
píritu del derecho público de la República tardía es totalmente dife- 
rente del de los primeros tiempos (Recherches..., p. 11). Cuando me- 
nos desde el siglo 111, el pueblo intervino, por medio de textos legales, 
para crear magistraturas extraordinarias o mandos especiales: son, 
pues, textos positivos constitutivos que definen exactamente los pode- 
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res (Rotondi, p. 80). Nada de ello existía para las más antiguas y 
prestigiosas magistraturas, como el consulado, la pretura, incluso 
la censura y la dictadura. En el caso de estas últimas nos vemos pro: 
yectados en un contexto arcaico, que se remonta a los orígenes de la 
República y a una época en que el derecho sagrado y el derecho pú- 
blico se complementaban estrechamente, 

Nada dice de todos esos problemas un extranjero pragmático e 
interesado por el funcionamiento real de las cosas como Polibio. Un 
hombre político romano, como Cicerón, imaginando una <constitu- 
ción» real, reproduce, como hemos visto, las categorías de los especia- 
listas de su tiempo, pero las completa con consideraciones propia- 
mente políticas, por lo demás interesantes. Esa es la razón por la que 
los historiadores modernos, casi totalmente incapaces de penetrar 
verdaderamente en el derecho sacral romano, tratan de seguir su 
ejemplo. 


2. El sistema de las magistraturas romanas 


El conjunto que forman las magistraturas es particularmente in- 
coherente, y ello porque no existe una constitución romana y las ma- 
gistraturas aparecieron y se desarrollaron históricamente de forma 
totalmente heterogénea. Hasta el año 180 no aparece la primera ley 
que organiza, desde el punto de vista de las carreras individuales, un 
<orden fijo» entre ellas, y hasta el año 80, con los poderes constitu- 
yentes de Sila, no encontramos una lex de magistratibus, completada 
por otras leyes y cuestionada casi inmediatamente. Las magistraturas 
no regulares («extraordinarias», como se las llama), como la dicta- 
dura, caen en desuso durante 134 años (entre el 216 y el 82) para 
reaparecer en una forma completamente distinta. En el año 52 Catón 
propone que se nombren tribunos militares con poder consular, algo 
que ya no se hacía desde 314 años antes. La tradición daba la fecha 
de aparición de las diversas magistraturas, fueran o no ordinarias. 
Tenemos poderosas razones para poner en duda la fecha comúnmente 
admitida cuando menos para el consulado, la pretura y la cuestura 
(las mencionaremos más adelante en el cuadro de la página 358), cf. 
Pomponio, Ench., Dig., L, IT, 2, 13-34). Estas diversas magistraturas, 
creadas en momentos distintos y por vías distintas son a veces irre- 
ductibles e incapaces de coexistir. Sólo gracias a la práctica, a una 
jurisprudencia, se llegaron a regular finalmente sus relaciones de una 
forma empírica (muy mal, por lo demás, hasta la catástrofe final de 
la República). Y nos parece excesivo intentar describirlas como un 
todo organizado, enumerando sus caracteres comunes. 
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Sin embargo, podemos decir que, con la salvedad de las excep- 
ciones señaladas, las magistraturas romanas tenían en común el ser 
jerarquizadas, especializadas, colegiadas, anuales y electivas, 


a) La jerarquización relativa de los magistrados deriva ya de la amplitud 
de sus competencias —veremos, por ejemplo, que los cónsules tenían, a finales 
de la República, autoridad sobre todos los demás magistrados, salvo los tribunos 
(De Leg., UI, 16), y sobre todas las provincias (Pro Mur., 74; Fil, TV, 9)—, o, 
más exactamente, de la forma en que pueden actuar unas contra otras, casi siem- 
pre en sentido único (nos referimos a la ¿intercessio, Aulo Gelio, XIV, 7, y los 
conflictos de auspicios, ¿bíd., XUI, 15), La jerarquización resulta también del 
orden en que las leyes o los textos jurídicos mencionan las magistraturas, La 
ley judicial del año 123 cita el siguiente orden (l. 2 y 8): dictador, cónsul, 
pretor, jefe de la caballería, censor, edil, tribuno de la plebe, cuestor, triumvir 
capitalis, triunviro agrario, tribuno militar de las cuatro primeras legiones. 
Varrón (= Aulo Gelio, XIV, 7) ofrece esta lista jerárquica de los magistrados 
que tienen derecho a presidir el Senado: dictador, cónsul, pretor, tribunos de 
la plebe, interrex, prefecto de la ciudad, y precisa que a esta lista y a ese 
orden se añadieron los tribunos militares con poder consular, los decenviros 
constituyentes y los triunviros constituyentes (los del año 43 a. de J,C.). (Para 
otras fórmulas de este tipo en las leyes, cf. también Pro Cluentio, 148 y 147.) 
Como veremos, la jerarquía y el orden de las magistraturas no eran fijos, de 
hecho, más que para el cursus, pues ni la censura ni el ttribunado de la plebe 
pueden incluirse en esta jerarquía: al censor no le correspondía el derecho de 
convocar el Senado y la intercessio de un tribuno podía aplicarse a cualquier 
magistrado, incluso a los que se enconttraban «por encima» de él, Finalmente, 
una magistratura extraordinaria (es decir, a la que no se recurría en situación 
normal) como la dictadura no sólo se anteponía jerárquicamente a las demás, 
sino que suprimía las reglas normales que las regían y los restantes magistrados 
ordinarios quedaban directamente subordinados al dictador (Polibio, MI, 87, 8; 
de Martino [1012], 1, 445), Así pues, a finales de la República existía una 
cierta jerarquía entre las magistraturas, pero por decirlo así, se mantenía en un 
estado virtual, ya que casi siempre las magistraturas coexistían ajenas unas a 
otras. Esta falta de coordinación y de una auténtica jerarquización fue una de 
las grandes debilidades del régimen, 


h) Las magistraturas están especializadas. Los historiadores y juristas de 
la época imperial en sus relatos históricos o en las definiciones que dan de las 
magistraturas establecen a veces, al menos de forma elíptica, su esfera de com- 
petencia, y Cicerón hace lo mismo en el De Legibus, Podemos recurrir a estas 
definiciones. Los tribunos militares mandan el ejército, los triumvirí capitales 
«vigilan las cadenas de los culpables» y proceden a las sanciones capitales, los 
triunviros monetales lo AAAF) «acuñan el cobre, el oro y la plata del Estado», 
los decenviros de los litigios juzgan procesos de libertad, los cuestores «guardan 
el dinero público», los ediles son los administradores de la ciudad, de la anona 
y de los juegos. Más amplias son las competencias de los censores: censo y 
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clasificación de los ciudadanos, mantenimiento de los templos, de las rutas, cui- 
dado del Tesoro y de los ingresos del Estado, lectio del Senado. El pretor es 
el iuris disceptator y el «guardián del derecho civil». Los dos cónsules tienen 
«un poder real», ostentan el mando supremo del ejército. Los poderes de los 
tribunos se definen más adelante por los dos términos auxilium, derecho de «]le- 
var socorro» a cualquier ciudadano, y prohibitio, derecho de impedir la acción 
de otros magistrados, así como por la palabra rogatio (el derecho de presentar 
una proposición a la plebe). La enumeración de Cicerón no es ná mucho menos 
completa, pues omite a los magistrados inferiores, como los cuatuorviros, encar- 
gados de la limpieza de las calles (tabla de Heraclea, 1, 50) o los prefectos de 
Cumas y de Capua (que son cuatro), Otro tanto puede decirse con respecto a 
las magistraturas extraordinarias, como los triunviros, decenviros o quinqueviros 
agrarios. Estas competencias se superponen aparentemente: los cuestores tienen 
a cargo la vigilancia de los fondos públicos, los censores la atención del Te- 
soro y de los ingresos, ¿Cómo debemos entenderlo? Es notable señalar igual- 
mente que, para Cicerón, los dos cónsules tienen también una judicatio, al 
igual que los pretores, Por otra parte, Cicerón no menciona diferencias de com- 
petencia bien conocidas, como la que existe entre el pretor urbano, que tiene 
jurisdicción en la Urbs para los ciudadanos (Pomp., Dig., 1, II, 2, 27) y el 
pretor peregrino, cargo creado en el año 241, para los procesos que se enta- 
blaban entre ciudadanos y peregrinos, De hecho, conocemos la competencia de 
los magistrados romanos por su actuación histórica y, más raramente, por los 
conflictos de derecho que puedan oponerles entre sí o al Senado. Indiquemos 
que, como es normal, su competencia se amplía a medida que nos elevamos 
en la jerarquía y que es más limitada en la base (por ejemplo, los trtiunviros 
monetarios) que en la cima, En realidad, al igual que su jerarquía, tampoco la 
competencia de los magistrados es muy precisa y ello no debe extrañarnos. 
Cualesquiera que sean los ámbitos en los que su acción parece ejercerse; por 
ejemplo, casi todos los magistrados tienen obligatoriamente relaciones diversas 
con el Tesoro: la costumbre, la ley o los senadoconsultos regularán en cada 
ocasión esas relaciones, No son raras las usurpaciones de competencias o los 
cambios: a veces, vemos cómo los cuestores o los ediles acuñan moneda, sin 
hablar de los promagistrados. Cuando la censura fue suprimida entre el 86 y 
el 70, las diversas responsabilidades de los censores fueron distribuidas entre los 
cónsules, pretores, ediles, etc. Otro ejemplo, el más sorprendente quizás: aun- 
que definida jurídicamente por las palabras auxilium y prohibitio, la potestas 
de los tribunos se extiende, de hecho, al conjunto de la respublica; estas pala- 
bras no definen más que procedimientos, no ámbitos de actuación, Por otra 
parte, ya que tienen el derecho de proponer cualquier proyecto al pueblo, los 
tribunos pueden legislar sobre cualquier tema. En cierto sentido podemos decir, 
por tanto, que el tribunado no es una magistratura. La función fundamental 
del pretor urbano es, ciertamente, la de publicar «edictos» que sirven de 
norma para los procesos pero, en ausencia de los cónsules, es quien preside el 
Senado, y por eso puede entender en cualquier tema; también tiene capacidad, 
hasta el siglo 1 al menos, para mandar los ejércitos. 
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c) Las magistraturas son colegiadas, Es una característica casi general, pues 
las dos únicas excepciones en este sentido son el interrex, que en definitiva no 
es más que un cargo interino, y el dictador, nombrado precisamente para resta- 
blecer el mando único en el Estado en caso de crisis grave. Todas las demás 
magistraturas tienen varios titulares concomitantes, con un poder absolutamente 
igual. Los cónsules son dos, cuando menos desde el año 366, los pretores dos 
desde el 241 (cuatro en el año 227 a, de J.C., seis en el año 197, ocho en el 
año 80, diez, catorce y dieciséis con César), los censores son dos, los cuestores 
primero dos, luego cuatro, veinte en el año 80 a, de J,C., etc, Los autores ro- 
manos exponen diversas razones para explicar este hecho: unas veces el incre- 
mento de las responsabilidades, otras la multiplicación de las «provincias» 
(como para los pretores, destinados en los años 227 y 197 al gobierno de Cer- 
deña, Sicilia, etc.) y en un período anterior el deseo de asociar plebeyos y pa- 
tricios a una magistratura determinada (para el cargo de edil curul en el 
año 366). El argumento más interesante desde el punto de vista político es el 
que invoca el deseo de evitar la concentración de poderes en manos de un solo 
individuo (Cic., De Rep., 1, 56). La concepción romana de la colegialidad es 
muy particular: el «colegio» no es un cuerpo que delibera y actúa solidaria- 
mente, sino que cada uno de los magistrados que lo componen tiene la tota- 
lidad de los poderes y competencias y si su —o sus— colega llega a desapa- 
recer, puede actuar perfectamente solo, Los colegas no deliberan, ni siquiera 
están obligados a reunirse ni a concertar su acción. Por otra parte, no todos 
los magistrados forman colegios, término que sólo se emplea para los cónsules, 
censores y, a veces (Cic,, De Off,, TI, 80), para los pretores, Muy raras veces 
se hicieron intentos para obligar a los magistrados a actuar colegiadamente (por 
ejemplo, los censores en virtud de la lex Clodía en el 58), pero tales intentos 
no tuvieron continuidad. Ahora bien, la igualdad absoluta de los magistrados 
comportaba, en el derecho público y en el sacral, una consecuencia esencial: 
cada colega tenía, en su plenitud, el poder de oponerse a cualquier acción o 
decisión de su colega (prohibitio e intercessio). Por ejemplo, L. Pisón, pretor 
peregrino, ejerció la intercessio contra Verres, pretor urbano, en el año 75 
(Cic., 2 Verr,, 1, 119), Apoyándose en su derecho de auspicio, muy jerarquizado 
como lo afirman Messala y Tuditano (Aulo Gelio, XII, 15-16), cada magistrado 
podía, en derecho, impedir a otro, de poder igual o inferior, el ¿us cum populo 
agendi (lo que Bíbulo intentaría hacer durante el consulado de César en el 
año 59: de caelo servare, Cic., De Har. Resp., 48). A finales de la República 
habrá, ciertamente, responsabilidades extraordinarias (de la anona, por ejemplo) 
confiadas a un solo hombre: tales responsabilidades se inscriben precisamente 
en la crisis de las instituciones republicanas, 


d) Las magistraturas son anuales, casi en su totalidad, La fijación de un 
término legal para las magistraturas es según Tito Livio (1, 1, 1) y Cicerón 
(De Rep., IL, 56) consustancial a la «República libre», por oposición a la rea- 
leza vitalicia. Este principio de la duración anual no debió ser fácil de con- 
seguir, como lo testimonian los conflictos en torno al decenvirato hacia el 
año 450 (T, L,, 1II, 40, 11-12, etc.) o, hacia el 434, con respecto a la censura 
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(T, L,, TV, 23; IX, 33, y aún en el 312) o en el 111 para el tribunado (Sal., 
Yug., 37, 1-2), De igual forma, variaron considerablemente las fechas de en- 
trada en funciones que, por otra parte, nunca llegarían a unificarse. Incluso 
cuando los magistrados curules iniciaban su mandato el 1.0 de enero (en el 
siglo 1 a, de J.C.), los tribunos de la plebe lo hacían el 10 de diciembre y los 
cuestores el 5, Durante la República, sólo escapaban al principio de la dura- 
ción anual del cargo el dictador, que únicamente ostentaba los plenos poderes 
por un máximo de seis meses, y los censores, elegidos cada cinco años, que per- 
manecían en funciones durante 18 meses, Las razones de estas excepciones son 
muy claras, Las magistraturas extraordinarias, creadas para una misión especí- 
fica, como por ejemplo los triunviratos para la deducción de colonias, estaban 
previstas en general para tres o cinco años (Mommsen, DP, IV, 355), pero la 
cuestión se plantea para los triunviros de la ley Sempronia de 133, quizá reele- 
gibles todos los años (Mommsen et al.) o alternando todos los años (Carco- 
pino [432]). La duración anual de las magistraturas tuvo importantes conse- 
cuencias, En primer lugar, en el contenido de sus poderes, En principio, las 
normas dictadas por un magistrado no obligaban a su sucesor, Así, el pretor 
urbano debía volver a publicar cada año en su edicto las normas de derecho 
que iba a aplicar (lo mismo ocurría para el edicto provincial del procónsul o 
el propretor) aunque utilizara de hecho los textos anteriores, Por otra parte, la 
duración anual condujo al concepto de «sucesión» de las magistraturas, desde 
el punto de vista de los individuos que las ejercían. Ya veremos cómo y por 
qué razones diferentes las llamadas leyes annalis organizaron el cursus de las 
magistraturas, estableciendo un «orden fijo» entre ellas, o sea, una jerarquía, un 
orden de sucesión y condiciones de elegibilidad al mismo tiempo. 


e) Finalmente, la mayor parte de las magistraturas son electivas. También 
en este punto hay excepciones: el dictador (salvo en el año 217) era nom- 
brado, según la decisión del Senado, por los cónsules, y en su defecto, por un 
pretor, Por su parte, el ¿ínterrex era cooptado por los senadores patricios, El 
principio de elección por las asambleas del pueblo tuvo una larga y difícil pre- 
historia. Probablemente, en un principio el titular del imperium debía de- 
signar él mismo a su sucesor y hasta finales de la República es él quien pre- 
side los comicios en el que se elige a su sucesor, y quien se encarga del anun- 
cio oficial (renuntiatio) que, en derecho, es la única investidura válida, Con el 
tiempo se añadió (Magdelain, Recherches, p. 31) una investidura por el pueblo, 
en forma de una ley curiada que definía el contenido y la duración del poder, 
Posteriormente, mucho más tarde, comenzó a ponerse en práctica la elección por 
sufragio en las asambleas más recientes, centurias y tribus, que, por natura: 
leza, era una elección entre varios candidatos posibles, Pero esta elección pro- 
cedía de una «proposición» del magistrado que debía darse un sucesor, La elec. 
ción no habría comenzado a practicarse hasta mediados del siglo v. No obs. 
tante, a finales de la República llegó a ser uno de los mecanismos fundamen- 
tales de la constitución y, poco a poco, siempre respetando naturalmente las 
leyes que fijaban las condiciones exigidas para el ejercicio de una magistra- 
tura, el pueblo pudo elegir libremente. El magistrado presidente de los comi- 
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cios electorales perdió casi todos sus derechos de «proposición», aunque no 
todos, pues en último extremo era el único juez de las diversas fases de la 
candidatura (professio) y era él quien elaboraba la lista definitiva de los candi- 
datos. Este privilegio, medida destinada a conservar la garantía constitucional 
de las candidaturas, favoreció durante mucho tiempo el dominio de la oligar- 
quía. Pero ya desde finales del siglo 11, cuando menos para un sector de la 
opinión (este hecho en todo caso es mencionado por Polibio), la elección por 
parte del pueblo se consideraba como un principio inseparable de su libertad y 
de su soberanía (De Leg., TI, 28; De Har. Resp., 11; Lege agr., 11, 17; T, 27). 
La magistratura acabó por ser considerada como un «mandato» dado por el 
pueblo, una «procuración» confiada a determinados individuos para administrar 
sus asuntos (Pro Plancio, 61; 62, fundamental: «El pueblo romano elige a sus 
magistrados como intendentes de los asuntos públicos»; De Off., 1, 124; II, 2). 
La elección es un «beneficio» recibido del pueblo romano (lo que en Roma 
implica reciprocidad) (Cicerón, Pro lege Manilia, 69; Pro Cluentio, 150; 154, et- 
cétera.). Esta teoría de la soberanía popular y del «mandato» conduce, llevada 
al extremo, a la justificación ciega (para las necesidades de una causa) de 
cualquier elección del pueblo (por ejemplo, Cicerón, Pro Plancio, 11; 14), Pero 
no se detiene en la persona del titular, sino que cuestiona también la natura- 
leza misma del poder, Ya hacia el año 150 Polibio expresa la idea, por otra 
parte conforme a la práctica tradicional, de que algunos magistrados, como los 
tribunos, elegidos por el pueblo, debían hacer todo lo que el pueblo deseara. 
Unos años después, Tiberio Graco va todavía más lejos al hacer que el pueblo 
destituya a un tribuno que se oponía a una ley deseada por todos (Plutarco, 
Tib. Gr., 11, 4). En el año 105, el pueblo derogó por primera vez una orden 
proconsular, la de Cepión (T. L., Per,, 67; Asconio, 78 C). Las elecciones anua- 
les jalonan la historia de la República libre hasta el final, y a pesar del carác- 
ter durante tanto tiempo timocrático del sistema electoral, del conservadurismo 
latente, de la cerrazón de la clase política, el desarrollo de la práctica del 
sistema de candidaturas y la organización de auténticas campañas electorales 
permitieron en muchas ocasiones que los movimientos de opinión o ciertos gru- 
pos nuevos encontraran en la élección, y mediante ella, el medio de expresarse. 
Analizaremos más adelante este aspecto. 


Aparte de los diversos poderes (de mando, jurisdiccionales, admi- 
nistrativos, de actuar con el pueblo y de informar al Senado, de tomar 
los auspicios) que los magistrados ejercían de forma desigual y que, 
por lo mismo, determinaban su jerarquía, las magistraturas tenían 
otros caracteres comunes, Sólo podemos evocarlos rápidamente, sin 
perjuicio de exponer más adelante algunos detalles. En primer lugar, 
las magistraturas eran gratuitas: no existían salarios ni emolumen- 
tos. Ahora bien, en algunos casos se pagaban los gastos a los magistra- 
dos (por ejemplo, durante mucho tiempo los de los juegos organizados 
por los ediles) y, en las últimas fases de la República, se pagaban 
indemnizaciones para las misiones de los magistrados o de los proma- 
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gistrados en las provincias (viaticum o cibaria), para ellos y su séqui- 
to. De todas formas, seguía conservándose el principio de la gratitud 
del honos. Por otra parte, los magistrados superiores, por lo menos 
los cónsules y los promagistrados, tenían un consilium, cuya compo- 
sición se fijaba (¿por ley o por costumbre?) de forma bastante estricta 
y que, fundamentalmente, era el único que podía capacitar al general 
a pronunciar sentencias de pena de muerte. La composición del con- 
silium judicial del magistrado en las provincias era menos rígida. Por 
lo general, el magistrado hacía que el consilium estuviera formado por 
aquellos de sus amigos que gozaban de una mayor autoridad. Los 
magistrados tenían además personal bajo sus Órdenes. Este punto es 
importante, pues se plantea aquí el problema del nacimiento y desarro- 
llo de una administración en tiempo de la República (véase más ade- 
lante). A finales de la República era aún normal que el magistrado 
utilizara su propio personal, aunque el ejército proveía ya de algunos 
esclavos públicos. Sobre todo, reclutaba, con fondos públicos, apari- 
tores, escribas, accensi, lictores, viatores, heraldos, que formaban «ór- 
denes» (compañías de funcionarios) cuya composición y actuación se 
determinaban con todo cuidado. Finalmente, los magistrados tenían 
una serie de privilegios honoríficos cuyo conjunto se designa con el 
nombre de ornamenta. Los más aparentes se refieren a su vestimenta, 
al derecho (muy jerarquizado) de ser acompañado por los lictores, 
signo por excelencia del poder (lictores con hacha para el imperium 
milítiae, sin ella para el imperium domi, sometidos al derecho de pro- 
vocatio de los tribunos) y, por último, el derecho de proedria en los 
espectáculos o en las ceremonias públicas, En general, los contempo- 
ráneos subrayan lo que llaman la «majestad» del poder romano, su 
aparato exterior solemne y a veces imponente, sobre todo para los 
griegos. Un estudio exhaustivo del simbolismo, del carácter especta- 
cular y de los efectos reales de este aparato externo está todavía por 
hacer para la época que estudiamos (cf. sin embargo Gladigow [1155], 
Reinhold [1163] y Vogt [1167]). 


3. La organización de las magistraturas y el desarrollo 
del «gobierno» de Roma en el último período de la República 


Hemos intentado reunir en un cuadro relativamente completo 
(pp. 358 a 361) la mayor parte de las informaciones referentes a las 
magistraturas para intentar presentar al mismo tiempo sus diferencias, 
sus lazos recíprocos y su organización, El cuadro se refiere especial- 
mente al período posterior a Sila, el único durante el cual se tomaron 
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una serie de medidas generales convergentes para intentar poner orden 
en una estratificación histórica a veces contradictoria. Pero también 
hemos intentado ofrecer para cada magistratura las grandes etapas 
de su destino histórico (fecha de aparición, fecha de creación de nue- 
vos puestos, modificaciones esenciales de competencias o poderes, va- 
riación de las condiciones de acceso en cuanto a la edad y a las cuali- 
ficaciones, etc.), Es evidente que un cuadro de estas características no 
puede satisfacer al especialista del derecho público ni al historiador 
preocupado por los detalles de la evolución, los cuales habrán de 
remitirse a los trabajos mencionados en la bibliografía, p. 413, y a 
las indicaciones suplementarias que hacemos a continuación. No obs-. 
tante, creemos que el cuadro da una idea de conjunto bastante com: 
pleta. 
Se han clasificado las magistraturas en orden descendiente del 
cursus tal como quedó prácticamente fijado en la época de Sila, pero 
en una columna especial se ha indicado el cursus por una numeración 
precisa, Hemos distinguido tipográficamente las magistraturas curules 
de las no curules y separado las magistraturas ordinarias de las ex- 
traordinarias, las mayores de las menores. Digamos algo sobre estas 
distinciones, más o menos legítimas, pero en cualquier caso cómodas. 
Las magistraturas curules eran aquellas que daban derecho a la insig- 
nia honorífica por excelencia, que era la sella curulis (¿derivado 
quizá del antiguo carro real? y, en los primeros tiempos de la Repú- 
blica, acaparada por los patricios). En el período que estudiamos 
daban derecho a etsa insignia únicamente el cargo de edil curul, la 
pretura, el consulado y la censura. Es ésta la prueba del ennobleci- 
miento por el cargo. La distinción entre «ordinarias» y «extraordi- 
rias» es ajena al derecho público. De hecho, hay que distinguir las 
magistraturas permanentes y anuales, obligatorias de alguna manera, 
luego aquellas que aunque totalmente previstas por la constitución 
no son permanentes, como la dictadura o la censura y, finalmente, las 
magistraturas creadas por una ley ad hoc, según las circunstancias. 
Todas estas diferencias han sido señaladas en el cuadro. Por lo que 
se refiere a las magistraturas mayores y menores, al menos en las ordi- 
narias, es el sistema de elección el que las determina: las mayores 
son elegidas por los comicios centuriados y las menores por las tri- 
bus. Ahora bien, esta distinción no es relevante para ciertas magis- 
traturas extraordinarias elegidas por las tribus. Hemos adoptado la 
clasificación de Cicerón, De Leg., MI, 6. También hemos indicado las 
magistraturas reservadas formalmente a los patricios. 

En lugar de dedicar un rápido estudio monográfico para cada 
magistratura (las informaciones esenciales se encuentran en el cua- 
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dro) intentaremos analizar de forma temática, a continuación, los 
principales problemas de gobierno que se plantearon en el período 
estudiado y las diversas soluciones que se adoptaron para ellos. 


4. La evolución del sistema de las magistraturas 
y el problema constitucional 


Ya hemos visto que el sistema de las magistraturas se desarrolló 
de forma anárquica y que hasta principios del siglo 11 no fue objeto 
de ningún intento de ordenación conjunta. Sin embargo, algunos de 
sus principios ya habían revelado sus inconvenientes, como es el caso 
de la colegialidad del consulado desde el punto de vista del mando 
militar, durante la segunda guerra púnica, hasta la batalla de Cannas 
incluida. No había ningún procedimiento para solucionar los conflic- 
tos entre los dos cónsules salvo la alternancia en el mando cada día; 
incluso se produjo un conflicto en el año 217 entre el dictador y su 
magister equitum, M. Minucio, que había sido elegido y no nombra- 
do, y que tomó el título de prodictatore, lo que a punto estuvo de 
desembocar en otro desastre (T.L., XXII, 31; 25; 11; Pol., III, 103, 
4). Por otra parte, la tormenta había llevado al pueblo y al Senado 
a confiar amplios poderes a hombres muy jóvenes, como Escipión, 
ignorando las normas que podrían existir sobre las condiciones exigi- 
das para desempeñarlos. Así, no puede extrañar que en los años si- 
guientes, hacia 196-180, aparezcan los primeros intentos de poner 
cierto orden en el gobierno. Se referirán fundamentalmente a dos 
puntos: por una parte, reglas más estrictas sobre el cursus de las 
magistraturas, es decir, la edad y condiciones en las que podía otor- 
garse y la jerarquía que de ellas derivara. Por otra parte, el reparto 
de las «provincias» y la necesaria continuidad de los mandos cada vez 
más alejados del centro de poder. 


a) Las leyes annalis, el cursus y la jerarquía de las magistraturas, A fina- 
les del siglo 111, especialmente durante la guerra púnica, la única norma, a la 
que hace mención Polibio, era la obligación de que los jóvenes caballeros hu, 
bieran cumplido diez campañas antes de ostentar una magistratura, Pero se 
podía llegar muy deprisa al consulado, ejercer magistraturas durante varios años 
sucesivamente, repetir en una magistratura, etc, Á partir de los años 208-207, 
se redujo la posibilidad de volver a ejercer el consulado. Hacia el 197, se de- 
cretó la obligatoriedad de ejercer la pretura antes del consulado y, finalmente, 
en 181.180 una serie de proyectos desembocaron en la primera de las leyes 
annalis presentada por el tribuno de la plebe L. Villius Annalis (T. L., XL, 
44, 1), Esta ley fijaba un certus ordo magistratuum, al menos para la cuestura, 
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el cargo de edil, la pretura y el consulado, lo que era prácticamente el orden 
jerárquico, Además —lo más importante—, establecía la edad mínima a partir 
de la cual se podía ser candidato a estas diversas magistraturas, Roma iniciaba 
así una práctica muy poco conocida en el mundo griego, Si bien en muchas 
ciudades se requerían condiciones de edad (Rógler [11691, p. 121, n. 1), el 
orden de las magistraturas sólo está atestiguado para un pequeño número de 
ellas (en Focea y Ambracia, según un texto de Teofrasto editado recientemente 
[11361): rasgo aristocrático y no «democrático», sin duda, que indica la ten- 
dencia de la lex, votada, desde luego, por orden del Senado, Se concretaban 
además otras disposiciones, especialmente la obligación del biennium, necesidad 
de que transcurrieran dos años completos para volver a ejercer una magistra- 
tura. Durante mucho tiempo se ha afirmado que la ley Villia se contentaba con 
exigir el cumplimiento de los decem stipendia, y luego del biennium, finalmente ' 
la sucesión de las tres magistraturas, cuestura, pretura, consulado y que la com- 
binación de estas normas impuso, de facto, una edad mínima (que habría sido 
para este periodo de 36 años para el consulado), El estudio detallado y esta- 
dístico de las carreras ha llevado a Astin [11681 y Rógler a demostrar que, en 
realidad, la lex Villia especificaba en cada caso la edad requerida, más ele- 
vada de lo que se había pensado: 30 años para la cuestura, 36 para ser edil, 
40 para la pretura, 41 para el consulado, Estas normas siguieron en vigor (en 
principio) durante todo el siglo 11 y hasta Sila, Pero a partir del año 150 apro- 
ximadamente, bajo la doble presión de los acontecimientos exteriores y de las 
reivindicaciones «populares» se ignoraron de nuevo estas normas mediante exen- 
ciones legales, como la que se declaró en favor de Escipión Emiliano en el 148 
(Broughton, 1, p. 462), Por lo demás, nada impedía al parecer, a finales del 
siglo 11, el desempeño repetido del consulado, ya que Mario (aunque esto no 
tiene precedente) fue cónsul durante seis años consecutivos, entre el 107 y el 100, 
Por lo demás, muchos otros puntos quedaban sin precisar y podían plantear 
problemas, ¿Los patricios, que no podían ser tribunos ni ediles de la plebe, se 
veían favorecidos en su cursus? ¿Qué lugar debía ocupar el tribunado? La 
agitación del período de los Gracos dejó pendientes todas estas cuestiones, Fue 
necesaria una guerra civil y la dictadura constituyente de Sila para que se 
intentara, por primera vez, introducir un orden constitucional coherente, Por 
lo que respecta al conjunto de las magistraturas, las reformas silanas se refe- 
rían a los puntos siguientes: incremento del número de cuestores hasta veinte 
(Tácito, An,, XI, 22; CIL, Y, 587:=lex Cornelia de XX quaestoribus, incom- 
pleta por desgracia y que no nos informa más que sobre la designación por 
sorteo de los escribas) con el fin de asegurar un número suficiente de candi- 
datos para las demás magistraturas y un número de cuestores que pudiera hacer 
frente a las necesidades de Roma, Italia y las provincias. Aumento del número 
de pretores de seis a ocho (Pom., Dig., 1, 2, 2, 32). La cuestura, según la nueva 
ley, daba posiblemente acceso directo al Senado (Cic., De Leg,, Ml, 27) ha- 
ciendo innecesaria «la cooptación censoriana». ¿Habría suprimido, pues, Sila, 
esta última? (Scol, Gronov., 326 St.). De hecho, no hubo censores entre el 86 
y el 70 (cf. más adelante). También el consulado se vio afectado: la ley sobre 
las provincias confiaba ahora el gobierno de éstas a los promagistrados al año 
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siguiente de haber ejercido su magistratura, A ello se unió que los cónsules y 
los pretores tuvieran que residir en Roma para ocuparse, necesariamente, de los 
asuntos civiles (aunque aún no hay acuerdo sobre si, en derecho, los cónsules 
conservaban el imperium militiae potencial, lo cual es probable, pero con el 
acuerdo del Senado). La ley Cornelia autorizaba la repetición del consulado 
(prohibido por un plebiscito del año 151), pero exigía un intervalo de diez 
años para ejercerlo de nuevo (César, BC, 1, 32). Finalmente, confirmaba las 
diversas leyes sobre el cursus honorum: la cuestura era obligatoria antes de 
ejercer la pretura y ésta antes del consulado (Apiano, BC, 1, 466), Tales son 
las normas que en principio estuvieron vigentes hasta la dictadura de César. 
Todavía presentan ciertos enigmas, como el lugar recíproco de la magistratura 
edilicia y del tribunado, que sólo los estudios prosopográficos podrán aclarar, 
Probablemente existían también dispensas oficiales de promoción, tal vez en fa- 
vor de quienes habían cumplido un servicio militar real y lo bastante largo, de 
quienes habían salido victoriosos en acusaciones, etc. El lugar del tribunado de 
la plebe siguió siendo ambiguo incluso tras la «restauración» del año 70, Por 
otra parte, la constitución silana pronto perdió su vigencia a causa de las ex- 
cepciones y dispensas de las leyes según los intereses de los partidos. Pompeyo 
fue elegido cónsul en el año 70, a los 36 años de edad y sin haber ejercido 
antes ninguna magistratura, gracias a una simple dispensa otorgada por senado- 
consulto (Cic., Pro Leg. Man., 62). 


b) El problema de la prórroga de las magistraturas y de las misiones pro- 
vinciales. La tradición atribuye a la época de las guerras samnitas la aparición 
de la figura de la prórroga, es decir, la prolongación del mandato de un magis- 
trado más allá del término legal (T. L,, VIII, 23), Durante el siglo 111 se re- 
currió a este procedimiento cada vez con mayor frecuencia, en virtud de una 
ley o de un senadoconsulto (de Martino [1012], II, 222), La prórroga suponía 
que se hacía una distinción (que llegaría a ser esencial en el derecho público 
romano) entre el cargo, que expiraba, y los poderes que conllevaba, que se 
prolongaban. De ahí se pasó con toda facilidad a la concesión de poderes, por 
ejemplo proconsulares (los que se daba a un cónsul que veía prolongado su 
mandato y que actuaba, así «en tanto que», como si (pro) fuera cónsul), a 
quien no hubiera sido cónsul, por ejemplo un antiguo pretor, De ahi se pasó, 
igualmente, a la concesión de determinados poderes a un individuo que en el 
momento de la concesión no ejercía ninguna magistratura y, además, no cali- 
ficado según las normas, como fue el caso de P, Escipión, elegido, en el año 211, 
<procónsul»> para España (T, L.,, XXVI, 2, 5; 18, 4-9), Las grandes guerras, 
desde la segunda guerra púnica hasta la guerra de Yugurta y la de los cimbrios 
y teutones, plantearon cada vez con mayor frecuencia el delicado problema de 
la prórroga. Por una parte, podía resultar necesario, para la continuidad de las 
operaciones y el mando, prorrogar a un comandante y, por otra, suponia ir 
contra la necesaria limitación en la duración de las magistraturas. En el siglo HI 
fue el Senado el que decidió sobre la prórroga, con la intervención, muy raras 
veces, del pueblo, y también realizaba el sorteo (o, si se negaba a ello, hacia 
votar al pueblo) para el reparto de las provincias consulares, 
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En el año 123 se produjo un primer progreso en la normativa con la lex de 
provinciis de Cayo Graco, Esta ley ordenaba que el Senado, antes de que se 
" celebraran los comicios (sin conocer, pues, los futuros titulares) designara cuáles 
habían de ser, para el año siguiente, las provincias consulares, Después, se re- 
partirían por sorteo entre los dos cónsules, Finalmente, no podría haber inter- 
cessio tribunicia para este decreto del Senado (Cic., Prov. Cons., 17). Las nor- 
mas eran más complicadas para las provincias pretorianas (provincias que in-. 
cluían las jurisdicciones urbanas) pero en este caso era también el Senado el 
que los designaba cada año y luego realizaba el sorteo para su distribución. 
Los tribunos podían ejercer el derecho de intercessio contra este senadoconsulto. 
Esta normativa no sirvió para evitar los conflictos: en el año 107, Mario, ele- 
gido cónsul de forma legal pero poco habitual, obtuvo la provincia de África 
mediante un voto popular (Inscr, lt, XIIL, 3, 83; Sal., Yug., 73, 7, etc.) y, pos- 
teriormente, hubo violentos conflictos con ocasión de importantes nombramien- 
tos (cf, más adelante). Fue también una lex Cornelia de Sila la que fijó las 
normas en las que habría de inspirarse desde entonces el Imperio: los ma- 
gistrados superiores, cónsules y pretores sólo tendrían, durante el año de su 
mandato, funciones civiles en Italia y las provincias, mientras la conducción 
de las guerras quedaría reservada a los promagistrados. Sin embargo, se in- 
trodujeron ciertas innovaciones, por procedimientos regulares o revoluciona- 
rios. En el año 67, una ley propuesta por A, Gabinio creó (inspirándose en 
precedentes de los años 100 y 74) para Pompeyo un mando sobre todos 
los mares y hasta 50 millas tierra adentro para combatir a la piratería, En 
el año 66, una lex Manilia le confió el mando de la guerra contra Mitrídates, 
En el año 59, la lex Vatinia otorgó por un plazo de cinco años la Galia 
cisalpina y el Illyricum a César, procónsul a la sazón; en el año 58, dos 
leyes Clodias, contrarias a la letra de la lex Sempronia, asignaban nominal- ' 
mente las provincias de Macedonia y Siria a los dos cónsules para el año 
de su proconsulado (Rotondi, pp. 393-394), En el año 55, una ley consular 
de Pompeyo y Craso, cónsules por segunda vez, renovaba por cinco años el 
imperium de César. Ese mismo año, una ley Trebonia otorgó a los dos cón- 
sules mandos provinciales inmediatos (Craso partió en noviembre para Siria) 
y Pompeyo inauguró entonces el sistema de gobierno provincial de Augusto: 
gobernó Hispania, que había conquistado, sin abandonar Roma, por medio 
de legados (Plut., Pomp., 53, 1; Apiano, BC, UL, 18; Dión, XXXIX, 39, 1-4), 
Las normas establecidas en época de Sila habían sido, pues, claramente 
violadas, 


c) El lugar del tribunado de la plebe y sus funciones. Magistratura 
«nacida de la sedición para la sedición» (Cic., De leg., UI, 19), la misma 
existencia del tribunado y, naturalmente, el contenido de sus poderes, pro- 
vocaban aún discusiones apasionadas hacia los años 54-50, César afirmó que 
había iniciado la guerra civil para defender los derechos de los tribunos 
(BC, 1, 7, 2). De hecho, tanto en sus orígenes como en los últimos momentos 
de su historia, al final de la República, el tribunado aparece como un po- 
der de naturaleza diferente a las demás magistraturas, incluso aunque, en 
determinados periodos (desde la segunda guerra púnica hasta los años 150), 
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parece relativamente integrado en el funcionamiento regular (!) de las ins- 
tituciones, hábilmente utilizado por el Senado, En otros momentos, por el 
contrario, parece confiscar la verdadera potencia y se constituye, en manos 
de algunos personajes, en verdadero árbitro del poder. De ahí los intentos 
que se iniciaron a partir de Sila para regularizar o minimizar esta magis- 
tratura, 

Hay que recordar breyemente en qué consistía este poder tribunicio. El 
tribuno, colocado bajo la protección de los dioses, era sagrado, inviolable, 
lo que impedía cualquier acción de un magistrado contra él. Sus poderes se 
ejercían en tres terrenos, En primer lugar, en el aspecto judicial y el coac- 
tivo, de los que podían ser víctimas los ciudadanos. El tribuno les ofrecía 
ayuda (auxilium), suspendiendo la acción emprendida y sometiéndola al arbi- 
trio del pueblo, En el terreno político el tribuno podía oponerse en forma pre- 
ventiva (prohibitio) o en el mismo momento (intercessio) a cualquier decisión 
de un magistrado, incluso a un decreto o a un senadoconsulto del Senado, Ahora 
bien, el tribuno tenía también derechos positivos, En el plano judicial podía 
acusar y hacer juzgar a un ciudadano; podía «actuar con el Senado» incluso 
antes de que la ley Atinia permitiera el acceso al Senado a los antiguos tri- 
bunos; en fin, tenía el derecho de actuar con el pueblo (¿us cum populo agendi), 
únicamente en el marco de los comicios tributos, primero para presidir las 
elecciones tribunicias, pero en especial para presentar proposiciones de ley o 
plebiscitos, De hecho, la gran mayoría de las leyes eran de origen tribunicio, 
Algunos piensan que desde el principio la intercessio de los tribunos se podía 
ejercer también contra el dictador, al menos en Roma (de Martino [1012], L, 
448; Il, 251), Por supuesto, no todos estos poderes aparecieron al mismo tiempo. 
En concreto, sabemos con seguridad que la integración de los tribunos en el 
Senado (derecho de expresar su parecer, derecho de llegar a ser miembro del 
Senado, de presidirlo y de presentar un informe ante la Asamblea) se realizó de 
forma progresiva (el primer informe del que poseemos testimonio es del año 216). 
Ahora bien, pensamos con de Martino que los poderes de intercessio, de coer- 
ción, y también los judiciales, correspondieron a los tribunos desde los prime- 
ros tiempos. En cambio, es cierto que el papel real del tribunado varió subs- 
tancialmente según las circunstancias históricas y las condiciones sociales, Co- 
rresponde a J. Bleicken [1195] el mérito de haber puesto de relieve, siguiendo 
a otros autores entre los cuales Willems, que, durante la segunda guerra púnica 
y toda la primera mitad del siglo 11, el tribunado, cada vez más integrado en 
la constitución, fue casi siempre un instrumento que permitió al Senado im- 
poner su voluntad al pueblo y controlar y coaccionar a los magistrados recalci- 
trantes (significativo es, a este respecto, el episodio del año 204 contra Escipión 
T. L,, XXIX, 20, 4-11). Las razones que explican este hecho son múltiples. Hay 
que analizar con gran atención el reclutamiento del tribunado, que frecuente- 
mente se realizaba entre los jóvenes nobiles plebeyos. No obstante, hacia el 150 
aparecen nuevos signos de conflictos. Las leyes tribunicias, como la lex Calpur- 
nia del año 149 o la ley Licinia del año 145 para la elección de los sacerdotes, 
iban abiertamente contra el Senado (lo mismo que la serie de leyes tabellarii 
que se inició en el año 139), Otros conflictos oponíar a los tribunos y a los 
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cónsules con respecto a la leva militar (en el año 138: T. L., Ox. Per., 55, etc.; 
se ha hablado de los «precursores de los Gracos», L. Ross Taylor [11971). En 
efecto, a partir de los Gracos el tribunado se convierte en el auténtico centro 
de poder, siendo sin duda, el punto de inflexión, la destitución por una deci- 
sión popular a propuesta de Tiberio Graco del tribuno Octavio que se oponía 
a la ley agraria, y en nombre del principio de que el tribuno, elegido por el 
pueblo, no podía oponerse a: la voluntad popular (Plut., TG, 10-12; 14-15). 
Habría que analizar las razones de esta resurrección del tribunado, ¿Puede la 
prosopografía (¿modificaciones en el reclutamiento, gracias a las leyes tabella- 
rii?) dar una respuesta adecuada? Habría que conocer mejor los fastos de los 
tribunos. Asimismo, sería importante analizar los medios por los que se ejer- 
cía el «gobierno tribunicio»: aumento del volumen de la legislación y posible- 
mente un cambio en su naturaleza (se comenzó a solicitar al pueblo que inter: 
viniera en terrenos que antes no le correspondían, como la aceptación del tes- 
tamento de un rey extranjero). Carecía el tribunado de continuidad y Tiberio 
Graco intentó, ilegalmente, hacerse reelegir para otro año una vez terminado su 
mandato. En el año 130 se presentó, sin éxito, una proposición para autorizar 
este procedimiento (lex Papiria). No obstante, entre los años 125 y 123, otra 
ley lo hizo posible aunque indirectamente (Apiano, BC, 1, 90; Gabba, p. 71). 
Cayo Graco se benefició de ello y fue tribuno durante dos años sucesivos, Más 
aún, por una sola y única vez, un antiguo cónsul, Fulvio Flaco, fue elegido 
tribuno para el año 122, Parecía, pues, que se preparaba una «monarquía tri- 
bunicia», que sólo el fracaso de Cayo cuando optó para un tercer tribunado 
impidió que se convirtiera en realidad, Pero hubo otros intentos (continuos 
aunque protagonizados por personajes menos poderosos) en los años 109 (Sal,, 
Yug,, 40, 1-2) y 103-101: de ahí la aparición de lo que la analística romana 
llama las «sediciones tribunicias». En este período los tribunos no se contentaban 
con utilizar sus poderes tradicionales (coerción, intercessio, poder legislativo). 
Efectivamente, en el año 106 una ley retiró, por primera vez, su imperium a 
Q. Servilio Cepión, procónsul de la Galia (Asc. 61 St.; T, L., Per., 67) y en 
el 104 una lex Cassia le expulsó del Senado, Aún entre los años 103 y 101, en 
manos de Saturnino y de Glaucia, el tribunado siguió siendo el dueño de Roma, 
sobre todo al imponer a los magistrados y senadores una obligación nueva, la 
de «jurar obediencia» a sus leyes. Contra este nuevo poder que se apoyaba en 
los votos de las tribus (y a veces también en la violencia de la multitud) el 
Senado no encontró, desde el año 121, sino el recurso al Senatus Consultum 
Ultimum, la ley marcial que, por otra parte, necesitaba la aceptación activa de 
un cónsul, Nuevamente, en el año 91, un político de consideración, Livio Druso, 
desde su puesto de tribuno intentó solucionar simultáneamente el problema agra- 
rio, el problema italiano y la rivalidad entre el Senado y el orden ecuestre con 
respecto a los tribunales, El tribunado de P. Sulpicio Rufo, en el 88, muy activo 
también, explica que Sila, dictador constituyente en el 81, tratara de reducir 
considerablemente el poder tribunicio, 

Esto lo hizo de dos maneras, Primero, atacando, por una ley, las competen- 
cias de los tribunos (T. L., Per., 89: «suprimió totalmente su derecho de pre- 
sentar leyes»; Cic., De Leg., TIL, 22: «por medio de su ley Sila les quitó cual- 


320 


quier posibilidad de actuar de forma injusta, pero les dejó su derecho de au- 
xilio»; Veleyo, II, 30: el tribunado se ha convertido en una imagen sin conte- 
nido real; Suetonio, Div. Jul., 5). Por desgracia, los testimonios no son lo bas- 
tante claros sobre este recorte del poder tribunicio. Parece poco verosímil que 
los tribunos perdieran por completo el derecho de rogafio, pues existe una ley 
tribunicia, la lex Antonia de Termessibus (CIL, Y, 589), fechada con toda se- 
guridad en el verano del 72 (Béranger [1196], 723), pero propuesta ex senatus- 
consulto, Es probable que la medida de Sila consistiera precisamente en hacer 
obligatorio el debate en el Senadu antes de la rogatio tribunicia (tal vez siendo 
cónsul en el año 88 Sila había propuesto ya algo parecido, Apiano, BC, 1, 266). 
Por otra parte, el testimonio de César es formal (BC, 1, 5; 1, 7): los tribunos 
no habían perdido totalmente su derecho de intercessio (cf, sin embargo la ex- 
presión: extremi juris), aunque, eso sí, debía estar estrictamente reglamentada, 
Un tribuno del año 75, Q, Opimio, fue acusado por haber presentado una in- 
tercessio «contra las estipulaciones de la ley Cornelia» (Cic., 2 Verr,, 155). Hay 
que suponer que el derecho de intercessio quedaría limitado por la par majorve 
potestas, es decir, que no se ejercería más que contra una proposición de otro 
tribuno (contra, de Martino, p. 77, que lo limita al auxilium, pero entonces no 
se explica 2 Verr., 1, 155-157). Ahora bien, Sila tomó igualmente, con respecto 
al tribunado, otra medida quizá más importante (Apiano, BC, 1, 467: «prohibió 
que quien hubiera ejercido el tribunado pudiera ocupar después otra magistra- 
tura», corroborado por Asc., 66 C, 78 C) que, afirma Apiano, sirvió para desa- 
nimar a los nobles y a los ambiciosos en su deseo de ostentar este cargo, Habría 
que determinar en qué proporción los tribunos llegaban más lejos en su carrera 
que antes de Sila. De cualquier forma, esta medida restrictiva, por poco que lo 
fuera, debió servir para rebajar el nivel social del reclutamiento (cf, el M, Ter- 
polio, tribuno en el 77, Asc., 81 C). Finalmente, se discute todavía sobre el 
significado de una observación de Apiano: «No podría decir si, como ocurre en 
nuestros días [siglo 11 d. de J. C.], transfirió el nombramiento de los tribunos del 
pueblo al Senado», De cualquier manera, todas estas medidas convergentes po- 
nen de relieve la importancia que revestía a los ojos de Sila la limitación de la” 
influencia de esta magistratura, instrumento esencial de los populares en los 
años precedentes. 

Por eso mismo su obra no podía durar, En el año 75, una ley del cónsul 
Aurelio Cota permitió de nuevo que los antiguos tribunos pudieran ostentar 
otra magistratura (Asc., 66, 78 C). En los años 74-73 y 71 los tribunos recla- 
maron sin éxito, pero cada vez con mayor violencia, el restablecimiento total del 
poder tribunicio, A partir del año 71 Pompeyo y Craso, fortalecidos por sus vic» 
torias, prometieron hacerlo y en parte por eso fueron elegidos cónsules. En el 
año 70 el tribunado fue restablecido (tal vez una cláusula permitía, sin embargo, 
suspender su derecho a partir del octavo mes de ejercicio en el cargo, César, 
BC, 1, 5), Entre los años 70 y 50, el tribunado, más influyente que nunca, fue, 
en la misma medida que antes, un incomparable medio de agitación y de go- 
bierno, tanto más cuanto que desde Sila los cónsules sólo tenían un poder pura- 
mente civil. Pompeyo se sirvió del tribunado a partir del año 67 por medio de 
sus amigos C. Cornelio (numerosa legislación para regularizar el edicto del 
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pretor, para limitar los poderes del Senado, ley sobre el acceso a la magistra- 
tura, Dión, XXXVI, 38-39; Asc,, 57; 75, etc.) y A. Gabinio (ley sobre las pro- 
vincias, sobre el mando en la guerra contra los piratas, concedido a Pompeyo, 
decisión de relegar a su colega Trebelio, al cónsul Pisón, Plut,, Pomp., 27, 1; 
Dión, 36, 37). Por otra parte, en el año 66 la ley tribunicia de C, Manilio con- 
fiaba a Pompeyo el mando de la guerra contra Mitrídates. En el 63, P. Servilio 
Rulo propuso una ley agraria y T. Labieno acusó a Rabirio de alta traición, 
medidas ambas dirigidas contra Cicerón, A partir de entonces, las luchas entre 
facciones o individuos como César, Pompeyo y Craso se desarrollan en torno al 
colegio de los tribunos, intentando cada uno contar en su seno con el mayor 
número de amigos o agentes. Nada muestra mejor el alcance de este poder que 
la historia del tribunado de P. Clodio en el año 58, con respecto al cual con- 
tamos con una información extraordinariamente exacta. Se pone de relieve cómo 
un hombre político hábil y perseverante podía, gracias al tribunado, duplicar 
sus clientelas, otorgar prebendas a todo el mundo, incluso asegurarse (lo que 
era completamente necesario) la aquiescencia o, cuando menos, la neutralidad 
de los cónsules, Cumplido este requisito, el tribunado permitía verdaderamente 
gobernar Roma. En los años 50 y 49, Pompeyo y César - libraron todavía sus 
escaramuzas políticas por intermedio de sus amigos tribunos, lin el año 49 sólo 
dos tribunos de un total de diez eran adeptos a César, lo que explica, sin duda, 
su fracaso en el Senado en los primeros días de enero, 

Si analizamos los fundamentos de este poder, hay que reconocer ante todo 
que tanto jurídica como políticamente el tribunado reunía en las mismas manos 
la función de control del gobierno (gracias a la intercessio contra los magistra- 
dos y el Senado) y la función legislativa, pues a los tribunos correspondía pre- 
ferentemente la iniciativa de presentar las leyes, En este período la ley cubre 
todos los dominios, penetrando incluso en la administración y en el gobierno 
(véase más adelante). En su De Legibus, escrito hacia los años 54-51, Cicerón, 
si bien defiende la existencia del tribunado como «válvula de seguridad», pro- 
pone una reforma capital: privar a los tribunos de la capacidad de presentar 
una intercessío contra un senadoconsulto. 


d) El problema del poder personal. Vemos cómo el sistema de 
las magistraturas romanas se basaba en la colegialidad y en un juego 
muy complejo de poderes y contrapoderes. Una descripción simplif- 
cada como la de Polibio (VI, 12, 9), que presenta el poder de los 
cónsules como «monárquico», debe admitir primero la limitación en 
el tiempo (los cónsules no son «reyes» sino en los ejércitos) y, sobre 
todo, reconocer la colegialidad. La analística tardía, de forma acer- 
tada o errónea, hará, pues, del «odio a la realeza» (odium regni) 
desde la «revolución» del año 509, el fundamento del Estado. Proyec- 
tará anacrónicamente en épocas arcaicas episodios simbólicos en los 
que el Senado, algunos magistrados o individuos dotados de las más 
grandes virtudes cívicas e incluso el pueblo mismo, aparecen levan- 
tándose contra los «intentos monárquicos» protagonizados por indi- 
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viduos com> Espurio Casio, Espurio Melio y el gran Manlio Capita- 
lino (Mommsen [1201]), todos los cuales pagarán con su vida el 
crimen imperdonable (cualesquiera que fuesen los servicios prestados) 
de haber querido reinar (affectatio regni). Lo que resulta más exacto 
en estos relatos, desde el punto de vista histórico, es un clima ideoló- 
gico, propio, desde luego, de la oligarquía senatorial, ya que, en 
definitiva, en estos asuntos el pueblo es cuando menos sospechoso de 
complacencia. Desde tiempos muy antiguos la «coustitución» había 
previsto para casos de urgencia una magistratura nc colegiada, la 
dictadura, a la que se podía recurrir para establecer un mando único. 
Ahora bien, había que contar con el acuerdo del Senado, que era el 
que ordenaba a los cónsules «proclamar» al dictador. La duración de 
su cargo no excedía los seis meses y tenía junto a él a un jefe de la 
caballería que le estaba subordinado. Los casos de urgencia más im- 
portantes eran el peligro militar o una sedición interna. El carácter 
totalmente regular de la dictadura lo demuesra el hecho de que a 
veces se proclamaba para tareas concretas y puramente formales: pre- 
sidir los comicios electorales o «clavar el clavo» en la puerta del 
templo de Júpiter para alejar una epidemia. La historia de la dicta- 
dura de los primeros tiempos es oscura; tal vez el senadoconsulto no 
era obligatorio, Es todavía objeto de discusión si los actos de un dic- 
tador estaban o no sometidos a la provocatio ad populum, si la inter- 
cessio de los tribunos les afectaba, 

De cualquier forma, en el siglo 111 es muy raro el recurso a la 
dictadura general con fines militares (A, Atilio Calatino en el 249, 
Dión, XXXVI, 34, 3). El último dictador nombrado para sofocar una 
sedición es Q, Hortensio en el 287. La dictadura reapareció, muy epi- 
sódicamente, durante la segunda guerra púnica entre el 217 y el 208, 
aunque notablemente modificada: la única dictadura que tuvo una 
importancia militar, la de Q. Fabio Máximo en el año 217, es muy 
diferente de las anteriores. De hecho, Fabio Máximo fue elegido por 
el pueblo, así como su magister equitum, y al plantearse un conflicto 
entre ambos, un plebiscito concedió al jefe de la caballería poderes 
iguales a los del dictador. Quedaba así suprimido el principio del 
mando único. Lo cierto es que Q. Fabio había sido elegido por los 
senadores para aplicar una estrategia deseada por ellos pero mal vista 
por el pueblo. A partir de entonces sólo hubo dictaduras con un obje- 
tivo concreto (los comicios, lectio del Senado, encargo de efectuar una 
leva militar). Su designación producía casi siempre conflictos entre 
el Senado y el cónsul encargado de hacer la proclamación. Fue nece- 
saria una ley tribunicia para imponer a Q. Fulvio en el 210, No obs- 
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tante, eran simplemente conflictos de procedimiento. De ahí la desapa- 
rición completa de la dictadura después del año 202. 

El Senado salió fortalecido de la segunda guerra púnica porque 
fue el que garantizó, como cuerpo, la continuidad de las decisiones, 
Ello no quiere decir que en el siglo 11 no hubiera intentos, aún vaci- 
lantes, de conseglir un poder personal. Una tradición, de la que da 
fe Tito Livio, afirma que fue Escipión el Africano, censor en el año 
199, cónsul 11 en el 194, auténtico vencedor de Antíoco en el 190 bajo 
el mando nominal de su hermano el Asiático, el primero en intentar 
situarse por encima de todos los demás. Otra tradición insiste, en 
cambio, en su civismo, en su rechazo del título de rey que los hispanos 
querían otorgarle (Polibio, X, 40). Entre los años 187 y 184 se pre- 
sentaron contra él o contra su hermano numerosas acusaciones en el 
Senado o en los comicios, la última de las cuales desembocó en el exi- . 
lio voluntario de Escipión (Scullard [1225], 290-303). ¿Fue ésta 
una victoria ambigua del espíritu oligárquico romano, contra el hele- 
nismo o contra la popularidad demasiado grande de un general? 

A partir del año 133 vuelve a hablarse de «reinado» en Roma, La 
acusación se formuló primero contra Tiberio Graco por el antiguo 
cónsul Q. Pompeyo, alegando el testamento de Atalo de Pérgamo 
(Plut., TG, 16). Pero los cónsules se negaron a aplicar su poder oficial 
contra él, responsable de tantos ataques al orden establecido (Plut., 
TG, 19; Val. Max., III, 2, 17) y el gran pontífice Escipión Nasica 
tuvo que actuar a título privado (Cic., Cas., 1, 1, 3). Es quizás ésta la 
razón por la cual en el año 129 los amigos de Escipión Emiliano 
reclamaron para él una dictadura constituyente extraordinaria (Cic., 
De Rep., VI, 12). El Senado se encontraba en el doble dilema de 
tener que dar armas al poder consular contra el poder tribunicio y 
de evitar el poder personal. Por ello se reinstauró o se inventó el 
Senatus Consultum Ultimum, cuyo objetivo era dar a Jos cónsules un 
poder dictatorial. Los tribunos y los partidarios de los Gracos no 
aceptaron nunca la legalidad de esta medida y el debate se prolongó 
hasta el año 49, cuando estalló con toda su fuerza en tiempo de César 
(BC, 1, 7). Por un momento se creyó en Roma que Cayo Graco, en los 
años 123-122, haría otro intento monárquico, pues se pensaba que en 
el año 123, durante su tribunado, se presentaría como candidato para 
el consulado del año siguiente (Plutarco, CG, VIII, 1). En realidad, 
Cayo eligió un camino mucho más original, hacer que se eligiera el 
mayor número posible de sus adeptos para las magistraturas, y espe- 
cialmente C. Fanio para el consulado y C. Fulvio, antiguo a 
para el cargo del tribuno. 
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Muy diferente es, ciertamente, la dictadura de Sila. Se trata en 
este caso de la simple sanción jurídico-política otorgada al poder 
de facto de un general rebelde, victorioso con su ejército y que había 
penetrado en Roma después de una guerra civil. Sin embargo, el deseo 
de Sila de conseguir los medios necesarios para instaurar una nueva 
constitución, atestiguado formalmente por el procedimiento que «pro- 
puso» de hacerse nombrar dictador constituyente para un período no 
especificado pero con una misión concreta (Apiano, BC, 1, 456.464), 
lo confirman tanto el importante número de textos legislativos que 
hizo aprobar en todos los campos, principalmente en el constitucional 
y en el judicial como —cualesquiera que fueran las razones políticas y 
personales— su abdicación completamente regular en el año 79 y su 
retiro en Campania. El mismo título de «dictador constituyente» le 
autorizaba a proponer y a hacer votar leyes, Además, la lex Valeria, 
que propuso por orden suya el interrex, ratificaba sus acciones ante- 
riores, autorizaba legalmente las proscripciones, le permitía desposeer 
del derecho de ciudadanía a quien deseara, etc. La dictadura de Sila 
fue, en verdad, el instrumento del terror. Así pues, hay que aceptar 
una tradición contemporánea que afirma unánimemente que el poder 
de Sila fue una «monarquía», incluso una tiranía. Ahora bien, hay que 
distinguir estos poderes propios de un dictador, que utilizó durante 
dos años, del régimen constitucional que organizó y que es lo sufi- 
ciente coherente como para pensar que representaba un sistema desea- 
do. La cuestión de quiénes pudieron ser los inspiradores. de Sila se 
plantea sobre todo con respecto a leyes propiamente judiciales. Podría 
pensarse en hombres como €. Aquilio Galo o L. Julio César, censor 
en el año 89 y autor de tratados sobre los auspicios. Hay que plan- 
tearse también el papel que pudieron jugar en la composición de los 
nuevos tribunales permanentes (cf. p. 285) una serie de caballeros, 
procedentes muchas veces de familias de la nobleza, que de alguna 
forma se habían especializado en la «profesión» (disciplina) y a los 
que Sila hizo entrar en el Senado. Si la dictadura de Sila fue tal vez 
una monarquía, hay que decir que el régimen que instituyó, y que se 
perpetuaría (aunque con grandes modificaciones en el año 70 y luego 
desde el 61) hasta el año 49, no era monárquico; todo lo contrario, 
pues tendía a dar mayor influencia al Senado contra los tribunos y el 
pueblo, de un lado, y contra los magistrados, de otro. Uno de sus 
grandes defectos era precisamente el no prever una instancia a la que 
Se pudiera recurrir en caso de conflictos entre jefes ambiciosos, y el 
no haber modificado en absoluto la posición del ejército que, en el 
período subsiguiente, sería el instrumento real de las luchas del poder. 
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En el lapso de tiempo transcurrido entre los años 70 y 49 a. de 
J.C., la constitución silana, modificada en el año 70, funcionó con 
normalidad. El Estado estaba dirigido por dos cónsules elegidos por 
el procedimiento regular y que contaban con una especie de tutela 
general, pero que, en principio, no tenían el mando militar durante 
el año que duraba su magistratura. Las provincias, hubiera ejércitos 
instalados en ellas o no, eran gobernadas por magistrados (antiguos 
cónsules y pretores) bajo el control del Senado, que se encargaba de 
su reparto y de la designación por sorteo de sus gobernantes, En rea- 
lidad, estas normas se quebrantaban constantemente en beneficio de 
algunas personalidades dominantes (la primera violación fue la elec- 
ción de Pompeyo para el consulado en el año 70). No obstante, se 
respetaban las formas en la mayor medida posible, evitándose el re- 
curso directo a poderes monárquicos. Hasta el año 49, cuando se con- 
ceden poderes excepcionales son de ámbito provincial o misiones mi- 
litares que, en principio, no se extienden a Roma ni a Italia, El proce- 
dimiento utilizado más frecuentemente para conferirlos será una pro- 
posición de ley presentada por un tribuno de la plebe que usurpará 
abiertamente la competencia oficial del Senado: lex Cabinia del año 
67 que le encomendó a Pompeyo una gran misión contra los piratas, 
del mismo tipo que la encargada al pretor M. Antonio Crético en el 
año 74 (Veleyo, II, 31, 3) y que le otorgó en todas las costas y en 
todas las provincias un impertum igual al de todos los procónsules. 
En realidad, no hubo subordinación de los promagistrados, como lo 
demuestra el gran número de conflictos e incidentes que se produjeron 
(Plut., Pomp., 29, 3; Dión, XXXVI, 18; 37, 2). De todas formas, esta 
situación no duró mucho tiempo, ya que Pompeyo cumplió rápida- 
mente su misión, En el año 66 otra proposición tribunicia, contraria e 
la letra de la constitución silana, confió a Pompeyo el mando de Cili- 
cia, Bitinia y el Ponto, es decir, la dirección de la guerra contra Mi. 
trídates. Vencedor en Oriente, Pompeyo se hallaba en una situación 
dominante que ha descrito perfectamente R. Syme (Roman Revolution, 
p. 43), pero necesitaba un pretexto válido para «hacerse con el po- 
der», ya que vacilaba entre los métodos tradicionales (matrimonios 
dinásticos, etc.) y el uso de la fuerza. Entre el 61 y el 52 se estableció 
una combinación empírica y original que se designa erróneamente 
como «primer triunvirato» y que no era otra cosa que una amicitia 
política entre tres hombres, Craso, Pompeyo y César, quienes estable- 
ciendo alianzas matrimoniales y poniendo en común su red de clien- 
telas y sus recursos, pretendían compartir honores y poderes en un 
comercio constante, respetando las formes de la constitución republi- 
cana, pero sin dejar de recurrir a la legislación gracias a la colabora- 
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ción de tribunos complacientes. Coaliciones electorales, presión sobre 
el Senado, manejo de los tribunos, corrupción pura y simple, pero 
también intercambio de favores, maniobras judiciales contra los ene- 
migos, leyes de exilio (como aquella de la que en el año 58 fue vícti- 
ma Cicerón, el cual se oponía a la alianza de los tres hombres), tales 
fueron los medios de gobierno de los tres dinastas, que se vigilaban 
estrechamente entre sí. Gracias a esta alianza, César obtuvo por la 
lex Vatinia del año 59 el mando sobre las Galias e Iliria, que tanto 
deseaba, Pompeyo consiguió en el 57 una cura annonae (encargo del 
abastecimiento de Roma), esta vez con la precisión de que su imperium 
sería «mayor» (maius) que el de los gobernadores de las provincias 
(Cic., Att,, TV, 1, 7). La alianza, siempre inestable de hecho, fue reno- 
vada en el año 56 en la famosa «conferencia de Luca», entre César 
(en su provincia), Pompeyo y Craso, y ante una corte de 200 sena- 
dores. Ese acto supuso un auténtico reparto de las provincias (Craso 
y Pompeyo fueron cónsules por segunda vez en el año 55). Craso 
obtuvo Siria y la dirección de la guerra contra los partos, a César se 
le renovó el mandato en la Galia y para Pompeyo quedó el mando 
de Hispania. Ya nos hemos referido anteriormente a la innovación 
que introdujo Pompeyo al gobernar sus provincias por medio de lega- 
dos, mientras él permanecía en Roma (fuera del pomoerium, es cierto) 
revestido de un impertum proconsular. Roma e Italia quedaban como 
una especie de terreno neutral y, mientras tanto, los enemigos de los 
tres hombres, ya fueran optimates o populares, trataban de disputar- 
les las magistraturas y de acceder a los dos puestos clave, el tribunado 
y el consulado (fracaso de Catón para el consulado en el año 52). La 
muerte de Craso en su insensata expedición contra los partos del año 
53, la agitación y la anarquía urbanas en los años 52 y 53 (asesinato 
de Clodio por Milón) hicieron necesario que se recurriera en la misma 
Roma a poderes excepcionales. Como dice Cicerón, había «un olor de 
dictadura» cuando menos desde el año 53. El Senado trataba de encon- 
trar soluciones. Se pensó primero en restablecer el antiguo tribunado 
militar con poderes consulares y en el año 52, a proposición de Catón, 
el Senado, por medio del interrex, hizo elegir (por los comicios cen- 
turiados) a Pompeyo como «cónsul sin colega» (Ásconio, 30-36 C, 
etcétera). Situación excepcional a la que Pompeyo puso fin después 
de varios meses haciendo elegir otro cónsul. La multiplicación, en 
beneficio de Pompeyo (y en definitiva desde los principios de su carre- 
ra) de poderes extraordinarios, pero otorgados siempre salvando la 
apariencia de la legalidad, ha llevado a algunos historiadores moder- 
nos a ver en ello un auténtico sistema de gobierno, el esbozo de un 
«principado» que Augusto habría imitado más tarde (E. Meyer [1199]; 
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A. von Premerstein [1202]). Algunos han ido aún más lejos, afirman- 
do que Cicerón, que escribió entre los años 54 y 51 el De Republica 
—que fue publicado y conoció un gran éxito— habría aceptado, tras 
un largo análisis, esta solución del principado y la habría justificado 
teóricamente. Las investigaciones más recientes se oponen a esta teo- 
ría. No existió en ningún momento un «sistema» de Pompeyo, sino 
simplemente maniobras más o menos libres de un hombre que se alió 
con diversos individuos o facciones pero que fue en todo momento 
prisionero de su vanidad, de sus debilidades, de sus prejuicios de 
casta y que, al contrario que César, a pesar de sus esfuerzos dema- 
gógicos no pudo alcanzar jamás la popularitas: no agradaba a la mu- 
chedumbre urbana y decepcionó siempre a sus amigos de la «burgue- 
sía» italiana. En cuanto al De Republica, es sin duda un extraño error 
de interpretación el que ha llevado a ver en él una obra de propa- 
ganda a favor de Pompeyo. Como lo prueban especialmente el De 
Legibus contemporáneo y todas las alusiones que aparecen en el 
De Republica, se trata, por el contrario, de un elogio de la consti- 
tución mixta con claro predominio senatorial, y los principes a los 
que Cicerón desearía confiar la salvaguardia del Estado son, en reali- 
dad, de tipo ciceroniano y no pompeyano: cónsules respetuosos de las 
leyes, que gobernaran por medio de la palabra y que intentaran con- 
seguir el apoyo de la opinión italiana (no de la plebe urbana) por 
«la unión de las gentes honestas» (consensus bonorum) en torno a un 
auténtico programa (Pro Sestio) de conservadurismo moderado. No 
se ha insistido bastante en el hecho de que este intento, por parte de 
un hombre bastante aislado en medio de las dinastías corrompidas 
de la nobleza, se situaba deliberadamente fuera de la órbita tradi- 
cional de las clientelas militares o electorales, haciendo intervenir por 
primera vez criterios de agrupación sociológicos (las «clases medias», 
sin duda) e ideológicos (una idea determinada de Ruma y de la lega- 
lidad), descartando cualquier idea de poder personal o excepcional. 
Intento quizás imposible (pese a las ilusiones de Cicerón en el 57 con 
ocasión de su retorno triunfal) pero que era, desde luego, la última 
oportunidad de conseguir la paz civil y la libertad. Augusto estuvo 
totalmente acertado al prohibir la lectura del De Republica, 
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CaprítuLO XII 


La vida política romana: 
fundamentos, ejercicio y factores 
del poder 


Las observaciones que hacemos en las páginas siguientes no pueden ser de 
ninguna forma exhaustivas, Toda una obra sería necesaria para realizar un aná- 
lisis estructural de la vida política romana, Habremos de contentarnos con un 
balance de los trabajos terminados o iniciados e indicar algunas direcciones de 
la investigación, 

Hasta los primeros años del siglo xx la historiografía avanzó en este terreno 
en dos direcciones: por una parte, la determinación más exacta posible de los 
acontecimientos políticos (por ejemplo, la Rómische Geschichte de Th, Momm- 
sen); no obstante, y sobre todo en Alemania con Waschmuth y Mommsen, la 
vida política de la República romana tardía se interpretó no pocas veces —cons- 
cientemente o no— en términos modernos según el modelo británico o alemán 
de los años 1848, perspectiva que parecía autorizar, como ya hemos dicho ante- 
riormente, algunos procedimientos de tipo «parlamentario» del Senado romano; 
Mommsen habla, pues, de «partidos», «gobierno», «cambio de mayoría», etc. 
Pero al mismo tiempo, sin embargo, y gracias a Mommsen, la ciencia contem- 
poránea se consagraba a la reconstrucción de las «reglas» constitucionales y, 
por tanto, a la historia de un «derecho público romano» (Mommsen [1009]) que 
ponía en el primer plano el derecho (y no la fuerza), la regla (y no la excep- 
ción). No es necesario insistir en la insuficiencia de ese punto de vista para 
explicar los períodos revolucionarios, las guerras civiles, etc., que, por defini- 
ción, excluyen el derecho, Esta interpretación de la política romana, demasiado 
moderna o demasiado constitucionalista, era, desde luego, totalmente insuficiente. 

La renovación fue obra de lo que podemos llamar la escuela prosopográfica 
alemana (M. Gelzer [668], a partir del año 1912, F, Miinzer [1210], [12117), 
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pronto superada por los anglosajones. El estudio detallado de las familias e 
individuos comenzó a revelar, en efecto, innumerables identificaciones, víneulos 
de parentesco, alianzas matrimoniales, lazos de clientela, que parecían dar cierta 
lógica a unos hechos dispersos, proporcionar una «clave» capaz de explicar los 
«secretos» del gobierno, De las alianzas familiares o los lazos de clientela se 
pasaba, efectivamente, en una transición aparentemente fácil y sin problema, a 
la identificación de «partidos», constituidos en torno de determinadas familias 
o individuos, que parecían explicar suficientemente algunos hechos, Citemos como 
ejemplo los fastos consulares: los nombres de los cónsules indicaban, según los 
casos, un reparto de influencias o la preponderancia más o menos duradera de 
un clan o de un grupo sobre otro (el papel de los cónsules del año precedente, 
que presidían los comicios de sus sucesores, eran como el soporte del sistema). 
Este método, apoyado en una vasta erudición, en la determinación de los árbo- 
les genealógicos exactos de las grandes familias de la nobleza, ha llegado con 
Miinzer, H. Scullard [1225], luego R. Syme [1226] y E. Badian [1214], a una 
concepción puramente empirista de los factores y medios de la vida política; 
el poder se busca por sí mismo o por las ventajas que permite obtener, los 
«partidos» no existen, por supuesto no hay ni «programas» ni ideología, y la 
fuerza prima sobre el derecho, Ciertamente, hay mucho de verdad en este diag- 
nóstico apoyado en las famosas palabras de Salustio, Catilina, 38, 3: «En resu- 
men, cuantos han causado problemas al Estado con bellos pretextos, unos pre- 
sentándose como defensores de los derechos del pueblo y otros para dar toda 
su fuerza a la autoridad del Senado, alegando el bien público, trabajaban cada 
uno por su propio poder», que formalmente sólo se aplica, sin embargo, al 
período 70-74, 

Estos trabajos se centraban fundamentalmente en la clase dirigente, Desde 
hace unos quince años, siguiendo siempre fieles a la orientación prosopográfica, 
otras investigaciones han ampliado el campo explorado, L, Ross Taylor [1227] 
para la época de César y F, Cassola [1037] para el siglo 111, han estudiado la 
división en «partidos» o «grupos políticos», buscando algo más que clanes o 
familias, intentando averiguar uno en qué fuerzas sociales (en parte electorales) 
se apoyaban los clanes y los individuos, y el otro si no existía entre algunos 
jefes de los partidos (y pone de relieve la personalidad de Catón de Utica) una 
doctrina o una ideología, Por su parte, C, Meier [1219] en 1966 y E. Gruen 
[1217] en 1968 intentaron extender su investigación a los mecanismos y méto- 
dos de la lucha política, El primero definió también de forma precisa el conte- 
nido y la forma de acción de los populares y el segundo estudió el papel de 
los procesos criminales (desde un punto de vista estrictamente prosopográfico no 
obstante) en los conflictos políticos, Por su parte, E. Badian [1214], realizando 
un gran número de estudios de detalle sobre la clase política, analizó sucesiva- 
mente el aspecto provincial de las clientelas y el papel representado por los 
publicanos (muy limitado de hecho, según él [652]). Finalmente, Z. Yavetz, 
interesándose fundamentalmente por el período imperial, estableció con origina- 
lidad y sutileza las condiciones concretas y psicológicas de la popularitas, Ana- 
lizando el «contenido existencial» de la ciudadanía romana, es decir, del con- 
junto de los derechos y deberes que implicaba, así como el grado de participa- 
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ción de la vida colectiva que suponía según las clases sociales o la localización 
geográfica, C, Nicolet abordó también, en cierta manera por la base, los datos 
de la vida política [802]. 

Intentaremos ahora sacar algunas conclusiones provisionales de este nuevo 
conjunto de trabajos. 


1. El derecho y el hecho: papel y valor de las instituciones 


Nadie cuestionó nunca en Roma, en su totalidad, las «institucio- 
nes establecidas por los antepasados» (mos majorum). Cuando en el 
año 27 Augusto estableció de hecho una monarquía, aunque nunca 
pretendió que había «restablecido la (libre) República» (E. A. Judge, 
Studies Salmon, p. 279), conservó con todo cuidado, en apariencia, 
el Senado, los comicios y los magistrados. En definitiva, las reformas 
más importantes, las de C. Graco o Sila, se centraban en detalles o 
matices. La larga estratificación histórica que desde la caída de la 
monarquía había conducido a lo que llamamos régimen republicano, 
imponía una serie de inconvenientes que terminaron por parecer como 
cosa necesariamente natural. Las hemos descrito minuciosamente en 
los capítulos anteriores. Recordemos, no obstante, algunas que se ol- 
vidan demasiado a menudo. 

Si el populus romanus era considerado por todos como soberano, 
en el sentido de que el poder sólo podía ejercerse para gestionar una 
res publica que, en sentido estricto, no era otra cosa que «sus asuntos 
comunes», esta soberanía conoció límites que ha puesto de relieve 
P. Catalano ([1018], [1233], [1234]). En primer lugar, la supre- 
macía de lo sagrado sobre lo profano, de la voluntad soberana de los 
dioses sobre la de los hombres (cf. Cic., Pro Rab. Perd., 3: «Vosotros, 
quiritas, cuyo poder es el primero después del de los dioses inmorta- 
les...»), Hay por tanto un derecho religioso (que determina lo que es 
fas y nefas) superior al derecho público y que siempre se podrá opo- 
ner al pueblo. De ahí el papel, no sólo formal, que desempeñaron «las 
manipulaciones de la religión del Estado», como dice L. Ross Taylor, 
en el funcionamiento del sistema político. La religión permitía, ante 
todo, establecer un calendario que obligaba tanto al pueblo como a los 
magistrados y permitía disolver una asamblea, etc. Era ella la que, 
por medio de la jerarquía de los auspicios, del derecho de obnuntia- 
tio, regulaba en último extremo las relaciones de los magistrados entre 
sí. Pero existía también un derecho público que limitaba la soberanía 
del pueblo: por ejemplo, las proposiciones de ley debían hacerse jure 
(según las formas preescritas), la votación debía efectuarse jure y to- 
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dos los magistrados y el Senado eran responsables colectivamente del 
respeto a este derecho. El poder legislativo soberano del pueblo se 
detenía en principio —al menos hasta en torno al año 100 a. de J. C.— 
ante el derecho preexistente, como lo demuestra la cláusula de cons- 
titucionalidad que figuraba obligatoriamente al final de las leyes. 
Siempre que en nombre del principio de la soberanía del pueblo se 
iba contra la mos majorum o la letra de una ley, como ocurrió en el 
año 133 con la destitución del tribuno Octavio por Tiberio Graco, esta- 
laron conflictos y una parte de la opinión se negaba a aceptar estas 
medidas. 

Las instituciones de la ciudad, en sentido amplio, imponían tam- 
bién a la vida política romana una serie de limitaciones naturales, En 
primer lugar (aspecto que aún no ha sido suficientemente estudiado), 
su marco espacial y temporal, Como ya hemos visto, los ciudadanos 
sólo podían actuar colectivamente en el interior de un determinado 
número de grupos que «segmentaban» (utilizando la expresión de los 
antropólogos) la sociedad política: clases censitarias de peso desigual 
en los comicios, circunscripciones geográficas y electorales que eran 
las tribus rurales y urbanas y, para la clase política, existencia de 
«órdenes», especie de «listas de aptitud» en las que había que figurar 
para ejercer determinados cargos, tanto las magistraturas como los 
cargos estrictamente administrativos. Según las épocas, en función de 
la evolución de la realidad social o política (extensión de la ciuda- 
danía, crecimiento de la aglomeración romana, etc.), estos cuadros 
rígidos eran más o menos adecuados para traducir la realidad del 
cuerpo cívico romano. Eso explica los cambios institucionales; por 
ejemplo, la importancia creciente de la asamblea de las tribus a finales 
del siglo 11 y durante el siglo 1, que se expresaba sobre todo en la 
elección de los tribunos y en la legislación tributa, que, como hemos 
visto, interfería en ámbitos que hasta entonces eran competencia del 
Senado, Hasta mediados del siglo 11 el predominio en esta asamblea 
correspondía a los terratenientes. En el siglo 1, la supremacía pasó a 
manos de quienes vivían en Roma, es decir, los inmigrantes (ricos o 
pobres) que no habían dejado de pertenecer a su tribu de origen. Uno 
de los factores esenciales de la política será, a partir de entonces, el 
«situar» de forma electoralmente útil a nuevos ciudadanos (libertos o 
italianos) de la manera que fuese. 

Marco temporal también. La vida política romana tiene unos rit- 
mos previsibles (en sorprendente contraste con las organizaciones pa- 
trimoniales monárquicas), totalmente basada en unas fechas determi- 
nadas. Sobre todo desde el punto de vista de la clase dirigente, es de- 
cir, de los candidatos a las magistraturas (aunque podríamos decir lo 
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mismo de los jueces y publicanos). La reglamentación de las carreras, 
cada vez más constrictiva, imponía maniobras dirigidas, previsiones 
a medio y a largo plazo, etc., que nó dejaban de tener consecuencias, 
por ejemplo desde el punto de vista económico. En gran medida, el 
puesto clave era el de edil, pues del esplendor de los juegos patroci- 
nados, con grandes desembolsos, dependía muchas veces la carrera 
futura (Cic., De Off., IL, 57). Así pues, era necesario amasar recursos 
económicos o endeudarse, prever compensaciones posteriores (Cic,, 
1 Verr., 40). De ahí la necesidad de obtener a cualquier precio man- 
dos en las provincias, por ejemplo, Cada año hay elecciones. Las re- 
glas del cursus permiten conocer por adelantado la mayor parte de los 
candidatos y hace que sea posible prever, teniendo en cuenta su com- 
portamiento anterior, sus manifestaciones públicas, sus necesidades, 
etcétera, cuál será la significación real del fracaso de uno o el triunfo 
de otro. Las campañas electorales, activas y necesarias, si no honestas 
y representativas, hasta los años 60, obligaban a una publicidad rela- 
tiva de las intenciones, podríamos decir a una «programación» de la 
vida política, que es uno de los rasgos característicos de la República 
romana, Naturalmente, había, como lo ha demostrado la escuela pro- 
sopográfica, todo un juego subterráneo de alianzas, acuerdos previos 
entre dirigentes y candidatos, pero la votación era a fin de cuentas 
pública, directa y durante mucho tiempo oral, e implicaba la circu- 
lación de mensajes, casi siempre oratorios, entre los candidatos y los 
electores. En muchos casos, sobre todo en los momentos de crisis, como 
en la segunda guerra púnica, esos mensajes eran auténticas proposicio- 
nes, apuntaban a un futuro y escapaban así en amplia medida a las 
combinaciones de las camarillas: la designación de los cónsules de la 
segunda guerra púnica influían muchas veces sobre la elección de una 
u otra estrategia (por ejemplo, la elección de Terencio Varrón, T. L., 
XXIl, 34-35). Pese a lo que haya podido decirse, todos estos elemen- 
tos formales aportaban una fuerte dosis de racionalidad al desarrollo 
de la política romana. 

El derecho comicial, que ya hemos examinado con detalle, impo- 
nía también muchas reglas en la política. La jerarquía de las uni- 
dades de voto (centurias y tribus prerrogativas, «primeras en ser lla- 
madas», etc.) orientaban claramente la campaña electoral, la búsqueda 
de apoyos o de clientelas e incluso, cuando era necesaria, la corrup- 
ción que, para ser útil, debía limitarse a pocas personas. No hay que 
pensar, no obstante, que siempre se producía. Sólo a finales de la 
República se desarrolló de manera enfermiza, pero aún en el año 64 
Cicerón realizó una campaña de tipo político y no tuvo necesidad 
de recurrir a la corrupción para ser elegido, y es que la amenaza de 
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una guerra civil había reunido naturalmente en su persona los votos 
de las «élites». A la inversa, en la misma época (en los años 64 y 63 
sucesivamente) otro candidato al consulado, Catilina, en lugar de uti- 
lizar el lenguaje adecuado o la corrupción para ser elegido, preparó 
un levantamiento en armas, lo que demuestra que la corrupción no 
era suficiente (he estudiado en otros trabajos los límites y modalidades 
de la corrupción [802], pp. 401-417). 

Por otra parte, la reunión periódica y muy frecuente de las asam- 
bleas del pueblo, electorales o legislativas, precedidas legalmente de 
asambleas preparatorias (contiones) cuyo objetivo era permitir el 
debate, hacía de la elocuencia el medio preponderante, si no único, 
de la acción política, Teniendo en cuenta las condiciones técnicas, la 
cultura y las mentalidades, esta elocuencia, aspecto fundamental de la 
educación de las clases superiores, debía elaborar reglas empíricas, 
pero codificadas, de eficacia, y modelar, a su vez, toda la concepción 
del hombre de Estado, del diálogo que debía mantener con los ciuda: 
danos, que, por lo demás, no se limitaba al Foro. En efecto, era tam- 
bién indispensable en el ejército, al menos hasta la época de César, 
perpetuando así, en un contexto ciertamente diferente, los comporta- 
mientos del soldado-ciudadano, 


2. Los factores del poder 


Si exceptuamos el breve período de la dictadura de Sila, el ejerci- 
cio del poder en la República romana era extraordinariamente difu- 
so. Existía en primer lugar la jerarquía diversificada de las magistra- 
turas, colegiadas la mayor parte de ellas, que en principio ningún 
individuo, desde la segunda guerra púnica, podía acumular. Natural. 
mente, no todas tenían la misma importancia. Destacan algunas de 
ellas que, según las épocas, son como las posiciones estratégicas del 
poder. El consulado sería siempre el factor fundamental, la «cima de 
los honores», incluso cuando a partir de Sila se vio privado del man- 
do del ejército. Desempeñaba, sin embargo, el papel de un poder arbi- 
tral supremo, pero «en reserva», y hay que esperar a César, en el año 
59, para ver un consulado muy activo, sobre todo desde el punto de 
vista legislativo, al servicio de una ambición, pero también de lo que 
podríamos llamar un «programa». El ejemplo de Cicerón en el año 63 
demuestra cuál era el poder del consulado, apoyado en el Senatus 
Consultum Ultimum, en manos de quienes sabían manejar a las mul- 
titudes, Después de Sila, sólo el cónsul puede esperar el mando de 
un gran ejército en provincias. Es, asimismo, el único obstáculo que 
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puede oponerse a la actividad de los tribunos: los acontecimientos del 
año 58 (tribunado de Clodio) demuestran que cuando los cónsules se 
debían al tribuno, éste se convertía, si lo deseaba, en dueño del Estado 
(Grimal [159 5]). También la censura fue hasta el año 70 una insti- 
tución estratégica, ante todo porque permitía depurar el Senado e in- 
terrumpir la carrera de los adversarios, siempre que, desde luego, los 
dos censores estuvieran de acuerdo. Esa es la razón por la que en el 
año 58 Clodio redujo notablemente los poderes de los censores. Ántes 
nos hemos referido en detalle al tribunado y hemos destacado su im- 
portancia, entre los años 150 y 81 y luego entre lo» 70 y 49, como 
principal órgano de legislación, de oposición, de control, ya en be- 
neficio de ambiciones personales o para la realización de determina- 
dos «programas». Hemos evocado también el papel fundamental del 
edil, «primer grado de los honores» (Cic., De Leg., MI, 7), para seguir 
una carrera. Señalemos igualmente la importancia de los triunviratos 
monetarios que permitían, desde el año 130, producir y hacer circular 
<imágenes», muchas de las cuales eran como «blasones familiares» 
o temas de propaganda. No obstante, desde el siglo 11 comenzaron a 
diversificarse algunas carreras, bastante diferentes unas de otras. Hasta 
entonces, el ejercicio del mando militar era al mismo tiempo objetivo 
y medio para llegar a triunfar. Con los Gracos se insinúa una especie 
de «principado tribunicio», bien ilustrado por el hecho de que Cayo 
Graco renuncia en el año 122 a una candidatura posible a la pretura 
o incluso al consulado. Pero especialmente en el siglo 1 vemos que 
se desarrollan carreras brillantes como la de Hortensio o Cicerón, sin 
haber ejercido promagistraturas (al menos voluntariamente) ni man- 
dos militares. Estos hombres eran abogados y civiles. Por el contrario, 
algunos políticos romanos eran homines militares que no ejercían 
sino muy pocos cargos civiles. Serán necesarios diversos análisis pro- 
sopográficos detallados para explicar estas elecciones y su significa 
ción, De cualquier forma, resultan sorprendentes. Habría que estudiar 
también el recurso al sacerdocio —augurado, pontificado—, como ya 
lo han hecho para la época de Sila y César J. Bayet [1231], L. Ross 
Taylor o E. Balian. Algunos hombres parecieron haber presentido 
la aparición de una especie de «poder espiritual» que acabaría revis- 
tiendo Augusto. Ciertamente, no hay que unir al honor de este tipo 
de poder los nombres de Sila, César y Octavio, autores los tres de gol- 
pes de Estado militares y, con excepción de César, de sangrientas pros- 
cripciones. 

La conquista y utilización de estos enclaves estratégicos no intere- 
saban más que a los pocos que podían esperar llegar a la cima de los 
honores. Hay que observar, sin embargo, que existían en Roma, en 
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otros niveles, distintos cargos en los que podían ejercerse poderes casi 
tan considerables, otras «posiciones estratégicas» que provocaban una 
implacable competencia. Podemos distinguir tres ámbitos: 


a) La judicatura. Desde la ley Sempronia del año 123, los jura- 
dos que constituían el «tribunal permanente» que había de juzgar a 
los magistrados y promagistrados culpables de malversación de fon- 
dos, ya no eran senadores, sino caballeros. En los años subsiguientes 
se crearon probablemente otros tribunales permanentes (para la co- 
rrupción electoral, etc.). Los procesos se multiplicaron, ya que los 
denunciantes obtenían recompensas importantes. Tal como han de- 
mostrado Zumpt y E. Gruen, y como afirmaban ya las fuentes anti- 
guas, se convirtieron rápidamente en uno de los elementos esenciales 
en los conflictos políticos. Conflictos en el seno del grupo dirigente, 
propicios a los ajustes de cuentas, pero también más amplios: los 
caballeros miembros de los tribunales y, a través de ellos, la opinión 
pública, podía controlar la administración de las provincias y repri- 
mir los abusos, al menos en cierta medida. La gran debilidad, querida 
por lo demás, de la ley era, no obstante, que la represión de los deli- 
tos esencialmente financieros de los magistrados se confiaba, si no a los 
mismos publicanos, al menos a sus adeptos. Así, en muchos casos 
célebres, como el proceso de Rutilio Rufo en el año 92, una serie de 
magistrados íntegros que habían luchado en su provincia contra las. 
exacciones fiscales de los publicanos, fueron vergonzosamente conde- 
nados. De cualquier forma, la frecuencia de los procesos criminales 
incoados a los antiguos magistrados demuestra que se trataba en rea- 
lidad de una función política que, por medio de la responsabilidad 
penal, creaba cierta responsabilidad política en beneficio, no del pue- 
blo o del Senado, sino de un grupo de ciudadanos privilegiados (y pro- 
tegidos de eventuales represalias por una cláusula de inmunidad judi- 
cial). Esta es la razón por la que la cuestión judicial se convirtió en 
uno de los envites más disputados de la política, intentando cada 
«partido» modificar en su beneficio los procedimientos y, sobre todo, 
el reclutamiento de los tribunales. Entre los años 149 y 44 no hubo 
menos de 17 leyes «judiciales», a las que hay que añadir las leyes que 
creaban nuevas quaestiones, Resulta muy difícil la reconstrucción de 
las características exactas y de la cronología de estas leyes por el ca- 
rácter fragmentario y alusivo de las fuentes. Sólo poseemos fragmen- 
tos de dos o tres leyes epigráficas. No obstante, la evolución general 
aparece muy claramente: entre los años 123 y 81 los tribunales, por 
lo menos el más importante de ellos (el de extorsión), se hallaba en 
manos de los caballeros, salvo por un breve paréntesis entre los años 
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106 y 103. Sila los situó de nuevo bajo el control del Senado, pero 
de un Senado ampliado en el que hizo ingresar a muchos caballeros 
y a algunos de los antiguos jueces. En el año 70, la lex Aurelia dis- 
ponía que en cada tribunal los jueces se distribuyeran en tres «decu- 
rias» de igual importancia, una de senadores, otra de caballeros y la 
tercera de «tribunos del Tesoro». En el año 46, César suprimió la 
tercera decuria. Augusto situó los tribunales criminales bajo el con- 
trol de los senadores, conservando los jueces ecuestres para las causas 
menos importantes, Pero había habido anteriormente, en el año 91 
(Livio Druso), en el 89 (lex Plautia), en el 62 (¿Catón?), diversas 
proposiciones de leyes, a veces originales (la rogatio de Druso supri- 
mía la inmunidad judicial de los caballeros, la lex Plautia contempla- 
ba la elección directa de los jueces por las tribus), todas las cuales 
provocaron graves conflictos, por ejemplo, la enérgica oposición de los 
jueces ecuestres contra Druso en el año 91 (Cic., Pro Cluent., 153-154), 
que no fue ajena a su caída y a su fracaso. En el año 70, cuando el 
consulado de Pompeyo y Craso, pese a lo que se haya dicho, el pro- 
blema del monopolio senatorial constituía el centro de los debates, 
como lo demuestran los Verrines, En los períodos en que los equites 
(cuando menos para los tribunales de extorsión) tuvieron el monopo- 
lio de los jurados, el hecho de figurar en el album de los jueces era, 
evidentemente, una ventaja importante. Pero, además, aquellos polí- 
ticos que, por su origen ecuestre (como Cicerón), sus actividades de 
abogado o su elocuencia gozaban de predicamento en los tribunales, 
eran a su vez árbitros de las carreras de los demás y conseguían clien- 
telas y apoyos diversos. 

Sería posible, por otra parte, tal como lo han hecho recientemente 
J. Kelly [224] y, en otro sentido, A. Watson [229], extender este 
análisis a la justicia civil. Ciertamente, el proceso civil era muy dife- 
rente del proceso criminal. Se desarrollaba en dos fases (in iure y lue- 
go in iudicio) y dependía de autoridades diferentes. En primer lugar, 
el magistrado (pretor urbano o peregrino) instruía el proceso y defi- 
nía, en su edicto, la acción, es decir, las vías de derecho que daba a los 
demandantes. Luego, en la segunda fase, el proceso era juzgado por 
uno o varios jueces, procedentes del Senado o de la lista de jueces. En 
realidad, intervenían además muchas otras personas. Por ejemplo, los 
«jurisconsultos», a los que consultaban las partes en litigio y que 
ofrecían opiniones o respuestas sobre aspectos de derecho y, a veces, 
inspiraban el edicto del magistrado; también, los abogados, que eran 
los que litigaban. Todo ello se realizaba públicamente. Dadas las es- 
tructuras de la sociedad romana, los conflictos jurídicos eran extraor- 
dinariamente frecuentes, particularmente en materia financiera y su- 
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cesoria. A estos efectos, el círculo reducido en el que se reclutaban los 
miembros del consejo de los magistrados, jurisconsultos y abogados 
adquiría un relieve especial. Tanto en los aspectos civil como crimi- 
nal, el derecho constituía en Roma, durante la República, uno de los 
más disputados centros del poder. 


b) El poder fiscal (los publicanos). Ya hemos dicho anterior- 
mente (p. 178) que uno de los rasgos característicos de la organización 
fiscal romana era el arrendamiento por parte del Estado de la per- 
cepción de la mayoría de los ingresos fiscales, en Italia y sobre todo 
en las provincias. No volveremos a analizar este tema, salvo para 
subrayar que la prohibición legal de que los senadores y sus allegados 
pudieran participar en las adjudicaciones impulsó la creación de una 
«clase» de arrendatarios públicos, los más importantes de los cuales 
debían ser caballeros. Se beneficiaban de una delegación del poder 
público con respecto a los contribuyentes, bajo control más o menos 
estricto de los magistrados, del Senado y del pueblo. Desde luego, 
controlaban en gran parte el Tesoro, que se sustentaba con sus apor- 
taciones. No se trataba solamente de un «poder económico» que actua- 
ra por presiones indirectas sobre el Estado, sino de auténticos con- 
tratos cuya sanción se regulaba ante el Senado o el pueblo. De todas 
formas, el hecho de formar parte de estas grandes sociedades perma- 
nentes, que eran casi Estados dentro del Estado, confería a estos hom- 
bres un poder (cuando no un prestigio) considerable. 


c) El poder administrativo, Un puñado de magistrados, muchas 
veces sin preparación para cumplir las tareas técnicas de su competen- 
cia, no podían administrar por sí solos un inmenso Imperio. Por muy 
imperfecto que fuera el funcionamiento administrativo de la Repú- 
blica, suponía la existencia de un personal numeroso que, en nombre 
de los magistrados, se hacía cargo de la mayor parte de las tareas 
concretas y que era el que estaba realmente en contacto con los admi- 
nistrados. Todavía una gran parte de este personal era privado, es 
decir, se trataba de los allegados de los magistrados, esclavos, liber- 
tos, parientes y amigos, que en ocasiones contaban con una delegación 
oficial y eran pagados por el Tesoro, aunque a menudo eran emplea- 
dos directos de los magistrados. Desempeñaron un papel fundamental, 
si bien en numerosas ocasiones permanecían en un segundo plano (el 
nivel más elevado es el caso de los praefecti fabrum de los grandes 
personajes, Teófanes de Mitilene para Pompeyo, Cornelio Balbo, Ma- 
tio para César, auténticas eminencias grises). Pero también una serie 
de libertos como Crisógono en el caso de Sila, el escriba Trimárquidas 
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con Verres y Ático, próximo a Cicerón, fueron personajes de gran im- 
portancia. Ahora bien, existía asimismo un personal oficial, reclutado 
y pagado por el Estado y que se adscribía a los diversos magistrados 
por sorteo y con un cúmulo de precauciones legislativas que demues- 
tra que se temía su corrupción : eran los escribas, pregoneros, lictores, 
viatores, aparitores, etc., cuyo papel no era menos importante, como 
por ejemplo los escribas de los cuestores en el Tesoro que eran en 
realidad quienes manejaban el Aerarium (Plutarco, Cato Minor, 
16-18). 

Cada uno de estos «poderes» paralelos era, por su parte, como las 
magistraturas para las grandes familias, un puesto estratégico y un 
objetivo para otras categorías de la población. Estamos aquí ante una 
de las realidades fundamentales del poder en Roma, que no debe ser 
considerada únicamente en términos políticos, sino también sociales 
y jurídicos. El ejercicio de determinados cargos se hallaba íntima- 
mente ligado al rango individual y familiar. En principio era nece- 
sario, salvo excepción, poseer una determinada posición para acceder 
a ciertos cargos y, a la inversa, el desempeño del cargo concedía a 
quien lo ocupaba cierto rango que, casi siempre, pasaba a su descen- 
dencia. Ello explica que la lucha por el poder fuera tan encarnizada 
en todos sus aspectos y en todos los niveles. El poder era indispen- 
sable para mantener la posición, lo que en latín se expresa con pa- 
labras como dignitas, gloria o existimatio. Incluso cuando un rango 
determinado era hereditario de hecho —como por ejemplo la nobili- 
tas, que poseían aquellos cuyos antepasados directos habían accedido 
al consulado— podía perderse con toda facilidad, Había que mante- 
nerlo en cada generación, había que alcanzar, pues, por todos los 
medios, los mismos honores que los antepasados (so pena de verse 
relegado completamente, con el consiguiente desprecio de los conciu- 
dadanos). Mantener el rango que se ocupaba, conseguir los honores 
paternales, conservar las clientelas y hacerse de otras nuevas, alcanzar 
lo que se esperaba de uno, eran obligaciones que creaban, en todos los 
centros de poder que acabamos de señalar, una competencia perma- 
nente en la que los riesgos eran tanto mayores cuanto más elevado era 
el lugar que se deseaba ocupar y, naturalmente, cuanto más bajo era el 
punto de partida, El lugar supremo quedaba evidentemente reservado 
a los «dinastas», herederos de nuemerosos consulados, y el envite se 
elevaba gradualmente, por una puja irreversible, hasta la primacía 
absoluta, el dominio sobre el mundo. En el nivel inferior había que 
conseguir el consulado, llegar a situarse entre esos «príncipes» del 
Senado a quienes se interpelaba en primer lugar. Los hombres nuevos 
de origen ecuestre (era la exigencia mínima para ejercer los honores) 
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esperaban «conseguir que la silla curul pasara a formar parte de su 
familia» o, cuando eran muy ambiciosos o bien dotados, alcanzar el 
consulado. Había que contar con los dones intelectuales de un Cicerón 
para esperar llegar más lejos y pretender también, en cierto sentido, 
«reinar» por medio de la palabra o el pensamiento. Por otra parte, 
los caballeros aspiraban a dirigir las grandes sociedades de publica- 
nos y a figurar en el album, de los jueces, Pero también podían conse- 
guir un lugar en el Foro, es decir, seguir la carrera de abogado, o, 
en calidad de prefecto, desempeñar la administración de una provin- 
cia. Para los simples plebeyos o los libertos el objetivo era alcanzar 
el rango de escriba o de praeco, trampolín para su descendencia. Casi 
todas las capas superiores de la sociedad, independientemente de cual- 
quier actividad económica, debían plantearse un objetivo de carácter 
político, condición indispensable para el progreso o el mantenimiento 
de su posición. Todo el mundo debía aspirar a desempeñar un papel en 
la vida pública. 

Sentada ya la importancia primordial de los aspectos sociales del 
poder (en todos sus niveles), hay que decir que otros envites podían 
también existir. Dicho de otra forma, si la conquista del poder por 
parte de un individuo, aunque estuviese rigurosamente codificada, era 
un imperativo social, el ejercicio del poder podía responder a obje- 
tivos muy diversos. Podemos afirmar con certeza que, estadísticamente, 
la gran mayoría de los que ejercieron en Roma magistraturas fueron 
gentes mediocres. Otros las ejercían tan sólo para obtener ventajas 
materiales, sobre todo económicas, que perseguían como único obje- 
tivo o como medio para financiar su carrera posterior. Pero también 
podemos constatar que hubo quienes utilizaron el poder para actuar. 
En primer lugar hacia el exterior, pues, en definitiva, la política mi- 
litar y diplomática en Roma siempre fue organizada por determinados 
individuos o grupos, Tenemos una prueba, por ejemplo, en el hecho 
de que durante la segunda guerra púnica se debatió ampliamente, in- 
cluso delante del pueblo, sobre la conducción de la guerra y la rela- 
ción con las potencias extraitálicas. Igualmente, hacia los años 160- 
150 estalló una dura polémica en cuanto a la política a adoptar con 
respecto a Cartago, polémica en la que, ciertamente, importaban los 
intereses inmediatos, pero en la que también había en juego toda una 
«doctrina» de política exterior (el famoso debate entre Escipión Nasica 
y Catón, Heurgon [378]). Cuando hacemos un análisis detallado so- 
bre este punto encontramos permanencias, tradiciones, cambios y pun- 
tos de ruptura: la fuerza mismo de las cosas impulsaba a los hombres 
a actuar, Pero también en el plano de la política interior constatamos 
en muchas ocasiones momentos de crisis, en los que de forma inevita- 
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ble había que tomar partido, en los que una serie de grupos o de indi. 
viduos, al ocuparse de una cuestión, practicaban una política coheren- 
te de gobierno que no puede explicar por las rivalidades y maniobras 
de las «facciones» o de los clanes. Por ejemplo, la política agraria 
iniciada en el año 133 por Tiberio Graco, sus adeptos y consejeros 
(los personajes más importantes del Estado) y completada muy pronto 
por otros proyectos e iniciativas, constituyó un conjunto coherente 
de medidas que afectaban a casi todos los aspectos de la vida de la 
ciudad. Una interpretación meramente prosopográfica de la política 
romana (como la que ha llevado a cabo D.L. Earl [444]) no puede 
explicar este tipo de acontecimientos. Así pues, nos vemos impulsados, 
con prudencia y a beneficio de inventario, a hablar a veces de «pro- 
gramas» y de «partidos» políticos. 


3. Los medios del poder: facciones y partidos. 
La violencia 


Naturalmente, hay que preguntarse si es posible plantear estos con- 
ceptos. «Programa» significa la intención de llevar a cabo una serie 
de proyectos, bien porque se consideran indispensables —gusten o no— 
o porque se piensa que al proponerlos se satisfacen determinados 
deseos y se consiguen adeptos, Así pues, un programa puede responder 
a exigencias evidentes o, por el contrario, crearlas. Hay que plan- 
tearse, pues, en el sistema político romano el problema de la «comu- 
nicación» entre el puñado de magistrados y políticos, únicos que po- 
dían llevar a la práctica los proyectos, y todos los demás ciudadanos. 
Dicho de otra forma: cuando se manifestaban necesidades o reivindi- 
caciones, ¿cómo llegaban al conocimiento de la clase dirigente? Sub- 
rayemos una paradoja: no existía ningún sistema representativo, al 
menos para los ciudadanos, ya que se practicaba la democracia direc- 
ta. Pero los latinos y los aliados italianos enviaban todos los años a 
Roma legati en el momento en que se decidía su contribución de gue- 
rra y podían, en esa coyuntura, manifestar sus agravios. Digamos 
también que los ciudadanos siempre podían hacerse oír ante el Sena- 
do, por ejemplo, introduciendo en él delegaciones (si bien estos ejem- 
plos son raros, y sólo en el caso de los publicanos). Á veces se for- 
maba un grupo que se dirigía a los magistrados. Así, durante la se- 
gunda guerra púnica se produjo un movimiento espontáneo de resis- 
tencia fiscal «al que sólo le faltaban jefes» (Tito Livio, XXVI 35, 
4-9) o, posteriormente, la resistencia de mujeres (aunque es cierto que 
carecían de derechos políticos) a raíz de la derogación de la lex Oppia 
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(año 195, T.L.,, XXXVI, 1-8). Ahora bien, lo habitual era que las 
reivindicaciones de la base se expresaran mediante el cauce de la 
clientela. En este sentido, el papel del patrono consistía en escuchar 
los agravios y traducir y transmitir en forma adecuada las reivindi- 
caciones. En consecuencia, la clientela era no sólo un medio para la 
conquista del poder sino un sustitutivo del principio de representa- 
tividad, y permitía que se formularan con claridad muchas reivindica- 
ciones. Es cierto que en este sistema existía una ventaja a favor de los 
problemas y necesidades particulares, los de simples individuos o 
los de pequeñas comunidades, aunque no siempre. El mejor ejemplo 
de lo que acabamos de decir es el auténtico «partido italiano» que, 
según Apiano, se creó en el 129 en torno a Escipión Emiliano, cuando 
los italianos amenazados por la ley agraria «solicitaron que fuera su 
patrono» (BC, 1, 19, 78), por un procedimiento que los acontecimien- 
tos posteriores del año 91 nos permiten imaginar: intervención de 
notables «amigos», marchas sobre Roma, etc. (Plut., Cato Min., 2; 
Diodoro, XXXVII, 11, 13). Estamos mejor informados sobre los cau- 
ces para la comunicación política en el siglo 1, gracias a una serie de 
estudios. Ánte todo (Deniaux [750], [750b]) contamos, gracias al 
corpus ciceroniano, con el conjunto más o menos completo de un gran 
número de intervenciones políticas (commendationes, cartas de reco- 
mendación, intervenciones directas sobre algunos aspectos). Los gru- 
pos de presión, cualesquiera que fueran su amplitud y su propósito, 
sabían encontrar el magistrado, el hombre influyente capaz de solu- 
cionar su problema. Éste se informaba (muchas veces cerca de indi- 
viduos influyentes del círculo de algún gran personaje), prometía, 
actuaba, bien ante un magistrado, ante el Senado e incluso en caso 
necesario ante el pueblo, presentando una proposición de ley. Se infor- 
maba también, con sus interlocutores, sobre la opinión general acerca 
del asunto que llevaba entre manos y sobre sus posibilidades de triun- 
fo, Entre otros muchos, podemos seguir de cerca un asunto muy im- 
portante como lo fue la solicitud que en el año 61 plantearon los publi- 
canos de Asia ante el Senado para que se modificaran los cánones que 
habían de pagar para el año 64, cuestión en torno a la cual se enfren- 
taron Catón, Craso y Cicerón y que fue solventada por César en el 
año 59 mediante una ley (el principal defensor de los publicanos era 
Cn. Plancio padre). 

Cuanto hemos dicho se refería a casos muy circunscritos, ¿Cómo 
se articulaban los intereses de la gran mayoría? ¿Existían amplios 
grupos de intereses que desempeñaban más o menos el papel de nues- 
tros partidos políticos? La historiografía moderna ha utilizado amplia- 
mente este término y ha clasificado a los políticos en «demócratas» y 
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«conservadores», traducciones muy poco acertadas de las palabras 
populares y optímates que se utilizan en latín. Analicemos estos puntos 
con más detalle. 


En primer lugar, el propio concepto de «partidos», Las agrupaciones polí- 
ticas se designan en latín por diversas palabras: factío y partes son las más fre- 
cuentes, (Coitio indica una mera coalición electoral ilegal, y sodalitas hace refe- 
rencia a una fraternidad religiosa.) Factío designa la capacidad de actuar, ba- 
sada en la riqueza, en las amistades, en la disposición de un hombre o de un 
grupo, siempre limitado: por tanto, un factiosus es un hombre que tiene amigos 
muy bien situados y activos (Emilio Escauro, Sal., Yug., 15, 4). De ahí se pasa 
al concepto de grupo políticamente activo (Hellegouarc'h [1276], p. 108). Digamos 
que es un término peyorativo y que se utiliza de distinto modo según los auto- 
res. Salustio indica con él casi siempre a los grupos de la nobleza, a los que 
llama pauci, «los pocos», a los que acusa directa o indirectamente de haber 
acaparado en su beneficio los recursos del Estado, De hecho, como afirma Sa- 
lustio (Yug., 31, 15), entre las gentes de bien hay amistad, entre los malos fac- 
ción y todo depende, pues, de la definición, variable, que se da de los boni, 
El propio Cicerón hace reconocer al interlocutor de uno de sus diálogos polí- 
ticos que «cuando unos pocos dominan el Estado por su riqueza, su nacimiento 
u otras razones, es una factio, pero se llaman a sí mismos los optimates» (De 
Rep., 1, 23), Como lo pone de relieve Salustio, el uso del término factio reser- 
vado a grupos reducidos, poderosos y activos, hace que no se pueda hablar de 
factio del pueblo, pues la plebe, «masa desunida y dispersa, era la más débil» 
(Yug., 41, 6). Pars y el plural partes, designan agrupaciones más amplias, Y ante 
todo, en el interior de la ciudad, grupos sociopolíticos: patres et plebem. (pseud. 
Sal., Carta a César, II, 5, 1): «el Senado y el pueblo» (señalemos, sin embargo, 
que a las grandes luchas históricas de la plebe contra el patriciado durante los 
siglos v y 1v Tito Livio las llama discordiae ordinum (1, 61, 1; TV, 48, 14, etc.), 
lo que denota el carácter hereditario del patriciado). Pero partes indica casi 
siempre los distintos grupos opuestos que aparecen con respecto a una decisión, 
en el Senado, pero también en el ámbito de la ciudad, Tito Livio sitúa en la 
censura de Apio Claudio en el año 312 el nacimiento de dos «partidos» en 
Roma, uno respetuoso de la nobleza y el otro turbulento y que formaba «una 
facción del forum» (IX, 46, 13), Cicerón situaba el comienzo de esta división 
fundamental en el momento de la muerte de Tiberio Graco (De Rep., 1, 31; 
Apiano coincide con él en este punto), Sobre estas premisas, partes designó 
frecuentemente a los partidarios de los grandes líderes políticos que realizaron 
una acción nacional, a menudo en las guerras civiles: Sila y Mario (Cic., Fil, 
V, 44; Pro Quinctio, 69), Pompeyo, César y, eventualmente, Cinna (Asc., 80). 
En casi todos los casos, a partes le sigue un nombre propio que no prejuzga en 
absoluto objetivos, preferencias y tendencias de estos «partidarios» (de hecho 
los historiadores modernos se preguntan, quizás inútilmente, qué <representa- 
ban» el «partido de César» o el «partido de Pompeyo»). 


Dos expresiones constituyen la excepción. Por un lado, partes po- 
puli (Sal., Yug., 43, 1 y en otros lugares), que en otras obras de Sa- 
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lustio se designa simplemente como populus o plebs y, más frecuen- 
temente aún, populares, in segundo lugar, meliores u optimae partes 
(Cic., Pro Sest., 96-98), que también aparece como optimus quisque 
o, algunas veces, Optimates, término que prácticamente sólo utiliza 
Cicerón (no aparece en César y Salustio y Tito Livio lo usa en muy 
pocas ocasiones). Estas dos expresiones han producido grandes pro- 
blemas en la historiografía, pues numerosas veces han sido traducidas 
por «el partido demócrata» y «el partido conservador». Sólo su estú- 
dio detallado podría aclarar su significado: tanto un estudio semán- 
tico cual el que ha realizado J. Hellegouarc'h, útil para desbrozar el 
terreno, como estudios prosopográficos como los de H. Strasburger 
[1293] (optimates) y, muy especialmente, Chr. Meier [1285] (popu- 
lares) en la Real Encyclopúdie, que hacen relación exhaustiva de todos 
los hombres y comportamientos así calificados. No hay duda, en efec- 
to, de que estos dos términos no designan nunca organizaciones, como 
serían los partidos, sino que califican a hombres que tienen en común 
un determinado comportamiento. Se habla, así, de la via popularís 
para calificar la actitud de César (Cic., Ca£., IV, 9), empleándose igual- 
mente la expresión ad populum transfugere (Fam., VII, 6, 5). Diga- 
mos que en un principio popularis significa lo mismo que publicus: 
miembro del populus. Esta palabra siempre significó, igualmente, 
«conciudadano». De ahí se pasa a «amado por el pueblo», de la masa 
por tanto, del mayor número, luego «favorable al pueblo»; lo impor- 
tante es saber el cómo, en definitiva cuáles serán los requisitos para 
la popularitas, para ser amado (o popular). Dos métodos se nos ofre- 
cen: podemos hacer caso de las definiciones que nos dan los contem- 
poráneos o analizar objetivamente el comportamiento y la actuación 
de quienes son calificados de populares. El primer procedimiento es 
indispensable pero puede dar lugar a error, pues —y ésta es una con- 
clusión importante en cuanto a la inexistencia de auténticos «parti- 
dos»>— el sentido de este adjetivo puede variar, Lejos de ser objetivo, 
como lo sería la etiqueta de un partido, el término era a un tiempo 
peyorativo (en Tito Livio y muchas veces en Cicerón, según para quien 
escriba) pero también laudatorio. Prueba de ello es el hecho de que 
algunos lo reivindicaran, «intentaron ser o parecer populares», como 
afirma Cicerón (De lege agr., 1, 23; TI, 10; Pro Rabirio perd., 1, 15; 
Cas., TV, 10, etc.), o que se libraran al juego clásico que consistía en 
«anexionar», en el pasado más prestigioso de la República, a «gran- 
des antepasados», como se complacían en calificar (Cicerón, Acad. Pr., 
II, 13, donde ofrece una lista de enorme valor: L. Valerio, cónsul en 
el año 509, los autores de las leyes de provocatione, C. Flaminio, L. 
Casio y Q. Pompeyo —censo del año 131— e incluso Escipión Emi- 
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liano, P. Craso y P. Escévola, «inspiradores» de Tiberio Graco, y, 
finalmente, C. Mario; hombres todos ellos que, sin ser los jefes direc- 
tos de la plebe, pudieron ser reivindicados). Se podía, así, jugar con 
la palabra y pretender ser más «realmente popular» (¿amigo del pue- 
blo y amado del pueblo a la vez?) que tal o cual «demagogo». Eso es 
lo que hizo, con cierta razón, Cicerón en el año 63 cuando se opuso 
a la ley agraria de Servilio Rulo: «Yo sería un cónsul popular» (Leg. 
agr., II, 5; 15), pues aportaba «la paz civil», «la tranquilidad», «la 
libertad» y «¿qué puede ser más popular?» (ibid., II, 9-10). También, 
cuando admite en el De Legibus que el Senado esté formado automá- 
ticamente por los magistrados electos, afirma (lo cual no es evidente) : 
«¿qué puede ser más popular?» (III, 27). De cualquier forma, pese 
a tales precauciones oratorias, este adjetivo es casi siempre peyora- 
tivo: «Un hombre popular, es decir, adulador y superficial» (Lae- 
dius, 95). Por esa razón hay que considerar como subjetivas y par- 
tidistas las dos definiciones relativamente detalladas que da Cicerón 
de la política popular en el Pro Sestio, en el año 56, y en el De Offi- 
ciis, en el año 51, En el Pro Sestio, 95-127, tomando a sus adversarios 
«populares», a «aquellos que en sus actos y en sus palabras quieren 
ser agradables a la multitud» al pie de la letra, pretende demostrar que 
ya han perdido su «popularidad», que se han visto reducidos a utilizar 
gladiadores y comprar votos, lo que no hacían los «populares» de los 
tiempos gloriosos, en la época de los Gracos, porque sus proposiciones 
de entonces respondían a auténticas aspiraciones, a auténticos de- 
seos de la masa (103-105, y Cicerón cita las leyes tabellariz, las leyes 
agrarias y las leyes frumentarias). Al demostrar la impopularidad 
real de los pretendidos populares, el orador enumera (véase más ade- 
lante) las manifestaciones masivas y unánimes que originaron su re- 
torno, en los mítines, los comicios y el teatro. El desarrollo de la obra 
es, como vemos, constantemente polémico y consiste en jugar con los 
dos sentidos de la palabra popularis, El De Officits, texto más teórico 
y menos polémico, va aún más lejos. Da aproximadamente la misma 
definición de los populares: los que defienden la ley agraria o la con- 
donación de las deudas (Il, 78), incluso quienes osan solicitar, aun- 
que sea indirectamente, la igualdad de las fortunas (IL, 73: capitalis 
oratio!). Lo que se les reprocha no es que piensen en las ventajas 
(commoda) de la multitud, sino el no favorecer más que a una clase 
de la población en detrimento de la otra (1, 85; III, 26), siendo, por 
otra parte, pars el término empleado. 

El otro método para intentar establecer el significado de la pala- 
bra popularis consiste en censar exhaustivamente todos los hombres y 
circunstancias en torno a los cuales se utiliza el término. Chr. Meier 
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y J. Martin [1284], por una parte, han reunido la documentación pro- 
sopográfica y analizado el contenido común y la acción de los «po- 
pulares», F. Serrao [1291] ha esbozado, a su vez, una clasificación 
tipológica de las leyes romanas, distinguiendo, entre otras, todas aque- 
llas que son claramente populares. Los resultados de estas investi- 
gaciones resultan plenamente convergentes: es popular todo aquel que 
tiende a acrecentar los poderes del pueblo frente a los magistrados y 
el Senado, así como los de los tribunos de la plebe (derecho de recu- 
rrir al pueblo, posibilidad de intercessio). Todo aquello que mejora 
el funcionamiento —en el sentido de una mayor libertad— de la 
asamblea (leyes tabellarii); todo lo que asegura al pueblo ventajas 
inmediatas de tipo económico: leyes agrarias, frumentarias, y leyes 
contra la usura y sobre las deudas. Pero hay que considerar también 
como populares las leyes que limitan los privilegios de los órdenes 
superiores, especialmente de los senadores, y las que otorgan el poder 
judicial a los caballeros, Sin embargo, es muy curioso a este respecto 
el discurso de Craso en el año 106 para la ley de Cepión, discurso 
que pronunció ante los senadores y en el que intentó utilizar un len- 
guaje popular (Cicerón, Brutus, 160), y que invocaba, contra el orden 
ecuestre, una doctrina radical de la soberanía del pueblo (De Oratore, 
I, 225). Señalemos, sin embargo, que en cada uno de estos aspectos, si 
bien es cierto que la mayor parte de las leyes eran «populares», algu- 
nas eran de talante conservador. En tales casos provocaban debates, y 
se planteaba su objetivo real y profundo. En resumen, los «partidos» 
progresaban ocultos (cf. el caso de las leyes de Livio Druso padre, en 
el año 122, demagógicas y cuyo objetivo era arruinar la «populari- 
dad» de Cayo Graco, o las de su hijo, tribuno en el año 99, que des- 
concertaron a los contemporáneos). Ahora bien, el simple enunciado 
de este programa, mucho más amplio de lo que Cicerón deja entrever 
en unos textos partidistas en los que sólo menciona las leyes que 
ofrecen ventajas materiales a las masas, demuestra que éstas también 
eran sensibles, al menos hasta el año 70 a. de J. C., al contenido polí- 
tico e institucional de las medidas que consolidaban la libertad de los 
ciudadanos, que ampliaban la competencia de las asambleas y limi- 
taban los poderes o aseguraban (como la ley sobre la concusión) una 
administración mejor. Es dudoso que las reivindicaciones de este tipo 
surgieran de forma tan espontánea como las que se referían al reparto 
de las tierras o a las distribuciones gratuitas. Parece lo más lógico 
pensar que la idea se formó, como es natural, en la clase dirigente, 
pero el hecho (atestiguado) de que tales proposiciones «agradaran al 
pueblo» y aseguraran la «popularidad» de esos hombres implica un 
grado bastante elevado de conciencia cívica por parte de las masas. 
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Lo confirman algunos episodios en los que vemos la fabricación de 
«un movimiento de opinión»; por ejemplo, el que suscitó el tribuno 
Quincio en el año 74 con ocasión de un proceso criminal escandaloso. 
Salvo muy raras excepciones, la iniciativa provenía de arriba, pero no 
se explica sino porque encontraba eco suficiente en la masa de los ciu- 
dadanos. Es notable que hasta en torno al año 70 la palabra libertas 
despertara aún tales ecos. Sólo después de la experiencia de la dicta- 
dura popular de César se eclipsó la importancia política del tema de 
la libertad. Cuando Bruto y Casio intentaron utilizarla después de los 
idus de marzo, para conquistar por su parte la «popularidad», fraca- 
saron lamentablemente, porque como dice Ápiano, «se habían equi- 
vacado de época y de República» (Apiano, BC, II, 119-120). 

Sin embargo, todo no puede reducirse al contenido real de las 
medidas prometidas o propuestas, A Z. Yavetz le corresponde el gran 
mérito de aplicar a las sociedades antiguas una serie de estudios re- 
cientes sobre la manipulación de las masas [1300], insistiendo, así, 
en los elementos psicológicos de la popularitas, Algunos individuos, 
aunque inclinados a la demagogia, nunca consiguieron un éxito real 
ante las multitudes romanas. Partiendo de esta constatación, Yavetz 
ha mencionado las condiciones sociales y técnicas, en términos de 
public relations, de la popularidad y no le ha sido difícil demostrar 
que se referían en conjunto al comportamiento público: amenidad, 
contactos repetidos con la multitud, conocimiento de sus placeres y 
sus gustos, de sus necesidades religiosas, etc. Este estudio resulta 
esclarecedor, al menos para los últimos años de la República, y expli- 
ca el fracaso de un Pompeyo o un Catón, cuya gravitas o altanería 
les incapacitaba para el «contacto». A la luz de este método habría 
que estudiar de nuevo (Yavetz no lo ha hecho) la carrera de Cicerón 
que era, desde luego, conservador y moderado pero que en diversas 
ocasiones se nos presenta como hombre «popular» y dirigente de ma- 
sas, gracias, sin duda, a su dominio de las técnicas oratorias, pero 
quizá también a un comportamiento antiaristocrático. 

Hagamos, de cualquier forma, una última indicación: cualesquiera 
que fueran los métodos utilizados para conseguir la popularitas, era 
difícil —al menos desde finales del siglo 1 y con la preponderancia 
de hecho de los comicios tributos— que un líder romano pretendiera 
prescindir de ella por completo. Había pasado ya el tiempo en que 
(como lo lamenta tal vez Cicerón) la autoridad de unos hombres 
graves, adversarios de los populares, acababa siempre por triunfar 
(Pro Sestio, 105). Por consiguiente, todo dirigente político debía preo- 
cuparse sin cesar de demostrar, en la forma más precisa posible, su 
«popularidad» general o particular en los diversos medios en que 
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podía esperar alguna cosa. He insistido en otros trabajos sobre los 
medios utilizados para ello, en los auténticos «tests» de opinión que 
representaban las manifestaciones, espontáneas o solicitadas, de la 
multitud en los mítines (contiones), en el teatro o con ocasión de la 
celebración de los juegos (Abbott [1261 5]; Nicolet [802]). 

Vemos, por tanto, que es falso e incluso ridículo hablar de un 
«partido» popular, a no ser por comodidad y teniendo presentes 
en todo momento las condiciones tan particulares de la acción polí- 
tica y de las relaciones entre los líderes y la masa en una ciudad orga- 
nizada según el modelo censitario. Había hombres de la clase dirigente 
(clase cerrada desde el punto de vista censitario y hereditario) que, 
sinceramente o no, trataban de conseguir la popularidad, la adhesión 
de la multitud. Para ello utilizaban una serie de medios, unos en 
cuanto a su forma de comportarse, otros más de tipo político. El más 
frecuente e importante consistía en imponer y apoyar acciones (casi 
siempre leyes) cuyo contenido resultara útil o agradable a esa multi. 
tud. La adhesión de la masa era esencial en las asambleas en las que 
se votaba, El líder esperaba, pues, obtener ventajas para él o para sus 
amigos y colaboradores. También, excepcionalmente, podía expresarse 
de otra forma, por una serie de manifestaciones simbólicas (cortejos, 
aclamaciones, y en algunos casos, como en el de los Gracos después 
de su muerte, o para el pretor Mario Gratidiano en el 87, erección de 
estatuas), pero en los últimos años de la República no implicaba en 
general ninguna organización permanente, salvo en formas muy espe- 
ciales que vamos a examinar muy rápidamente, 

Las condiciones que acabamos de expresar brevemente son las de 
la legalidad tradicional, Los conflictos políticos, regulados por las 
leyes, se resolvían en definitiva casi siempre mediante una votación 
del pueblo, una decisión del Senado o por la autoridad de un magis- 
trado. La tradición romana conservó el recuerdo de un período nota- 
blemente dilatado (desde el 366 al 133) en el cual todo había ocurrido 
así. En el año 133 corrió la sangre por primera vez: a fin de comba- 
tir a Tiberio Graco y pretextando motivos de «salvación pública», sus 
adversarios más destacados recurrieron a la agitación y al asesinato. 
Diez años después, el Senado, en circunstancias similares, aprobó un 
texto que, concediendo plenos poderes al cónsul e instituyendo la 
«ley marcial», permitía la represión oficial y sangrienta contra los 
«partidarios» de Cayo Graco. La violencia, en su forma más extrema, 
entró así a formar parte de la vida política romana. Su uso se fue 
generalizando cada vez más: violencia relativamente inocente de la 
votación de la ley agraria de Saturnino en el año 100, bajo la presión 
de los veteranos de Mario, reunidos en todas las tribus rurales (Apia- 
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no, BC, L, 30), o de la maniobra de Clodio que, en el año 61, hizo 
ocupar los pontes electorales por sus amigos distribuyendo únicamente 
papeletas de voto negativas (Cic., At£,, 1, 14, 5). Podríamos multipli- 
car los ejemplos de los fraudes y maniobras intimidatorias. Sin em- 
bargo, la violencia se manifestaba de hecho en tres formas relacio- 
nadas y de intensidad variable: la organización de tropas armadas 
cuyo objetivo era «dominar la ciudad», las «conjuraciones», o prepa- 
ración de acciones armadas y, finalmente, las guerras civiles propia- 
mente dichas. 

Para comprender la interrelación y el mecanismo de estos hechos 
que en el siglo 1 se repiten lo bastante como para poderlos considerar 
estructurales, hay que invertir el orden lógico y seguir la cronología. 
Todo comenzó por la guerra civil o, más exactamente, por la acción 
militar de Sila en el año 88. En aquel año, un cónsul designado por 
los procedimientos normales para tomar el mando de un ejército y 
partir hacia su provincia fue sustituido por uno de sus rivales a pro- 
puesta de un tribuno. Lejos de aceptar esta situación, marchó con el 
ejército sobre la ciudad, mató o expulsó a sus enemigos, anuló des- 
pués las leyes que le desagradaban, hizo elegir a sus sucesores y luego 
partió a su provincia. Esta acción, realizada con toda brutalidad, no 
tenía precedentes. Sólo fue posible por el comportamiento y el reclu- 
tamiento nuevo de los ejércitos, aunque en aquel momento ningún 
oficial superior se atrevió a seguir a Sila. Más aún, en aquella ocasión 
no se produjo una auténtica guerra civil, pues los adversarios políti- 
cos del cónsul no contaban con un ejército sino tan sólo con algunas 
tropas reclutadas a toda prisa (Apiano, BC, 1, 58). Pero el ejemplo 
de Sila fue seguido por el cónsul del año 87, L. Cornelio Cinna, y, 
posteriormente, por Mario. En el año 82, el propio Sila regresó de 
Oriente al frente de su ejército y en esta ocasión una guerra civil 
opuso por primera vez a dos ejércitos ciudadanos regulares. Como 
sabemos, esta guerra prosiguió en Hispania con Sertorio durante diez 
años. En el 49 estalló de nuevo una guerra civil que duró práctica- 
mente sin interrupción hasta el año 36 a. de J. C., para luego rebrotar 
en el 32 hasta la victoria final de Octavio sobre Antonio. En este últi- 
mo caso, fue un conflicto de gigantescas proporciones en el que se 
opusieron las dos mitades del mundo romano. En el ínterin, durante 
los períodos breves en que existió una precaria paz (del 80 al 59) las 
agitaciones y amenazas fueron casi permanentes: «conjuración» de 
Lépido en el año 78 [1305], «conjuración» de Catilina entre el 66 y el 
63, guerra de facciones en la propia Roma entre los años 58 y 52. Eso 
para no hablar —porque poseemos menos datos al respecto— de sedi- 
ciones militares, motines, agitación e inseguridad generalizada en Jta- 
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lia y en las provincias. No resulta fácil establecer la frontera entre 
la simple violencia privada, endémica, y la violencia pública, Hay que 
indicar, con A. Linttot [1279], que la violencia no era tan sólo un 
fenómeno político sino que, en diversas formas, como el bandoleris- 
mo, la piratería y los crímenes en las zonas rurales (conflictos de lími- 
tes, agitaciones de los pastores, etc.), era uno de los aspectos funda- 
mentales de las relaciones sociales. 


Las «conjuraciones» y la organización de tropas armadas tenían en común 
un rasgo esencial: imitaban las prácticas militares, Sin duda, el ejemplo de Sila 
fascinó a otros hombres, Sila no había rechazado el apoyo de ejércitos privados 
como el que reclutó el joven Pompeyo en el año 83 en el Piceno entre los clien- 
tes de su padre, Conocemos con bastante detalle una famosa «conjuración» (el 
término se utiliza en un sentido militar), la de Catilina, Es éste un buen ejem- 
plo de un intento bastante serio de organización de un partido, en el que los 
aspectos militares y civiles están estrechamente ligados. Sólo se preveía el re- 
curso a las armas en el caso de que el objetivo perseguido —el consulado para 
Catilina en el año 63 o el 62— resultara imposible de alcanzar por los medios 
legales. 

No obstante, es notable, como hemos visto, el hecho de que Catilina pare- 
ciera rechazar al principio los únicos procedimientos que habrían sido eficaces 
ante los comicios centuriados, la aquiescencia de personajes influyentes de la 
nobleza y el apoyo de Pompeyo, en tanto que situaba el mantenimiento de su 
dignitas como uno de sus primeros objetivos (tal vez para justificarse ante sus 
iguales), En realidad, deseaba alcanzar mucho más, sencillamente el poder su- 
premo (Sal., Cat,, 16, 4: apoderarse del Estado), Lo cierto es que desde hacía 
tiempo se había constituido lo que podemos llamar con toda seguridad una 
factio, y quizás un partido, uno de los pocos sobre los cuales podemos hacer 
un análisis relativamente preciso, gracias a las descripciones complementarias de 
Salustio y Cicerón. Su primera característica, muy significativa, era la diversi- 
ficación social. En la cima se hallaban un número importante de nobles y sena- 
dores, entre ellos magistrados en ejercicio, así como jóvenes de la nobleza. 
Había también caballeros romanos con una importante posición social (primos 
de senadores, Sal, Ca£., 17, 4) y personajes de las colonias y municipios, Existían 
además otras categorías interesantes: antiguos soldados de Sila que habían ob- 
tenido tierras tras las proscripciones, que no habían podido conservar (Sal., 
Cat., 16, 4; Cic., Cat., 11, 20), campesinos libres pero sin tierra llegados a la 
ciudad (Sal., Cat,, 37, 7) y, al menos al principio, la plebe urbana, atraída por 
los discursos contra <los ricos», «los poderosos», «los pocos» y la promesa, fun- 
damental al parecer, de una moratoria de las deudas (tabulae novae). Al mismo 
tiempo que un círculo de políticos, fue creándose un estado mayor de hombres 
de confianza al que Catilina confió, según parece, las tareas de carácter militar: 
C. Manlio en Etruria, C. Julio en Apulia, Septimio de Camerinum, TY. Voltur- 
cio, posiblemente antiguos centuriones, y otros (Cie., Ca£., 1, 14). La conjura- 
ción, aunque desbaratada por la acción del gobierno, pudo contar con un au- 
téntico ejército de unos 20000 hombres en Etruria y en otras partes de Italia 
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y se produjeron enfrentamientos armados, Fue, por tanto, un asunto de impor- 
tancia considerable, Las circunstancias económicas favorecieron el apoyo de 
gran número de gentes, Á este respecto, el problema de las deudas era funda- 
mental: eran muchos (gentes importantes y sencillas, como ha puesto de relieve 
Yavetz [7081) los que se hallaban amenazados jurídicamente con la muerte 
civil, Una serie de detalles nos informan sobre la forma en que Catilina pudo 
organizar su partido, en el que predominaba el modelo militar. La conjuración 
constituía como una réplica del Estado, con provincias, fasces, estandartes, de- 
pósitos de armas, etc, Al mismo tiempo, en Roma se desarrollaba una batalla 
de tipo parlamentario, con una serie de sesiones en el Senado en las que in- 
tentaba participar Catilina y, en las jornadas dramáticas de diciembre del año 63, 
se desarrolló una auténtica campaña de propaganda, con el envío de cartas que 
eran otros tantos manifiestos, introduciendo agentes entre la plebe urbana, sir- 
viéndose de los tenderos como elementos de transmisión, etc. (Cic., Caz,, IV, 17). 
Así pues, las actividades de carácter militar, como el reclutamiento y organiza- 
ción de tropas bajo una serie de jefes, se conjugaban con promesas en relación 
con la situación económica y un llamamiento directo a la opinión. Este análisis 
queda confirmado por el de la reacción gubernamental, que se desarrolló tam- 
bién en tres planos distintos, En primer lugar, el que podríamos llamar parla- 
mentario, en el que el cónsul intentó aislar a Catilina, trató de buscar alianzas 
y conseguir plenos poderes. En segundo lugar, el plano militar, el de la repre- 
sión, el mantenimiento del orden en Italia, Pero también en un plano pura- 
mente político en el que se trataba de evaluar los apoyos, convencer a una parte 
de la población, movilizar a una masa de ciudadenos (no necesariamente la 
misma que los conjurados), en definitiva, el de buscar si no la popularitas, al 
menos la «concordia» y el consensus. Testimonios directos de esta acción fueron 
los cuatro discursos, dos ante el pueblo y dos ante el Senado, revisados y publi- 
cados a partir del año 61 y que habría que analizar de nuevo desde el punto 
de vista del «lenguaje» político, De todas formas, la acción se desarrolló en los 
mismos planos que la de Catilina, A las promesas sobre las deudas se respondió 
con medidas sobre las que no estamos informados más que por alusión (Cat., 
11, 18; De Off., 1, 84), dirigidas, a la vez, a coaccionar y a dar seguridad. Pero 
el Senado aconsejó también a los acreedores privados, como Q. Considio, que 
concedieran moratorias (Val, Max,, IV, 8, 3) y el cónsul prohibió la exportación 
de numerario fuera de Italia, El gobierno intentó también, contra la amenaza 
de supresión de las deudas y proscripciones, obtener la adhesión formal (como 
lo permitía sin duda el Senatus Consultum Ultimum) de los «órdenes» oficiales 
del Estado: caballeros, escribas, tribunos del Tesoro, presentes físicamente en 
el Foro (Cat., IV, 14-15), Pero, como lo ha demostrado Yavetz, el golpe maestro 
fue utilizar con fines de propaganda las diferencias de táctica entre Catilina y 
Léntulo, que pretendía reclutar esclavos, no para liberarlos, sino como fuerza 
de choque, Cicerón despertó así los recientes recuerdos de la guerra de Espar- 
taco y cuando demostró que los conjurados habían previsto el incendio de la 
ciudad, la plebe urbana de los tenderos, los libertos, etc., a la que Cicerón 
hizo un llamamiento directo (Cat,, IV, 17), abandonó a Catilina (Yavetz [13071). 

La organización de tropas armadas en la propia Roma sólo apareció algo 
más tarde, entre los años 58 y 52, Sin duda, Catilina poseía ya gladiadores (Cic., 
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Cat., Y, 26) o pretendía sublevarlos, pero no era el único entre los nobles y 
sería demasiado largo dar la relación de éstos. A pesar de una serie de edictos 
sucesivos e inoperantes, la existencia de guardias privadas se multiplicó durante 
estos años (Lintott, 83 [12791), Un tanto distinta es la utilización de los colegios 
con fines políticos, como base de un partido o apoyo a un movimiento de opi- 
nión, Desde época muy antigua existían en Roma (Dionisio, 1V, 14 y 15) tres 
tipos de colegios: religiosos, profesionales y locales, Los dos colegios religiosos 
más importantes, los Capitolini y los Mercuriales, agrupaban también (al menos 
el segundo) a ricos comerciantes y caballeros (M. Furio Flaco, Cic., Q. Fr., II, 
5, 3). Los colegios profesionales más antiguos (escribas, herreros, actores, escul- 
tores) se remontan también al período monárquico, pero aparecieron muchos 
otros: organismos de ayuda mutua, clubes, asociaciones religiosas, etc. Final- 
mente, existían asociaciones de barrio, vici en la ciudad, pagi en las afueras, 
que agrupaban a los vecinos en torno a cultos en los cruces de caminos, Pero 
debido a la estructura urbana y a la diferenciación económica de los diferentes 
barrios, estas asociaciones a menudo se superponian. Esclavos, libertos e inge- 
nuos podían: coexistir en la mayor parte de estas asociaciones (Dionisio), salvo 
las más importantes, que, además de las comidas y los funerales comunes, se 
manifestaban también públicamente mediante fiestas (Ludí Capitolini) y cultos 
públicos, Cabe pensar que estas organizaciones, espontáneas, flexibles y eficaces, 
al mismo tiempo se utilizaron, inocentemente o no, con fines electorales y polí- 
ticos, Los colegios tenían una organización calcada sobre la del Estado, con 
magistrados, una asamblea, etc., que permitía establecer contactos y relaciones y 
hacer circular dinero y consignas, El gran incremento del número de libertos y 
ciudadanos nuevos de las tribus urbanas después de los años 88 y 80 (los 
10000 libertos de Sila) aumentó aún más el interés de estos colegios. Al pa- 
recer, en el año 67 los dos tribunos pompeyanos, C, Cornelio y A. Gabinio, con- 
siguieron, utilizándolos, que se aprobara su legislación antisenatorial. En el 
año 65, Quinto Cicerón explica con toda claridad su importancia en una cam- 
paña electoral (Comm, Pet,, 30), En razón de ello, en el año 64 un senado- 
consulto suprimió, para luchar contra el ambitus, todos los colegios que eran 
«contrarios al orden público» (Asc,, 7 C), prohibiendo al mismo tiempo las 
ceremonias de los caminos. Pero, gracias al apoyo de algunos tribunos, siguie- 
ron celebrándose pese a todo (por ejemplo, en el año 61) y en el 58 Clodio 
restableció los colegios y creó muchos nuevos en los que se admitía incluso a 
esclavos y, desde luego, a libertos. Supervisó, por medio de su colaborador Sex, 
Cloelio, su reclutamiento, que se efectuó por un procedimiento casi militar (Pro 
Sest., 34; In Pis., 9; Dión, XXXVII, 13, 2). A partir de entonces, la organi- 
zación de las tropas urbanas, que se utilizaban en los comicios, en los mítines 
o para los golpes de mano, se basaba en gran parte en estos colegios. Posible- 
mente (C, Nicolet [731]), esta organización servía también de base para las 
distribuciones frumentarias gratuitas previstas por otra ley, y que también su- 
pervisaba Sex. Cloelio, lo cual suponía matar dos pájaros de un tiro, La polí- 
tica de Clodio consistió en llenar las listas oficiales de la plebe urbana con 
ciudadanos nuevos, como es el caso de la «nueva tribu Collina» que él creó 
(Cic., Pro Milone, 25) y fue ésta, sin duda, la razón por la que hizo quemar 
las listas de beneficiarios de la anona cuando Pompeyo pretendió revisarlas en 
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el año 57 para excluir a decenas de millares de nuevos inscritos. Gracias al 
apoyo de que gozaba por parte de la plebe urbana, Clodio casi consiguió, como 
sabemos, dominar en Roma hasta el año 52 (Flambard [1315]). 

Pero sus adversarios podían recurrir a las mismas armas, También ellos, 
obligados por las reglas del juego político, se veian obligados a ir muy lejos 
en la búsqueda de cierta «popularidad» así como de los medios para organizar 
un partido, Desde luego, no se dirigían al mismo sector de la población, En el 
año 58, en el momento en que se preparaban las leyes del exilio contra él, 
Cicerón y sus amigos no pudieron movilizar más que al orden ecuestre y a las 
«gentes honestas»: 20000 personas no obstante, según Cicerón, Post, Red, Pop., 8, 
Los caballeros enviaron una delegación a los cónsules pero estos respondieron 
mediante un edicto de exilio para sus jefes (Pro Sestio, 26; Post, Red. Sen., 12; 
Dión, XXXVIII, 16, 4). Más interesante, desde el punto de vista de la técnica 
política, es el método utilizado en el año 57 por el Senado y los cónsules para 
obtener la votación de la ley centuriada que decidía el regreso de Cicerón: el 
Senado invitó a todos los huenos ciudadanos a que acudieran desde toda Italia 
a Roma, algunos personajes importantes como Pompeyo se dirigieron a las co- 
lonias o municipios de los que eran magistrados o patronos e hicieron votar 
decretos reclamando el regreso del exiliado; las sociedades de publicanos, las 
decurias de los escribas, los colegios de todo tipo fueron invitados a hacer lo 
mismo y lo hicieron efectivamente (Post, Red, Sen., 30; In Pis., 80; De domo, 
73-75), El senadoconsulto fue aclamado por el pueblo de Roma con ocasión de 
una representación teatral, las alusiones de la pieza del repertorio felizmente 
elegida (el Brutus de Accio) fueron aclamadas hasta la locura (Pro Sestio, 115- 
126; C. Nicolet, Métier, p. 399; 486), Cicerón regresó «sobre los hombros de 
Italia», Él y sus amigos habían jugado hábilmente con la autoridad superior de 
los comicios centuriados sobre los comicios tributos, con la opinión de los no- 
tables italianos contra la de la plebe urbana, pero probablemente si no hubieran 
sabido conseguir la aquiescencia, al menos temporal, de esta última no habrían 
ganado tan fácilmente, Tal vez, las dificultades anonarias del año 57, conse- 
cuencia o no de la lex Clodía, influyeron en el caso de muchos, En todo caso, 
es interesante observar que Cicerón había aprendido la lección, pues en el año 
siguiente, abriendo considerablemente el abanico de su horizonte político y sus- 
tituyendo la fórmula de «consensos de todas las gentes honestas» por la de la 
«concordia de los órdenes», dio, de forma solemne, una nueva definición del 
«partido» que deseaba reunir, Se trata del discurso Pro Sestio, pronunciado en 
el año 56 en un clima político que obliga a prestar atención, El texto permite 
precisar los diversos sentidos de la palabra optímates, que se utiliza muchas 
veces en el sentido de «partido» conservador en la historiografía moderna. 
Apareció al principio del siglo 11 a. de J.C. (Catón, según Servio, 4en., IV, 682, 
en el sentido de régimen aristocrático), pero no se encuentra ni en César ni 
en Salustio y, en cuanto a Tito Livio, sólo aparece en la primera década, es 
decir, en pasajes que dependen de la analística tardía, Evidentemente, tiene 
relación con palabras o expresiones como optimi, u optimus quisque, que tienen 
al mismo tiempo un sentido social y moral (ya que, por ejemplo, para Cayo 
Graco, su hermano Tiberio era optimus), como, por lo demás, lo tenía en 
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griego desde Aristóteles la palabra aristoi, Ahora bien, tenemos pruebas de que 
esta palabra, al igual que popularis, era un término controvertido: algunos lo 
reivindicaban cuando no eran más que una factio (De Rep,, TI, 23; sentido 
admitido por Suetonio, Caes,, 11). La palabra era tal vez motivo de risa, tanto 
entre los grandes señores que se consideraban simplemente optimi, como entre 
sus enemigos, De ahí la definición-programa del año 56, que afirma calificar 
como optimates a todos los que mantienen un comportamiento social y político 
determinado: los que llevan una vida «honorable», razonable, cuyos asuntos pri- 
vados están en orden, y que, por otra parte, se oponen a la demagogia, a las 
revueltas y a la revolución (Pro Sestio, 98). La novedad consiste en que integra 
en este grupo a todas las clases sociales: desde luego a los «buenos» senadores 
pero, también, a la mayor parte de los caballeros, los notables municipales, los 
hombres de negocios e incluso a los libertos y a algunos esclavos. Así pues, 
tanto como los intereses comunes, es una voluntad común, definida por una es- 
pecie de programa de defensa del orden establecido, del Senado (con tal de 
que esté abierto a los hombres nuevos), de rechazo de la violencia, de la guerra, 
civil, lo que define aquello que en Cicerón aparece más como un grupo polí. 
tico que una clase social, Por tanto, es absolutamente imposible confundir a 
los optimates con el Senado, con el grupo de los pauci denunciado por Salustio 
e incluso con la nobilitas. No es tampoco un estatuto social ventajoso lo que les 
define, pues reagrupa a «todos los órdenes». En definitiva, se trata de una con- 
cepción común de la vida política, y por ello es prácticamente la única expre- 
sión, en este período, de un concepto partidista de la política. Otra cosa es 
que esta gran agrupación deseable apenas existiera, no durara, lo cual plantea 
el problema de los medios de los que podía disponer el grupo de Cicerón y de 
sus amigos para plasmar en la realidad de los hechos este consensus, En cual. 
quier caso, no podían basarlo en la violencia: cuando en el año 52 unos opti. 
mates asesinaron a Clodio, utilizando los mismos procedimientos que este último, 
la plebe urbana se sublevó y hubo que otorgar a Pompeyo poderes dictatoriales, 

Así triunfaba la violencia. Su límite extremo, en los conflictos políticos ro- 
manos, fue alcanzado, no tanto por la guerra civil, aunque fuera de una fero- 
cidad que llenó de horror a los contemporáneos (P. Jal [9971), sino, en dos 
ocasiones, por el procedimiento extraordinario de las proscripciones, es decir, 
el de declarar fuera de le ley y asesinar legalmente a una multitud de ciuda- 
danos. También en este caso fue Sila quien sentó el precedente. De todas formas, 
hay que decir que una «solución final» de este tipo para los conflictos polí- 
ticos, totalmente extraña a la tradición romana, era relativamente frecuente en 
las ciudades antiguas (la famosa matanza de Argos en el año 370, Diodoro, XV, 
57, 3, y el método muy similar utilizado por el epirota Charops en el año 167, 
contra sus enemigos, Pol.,, XXXII, 5). Se trataba de listas de nombres que se 
publicaban tal como se hacía para la venta de los bienes de los condenados, 
Quien lo deseara podía matarlos e incluso a los asesinos se les entregaba como 
recompensa una parte de sus bienes, Lo que quedaba de estos bienes debía ser 
vendido públicamente y los hijos del proscrito quedaban afectados de incapa- 
cidad cívica (Veleyo, II, 28; Sal., Hist,, 1, 55, 6 M). Todo lo que los aliados 
moderados de Sila pudieron conseguir fue que aceptara el compromiso de no pu- 
blicar listas más allá del 1.? de junio del año 81. De esta forma fueron entre- 
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gados, en diversas ocasiones, varios millares de ciudadanos a los denunciantes 
(había una prima de 12000 denarios por cabeza) y a los sicarios. Figuraban en 
la lista los enemigos personales de Sila, los más notorios partidarios de Mario y 
también, especialmente, un buen número de hombres de posición cuyo único 
crimen era la fortuna, El caso de Roscio Amerino demuestra claramente cómo 
funcionaba el sistema: se manipularon las listas mucho tiempo después de que 
hubieran sido cerradas oficialmente para ocultar totalmente crímenes delezna- 
bles o venganzas familiares, tanto en Roma como en los municipios. Es nece- 
sario resaltar el aspecto económico y social de las proscripciones. No es cierto, 
como se ha dicho con demasiada frecuencia, que todas las víctimas pertenecieran 
al orden ecuestre, En verdad, se contaban entre ellas caballeros silanos, pero 
también es probable que quienes habían destacado junto a Sulpicio Rufo en el 
año 88 (los 600 a quienes Sulpicio llamaba su «antisenado», Plut., Mar,, 35) o 
los partidarios de Cinna (Asc,, 89) se contaran entre los primeros en ser inscritos 
en las listas, Los bienes de los proscritos, vendidos por Sila, pasaron a muy 
pocas manos. Ya hemos puesto de relieve antes un hecho sorprendente: la mayor 
parte de las grandes fortunas en tierras del siglo 1 parecen provenir, en efecto, 
de las rapiñas de este período, de las que se aprovecharon igualmente un liberto 
como Crisógono o nobles como Craso o Domicio Ahenobarbo, Las proscripciones 
provocaban el horror, pero en los años siguientes casi todos los «partidos» re- 
currieron a ellas como amenaza, Este fue el caso de Catilina, pero también el 
de Pompeyo en el año 52 y el de los pompeyanos en el 49, La cuestión del cas- 
tigo de los sicarios fue planteada en varias ocasiones: si Catilina fue absuelto 
en el año 64, César hizo condenar a algunos en el 62. Pero sólo en el año 49 
se les restituyó los derechos a los hijos de los proscritos, César no recurrió a las 
proscripciones, pero en el año 43, Antonio, Octavio y Lépido, tras hacerse con 
el poder al frente de sus tropas y hacerse nombrar «triunviros constituyentes», 
publicaron un segundo «edicto de proscripción» cuyo texto nos ha llegado 
gracias a Apiano. En esa lista figuraban, en un odioso regateo, los enemigos 
personales de los tres hombres, incluidos algunos de sus parientes, siempre 
hombres ricos, cuyos bienes se codiciaba. El número de las víctimas fue más 
importante aún que en el año 8l y también la transferencia de propiedades. 
Los bienes de los proscritos sirvieron en parte para asentar a los veteranos, El 
relato detallado de Apiano ofrece muchos nombres, de forma que es posible 
levar a cabo la prosopografía de las proscripciones, Un documento como la 
descripción conocida por el nombre de laudatio Turiae, muestra concretamente 
cuáles fueron las consecuencias y secuelas de este detestable procedimiento: 
para muchos, el recuerdo de las proscripciones desembocó en el rechazo de las 
guerras civiles y la aceptación por la abrumada opinión del principado de 
Augusto, que acabó por considerarse como el remedio necesario para evitar que 
volviera a aparecer esta forma paroxística de los conflictos políticos, El nuevo 
régimen se inauguró en el año 28 por un edicto que clausuraba solemnemente 
el período de las guerras civiles y prometía el retorno a la paz y la legalidad 
(Macrobio, Sat,, 1, 12, 35; Res Gestae, 34, 1; Lido, De mens., IV, 111). El ex- 
ceso de las violencias pasadas servía de repelente para justificar el nuevo orden 
de cosas, reservando a la libertad la misma reprobación que a las guerras civiles: 
había necesidad de un jefe (Tácito, Ann,, 1, 1, 2). 
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4. En busca de nuevos procedimientos: la legitimidad 
del «consensus» y sus manifestaciones extracomiciales 


Los historiadores del Imperio, desde Mommsen hasta P. Grenade 
[1308] y J. Béranger, han insistido mucho en el contenido ideológico 
y político del nuevo régimen. Evidentemente, puede definirse el régi- 
men imperial como la superposición a los viejos procedimientos repu- 
blicanos de transmisión y reglamentación de los poderes, esencial. ' 
mente comiciales, de nuevos cauces (controlados por el príncipe) que 
intentan establecer con los ciudadanos, e incluso con la totalidad de 
los habitantes del Imperio, unas relaciones totalmente distintas, La 
antigua organización de los poderes en la Respublica no fue abolida; 
al contrario, se conservaron las magistraturas ordinarias, las compe- 
tencias y asambleas y, en cierto sentido, mejoró su funcionamiento, 
como lo demuestran las diversas reformas electorales que hemos citado 
anteriormente. Pero por encima de esta esfera el príncipe creó unos 
lazos de tipo paternalista, religioso, de clientela, con Roma, Italia y 
las provincias. Encontramos la imagen exacta y oficial que quería dar 
Augusto en el texto de sus Res Gestae grabado sobre su tumba. La 
idea del consensus espontáneo aparece una y otra vez con una insis- 
tencia notable. J. Béranger y P. Grenade lo han explicado perfecta- 
mente. Tratemos aquí de buscar los precedentes y el origen en la 

práctica política de los últimos tiempos de la República. 

Hemos dicho antes que se intentaba conseguir la aquiescencia del 
pueblo en las contiones, cuya celebración estaba perfectamente prevista 
a este propósito, y que conllevaban un debate que el autor de la pro- 
posición trataba casi siempre de conseguir que fuera favorable a su 
propuesta. Hemos visto la organización de un movimiento orquestado 
en favor del regreso de Cicerón en el año 57, así como el intento de 
conseguir aclamaciones en el teatro o durante la celebración de los 
juegos de gladiadores. Todos estos procedimientos se insertan, en defi- 
nitiva, en las instituciones comiciales y deben encontrar una sanción 
legal. No sucede lo mismo con la creación de lazos directos, persona- 
les, entre un dirigente y sus adeptos, en forma de un juramento. Este 
tipo de. relaciones personales, que no es ajeno a los lazos de clientela, 
aunque estos últimos sean privados, lo encontramos por doquier en el 
ámbito del Mediterráneo antiguo. El derecho público romano conoce, 
por otra parte, como ya hemos visto, el ritual del juramento: sacra- 
mentum militar que justifica desde el punto de vista religioso el ser- 
vicio del soldado y asegura su obediencia a los jefes; pero este jura- 
mento es público y sin duda nunca nominal; es un juramento cívico. 
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Asimismo, hemos visto que a finales del siglo 1 algunos tribunos po- 
pulares (Apuleyo, Saturnino) impusieron a los magistrados y sena- 
dores la obligación de jurar obediencia a determinadas leyes. Su re- 
chazo, sancionado por una acusación y un proceso, podía desembocar 
en el exilio. Es éste también, no obstante, un procedimiento de dere- 
cho público, dirigido a afirmar la soberanía del pueblo: es a la ley, y 
no al magistrado que la propone, a la que se debe jurar obediencia. 
Si bien es cierto que una serie de acontecimientos ocurridos en los 
siglos V y Iv, como la ocupación del Capitolio por Apio Herdonio, 
implican la existencia de clientelas personales, en el período de pleno 
desarrollo de las instituciones republicanas no existió prácticamente 
esta confusión entre lo privado y lo público. Desde luego, existían 
clientelas que intervenían en el juego electoral pero que no lo susti- 
tuían. Con toda certeza, el factor que produjo un cambio progresivo 
fue la aparición en las relaciones colectivas propias de las civitas de 
elementos no romanos, itálicos, e incluso extraitálicos, Todo comenzó, 
quizá, cuando en el año 201 un ciudadano, Q. Terencio Culeón, se 
puso un gorro de liberto para seguir el carro triunfal de Escipión el 
Africano que le había hecho liberar por los cartagineses en el año 204 
(T. L., XXX, 45, 4) y, sobre todo, en el año 196, cuando su ejemplo 
fue seguido por todos los prisioneros liberados gracias a la victoria de 
Flaminio (T. £., XXXIX, 52, 10). En el año 91, los italianos, mientras 
preparaban su insurrección, establecieron entre sí juramentos solem- 
nes e intercambiaron rehenes (Apiano, BC, Ll, 170), pero al parecer 
establecieron también lazos con el «patrono» que se encargaba en 
Roma de defender su causa, Livio Druso. Diodoro ha conservado el 
texto de este juramento, prototipo de los juramentos «imperiales» 
posteriores, el primero de los cuales es el que Octavio hizo prestar en 
el año 32, en la víspera de la batalla de Actium, a las ciudades italia- 
nas, pero también a Hispania, Cerdeña, Sicilia, Galia y África (Dio- 
doro, XXXVII, 12; Augusto, Res Cestae, 25, 2; sobre los juramentos 
imperiales cf. las inscripciones de Lusitania, CIL, UM, 172; de Assos, 
IGR, UL, 137, y la que ha sido descubierta recientemente en Chipre, 
Mitford, JRS, 1960, 75-79 = AE, 1962, 248). El hecho de que la 
conturatio Italiae, que se inspiraba en el modelo militar (pues Octa- 
vio se hacía proclamar «jefe», dux, de una guerra nacional y sagrada 
contra Antonio y una potencia extranjera), interfería con la clientela 
privada queda demostrado porque Octavio dispensó del juramento a 
la ciudad de Bolonia, que ya era cliente de Antonio (Suetonio, Div. 
Aug., 17, 2). Otros antes que él habían practicado el sistema con el 
que Octavio obtuvo tanto éxito: posiblemente César, cuando en su 
calidad de dictador «recomendaba» en una fórmula, que es totalmente 
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CUADRO 3. Las magistraturas 























Magistratura 


Origen 


Duración Poderes, Ornamento 


Competencias 





Dictadura 


Aparecida en el 501. En 
el periodo que estudia- 
mos ocurrió solamente 
en los años 249, 217, 
216. 82 (dictador cons- 
tituyente: Sila). 49-44 
(César) 





Ordinaria (Belli| Auspicios mayores 
gerendi causa) ;|Imperium militiae y domi 
6 meses como'24 fasces 

máximo Superior a todas las de- 
Para los comicios; más magistraturas 

(o para el clavo¡Imposibilidad de ejercer 
del Capitolio):| la provocatio contra 


1) Generales (guerra o re- 
volución) 
2) Especiales 
— religiosas (clavo del 
Capitolio) 
—electoral (presiden- 
cia de los comicios) 

















algunos días ella (?) — para completar el 
Constituyente Senado (216) . 
(Sila): abdicó 2) Constituyente (Sila) 
al cabo de 2 
años 
César: anual, lue- 
go decenal (46) 
y perpetua (44) 
CONSULADO 509 (?) Un año " ¡Auspicios mayores Generales y superiores 
Abierto a los plebeyos y|Hacia el 225: en-|Imperium domi, militiae| Militares (hasta el 80) y 
reorganizado en 366 (?)| trada en fun-| (hasta el año 80) políticas 
ciones el 1 del12 fasces Jurisdiccionales (militiae) 
marzo Derecho de actuar con el|Suspensión del derecho de 
En el 154: entra-| pueblo, de informar al| provocatio contra él gra- 
da en funcio-| Senado cias al senadoconsulto 
nes el 1 de ene-¡Sometido a la provocatio| ultimum desde el año 
ro 121 
Magister 501 
equitum 
Censura Creada en 443, Interrum-¡Quinquenal ¡Auspicios mayores (pero|1) Census; censo, elabora» 
y pida desde el 86 al 70|Duración de los| sinrelación con los cón-| ción de las listas de los 
Prohibición de la repeti-| poderes: 18| sules y los pretores) ciudadanos (evaluación 
ción poco después dell meses desde el! Potestas (pero, según Can-|  desus fortunas) 
265 (Val. Max., IV,| 312 a. de J.C.| celli, imperium) 2) Lectio del Senado, exa- 
1,3 Jurisdicción (algunas cues-| men del orden ecuestre 
tiones financieras) 3) Cura morum, exameñ 
¡Derecho de imponer mul-| de las costumbres, 
tas eventuales sanciones 
Nota (degradación, infa-|4) Gestión del patrimo. 
mia) nio del Estado 
Ni derecho de actuar con| — mantenimiento, 
el pueblo ni de informar construcciones 
al Senado (Aulo Gelio,|  -— adjudicación floca:| 
XIV, 7) tio) de los aprovi- 
sionamientos y los 
ingresos públicos 
PRETURA 1 pretor urbano en el 366|1 año ¡Auspicios mayores 


1 pretor peregrino en el 
242 


Hacia el 230: 2 pretores 
para Cerdeña y Sicilia 

197: 1 pretor para España 

180: un sexto pretor 

123: 1 pretor repetun- 
darum 

80: 8 pretores 

En tiempo de César: 10, 
14, luego 16 





Imperium militiae (hasta 
el 80) y domi 

6 (o dos) fasces 

Jurisdicción civil (y, des- 
pués del 49, presidencia 
de los jurados crimi- 
nales) 

Derecho de promulgar un! 
edicto 

Derecho de actuar con el 
pueblo, de informar al 
Senado 








Hasta Sila, competencial 
judicial y política en 
Roma, mando de los 
ejércitos, gobierno de 
las provincias, en el 
mismo año 

Después de Sila: compe- 
tencia exclusivamente 
judicial en Roma du- 
rante el año en que se 
desempeña el cargo, De- 
sempeño del cargo de 
propretor en una pro- 
vincia en el año si- 
guiente 

A. partir del 80, cada pre- 
tor preside un jurado 
especializado (distribu- 
ción por sorteo) 
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Condiciones, 














Elección por los co- 


Consulares (salvo 








44 años como|2 


Lex de impe- 


Designación cualificaciones Edad Número Investidura Personal 
Nombrado por un|Consular 1 solo, flangueado|Lex de impe-|24 lictores 
cónsul (por orden de un jefe de laj rio, pro- 
del Senado) caballería subor-| puesta por 
En el 217: elegida dinado (excepto]| él mismo, 
(T.L,, XXII, 8; 31) en el 217) votada por 
En el 82: designado los comi- 
por una ley votada cios curia- 
a propuesta de un les 
interrex (Apiano, I, 
459) 
En el 49; nombrado 
por un pretor y 
luego por los cón- 
sules 
Elegidos por los comi-|Pretorianos (desde|42 años, como|2 Lex de impe-¡12 lictores 
cios centuriados pre-| el 197 con segu-| mínimo (des-¡Excepcionalmente rio  curia-|Praecones 
sididos por un cón-| ridad, Asconio,| de el 180) 1, en el 52 (Pom-| da, pro- |Viatores 
sul o por un dicta-| 25 C) peyo) puesta por 
dor (no por un pre-|1 de los dos debe Alternancia men-»| él mismo 
tor: Aulo Gelio,| ser patricio hasta sual de los fasces: 
XITI, 15; Cic., Att.,)] el año 172 el primero elegi- 
TX, 9, 9) do los tenía el 
1 de enero 
+ 
6 lictores 


A O A A DEA A 


Sin lictores 




















micios centuriados| en el $1) mínimo (fre- rio centu-|Praecones 
presididos por un¡En general, uno del cuentemente riada, pro-|Escribas 
cónsul los dos es pa-| muchos más) puesta por|Juratores 

tricio los cónsu- 

les 
Elegidos por los comi-|Haber desempeña-¡39 años (desde¡2, 4, 6, finalmente 8| Lex de impe-12 lictores en Roma 

cioscenturiados pre-| do la cuestura| el 180) (en el año 80) rlo curia-¡6 en provincias 
sididos por un cón-| (al menos desde da, pro- |Praecones 
sul la lex Cornelia puesta por| Viatores 

del 80) éi mismo |Prefectos delegados 


(para la justicia) 
Jurados (para cons- 
tituir los tribu- 
nales) 
Escribas 





Hemos distinguido las magistraturas regulares, renovadas todos los años (en VERSALITAS), y las 
magistraturas exclusivamente plebeyas (en negritas), No hemos incluido en este cuadro ni los ¡nte- 
rrex, exclusivamente patricios, nomb-ados para cinco días en caso de que el consulado quedara va- 
cante (cf, A, Magdelain, Auspicia ad patres redeunt, Hom. Jean Bayet, 1964, pp. 427-473), ni las 
magistraturas extraordinarias y especiales, como los triunviratos, quinqueviratos, etc., agrarios o para 


la deducción de colonias, ni el triunvirato «constituyente» del 43 a. de J.C., que daba exorbitantes 
poderes de derecho público a Octavio, Antonio y Lépido. 

















CUADRO 3. (Cont,) 
pPE£Q.o. rr. A ppp E 
Magistratura Origen Duración Poderes, Ornamento Competencias 
EDIL 2 ediles plebeyos en 496|1 año Curules; silla curul Vigilancia de los mercados 
2 ediles curules en 366 ius imaginum, etc. Vías de comunicación y 
2 ediles ceriales (para las Plebeyos su reparación 
distribuciones en 46) Potestas Aprovisionamiento de 
Jurisdicción civil (proce-| Roma 
sos referentes a las ven-[Conservación de los archi. 
tas) vos referentes a la plebe 
Derecho de publicar un; (hasta en torno al año 
edicto 200) 
Derecho de imponer mul-|Responsabilidad de los 
tas Juegos romanos 
Juegos plebeyos, etc, 
(Cerialia, etc.) 
Presidente de determina: 
dos jurados (después 
del 80) 
CUESTURA Posiblemente desde el pe-|1 año Potestas 2 cuestores urbanos: 


Tribunado de 
la plebe 


TRIBUNADO MILI- 
TAR de las cua- 
tro primeras le- 
giones 


ríodo monárquico 
4 a principios de la Re- 
pública 
+ 2 (¿urbanos ?) 
(0 para Ja moneda?) 
en 267 
+2 en 227 (Sicilia y 
Cerdeña) 
en 197: 10 en total 
en 80: 20 (lex Cornelia) 
En tiempo de César: 
hasta el año 40 
(Dión, XLIII, 47) 


Creados en 496 como 
magistrados tan sólo 
de la plebe 

Integrados hacia 366 

Pueden llegar a ser sena- 
dores (sin desempeñar 
otros cargos) desde la 
lex Atinia (hacia 149- 
123 a. de J.C.) 

10 tribunos desde el 366 


Entran en fun-|Sella (no curul) 
ciones el 5 dejJurisdicción (anquisitio, 


diciembre investigación) 
Contables del Tesoro 
A partir de Sila da acceso 
al Senado 
l año Potestas. Sacrosantos 


Entran en fun-|Subselium (banco) 
ciones el 10 |Auxilium 
de diciembre |Veto, intercessio 
(incluso contra el dic- 
tador en Roma, según 


algunos) 
Derecho de acusación 
(anquisitio). Multas, 


pena de muerte 
Derecho de actuar con la 
plebe 
De informar al Senado 


gestión del Tesoro 
(dinero y, títulos) 

4 cuestores consulares 
(archivos) 

2 cuestores «itálicos» 
(las vías de trashuman: 
cia, los acueductos) 

Cuesturas provinciales y 
militares 
(Q en Sicilia): 
contabilidad financiera 

Presidencia de determina: 
dos jurados 





Competencia completa- 
mente general 

Pueden oponerse a cual. 
quier acción de un ma: 
gistrado, a cualquier sé- 
nadoconsulto (pero no 
a una sentencia de uni 
juez) 

Especialmente: 
derecho de iniciativa 
de los plebiscitos 





Considerados como ma- 
gistrados en el 123 al 
menos 


Mando de una cohorte 





TRIUNVIRATO CA= 
PITAL (o noc- 
turno) 


Creado en 289 
(T.L., Per., 11) (0) 
En tiempo de César: 4 


Ejecuciones capitales, re- 
caudación de multas, 
policía, etc. 





Triunvirato mo- 
netario 


DECENVIRATO 
«STILIMUS 
TUDICANDD» 


Creado en 289 (no es 
seguro) 


Acuñación de moneda en 
Roma 





Creado en el siglo 1v (?) 


Jueces de los procesos de 
libertad 





Prefectos para 
Cumas y 
Capua 


Creados después de la se- 
gunda guerra púnica (?) 
Suprimidos en el año 20 








a. de J.C, 


l año Cierta jurisdicción disci- 
plinaria y penal sobre 
los soldados 

1 año Colaboran con los magis- 
trados superiores en sus 
funciones judiciales 

l año 

1 año 

1 año 



























































Condiciones, 




















Elegidos por los comi- 
cios tributos, bajo 
la presidencia de un! 
tribuno 


Uno o dos años de 
servicio en el si- 
glo 1 

Poseer el 
ecuestre 


censo 


Ser plebeyo 

Se ignoran las con- 
diciones del censo 

En general, haber 
sido cuestor 





Elegidos en los comi- 
cios tributos desde 
el año 217 (excepc.: 
T. L.,, XXVII, 36, 
14) 


En el siglo uu: 
5 0 10 años de 
servicio 

En el siglo 1: 
sólo 1 


127 años? 
¿32 años? 


10 








Designación cualificaciones Edad Número Investidura Personal 

Elegidos por los comi-|Haber sido cuestor¡36 años 4, luego 6 (en tiem-|Lex de impe-|Sin lictores 
cios tributos, bajo la| (al menos desde po de César) rio curiada |Escribas 
presidencia de un| el año 80) (¿propues- 
cónsul (para los edi- ta por los 
les curules), y de un cónsules ?) 
tribuno (para los 
ediles de la plebe) 

Elegidos por los comi-|10 años de servicio|30 10 desde el 197 Lex de impe-|Escribas (en par- 
cios tributos, bajo| ' militar (hacia 150 fas el 80)/20 del 80 al 45 río curía-| ticular los del 
Ja presidencia de un| como caballero) - “140 hacia el 45 da, pro-| Tesoro) 
cónsul Tribunado militar puesta por - 

casi siempre (si- los cónsu- 
glo Mm les : 





Sin lictores 
Praecones 
Scribae 
Viatores 





22 0 27 años (24 





Elegidos desde el si- 
glo ul (Festo, 468 L) 


4 en tiempo de 
César 





Elegidos por los comi- 
cios tributos (presi- 
dencia de un pretor 
urbano) 


4 en el 43 a. 


.C, 


de 






































privada, a los candidatos que quería que se votara en las tribus (Sue- ' 
tonio, Div, Jul., 41, 2) y, con toda seguridad, L. Antonio, hermano del 
triunviro y cónsul en el año 41, que trató de aprovechar en su benefi- 
cio la revuelta de los notables italianos contra las expoliaciones sin 
número con las que se veían amenazados y que se proclamó al mismo 
tiempo «patrono de los caballeros romanos» y «patrono de las 35 tri- 
bus» (Cic., Fil., V, 12). 

Estas relaciones personales entre una masa lo más amplia posible: 
y un líder desbordan el ámbito de la política —pues ya no se trata de 
delegar poderes ni de tomar una decisión— para entrar en el de la re- 
ligión. El culto imperial no está lejos; la libera respublica ha dejado 
de existir, 
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Introducción metodológica 
y bibliográfica 


1) INSTRUMENTOS BIBLIOGRÁFICOS GENERALES 


Las bibliografías filológicas: 

[1] J. A, Famnicius (1668-1734), Bibliotheca Latina (1697), Bibliotheca Graeca 
(1705-1728), Bibliotheca Antiquariía (1713) han sido sustituidas sin 
interrupción por las de: 

[2] W. ENGELMANN (y E. PreUsS), Bibliotheca Script. Classic. (Leipzig, 
1890), para el período 1700 a 1878. 

[3] R. KLussmanN, Bibliotheca script. classic. et graec. et latin. (Leipzig, 
1909), para el periodo 1878 a 1896 (publicada por el Bursian Jahres- 
bericht). 

[4] S. LamBRINO, Bibliogr. classique (1986 a 1914), 1,2 parte (la única 
publicada), Auteurs et textes, 1951 

[5] J. MAROUZEAU, Dix années de Bibli. classique (1914 a 1924), 1.2 parte, 
Aulteurs et textes (1927); 2.2 parte, Matiéres et disciplines (1928). 

[6] —, J. ErnsT (et al.), L'Année philologique (années 1924 et suiv.), desde 
1924, París, Les Belles-Lettres (con contribución de especialistas). 


Otra bibliografía general pero menos completa: 
[7] Archaelogische Bibliographie (1934-), supl. del Jahrbuch des Deutsch 
Arch. Institut, Berlín, De Gruyter. 


En cuanto a la historia romana, y fundamentalmente por lo que 
se refiere a las revistas de lengua francesa y de la Europa del Este: 
[8] Bulletin analytique d'Histoire romaine, publicado por la Association 
pour Etude de la Civ. rom., Univ. de Estrasburgo, nueve tomos pu- 
blicados desde 1965 (t. 1, Bibl. año 1962) en forma de 
[9] N, B. El Centre de Documentation des Droits Antiques (12, Place du 
Panthéon, París 75005) reunía y difundía desde 1959 una abundante 
bibliografía anual en forma de fichas. Actualmente la publica en forma 
de dos fascículos semestrales cada año. 


Las obras y revistas de bibliografía especializada (fuentes y lite- 
ratura, derecho, epigrafía) se indican más adelante. 


Nora: Los títulos de las revistas se abrevian, en la medida de lo posible, 


de forma comprensible En caso de duda, consultar el índice de revistas de 
L'Année philologique. 
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Como bibliografía especializada para la historia romana, puede 
consultarse: 
[10] P. GrIMAL, Guide de Pétudiant latiniste, París, PUF, 1971; y sobre todo, 
ahora: 
[10 5] K. Cmrisr, Rómische Geschichte, Eine Bibliographie, Darmstadt, 1976 
(8232 títulos) 


2) HISTORIOGRAFÍA 


(Situamos bajo este epígrafe la historia de los trabajos históricos, 
en este caso los referentes sobre todo a la Roma republicana, en los 
diferentes países, desde el siglo xv, excluyendo los trabajos referentes, 
en general, a la «escritura» o la «filosofía» de la historia.) 

Las disertaciones, cartas o tratados de los primeros humanistas, a 
menudo fundamentales, se hallan reunidos en: 

[11] J. G. GrAEvIUS, Thesaurus Antiquitatum Romanorum, 1694 y 1699 y 
Thesaurus Antiquit. et Historiarum Italiae, 1704 (1725); que hay que 
completar con el Novus Thesaurus de A. H. de SALLENGRE (1735). 


No existe una obra general sobre la historia de la historia de Roma, 
Cf. también: 
[12] J. W. Thomson, A history of historical writing, 2 vol., NY, 1942, t. II, 
489-511 (para el siglo xrx); y especialmente: 
[13] J. E. SanDyYs, A history of classical scholarship, 3 vol., Cambridge, 1906. 
[14] H. BenersoN, Einfúhrung in die alte Geschichte (1969) (y del mismo 
autor, Die neueren Forschungen auf dem Gebiet der róm. Geschichte, 
en Grundriss der róm. Geschichte, Munich, C. H. Beck, 1967, 1-10). 


Son fundamentales los diversos estudios de A, MoMIGLIANO reuni- 
dos en los 5: 
[15] Contributi alla Storia degli Studi classici e del mondo antico, Roma, 
1955 (I- 1975 (V), o en: 
[16] Studies in Historiography, Londres, 1966. 


Algunas obras sobre algunos grandes autores: 

[17] K. CmristT, Von Gibbon zu Rostovtzeff, Darmstadt, 1972 (bibliografías, 
entre otros, de Gibbon, Niebuhr, Mommsen, Póhlmann, Beloch, E. 
Meyer y Rostovtzeff). 

[18] — Rómische Geschichte und Universal Geschichte: Bartold-Georg 
Niehbur, en Saeculum, 1968, 172-196. 

[19] P. A. de GoLBERY, Notice sur B. G. Niebuhr, en su trad. de la Hist. 
Rom., t. VII, París, 1840, 287-375. 

[20] A. Wucner, Th. Mommsen, Geschichtschreibung und Politik, Gotinga, 
1956. 

[21] A. Heuss, Th. Mommsen und das 19. Jahrhundert, Kiel, 1956. 

[22] — Th. M. und die revolutionáre Struktur des róm. Kaisertum, en 
ANRW, IL 1, 1974, 77-90 [276]. 

[23] L. WickerrT, Th. Mommsen, eine Biographie, 3 vol., Francfort, 1959-1969. 

[24] C. NicoLeErT, Préface á 1 Histoire romaine de Th. MommsenN, París, R 
Laffont, 1970, xxXII-LV. 
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[25] A. MomIaLIANo, Giulio Beloch, en Diz. Biogr. degli Italiani, VIII, 1966, 
32-45 = Terzo Contributo, 239-265. 

[26] — M. 1. Rostovtzeff, en The Cambridge Journal, 1954, 334-346 = Studies 
in Historiogr., 91-103. 


Sobre la investigación más reciente: 
[27] A. H. Mac DonaLb, Fifty Years of Republican History, Journ. of 
Roman Stud,, 1960, 135. 
[28] M. RaskoLNIKOFF, La Recherche soviétique et Uhistoire économique et 
sociale du monde hellénistique et romain, Estrasburgo, 1975. 


Sobre la aportación de la epigrafía: 
[29] I. DaLaBI-LIMENTANI, Primi Orientamenti per une storia dell'epigrafia 
latina classica, en Acme, XIX, 1966, 155-213 (fundamental). 


Sobre la historia (y la supervivencia) del derecho romano en Europa: 
[30] P. KoscHaken, Europa und das róm. Recht, 3.3 ed., Berlín, 1958 (trad. 
italiana, Florencia, 1962). 


3) DICCIONARIOS Y ENCICLOPEDIAS 
a) GENERALES 


[31] Ch. DAREMBERG, E. SacLio, E. Porrier, Dictionnaire des antiquités 
grecques et romaines (referentes sobre todo a las realia y a las institu- 
ciones), París, 1877-1916 (obsoleto). 

[32] A. PauLy, G. Wissowa (et al.), Real Encyclopádie der Klass. Alter- 
tumswissenschaft (1893 >) (algunos artículos fundamentales se citarán 
más adelante en el lugar correspondiente. Es el único diccionario bio- 
gráfico completo para la historia antigua. Sobre Roma, artículos pro- 
sopográficos de E. KLEBS, F. MÚNzER, E. GROAG, A. STEIN, H. GUN- 
DEL, etc. Otorga un lugar importante a los autores, las instituciones 
y la geografía). 


b) LENGUA 


[33] Thesaurus Lingua Latinae, en curso de publicación desde 1900 > (ac- 
tualmente en la letra M-O), Leipzig, Teubner (se puede consultar en 
Munich las fichas que aún no han sido publicadas). 

[34] E. ForcELLINI (De Vitt et Perrin), Totius Latinitatis lexicon, última ed., 
1913. 

[35] A. Ervour, A. MerLLEr, Dictionnaire étymologique de la langue latine, 
5.2 ed., París, 1967. 

[86] A. WaLbe, J. B. Hormann, ZLateinische Etymologische Worterbuch, 
3.3 ed., Heidelberg, 1930-1956. 


c) ToPOGRAFÍA 


[37] S. B. PLATNER y A. AsmBY, A Topographical Dictionary of Ancient 
Rome, Oxford, 1929. 
[38] G. Luar1, Roma Antica. Il centro monumentale, Roma, 1946. 
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[39] 
[40] 


141] 
[42] 


[42 b] 


[43] 


[44] 
[45] 


[46] 


[47] 


(48] 
[49] 
[50] 


[51] 


[52] 
[53] 


[54] 
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E. Nasn, Pictorial Dictionary of Ancient Rome, 2.* ed., Londres, 1968. 
G. LuaLx1, Fontes ad Topographiam Urbis Romae pertinentes, 7 vols. 
publicados, Roma, 1952-1969. 

D, R. DupLeY, Urbs Roma, a source book of classical texts on the City, 
Aberdeen, 1967. 

F. COoARELLI, Guida archeologica di Roma, 2.* ed., Mondadori, 1975. 


4) LAS FUENTES 


A) HISTORIADORES Y ANALISTAS, AUTORES 


Exposición sucinta pero muy clara en: 
A. PIGANIOL, La conquéte romaine, 1967, apéndice, 615-620. 


a) Los Annales de los pontífices, redactados quizá a partir del 296 
(o del 300, lex Ogulnia, Lib. X, 6), publicados con el título Annales 
Maximi por P. Mucio EscÉvoLa hacia el 129 (Cic., De Orat., 11, 52), cf.: 
M. ScHaAnz, C. Hosrus, Geschichte der róm. Literatur, 7 vols., t. VIII 
del Handbuch der Altertumwiss., 1927, 30-33. 

J. A. CRAKE, The Annals of the P. M., Cl. Phil., 1940, 375, reeditado en: 
V. PóscuL (ed.), Remische Geschichischreibung («Wege der Forschung», 
90), 256. 

H. Perer, Historicorum Rom. Reliquiae?, Teubner, 1914, 1, 1m-xIx; y 
en general las consideraciones de K. HawneLL, E. GABBA, A. MomI- 
GLIANO, E. GJERSTADT, J. HEURGON, €tc., en: 

Les origines de la République romaine, Entretiens sur 1'Ant. class., Fond. 
Hardt, XITI, Ginebra, 1966. 


b) Con respecto al período que estudiamos (siglos 111-1) es de lamen- 
tar la pérdida de los historiadores griegos que fueron los primeros en 
interesarse por Roma, especialmente Callias y Timeo, así como de los 
historiadores de Aníbal, Filinos, Caereas, Sosilos y Silenos, utilizados 
por Polibio; pueden encontrarse fragmentos de estos historiadores en: 
C. y T. MúLLER, Fragmenta Historicorum Graecorum, París, Didot, 1841- 
1869, vols. 1 y II 
F. JacoBY, Die Fragmente der griechischen Historiker, Berlín, Leyde, 
1926-1958, t. III, B. 

Cf. A. MomIGLIANO, «Atene nel 111? secolo e la scoperta di Roma nelle 
storie di Timeo di Tauromenio», Rív. St. It, 1959, 529-556 = Terzo 
Contr., 1, 23-53. 

— «Timeo, Fabio Pittore e il primo censimento di servio Tullio», Studi... 
Rostagni, 1963, 180-187 = Terzo Contr., 11, 649, 656. 

E. Mann1, «Da Ippi a Diodoro», Kókalos, 1957, 136-154. 

F. WALBANK, «The Historians of Greek Sicily», Kókalos, 1968-1969, 
476-498. 

Buena introducción de E. MaLcovari, Letteratura greca di particolare 
interesse romano, en Guida allo studio della civiltá romana antica, 3.* ed., 
Pavía, 1976, 1-24 (con bibliografía). 


c) Los primeros historiadores romanos (los analistas) escriben en 
griego: Q. Fabio Pictor (legado en el 216) y L. Cincio Alimento (pre- 
tor en el 210). Textos en €. MúLLER, F. JacobBY, H. PETER [46-48-49]. 
Cf. en general: 


[43] M. Scuanz, C. Hostus, Gesch. der róm. Literatur, 1, 168-178, 193-208, 
316-330. 

[55] H. Baron, La littérature latine inconnue, t. 1 (ep. rep.), París, 1952. 
(passim). 

[56] S. Mazzarino, Jl pensiero storico classico, 1I, 1, Bari, 1966. 

[57] M. GELzZER, Die Anfang rómischer Geschichtsschreibung, 1934, y otros 
estudios, reunidos ahora en Kleine Schriften, 1964, 1IL, 51-327. 

[58] S. BoLDrIM1, etc. (ed.), Gli storiografi latini tramandati in frammenti, 
Actas de un Congreso publicadas en Studi Urbinati, XLIX, wsb, Il, 
1975 (muy importante). 

[59] A. MoMmMIGLIANO, «Linee per una valutazione di Fabio Pittore», Rend. 
Accad, Lincei, 1960, 310-320 = Terzo Contr., 1, 55-68. 

[60] Dieter TimpPE, «Fabius Pictor und die Anfánge der Róm. Historio- 
graphie», en ANRW, 1, 2, 1972, 928-969 [276]. 


d) Para la historia de Roma y del mundo entre los años 264 y 146 
dependemos esencialmente de uno de los historiadores más inteligentes 
y más honestos de la Antigúiedad. POLIBIO de Megalépolis, cuya 
figura tienden a rehabilitar, felizmente, los estudios recientes. 


Ediciones 

[61] Th. ButrtTNER-WobsT (Teubner, 1904); W. R. Patron (Loeb Class. 
Libr., 1925); P. Pépecn, J. de FoucauLtT, R. Wer (Budé, en curso 
de publicación, aparecidos 7 vols.); trad. Denis RousseEL, París, Pléiade, 
1970. 

[62] K. ZrecLer, Polybios, RE, XXI, 2, 1952, 1440-1578. 

[63] F. WaALBANkK, A historical Commentary on Polybius, 1 (libros 1-VI), 
Oxford, 1957; 11 (VIL-XVIIT), 1967. 

[64] — Polybius, Univ. of Calif. Press, 1972. 

[65] P. PéDecH, La méthode historique de Polybe, París, 1964. 

[66] E. Gabba, ed., el al., Polybe, Entr. sur 1 Antiquité class., Fond. Hardt, 
XX, Ginebra, 1974 (con abundante bibliografía, especialmente sobre 

[67] Polibio y las instituciones romanas, por C. NicoLeErT, 209-265). 

[68] D. Musri, «Problemi polibiani», 1950-1964, Par. Pass., 1965, 383-396. 

[69] — «Polibio nello Studio dell'ultimo ventennio», ANRW, I, 2, 1972, 
1114-1181 [276]. 


e) Pero naturalmente, la fuente histórica fundamental sigue siendo 
el primero cronológicamente de los historiadores latinos, TITO LIVIO 
(en ausencia de la obra histórica que habría debido escribir CICERÓN 
De Leg., 1, 5-12); 142 libros publicados entre el 27 a. de J.C. y el 12 
d. de J.C., que tratan toda la historia de Roma, desde los orígenes 
hasta el 9 a. de J.C. Casi el primer historiador que fue solamente un 
retórico y un filósofo (SÉn., Ep., 100, 9), no un hombre de Estado 
(aunque tuvo relaciones directas con el emperador y su familia). Sólo 
se conservan intactos 45 libros que cubren dos períodos: desde los 
orígenes hasta el 293 (1.2 década), 218-167 (libros XXI a XLV). Para 
el resto se conservan resúmenes tardíos (Periochae) o, muy raramente, 
fragmentos. 

[70] R. Syme, Livy and Augustus, Haru. Stud. Cl. Phil., 1959, 27-87. 
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Ediciones 

[71] W. WeisseNBORN, H. J. MúLLER, Teubner, 19 yols., 1880-1911 (con 
comentario). 

[72] A. C. ScHLESINGER, R. M. GuER, Loeb Class. Libr. (sobre todo para 
los fragmentos y resúmenes, t. XIV, 1959). 

[73] J. Bayer (et al.), coll. «Budé» (1947-) (sobre todo Introd. en el t. 1). 

[74] D. W. PackarD, A concordance to Livy, 4 vols., Harv. Un. Press, 1968 
(sustituye en parte el antiguo índice de la edición J. FREINSHEM, París, 
Lemaire, 1825). 


Comentarios 
[75] R. M. OaiLvIiE, A comm. on Livy, Books 1-5, Oxford, 1965, 
[76] J. BriscoE, A com. on Livy, Books XXX1-XXXIII, Oxford, 1973. 
[77] Bibliografía hasta 1940 en N. I. HErEscU, Bibliographie de la littéra- 
ture latine, París, 1943, 229-239; hasta 1959 en: 
[78] K. Gnrres, Class. World, 1959, 33-40; 69-80; hasta 1974 en: j 
[79] V. VIPARELLI, «Rassegna di studi liviani», Boll. di Studi Latini, 1974, 
49-66. 


Véase sobre todo: 
[80] A. KLortz, Livius, RE, XIII, 816-855, 1926. 
[80 b] — Livius und seine Vorgánger, Leipzig, 1941. 
[81] W. SoLtau, Liviusgeschichtswerk, Leipzig, 1897. 
[82] P. G. WaLsm, Livy, his historical aims and methods, Cambridge, 1961. 


De Tito Livío dependen abreviadores o continuadores frecuentemente 
de gran valor: Julio OBSEQUENS (Libro de los prodigios), EutTroP10, 
Fesro (el historiador), Orosro. Entre estos autores, los más frecuen- 
temente citados son: 

[83] VALERIO MÁXIMO, Dits et faits mémorables; cf.: 

[84] Cl. Bosch, Die Quellen des Valerius Maximus, Stuttgart, 1929. 

[85] A. RameLLI, Le fonti di V.M., Athen., 1936, 117-152. 

[86] L. ANEO FLORO, Guerres des Romains (ver ahora la introducción y 
la edición de: 

[87] P. JaL, París, Budé, 1967, o 

[88] — Rev. Et. Lat., 1965, 358-383). 

[89] AURELIO VÍCTOR (o más bien el autor anónimo así llamado durante 
mucho tiempo), De Viris ¡Uustribus; cf.: 

[90] L. Braccest, Introduzione al de Viris illustribus, Bolonia, Patron, 1973, 
y sobre todo un contemporáneo de Tiberio: 

[91] VELEYO PATÉRCULO (ed. STEGMANN DE PRITZWELD, H, BLUME, 
Teubner, 1967, con bibliografía de 1922 a 1967); añadir: 

[92] J. HeLLEGOUARC'H, «L'impérialisme romaín d'apres Voeuvre de Vell», 
en L'idéologie de Vimpérialisme romain, Univ. de Dijon, Les Belles- 
Lettres, 1974, 69-90; pero consultar: 

[93] 1. Lana, V. P., o della propaganda, Pubblicazioni Universitá, Turín, 1952. 

[94] E. GABBA, ¿Italia e Roma nella storia di Velleio Patercolo», Critica 
Storica, 1962, 1-9. 

[94 b] J. HeLLEGOUARC'H, (Les buts de loeuvre hist. de Velleius», Latomus, 
1964, 669-684. 


f) SALUSTIO: Bellam Jugurthinum, Bell. Catilinae, Historiae, y 
finalmente, Lettres a César, cuya autenticidad se ha discutido. 
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Ediciones 

[95] A. Ernour (col. «Budé»); para las Historiae (perdidas en su mayor 
parte): 

[96] B. MAURENBRECHER, Teubner, 1893 (con comentario); las Lettres, 

[97] K. Vrerska, Invektiven und Episteln, 2 vols., Heidelberg, 1961 (con 
comentarios). 

[98] A. D. LEEmMAN, A. systematical Bibl. of Sallust (1879-1964), Leyden, 1965, 

[99] R. Syme, Sallust, Berkeley, 1964. 

[100] A. La Pexxna, Sallustio e la rivoluzione romana, Milán, 1969. 

[101] D. C. EarL, The political thought of Sallust, Cambridge, 1961. 

[102] M. Chourr, Les Lettres..., coll. «Et. latines», París, 1961. 

[103] Et. Trirrou, Essai sur la pensée morale de Salluste, París, 1974. 

[104] C. Becker, Sallust, ANRW, 1, 3, 1973, 720-754 [276]. 

[105] K. BúcHner, Sallustinterpretationen, Stuttgart, 1967. 


y) CÉSAR: El «corpus cesariano» comprende los famosos Comentarios 
sobre la guerra de las Galias y los libros de la Guerra civil, comenzados 
ambos por César y acabados por oficiales de su estado mayor, entre 
ellos Hirrtio (Bel, Gal., Bel, Civ., Bel. Hisp., Bel. Afr., Bel, Alex). 

La bibliografía es abrumadora. Mencionaremos, pues, tan sólo las 
útiles obras actualizadas de: 

[106] L. Raprtza, «Julius Caesar and his writings», y de: 

[107] J. KroGmMANN, «Caesar und das Corpus Caesarianum in der neueren 
Forschung» (1945-1972), compiladas en ANRW, 1, 3, 1973, 417-456 y 
457-487 [276]; asimismo, hay que consultar: 

[108] M. Ramaup, L'art de la déformation historigue dans les Comm. de 
Caesar, 2.% ed., 1966, y sobre todo (para la Bel. Gal.): 

[109] J. Harman, L'armée et le soldat..., París, 1967 ([934)). 

[110] K. Barwrick, Caesars Bellum Civile, Sitzungsber. Sáchs. Akad. Wiss., 
99, 1951, 1. 

[111] J. H. CoLLins, «On the date and interpret. of the B. C.», A. J. Ph., 
1959, 113. 

[112] A. J. L. von Hoor, «The Caesar of the Bellum Hispaniense», Mnemos., 
1974, 123-138. 


h) SUETONIO: Edición E. ArLLoup (col. «Budé», 3 vols., 1931- 
1932); Divus Aug. por M. A. Levi (Florencia, Bibli. di St. Super., 1951). 
[113] C. BrutscHER, Analysen zu Suetons Div. Julius..., «Noctes Romanae», 
n.” 8, Berna, 1958. 
[114] F. DeLLaA CorTE, Suetonio eques Romanus, 1967?, 


i) Además de los historiadores debemos utilizar para la historia de 
este período todas las fuentes literarias: teatro cómico y trágico, ora- 
dores, pero también agrónomos, eruditos, polígrafos, juristas, poetas 
épicos o satíricos, etc. Exceptuando aquellos autores cuyas obras com- 
pletas se han conservado (Plauto, Catón, Terencio, etc.), pueden en- 
contrarse fragmentos de estos autores en: 

[115] E. H. WarminGToN, Remains of old Latin, 4 vols. («Loeb Collection»), 
1935-1940 (el vol. IV comprende una selección de inscripciones arcaicas 
con traducción y notas). 

Resulta imposible dar una bibliografía completa para todos los 
autores. Hay que consultar: 
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[116] 
[117] 


[118] 
[119] 


[120] 


[121] 
[122] 


[123] 


[124] 


[125] 
[126] 


[127] 
[128] 


[129] 
[130] 


[131] 


[132] 
[133] 
[134] 


[135] 
[136] 


[137] 


[138] 
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P. GrimazL, «Le théátre á Rome», Actes du 1X*? Congrés Budé (1973), 
París, 1975, I, 249-304. 

Tenney FrANx, Life and Literature in the Roman Republic, 1930, 

J. HEUuRGON, Lucilius, cDU, 1959. 

J. CHRISTES, «Lucilius, ein Bericht úber die Forschung», ANRW, L 2, 
1972, 1182-1238 [276]. 


Los fragmentos de los oradores pueden encontrarse en: 
H(enrica) MaLcovari, Oratorum Rom. Fragmenta liberae R.p., 3.% ed., 
Turín, 1966. 


Hay que consultar: 
G. KENNEDY, The art of rhetoric in the roman world, Princeton Univ. 
Press, 1972. : 
G. W. Sumner, The orators in Cicero's Brutus..., Toronto, 1973. 


Los de los agrónomos (aparte de Catón y Varrón) en: 


F. SPERANZA, Scriptorum Romanorum de re rust. reliquiae, Univ, di 
Messina, «Testi e Studi», 8, 1971. 


Debe consultarse: 
R. MarTIN, Recherches sur les agronomes latins, París, 1971 (cf. biblio- 


grafía más adelante, p. 383. 


Sobre CATÓN (para el De agricultura, cf. más adelante, p. 383). 
H. JorDan, M. Catonis... quae exstant, Teubner, 1860. 
D. KiENasr, Cato der Zensor, seine Persónlichkeit und seine Zeit, Hei- 
delberg, 1954, 
F. DezrLA CorTE, Catone Censore?, Florencia, 1969, 
D. TimpE, Le Origini di Catone e la storiografia latina, Afti e Mem. 
Accad. Patavina, 1970, 5-33. 


ENIO: 
E. BapIan, «Ennius and his friends», en Ennius, Entr. Ant. Class, 
Fond. Hardt, XVIL Ginebra, 1972, 149-207. 
O. SxkutscH, Studia Enniana, 1967. 


ACCIO: 
B. BILINSKI, Accio ed i Gracchi, contributo alla storía della plebe e della 
tragedia romana, Accad. Polacca, Bibl. di Roma, Conferenze, 3, 1958, 


51 p. 


VARRÓN: 
A. RieskE, Saturarum Menippearum Reliquiae, Teubner, 1865. 
B. RiposaTt, De Vita populi Romani, Milán, 1939 (con comentarios). 
De lingua latina, ed. GoETzZ-ScHOoEL, Teubner, 1910; R. G. KenNrT, Loeb, 
1938. 
B. RiPosATI, A. MARASTON1, Bibliografia Varroniana, Rieti, 1974. 
Es muy útil A. CENDERELL1I, Varroniana, Istituti e terminologia giu- 
rídica, Milán, 1973. 
Varron, Entretiens sur l'Antiquité classique, Fond. Hardt, IX, Gine- 
bra, 1963. 
H. DAHLMANN, «Varroniana», ANRW, 1, 3, 1973, 3-25 [276]. 


CORNELIO NEPOS: ed. H. MarLcovart, Turín, 3.2 ed., 1964; 
E. M. JENKINSON, «Cornelius Nepos and Biography at Rome», ANRW, 
L, 3, 1973, 703-719 [138 b], [276]. 


FESTO (Sex. Pompeius Festus, abreviador tardío del gramático 
Verrio Flaco): ed. W. L. LiwbsaY, Teubner, 1913. 
[139] F. Bona, Contributo allo studio... di Verrio Flacco, Milán, 1964. 


Muchos fragmentos perdidos, de todo tipo, han sido conservados 
por filólogos, críticos o filósofos tardíos: 

[140] AULO GELIO: Noctes Altticae, ed. C. Hostus, Teubner, 1903; J. C. 
RoLrE, Loeb Cl. Libr., 1927; R. Marache (1-IV), Budé, 1967. 

[141] GRANIO LICINIANO (historiador del siglo rr d, de J.C., descubierto 
en 1853): ed. M. FLemiscH, Teubner, 1904 (con una excelente intro- 
ducción). 

[142] MACROBIO (siglo 1v/v d. de J.C.): Saturnalia, aporta muchas infor- 
maciones eruditas sobre Cicerón, Augusto, etc. Trad. fr. H. BORNECQUE, 
Garnier, 1936-1937. 

[142 b] PAULO OROSIO (siglo v d. de J.C.), Historias adversus paganos (VII 
libros). Ed. ZANGEMEISTER (Corpus de Viena, V, 1882); ed., introd. y 
notas de A. LipPoLp, 2 vels., col. «Lorenzo Valla», Mondadori, 1976, 

[143] PLINIO EL VIEJO, Historia Naturalis: ed. €. MAYHorFF, Teubner, 
6 vols. con índice, 1909. Edición en curso de publicación (37 volúmenes 
previstos) en Budé (1949-). 

[144] Cf. F. Múnzer, Beitrage zur Quellenkritik der Naturalgeschichte der 
Plinius, Berlín, 1897, : 

[145] H. Le BonniEc, Bibliographie de Pl. P'A., París, Belles-Lettres, 1946. 


De gran valor para la historia de las plantas y de los metales, de las 
técnicas, para la geografía. Hay que consultar la Introduction de cada 
libro en Budé por H. Le BonnieEc, J. BEAUJEU, J. ANDRÉ, etc. 

Sobre la geografía, cf. por ej.: 

[146] R. CóevaLiier, Prémices d'une géographie littéraire de l'Htalie anti- 
que, Mél. P. Boyancé, Roma, 1974, 181-204. 


Y para África: 
[148) J. DesawoEs, Pline, V, 1-46: V' Afrique, Col. Budé, París, 1978. 


CICERÓN: Hay que tener en cuenta un hecho fundamental: nuestro 
conocimiento de la historia romana de la república tardía depende en 
una parte importantísima de la obra conservada de Cicerón (que es, 
por otra parte, en volumen, una de las más considerables del mundo 
latino), fenómeno al mismo tiempo histórico (papel y personalidad de 
Cicerón) y cultural, que, para la heurística, habría que delimitar muy 
bien. ¿Cómo se explica la supervivencia de esta obra, cómo sesga nues- 
tra visión de los hombres y de las mentalidades, etc.? Hay que dis- 
tinguir en ella los Discursos judiciales y (o) políticos (y la relación del 
texto transmitido con el discurso pronunciado), los Tratados de retó- 
rica, las obras filosóficas (especialmente de filosofía política) y la Co- 
rrespondencia, documento único en su género. Hay que calibrar también 
la importancia, como fuente, de la «supervivencia» de la obra, en espe- 
cial de los comentarios eruditos (Scholies) que suscitó desde la época 
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de Augusto (Asconio, el Seudo-Asconio, las Scholia Bobbiensia, Grono- 
viana, etc.). Resulta imposible citar las innumerables ediciones, muchas 
de las cuales cuentan, sin embargo, con comentarios muy útiles para 
el historiador. Por ejemplo: 

[149] R. Y. TyreLL y L, C. Purser, The Corresp. of M. T. C., 3.2 ed., Dublín- 
Londres, 1903. 

[150] D. R. SHAckLETON-BarLEY, Cicero's letters to Atticus, 6 vols., Cam- 
bridge, 1965-1970. 


Hay que utilizar: : 
[151] H. MeErGUET, Lexicon zu den Reden des Cicero, 4 vols., Jena, 1877-1884, 
[152] — Lexicon zu den Philosophischen Schriften, 3 vols., Jena, 1887-1894, 
[153] W. OLDFATHER, H. CANTER, K. ABBorT, Index verborum Ciceronis 
epistularum, Urbana, 1938, 
[154] W. OLDFATHER, Index verborum in Ciceronís Rhetorica, Urbana, 1964. 
[155] Y sobre todo J. C. OrELLI, Onomasticon Tullianum (t. VII de su edi- 
ción, 1838, índice geográfico e histórico insustituible aún). 


Biografías 
[155 b] W. DrumannN, P. GROEBE, Geschichte Roms, t. VI [1209]. 
[156] E. Cracent, Cicerone e i suoi tempi?, 2 vols., Milán-Roma, 1939. 
[157] M. GELzEr, Cicero, ein biographischer Versuch, Wiesbaden, 1969' (to- 
mada de una parte del artículo de la RE). 
[158] D. SrocktoN, Cicero, a political biography, Oxtord, 1971. 


Utilización histórica en diversos aspectos: 

[159] P. BoyancÉ, «Travaux récents sur Cicéron», Actes du Congrés Budé de 
Lyon, 1958, París, 1960, 254-291. 

[159 b] P. GrimaL, Etudes de chronologie cicéronienne, París, 1967. 

[160] E. Costa, Cicerone Giureconsulto, 2.* ed., Bolonia, 1927. 

[161] E. LerorE, li princeps ciceroniano..., Nápoles, 1954, 

[162] J. CancopPINO, Les secrets de la correspondance de Cicéron, 2 vols., París, 
1947, 


En general, consultar los trabajos de A. MicHEL, E. FaLLu, A. E- 
DovaLas en ANRW, 1, 3, 95-238 y sobre las tres grandes obras de 
filosofía política (De Republica, De Legibus, De Oratore), las de O. 
GIiGON, P. ScumimrT, E. Rawson y P. FEDELI en ANRW, 1, 4, 1973, 
226-427, 

[163] J. HumberrT, Les plaidoyers écrits et les plaidoiries réelles de Cicéron, 
París, 1925. 

[164] — Contribution á lU'étude des sources d'Asconius, París, 1925. 

[165] J.-M. FLAMBARD, Les commentaires d'Asconius, Belles-Lettres (1978). 

[166] A. MricmEL, Rhétorique et philosophie dans l'ceuvre de Cicéron, París, 1960. 

[167] M. Rambaub, Cicéron et histoire romaine, París, 1953. 


No hay que olvidar que el libro 11 del De Republica es, junto con 
el que había realizado Polibio en el Libro VI, la única historia cons- 
titucional de Roma que nos ha dejado la Antigúiedad. Sobre el De 
Republica hay que leer especialmente la introducción de: 

[168] E. BrÉGueErT en su edición, col. «Budé», París, 1978; así como: 
[169] E. Cracert, «Il trattato di Cicerone de republica e le teorie di Polibio 
sulla cost. rom.», Rend. Accad. Lincei, 1918, 237-249; 266-278; 303-315. 
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[170] K. BúcHNer, «Die beste Verfassung», Stud. Ital. Fil. Class., 1952, 37-140 
(muy importante). 

[171] L. Peret, 71 pensiero politico di Cicerone, Turín, 1964. 

[172] — «Natura e ratio nel 11” libro del d.r.p.», Riv. Fil. Istr. Clas., 1972, 
295-311. 

[173] E. Berri, 11 de rep. di Cicerone e il pensiero pol. classico, Padua, 1963. 


Jj) Autores griegos 

Hay que mencionar aparte a una serie de autores griegos, polígrafos, 
geógrafos o historiadores cuya contribución resulta fundamental para 
la historia de este período: 


DIODORO de Agyrion en Sicilia (siglo 1 a. de J.C.). Edición 
OLDFATHER- WALTON, Loeb Class. Libr., 12 vols., 1936-1967; Budé, en 
curso de publicación. Los libros XX1-XL se refieren a los siglos 11 y 14. 
de J.C.; lamentablemente, sólo los conocemos por fragmentos recopila- 
dos en el período bizantino. Cf.: 
[174] G. PerL, Kritische Untersuchungen zu Diodors róm. Jahrzáhlung, Ber- 
lín, 1957. , 
[175] W. SpaeRR1I, Untersuchungen zur Diodor von Sizilien, Schweiz. Beitr. z. 
Altert., 9, Basilea, 1959 (sobre la Cosmología de Diodoro). 
Diodoro transmite una fuente muy interesante para la historia de 
las guerras serviles, de la guerra social y de la época de los Gracos. 
Se trata posiblemente de: 


POSIDONIO de Apamea, filósofo estoico, geógrafo, historiador con- 
tinuador de Polibio, amigo de Pompeyo y de Cicerón: ed. F, JAacopv. 
FGH, 11, A, 1926, 222-298. 

[176] L. EneLsTEIN e 1. G. Kxpp, Posidonius, 1, Cambr. Class. Texts, 1972. 


Reciente puesta al día: 

[177] M. LAFRANQUE, Poseídonios d'Apamée, París, Pur, 1964; no exime 
de leer: 

[178] G. Busozr, «Quellenkritische Beitráge zur Geschichte der róm. Revolu- 
tionszeit», Neue Jahrb. Phil. Pád., 1890, 321-349; 405-438. 

[179] H. STRASBURGER, «Poseidonius on problems of the roman Empire», 
Journ. Rom. Stud. 1965, 40-53. 

[180] P. DesrDER1, «L'interpretazione dell'impero romano in Posidonio», Rend. 
Ist. Lomb., 1972, 481-493. 


DIONISIO de Halicarnaso (fines del siglo 1 a. de J.C.). Ed. C. Ja- 
coBY, Teubner, 1925; CArY, Loeb. Class. Libr., 7 vols. Retórico e his- 
toriador, escribió Antigiiedades romanas en 20 libros, que iban hasta 
266-265 a. de J.C. Escritas en un estilo retórico, resultan tanto más 
valiosas en la medida en que proyectan sobre los acontecimientos de 
los primeros tiempos de Roma una ideología y una fraseología de la 
época de los Gracos y posterior. 


Hay que consultar: 
[181] A. KLotz, «Zu den Quellen der Archaeologia des D. v. H.», Rh. Mus., 
1938, 32-50. 
[182] E. Bux, Das Probuleuma bei Dionys..., Leipzig, 1915. 
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[183] 
[184] 


[185] 


[186] 


[187] 
[188] 


[189] 


[190] 


[191] 
[192] 


[193] 
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M. PonHLENz, «Eine politische Tendenzschrift aus Caesars Zeito, Hermes, 
1924, 157-189. 

E. GABBA, «Studi su Dionigi di Alicarnasso», I, Athenaeum, 1960, 176- 
225; 11, Athen., 1961, 98-121; III, Athen., 1964, 29-41. 

S. GozzoLi, «Polibio e Dionigio d'Al.», Stud. Class. Or., 1976, 149-176. 


APIANO de Alejandría (siglo 11 d. de J.C.). Procurador e historia- 
dor, escribió relatos históricos sobre la conquista romana, país por 
país o enemigo por enemigo. Además, 5 libros de las Guerras civiles, 
ed. Wurre, Loeb, 1912-1913 (4 vols.). - 

E. GABBA, Bella civ,, Livres 1 (19672) y V (1969), Florencia, La Nuova 
Italia (admirables introducciones y comentarios). 

— Appiano e la storia delle guerre civili, Florencia, 1966. 

I. Hann, «Appians Darstellung Sullas Diktaturs», Acta Class, Debrecen; 
1974-1975, 111-120. 


PLUTARCO de Queronea (h. 46-120 d. de J.C.). Célebre filósofo, 
«moralista», polígrafo, autor entre otras Obras de las Vidas paralelas 
(que citamos por su nombre más adelante). Innumerables ediciones en 
todos los países. Resulta aún muy útil la edición greco-latina de Th. 
Dónner-F. DúbnER, 5 vols,, París, Didot, 1846-1876. Son mejores 
algunas de las Vidas aparecidas recientemente en Italia (GABZETTI, 
César; VarcicLio, Marius, etc.), o en Francia (FLAGELIERE, «Budé»). 
Bibliografía inmensa, pero en lo que respecta a Roma una guía muy 
suficiente: 

C. P. Jones, Plutarch and Rome, Oxford, 1971. 


DIÓN CASIO (Cassius Dio Cocceianus) (155-235 d. de J.C.). Sena- 
dor, procónsul, Entre otras obras ha dejado una Historia romana en 
80 libros, desde los orígenes al 229 d. de J.C. Sólo se han conservado 
integramente los libros 37-60 (del 68 a. de J.C. al 47 d. de J.C.), mien- 
tras que la continuación se conoce por abreviadores, XIFILINO (ZO- 
NARAS, por contra, para los primeros libros), ed. P. V. Boissevain, 
4 vols. (+ 2 vols. de índices posteriores), Berlín, 1895-1905; CARY, 
Loeb Class. Libr., 9 vols., 1914-1927. 

Muy suficiente es la introducción de: 

F, MILLAR, A study of Cassius Dio, Oxford, 1964. 


ESTRABÓN (C. Julius Strabo), nacido en Amisos (64 a. de J.C.- 
21 d. de J.C.). Su obra histórica se ha perdido. Se conserva su Géo- 
graphie. Ed. C. MúLLerR-F. DibnNer, París, Didot, 2 vols., 1853-1858. 
F. LAsSERRE, G. AuJac y R. BALADIÉ, Budé, en curso (1966), París, 
Belles-Lettres, 1966. 
G. Auyac, Strabon et la science de son temps, París, 1966 (pero cf. G. 
BowERsock, en Gnomon, 1970, 249-253). 
G. BOWERSOCK, Augustus and the Greek world, Oxford, 1965, 123-132, 


B) FUENTES JURÍDICAS Y DERECHO 
(fundamentalmente para la época republicana) 


1) Instrumentos bibliográficos 
L. Cars y R. HENRION, Collectio Bibliographica operum ad jus Rom. 
pertinentium, Bruselas, serie 1 (24 vols.): artículos de revistas y de 


misceláneas (1949 >) + 2 vols., índice; serie II, Tesis francesas (1950) 
y alemanas (1960). . 

[194] Th. LrIeBMANN-FRANKFORT, («Droit romain», en J. GrLisseN, Introduc- 
tion bibliogr. á Phistoire du droit el á Pethnologie juridique, Publ. Inst. 
Soc. Univ. Libre de Bruselas, 1967. 


Crónicas regulares de derecho romano en las revistas Jura (Nápo- 
les), Labeo (Nápoles), Rev. Hist. Dr. Fr. (París), etc. 


2) Textos 


a) Corpus Juris Civilis (compilaciones teodosianas y justinianeas): 
[195] Codex Theodosianus, ed. MommsEN, Berlín, 2 vols., 1903-1904. 
[196] Novellae, ed. P. MEYER, Berlín, 1905. 
[197] Institutiones y Digesta, ed. P. KRUEGER y T. MOMMSEN?, Berlín, 1877 
(12.* ed., 1911). 
[198] Codex Justinianus, ed. P. KrUuEGER?, Berlín; 1915. 
[199] Novellae, ed. R. ScHoELL y W. KroLz, Berlín, 1895. 


b) Derecho anterior a estas compilaciones: 

[200] F. P. Bremer, Jurisprudentiae antehadrianae quae supersunt, Teubner, 
1890. 

[201] G. Bruns, Fontes iuris Romani antiqui, 1 y 11 (7.2 ed. por O. GRADEN- 
wITz), Leipzig, 1909 (inscripciones, papiros, etc.). 

[202] V. Arancio-Ruiz, S. RiccoBono, T. BAVIERA fet al. 7 Fontes Iuris 
Romani Anteiustiniani (FIRA), 3 vols. (1, Leges; 11, Auctores; 1II, 
Negotia), 2.= ed., Florencia, 1941-1943 (indispensable). 

[203] P. F. GirarD, Textes de droit romain (6.* ed., por F. SENN), Paris, 
1967; 7.2 edición, t. L París, 1967. A 

[203 b] G. Roronb1, Leges publicae populi Romani, Milán, 1922 (fundamental: 
recopilación cronológica, con las referencias; excelente introducción). 

[204] E. SeckeL y B. KUBLER, Jurisprudentiae Anteiustinianae Reliquiae, 
3 vols., Teubner, 1908-1927. 


Traducciones de textos jurídicos: 
[205] A. C. JoHnNsoN, P. R. COLEMAN-NORTON, F. C. BOURNE, Ancient Roman 
Statutes, Austin, 1961. 
[206] C. PHarr, The Theodosian Code; Princeton, 1952. 
[207] Garus, Institutes, ed. y trad. J. ReINacH, París, Budé, 1950. 


3) Historia de los textos jurídicos y de la ciencia del derecho 

(208] P. Kruecer, Histoire des sources du droit romain (trad. fr. de la 1.3 ed, 
alemana de 1888), París, 1894 (t. X del Manuel des Ant. Rom. de Momm- 
SEN-MARQUARDT). 

[209] L. WeEnGER, Die Quellen des rómischen Rechts, Viena, 1953 (exhaustivo 
e indispensable). 

[210] F. Schuzz, History of roman legal science?, Oxford, 1953 (indispensable). 

[211] W. KunxkeL, Herkunft und soziale Stellung der róm. Juristen, 2.* ed., 
Graz-Viena-Colonia, 1967 (fundamental). 

(212] J. KobreBskxI, Der Rechtunterricht am Ausgang der Republik..., 
ANRW, IL 15, 1976, 177-196 [276]. 
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Sobre algunos juristas de época republicana o de la época de Augusto: 
[213] G. LEPOINTE, Quintus Mucius Scaevola, París, 1926. 
[214] A. PErNICE, Pacuvius Antistius Labeo, 3 vols., 2.* ed., 1892. 
[215] P. MeLoNJ, Servio Sulpicio Rufo e i suoi tempi, Cagliari, 1947. 
[216] P. Joers, Rómische Rechtswissenschaft zur Zeit des Republik, 1, Bis auf 
die Catonen, 1888. 
[217] P. Sonner, C. Trebatius Testa, Diss., Jena, 1932. 
[218] W. StrzELECK1I, C. Atei Capitonis fragmenta, Teubner, 1967. 
[218 b] A. ScuravonE, Nascitá della giurisprudenza, Bari, 1976. 


4) Manuales, historias del derecho, obras generales 
[219] P. BoNrANTE, Histoire du droit romain, trad. tr., 2 vols., París, 1928. 
1220] E. Cuo, Manuel des institutions juridiques des Romains, París, 1928. 
[221] P. F. Girar, Manuel élémentaire de droit romain, 7.4 ed., 1924 (im- 
portante). e 
[222] W. KunkeEL, Roman legal and constitutional history, trad. ingl., Oxford, 


1966. 

[223] M. Kaser, Das rómische Privatrecht, 2.2 ed., Munich, 1971 A 
der Altert., X, 3, 3, 1). 

[224] J. Key, Roman Litigation, Oxford, 1966. 

[225] A. Watson, The law of obligations in the later Rom. Rep., Oxford, 1965, 

[226] — The law of persons..., Oxford, 1967. 

[227] — The law of property..., Oxford, 1968. 

[228] — The law of succession..., Oxford, 1971. 

[229] — Law making in the later Rom. Republic, Oxford, 1974 (todas estas 
obras son fundamentales). 


5) Diccionarios y léxicos 
[230] H. G. HeumANN, E. SEcKEL, Handlexicon zu den Quellen dee rúm. 
Rechts, Jena, 1907. 
[231] A. BErGER, Encyclopedic Dictionary of Roman law, Filadelfia, 1953. 
[232] Vocabularium Iurisprudentiae Romanae, Berlín, 1894 (incompleto). 


C) EPIGRAFÍA (para la época republicana) 


1) Latina 


a) Las inscripciones de la época republicana (hasta el 44 a. de J.C.) 
se hallan reunidas en: 
[233] Corpus Inscriptionum Latinarum, 1, 1.* ed., MommsEN, 1863 (todavía 
útil para los comentarios). 
[234] CIL, P, 2.9 ed. por G, HENzEN, Ch. HUuELSEN, E. LommarzscH, 1893- 
1943. 


Y sobre todo en: 
[235] A. DeGrass1, Inscriptiones Latinae Liberae Reipublicae, 2 vol., Floren- 
cia, La Nouva Italia (1, 2.* ed., 1965; II, 1.2 ed., 1963). 


Se encontrará la mención de los textos encontrados o editados desde 
entonces en: ! 
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[236] J. ReynoLDs, Roman Inscriptions 1966-1970, Journ. Rom. Stud., 1971, 
136-151. 
[237] — Roman Inscriptions 1971-1975, Journ. Rom. Stud., 1976, 174-199. 


Y en: : 
[238] L'Année épigraphique, París, pur (publicación independiente desde 1966; 
hasta esta fecha publicada en la Revue archéologique, hasta 1888; reim- 
presión 1888-1960, Liechtenstein, Kraus Reprint, 1968). 


b) Manuales e instrumentos de trabajo: 

[239] Ernst Meyer, Einfúlrung in die Lateinische Epigraphik, Darmstadt, 
1973. 

[240] L CaLabI-LIMENTANI (y A. DeEGRassr), Epigrafíia latina, Milán, 1968 
(indispensable. Sustituye a todos las demás tratados). 

[241] E. de Rucaiero (et al.), Dizzionario epigrafico di Antichitá Romane, 
Roma, 1895 (en curso de publicación: letra L). 

[242] V. Arancio-Ruiz, G. 1 Luzzarro (y Alvaro d'Ors), Epigrafia giuri- 
dica greca e romana, crónica que aparece en Studia et Documenta Hist. 
et Juris, desde 1936 (también Jura, 1956; 1957). 


2) Griega 


Textos de época romana, que se refieren al período que estudiamos, 

se encuentran en: 

[243] W. DirreNrBERGER, Orientis Graeci Inscriptiones Selectae, 2 vols., Leip- 
zig, 1905. 

[244] — Sylloge Inscriptionum Graecarum, 4 vols., 3.2 ed, por F, Hiller von 
GAERTRINGEN, Leipzig, 1921-1924. 

[245] R. Cacnar, J. Tourarn, G. LAFAYE, Inscriptiones Graecae ad res romanas 
pertinentes, t. I, París, 1911; TIL 1927; IV, 1908 (incompleto). 


Los documentos oficiales romanos en griego habían sido reunidos 
y estudiados por: 
[246] P. VieRECK, Sermo graecus quo Senatus Populusque Romanus... usi sunt, 
Gotinga, 1888 (aún útil). 


Ver ahora: 
[247] R. SueErK, Roman Documents from the Greek East (senadoconsultos y 
cartas de magistrados, sin que figuren leyes), Baltimore, 1969. 


Sigue siendo muy útil: 
[248] F. Dursacm, Choix d'inscriptions de Délos, 2 t., París, 1921-1923. 


Muchos textos que se refieren al período que estudiamos en: 
[249] M. HoLLeEaux, Etudes d'épigraphie et d'histoire grecques (artículos reu- 
nidos por L. RoBERT), 6 vols., París, 1938-1968, especialmente t. IV y V. 


Los que aparecen o son estudiados desde entonces se indican en: 
[250] J. y L. Romerr, Bulletin épigraphique, en Rev. Et. gr., 1938 >; reim- 
presión anastática, París, Belles-Lettres, 7 vols. + 3 vols. de índices 

por el Inst. F.-Courby de Lyon, 1972-1975, 
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Las inscripciones griegas de Italia y de Sicilia se encuentran en: 
[251] G. KarmEL, Inscriptiones Graecae, XIV, Berlín, 1890. 
[252] V. Arancio-Ruiz y A. OLIVIERI, Inscriptiones Graecae Siciliae el infimae 
Italiae ad ius pertinentes, Milán, 1925. 


D) Numismática (cf. también más adelante, p. 391) 


Compilaciones y catálogos: 

[253] E. BABELON, Description historique et chronologique des monnaies de la 
République romaine, 2 vols.. París, 1885-1886 (anticuado. Las monedas 
se clasifican por familias de monetarios. Muchos errores). 

[254] H. A. GRUEBER, Coins of the Roman Republic in the British Museum 
3 vols., Londres, 1910 (edición revisada, 1970). 

[255] E. A. SYDENHAM, G. C. HAINES, L. ForrER, C. A, Hersn, The Coinag 
of the Roman Republic, Londres, 1952. 

[256] A. Samon, Les monnaies antiques de l'Italie, París, 1903. 

[257] E. J. HAEBERLIN, Aes grave: das Schwergeld Roms und Mittelitaliens, 
Francfort, 1910. 


V) HISTORIAS GENERALES, MANUALES 


No pueden indicarse aquí todas las Historias de Roma que cubren 
el período que estudiamos aparecidas en diversos países desde el si- 
glo xrx, Puede consultarse aún, desde un punto de vista historiográfico: 

[258] L. de BeaurortT, La République romaine, ou plan détaillé de Pancien 
governement de Rome, La Haya, 1766. 

[259] B. G. NIEBUHR, Histoire romaine, trad. fr. por P. A. de GOLBÉRY, 
7 vols., París, 1830-1840. 

[260] T. MommsenN, Histoire romaine, Róm. Geschichte, 3 vols., 1.* ed., 1853- 
1856; trad. fr. abreviada, con Introduction por C. NicoLerT, París, 
Laffont, 1970. 

[261] E. Pazs, Storia critica di Roma durante i cinque primi secoli, 5 vols., 
1913-1920. 

[262] G. de Sanoris, Storia dei Romani, 5 vols., 1907-1923 (sobre esta obra, 
cf. L. POLVERINI, Introduzione a G. de SancrIs, La guerra sociale (pós- 
tuma), Florencia, La Nouva Italia, 1976, x1Ir-xLrm, excelente). 


Grandes colecciones 
a) Francesas 


“HISTOIRE GENÉRALE» (fundada por G. GLoTz): 
[263] E. Paxs y J. Bayer, Histoire romaine, 1, Des origines ú l'achévement de 
la conquéte (133 a. J.C.), París, Pur, 1926. 
[264] G. BrocH y J. CarcoPINO, Histoire romaine, 11, Des Gracques á Sulla, 
París, Pur, 1935. 
[265] J. CarcorinN0, Histoire romaine, 11, César, París, Pur, 1935 (5.2 ed., 
por P. GRIMAL, con el título Jules César, París, PUF, 1968). 


«“PEUPLES ET CIVILISATIONS» (fundada por L. HALPHEN y P. SAGNAC): 


[266] A. PrcanioL, La conquéte romaine, París, PUF, consultar la edición de 
1974 (con suplemento bibliográfico 1967-1974). 
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¿CLIO»: 
[267] A. PicanioL, Histoire de Rome, París, Pur, 5.2 ed., 1962. 


«ÉVOLUTION DE L'HUMANITÉ» (fundada por H. BERR): 
[268] L. Homo, Les institutions politigues romaines, de la cité 4 l'Etat, 2.8 ed., 
con bibl. por J. GAUDEMET, 1969. 


b) Extranjeras 


“CAMBRIDGE ANCIENT HISTORY» (por diversos autores): 
[269] T. VIII, Rome and the Mediterranean 218-133 BC, 1930. 
[270] T. IX, The Roman Republic, 133-44 BC, 1932. 


(“STORIA DI ROMA» a cura dell' Instituto di Studi Romani (dirigido 
por G. CARDINALI): 
[271] T. Il, G. GIANELLI, Roma nell'etá delle Guerre Puniche, 1938. 
[272] T. III, G. CorRaD1I, Le grandi conquiste mediterranee, 1945. 


“HANDBUCH DES ALTERTUMSWISSEdSCHAFT» (fundado por W. Orto 
e I. von MULLER): 
[273] H. BENGTSON, Grundriss der róm. Geschichte, 1. Republik und Kaiserzeit 
bis 284 n. Chr., 2. ed., Munich, 1970 («Handbuch», ITI, 5, 1). 


Ver también: 
[274] K. Curist, Rómische Geschichte, Einfúhrung, Quellenkunde, Bibliogra- 
phie, Darmstadt, 1973 (excelente). 


c) Obras de referencia, síntesis 

[275] Nuove Questioni di Storia Antica (por diversos autores), Marzorati 
editor, Milán, 1968 (contribuciones de F. CassoLa, R. Rosst, L. CRACCO 
RUGGINr; buenas bibliografías). 

[276] Aufstieg und Niedergang der róm. Welt, H. TEmMPORINI, ed. (inmensa 
publicación colectiva en homenaje a J. Vogt). 1. Von den Anfángen 
Roms bis zum Ausgang der Republik, 4 t., Berlín, 1972-1973 (síntesis y 
puestas al día de un gran número de temas. Desigual, pero indispen- 
sable). 


d) Recopilación de textos 

[278] N. Lewis y M. REinHoLD, Roman Civilization, Sourcebook, 1, The 
Republic, Nueva York, 2.* ed., 1966 (muchos textos traducidos, biblio- 
grafía sobre todo de lengua inglesa). 

[279] A. H. J. GREENIDGE, A. M. CLaYy y E. W. GRAY, Sources for Roman 
History 133-70 BC, 2.% ed., Oxford, 1960 (textos en latín, griego, reco- 
pilación casi exhaustiva; instrumento de trabajo indispensable). 

[280] E. Barker, From Alexander to Constantine, passages and documents 
illustrating the history of social and political ideas 3835 BC-AD 337, 
Oxford, 1956. 
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Bibliografía 


CAPÍTULO PRIMERO. — LAS DIMENSIONES: 
GEOGRAFÍA Y DEMOGRAFÍA 


1) ATLAS Y MAPAS 


[281] H. E. Srier, E. KIRSTEN (y otros), Grosser Atlas zur Weltgeschichte, 
Braunschweig, G. Westermann Verlag, 8.2 ed., 1972. 

[282] H. KiePERT, Formae Orbis Antiqui... (36 Karten mit Krit. Text), 1894- 
1910. 

[232 b] Atlante Aerofotografico delle sedi umane in Italia, 2 vols. aparecidos, 
Florencia, 16m, 1964-1970, en folio (excelente). 

[283] Pueden consultarse igualmente las Memorie regionali illustrative della 
Carta della Utilizzazione del suolo d'Italia (veinte volúmenes aparecidos 
desde 1956), Roma, Cons. Naz. Ricerche. 

[283 b] Collana Bibliografica delle Regioni Italiane, publicada por el Consiglio 
Naz. delle Ricerche (quince volúmenes, 1960-1971). 


2) GEOGRAFÍA FÍSICA, FLORA, ETC. 


[284] T. Fiscner, La penisola italiana, Nápoles, Roma, Milán, 1902. 

[285] P. Biror y P. GABERT, La Méditerranée et le Moyen-Orient, L, La pé- 
ninsule Ibérique et U'Italie, col. «Orbis», París, 1964. 

[286] E. C. SemPLE, The geography of the mediterranean region in relation to 
ancient history, Londres, 1932. 

[287] M. Cany, The geographical background of Greek and Roman history, 
Oxford, 1949. 

[288] C. Vrra-Finz1, The mediterranean valleys, Cambridge, 1969. 

[289] R. Armacia y E. MicLiomM1 (ed.), Le Regioni d'Italia, 16 vols., Turín, 
1961-1965. 

[290] H. NissenN, ltalische Landeskunde, 2 t., Berlín, 1883-1902. 


3) POBLAMIENTO Y DEMOGRAFÍA 


[291] A. ArzELIUS, «Die rómische Eroberung Italiens (340-264 U.C.)», Acta 
Jutlandica, Aarhus, 1942, XIV, 3, 204 p. 

[292] K. J. BeLochm, Die Bevolkerung der griechisch-rómischen Welt, Leipzig, 
1886. 

[293] — Campanien?, Breslau, 1890. 

[294] Hay que consultar también, de BeLocn, La popolazione della Gallia al 
tempo di Cesare; Per la storia della popolazione nell'antichita; La popo- 
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lazione dell Italia nell* antichitá, compilados, con las críticas de E. Crc- 
CoTTI, A. HoLM, O. SeEEK y E. KORNEMANN, por Viltredo PareTO en 
el IV de su Biblioleca di storia economica, Milán, 1909. 

[295] A. BERNARDI, «Incremento demografico e colonizzazione latina dal 338 
all'etá dei Gracchi», Nuova Riv. Stor., 1946, pp. 278-289. 

[296] F. C. Bourne, «The Gracchan land-law and the census», Cl, Weekl., 
1951-1952, 180. 

[297] — «The Roman Republican Census and census statistics», Class. Weekly, 
1954, 129-136. 

[298] P. Brunt, Italian Manpower (225 BC-AD 14), Oxford, 1971 (funda- 
mental). 

[299] E. Cxiccorri, Indirizzi e metodi degli studi di demografía antica, en 
V. PARETO, Bibl. St. Econ., YV, 1909, 1-crir. 

[300] P. Fraccaro, «Assegnazioni agrarie e censimenti romani», Seritti... C. 
Ferrini, Milán, 1947, 1, 262 = Opuscula, 11, 87-102. 

[301] — «La malaria e la storia degli antichi popoli classici», Atene e Roma, 
1919, 57. 

[302] — «La malaria e la storia dell'Italia Antica» Studi Etrusci, TL, 1928, 
197 = Opuscula, 11, 337-378. 

[303] T. Frank, «Roman census statistics from 508 to 225 mc», Am. Journ. 
Phil., LI, 1930, 313-324. 

[304] — «Roman census statistics from 225 to 28 ec», Class. Phil., XIX, 
1924, 329-341. 

[305] — Economic survey of ancient Rome, 1, Rome and Italy of the Republic, 
Baltimore, 1933, 56; 109; 215. 

[306] — The sacred treasure and the rate of manumission, Am. Journ. Phil, 
1932, 360-363. 

[3807] — «Race mixture in the Roman Empire», Amer. Hist. Rev., 1914, 689-708. 

[308] E. GaBa, «Ancora sulle cifre dei censimenti», Athenaeum, 1952, 161-173 
(= Esercito e Societá nella tarda repubblica romana, Florencia, 1973, 
521-515). 

[309] A. J. ToYNBEE, Hannibal's legacy, Oxtord Univ. Press, 1965, vol. 1, 
438-504; vol. 11, 36-105. 

[310] A. J. N. WiLson, Emigration from Italy in the Republican age of Rome, 
Manchester, 1966. 


4) ALGUNAS OBSERVACIONES SOBRE LOS MÉTODOS DE LA DEMOGRAFÍA 
DE LA ANTIGUEDAD 


[311] W. Den Borr, «Demography in Roman History, Facts and impres- 
sions», Mnemosyne, S. TV, vol. XXVI, 1973, 29-46. 

[312] J. D. DuranD, «Mortality estimates from Roman Tombstones», Am. 
Journ. Soc., 1959-1960, 364-374. 

[313] J. C. Dumonr, Servus, Recherches sur U'esclavage romain (París, 1979). 

[314] R. ETIENNE y P. FABRE, «Démographie et classe sociale», en Recherches 
sur les structures sociales dans l'Antiquité classique, París, CNRS, 1970, 
81, notas l a 5. 

[315] P. SaLmon, Population et dépopulation dans "Empire romain, col. «La- 
tomus», 137, Bruselas, 1974. 
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[316] 
[317] 
[318] 
[319] 
[320] 
[321] 


[322] 
[323] 


[824] 
[825] 
[826] 


[327] 


[328] 


[329] 


[330] 


[831] 


[332] 
[333] 
[334] 


[335] 
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CAPÍTULO II. — LA ECONOMÍA. 
MENTALIDAD Y CONOCIMIENTOS 


1) METODOLOGÍA 


M. I. FinLeyY, The ancient Economy, Londres, 1973. 

— «Aristotle and economic Analysis», Past and Present, 1970, 47, 3-25. 
S. HUuMPHREYs, «History, Economics and Anthropology. The work of 
K. Polanyi», History and Theory, 1969, 165-212. 

E. LEPORE, «Economía antica e storiografia moderna», en Ricerche in 
memoria di C. Barbagallo, Nápoles, 1970, I, 3-33. 

WW. PLEkxErT, «Technology in the greco-roman world», Talanta, V, 1973, 
6-47. 

K. PoLANY1, C. M. ARENSBERG y H. W. PEARSON, Trade and market 
in the early empires, 1957. (Trad. cast.: Comercio y mercado en los im- 
perios antiguos, Barcelona, Labor, 1976.) 

— Primitive, archaic and modern, economies, G. DALTON, ed., NY, 1968. 
Cf, la discusión en Ann. ESC, 1974, 1311-1380. 


2) SOBRE LA CONCIENCIA DE LOS HECHOS MONETARIOS Y ECONÓMICOS 


C. NicoLET, «Les variations des prix et la “théorie quantitative de la 
monnaie” á Rome», Ann, ESC, 1971, 1203-1227; 

y la respuesta de M. CRAWFORD, «¿Le probléme des liquidités dans PAnti- 
quité classique», ¿bid., 1228-1233. 

Pueden servir como comparación: P. GAuTHIER, Un commentaire his- 
torique des «Poroí» de Xénophon, París-Ginebra, Droz, 1976. 

G. Tozz1, Economisti greci e romani, Milán, 1961. 


3) HISTORIA ECONÓMICA: GENERALIDADES 


F. M. HEICHELHEIM, Wirtschafisgeschichte des Altertums, 1938 (que debe 
leerse en la trad. italiana, Bari, Laterza, 1972, por la larga Introduzione 
de M. Mazza, v-Lxxnir, y la buena Bibliografia, 1169-1215). 

The ancient Empires and the Economy (M. FinLevY, ed.), III Conf. 
inter. de hist. econ., Munich, 1965 (Mouton, 1965), 110 p. (aportaciones 
de I. DIAKONOFF, A. OPPENHEIM, C. PRÉAUX, 1, BIEZUNSKA-MALOWIST, 
A. H. Jones y R. THOMSEN). 

M. RostovtZEFF, Social and Economic History of the Hellenistic World, 
3 vols., Oxford, 1941. 

S. LaurrEr, Einfúhrung in die Antike Wirtschaftsgeschichte, 1976. 


Roma: 

M. RostTovTZEFF, Social and Economic History of the Roman Empire, 
2 vols., Oxford, 1926. 

M. DUREAU DE La MaLLE, Economie politique des Romains, 2 vols., 
París, 1840. 

L. Cieric1, Economia e finanza dei Romani, 1 (único publicado), Bo- 
lonia, 1943. 

Tenney FRANK (el al.), Economic survey of ancient Rome, 5 vols. -+ ín- 
dices, Baltimore, 1933-1940 (todavía hoy constituye el estudio más com- 
pleto y el compendio más útil de textos y hechos). Los volúmenes I 


[336] 


1837] 


[338] 


[839] 
[840] 


[841] 
[842] 


[343] 


[344] 


[345] 


1346] 
[347] 
[348] 
[349] 
[850] 


[351] 
[852] 


[353] 
[354] 


(Rome and Italy of the Rep.) [305] y V (Rome and Italy of the Empire) 
son de T. FRANK. 

La recopilación de artículos más o menos antiguos de A. H. Jones (ed, 
por P. BruNnT), The Roman Economy, Oxiord, 1974, interesa sobre todo 
la época imperial. 

Igualmente, los estudios originales y cuantitativos de R. Duncan-JonNEs, 
The Economy of the Roman Empire, Cambridge, 1974. 

L. Gracco-RuaaInI, Esperienze economiche e sociali nel mondo ro- 
mano, en Nuove questioni di st. antica, Milán, 1968, 685-813 (con biblio- 
grafía) [275]. 


LA AGRICULTURA ITALIANA 


1) Las FUENTES 


CATÓN, De Agricultura, ed. R, GOUJARD, Budé, 1975. 

VARRÓN, Res Rusticae, ed. GoeTz, Teubner, 1912 (y todavía H. KE, 
1882). 

PLini0 (Libro XV, por J. ANDRÉ, Budé, 1960). 

F, SPERANZA, Scriptorum Romanorum de re rustica reliquiae (I), Messina, 
Bibl. di Helikon, 1974 (hasta Magon). 


El mejor examen del valor técnico de los «agrónomos» como fuente 
se debe a K. D. Wurre, citado más adelante [345]. 

Puede consultarse también: 
J. KoLENDO, «El tratado de agronomía de los Saserna» (en fr.), en 
Archivium Philologicum, XXIX, Varsovia, 1973. 
R. MartTIN, Recherches sur les agronomes latins et leurs conceptions 
économiques et sociales, París, 1971. 


2) BIBLIOGRAFÍA 


K, D. WuirE, A Bibliography of Roman Agriculture, Univ. oí Reading, 
1970, 63 p. y 918 títulos, clasificación sistemática. 


3) TÉcniCA 


J, DaY, «Agriculture in the life of Pompei» Yale Class. Stud., 3, 1932, 
166-208. 

O. A. DinkE, «Illustrations from Roman Surveyor's Manual», Imago 
Mundi, 21, 1967, 9-28. 

G. E, FusseL, A. KenNY, «Equipement d'une ferme romaine», Annales 
ESC, 1966, 306-323. 

J. KOLENDO, «Le travail á bras et le progrés technique dans agriculture 
de l'Italie antique», Acta Polonia Historica, 18, 1968, 51-62. 

— «La moissonneuse antique: son emploi en Gaule romaine», Annales 
ESC, 1960, 1099-1114. 

L, A. Morrrz, Grain-mills and flour in classical Antiquity, Oxford, 1958. 
G. RickmAN, Roman Granaries and store buildings, Cambridge, 1971. 


4) OBRAS Y ARTÍCULOS 


J. ANDRÉ, Lerique des termes de botanique en latin, París, 1956. 
— E'alimentation et la cuisine á Rome, París, 1961 (indispensable). 
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[855] A. AymarD, «Les capitalistes romains et la viticulture», Ann. ESC, 
1947, 257-265. 

[356] E. Bapian, Roman Imperialisim”, 1968, 19-20 (sobre Crc., De Rep., II, 
16, cf. Tenney FRANK, ESAR, L 172). 

[357] P. BaLpaccr, «Importazioni cisalpini e produzione Apula», en Recherches 
sur les amphores romaines, col. «EFR», Roma, 1972, 7-27. 

[3858] E. BIckERMAN, The Gracchi and the Italian slavery, Com. al V Congreso 
Int. de Hist. Ec., Leningrado, 1970. 

[360] A. BILLIARD, L'agriculture dans l' Antiquité d'apres Virgile, París, 1928. 

[361] — La vigne dans U'Antiquité, Lyon, 1913. 

[362] J. M. BLÁzquez, «Economía de la Hispania Romana republicana», His- 
pania, XXXIII, 1973, 205-247. 

[363] J. BrabrorD, Ancient landscapes studies in field archaeology, Londres, 
1957. E 

[364] P. Brunr, «The army and the land in the roman revolution», Journ, 
Rom. Stud., 1962, 69-86. 

[365] — «Two great Roman landowners», Lafomus, 1975, 619-635. 

[366] L. CaPOGROSsI-COLOGNESI, La struttura della propietá... nell'etá repubbli- 
cana, Milán, Giuffre, 2 vols., 1969-1976. 

[367] J. CArcorINO0, La loi de Hiéron et les romains, París, 1914. 

[368] G. CLemEnNTE, Y Romani nella Gallia meridionale, Bolonia, Patron, 1974, 
21-71. 

[369] R. Dion, Histoire de la vigne et du vin en France, París, 1959. 

[370] R. Duncan-JoNes, «Some configurations of landholding in the Roman 
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[1146] A. J. Crook, Consilium Principis, Cambridge, 1955. 
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B) Las MAGISTRATURAS 
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rian imperium to 27 BC, Chicago, 1950. 

[1177] A. LirpoLD, Consules, Unters. zur Gesch. des róm. Konsulates von 264 bis 
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CAPÍTULO XIL 2 LA VIDA POLÍTICA ROMANA 


No podemos dar aquí la bibliografía exhaustiva referente a los as- 
pectos detallados de la historia política, centrada a menudo en indi- 
viduos, familias, acontecimientos. Daremos tan sólo algunas orienta- 
ciones generales. 
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70 Bc», Pap. Br. Sch. Rome, 1938, 98-114. 
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[1250] — «Political prosecutions in the 90's Bc», Historia, 1966, 32-64. 

[1251] M. T. GrirFFIN, ¿The Leges iudiciariae of the pre-sullan era», Cl, Quart, 
1973, 108-126. 
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[1253] H. MarrinaLY, «The extorsion law of the Tabula Bembina», Journ, 
Rom. Stud,, 1970, 154-168. 

[1254] C. NicoLer, [684], 1, 465-630. 

[1255] — «La loi repetundarum épigraphique», en J. CARCOoPINO, Autour des 
Gracques, 2.* ed., 1967, 316-334, 

[1256] — «Les lois judiciaires et les tribunaux de concussion», ANRW, L, 2, 
1973, 197-214 [276]. 
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[1258] E. WernriB, «The prosecution of Roman magistrates», Phoenix, 1968, 
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[1259] — «The judiciary law of M. Livius Drusus», Historia, 1970, 414-443. 
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ciale», Athenaeum, 1953, 5-100, 
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[1264] P. BoyancÉ, «Cum dignitate otium», Rev. El. Anc,, 1941, 172-191. 
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Phil. Soc,, 1965, 1-20. 

[1266] C. CriFO, «Su alcuni aspetti della libertá in Roma», Archivio Giuridico, 
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[1267] J. BLeErckEN, Staatliche Ordnung und Freiheit in der róm. Republik, 
«Frankfurter Althistorische Studien», 6, Kallminz, 1972. 

[1268] H. DrexzER, Dignitas, «Góttinger Universitátsreden», 15, 1944, 

[1269] — Potentia, Rhein. Mus., 1959, 50-95, 

[1270] W. EnssLIN, «Die Demokratie und Rom», Philologus, 1927, 313-328. 

[1271] T. Franx, «Naevius and free speech», Am. Journ. Phil, 1927, 105-110. 

[1273] H. GunbeL, «Der Begriff Maiestas im politische Denken der róm. Rep.», 
Historia, 1963, 281-320. 

[1274] R. Hzrnzk, «Auctoritas», Hermes, 1925, 348-366. 

[1275] — «Fides», Hermes, 1929, 140-166. 

[1276] J. HeLLeGOUARC', Le vocabulaire latin des relations el des partis poli- 
tiques sous la République, París, 1963 (importante). 

[1277] P. JaL, «Pax civilis-concordia», Rev. Et. Laf., 1961, 210-231. 

[1278] A. D. Leeman, Gloria, Diss., Leyde, 1949, 

[1279] A. Linrorr, Violence in Republican Rome, Oxford, 1968. 

[1280] — «The tradition of violence in the Annals of the early Rom. Rep.», 
Historia, 1970, 12-29. 

[1281] — «Lucan and the history of the civil war», Class, Quart,, 1971, 488-505. 
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[1283] A. MAGDELAIN, Auctoritas Principis, París, Belles-Lettres, 1947. 

[1234] J. Martim, Die Popularen in der Geschichte der spúten Republik, Diss., 
Friburgo, 1965, 230 p. 

[1285] C. MexeER, «Art. Populares», RE, Sup. X, 1965, 550-615. 

[1286] C. NicoLeErT, Les idées politiques 4 Rome sous la République, 2.* ed., 
París, 1970. 

[1287] — [684], 1, 633-697. 

[1288] K. RAAFLAUB, Dignitatis Contentio, Studien zur Motivation u. politischen 
Taktik im Búrgenkrieg..., Munich, 1974. 

[1289] L. Robinson, Freedom of speech in the Roman Republic, Baltimore, 1940 
(importante). 

[1290] R. Seaqer, «Factio», Journ. Rom. Stud., 1972, 53-58. 

[1291] F. Serrao, «I partiti politici nella repubblica Romana», en Classi, 
partiti e legge nella Repubbl. rom., Pisa, 1974, 165-203. 

[1292] A. N. SHERWIN-WHITE, «Violence in roman politics», Journ. Rom, Stud.; 
1956, 1-9. 

[1293] H. STRASBURGER, «Art. Optimates», RE, XVIII, 1, 1939, 773-798. 

[1294] S. UrscHENkKO, «Le sens social et politique du terme optimates chez 
Cicéron», Acta Sessionis Ciceronianae, Varsovia, 1960, 51-62. 

[1294 b] H. WeGEHaAuPT, Die Bedeutung... von dignitas in den Sckhriften der 
Republ. Zeit, Diss., Breslau, 1932, 83 p. 

[1295] A. WziscuE, Studien zur politischen Sprache der rúm,. Republik, Munster, 
1966. 

[1296] C. Wirszubsxai, Libertas as a political idea at Rome during the late 
Republic and early principate, Cambridge, 1950. 


[1297] — «Cicero's cum dignitate otium: a reconsideration», Journ. Rom. Stud., 
1954, 1-13. 

[1298] — «Audaces: a study in political phraseology», Journ. Rom. Stud., 1961, 
12-22. 


[1299] Z. Yaverz, «Plebs sordida», Athenaeum, 1965, 97. 

[1300] — «Levitas popularis» Atene e Roma, 1965, 137. 

[1301] — Pleb and princeps, Oxford, 1969 (importante). 

[1302] — «Existimatio, fama and the ides of March», Harv. Stud. Cl, Phil, 
1974, 35-65. 


D) ALGUNAS CRISIS POLÍTICAS (LÉPIDO, CATILINA, CLODIO) 


(No damos aquí una bibliografía completa, sino que indicamos úni- 
camente algunos estudios significativos.) 


[1303] N. Crinrri, M. Aemilius Lepidus, Mem. Ist, Lombardo, 1969, 319-460. 

[1304] — Bibliografia Catilinaria, Milán, Pubb. Univ. S. Cuore, 1971, 84 p. 

[1305] L. LaBrUNA, Ji console sovversivo, M. Em. Lepido e la sua rivolta, Ná- 
poles, 1975. 

[1306] E. Mann1, Lucio Sergio Catilina, 3.* ed., Palermo, 1969 (1939). 

[1307] Z. Yaverz, «The failure of Catiline's conspiracy», Historia, 1963, 485-499, 

[1308] L. Havas, «Mithridate et son plan d'attaque contre YTtalie», Acta Class, 
Debrecen, IV, 1968, 22-25. 

[1309] — «Un programme social et économique au déclin de la République 
rom.», ibid., 11, 1966, 38-41. 
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[1310] C, NicoLer, ¿Les noms des chevaliers victimes de Catilina...», Mél. W., 
Seston, París, 1974, 381-395. 
[1311] — «“Amicissimi Catilinae», Rev. Et. Laf., 1972, 163-186. 


CLODIO: 


[1312] S. Accame, «La legislazione romana intorno ai collegi nel 1? sec. a, C.,. 
Bul. Mus. Imper, Rom., 1942, 13-49. 

[1313] E. S. GRUEN, «P. Clodius Pulcher, instrument or independant agent», 
Phoenix, 1966, 120-130. 

[1314] H. Kúnn, «Die stadtrómischen Sklaven in den Collegía des Clodius», 
Helikon, 1966, 95-113, 

[1315] J.-M. FLamBARD, «Clodius, les colléges, la plébe et les esclaves...», Mel. 
Ec. Fr, Rome, 1977. 

[1316] A. W. Liwrtorr, «P. Clodius Pulcher, Felix Catilina», Greece and Rome, 
1967, 157-169, 


CONSENSO Y CONCORDIA 


[1317] H. I. InstiwskY, «Consensus universorum», Hermes, 1940, 264-278. 

[1318] P. GRENADE, Essai sur les origines du Principat, Paris, 1961, 221-260. 

[1319] H. STRASBURGER, Concordia Ordinum, eine Untersuchung zur Politik 
Ciceros, Amsterdam, Hakkert, 1956 (1931). 

[1320] F. MILLAR, «Triumvirate and principate», Journ. Rom. Stud., 1973, 50-67. 


El índice alfabético común a los dos tomos figurará al final del volu- 
men siguiente. 
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